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PRÓLOGO

El siglo XVIII, y su colofón, las Cortes de Cádiz de 1812, fue un período
emprendedor. Cualesquiera que hayan resultado los frutos de sus empresas
—sus éxitos o sus fracasos—, cualquiera que sea nuestra posición afectiva
ante los propósitos y las realizaciones de sus hombres en España, no se puede
negar el reconocimiento objetivo de este carácter impulsor de nuevas diná-
micas de este período de nuestro pasado. No exageraba Eugenio d'Ors al
atribuir a esta etapa de la historia de España si no todo lo que en este país
hacía falta, sí mucho de lo que se había hecho hasta entonces y casi todo lo
que se nos ha conservado: la iglesia y el puente, la biblioteca y el jardín
botánico, el palacio y la carretera, el teatro y el arsenal, el mercado y el
observatorio1. Cambia el ritmo de la vida, suave y pausado por el quietismo
conformista de la centuria precedente. A finales del XVII late ya un pulso
más agitado, y con el advenimiento de la dinastía Borbón se generaliza la
inquietud que ha de acelerar la marcha de nuestra vida durante el que, con
toda propiedad, debe llamarse «el período de las reformas».

España se transformará en esta centuria, aunque tal vez menos de lo
que piensan los optimistas, y los primeros optimistas fueron los propios
reformadores del siglo XVlII y sus herederos los diputados gaditanos. «Hacia
el comienzo del siglo XVIII —ha escrito Marañón— la península era toda-
vía un inmenso país de mendigos, de nobles fanfarrones y de seudo-sabios
discutidores y dogmáticos»2. Hada finales de la centuria —podemos aña-
dir—, estas tres connotaciones no habían desaparecido, a pesar de las refor-
mas; pero la imagen de España tampoco mantenía los trazos estáticos del
pasado.

Como bien recoge Manuel Herrera en esta obra, en el primer tercio del
siglo XIX España era un país pobre, algo menos pobre, ciertamente que en

1 E. d'Ors: Conferencia dada en la Biblioteca Menéndez Pelayo de Santander,
recopilada en Estilos del pensar, Espasa-Calpe, 1945.

2 G. Marañon: "Nuestro siglo XVIII y las academias", en Vida e Historia, Buenos
Aires, 1941, p. 58.
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1700; pero sus escasas riquezas se hallaban mal distribuidas y era ostensible
el contraste entre la opulencia faraónica de unos pocos poseedores y la vida
miserable del gran número de los desocupados.

La cruel diferenciación de estos dos extremos —la miseria y la opulen-
cia— y las consecuencias desventajosas que en el orden social se deducían,
habían sido denunciadas tiempo atrás por varios escritores de los siglos XVI
y XVII, como Fernández Navarrete, quien decía que «los más de los espa-
ñoles (se habían) reducido a holgazanes, unos a título de nobles, otros con
capa de mendigos».

España es pobre; doloroso descubrimiento hecho en el siglo XVII, que
traslada con obsesiva preocupación a los hombres más despiertos del XVIII
y primeros tiempos del XIX. Según Manuel Herrera, lo que acudía funda-
mentalmente a los reformadores de este periodo de más de cien años es la
necesidad de arrancar del país las ataduras de la pobreza. El Padre Feijoo,
en una de sus Cartas, escribía: «Es preciso confesar la mucha pobreza de
España, por más que quieran negarlo los que, por demasiadamente pobre,
ni aún confusamente saben lo mucho que nos falta»3.

En cierto modo, podríamos establecer un paralelo entre el examen de
conciencia que hacen los españoles de la Ilustración y de las Cortes de Cádiz,
tras la derrota consumada en el siglo anterior, y el de los «regeneracionistas»
decimonónicos después del desastre, si aceptamos, como propone Maeztu, que
«el sentido del 98 no fue sino éste: pues que nos ha derrotado un pueblo que
es tan sólo más rico que nosotros, vamos a cuidarnos de la economía y no
de las tradiciones». El «restablecimiento de fábricas», la utilidad de una
población sana y educada, en general, eran condición previa, a los ojos del
siglo XVIII y comienzos del XIX, para alzarnos eficazmente como abandera-
dos en el mundo de cualquier ideal político y hasta religioso. La importancia
de la intervención estatal en materias de educación, beneficencia y sanidad
es lugar común en el modo de pensar de aquellos hombres. Y éste es, tal vez,
uno de sus mejores legados: haber percibido el carácter esencial de la inter-
vención social desde el Estado.

«La mucha pobreza de España»: he ahí una realidad de la que habría
de partir todo un impulso reformador encaminado a sentar las bases de la
responsabilidad estatal en materias tales como beneficiencia, educación y
sanidad.

Manuel Herrera, a lo largo de tres amplios capítulos, nos introduce de
lleno en los fundamentos de nuestro presente. Para ello se ha visto obligado
a recorrer una historia que cubre más de cien años, una historia que ha
tenido como tema el abordaje por parte del Estado de una serie de parcelas

3 P. Feijoo: Cartas Eruditas, III, 31, 2: «Sobre el adelantamiento de las ciencias y
las artes en España».
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tales como la pobreza, la enfermedad y la educación. Detrás de estas páginas
se esconde cómo los hombres del XVIII y sus herederos los diputados gadi-
tanos sintieron, vivieron y legislaron las situaciones de necesidad y enferme-
dad y los problemas de la educación. De ser terrenos marginales en los
intereses del Estado, se transforman en cuestiones que atañen a las bases de
su estructura, hecho éste que lleva parejo el acrecentamiento progresivo del
papel y de la responsabilidad estatal en cada una de ellas. Factores histó-
ricos, políticos, religiosos, culturales, jurídicos —relacionados entre si— han
condicionado este llamado «abordaje»: la asunción por el Estado de proble-
mas sociales. Por supuesto que no se trata de una historia lineal. Todo el
siglo XIX está plagado de resistencias derivadas de una concepción de la
libertad entendida como autonomía frente al Estado.

Cabe preguntarse el porqué del interés de los hombres de la Ilustración
y de los diputados gaditanos por la pobreza, la educación y la sanidad. La
respuesta no es fácil. Para hallarla, Manuel Herrera ha debido despejar
múltiples incógnitas: ¿qué novedad, respecto a los siglos anteriores, presen-
tan los planteamientos esbozados en torno al tratamiento de la pobreza, la
vagancia y su asistencia?; ¿cómo pensaron la educación los hombres del
XVIII y los componentes de la constituyente de Cádiz?; ¿qué es la enferme-
dad y, en consecuencia, cuál debe ser su tratamiento? Resueltas estas incóg-
nitas, ha afrontado otras referidas a los medios e instrumentos diseñados.
Con ello, está en situación de enfrentarse a una cuestión crucial: ¿qué papel
atribuyeron al Estado en la ordenación, control y gobierno de cada una de
estas parcelas?; es decir, ¿hasta qué punto el siglo XVIII español y el proceso
constituyente gaditano sentaron las bases de la necesaria intervención estatal
en materia de beneficencia, educación y sanidad, parcelas que con anterio-
ridad habían estado monopolizadas por la Iglesia o bien por instituciones
que dependían de ella?; ¿qué objetivos de reforma social se perseguían?

Cada uno de los interrogantes pretende cubrir una laguna: la ausencia
de una investigación amplia y comprensiva de todo el largo proceso que
comienza con los ilustrados y que tiene su culminación en el Cádiz de 1812;
una monografía que aúne en su seno el desembarco del Estado en una serie
de parcelas hoy consideradas como básicas y fundamentales para el bienes-
tar y la justicia social.

Los instrumentos documentales han sido las Memorias y Proyectos de los
Ilustrados españoles, la legislación emanada durante el siglo XVIII, el Dia-
rio de Sesiones y las Actas correspondientes a cada una de las Comisiones
nacidas en el seno de la constituyente gaditana. La riqueza de estas fuentes,
analizadas en profundidad, le han permitido resolver el conjunto de interro-
gantes que a lo largo de la investigación se venían planteando, así como
entender el contenido y significado del cuerpo legal emanado de las Cortes
de Cádiz en cada una de las materias analizadas.
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El esfuerzo-realizado es esclarecedor. Si el siglo XIX ha sido catalogado
en numerosas ocasiones como el siglo de la cuestión social, no menos cierto
se le podría etiquetar como el de la respuesta estatal a los problemas sociales.
El acierto de Manuel Herrera en esta nueva obra es fijarse en la articulación
ideológica de esa respuesta estatal. Y hoy, cuando tanta tinta se destina a
reflexionar sobre el Estado de Bienestar, la pluma certera y la capacidad
analítica de Manuel Herrera nos confronta a los primeros balbuceos del
Estado en esta esfera. Por eso su libro es todo un ejercicio de oportunidad
sobre el presente y el pasado de nuestra sociedad. Como primer lector de su
brillante obra, me corresponde testimoniar la gratitud que merece su esfuer-
zo, su inteligencia y vocación universitaria.

JULIO IGLESIAS DE USSEL
Catedrático de Sociología
Universidad de Granada
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«En esta legendaria e histórica dudad de Cádiz nos ha dado
cita el destino. Estamos aquí los que preocupados por los males que
asolan a la Patria tenemos la obligación de dar soluciones. Estos
males han estado impresos durante largos años en nuestra historia
y requieren un tratamiento efectivo que hasta ahora no han tenido
(...). Es necesario disponer lo conveniente para que la población
crezca, un Reyno rico es aquel que tiene un buen número de ha-
bitantes {...). Hay que dar remedio, como el ungüento se aplica a
la herida, a la pobreza, miseria y vagancia, todas ellas lacras que
nos invaden como la peste (...). La educación requiere el cuidado
que se merece, pues es la base de todo progreso material y moral
de un pueblo (...). Toda enfermedad debe erradicarse o por lo
menos establecerse los medios para atenderla y tratarla, pues de su
arraigo brotan grandes males».

(DIARIO DE SESIONES. Vol. I. Págs. 252-253)

Estas palabras, pronunciadas por el Conde de Toreno en la se-
sión del 29 de diciembre de 1810, se encuentran impregnadas de un
viejo sueño de la humanidad expresado repetidamente en forma de
utopías: la idea de liberarse del miedo y de las necesidades, y alcan-
zar la felicidad en la tierra a través de un Estado ideal.

Cuatro años más tarde, de la Asamblea gaditana habían emana-
do un conjunto de disposiciones relativas a cada una de las materias
a que alude el Conde de Toreno en su discurso. Los problemas que
arrastraba el mundo de la pobreza y su asistencia han sido objeto
de atención por parte de los hombres de Cádiz y se han sentado las
bases para una futura Ley General de Beneficencia, que será pro-
mulgada pronto: en 1822. Ha sido aprobado por las Cortes el Dic-
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tamen y Proyecto de Decreto sobre el arreglo general de la enseñan-
za pública, primera ley general de educación, dada en nuestro país.
En materia sanitaria, hospitales, profesionales y órganos de admi-
nistración y gobierno, han sentido también los efectos de decisiones
políticas, con vocación de trasformar la sociedad.

El regreso de Fernando VII traería consigo la anulación de la
Constitución de 1812 y de cada uno de los actos del proceso cons-
tituyente. A pesar de ello, el tratamiento dado a cada una de estas
parcelas es en sí decisivo para la evolución de la sociedad española,
adquiriendo mayor importancia cuando se observa que lo estable-
cido por los hombres de Cádiz en beneficencia, educación y sanidad,
sirvió de base orientadora para las sucesivas reformas legislativas
que en estas materias se realizaron en nuestro país a lo largo del
siglo XIX. Es más, algunos de sus principios, que precisamente ayu-
dan a concebir la estructura de la beneficencia, la educación o la
sanidad a escala nacional de una manera determinada, han tenido
vigencia también en este siglo.

Esta es la razón fundamental que hemos tenido para interesar-
nos por lo acontecido en estas parcelas durante el proceso consti-
tuyente gaditano, proceso que, según Federico Suárez, se revela
como un período de transición entre el Antiguo y el Nuevo Ré-
gimen.

El objeto de la presente investigación responde a una necesidad,
la de obtener la respuesta a una serie de interrogantes inquietantes.
En primer lugar cabe preguntarse el porqué del interés de los dipu-
tados gaditanos por la pobreza, la educación y la sanidad. La res-
puesta no es fácil. Para hallarla, se hace necesario previamente
despejar múltiples incógnitas: ¿qué novedad, respecto a los siglos
anteriores, presentan los planteamientos esbozados en tomo al tra-
tamiento de la pobreza, la vagancia y su asistencia?; ¿cómo pensa-
ron la educación los componentes de la constituyente de Cádiz?;
¿qué es la enfermedad y, en consecuencia, cuál debe ser su trata-
miento? Resueltas estas incógnitas nos encontramos en condiciones
de abordar otras nuevas referentes a los medios e instrumentos
diseñados. Surge así un nuevo interrogante: ¿qué papel atribuyeron
al Estado en la ordenación, control y gobierno de cada una de estas
parcelas?, dicho de otro modo, ¿hasta qué punto el proceso cons-
tituyente gaditano sentó las bases de la necesaria intervención es-
tatal en materia de beneficencia, educación y sanidad, parcelas que
con anterioridad habían estado monopolizadas por la Iglesia o bien
por instituciones que dependían de ella?; ¿qué objetivos de reforma
social se perseguían?
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Contestar a cada una de estas preguntas es una tarea difícil. Se
precisa alcanzar una compresión global del proceso sufrido por cada
una de estas materias en la España Ilustrada, buscar las grandes
líneas, las coordenadas básicas de dicha transformación, los grandes
temas y las grandes constantes que un examen de este período
pudiera presentar. No en vano, la Revolución de Cádiz con esa
mezcla de elementos tradicionales y revolucionarios, no supuso un
ruptura de la continuidad histórica, sino que, en gran parte, se nos
ofrece como la cumbre de un proceso que se desenvuelve a lo largo
de los siglos XVI y XVII y más inmediata y acusadamente en la
centuria que le precedió, en el siglo XVIII. Es preciso analizar en
este trance histórico dos capas diversas. De una parte, la reforma
social, económica y política que venía impulsada por la literatura
del siglo anterior y por todo el proceso de nacionalización y unifi-
cación de la Edad Moderna; de otra, cierta oroflama de ideas e
instituciones, íntimamente trabada con esa otra evolución más pro-
funda, que reflejan con cierta escandalosa apariencia principios y
hechos de la Revolución Francesa.

Ciertamente, existe hoy una bibliografía que se ocupa de deter-
minados aspectos de la pobreza y su asistencia, la educación y la
sanidad en el tránsito del Antiguo al Nuevo Régimen en España.
Analizar la génesis, evolución y tratamiento de cada una de estas
materias es requisito imprescindible para comprender la peculiar
dinámica que, en nuestro país, tiene la génesis de la protección
social que dará lugar al Estado de Bienestar. No existe, sin embargo,
una investigación amplia y comprensiva de todo el largo proceso
que comienza con los ilustrados y que tiene su culminación en el
Cádiz de 1812, monografía que aúne en su seno el desembarco del
Estado en una serie de parcelas hoy consideradas como básicas y
fundamentales para el bienestar y la justicia social.

Esta investigación que hoy echamos en falta tardará, posible-
mente, en llegar. Entre otras razones porque será preciso una labor
previa de carácter monográfico sobre las múltiples lagunas que tal
proceso histórico arroja. Sin embargo, se hace necesario, de algún
modo, reencontrar nuestro pasado más inmediato, recobrar nuestra
tradición benéfica, educativa y sanitaria, buscar en el tiempo que ya
pasó las causas profundas de lo que hoy son; en una palabra, reco-
ger los afanes de nuestros antepasados y, conscientes de las limita-
ciones históricas existentes, afrontar el futuro. En este sentido he-
mos realizado este trabajo que presentamos a la comunidad
académica, seguros de que no cierra definitivamente la cuestión,
pero convencidos también de que era necesaria una primera aproxi-
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mación a lo que fue la preocupación benéfica, educativa y sanitaria
en la España del XVIII y comienzos del XIX.

Desde las perspectivas apuntadas, la metodología utilizada debe
ser objeto de algunas aclaraciones. De un lado, se parte de un hecho
que condiciona parcialmente esta investigación: la ausencia de su-
ficientes monografías que faciliten la necesaria labor de síntesis; de
otro, el hecho de que este trabajo se centre fundamentalmente en
la investigación de la génesis de los sistemas benéfico, educativo y
sanitario español, ha impuesto también sus condicionamientos pro-
pios. De ahí que el examen de los textos legales, los discursos po-
líticos y parlamentarios, las teorizaciones, las propuestas y las po-
lémicas que, en su caso, se suscitan a propósito de los temas
mencionados ocupen un papel primordial en esta investigación. Y
ello, por diversas razones de especial consideración.

En primer lugar, es sabido que pertenece a la esencia de la
Ilustración, esencia que hereda el liberalismo, su afán por raciona-
lizar la vida humana. Dentro de esta concepción, la norma jurídica
se identifica con la racionalidad misma. Karl Mannheim ha puesto
de relieve, a este respecto, cómo la Ilustración, y su heredero más
directo, el liberalismo, construyen un mundo normativo cerrado,
sublime si se quiere pero, en cierto modo, separado de la realidad
profunda que ha de regular; lo que no obsta para que refleje la rica
variedad del pensamiento ilustrado y del pensamiento liberal. De
esta suerte, el examen de los textos legales nos mostrará la respues-
ta a una serie de hechos concretos y que, al hacerlo, se intenta
incidir en la dinámica material, ya sea transformándola, ya recon-
duciéndola. La legislación será, por tanto, un buen índice para co-
nocer la evolución que ha llevado a la pobreza, la educación y la
sanidad a convertirse en problemas sociales a los que es preciso, de
modo continuamente creciente, hacer frente.

En segundo lugar, la falta de monografías sobre los distintos
períodos históricos podrá ser suplida por el estudio itinerante de las
diversas normas que han pretendido regular los complejos mundos
analizados. Así, siguiendo el «hilo de oro de la ley», se ha podido
ir tejiendo y reconstruyendo laboriosamente el cañamazo donde
están bordadas las grandes líneas de los sistemas benéfico, educativo
y sanitario emanados del proceso constituyente gaditano. Por otra
parte, aun siendo conscientes de que la realidad y la norma legal no
son siempre coincidentes, se ha tenido en cuenta que la ley no es
sólo expresión formal del poder político, sino vehículo de aspiracio-
nes encontradas que muchas veces reflejan la realidad social de la
que, en última instancia, emana.
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En tercer lugar se ha tratado de completar la documentación
legal con toda serie de textos específicos que, en ocasiones, arrojan
luz sobre puntos oscuros que la propia norma no revela. Aludimos
con ello a los discursos políticos y parlamentarios, a las monografías
existentes, a los proyectos de médicos, educadores, políticos, econo-
mistas...; en resumen a todo lo que se puede denominar apoyo
documental a la investigación. Gran instrumento ha sido el Diario
de Sesiones por lo que hace referencia al proceso constituyente
gaditano. La riqueza de esta fuente nos ha permitido resolver el
conjunto de interrogantes que a lo largo de la investigación se
venían planteando, así como entender el contenido y significado del
cuerpo legal emanado de las Cortes de Cádiz en cada una de las
materias analizadas. No obstante, ha habido etapas para cuyo cono-
cimiento, ante la pobreza de monografías o documentos, ha sido
preciso acudir con mayor frecuencia a la política educativa, benéfica
y sanitaria de la época y a los textos legales, arriesgando hipótesis
cuyo fundamento sólo se basa en el análisis de las circunstancias
indicadas y en el contexto que las rodea.

Finalmente, como pobreza, educación y sanidad se mueven en
el terreno multiforme de la realidad global, hemos tratado de situar
las medidas adoptadas en cada materia dentro del contexto de la
política estricta y del marco de los factores económicos y sociales
que condicionan aquella.

Pobreza, educación y sanidad han sido tratados de forma sepa-
rada, dedicando un capítulo a cada materia. Lo estimamos conve-
niente al inicio de esta investigación. A ello nos animó varias cau-
sas. En primer lugar pensamos que un análisis independiente
ayudaría al rigor y a la precisión histórica. En segundo término, no
por ello menos importante, el estudio pormenorizado y autónomo
de cada parcela podría servir para con posterioridad establecer los
posibles cambios y mutaciones comunes existentes en cada materia.
No en vano, a todas ellas les unía un elemento de especial interés
e importancia: de ser cuestiones marginales en los intereses del
Estado, se transforman, en un período que abarca más de cien años,
en materias que atañen a las bases de su estructura.

Independencia en el tratamiento pero no en el esquema segui-
do. Dentro de las grandes líneas anteriormente señaladas, se ha
estimado necesario comenzar cada capítulo con un panorama de
cada materia durante el siglo XVIII. Resulta necesario conocer cuál
era el estado de la pobreza, educación y sanidad, así como cuáles
eran sus principales problemas, para comprender las profundas re-
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formas que empiezan a introducirse, mutaciones que suponen, en
verdad, un giro copernicano.

Posteriormente, el siguiente paso del esquema consiste en hacer
un recorrido por las soluciones ofrecidas por los hombres de la
Ilustración. Los mundos de la necesidad material, la educación y la
sanidad, hacen correr ríos de tinta en los que se mezcla la utopía
con la realidad. Este segundo paso nos permitirá establecer la co-
nexión, si es que existe, entre el pensamiento ilustrado español y
las posibles influencias extranjeras habidas en el tratamiento y or-
denación de cada una de estas materias.

Termina la primera parte de cada capítulo pasando revista a las
principales medidas legales de política benéfica-asistencial, educati-
va y sanitaria habidas durante el siglo XVIII. Con ello pretendemos
conocer las ideas del legislador acerca de cada una de estas materias.
Ni que decir tiene que éste participa del modo de pensar de los
escritores políticos, económicos, educativos o sanitarios, vinculados,
generalmente, de una forma u otra, a las esferas de poder.

Quizá estos tres pasos que constituyen la primera parte de cada
capítulo hayan sido demasiado amplios, pero era necesario para abor-
dar con profundidad y rigor el tratamiento que cada una de estas
materias recibe en el proceso constituyente gaditano. Dicho de otro
modo, difícilmente puede ser entendido lo que aconteció en el Cádiz
de 1812 sin hacer una lectura de los proyectos y de la legislación ilus-
trada en pobreza, educación y sanidad. Los hombres de Cádiz, sus
proyectos, sus decretos, sus intervenciones deben ser contemplados
a la luz de las ideas y reformas que acontecen en el XVIII español.

La segunda parte, cada uno de los capítulos, toma como hilo
conductor el Diario de Sesiones. Reconstruyendo, como si ante un
rompecabezas nos encontrásemos, el tratamiento dado a cada una
de estas materias en las sesiones parlamentarias hemos creído estar
en condiciones de comprender la legislación emanada del proceso
constituyente gaditano, con cuyo análisis termina cada capítulo.
Podremos así responder al interrogante con que iniciábamos estas
páginas: ¿por qué tanto interés de ios diputados gaditanos por la
pobreza, la educación y la sanidad? De la respuesta a este interro-
gante resulta el resto de la investigación.

Creemos que con esta introducción están presentadas las direc-
trices que nos van a guiar a lo largo de las siguientes páginas. Lo
demás, y quizás lo más difícil, es llevarlas a término, transformando
en palabras el lenguaje de los hechos.
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Para terminar, no quiero dejar de adherirme a esa noble cos-
tumbre de incorporar unas líneas de agradecimiento a las distintas
personas que de un modo o de otro han contribuido a la realización
de este trabajo. Seré breve. Esta monografía tiene una gran deuda,
en primer lugar, con el Profesor Julio Iglesias de Ussel, maestro y
amigo, que me ha guiado desde que inicié los estudios de postgrado.
Nunca me han faltado su ánimo y aliento para concluirlo. Mi agra-
decimiento por la confianza que siempre me demostró. Me compla-
ce también recordar aquí a mis compañeros del Departamento de
Sociología de la Universidad de Granada, en concreto a los Profeso-
res Pedro Castón, Antonio Trinidad y Diego Ruiz. Debo mencionar
también aquí mi agradecimiento al personal del la Biblioteca del
Congreso de los Diputados donde pasé muchas horas recogiendo
buena parte del material que se expone, y a los Profesores Miguel
Beltrán y Andrés Ollero que revisaron algunos originales de este
texto.

En otro orden de cosas —aunque no menos importante para
lograr este «producto final»— Rafael Garzón y Santiago Coronado,
han hecho posible, materialmente hablando, la presentación de este
trabajo. Me faltan palabras para manifestarles mi gratitud. Espero
pagárselo de alguna forma a lo largo de esta vida. Sin Emilio Carazo
y «su ordenador» y —sobre todo— su dedicación no hubiera llega-
do a completar estas páginas. Gracias también a mis «secretarios»,
Salvador Frutos, Pablo Gil, Femando Rodríguez y Luciano Vílchez.

Queda un último agradecimiento, a los hombres de Cádiz. Desde
su escaño libraron la batalla de las ideas, más profunda y beneficio-
sa que la de las armas.
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CAPITULO I

LA POBREZA Y SU ASISTENCIA
EN LAS CORTES DE CÁDIZ





PARTE PRIMERA: LA ILUSTRACIÓN
ANTE EL TRÁNSITO DE LA CARIDAD

A LA BENEFICENCIA

Toda sociedad se encuentra en la necesidad de amparar a aque-
llos de sus individuos que por una razón u otra no son capaces de
atender a su subsistencia. De no hacerlo tendría que admitir la
existencia e incluso la eliminación de los materialmente incapaces
-menores, locos, ancianos, enfermos, etc..— y la violencia de cuan-
tos, sin medios de subsistencia, dispusiesen de los recursos necesa-
rios para provocar un conflicto abierto.

En el periodo histórico que estamos analizando —tránsito del
siglo XVIII al siglo XIX— se produce el relevo de la beneficencia a
la caridad como medio de asistencia social1. La caridad había sido
durante siglos la forma habitual de realizar aquella función social:
la doctrina cristiana de la fraternidad de todos los hombres es la
inspiración teórica de la que se deriva la obligación moral del cre-
yente, que a su vez configura un régimen de asistencia fundamen-
tado en las iniciativas particulares. La beneficencia por su parte
transfiere la obligación a la sociedad considerada como entidad
colectiva y por ello el término irá siempre seguido del apelativo
pública. La relación entre ambas debe considerarse complementaria
y buena muestra de ello lo evidencia la historia más reciente con el
retroceso de la caridad en beneficio de la propia beneficencia.

En este tránsito de la Caridad a la Beneficencia confluyen múl-
tiples factores que abarcan el terreno de lo político, lo ideológico y
lo económico. Entre ellos podemos destacar:

1. La situación creada como consecuencia de las secuelas de-
rivadas del racionalismo de principios del XVIII: la Razón
podía y debía ser aplicada a la reforma social. En este sen-
tido, la beneficencia, entendida como obligación de la so-

1 Cfr. Miguel Artola: La burguesía Revolucionaria. (1808-1874). Madrid 1976.
Pág. 283.
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ciedad, aparece como el instrumento corrector de los des-
equilibrios que genera la propia dinámica social2.

2. La propia formulación doctrinal de la igualdad entre los
hombres, elemento éste que supone la misma incomodidad
de la caridad por la dependencia que ella implica3. Detrás
de esta formulación había una nueva imagen del hombre,
que realza la dignidad del hombre y el derecho del hombre
a la felicidad. Esta última, nos aparece como el cometido de
la comunidad política y la causa más profunda de la aspi-
ración del Estado4.

3. Una realidad clara y evidente como es la disminución de las
rentas dedicadas a la práctica de la caridad, en gran medida
motivada por la desamortización de los patrimonios de los
establecimientos asistenciales5.

4. El descontento popular, que en algunos casos desemboca
en la movilización, y que obliga al Estado a actuar ante
estas situaciones de miseria material, tanto con medios de
previsión y asistencia, como de represión6.

Si este conjunto de factores es el contexto en que se enmarca el
tránsito de la caridad a la beneficencia, difícilmente puede explicar-
se el paso de una a otra si no se tienen en mente las formulaciones
del pensamiento ilustrado en torno a la pobreza, la necesidad ma-
terial y la miseria.

En primer término, cabe señalar que tenían, por lo general, la
idea de que la pobreza no es un mal eterno, inextirpable. En con-
sonancia con su fe general en el progreso, en el sentido de una idea
racional del hombre, creían que el problema de la pobreza, la mi-
seria y las necesidades materiales, tenían que solucionarse —desde
la perspectiva objetiva— mediante la eliminación de las causas de la
pobreza, a través de la extensión del trabajo y de la producción, y
—desde una perspectiva subjetiva— a través de una mejora de la
educación especialmente de los jóvenes7. Ello explica:

2 Cfr. Paul Hazard: El pensamiento europeo del siglo XVIII. Madrid 1991. Pág. 35.
3 Cfr. G. A. Ritter: El estado social, su origen y desarrollo en una comparación interna-

cional. Madrid 1991. Pág. 60.
4 Cfr. Luis Sánchez Agesta: Principios de Teoría Política. Madrid 1965. Págs. 89-90.
5 Cfr. F. Tomás y Valiente: El marco político de la desamortización en España. Barce-

lona 1971. Pág. 46.
6 Cfr. P. Pernil Alarcón: «Caridad, educación y política ilustrada en el Reinado de Car-

los III», en Revista de Educación (Madrid) número extra. Madrid, 1989. Pág. 329.
7 Cfr. Fritz Valjavec: Historia de la Ilustración en Occidente. Madrid 1964. Págs. 198-

199.
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a) En vez de la práctica de la vieja política represiva, que
había puesto en primer plano el castigo, la disciplina y la
educación de los pobres —tomando vagos y mendigos como
su objetivo principal—, obligándoles a trabajar en condicio-
nes degradantes la mayor parte de las veces, se abre una
política de pobres filantrópica, basada en la idea de solida-
ridad entre hombres8.

b) Una actitud crítica ante la caridad religiosa indiscriminada.
Se piensa que la caridad de las instituciones eclesiásticas
fomenta la mendicidad al alentar a los pobres a pensar que
pueden vivir de limosnas y no del trabajo9. Apoyados en la
idea, expuesta por los economistas ilustrados, de que un
Estado rico es aquel que tiene abundante población, pero
que está compuesto de elementos útiles y laboriosos, que
sean activos y que trabajen, la opinión ilustrada sostenía,
cada vez con mayor frecuencia, que el propósito de cual-
quier sistema de asistencia pública debía ser la conversión
de los pobres en sujetos útiles, leales y productivos10.

Si la caridad había presentado a la pobreza como una cuestión
de índole religiosa o espiritual, la beneficencia, clara hija de la Ilus-
tración, la ve como un obstáculo al desarrollo económico y un
riesgo potencial por posibles desórdenes sociales 11. Hasta el s. XVIII,
bajo los harapos de los miserables se veía la imagen de Cristo, el
pobre formaba parte de un mundo rígidamente jerarquizado en el
que cumplía una función casi religiosa y la asistencia social se ca-
nalizaba a través de la Iglesia, que acaparaba parte de la riqueza
nacional, y de las donaciones y limosnas particulares. A partir del
siglo XVIII, ese Dios invisible que se escondía en cada indigente fue
paulatinamente sacado y separado de la imagen del pobre; la pobre-
za y su asistencia se abordan desde el Estado y con objetivos más
ambiciosos. Las consecuencias prácticas de este planteamiento ha-

8 Cfr. Manuel García-Pelayo: Las transformaciones del Estado contemporáneo. Madrid
1991. Pág. 14.

9 Cfr. M. Cavaillac: Introducción al Amparo de Pobres de C. Pérez de Herrera. Madrid
1975. Págs. 12-13.

10 Numerosos trabajos se ocupan de esta cuestión durante el siglo XVIIl. Para
comprender su alcance, véanse las obras de Jacques Doncelot: La policía de las fami-
lias. Valencia 1979. Pág. ]0; y Femando Álvarez Uría: Miserables y locos. Barcelona
1983. Págs. 66-67.

11 Cfr. W. J. Callahan: «Caridad, sociedad y economía en el siglo XVIII», en
Moneda y Crédito. Núm. 146. Madrid, 1978. Pág. 72.
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rán que el mundo de la pobreza deje de ser ese conjunto indiferen-
ciado y homogéneo para ser clasificado en virtud de un nuevo
criterio que se reduce básicamente a la capacidad, o no, de poder
trabajar; de este modo sólo serán dignos de ayuda los que padecen
alguna tara que les impide ganarse el sustento, o bien aquellos que
siendo ciudadanos honrados han perdido su habitual medio de vida,
como las viudas, huérfanos o jornaleros en paro. Para el resto, que
englobaría el conjunto de la población que vagabundea y simula
dolencias, el Estado tomará mediadas legales encaminadas a repri-
mir la vagancia para apropiarse de su fuerza de trabajo y destinarla
allí donde más falta hace: el ejército y las obras públicas. Al resto
de pobres que no simulan ninguna astucia y son incapaces para el
trabajo se les encerrará en establecimientos en los que se tratará de
cambiar sus hábitos y comportamientos12.

En síntesis, este tránsito de la Caridad a la Beneficencia esconde
tras de sí los grandes cambios que en estos momentos se están fra-
guando y que transformarán la estructura política, económica e ideo-
lógica de la Sociedad del Antiguo Régimen. La nueva visión en torno
al mundo de la pobreza y su asistencia y la reordenarión de la admi-
nistración, tendente a ampliar el campo de acción del Estado, son
manifestaciones prácticas de una nueva etapa que hunde sus raíces
en el concepto que sobre Dios, el hombre y el mundo presentan la
filosofía y los planteamientos políticos y sociales de la Ilustración13.

En el caso concreto español, este período se nos presenta como
una etapa de intensa reforma y modernización. La nueva dinastía
de los Borbones inicia un proceso de racionalización de la adminis-
tración encaminado a la centralización en la toma de decisiones y
la ampliación por parte del Estado de sus ámbitos de actuación y
control sobre la vida social, política y económica de la nación.
Funciones que hasta el s.XVIII eran marginales en los intereses del
Estado se transforman en cuestiones que atañen a las bases de su
estructura14.

12 Cfr. Rosa María Pérez Estévez: El problema de los vagos en la España del XVIII.
Madrid 1976. Págs. 25-26.

13 Cfr. R. Herr: España y ¡a Revolución de! siglo XVIII. Madrid 1971. Págs. 3-4.
14 «En ningún otro siglo como el XVIII parece España salir de su tradición y, bajo las

influencias extranjeras, oponer a las fuerzas de la esclerosis, una minoría tan ardiente y
combativa». J. Sarrailh: La España Ilustrada de la segunda mitad del siglo XVIII. Madrid
1974. Pág. 17. El siglo XVI11 tiene en efecto un sitio de honor en la historia de la
tradición liberal española. Autores opuestos como Sarrailh y Rumeu de Armas han
subrayado las vinculaciones entre Ilustración y Revolución Liberal. Éste último llega
a afirmar que la Revolución Liberal no se hizo en las Cortes de Cádiz, más que en
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En el caso concreto del mundo de la pobreza y la necesidad
material mundos que tradicionalmente habían estado monopoliza-
dos por la Iglesia o bien por instituciones que dependían de ella, a
lo largo del XVIII, pasarán a depender del Estado o de iniciativas
privadas amparadas por los poderes públicos. Para que se diera este
viraje fue necesario un cambio de la visión de la pobreza y que la
economía mirara a la población como un nuevo valor15.

A continuación pasamos a analizar los principales proyectos y el
ordenamiento legal que generó el siglo XVIII. Proyectos y leyes que
en ningún momento pueden ser identificados con la realidad, pero
es evidente que cuando se proyecta o legisla se intenta dar respuesta
a una serie de hechos concretos y al hacerlo, se intenta incidir en la
dinámica material, ya sea transformándola, ya reconduciéndola.
Constituyen todos ellos, proyectos y leyes, un claro antecedente de
los planteamientos que en materia de Beneficencia vamos a encon-
trar en las Cortes de Cádiz16. El fin por tanto de esta primera parte
del apartado dedicado al mundo de la necesidad material y su asis-
tencia no es otro que sentar las bases teóricas y legales sobre las que
se fundamenta el plan de Beneficencia diseñado por las Cortes de
Cádiz.

Este análisis lo haremos estableciendo tres ámbitos perfectamen-
te diferenciados:

1. El proyectismo del XVIII, donde se recogen las principales
obras de este siglo y las soluciones utópicas y realistas que
plantea el problema de la necesidad material.

2. El mundo de la necesidad y su tratamiento legal en el si-
glo XVIII; distinguiendo conceptualmente la pobreza, la
mendicidad y la vagancia, son analizadas las principales
disposiciones legales que estas situaciones de necesidad
material generan.

lo aparente: «La verdadera revolución se fragua en las antecámaras y en los despachos de los
ministros de Carlos III y Carlos IV. Con razón decía Menéndez Pelayo que el siglo XVIII era
el prólogo o el primer capítulo de la Revolución Liberal. Por lo que respecta al orden económico,
es tan cierto, que puede considerarse a las Cortes (de Cádiz) dando legalidad a un hecho
consumado». A. Rumeu de Armas: Historia de la Previsión Social en España. Cofradías.
Gremios. Hermandades. Montepíos. Madrid 1981. Pág. 330; en el mismo sentido
J. Sarrailh: op. cit. Pág. 711.

15 Cfr. Manuel Martín Rodríguez: Pensamiento económico español sobre la población.
Madrid 1984. Págs. 111-112.

16 Cfr. F. Garrido Falla: «La beneficencia de las entidades públicas y su conexión
con la privada y con las nuevas formas de seguridad social», en VV.AA.: Problemas
Políticos de la Vida Social. Madrid 1962. Págs. 205-206.
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3. El tercer ámbito, que aparece bajo el título: el Ordenamien-
to legal de la Beneficencia y la Caridad en el siglo XVIII,
trata de reflejar el tránsito existente en el gobierno de
los centros asistenciales —Casas de Expósitos, Hospita-
les, Hospicios, y Casas de Misericordia—. Instituciones que
habitualmente habían estado monopolizadas por la Igle-
sia o bien por instituciones que dependían de ella, a lo
largo de la Modernidad, y más concretamente en el si-
glo XVIII, pasan a depender del Estado o de iniciativas
privadas amparadas por los poderes públicos. Nuevo go-
bierno al que se añade el cambio en los fines perseguidos
por tales instituciones, cambio que conecta con la idea
general de los economistas ilustrados de riqueza y poder de
la nación sustentada en el número y laboriosidad de los
individuos.

Previo a este recorrido hemos intentado realizar una aproxima-
ción histórica al ciertamente insensible mundo de la pobreza. Una
realidad con la que de manera indefectible, han tenido que convivir
las sociedades del pasado y a la que, la mayor parte de las veces, se
ha procurado reprimir o ignorar, otras —las menos— asumir y en-
cauzar. A través de una serie de epígrafes tratamos de contestar
algunos interrogantes que el problema plantea: conceptualización,
valoración y cuantificación.

1. LA POBREZA Y SU PROBLEMÁTICA

1.1. Perspectiva actual de la pobreza

Quisiéramos hacer una breve alusión a la actitud actual frente
al problema de la pobreza, y de esta forma fijar algunos concep-
tos que puedan servirnos de referente en cuanto a saber si
ha cambiado a través del tiempo la forma de identificar la pobre-
za y las valoraciones que la misma provoca. También, determi-
nar si se han ido transformando los medios institucionales que la
abordan.

No en vano, en estos momentos todos los países ricos que cons-
tituyen el Estado de Bienestar, se están planteando la misma pro-
blemática y tratando de darle soluciones, a nuestro entender equi-
vocadamente, de manera que quizá estemos transfiriendo a los
hombres y mujeres del próximo siglo el problema sin resolver, por
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falta de visiones y respuestas que vayan al núcleo del problema, a
las causas y no a los efectos.

Ciertos estudios sociológicos17 plantean el problema de la pobre-
za desde la hipótesis de que la causa fundamental de la misma
pobreza es la desigualdad social, más allá de los factores circunstan-
cias que puedan colocar a determinadas personas en situación de
desventaja, como son la incultura, la no cualificación, el desempleo,
las discapacitaciones, etc.

La desigualdad social como base de las relaciones económicas y
sociales y fundamento de la praxis política, permite la acumulación
de riqueza y poder por unas minorías a costa del empobrecimiento
y marginación de amplios sectores sociales. Desde la perspectiva de
la desigualdad, la pobreza cobra un carácter estructural. En la ma-
yoría de los sistemas económicos y políticos contemporáneos, la
condición de «ser pobre» se basa en la desigualdad producida por
los procesos de producción e intercambio de riqueza, mercancías y
bienes, que son los que crean la pobreza y la mantienen.

Asimismo, la marginación, concepto no sinónimo de pobreza,
no constituye un fenómeno coyuntural, sino de consolidación es-
tructural. De la misma manera en que la pobreza supone la expre-
sión socio-económica de la desigualdad social, la marginación sería
la decantación socio-cultural de la desigualdad, aunque bien es cier-
to que las realidades de marginación tienden a aparecer asociadas a
situaciones de pobreza.

Sociológicamente la pobreza se define como una carencia o falta
de bienes, o bien como penuria; siempre referida a algo material o
no material18.

En sentido amplio significaría falta de abundancia de bienes. Pero
en sentido estricto significa la carencia de lo necesario para susten-
tarse, mantenerse y vivir. Las diferentes acepciones de pobreza siem-
pre se refieren a su carácter relativo y comparativo, puesto que lo que
se considera socialmente pobreza son aquellas situaciones por debajo
de unos límites determinados de ingresos, consumo, bienestar, ocio,
educación, etc. l9. Según la Comisión Europea de la C.E.E., el indica-
dor básico de la pobreza sería «el nivel de ingresos per cápita» y se

17 Estudio realizado por ED1S, «Pobreza y marginación», número monográfico de
la Revista de documentación social, núms. 56-57. Cáritas Española. Madrid 1984.

18 Cír. H. P. Fairchild: Artículo «Pobreza», en Diccionario de Sociología. Madrid
1949.

19 Cfr. E. R. Hobsbawn: Artículo «Pobreza», en Enciclopedia Universal de Ciencias
Sociales. Madrid 1974.
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considerarían como pobres quienes tuviesen ingresos inferiores a la
mitad del ingreso medio neto por habitante en la C.E.E.20.

Así, la situación de pobreza sería aquella en que se encuentran
grupos o comunidades que tienen niveles de vida por debajo del
nivel o tipo medio de vida, consumo o bienestar, dentro de una
sociedad determinada.

Quiere decir esto que el grado de pobreza varía según los valores
que reconoce cada sociedad, haciendo hincapié en el aspecto rela-
tivo del concepto de pobreza. Valentine afirma que «el estado de
pobreza es un continuum antes que un punto sobre una escala de
valores absolutos. Se define esta condición con respecto a una va-
riedad de criterios cuantitativos y cualitativos que cambian a medi-
da que lo hacen las sociedades y culturas» 21.

Es evidente que el tratamiento conceptual—y de cualquier otro
tipo— de la pobreza, no es neutral. Se hace siempre desde una
perspectiva determinada que da lugar a la correspondiente interpre-
tación. Los límites de este trabajo no nos permiten desarrollar las
diferentes teorías sociológicas de la desigualdad y de la pobreza.
Pero al menos quisiéramos enumerar las corrientes más reconocidas
y válidas empíricamente: la teoría liberalista; la marxista; la funcio-
nal-estructural; y la teoría de la cultura de la pobreza.

Habría asimismo que perfilar el concepto de «marginación». El
DESAL define la marginalidad por referencia negativa a los concep-
tos de integración y participación22.

Los aspectos de la integración son: un consenso mínimo del fin
que se persigue en común; cumplimiento de las normas exigidas
por la finalidad; adhesión a los valores involucrados en esa finali-
dad; un mínimo consenso acerca de la utilización de los medios
necesarios; y una justa distribución de tareas, funciones y papeles
respectivos entre los miembros de la comunidad social.

La participación es la contribución de cada uno de los miembros
de la sociedad respecto de los contenidos del término integración.
Puede entenderse en sentido pasivo, sí solo consiste en participar o
recibir la finalidad, las normas, los valores. Puede también ser activa
en la elaboración y definición de la finalidad.

Se entiende por marginalidad la falta de participación tan-
to pasiva como activa. Admite grados y nunca es total, porque

20 Cfr. Parlamento Europeo: Informe Roland Boyles sobre la pobreza en la C.E.E. 1983.
Periódico «El País», 4-5-1983.

21 Cfr. C. H. Valentine: La cultura de la pobreza. Buenos Aires 1972. Págs. 17-20.
22 América Latina y Desarrollo Social, Tomo I, Santiago de Chile, DESAL. 1966.
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el marginado es, al menos jurídicamente, miembro de una so-
ciedad.

La pobreza puede concebirse, desde una perspectiva crítica, como
una forma de marginación, siempre que resulte una exclusión de
los bienes y recursos de la sociedad global, impuesta a ciertos grupos
o zonas por las clases o grupos dominantes.

En cuanto al pauperismo, representaría una degeneración colec-
tiva de la pobreza; y se referiría a la incapacidad de los pobres de
poder mantenerse mínimamente, material y moralmente, sin ayuda
externa.

1.2. Concepto de pobreza y actitudes de la Sociedad
del XVIII frente al problema del pauperismo

Una vez dado un repaso al concepto de pobreza en la actualidad,
podemos abordar este mismo concepto a través de la historia de la
Edad Moderna, específicamente del siglo XVE3, no para servirnos de
él como paradigma, sino, por el contrario, para comprobar, al igual
que han establecido sociólogos y economistas tales como Townsed,
Titmus, etc.23, que «el concepto de pobreza está en función de los
valores dominantes de una época y de una sociedad particular».

Aunque el vocabulario de la pobreza es muy variado, en prin-
cipio hay que distinguir, para la época en estudio, tres categorías:
Pobre, mendigo y vagabundo24. Domínguez Ortiz cree que «entre el
pobre vergonzante, el mendigo público y el holgazán vagabundo,
las fronteras son borrosas. Junto a los auténticos menesterosos, un
gran número de ociosos, inadaptados sociales, pululaban por pue-
blos y caminos practicando la mendicidad» 25.

El término pobre mantiene una estabilidad semántica a través
de los siglos, hasta el punto que la definición aplicada en la Moder-
nidad sigue vigente en nuestros días. Los pobres son los necesitados,
desamparados, desheredados. La idea de falta y carencia se encuen-
tra en cada momento en la base de la noción de pobreza. Los pobres
siempre están ligados a escasez y necesidad. Ahora bien, esta caren-
cia no siempre implica una visión peyorativa del individuo, como

23 Citado por S. Woolf: Los pobres en la Europa Moderna. Barcelona 1989.
Págs. 26-31.

24 Sobre las distinciones entre pobre-mendigo-vagabundo en el Antiguo Régi-
men, véase J. P. Gutton: la societe et les pauvres en Europe (XVI-XVIII). París 1979.
Págs. 7-13.

25 A. Domínguez Ortiz: La sociedad española en el siglo XVIII. Madrid 1975. Pág. 86.
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veremos. Muchas veces es todo lo contrario, porque hay que distin-
guir la pobreza «legítima», reconocida y asumida por las autorida-
des e incluso reverenciada en ciertas épocas por la sociedad, de la
pobreza «ilegítima», viciosa, perseguida y atacada por los poderes
públicos y sectores sociales privilegiados.

Esta es una primera diferenciación básica, en la que a continua-
ción profundizaremos. Mientras que al pobre se le define vinculado
a su precariedad, estático, «falto de lo necesario para vivir, o que lo
tiene con mucha escasez», según el Diccionario de Autoridades del
siglo XVIII, el mendigo se significa por su actividad, es «el pobre que
pide limosna de puerta en puerta», limosnea para autosolucionarse
los problemas26.

Ahora bien, pobres y mendigos se hallan insertos en la sociedad,
integrados en ella, amenazados por la indigencia o atrapados por
completo, pero siempre dentro de la sociedad organizada. Muy dis-
tinto es el caso del vagabundo, prototipo de la marginación social:
«Holgazán y ocioso, que anda de un lugar a otro, sin tener deter-
minado domicilio, o sin oficio ni beneficio»27. El vagabundo siem-
pre lleva adscritas connotaciones negativas: holgazán, ocioso, erran-
te..., al margen de la sociedad. Para los poderes públicos, tales
individuos son merecedores de una minuciosa normativa legal, de
tintes represivos, por haber traspasado la barrera legal que los acer-
ca al delito. Para sus contemporáneos no sólo es el hombre errante,
sin ataduras sociales, sino el hombre descreído y libertino, sin escrú-
pulos, en una compleja mezcla de valores utilitarios, éticos y reli-
giosos.

Por todo ello, como afirma P. Gutton, «la historia de la pobreza
es sin duda el estudio de los medios pobres, pero también es la
historia de un apartamiento, de una separación (...). Los pobres del
Antiguo Régimen están ciertamente en los niveles más bajos de la
sociedad, pero hay quienes están fuera de esta sociedad» 28. De ahí
que, a la luz de las definiciones examinadas, podamos establecer
inicialmente una clara fisura inicial en el mundo de la pobreza:
pobres y mendigos, en los estratos inferiores, pero inmersos en la

26 Diccionario de Autoridades. Madrid 1726-1737 (Utilizamos edición facsímil
Madrid 1963. Págs. 452 y 984 respectivamente). Este paso importante entre el pobre,
«que no tiene lo que ha menester» y el mendigo «que pide a otro», también nos
aparece en Juan de Medina: De la orden de que algunos pueblos de España se ha puesto
en ¡a limosna para remedio de los verdaderos pobres. Salamanca 1545. Cap. I. (Usamos
Edición del Instituto de Estudios Fiscales. Madrid, 1965).

27 Diccionario de Autoridades: op. cit. Pág. 1211.
28 Cfr. P. Gutton: op. cit. Págs. 91-92.
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sociedad organizada, y, en la otra orilla, los vagabundos, margina-
dos, ajenos y extraños a ella.

Hasta aquí la conceptualización de la pobreza. Veamos ahora
cual es la valoración social o la actitud de las sociedades pasadas
hacia estos estratos sociales.

Si numerosas son las denominaciones aplicadas a esta múltiple
realidad social que es la pobreza, si sus fronteras son ambiguas y
variables, asimismo es cambiante y huidiza su valoración social a
través de los tiempos. Una declaración que no queremos dejar de
hacer al hilo de este tema, es que cuando hablemos de valoración
social frente al mundo de la pobreza, por fuerza nos estamos refi-
riendo siempre, desde el estado de las investigaciones actuales, a las
actitudes de una minoría social (pensadores, políticos, teólogos,
reformadores, etc.) que «desde fuera» ve, analiza y trata a veces de
dar soluciones29.

Otro tema, que enunciamos pero que no abordaremos dada su
dificultad, en virtud del estado de las investigaciones y la problemá-
tica de las fuentes, sería el de contemplar la pobreza desde la propia
perspectiva de los que la sufren, desde la cultura de las clases po-
pulares.

Para la mentalidad cristiana tradicional, la presencia de los
menesterosos es un hecho profetizado por Cristo y un factor de
equilibrio en la estructura social. En los Evangelios, el pobre, el
necesitado, es el «otro Cristo», el vehículo capaz de proporcionar a
los demás su eterna salvación. Sobrestimación de la pobreza reco-
gida por San Francisco de Asís: «Dama pobreza» elegida por Jesu-
cristo para la vida terrena, a la que se debe total reconocimiento y
admiración30.

Este sentido franciscano, reverencial de la pobreza se encuentra
patente en la espiritualidad de la Edad Media. Como afirma M. Cavi-
llac, «al pobre no sólo se le aceptaba por acatamiento de un orden
natural, y por ende, inmutable querido por Dios, sino que se le reve-
renciaba en cuanto imagen providencia de Jesucristo en la tierra, o
en cuanto pecador elegido para expiar sus culpas en este mundo» 31.

29 Cfr. M. Jiménez Salas: Historia de la asistencia social en España en la Edad Moderna.
Madrid 1969. Págs. 7-19.

30 «Pobreza, pobrecilla, tu hermana es la humildad: una escudilla te basta para comer y
beber (...) Al verdadero pobre de profesión está prometido el Supremo Reino: esto dice el mismo
Cristo que no puede engañar». «Himno a la pobreza» de Jacope de Tudi, en E. Pardo
Bazan: San Francisco de Asís, t. II. Madrid 1882. Pág. 418.

31 M. Cavillac: «La problemática de los pobres en el siglo XVI» en la «Introduc-
ción» al Amparo de los Pobres de C. Pérez de Herrera. Madrid 1975. Pág. LXXV.
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En el Medievo pobreza y riqueza no son concepciones antagó-
nicas sino complementarias. La pobreza juega el papel de posibilitar,
merced al poder purificador de la limosna, la salvación de los pode-
rosos. Esta dialéctica del pobre y del rico domina la literatura cris-
tiana desde los Padres de la Iglesia hasta los tratadistas eclesiásticos
del siglo XVI. Ahora bien, el cristianismo, al proclamar la superio-
ridad de la vida contemplativa, contribuye indirectamente al desa-
rrollo de la mendicidad. Las órdenes mendicantes exaltan el papel
mesiánico de la pobreza, actitud contrarrestada con esporádicas dis-
posiciones coercitivas que, desde el poder político, propugnan la
necesidad del «trabajo redentor» y tratan de reprimir la ociosidad32.

La noción reverencial de la pobreza, nacida en la Patrística y en
pleno auge en la Edad Media, adquiere nueva fisonomía y vigor en
la Época Moderna y servirá de punto de partida y desarrollo teórico
para los teólogos, moralistas, tratadistas y escritores políticos. Asu-
miendo la doctrina que considera a los pobres como representación
y trasunto de Dios en la tierra, Juan de Pineda llegará a sostener que
«los pobres apostólicos serán jueces y asesores en el juicio final» y
que la «pobreza paciente, merece ser canonizada por mártir» 33

Ahora bien, en la Modernidad asistimos en Europa a una rup-
tura con el ideal medieval de pobreza franciscana. Indigentes y
vagabundos han originado problemas y revueltas y la crisis de cre-
cimiento del incipiente capitalismo muestra la conveniencia de in-
tegrar a los condenados a la ociosidad dentro del circuito producti-
vo. La ética del trabajo productivo y de la prosperidad comienza a
desacralizar y desmitificar la pobreza y la mendicidad, especialmen-
te a partir de algunas convicciones unlversalizadas por Lutero y
excluyentes del valor meritorio de la limosna. El propio Lutero
habla de empadronar a los menesterosos y organizar racionalmente
un sistema de asistencia social como función pública y política,
secularizada34.

32 Cfr. J. Orlandis: Breve Historia del Cristianismo. Madrid 1988. Pág. 114.
33 Juan de Pineda: Primera parte de las preguntas y cinco diálogos familiares de la

agricultura cristiana. Salamanca. 1589. Fols. 34 y 20.
34 Dice J. Neyron: «La nueva religión hizo cambiar muchas ideas hasta entonces umver-

salmente recibidas en la sociedad cristiana, y la práctica de la caridad no salió con ganancia.
Durante quince siglos había creído la Iglesia que la fe sola no basta para la salvación, sin la
práctica de las buenas obras (...). Se pensaba entonces que los pecadores, para aplacar la
justicia divina, no tenían otro medio mejor que el de multiplicar las limosnas (...). Lutero con
una palabra vino a destruir esta creencia: la fe sola bastaba para ganar el cielo (...). Se volvía
casi a la antigüedad pagana, puesto que no se conocía la caridad, el cuidado de los pobres era
una cuestión de administración y policía». J. Neyron: Histoire de la Chanté. París 1927.
Págs. 107 y 55. Las ideas de Lutero ofrecieron una argumento teológico para «de-
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Los pobres, la mendicidad, la limosna, el mundo de la pobreza
en general, constituye una de las principales preocupaciones de los
pensadores españoles del siglo XVI. La corriente que despoja a la
pobreza de su aureola evangélica y aboga por su reglamentación y
represión hace mella en nuestro país. El hambre y la miseria, como
factores de tensión social y movimiento de protestas, contribuyen a
forjar una imagen de peligrosidad social, quizá más perceptible en
las leyes y en los tratadistas que en la propia realidad. La corriente
desmitificadora del pauperismo comienza a presentar a los pordio-
seros como prototipo de la contestación del orden social y sus va-
lores, a los pobres fingidos como semillero de delincuencia, y a la
vagancia como origen de multiplicidad de delitos. Hay una autén-
tica obsesión por distinguir a los «verdaderos pobres», cuya asisten-
cia están usurpando los impostores, y por «localizar» y reprimir la
proliferación de mendigos y su nomadismo.

Sin embargo, en el orden social católico del momento la pobreza
sigue siendo un «valor» y contará —independientemente de su
significado espiritual tomista o franciscano— con una abigarrada
ejecutoria literaria. Los pobres ocupan un lugar de honor en la
literatura del Siglo de Oro. Pobres, en su más variada tipología
—y a veces sin una definida separación entre la mendicidad y el
hampa— aparecen en el Lazarillo (el Escudero como paradigma del
pobre vergonzante), en Quevedo, en Cervantes (Rinconete y Cor-
tadillo, pobres fingidos), en Espinel, Mateo Alemán, Vélez de Gue-
vara y en tantos otros autores contemporáneos. La —calificada por
Jover— «trágica astenia de la declinación» que caracteriza el estado
de ánimo colectivo de los últimos subditos de la Casa de Austria,
hace aflorar, incluso en la literatura política, el tema de los pobres35.

sacralizar» la asistencia y cambiar la caridad por la «economía política», aceptada por
los príncipes y ciudades que se adscribieron desde el primer momento a la Reforma.
Una discusión sobre el significado de Lutero en este contexto en H. J. Grima:
«Luther's contribution to sixteenth-century organisation of puor relief», en Archivfür
Reformationsgeschichte, 2 (1970). Págs. 222-223. Puesta a punto y contraste con otras
ideas e iniciativas, Michaela Ratica: «Il Desubventione pauperum di J. L. Vives:
Suggestioni Luterane o mutamento di una mentalitá collecttiva?», en Societa e Storia,
5. Roma, 1982. Págs. 1-30.

35 En el siglo XVII el tratadista que con mayor profusión estudia la etiología de
la pobreza es Fernández Navarrete. En su obra Conservación de Monarquías y discursos
políticos (Madrid 1626), reflexiona sobre las fluctuaciones monetarias y su papel
multiplicador de los falsos mendigos: «(...) y na sólo ha convidado a los españoles a seguir
la mendiguez la subida del Vellón, sino también ha llamado y ha traído a estos Reinos toda
inmundicia de Europa, sin que haya quedado en Francia, Alemania, Italia y Flandes y aún
en las islas rebeldes, cojo, manco tullido, o ciego, que no haya venido a Castilla, convidados de
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Durante el siglo XVIII el vagabundo y la asistencia constituyen
un tema de moda, que interesa a todo el mundo, señal de que el
problema está ahí, a la vista de la sociedad, sin posibilidad de ser
rehuido. Aparece en todos los medios de expresión existente, tanto
en los tratados de economía política y en la prensa, como en el
teatro, en los romances de ciegos y en las novelas. El pobre es el
centro de la literatura del siglo XVIII.

Este conjunto de análisis, críticas y propuestas, constituyen un
debate permanente sobre la pobreza y su asistencia, en el que par-
ticipan representantes de todos los sectores de la sociedad. Lo que
sorprende en él es la coherencia, a pesar de los distintos géneros.
Los mismos análisis y los mismos argumentos aparecen en un ser-
món, en un tratado académico o en una novela.

Ya hemos visto algo relativo a la conceptualización de la po-
breza. En los textos del siglo XVIIçI podemos constatar el sentido
de necesidad y carencia que lleva implícito. Es frecuente ver
en ellos la asociación pobreza-trabajo: «La pobreza que resulta
del comercio y de las manufacturas», afirma Jerónimo de Uztáriz36;
o en las palabras de B. Ward: «Para desterrar la miseria de Es-
paña no es menester más que desterrar la ociosidad» 37. Sempere
y Guarinos: «Por la falta de trabajo (...) los pobres se han de dar
a la mendicidad, al robo y a otros medios infames para mante-
nerse» 38.

De ahí que en las respuestas de las instituciones asistenciales se
prime a los pobres sin trabajo. Los fines de las Diputaciones de
Barrio se definen así en la decisión del Consejo de Castilla de 30 de
marzo de 1778: «Siendo el objeto de las instituciones caritativas de
barrio el alivio y socorro interino de los jornaleros desocupados y
enfermos convalecientes» 39.

En la misma línea están los esfuerzos de los predicadores y eco-
nomistas del siglo XVIII por definir la «verdadera pobreza». Argenti
Leys escribe: «(...) la verdadera pobreza es la del padre de familia
que trabaja para su manutención y no la alcanza» 40.

la golosina de ser tan caudalosa granjeria el mendigar donde la moneda es de tanto valor».
Xenofobia y prevención hacia el extranjero, típicos de la sociedad española del
momento. Cfr. A. Domínguez Ortiz: «Los extranjeros en la vida española durante el
siglo XVIII», en Estudios de Historia social de España; IV, 2. Madrid 1960. Págs. 293-426.

36 J. Uztáriz; op. cit. Pág. 18.
37 B. Ward: op. cit. Pág. 90.
38 J. Sempere y Guarinos: op. cit. Pág. 117.
39 Cfr. Carmen Alemán Bracho: op. cit. Págs. 93-94.
40 F. Argenti y Leys: op. cit. Pág. 19.
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Serán estos pobres los que seguirá exaltando la literatura moral
del XVIII. La pobreza provoca sentimientos de emoción y piedad,
fenómeno relacionado con la aparición y desarrollo, a finales de la
centuria y años siguientes, de nociones como humanidad, filantro-
pía y beneficencia. La caridad ya no se presenta como un deber,
sino como un impulso del corazón, «la sublime ocupación de aliviar
a los semejantes» de que habla Cabarrús41. En esta evolución his-
tórica, el pobre será ahora el pobre trabajador, aquel que, pobre,
alimenta a sus hijos y soporta silencioso su agonía cotidiana. El
trabajo y la resignación hacen que el pobre sea digno de ser soco-
rrido porque, en el fondo, laten dos preocupaciones fundamentales:
la productividad y el orden social. Este propósito aleccionador apa-
rece con nitidez en la pluma de Fernán Caballero para quien la
orfandad, la enfermedad y la desnudez son algunos de sus persona-
jes favoritos. Ante la existencia humana, reducida a un mero pere-
grinar por este valle de lágrimas, sólo cabe una recomendación:
«¡Conformidad hija, conformidad, que es la virtud de los pobres!» 42.

A estos verdaderos pobres se oponen los fingidos y ociosos.
Campomanes escribía: «El que todavía mendiga sin trabajar, tam-
bién es pobre, pero vive en el ocio, en los vicios y con poca religión
para holgar» 43. Cuando se trata de mendigos voluntarios, la noción
de pobreza se asocia a ociosidad y vicio.

Por tanto, dicotomía: Pobreza legítima del inválido o del jorna-
lero, pobreza viciosa del fingido. La distinción fundamental que
establecen tanto diccionarios como textos, depende del trabajo y la
ociosidad. Sólo que en los textos de la época, la pobreza ya no se
asimila a un defecto individual —la pereza—, como se hace en los
diccionarios. Se considera tanto como una consecuencia de la vida
económica, que debe ser reformada, cuanto como un peligro social,
que debe ser reprimido. De este modo, el tema del pauperismo será
ahora enfocado de dos formas diferentes, o bien constituirá un
debate sobre las estructuras económico-sociales y una apelación a la
reforma, o bien será una proceso centrado en el individuo y una
apelación a la represión44. En nuestra opinión, ambas concepciones

41 F. de Cabarrús: op. cit. Págs. 92-93.
42 Fernán Caballero: Cosa cumplida... sólo en la otra vida. Obras Completas, t. IV.

Madrid 1961. Pág. 13. Un análisis de esta escritora, junto con otros novelistas del
siglo XIX, en Soledad Miranda: «La religiosidad española a través de la gran novela
decimonónica», en Iglesia, Sociedad y Política en la España Contemporánea, VI Semana de
Historia Eclesiástica de España Contemporánea, El Escorial. 1983. Págs. 251-407.

43 P. Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 69.
44 Cfr. Elena Maza Zorrilla: op. cit. Pág. 45.
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no aparecen separadas radicalmente, en estado puro, sino que en la
práctica se dan mezcladas.

Conviene insistir sobre un punto en el que anteriormente inci-
díamos. En la literatura y en la predicación española del siglo XVIII
son numerosas las imágenes del pobre de Cristo, de la pobreza
unida a la virtud y a la piedad y a las apelaciones a la generosidad
con los pobres virtuosos. Cuando en los países de Europa occiden-
tal, la burguesía ascendente exalta el papel de la riqueza y la ética
puritana protestante llega a ver en ella el signo de la superioridad
moral, en la España del XVIII, los elogios a los beneficios morales
de la pobreza siguen siendo un tópico en la mejor tradición del
ascetismo y la Contrarreforma45. Ante esta afirmación cabe una
pregunta: ¿son estos impulsos tan desinteresados como parece? La
figura del pobre no es sólo la del pobre de Cristo, sino la del pobre
trabajador. Lo que hace que el pobre sea digno de ser socorrido es
el trabajo y la resignación. El pobre que se acepta es aquel que
trabaja y produce riquezas, que tiene hijos que el día de mañana
serán la fuerza del país.

La imagen del pobre virtuoso y trabajador es demasiado favora-
ble a los intereses de las clases dominantes para ser desinteresada.
La beneficencia que se nos pone como ejemplo está sometida a dos
condiciones: una, que sea rentable, es decir, reservada al pobre
trabajador. Otra, reservada al pobre integrado en la sociedad a tra-
vés de su trabajo y su familia. Factor, pues, de orden social. El pobre
y vicioso debe ser excluido de ella46.

Junto a la piedad hacia el pobre legítimo, trabajador y virtuoso,
se da una actitud de abierta hostilidad hacia esa otra clase de pobres
que no trabajan, sino que se dedican a la mendicidad, el vagabun-
deo y de los cuales se nutren las revueltas y motines. El vocabulario
que las clases superiores emplean cuando tratan el tema, es clarifi-
cador: los conceptos negativos de «plebe», «vulgo», «populacho» y
«canalla» son comunes a escritores y tratadistas como Moratín,
Feijoo, Campomanes y Aranda47.

Libre, ocioso, astuto, el pobre es siempre representado como un
peligro social, no sólo por los economistas y predicadores, sino tam-

45 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Pág. 78.
46 Cfr. María Dolores Wenger de la Torre: «Pobreza y Marginación en la España

del siglo XVIII: respuestas institucionales» en Comunidad y Sociedad. Sevilla 1990.
Pág. 88.

47 Cfr. Gloria Franco: La represión en el pensamiento de los ilustrados españoles. Madrid
1987. Págs. 29-35.
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bien por los dramaturgos. Ante esta amenaza potencial, la sociedad
tiene derecho de precaverse. ¿Cómo? Algunos textos son llamadas
de atención o justificadores del encarcelamiento48.

Una idea a retener es la que afirma Soubeyorux, y es que las
imágenes del pobre que aparecen en la literatura no son nunca
reflejo de la realidad histórica. Por el contrario, traslucen las actitu-
des de las clases privilegiadas para con el pueblo. Dos sentimientos
dominan: el egoísmo que transcribe la imagen del pobre bueno,
trabajador y virtuoso, y el miedo que se proyecta por medio de la
represión del pobre diabólico, ocioso y astuto, tomado como un
peligro social49.

Resumiendo, podríamos ver en la mentalidad del XVIII tres tipos
de conceptualización acerca de la pobreza: un concepto economicis-
ta, pobreza como falta de patrimonio. Por tanto, pobre es el que no
dispone más que de su propia capacidad de trabajo. Un concepto de
la pobreza unido a ciertos modos de vida, pobreza-vagabundeo.
Concepción contaminada con la idea de peligrosidad social, cuya
figura clave es el vagabundo, unida a otras, peregrino, buhonero,
soldado, etc. (el primer concepto se refiere al pobre virtuoso, el
segundo al pobre diabólico). Ante los últimos se produce el miedo
social, debido a varios motivos. Un individuo estable tiene deberes
y derechos. El inestable no tiene deberes, por lo tanto, tampoco
tiene derechos. Todo individuo que se mueve es peligroso. Un se-
gundo elemento de rechazo es el problema de la higiene; en una
sociedad atormentada paradójicamente por las pestes, se veían como
portadores y transmisores de enfermedades. Y un tercer elemento es
sociológico. El orden se pone en entredicho con los extranjeros50.

Un tercer concepto de la pobreza es moral. Los que son defini-
dos en la Biblia y en los Evangelios como pobres. Ahí se produce un
deslizamiento del pobre al mendigo. Diseño que es asumido, a su
vez, por los mendigos, produciéndose la farsa de la pobreza. El
mendigo se convence de que para emocionar a la sociedad hay que
ser el mendigo de la literatura religiosa.

48 Así por ejemplo se manifestaba Moratín: «La ociosidad de muchos maleantes pone
en peligro nuestro vivir de cada día (...) Nuestros hijos, nuestras casas, nuestras escuelas son
pasto de toda esta masa de desarmados (...) Sólo cabe la defensa de las armas y la cárcel».
Cit. por Gloria Franco: op. cit. Pág. 119.

49 Cfr. J. Soubeyroux: «Pauperismo y relaciones sociales en el Madrid del siglo
XVIII», en Revista de Estudios de Historia Social. n° 12-13. Madrid 1980. Págs. 210-213.
50 Cfr. C. Álvarez Santaló: Los sectores marginados en la Baja Edad Moderna. Sevilla
1990. Págs. 96-98.
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1.3. La pobreza: un fenómeno de difícil cuantificación en
el Antiguo Régimen

Tras examinar algunas facetas cualitativas de la pobreza, vamos
a ocuparnos de sus aspectos cuantitativos, de su importancia numé-
rica.

No es frecuente que el investigador disponga de «idónea» infor-
mación documental a la hora de abordar un estudio sobre los gru-
pos sociales del pasado, pero en nuestro caso ni siquiera es una
razonable esperanza. La voz escrita de los pobres difícilmente podrá
ayudarnos puesto que carecían de ella. El primer peligro que nos
acecha dimana de que toda la documentación a nuestro alcance
proviene de otras categorías y niveles sociales, alejados y, muy
posiblemente, en confrontación con la realidad objeto de análisis.
Las condiciones de vida, mentalidad, sueños y temores de los pobres
escapan a nuestro conocimiento y se pierden, como tantas otras
cosas, en el vacío de la ignorancia. Por tanto, forzosamente, tene-
mos que acudir a testimonios y fuentes indirectas, a lo que podría-
mos llamar como «archivos de la miseria».

Un primera veta documental la constituyen, en su sentido más
amplio, las fuentes literarias: desde la literatura popular a los más
serios tratados y discursos dedicados a estas cuestiones por moralis-
tas, políticos, publicistas o economistas. Eso sí, sin olvidar nunca su
lejanía del problema y esa visión miope y deforme que emana de
las atalayas dominantes.

Otro tipo de fuentes documentales, menos difusas, son los lista-
dos y recuentos oficiales, vecindarios y censos, ilustrativos de la
situación en un determinado momento y sobre los que debemos
estrechar nuestras cautelas como en toda cuantificación oficial,
nacida de un propósito organizador y fiscal.

Los registros notariales, aunque no es información señada y
precisa, proporcionan, sin embargo, expresivos datos sobre ciertos
sectores de la pobreza, en particular, sobre los pobres de solemni-
dad. Para el nivel más bajo de la pobreza, esto es, para el estudio
de los marginados trasgresores del orden establecido y encasillados
en el mundo de la delincuencia, son de gran utilidad los informes,
declaraciones e interrogatorios conservados —si hay suerte— en los
archivos policiales y judiciales.

Tampoco olvidemos, para la Modernidad, los registros parro-
quiales51, aunque es indudable que las fuentes más preciadas por su

51 Claude Larquie en el artículo «Un estudio cuantitativo de la pobreza: los
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cercanía al problema son los archivos de las distintas instituciones
asistenciales, en especial, los archivos de los centros benéficos y
hospitalarios. En estos libros y legajos se refleja desde el movimien-
to estacional de los enfermos (ingresos-salidas-defunciones), su ali-
mentación, medicinas o prácticas habituales, hasta la organización
interna del centro, su devenir económico o la influencia en el sector
de los avatares políticos en determinado momento.

Localizar estos archivos y expurgar su contenido es tarea inelu-
dible para captar el mundo de la necesidad, la carencia, el desarrai-
go y la marginación. Ahora bien, todos estos islotes informativos no
deben olvidar un aderezo básico: las sucesivas disposiciones legales
y gubernativas, reflejo de la realidad dominante ideológica y polí-
tica, e imprescindibles para profundizar en la puntual evolución y
significado del problema.

Estas son en nuestra opinión, las principales «pistas» al alcance
del investigador ante el reto de fijar cuantitativamente el peso es-
pecífico de este grupo social en el pasado. Reto muy difícil de vencer
por la comentada imprecisión conceptual y fronteriza de un mundo
tan variado y fluido. Quizá no esté de más recordar que en la
Europa del Antiguo Régimen —y España no es, ni mucho menos
una excepción— gran parte de la población vivía, sobrevivía, en
unas condiciones económicas de marginalidad52.

La pobreza es, en efecto, un problema masivo y de primer orden
en la sociedad del Antiguo Régimen. Los pobres se encuentran por
todas partes como nítido reflejo de una economía pre-industrial,
basada en la agricultura, que expone a la mayoría de la población
periódicamente al hambre y a la indigencia. La sociedad rural sufre
intermitentes crisis agrícolas y epidémicas que provocan escasez, pe-
nalidades y el obligado éxodo de contingentes humanos a las ciuda-
des en demanda de socorro. La sociedad urbana vive, por tanto, con
y entre los pobres, consciente todo trabajador de que, en cualquier
momento crítico, el puede ser parte de ellos. Unos y otros conocen
de cerca la pobreza o, al menos, sus riesgos de depauperación.

madrileños y la muerte en el siglo XVII», publicado en Hispania, n° 146 (1980).
Págs. 577-602, resalta para ese momento histórico el interés informativo de las ano-
taciones vertidas en los libros parroquiales de bautismo y defunción y, junto con
estos libros de catolicidad, las declaraciones de pobreza de los registros notariales y
los documentos de la Sala de Alcaldes de Casa y Corte, al cuidado de la policía de
la villa y del control de la población.

52 Sobre las complejidades del mundo de la pobreza en la Europa Moderna, véase
C. Lis y H. Soly: Pobreza y capitalismo en la Europa pre-industrial. (1350-1850). Madrid
1984.
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Los testimonios literarios ratifican estas apreciaciones, aunque
generalmente los tratadistas tienden a elevar el número de pobres.
Fernández Navarrete y Sancho de Moncada consideran, en pleno
siglo XVII, el problema de los pobres como «una de las enfermedades
sociales más graves» del Reino, si bien se abstienen de evaluaciones
específicas 53 Cifras no faltan, pero tan dispares como las que oscilan
entre los cien mil pobres que reseña para el caso español la «Estafeta
de Londres», a los dos millones evaluados, a mediados del siglo XVIII,
por Bernardo Ward (sobre una estimación total de diez millones, es
decir, el 25% de la población española según estos personalísimos
cálculos, viviría sumida permanentemente en la pobreza)54. Pocos
años después, el Cardenal Lorenzana habla de quinientos mil pobres
y Campomanes —quizá más cercano a la realidad— de doscientos
mil, en aproximada coincidencia con los datos ofrecidos por Argenti
Leys55. En opinión de Jovellanos, «atendiendo al mal estado de nues-
tra industria y de la multitud de pobres y desvalidos que andan entre
nosotros, no será errado el cálculo que haga subir de quinientos a mil
el número de huérfanos, estropeados, ociosos y mendigos de ambos
sexos que deben recogerse en una capital» 56.

Si nos fijamos en los recuentos oficiales, por ejemplo, en uno de
minuciosidad notable como las respuestas al Catastro del Marqués
de Ensenada, evalúan en un total de 60.987 los vecinos pobres de
solemnidad para las veintidós provincias castellanas57. Extremos
ratificados por diferentes testimonios, incluso, años después. Town-
send en la década de los ochenta —época, por lo demás, relativa-
mente próspera y de control de la mendicidad— se sorprende, a lo
largo y ancho del país, con unas calles que «hormigueaban de
mendigos todo el día» 58.

53 Cfr. P. Fernández de Navarrete: op. cit. Pág. 99; y Sancho de Moncada: op. cit.
Pág. 112.

54 Cfr. B. Ward: op. cit. Págs. 128-129.
55 Cfr. Cardenal Lorenzana: Memorial que de los pobres mendigos de Toledo y su diócesis

presentamos por dirección de nuestro obispado a todos los estados de la República, Ms. 19.936,
fol. 17. B. N.; Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 214; y F. Argenti Leys:
op. cit. Pág. 43.

56 Gaspar M. de Jovellanos: «Discurso acerca de la situación y división interior de
los Hospitales con respecto a su salubridad», en op. cit. Pág. 95.

57 No olvidemos que sólo se refiere a un sector de la pobreza, a los pobres de
solemnidad o pobres oficiales. En su reconversión de vecinos a habitantes, si aplica-
mos el coeficiente 4-5 resulta un colectivo de 240.000 a 300.000 personas. Cfr. J.
Vicens Vives: Historia social y económica de España y América. T. IV. Barcelona 1958.
Págs. 126-128.

58 Cfr. J. R. Zaragoza Robira y J. L. Peset: «Medicina y Sociedad en la España del
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Estas valoraciones generales y aproximativas sobre la importan-
cia numérica de la pobreza en España las debemos contrastar con
estudios locales y monografías específicas sobre el tema. Egido y
Ladero sostienen, a la luz de las investigaciones realizadas para la
época moderna, como parecen cuestionarse las tesis braudelianas
con unos porcentajes en torno al 20% de pobres para las áreas
mediterráneas59. En efecto, A. Redondo evalúa en 25% los pobres,
mendigos y vagabundos de la población toledana a mediados del
siglo XVI60 y J. P. Le Flem, para el caso de Cáceres, los cifra en un
50% a finales de la centuria61. Cotas muy posiblemente superadas,
en términos absolutos —el pauperismo crece a medida que avanza-
mos hacia el sur—, en el marco geográfico sevillano62.

El panorama no varía sustancialmente con el paso del tiempo.
Ahora bien, hay que advertir, una vez más, del carácter ilusorio y
aproximativo de toda cuantificación del mundo de la pobreza por la
simbiosis que le caracteriza, con multitud de categorías sociales que
evolucionan en virtud de factores diferentes. Por ejemplo, el Madrid
dieciochesco rondaría los tres mil mendigos según información fa-
cilitada por una «Memoria» anónima que propone diversas solucio-
nes para su encierro63, mientras que un documento administrativo
de principios del XIX reduce este colectivo «normalmente» a qui-
nientos/seiscientos mendigos, en su mayoría hombres64. Nos move-
mos, por tanto, entre estimaciones parciales e imprecisas, de dudoso
rigor y que, además, abarcan tan sólo un sector del complejo aba-
nico de la pobreza, por lo que hace imprescindible su confrontación
con otras fuentes informativas.

Por datos que proporciona el Catastro de Ensenada para media-
dos del siglo XVIII, sabemos que de los 30.626 «vecinos» censados
en Madrid, 316 son pobres de solemnidad y 918 carecen de domi-
cilio fijo. Ahora bien, cálculos aquilatados de Soubeyroux demues-
tran cómo en estos momentos el 43'95% de los madrileños son

siglo XVIII según el viaje de Townsend», en Medicina Española, n° 374. LX1II. Madrid,
1970. Págs. 159-160.

59 Cfr. T. Egido y M. A. Ladero: Pobreza y mendicidad en el reinado de Felipe 11. Sevilla
1984. Pág. 4.

60 Cfr. A. Redondo: «Pauperismo y mendicidad en Toledo en la época del «Laza-
rillo», en Homenage des hispaniste français a N. Salomón. Barcelona 1979. Págs. 703-722.

61 Cfr. J. P. Le Flem: Cáceres, Trujillo y Plasencia. Buenos Aires 1967. Págs. 117-125.
62 Cfr. A. Domínguez Ortiz: Orto y ocaso de Sevilla. Sevilla 1974. Págs. 107-115.
63 Proyecto para encerrar a todos los mendigos del reino (A. B. XIX 595. A. N.), Cit. en

J. Soubeyroux: op. cit. Pág. 86.
64 Cfr. M. Espadas Burgos: «Hambre, mendicidad y epidemias en Madrid , 1812-

1813», en Anales del Instituto de Estudios madrileños, t. VII. Madrid, 1972. Pág. 384.
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vecinos «pasivos», que no pagan impuestos directos, viven —quie-
nes pueden— de su trabajo y son, potencialmente, pobres. Si a estos
añadimos el peso de la población flotante —de gran importancia en
la Corte— podremos comprender «sin temor a exagerar que la mitad
de la ciudad, participe, en diversos grados, del mundo de los po-
bres»65. La minusvaloración de la pobreza «oficial» resulta evidente.

En esta línea insiste otro estudioso del caso madrileño, W. J.
Callahan, quien resalta tanto para el apretado recinto preborbónico
como para la remodelada capital dieciochesca, su importante atrac-
ción inmigratoria, apenas colmada con sus escasas oportunidades
laborales y marginales empleos, y como la estrecha base económica
de la ciudad se traduce en pocas ofertas de trabajo en proporción
con el aumento de la población. De ahí que, en su opinión, Madrid
seguirá siendo «una ciudad burocrática, eclesiástica y residencial en
una región de posibilidades limitadas para la industria y la agricul-
tura e inevitablemente, la pobreza es una consecuencia» 66. No se
atreve a dar cifras precisas sobre el número de pobres por la ausen-
cia de una definición de pobreza comúnmente aceptada y por las
infinitas complejidades del mundo de la pobreza urbana, pero com-
parte sin reservas la importancia de este problema: «Los pobres de
Madrid no eran simplemente aquellos que carecían de habilidades
para obtener un trabajo decente, o los impedidos que no podían
trabajar. La posibilidad de no poder mantenerse con su propia renta
siempre estuvo presente en la vida del trabajador artesanal. No
estaba sino a un corto paso de la indigencia (...) Para las masas
urbanas de todos los tipos, la pobreza o su perspectiva inminente
era un hecho de la existencia» 67.

2. LOS REFORMADORES ILUSTRADOS
Y EL PAUPERISMO: SOLUCIONES TEÓRICAS
A UN PROBLEMA REAL.

Con anterioridad hemos visto la imagen del pobre en la litera-
tura del XVIII. De esta imagen deformada y parcial, los ilustrados,
a la vista del aumento de la miseria, extraen la justificación de la
necesidad de sus reformas.

65 J. Soubeyroux: op. cit. Pág. 87.
66 W. J. Callahan: La Santa y Real Hermandad del Refugio y Piedad de Madrid (1618-

1832). Madrid 1980. Págs. 11 y 55.
67 W. J. Callahan: op. cit. Págs. 16 y 18.
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Antes de pasar al análisis de las características de este pensa-
miento y, con posterioridad, algunos de los proyectos más intere-
santes, conviene señalar dos notas específicas del movimiento ilus-
trado español:

1. En primer lugar la ausencia de un pensamiento político
democrático —Despotismo Ilustrado—.

2. En segundo término, la interpretación económica de nues-
tra decadencia. Para los ilustrados españoles, el pueblo es
objeto especial de la política, pero carece de la preparación
para ser sujeto activo; sin embargo, las causas económicas
de la decadencia sólo pueden anularse mediante la libertad
de trabajo, la libertad del comercio o de la industria.

Liberalismo económico, pero no liberalismo político. Surgirá así
una contradicción en el pensamiento de los ilustrados que atormen-
tará su conciencia cuando se produzcan los acontecimientos de 1808.
Esta contradicción sólo será superada por la siguiente generación, la
de los liberales de Cádiz.

Los ilustrados, conscientes de la necesidad de reorganizar el
gobierno interior, intentarán dar solución eficaz a la remora de la
vagancia, la pobreza, la mendicidad y las situaciones de necesidad
material.

El análisis y diagnóstico al cual llegan, se podría resumir de la
siguiente manera: aunque existe una corriente cristiana tradicional
que, seguidora de la fórmula evangélica «siempre habrá pobres entre
vosotros», es contraria a cualquier tipo de organización de la bene-
ficencia, su audiencia es muy reducida entre los ilustrados. La
mayoría de ellos considera a los pobres responsables de su situación.
Ya hemos visto la hostilidad y la consideración de peligro social.
Para los ilustrados, la causa principal de la pobreza es la ociosidad.
Hay infinidad de textos que apoyan esta afirmación68. Los mendigos

68 Sírvanos de ejemplo las palabras de Bernardo Ward y Antonio Muñoz. Para
Ward, la causa de la abundancia de tantos pobres es «la ociosidad tan típica de estas
tierras (...) Si hay tantos pobres es por que la gente está desocupada (...) Acabar con la pobreza
significaría darles ocupación y evitar tanta ociosidad». Bernardo Ward: Proyecto Económico.
Madrid 1779. Págs. 51-52 (Utilizamos Edición del Instituto de Estudios fiscales, con
un estudio preliminar de J. L. Castellano. Madrid 1982). En términos parecidos se
expresaba Antonio Muñoz: «La abundancia de ociosos que hay por estas tierras, ociosos que
no son otra cosa que malentretenidos es la causa y origen de tanta pobreza (...) El trabajo y
el empeño en alguna ocupación es el remedio a este mal que como plaga de langostas infecta
los Reinos de España». Antonio Muñoz: Discurso sobre Economía Política. Madrid 1769.
Págs. 114-115.
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son unos perezosos responsables de su estado. Hay, pues, una con-
dena moral del pobre, por su amor a la pereza y asimismo a la
libertad que hace peligrar la organización social.

En realidad esta condena de la ociosidad pone en entredicho
la psicología nacional. Toda la corriente ilustrada condena la ocio-
sidad voluntaria, no sólo del mendigo, sino de los eclesiásticos y
nobles69. También condena «una caridad sin orden», ejercida ciega-
mente a mendigos en estado de trabajar, que es un fomento de la
ociosidad70. Asimismo se produce una condena del lujo ante la
miseria de la mayoría y el lujo excesivo de una minoría71.

Hay, por último, en el análisis ilustrado un replanteamiento de
las estructuras económicas y sociales. Profundizando en las razones
de la ociosidad de los pobres descubren factores económicos que
utilizan para poner en tela de juicio las estructuras sociales y recla-
mar las reformas que estiman indispensables. La pobreza es, en este
aspecto, el pretexto para una serie de reivindicaciones de carácter
económico y social72.

Aunque la ociosidad es unánimemente denunciada, no siempre
es achacada a la pereza. Hay autores que reconocen que hay quien
no trabaja porque no existe dónde. Campomanes en este sentido,
cree que hay que buscar los orígenes de la ociosidad en la decaden-
cia de las manufacturas españolas y en la importación de productos,
que han privado de su empleo a los trabajadores españoles73.

69 Cfr. Dolores Wenger de la Torre, en su trabajo titulado: «El pensamiento social
en la España del XVI», en Comunidad y Sociedad, Sevilla 1989, Págs. 67 y ss., ha
examinado esa mentalidad aristocrática —caballeresca, propia de nuestro país en
aquella época, la mentalidad del «ocio con honra». Mentalidad que, sin duda, per-
siste en el siglo XVIII y conlleva la condena unánime del reformismo ilustrado.

70 Cfr. Bernardo Ward llega a proclamar que uno de los principales obstáculos
a la industrialización de España es la sopa de los conventos. No se trata de conde-
nar la caridad, sino una caridad mal entendida que fomenta la ociosidad y el vicio.
Ward alababa el espíritu caritativo de los prelados, pero lamenta la forma en que
son distribuidas las riquezas. Se da, pues, en el análisis ilustrado una fusión entre
el plano económico-social y el plano moral y religioso. Cfr. Bernardo Ward: op. cit.
Págs. 87-92.

71 Hemos de puntualizar que, en la segunda mitad del XVIII, aparece una corrien-
te económica (a través de las Sociedades Económicas de Amigos del País) que afirma
que el lujo es necesario para el progreso económico. Cfr. Manuel Martín Rodríguez:
op. cit. Págs. 244-245.

72 En esta línea, economistas como Uztáriz, Zábala y Auñón, atacan una fiscalidad
excesivamente gravosa para los más humildes, mostrando la injusticia de un sistema
fiscal basado casi exclusivamente en los impuestos indirectos que los pobres están
obligados a pagar cotidianamente al comprar productos de gran consumo.

73 Cfr. Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Págs. 56-57.
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Bajo el punto de vista mercantilista de los economistas de la
época, la pobreza se sitúa en el centro de la problemática del desa-
rrollo económico. Cualquier recesión en la industria provoca paro y,
por tanto, pobreza.

Estos análisis llevan directamente a una crítica del papel de los
gremios. Ward les acusa, entre otros males, de impedir la libre cir-
culación y los progresos de las artes e introducir un monopolio
perjudicial para el público.

Otro tema que atacan es la amortización eclesiástica, que no es
nuevo; ya la abordaron en el siglo XVI las Cortes de Valladolid de
152374. Son numerosos los testimonios de la época que muestran la
oposición entre la miseria del pueblo y la excesiva riqueza de la
Iglesia, propietaria de enormes extensiones de tierra. Campomanes,
rechazando la acusación de pereza, hecha tan a menudo a los espa-
ñoles, muestra cómo el campesino, una vez vendida su tierra, no
tiene nada que defender, ni razón para respetar la ley. La sociedad
no tiene nada que esperar de él. Evoca el espectro de un país en el
que todas las tierras cultivadas estuvieran en manos del clero y en
el que «la humillación voluntaria y evangélica de los mendigos
fuera la condición a la que se vieran reducidos necesariamente los
mendigos» 75. Este argumento no fue suficiente para convencer al
Rey y el problema de las riquezas de la Iglesia siguió siendo una de
los elementos permanentes del debate económico y político.

En resumen, en España las ideas no acaban de estar cla-
ras: frente a la condena del pobre responsable de su miseria,
paralelamente y a veces en los mismos autores, asistimos a una
toma de conciencia, aún fragmentaria, de los defectos inherentes al
sistema social y a la organización económica y social. Pero la re-
flexión económica es aún minoritaria en España. Los autores re-
prueban la ociosidad, casi siempre en nombre de la moral y par-
tiendo de las enseñanzas de la Iglesia o de argumentos tomados del
pasado.

En este análisis los ilustrados no parten de la nada. Conocen las
obras y debates del siglo XVI y XVII, tomando siempre partido por
las posturas reformistas. Al mismo tiempo observan las experiencias
de los países europeos, como es el caso de Ward y otros muchos.

«Proyectar» será el quehacer de los hombres de la Ilustración,
obsesionados por solucionar eficazmente la pobreza, la mendicidad

74 Cfr. Manuel Jiménez Salas: Historia de ¡a Asistencia Social en España. Madrid
1969. Pág. 87.

75 Cfr. Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Págs. 143-144.
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y la vagancia. Lo abordan más que con medios punitivos, mediante
la generalización de las manufacturas, el desarrollo del trabajo y las
actividades productivas.

Otra idea a destacar desde el punto de vista de la asistencia
social en el siglo XVIII, es que en él se fragua «la crisis de la caridad
religiosa», iniciada ya tímidamente en el XVI76. Una crisis inserta en
otra mucho más general, que afecta a la mentalidad, fundamentos
y estructuras propias del Antiguo Régimen.

Desde motivaciones muy diferentes, regalistas —dispuestas a atri-
buir al monarca todas las parcelas del Estado— e ilustrados —pre-
cursores del liberalismo— cuestionan las funciones asistenciales de
la Iglesia, acusada de servirse de la pobreza para justificar sus bienes
patrimoniales77. Ataques que conducirán a secularizar numerosas
instituciones con Fernando VI y al acoso de gremios y cofradías por
Campomanes y Aranda. En el ámbito de la asistencia social, el golpe
de gracia llega con la desamortización de 1789, medida hacendísti-
ca, pero que contribuirá decididamente al proceso secularizado de la
misma, punto de partida de un cambio que se consolidará en el XIX:
el paso de un régimen de caridad religiosa y particular a un sistema
de beneficencia pública, a la asunción de tareas asistenciales por el
Estado78.

Respecto a las soluciones, hay o se da la misma unanimidad que
en los análisis: se preconiza un único remedio contra la ociosidad,
fuente de pobreza, el trabajo. El trabajo con una triple función:
económica, moral y política.

A. El trabajo como solución económica. Todos los economistas
están convencidos de que el trabajo es el mejor remedio contra la
pobreza. Tal convicción está inspirada en la doctrina mercantilista,
que se basa en que la riqueza de un país depende de su producción
y, por consiguiente, de su número de productores. Se propone in-
cluso que trabajen las mujeres: para dar a todos este trabajo, indis-
pensable para el progreso del Estado, Campomanes proponía un
plan de desarrollo de la industria popular que asociara la agricultura
con las manufacturas y que tuviera en cuenta la creación de escue-
las y sociedades económicas, con la colaboración del clero y la

76 Cfr. P. Carasa Soto: Pauperismo y Revolución Burguesa. Burgos 1750-1900. Vallado-
lid 1987. Pág. 520.

77 Cfr. A. Elorza: La ideología liberal en la Ilustración española. Madrid 1970.
Págs. 67-69.

78 Cfr. F. Tomas y Valiente: El marco político de la desamortización en España. Bar-
celona 1971. Pág. 46.
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nobleza79. Jovellanos da un paso más, proclamando el derecho de
todos al trabajo80.

B. Las virtudes morales del trabajo. El trabajo es presentado
como el mejor, el único antídoto contra el vicio. Impulsor de las
virtudes cristianas y morales81.

C. Función política del trabajo. Al distinguir a los verdaderos
pobres de los de los fingidos y obligar a esos últimos al trabajo, se
refleja la falta de libertad y de derechos del pobre frente a la socie-
dad. El pobre tiene que aceptar obligatoriamente el trabajo que se
le ofrece y el orden moral que esto implica. El pobre asistido ya no
es una amenaza contra la propiedad ajena82.

La educación del pueblo es otro tema importante, una educa-
ción concebida como obra de candad concernía sobre todo a huér-
fanos y niños expósitos y no tendía a la promoción de los indivi-
duos. Por el contrario, se trataba de una educación pragmática que
sólo pretende que el pobre pueda trabajar.

La racionalización de la asistencia. Si bien el trabajo se presenta
como la solución de la miseria, sin embargo, no constituye sino una
de las formas de un proyecto más amplio de racionalización de la
asistencia, que implica una nueva relación entre la sociedad y los
pobres.

El hombre, en cuanto ciudadano, está obligado a contribuir al
bien general de la sociedad. Esta noción se opone a la caridad tra-
dicional dirigida a la salvación individual. Implica solidaridad, des-
plazamiento del nivel individual al colectivo.

Esta subordinación de la caridad al interés público supone la
intervención del Estado en el control de la asistencia. No se trata
de prohibir a los particulares la caridad, pero si de un cierto diri-
gismo social, del derecho de fiscalización y decisión concedido al
poder.

79 Cfr. Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Págs. 89-90.
80 Cfr. Gaspar Melchor de Jovellanos: «Informe sobre el libre ejercicio de las

artes», en op. cit. Págs. 45-46.
81 Sirvan de ejemplos las siguientes palabras de Lorenzo Normante: «Cuando el

hombre está ocupado en alguna tarea útil para él y para la comunidad desaparecen toda clase
de vicios, pecados y perturbaciones. (...) Del ocio sólo salen inmundicias y demás podredumbres
(...) Con trabajo se pone fin a la ociosidad madre y precursora de toda clase de desmanes».
Lorenzo de Normante: op. cit. Pág. 25.

82 Así se expresaba Arriquíbar: «Dando ocupación al pobre se evita que pueda incurrir
en todas las fechorías que son propias de su estado, una de la cual es el allanamiento que hace
de la propiedad de muchos hombres honrados (...) Contra la pobreza el único remedio es el
trabajo y las ocupaciones». Nicolás de Arriquíbar: op. cit. Pág. 87.
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A pesar de ello, cuando propugnan soluciones concretas, a la
hora de financiarlas, hablan de limosnas de los fieles, entre otras
fuentes de financiación. La caridad sigue siendo «la reina de las
virtudes». Esto es fundamental, porque perpetúa las estructuras
sociales feudales. El socorro de la miseria del pueblo no depende del
Estado, sino de la buena voluntad de las clases privilegiadas. Los
reformadores del XVIII nunca quisieron reemplazar la caridad pri-
vada por la beneficencia pública, sino que trataron de asociar estas
dos concepciones de asistencia.

Y, por último, una pregunta clave: Las instituciones de asisten-
cia, ¿reclusión o integración social? ¿Se debe mantener al pobre en
la sociedad o se le debe excluir de ella? España es uno de los
primeros países, a través de la obra de Vives, en proponer un pro-
yecto de reclusión de pobres, y las propuestas de los reformadores
del XVI van por ese camino83.

Durante el siglo XVII, economistas, políticos, moralistas y prela-
dos defienden la práctica de la reclusión. Por eso no es de extrañar
que el Hospicio constituya la base de los principales proyectos de
reforma de la asistencia en la España de la segunda mitad del XVIII
—Hospicios: Casas de trabajo donde los pobres, controlados, desem-
peñan una actividad útil a la sociedad84—.

No faltan, sin embargo, las críticas a la reclusión, una de las más
radicales será la de Cabarrús85.

Como alternativa a los Hospicios se da la asistencia a domicilio
a través de las «Diputaciones de Barrio», idea anterior al XVIII86.
Por otra parte, en la práctica de muchos países europeos no es
exactamente una alternativa, sino algo complementario. Los Hospi-
tales del continente se hacían cargo de la asistencia a domicilio,

83 Cfr. Carmelo Viñas Mey: «Notas sobre la asistencia social en la España de los
siglos XVI y XVII», en Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Política, n° 48.
Madrid 1971. Págs. 194-196.

84 Cfr. P. Trinidad Fernández: «Asistencia y Previsión Social en el siglo XVIII», en
VV.AA.: De la Beneficencia al bienestar social. Cuatro siglos de acción social. Madrid 1986.
Pág. 95.

85 Así se expresaba en su Memoria sobre los Montes Píos, leída en la Sociedad
Económica Matritense en 1784: «Con la reclusión de los pobres en estas casas los veremos
crecer y aumentar en proporción al número de fundaciones hechas para socorrerles». F. Ca-
barrus: Memoria sobre las Montes Píos, leída el 13 de marzo de 1784 en la Sociedad Económica
Matritrense (cit. por Sempere y Guarinos: Ensayo de una Biblioteca de los escritores del
Reinado de Carlos III. Madrid 1785, Vol. II. Pág. 9).

86 Cfr. Carmen Alemán Bancho: El sistema público de Servicios Sociales en España.
Granada 1991. Págs. 86-97.
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mientras que las parroquias inglesas se hacían cargo de las hospita-
lizaciones87.

Presentamos ahora el estudio de algunos de los principales pro-
yectos88. Todos coinciden en valorar negativamente el problema de
la necesidad material en cuanto que afecta a la moral, la sociedad
y la economía española. Uniformidad en el análisis, pero disconfor-
midad en la terapia a aplicar.

2.1. Bernardo Ward: De las utopías de la «Obra Pía»
al realismo del «Proyecto Económico»

Irlandés afincado en la Corte de los Borbones, viajó mucho por
Europa, ello explica las constantes referencias a las innovaciones
benéfico-asistenciales adoptadas en Inglaterra y Francia. Romeu de
Armas habla sobre este proyectista en los siguientes términos:

«Fue uno de los tantos extranjeros, que en aquel siglo de ne-
gaciones nacionales, vinieron a descubrir en nuestra patria lo ya

87 Cfr. Manuel Jiménez Salas: op. cit. Págs. 116-117.
88 Otras obras de interés y argumentaciones coetáneas son las de F. M. de Moya

y Velasco: Manifiesto universal de los males que envejecidos España padece y de las causas
de que nacen y remedio que cada uno de su clase corresponde, sin que tenga nota de arbitrio
ante sí, para que se conozca el daño de los que se establecieron. Madrid 1700; B. Ulloa:
Restablecimiento de las fábricas y comercio español. Madrid 1740; J. A. de Soria: Enferme-
dad Crónica y peligrosa de ¡os Reinos de España y de las Indias. Las causas naturales y sus
remedios, Viena 1741; T. V. de Argumosa y Gandara: Erudición política, despertador sobre
el comercio, agricultura y manufacturas, con avisos de buena policía y aumento del Real
Erario, Madrid 1743; A. Heredia y Bazan: Representación al Rey sobre la importancia y
facilidad para establecer Casas y Hospicios, Zaragoza 1744; A. Aguado: Política española
para el más proporcionado remedio de nuestra monarquía, Madrid 1746-1750; M. de
Sestarnes y Feliú: Dictamen sobre la Casa Hospicio de Barcelona, Barcelona 1770;
L. Pascual Martínez: Discurso político sobre la redención de los censos y el establecimiento de
Montes de Piedad, así en mercancías como en grano para el socorro de vasallos. Madrid ] 774;
M. I. Pérez Quintero: Pensamientos públicos y económicos dirigidos a promover en España
la agricultura y demás ramas de la Industria, a extinguir la ociosidad y dar ocupación útil y
honesta a todos los brazos. Madrid 1798; J. Sempere y Guarinos: Política de España acerca
de los pobres, vagos y mal entretenidos. Madrid 1801. Sobre estos pensadores, véanse
J. Sempere y Guarinos: Ensayo de una Biblioteca española de los mejores escritores del
Reinado de Carlos III, 6 vols. Madrid 1785-1789; Biblioteca española económica y
política, 4 vols., Madrid 1801-1804; M. Colmeiro: «Biblioteca de los economistas
españoles de siglo XVI. XVII y XVIII», en Memorias de la Real Academia de Ciencias
Morales y Políticas. Madrid 1861; J. Carrera Pujal: Historia de la economía española.
Barcelona, 1947 (T. III y IV); L. Beltran: Historia de las doctrinas económicas. Barcelona
1961. Págs. 55 y ss.; M. Bitar: Economistas españoles del s. XVIII. Madrid 1968; Manuel
Martín Rodríguez: Pensamiento económico español sobre población. Madrid 1984.
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descubierto, porque a nadie que haya leído a Luis Vives y conozca
lo expuesto por Cristóbal Pérez de Herrera en su «Discurso sobre el
amparo de los legítimos pobres» (...) puede escapar que la amal-
gama de sus doctrinas está por completo inspirada en famosa «Obra
Pía» del economista irlandés»89.

Efectivamente los proyectos de Bernardo Ward no pueden con-
siderarse novedosos, ahora bien, ejercerán una notable influencia a
lo largo de todo el siglo en cuanto que su doctrina pasará a los
hechos: inspirará toda la política social del Conde de Floridablanca
en el reinado de Carlos III. Las repercusiones de su obra sólo son
comparables a la que ejercieron los dos «Informes» de Jovellanos en
el orden social y el «Discurso sobre la Educación Popular de los
artesanos» de Campomanes en el aspecto económico.

A sus ojos, la realidad de la necesidad material engloba tipos
sociales muy distintos. Por un lado, los que podríamos llamar po-
bres «por obligación», es decir, aquellos que carecen de un trabajo,
arrastrando una vida mísera, y cuantos no pueden trabajar por su
avanzada edad o precaria salud. Por otra parte, los pobres «por su
propia voluntad», vagos y holgazanes que no tienen ni desean ocu-
pación alguna.

Hecha esta elemental distinción, en su primer proyecto «Obra
Pía» (Valencia 1750) intenta poner remedio a la plaga social de la
época: la vagancia y la mendicidad válida que, bajo los últimos
monarcas de la Casa de Austria, los turbios años de la Guerra de
Sucesión y el aumento extraordinario de la población en el siglo, se
habían incrementado de forma alarmante.

El postulado fundamental de Ward es negar la categoría de
necesitado a los vagabundos y holgazanes que «viven de las limos-
nas, y que las roban» -son sus palabras- al verdadero pobre90. Para
Ward, la limosna bien dirigida es más que suficiente para sostener
a los verdaderos necesitados, pues, según sus cálculos, sólo había un
pobre verdadero por cada tres holgazanes y vagabundos91.

En su «Obra Pía» aporta una primera aproximación para solu-
cionar el problema desde una vertiente idealista y utópica92. Con el

89 Antonio Romeu de Armas: Historia de la Previsión Social en España. Cofradías •
Hermandades - Gremios - Montepíos. Madrid 1981. Pág. 279

90 Cfr. B. Ward: Obra Pía. Medios de remediar la miseria de la gente pobre de España.
Valencia 1750. Pág. 18.

91 Cfr. B. Ward: op. cit. Pág. 39.
92 Así justifica Ward la inclusión de los desempleados: «Ni es menos digna de com-

pasión la dase de pobres, que por su desgracia, y no por vicio, se hallan en el número de los
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propósito de integrar a estos vagabundos y holgazanes y dotarles de
un trabajo sugiere un programa general basado en tres puntos:

1. Aplicar el vagabundo al trabajo.
2. Asistir al pobre impedido.
3. Dar ayuda y aliento para que el parado salga de la inacción93.

Para la realización de estos tres objetivos, propugna Ward la
creación de una especie de «Instituto» o «Hermandad de la Obra
Pía», bajo el mecenazgo Real y formado por las respectivas autori-
dades en las capitales: capitanes generales, intendentes, corregi-
dores, terratenientes y clero. En los pueblos se formarían Juntas
subalternas con la intervención del cura párroco, labradores, mer-
caderes, etc. A la cabeza de todas, y centralizando sus esfuerzos,
estaría la «Hermandad» de Madrid.

Respecto a los fondos de la Hermandad, éstos se recaudarían
mediante una distribución de las cargas de cada Hermandad entre
los vecinos de la respectiva ciudad o villa. Además, se harían colec-
tas todos los domingos y fiestas en las parroquias y se colocarían
cepillos en las iglesias con sus rótulos respectivos. Ward esperaba,
por otra parte, que las cuantiosas limosnas que las personas acau-
daladas hacían con fines caritativos, lo mismo que las de las Comu-
nidades religiosas, vendrían a engrosar los fondos de la misma. A
ello hay que añadir novedosas propuestas como los beneficios del
establecimiento de una lotería nacional94.

Los fines de la Hermandad quedan sintetizados en los siguientes
puntos:

1. En cuanto a la asistencia de los enfermos, accidentados y
parados, se verificaría en sus respectivos pueblos y domici-
lios por la Hermandad, puesto que la mendicidad quedaba
prohibida.

holgazanes, viviendo en sus cortijos y aldeas sin tener medios para labrar sus tierras ni hallar
dónde ganar un jornal por falta de arbitrio o industria en que poder emplearlos». B. Ward:
op. cit. Pág. 3.

93 Para calibrar las dimensiones del problema insinúa la realización de una en-
cuesta oficial, adelantando, por su cuenta y riesgo, una cifra de dos millones de
pobres- en su sentido más laxo- en el país. Cfr. Bernardo Ward: op. cit. Págs. 17-18.

94 Ward conoce bien el éxito de la lotería en países como Inglaterra, Francia, Italia
u Holanda, donde había servido, casi milagrosamente, para paliar verdaderos apuros.
En su opinión, el resultado depende de la organización y administración de sus
fondos y considera lo más oportuno confiar a la Iglesia su depósito. Aboga por
establecer tres loterías simultáneas: en la metrópoli, en Nueva España y en el Perú.
Cfr. Bernardo Ward: op. cit. Págs. 33-35.
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2. Por lo que respecta a los impedidos o inválidos parciales,
previo reconocimiento médico, quedarían sometidos a un
sistema de Casas de Trabajo u Hospicios, para que suave-
mente contribuyesen con su esfuerzo personal a ganarse el
sustento diario.

3. Los vagabundos serán objeto de los desvelos de la Herman-
dad. Creyendo Ward que la sola publicación de la enérgica
pragmática contra los mismos sería de eficacia extraordina-
ria para reducir su número, los que aún restasen serían
agrupados en Hospicios propios para vagabundos, donde
fuesen recogidos e inclinados al trabajo.

4. En último término se sitúa la más importante operación
como remedio contra el paro: la planificación de la indus-
tria en España. Ello era objeto de unas serie de prescripcio-
nes y medidas, sobre todo financieras, para recaudar fon-
dos, largas de exponer y ajenas nuestro propósito.

En definitiva, nos encontramos ante una racionalización del tra-
bajo, inserta en un proyecto, que necesita la protección estatal para
comercializar los productos y acopiar los caudales suficientes
para emprender obras en que ocupar a los pobres y necesitados ma-
teriales.

El proyectismo de este primer Ward tan imaginativo le lleva a
esperar la reducción de los pobres y la desaparición de España de los
desempleados forzosos, unido a sueños de repoblación humana,
agrícola e industrial. Él mismo apunta la conveniencia de recorrer
«las naciones más sabias de Europa para conocer de cerca las dife-
rentes políticas asistenciales y extraer provechosas consecuencias» 95.
Atendiendo sus ruegos, Fernando VI le designa para visitar Inglate-
rra, Francia, Holanda, Suiza e Italia.

A los planteamientos utópicos e idealistas de la «Obra Pía» le
sustituyen las soluciones de «Proyecto Económico», más duras, rea-
listas y utilitarias, que modifican las soluciones anteriores96.

Los objetivos de «rehabilitación y redención» de los marginados
ni los menciona, muy posiblemente porque se le han esfumado

95 Bernardo Ward: op. cit. Pág. 87.
96 El título completo de la Obra es Proyecto económico en que se proponen varias

providencias dirigidas a promover los intereses de España, con los medios y fondos necesarios
para su planificación. Madrid 1761. Para nuestra investigación usamos la edición del
Instituto de Estudios Fiscales, con un estudio preliminar de J. L. Castellano, Madrid
1982.
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estas y otras muchas ilusiones97. Su cambio es bien significativo.
Mientras que la «Obra Pía» descansa en la idea de integrar al mar-
ginado en la sociedad, el principal fin del «Proyecto» es desterrar la
mendicidad, aliviar a los verdaderos pobres y procurar que los vagos
y holgazanes se conviertan en seres útiles al Estado.

Nos interesa especialmente -con notable influencia holandesa y
británica- el cuestionamiento del sistema benéfico-asistencial ins-
taurado por la Iglesia para el socorro de los necesitados; con un
nuevo enfoque del problema, fruto de una concepción global del
Estado y de la sociedad, donde lo que prevalece es la productividad
frente a la concepción tradicional de la caridad.

Sobre este último punto, la influencia de Bernardo Ward va a ser
notable. En términos parecidos a los del irlandés se expresarán años
más tarde Juan Sempere y Guarinos en su «Memoria sobre el ejerci-
cio de la caridad y socorro de los verdaderos pobres», Meléndez Val-
dés en su «Discurso sobre la mendiguez» y Franco Salazar en su
«Restauración política, económica y militar de España», quien reco-
ge con pequeñas variantes, los principios fundamentales del sistema
de Ward, llegando a asignar a cada capital o pueblo la cantidad fija
con que debía contribuir para atender a los necesitados98.

2.2. José Campillo: El mundo de la necesidad material como
un fallo de la estructura socio-económica

José Campillo, ministro de Hacienda desde 1738 y secretario de
Estado, Marina, Guerra e Indias desde 1740, en su obra «Lo que
hay de más y de menos en España para que sea lo que debe ser y
no lo que es», se enfrenta con el mundo de la necesidad material.
La pobreza, la mendicidad y la vagancia son cuestiones que encua-
dra dentro de los fallos de la estructura socio-económica del país.
Para él, los pobres se dividen en tres categorías:

1. Los «verdaderos pobres», «verdaderos infelices que, o ya
destituidos de remedio a sus habituales dolencias, o ya to-
lerando las dilatadas muertes, solicitan el reparo de su
hambre en la compasión del público» 99.

97 Los aspectos tratados en el Proyecto Económico son: «Población, agricultura,
fábricas, artes, comercio, industria y buena policía».

98 Cfr. A. Romeu de Armas: op. cit. Pág. 279.
99 José Campillo: Lo que hay de más y de menos en España para que sea lo que debe

ser y no lo que es. Madrid 1741. Pág. 98.
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2. Los «pobres por su conveniencia», aquellos vagos y holga-
zanes que huyen del trabajo y se refugian en la limosna por
pura ociosidad100.

3. Y los «pobres en apariencia», que realmente no lo son y
utilizan este disfraz para ocultar sus fechorías101.

De acuerdo con estas categorías formula las soluciones:

a) Para los primeros, los verdaderos pobres, plantea su reco-
gimiento en Hospicios, proporcionándoles cobijo y manu-
tención en régimen abierto.

b) En cuanto a los pobres por su conveniencia, aboga por su
integración forzosa en el mundo del trabajo productivo.

c) En referencia a los terceros, los pobres en apariencia, el
castigo y presidio por los delitos que cometan.

Como instrumento imprescindible para aplicar sus alternativas,
considera necesario e indispensable la creación de nuevos Hospicios
dotados de fábricas y talleres, así los acogidos en tales instituciones
contribuirán a los gastos de su mantenimiento y asistencia.

Sobre los resultados de estos planteamientos no puede manifes-
tarse más optimista; se sitúa en una línea que entronca plenamente
con la literatura arbitrista del siglo XVII español:

«A pocos años de su planificación estaría España desconocida
del ocio, limpia de abandonados y vagos, y floreciente en toda clase
de ejercicio y ocupaciones»102.

100 José Campillo: op. cit. Pág. 99.
101 Así define José Campillo a este tercer grupo: «Son aquellos insolentes que,

pareciendo pobres en lo exterior, son ladrones famosos en realidad». José Campillo: op. cit.
Pág. 101.

102 José Campillo: op. cit. Pág. 35. En estos momentos, Jerónimo de Uztáriz, para
quien la única solución reside en el trabajo y la reinsersión de estas personas en el
desarrollo productivo, propone lo siguiente: que «se recoja y haga trabajar en maniobras
de menor fatiga a todos los pobres y vagabundos que, por la debilidad de sus edades o por otros
impedimentos, no pudiesen resistir faenas duras y que a los demás, de mayor robustez y edad
competente para ejercicios violentos, se apremie con las penas y disposiciones que prescriben las
leyes del Reino a que busquen oficios y otras ocupaciones más proporcionadas a cada uno y se
ganen la vida, sin permitírseles que pidan limosna ni ¡a busquen en los conventos». Jerónimo
de Uztáriz: Theoria y Práctica del comercio y marina. Madrid 1724. (Usamos edición
Aguilar con prólogo de Gabriel Franco. Madrid 1968. Pág. 136) El problema radica
en que no explica donde recluir a tanta gente ni donde encontrar tantos puestos de
trabajo.
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23. Ramón Cortines Andrade y Nicolás de Arriquíbar:
El Hospicio un instrumento de integración social
y laboral.

Durante el reinado de Carlos III, época de activo resurgimiento
de la actividad española, se publicaron dos obras de importancia
sobre el problema de la mendicidad. Una de ellas es el «Discurso
político sobre el establecimiento de los Hospicios en España» de
Ramón Cortines y Andrade y la otra es «Recreación Política» de
Nicolás de Arriquíbar. En ambas se señala la importancia del papel
de los Hospicios como Casas de Trabajo: los pobres, bien controlados
y recogidos desempeñarán una actividad útil para la sociedad.

Cortines Andrade por su parte propone «que haya en todos los
pueblos principales hospicios que mantengan a los pobres de su
distrito» y da cuenta de los ya establecidos en Madrid, Oviedo,
Valladolid, Zaragoza, Cádiz, Granada y Pamplona l03

Por su parte Nicolás de Arriquíbar en su «Recreación política.
Reflexiones sobre el Amigo de los Hombres en su tratado de pobla-
ción, considerado con respecto a nuestros intereses», aboga también
por la antigua idea de establecer hospicios en todas las capitales de
provincia del Reino. Para ello alega las siguientes razones:

1. Es justo que cada provincia mantenga a los pobres de su
jurisdicción.

2. El que pueda está obligado a dar limosnas. No deben con-
siderarse como limosnas las que conocidamente se dan en
fomento del vicio y de la ociosidad.

3. No hay limosna más bien empleada que la que se da en los
Hospicios públicos: «limosna espiritual y corporal, porque
socorre la necesidad y reforma de las costumbres del nece-
sitado, apartándole de la madre de los vicios» l04

Cada hospicio debería tener una capacidad máxima de cien
personas. Los internos ayudarían al sostenimiento del centro con el
desempeño de algún oficio que «a la larga permitirá su incorpora-
ción a la comunidad». Tomando como punto de partida la conside-
ración de la pobreza y la ociosidad como fuente de peligrosidad

103 Cfr. Ramón de Cortines y Andrade: Discurso político sobre el establecimiento de ¡os
hospicios en España. Madrid 1768. Págs. 123 y 136.

104 Nicolás de Arriquíbar: Recreación Política. Reflexiones sobre el Amigo de los Hom-
bres en su tratado de población, considerado con respecto a nuestros intereses. Vitoria 1779.
Pág. 214.
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social, considera al trabajo como el instrumento apropiado para la
eliminación de estas. Ello explica su insistencia para que cada hos-
picio «no se limite a la simple acogida de pobres y vagabundos, sino
que aporte algo de utilidad a su vida venidera» 105.

Para el sostenimiento de estos hospicios provinciales, Arriquíbar
aboga por el trabajo diario de los pobres, las limosnas de la provin-
cia y, por último, la contribución de los ricos de ella. Propone que
se forme una Hermandad para el gobierno de cada uno de estos
establecimientos compuesta por personas eclesiásticas y hombres
acomodados y notables, presididos por el Prelado diocesano.

Como en otros intentos de extinguir la mendicidad, Arriquíbar
proponía que estas Hermandades provinciales de eclesiásticos y se-
culares estableciesen su Hospicio para recoger en él a todos los
pobres de la provincia, mantener a los impedidos y hacer trabajar
en él a los útiles y enviar a los vagos a su lugar de origen. Las
limosnas, insiste, deberían ir a estas Hermandades106.

Este, hoy casi desconocido escritor vasco, no sólo proponía re-
medios vigentes y ya usados. Deseaba que se estudiasen a fondo las
cuestiones sociales y, a este fin, que la Junta Económica de Madrid
estableciera un Seminario político de educación para tratar de los
adelantamientos -como entonces se diría- de las provincias:

«No es dudable que se haría un gran fondo de limosnas en
cada provincia, así por mano de los párrocos como por las colectas
que se pusiesen en las iglesias, y las que la hermandad dispusiese
postular del público; pues cesarían los pobres y no cesaría la obli-
gación de hacer caridad donde estuviesen (...) Quando algo faltase
¿qué disonancia hay en que la hermandad, con acuerdo e inter-
vención de la justicia, lo exigiese de los poderosos de la provincia
según sus haberes mediante que cada uno esté obligado al precepto
de la caridad?» 107.

La Hermandad protectora de los Hospicios que Arriquíbar pro-
pugnaba, fue acogida por el Gobierno como puede verse en la «Res-
puesta de los Señores Fiscales del Consejo, Rodríguez de Campoma-
nes y Moñino, en la que se propugnaba la formación de una
Hermandad, para el fomento de los Reales Hospicios de Madrid y
San Fernando». En esta «Respuesta» se urgía la necesidad de reco-

105 Ramón de Cortines y Andrade: op. cit. Pág. 189.
106 Nicolás de Arriquíbar: op. cit. Págs. 140 y ss.
107 Nicolás de Arriquíbar: op. cit. Págs. 32-35.
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ger a los mendigos en hospicios y se hacía resaltar la importancia de
«una Junta de Sujetos celosos y caritativos». Se formó, en efecto, la
Junta de los Reales Hospicios108.

La misma idea de las casas de trabajo expuesta en el siglo XVIII
por Cortines y Andrade y Arriquíbar, la recoge Jovellanos. Deseaba
este último que se recogieran en Hospicios, viejos e impedidos, des-
ocupados, mujeres y niños sin recursos, como más adelante vere-
mos109.

2.4. Pedro Rodríguez de Campomanes: Causalidad, factores
y soluciones al mundo de la necesidad material

Para Pedro Rodríguez de Campomanes, ministro de Carlos III y
Fiscal del Reino, la realidad de la necesidad material debe asociarse
al desenvolvimiento social y económico del país, es decir, a la po-
lítica económica general y al valor del trabajo como fuente de ri-
queza110. Sus preocupaciones se sitúan en las siguientes órbitas: las
causas del mal y aquellas soluciones que signifiquen provecho y
utilidad para la nación. En tres puntos descansa su típico esquema
reformista:

a) Causalidad y origen del problema.
b) Factores que posibilitan su supervivencia.
c) Soluciones para exterminarlo y encauzar productivamente

estas fuerzas.

Mientras que al referir las causas habla -sin demasiada convic-
ción- de las costumbres y vicios de los españoles y de la crónica
inobservancia de las leyes, al aportar soluciones se muestra más

108 Cfr. Juan Sempere y Guarinos: Ensayo de una Biblioteca Española de los mejores
escritores del reinado de Carlos III. Madrid, 1785-1789. Vol.II. Pág. 78. (El documento
citado se imprimió en 1769).

109 Cfr. Melchor Gaspar de Jovellanos: Discurso acerca de la situación y división interior
de los hospicios con respecto a su salubridad. Madrid 1778. En op. cit. Págs. 17-21.

110 Destacan, entre sus muchos escritos, los siguientes: Discurso sobre el fomento de
la industria popular, Madrid 1774; Discurso sobre la educación popular de los artesanos y su
fomento, Madrid 1775-1777; «Clasificación y cálculo de los mendigos», Madrid, 2-
Enero-1778 (Archivo de Campomanes, 32-12); «Primera clase de pobres: niños hasta
8 años», Madrid sin fecha; «Segunda clase de pobres: muchachos de 11 a 15 años»,
Madrid, 5-Febrero-1778; «Cuarta clase de pobres: 22 a 50 años», Madrid, 16-Febre-
ro-1778; «Quinta clase de pobres: de cincuenta en adelante», Madrid 14-Marzo-
1778. (Archivo de Campomanes, 31-1 a 32-5).
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realista que su coetáneos (por ejemplo Ward, Pérez y López o Pedro
Joaquín de Murcia) y sus ideas tendrán inmediata traducción legis-
lativa.

En primer término, propone elaborar, a escala del Reino, una lis-
ta o matrícula de todos los pobres, mendigos, vagos y malentreteni-
dos, incluidos sus hijos menores y que, dicha relación (con base pa-
rroquial), sea enviada a los gobernadores, corregidores y al Consejo,
a fin de evaluar con tino el cómputo total de personas necesitadas y
las cuotas correspondientes a cada provincia. Nos encontramos, por
tanto, ante un control estatal del mundo de la necesidad material que
pasa por ser en primer término un control numérico 111.

En segundo lugar, se procederá al recogimiento de estas perso-
nas en Hospicios, recogimiento que se hará conforme a la utilidad
pública:

«De esta suerte cesarán muchos vagos y mendigos del reino y
no se verán en el lastimero ejemplo de reducirse a pedir limosnas
(...) Los Hospicios harán un gran beneficio en recoger toda esta
clase de personas huérfanas, vagos, mendigos, impedidos» 112.

A los niños se les enseñará la doctrina cristiana y un oficio «para
que no aprendan y se aficionen a la vida vagante y libertina que le
es muy pegadiza» 113 Los ancianos (considera viejo al que pasa los
42 años) también trabajarán en función de sus posibilidades, mien-
tras que los vagos, robustos y malentretenidos dedicarán su servicio
al Ejército y la Marina.

No falta en Campomanes el paternalismo típico de los gobernan-
tes ilustrados: es un bien instar al ocioso y desocupado al trabajo y,
socialmente, es justo. Lejos de exclusivismos, al contrario que
muchos otros114, se declara abiertamente partidario de los Monte-
Píos de viudas, huérfanos, ancianos y enfermos. Considerados los

111 La clasificación que debería hacerse de todos estos individuos, según Campo-
manes, sería la siguiente: inhábiles, vagos, robustos y malentretenidos. Cfr. J. Sem-
pere y Guarinos: op. cit. Págs. 51 y ss.

112 Pedro Rodríguez de Campomanes: Instrucción sobre los vagos y malentretenidos.
Madrid 1759. Pág. 117.

113 Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 142.
114 F. Cabarrús, director del Banco Nacional, es un convencido detractor de las

mutualidades de previsión y de la asistencia social en general: «Con los montepíos lo
único que se consigue es que se aumente el número de pobres, pues a más instituciones para
socorrerles, más pobres», en Memoria sobre los Montes Píos, leída en la Real Sociedad Econó-
mica de Madrid el 13 de marzo de 1784, publicada por J. Sempere y Guarinos: op. cit.
Págs. 9 y ss.
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Monte-Píos como una sociedad de socorros mutuos, laica, vigilada
y controlada por el Estado y sin más gastos que los puramente de
auxilio, constituyen para Campomanes una forma eficaz de lateral
colaboración en la gran tarea de asistencia e integración social:

«Los huérfanos, viudas y enfermos tienen derecho a que se les
enseñe un oficio y a disfrutar de los socorros del Monte» 115.

A partir de estos planteamientos, Campomanes manifiesta una
gran preocupación por la asistencia social. Testimonio fehaciente de
ello es el Concurso por él convocado en la Real Sociedad Económica
de Amigos del País de Madrid sobre cuatro temas relacionados con
el socorro de pobres (1781):

1. Sobre la limosna.
2. Sobre la influencia en las costumbres y la aplicación al tra-

bajo.
3. Sobre los medios para desterrar la costumbre de que los

muchachos y mujeres acudan en tropa a pedir limosna a los
forasteros.

4. Sobre la comodidad y limpieza de las casas, calles entradas
y salidas de los pueblos.

Bien puede entenderse, por el título de los temas, que la men-
dicidad era la preocupación dominante. Sobre la limosna se publi-
caron 15 memorias; a los temas tercero y cuarto de matiz social y
urbanista, se presentó una sola memoria. Al segundo, también re-
lacionado con la mendicidad, se premiaron dos memorias y se igno-
ra si se presentaron otras. En todas ellas prevalece una postura
secularizadora en materia de beneficencia al declararse esta compe-
tencia de los poderes públicos, y la conveniencia de recoger a los
verdaderos pobres116.

115 Pedro Rodríguez de Campomanes: Discurso sobre la educación popular de los ar-
tesanos y su fomento. Madrid 1775. Pág. 78.

116 Colección de memorias premiadas, y de las que se acordó se imprimiesen sobre los cuatro
asuntos, que por encargo particular público la Real Sociedad Económica de Amigos del País de
esta Corte en el suplemento de la Gaceta de 14 de agosto de 1781. Tratan del exercicio de la
caridad y socorro de los verdaderos pobres, corrección de los ociosos, destierro de la mendicidad
voluntaria, y fomento de la industria y aplicación. De Orden Superior. Madrid. Imprenta
Real, año de M.D.CC.LXXXIV. Contiene: Discurso preliminar. Asunto primero: Sobre
la limosna. 1) Memoria premiada de Don Juan Sempere y Guarinos, Abogado de los
Reales Consejos. 2) Accesit: R. P. Fray Miguel López. Lector de Teología en el Con-
vento de San Francisco de Sevilla. 3) Accesit: Don Mariano Garría Zamora, Catedrá-
tico de Teología en el Colegio de San Fulgencio de Murcia. 4) Memoria de D. An-
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Un primer fruto de estos escritos fueron las Juntas y Diputacio-
nes de Caridad que se formaron, por precepto legal, en el si-
glo XVIII"7. En Madrid, funcionaba la Junta Real y General de la
Caridad y en las capitales de provincia y pueblos importantes las
Juntas provinciales y municipales. En las ciudades populosas había,
además «diputaciones de barrio» 118. Arias de Miranda atribuye a
estas «Diputaciones de Caridad para socorrer jornaleros y enfermos
pobres», gran eficacia. Afirma que en el año de 1787 fueron soco-
rridas 1.967 personas119.

2.5. Antonio Javier Pérez y López: Los Talleres
Subsidiarios Nacionales

Ubicado en planteamientos y proyectos mas filosóficos y teóricos
que prácticos y de posible realización, nos encontramos con el ju-
risconsulto sevillano Antonio Javier Pérez y López. Los puntos cen-
trales de su obra «Principios del Orden esencial de la Naturaleza»
(Madrid 1785) pueden sintetizarse en:

tonio de Mazo. 5) Memoria de D. Francisco Rodríguez Nuño, Regidor de Nava del
Rey. 6)Memoria de Don Fernando López de Cardenas, Párroco de Villa de Montoro.
7) Memoria latina de D. Santos Díez González, Catedrático segundo de Sintaxis
latina de los Reales Estudios de S. Isidro. 8) La misma, puesta en castellano por su
autor. 9) Memoria de un religioso observante Franciscano de la provincia de Anda-
lucía. 10) Memoria del Padre Fray Francisco Gallego,, de la Observancia de San
Francisco. 11) Memoria de D. Antonio Fobes, Párroco de la Colegiata de San Julián
de la ciudad de Oviedo. 12) Memoria latina de Don Jayme Regla y Aguellon, Pre-
sidente del Colegio de Teología de San Pedro de Arbues de la Universidad de Zara-
goza. 13) Memoria de D. Pedro Antonio Sánchez, Racionero de la Catedral de San-
tiago. 14) Memoria de D. Vicente Miguel de Ortega. 15) Memoria del Señor abate
Vicente Pico, traducido del italiano por acuerdo de la sociedad. Asunto segundo:
Sobre la influencia en las costumbres y aplicación al trabajo. 1) Memoria única,
premiada, escrita por D. Eugenio Antonio del Riego, oficial retirado de Milicias.
Asunto tercero: Sobre los medios para desterrar la costumbre de los muchachos
y mujeres que acuden en tropas a pedir limosna a los forasteros. 1) Memoria pre-
miada de D. Manuel Marín y Borda, caballero del Hábito de Santiago. 2) Memoria
premiada de José Julián de Azcuetia. Asunto cuarto: Sobre la comodidad y limpieza
de las casas, calles, entradas y salidas de pueblos. 1) Memoria premiada y única de
D. Eugenio Antonio del Riego.

117 Cfr. J. Sempere y Guarinos: op. cit. Págs. 81 y ss.
118 Sobre el origen y actuación de estas instituciones puede verse Hernández

Iglesias: op. cit. Págs. 776, 809, 814; Carmen Alemán Bracho: op. cit. Págs. 86-97. Y
las disposiciones legislativas en el índice Histórico de Disposiciones Sociales de Luis
Curiel. Madrid 1946, núms. 4030, 4039, 4062, 4257 y 4267.

119 Cfr. F. Arias de Miranda: Las Diputaciones de Caridad. Significado y trascendencia
en el Madrid del XVlll. Madrid 1986. Págs. 50-51.
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1. Proclamación del derecho a la asistencia y al trabajo.
2. Y el modo de hacer efectivo el anterior punto, a través de

una contribución de pobres y la institución de talleres na-
cionales subsidiarios.

Sus palabras no pueden ser más aventuradas al proclamar el
derecho al hurto —derecho, por otra parte, sustentado por Cerdán
de Tallada y Lope de Deza con anterioridad120— y exigir la garantía
del Estado para con los necesitados:

«De aquí proviene que en caso de extrema necesidad no es pro-
hibido el hurto, o, por mejor decir, no lo es la acción de tomar lo
necesario para mantenerse, porque, entonces, volviendo los bienes a
su estado natural, se hacen comunes. Del mismo modo procede la
estrechísima obligación de dar limosna que tienen los ricos y que si
respecto a los pobres particulares no es de justicia, o no le asiste un
derecho perfecto a exigirla, por las razones insinuadas, sin embar-
go, la potestad pública tiene facultad de imponer contribución sufi-
ciente para el sustento de los pobres inválidos, o de los que, pudien-
do trabajar, no hallan donde (...) Es esta facultad uno de los
derechos más necesarios de la soberanía, a cualquier respecto que se
mire; ya se atienda a que juntándose los hombres en sociedad civil
para lograr la subsistencia y bien de que carecían sin ella, y además
contribuyendo a la manutención y felicidad del Imperio con servi-
cios reales y personales, es justísimo que este mismo Imperio les
proporcione medios de subsistencia (...) Por otra parte, el orden de
las cosas evidencia, que habiendo Dios criado los bienes para todos
los hombres, es muy grave injusticia la de los poderosos que no
socorren a los necesitados, según lo enseña la Santa Escritura en
muchos lugares. Dicen los ricos que la limosna sólo les obliga en
conciencia, pero por una larga experiencia consta que perecen los
pobres o viven una vida tan triste como la misma suerte, dejando su
socorro a la conciencia de los ricos, por lo cual es fuerza que ese deber
sea sancionado por la ley positiva, como lo están otros que también
obligan en conciencia, pero que tampoco se cumplirán voluntaria-
mente y de los cuales dependen la conservación de la república» 121.

Entre los medios que propone Pérez y López para hacer frente a
estas situaciones de necesidad material encontramos los siguientes:

120 Cfr. Manuel Martín Rodríguez: op. cit. Págs. 133-134.
121 Antonio Javier Pérez y López: Principios del Orden esencial de Naturaleza. Madrid

1785. Cap. XVII. Pág. 159.
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1. Florecimiento de la agricultura a través de la fundación de
colonias agrícolas siguiendo el estilo de las ya fundadas en
Sierra Morena.

2. Propugna para los pobres válidos que, a pesar de su aplica-
ción y diligencia, no encuentran ocupación para mantener-
se en algunas temporadas, proporcionar a cada clase, traba-
jo competente a su manutención: «Así, en algunos pueblos
de España se han hecho en tiempos de sequía o demasiadas
lluvias, que los jornaleros allanen, o compongan los cami-
nos, o se empleen en otra obra pública del territorio dán-
doles el jornal preciso para mantenerse» 122.

3. Establecimiento de talleres públicos de todos los oficios y
almacenes de las primeras materias donde los artesanos, y
aun las mujeres que no encuentran en otra parte labor, la
tuvieran allí por un jornal o estipendio, más moderado que
el que cobra comúnmente, para evitar que todos concurran
a tales oficinas; no obstante, debe ser suficiente para el
sustento de un pobre, pues de lo contrario, «más querían
ocios que trabajar de balde o con mucha fatiga casi inútil e
infructuosa». En opinión de Pérez y López, quedarían de
este modo reunidas en estos establecimientos la caridad, la
justicia, la política y la religión, a cuya fundación contribui-
rían sin duda los más poderosos de toda clase y estado, y
si no, la potestad pública puede hacerles contribuir a fines
tan piadosos y útiles123.

En función de lo expuesto, podemos afirmar que las ideas de
intervención estatal, utilidad e integración laboral quedan recogidas
por Pérez y López, ahora bien, dentro de un proyecto que podría-
mos calificar de utópico: al Estado le faltaban los instrumentos y
medios financieros necesarios para poner en práctica estos mecanis-
mos asistenciales.

2.6. Melchor Gaspar de Jovellanos: Racionalismo y
Reforma de los Hospicios españoles

Liberalismo y filantropía: he aquí las dos grandes fuerzas espiri-
tuales que mueven toda la concepción social de D. Gaspar. Por el
primero, la acción del Estado frente a las actividades de los indivi-
duos debía reducirse «a remover todos los obstáculos y estorbos que

122 Antonio Javier Pérez y López: op. cit. Pág. 220.
123 Cfr. Antonio Javier Pérez y López: op. cit. Pág. 217.
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se oponían a la libre acción del interés privado», no reconociendo
a la sociedad obligación ni derecho de mediar en el conflicto de los
intereses individuales con providencias de carácter positivo, dándo-
se por enteramente satisfecho con aquel equilibrio que se produce
espontáneamente y naturalmente entre los combatientes. Por la
segunda, la filantropía, todos los riesgos del trabajador quedaban
englobados por la beneficencia pública y debían entrar en el sistema
de Hospitales124.

De la amplia producción de Jovellanos nos interesa, de manera
especial, su «Discurso acerca de la situación y división interior de
los Hospicios con respecto a su salubridad» I25.

La originalidad de sus aportaciones estriba en la crítica abierta
que realiza sobre los tradicionalmente aceptados Hospicios Genera-
les. Para Jovellanos un Hospicio general que no entraña problemas
de hacinamiento e insalubridad es una quimera, pura fantasía. Estos
son los términos en los que se expresa:

«Son inconvenientes estos Hospicios Generales donde se recogen
indistintamente todas las clases de pobres, desvalidos, robustos e
impedidos de un estado. Si prevalece la razón sobre la costumbre,
ni la salud, ni la higiene, ni la economía, ni la moral permitirán
sostener las instalaciones precisas para acoger a semejante ejército
de miserables» 126.

Siguiendo con los planteamientos de Pedro Joaquín de Murcia
y Arriquíbar, aboga por unos Hospicios «especializados», en los que
cada sección corresponde a un determinado tipo de menesterosos,
con total separación y tratamiento específico. Estos son los compar-
timientos que establece en los llamados Hospicios:

124 Cfr. José Luis Abellán: op. cit. Págs. 136-137.
125 En Obras inéditas. BAE, T.50. Madrid 1952. Págs. 431-435. Sobre Jovellanos

queremos resaltar los siguientes estudios: J. Somoza: Documentos para escribir la bio-
grafía de Jovellanos. Madrid 1911; M. Artola: Vida y pensamiento de D. Gáspar Melchor
de Jovellanos, BAE, T. LXXV, Introducción; L. Sánchez Agesta: «Jovellanos y la crisis
del Despotismo Ilustrado», en Archivo de Derecho Público. Núm. IV. Granada, 1951.
Págs. 89-122; R. Ricard: «De Campomanes a Jovellanos. Les courants d'idees dans
l'Espagne au 18e siecle d'apres un ouvigge recent», en Les Lettres Romances, XI. Paris,
1957; P. Peñalver: Jovellanos- Obras sociales y políticas. Madrid 1962; G. Anes: «El
informe sobre la Ley Agraria y la Real Sociedad Económica Matritense de Amigos del
País», en Homenaje a D. R. Carande. Madrid 1963, separata aparte; J. H. R. Polt: Gáspar
Melchor de Jovellanos. New York, 1971; L. Domergue: Jovellanos a la Societe Economique
des Amis du Pays de Madrid (1778-1975), Toulouse, 1981; y J. A. Cabezas: Jovellanos. El
fracaso de la Ilustración. Madrid 1985.

126 Gaspar Melchor de Jovellanos: op. cit. Pág. 432.
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1. Para niños expósitos, hasta la edad de tres y cuatro años.
2. Para niñas huérfanas, hasta que se establezcan, casándose o

sirviendo en alguna casa.
3. Para niños huérfanos, díscolos y desamparados, que debe-

rán residir hasta convertirse en maestros, o al menos, bue-
nos oficiales en algún arte.

4. Para pobres ancianos y estropeados que deberán mantener-
se perpetuamente.

5. Para los pobres robustos o vagos delincuentes, enviándoles
a la tropa cuando muestren aplicación o arrepentimiento.

6. Para las mujeres de mala vida, que serán recogidas por
tiempo determinado.

7. Para las mujeres impedidas y ancianas, que deberán residir
perpetuamente.

Los compartimientos 1, 4, 7, según Jovellanos deberán verse
como partes dedicadas a la caridad, los 2 y 3 a la educación y los 5 y
6 a la corrección127. Dicho de otro modo, según el carácter de tránsi-
to o permanencia, organiza su dedicación peculiar con una finalidad
educativa (niños), caritativa (ancianos) o correccional (vagos).

Jovellanos —con evidente influencia de los ensayos ingleses y
franceses— se propone transformar los Hospicios españoles presen-
tes y futuros en modelos de primera clase: edificios aislados, salu-
bres, con buena ventilación, sin cementerios, sin enfermos ni enfer-
medades. Con marcado detalle aborda desde el aseo hasta la
recreación de los Hospicianos, mientras elude, a diferencia de Arri-
quíbar, aspectos fundamentales como los financieros por conside-
rarlos asuntos del Gobierno. Este pequeño detalle de «olvido» im-
pedirá, una vez más, saltar del plano teórico a la realidad, aunque
con posterioridad se recojan algunas sugerencias.

2.7. Las Sociedades Económicas de Amigos del País:
El Ejemplo de la Matritense

Proliferan este tipo de instituciones en nuestro país a partir de
1775 y constituyen la versión laica de la Hermandad de la Obra Pía
de Ward —de la que ya hemos hablado— para estímulo de la in-
dustria, la agricultura y los oficios. Parte de sus esfuerzos los absor-
ben el problema de la mendicidad y las formas de resolverlo.

127 Cfr. Jovellanos: op. cit. Pág. 432.
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Compuestas por los notables del lugar y estructuradas en Comi-
siones, destacan, entre otras, las dedicadas expresamente a la «per-
secución de vagabundos y empleo de holgazanes, asistencia a enfer-
mos y socorro de impedidos, construcción de hospicios, hospitales y
escuelas». En su funcionamiento observamos cierta homogeneidad
(informes, concursos, premios, memorias, medidas preventivas,
modernos sistemas de salud pública), con una índole benéfica resal-
tada con prodigalidad128.

Ejemplo de todas las existentes en el Reino encontramos la
Matritense129. En marzo de 1778, Don José de Guevara Vasconcelos
redacta una «Memoria» sobre el Dictamen de la Comisión encarga-
da de estudiar el recogimiento y la ocupación de los pobres. Dicha
memoria refleja, entre otras connotaciones, la intencionalidad pro-
ductiva que subyace en estas instituciones. Critica el fracaso de los
Hospicios, inoperantes para extinguir o, al menos, aminorar la
mendicidad y aconseja otro tipo de medidas como:

• El fomento y la extensión de la agricultura.
• Mejora de la legislación artesanal.
• El incremento de las Sociedades en el Reino.
• Apertura y fomento de Fábricas.
• Derogación de las alcábalas y millones.
• Enaltecimiento de los oficios.
• Instrucción del Obrero.
• Un sistema mercantil proteccionista.

Aunque ya hicimos referencia a él cuando tratamos los proyectos
de Campomanes, en 1781, dicha Sociedad, convoca un concurso
público sobre puntuales aspectos relacionados con el problema de la
pobreza y la mendicidad. De las treinta Memorias que se presentan,
catorce son publicadas en 1784 130, obteniendo el primer premio la

128 Manuel de Aguirre llegará a decir que las Sociedades Económicas han de ser
«el escalón por donde puedan subir hasta el trono las lágrimas de los pobres». M. de Aguirre:
Sistema de sociedades patrióticas y seminarios o casas públicas. Madrid 1785. Págs. 24-25.
Un interesante estudio sobre el marco institucional de estas Sociedades ofrece
R. González: La Real Sociedad Económica de Amigos del País de León. León 1981.
Págs. 521-524.

129 Cfr. O. Negrin: Ilustración y educación. La Sociedad Económica Matritense. Madrid
1984. Págs. 15-18.

130 Los aspectos abordados por las Memorias giran entorno al ejercicio discreto de
la caridad (asunto que despierta el mayor interés); la influencia del trabajo en los
buenos hábitos; los medios de desterrar la costumbre de que los muchachos y mu-
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elaborada por Sempere Guarinos, englobada en el apartado que lle-
va el título genérico: «Sobre limosna». En todas ellas prevalece una
postura secularizadora en materia de beneficencia, la conveniencia
de recoger sólo a los verdaderos pobres y —en la ganadora— la reco-
mendación de afianzamiento de los socorros domiciliarios, en claro
apoyo al gobierno en su campaña de reforma asistencial.

En provincias, mientras que, por ejemplo, La Real Sociedad
Económica de Zaragoza insiste en potenciar la caridad 131, otras,
como la de Tarazona, se muestran más intransigentes y llegan a
decir de los vagos inútiles que «sería conveniente hacerlos reos de
las penas del fuego y el agua» 132. Campomanes en su plan —de
1780— para la futura Sociedad Económica de Asturias, coloca entre
sus fines primordiales el destierro de la mendiguez y la ociosidad, al
igual que lo venían propugnando desde 1765 la Histórica Vascon-
gada, desde 1777 la de Soria o como lo harían, poco después, las de
La Bañeza —1781— y Vélez de Málaga133.

2.8. Pedro Joaquín de Murcia: Las Casas de Misericordia
un servicio público de responsabilidad estatal

Laico ortodoxo, conocedor del panorama español y figura de
relieve como miembro de su Majestad en el Supremo de Castilla y
Colector General de Expolios y Vacantes de las Mitras del Reino. Su
obra nos aparece ubicada cronológicamente en los últimos años del
reinado de Carlos IV, en las postrimerías de este reformador si-
glo XVIII español y dedicada a Godoy, Príncipe de la Paz134.

Al analizar sus planteamientos sobre el mundo de la necesidad
material, guardando las debidas distancias, Murcia trae el recuerdo
de Juan Luis Vives135. No en vano, ambos son católicos seglares,

jeres acudan a pedir limosna a los forasteros; y la limpieza de las casas, calles y
pueblos. Las catorce premiadas se publican como colección de Memorias premiadas...
op. cit. Madrid 1784.

131 Cfr. J. Sarrailh: La España Ilustrada de la segunda mitad del S. XVIII. Madrid,
1974. Pág. 267.

132 «Informe de la Sociedad Económica de Tarazona sobre agricultura», en
M. Colmeiro: Historia de ¡a Economía Política en España. Madrid 1863. Pág. 261.

133 Cfr. Hernández Iglesias: La Beneficencia en España. Madrid 1876. Págs. 192-194.
134 Pedro Joaquín de Murcia: Discurso Político sobre la importancia y necesidad de los

Hospicios, Casas de Expósitos y Hospitales. Madrid 1798.
135 Abundan las citas de Vives, valorado con gran elogio en el Discurso citado,

especialmente en las páginas 49-50 y 53-58.
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profundos observadores de las circunstancias de su tiempo y parti-
darios de considerar a la Beneficencia como una de las funciones del
Estado.

En sintonía con la voluntad del monarca, Murcia aboga por
recoger a pobres y mendigos, darles una formación y convertirlos en
vasallos útiles integrados socialmente en el sistema productivo. Pero
quizá la idea central y de vital interés es considerar que ello cons-
tituye una de las obligaciones fundamentales de la Corona y del
Estado:

«El rey es el padre de los huérfanos, esposo de las viudas, el
Dios de los Pobres, los ojos del ciego, las manos de los mancos, el
auxilio de las necesidades comunes, el deseo y el amor de todos, y
una deidad mortal, cuyo título más ilustre y glorioso es el de padre
de los pobres. Al rey se dirigen principalmente aquellas divinas
palabras (Del Salmo 9, art 35): A ti se te ha encargado el pobre:
tu serás quien ayude y socorra al huérfano» 136.

El interés de esta cita radica en dos consideraciones fundamen-
talmente. En primer lugar señalar que en ella no se habla para nada
de caridad. En segundo término, lo que se plantea de forma clara
y expresa es la Beneficencia, concebida como servicio público que
afecta al bien común y cuya responsabilidad recae en el rey y en los
ejecutores de sus designios.

Para tales objetivos Murcia encuentra el remedio en las Casas de
Misericordia; de dicha institución posee un concepto muy amplio:

«Por Casas de Misericordia se entienden todas las destinadas
para morada o asilo de alguna clase de pobres, que por su corta
o crecida edad, o por cualquier otra circunstancia estén inválidos,
o convenga a la causa pública y particular vivan reunidos por
algún tiempo. Los reclusorios de niños huérfanos, o desamparados,
de ancianos lisiados, de viudas y de cualquier persona miserable,
son Casas de Misericordia. También lo son los Hospitales de enfer-
mos, las Inclusas o Casas de expósitos y las galeras y Casas de
Corrección para hombres y mujeres pobres; porque la corrección
dice Sto. Tomás (Suma Teológica 2a, 2ae., quest. 33, art. I) que es
verdadera limosna espiritual. Según el mayor, o menor número de
especies y clases de necesitados a que se extiende o redujere alguna
Casa de Misericordia, será más general o particular» 137.

136 P. J. de Murcia: op. cit. Pág. 12.
137 P. J. de Murcia: op. cii. Págs. 2 y ss.
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Recurriendo a los postulados ético-morales del filósofo de Aqui-
no, nos presenta a la corrección —entendida como conversión en
instrumento productivo— como uno de los fines de las citadas ins-
tituciones.

La Casa de Misericordia abarca pues, en tan amplia noción,
lo que el antiguo Hospital de la Edad Media contenía, salvo la
asistencia a enfermos. Su fin es proveer todas las necesidades de los
pobres y prepararlos profesionalmente. En el proyecto de Murcia,
las Casas de Misericordia tienen siete departamentos con entera
separación:

1. Para que trabajen en él los hombres no recluidos (los des-
ocupados o parcialmente inválidos).

2. Para las mujeres que se hallasen en las mismas circunstan-
cias.

3. Para los niños huérfanos y desamparados.
4. Para las niñas en el mismo caso.
5. Estancias de corrección para hombres vagos y viciosos.
6. Para mujeres mendigas que quisiesen recogerse o viciosas.
7. Para mujeres prostitutas y abandonadas138.

Esta misma clasificación responde a criterios particulares con los
que debe tratarse cada caso. En plena sintonía con el pensamiento
de la época, que deja de considerar el mundo de la necesidad
material como una masa uniforme y homogénea, atiende a la cla-
sificación para aplicarle distintas terapias de solución.

En referencia a la disposición material, las Casas podrán albergar
como máximo quinientas o seiscientas personas. Su construcción
será sencilla:

• Planta baja: Sótanos y almacenes.
• Primera Planta: Habitaciones bien ventiladas y todas las de-

pendencias.
• Segunda Planta: Desvanes y almacenes.

A parte, cada departamento tendrá patio bastante espacioso con
portales, y los de los niños y niñas, conviene que tengan huerta y
arbolado. Debe haber agua en gran cantidad. Se procurará que la
casa no esté situada en el centro de la población, sino en el extre-
mo, para que pueda tener campo y ventilación.

138 Cfr. Pedro Joaquín de Murcia: op. cit. Apéndice IV. Págs. XXIX-XXXIII.
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Considerada en su conjunto la obra de Pedro Javier de Murcia
adolece, como la de otros de su época139, de un excesivo regalismo.
Pero no podemos dejar de reconocer la recta intención que inspira-
ba el libro del Colector de Expolios (en lo que al socorro de los
pobres se refiere), ni la diligencia con que desempeñó su cargo. En
gran medida, puede considerarse a Murcia como un claro continua-
dor de Vives. No en vano, con el reconocimiento de la Beneficencia
como función del Estado, se muestra como un claro deudor140.

2.9. Vicente Calvo y Julián y Francisco Javier Peñaranda:
Los sistemas colectivistas de trabajo

Especialmente originales podemos considerar los planteamientos
de estos dos proyectistas ilustrados del siglo XVIII. Desentendiéndo-
se de la acción e intervención del Estado, querían hallar remedio a
las situaciones de necesidad material mediante sistemas colectivistas
de trabajo.

Defensor de estos sistemas fue el abogado Don Vicente Calvo y
Julián en una carta sobre el «Fondo Público Nacional de España»,
publicada en el Correo General de España141.

Empezaba Calvo y Julián atacando la sordidez de los ricos con
durísimas palabras:

« Yo no puedo atribuirlo a otro principio, sino a que meditemos
como debemos, hasta donde se extiende el precepto que no obliga a
amar a nuestro prójimo. La corrupción de nuestras costumbres, el
ciego interés y la falsa idea que tenemos de nuestros haberes nos
hacen creer que lo poseemos sin límites y exentos de toda obliga-

139 Representantes claros de este regalismo encontramos a Miguel Serrano y
Belézar: Proyecto para extinguir los mendigos. Madrid 1798 y Juan Sempere y Guarinos:
«Política de España acerca de los pobres, vagos y mal entretenidos», en Biblioteca
Española Económica-Política. Tomo II. Madrid, 1801.

140 Conviene recordar aquí los puntos fundamentales en torno a los cuales gira
la obra de Juan Luis Vives: Del Socorro de los Pobres. Brujas 1525: desacralización de
la pobreza y distanciamiento en la tradicional interpretación religiosa de la misma,
intervención de las autoridades públicas para controlar los efectos negativos que para
la colectividad puede tener el comportamiento de los pobres, supresión de la men-
dicidad, fiscalización e inventario municipal de la pobreza, el trabajo como obligato-
rio para extraer la suerte y situación del individuo en su sociedad, establecimiento
de un sistema público de asistencia a los necesitados. Cfr. Carmen Alemán Bracho:
op. cit. Págs. 34-44.

141 Correo General de España. Tomo V. Págs. 135 y ss. Madrid, año 1771.
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ción. Sacudamos el letargo en que vivimos y veremos claramente
nuestro limitado y precario derecho. Nuestros bienes, como quiera
que los poseemos, con más justo título, con la posesión más anti-
cuada, con la más buena fe y con la ejecutoria más irrevocable, se
hallan gravados con la obligación que les impuso la Naturaleza y
el Autor del Universo de haber prestar los alimentos a los pobres
y miserables» 142.

Para vencer esta sordidez humana, Calvo y Julián ideaba lo que
le llamó Fondo Público Nacional. El objetivo primordial era socorrer
a la indigencia (ancianos, inválidos, enfermos y huérfanos), susten-
tar a las viudas pobres, prestar dinero a los labradores, proveer las
primeras materias a los menestrales atrasados y crear escuelas y
fábricas, etc.

Para la sustentación de este Fondo Público soñaba Calvo y Julián
con extender una costumbre inmemorial en España: los llamados
«Campos de Fábricas», labrados en común por el vecindario para fi-
nes piadosos y de beneficencia 143 Esperaba de ellos la dotación y
sostenimiento de este Fondo Nacional del que había de nacer el flo-
recimiento y la riqueza del país y el bienestar de sus moradores:

«Ha de establecerse en cada pueblo un campo de fábricas, el cual
se cultivará en común, dando cada reja con un determinado núme-
ro de vecinos para evitar toda confusión, alternándose con el mismo
orden en la siguientes labores, trilla y recolección de frutos. Este
campo convendría que estuviere bajo la protección de uno de los
sujetos más celosos de la población, revestido con autoridad para
señalar los días que se habían de emplear en su cultivo y en la re-
colección del fruto, procurándose del Ordinario licencia correspon-
diente para que las labores del campo se pudiesen ejercitar en días
de fiesta, por redundar en fines muy piadosos. Y, sobre todo, cuidar
de que por ningún estilo se vendiera o empeñase dicho campo» 144.

142 Correo General de España. Tomo V. Pág. 138.
143 Con el término «Campos de fábricas». Calvo y Julián alude a una práctica,

desarrollada especialmente en Galicia, Asturias y Vascongadas, consistente en desti-
nar a fines piadosos y de beneficencia los ingresos obtenidos del cultivo de una parte
de las tierras comunales pertenecientes a los ayuntamientos. Con ellas se mantenían
las instituciones asistenciales (Hospitales, Hospicios, Casas de Expósitos y Misericor-
dia) existentes en cada comarca. Viñas Mey los ha definido como «un buen intento de
la España de la Edad Moderna para poner fin al mal uso y dilapidamiento de limosnas
existente». Cfr. C. Viñas Mey: El régimen de la tierra en la España de los siglos XVI y XVII.
Madrid 1941. Pág. 171.

144 Correo General de España. Tomo V. Pág. 142.
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Apoyándose en el conocimiento existente en España de dichos
campos, cree que no se pondrán reparos para su establecimiento. Lo
único que se innova es la ampliación del destino de los caudales que
se obtengan de tal establecimiento a todas las instituciones de be-
neficencia que se establezcan en el Reino.

Planteamientos parecidos a los de Calvo y Julián son los del
licenciado Francisco Javier Peñaranda. Aboga este último por la
extensión general de las «Señaras concejiles». Consistían éstas en
ciertas porciones de tierra que en muchos pueblos, escasos de bienes
de propios o rentas capaces de mantener los gastos públicos, o con
objeto de pagar contribuciones, labraban en común los campesinos,
poniendo unos las manos, otros los arados, otros el ganado; regu-
larmente en los días de fiesta, previa licencia, para no estorbarse los
jornales ni ocupaciones habituales, aplicando el producto a los fines
indicados.

Peñaranda, en su «Resolución Universal sobre el sistema econó-
mico y político más conveniente a España» 145 se proponía genera-
lizar estas «Señaras» con el noble propósito de socorrer las necesi-
dades comunes, promover el bien de la sociedad y atender a los más
necesitados (pobres, vagabundos, huérfanos, viudas, inválidos...).

2.10. Conclusiones

El proyectismo español del siglo XVIII constituye el termómetro
más sensible para medir la preocupación y rastrear los intentos de
solución existentes en torno al mundo de la necesidad material.
Todos coinciden en el diagnóstico del «mal» como uno de los más
agudos y perniciosos para la sociedad, la moral y la economía espa-
ñola. Esta uniformidad se rompe algo cuando llega la hora de apli-
car una terapia, aunque a decir verdad, hay una constante en los
remedios que se aplican: el intento de transformar este amplio y
heterogéneo mundo de la necesidad material en individuos útiles y
laboriosos, que contribuyan al engrandecimiento del Estado, de ahí
las pretensiones de integración social y laboral.

En lo que no hay duda, es que fue el mundo de la necesidad
material muy propio para ensayar, al menos —y casi sólo— teóri-
camente. Planes que van de lo más realista a lo más descabellado,
justifican la denominación de proyectismo aplicada a un género

145 F. J. Peñaranda: Revolución Universal sobre el sistema económico y político más
conveniente en España. Madrid 1789. Pág. 204.
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como éste. Por otra parte, ensayos como éstos vienen muy bien
para que el pensador y escritor del siglo XVIII lance planes de re-
forma tan característicos del espíritu de este siglo.

Para que se perciba más la reiteración de los temas tocados y
resulte más fácil captar la posible evolución de este pensamiento a
lo largo de la centuria, hemos optado —como ha quedado puesto de
manifiesto— por estudiar de forma sucesiva los planteamientos de
los teóricos, conscientes del rigor de una monotonía a la que nos
exponemos en aras de la exactitud.

De modo secundario afrontaron el tema —y la enumeración
es importante para ver el peso del problema— autores como
Juan Cabrera, Máximo Moya, Macaraz, Villadarias, el marqués de
Santa Cruz, Cristóbal del Hoyo Sotomayor, Bernardo Ulloa, Anto-
nio de Llendía, Alejandro Aguado, Diego Alvarez de Bohórquez,
Lucas Pascual Martínez, Ponz, Roma y Rusell, Tomás Anzano,
Capmany, José Climent, Vidal y Casabes, el Abate Matanegui,
Lázaro de Dou, Asso, Larruga, Manuel Ignacio Pérez Quintero,
Meléndez Valdés...

Un estudio detallado de cada uno desbordaría los límites de este
trabajo. Ello nos ha llevado a estudiar los que a nuestro juicio
consideramos más significativos en cuanto ofrecen una línea común
de pensamiento: transcendencia humana y económica del mundo
de la necesidad material, más la económica que la humana.

A los teóricos nos hemos acercado como a un termómetro que
permite medir las pulsaciones que el fenómeno de la necesidad
material registra en la opinión pública más sensibilizada. Por eso
hemos sondeado sus pareceres, con el ánimo de ofrecer una mues-
tra de los que más directamente afrontaron el tema. Lo que se
puede concluir como indudable es que las quejas, los proyectos
—entre lo demencial y lo realista—, las denuncias de los ilustrados,
no influyeron en exceso —salvo en el caso del proyectista-gober-
nante Campomanes— en la corrección, y mucho menos en la inexis-
tente eliminación del mal.

3. LA NECESIDAD MATERIAL Y SU TRATAMIENTO
LEGAL EN EL SIGLO XVIII

Cuando se legisla se intenta dar respuesta y solución a una serie
de hechos concretos. Analizar las principales disposiciones legales
existentes en la Edad Moderna española en torno al tema de la
pobreza, mendicidad y vagancia, permiten observar la propia trans-
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formación que tales conceptos sufren y, en función de ello, los
distintos mecanismos de solución que se aplican.

Cada disposición legal, ubicada en un determinado momento
histórico, responde a planteamientos diferentes. Hemos distinguido
en este apartado la diferencia existente entre los siglos XVI y XVII
y la novedad que aporta el XVIII. Como se podrá comprobar, en las
disposiciones ilustradas aparecen una serie de nuevas motivaciones
que van desde la novedosa visión del mundo de la pobreza y su
asistencia, pasando por las funciones que empieza a asumir el Es-
tado, concluyendo con los planteamientos económicos y sociales de
la Ilustración en torno a la población.

3.1. Pobreza y Mendicidad

El vocabulario de la pobreza y la miseria resulta muy variado146.
A través de los siglos el término pobre mantiene una estabilidad
semántica y la definición aplicada por la Modernidad sigue vigente
en nuestros días. Los pobres son los necesitados, desamparados,
menesterosos, desheredados...; la idea de falta y carencia se encuen-
tra en la base de la noción de pobreza. Si los pobres poseen alguna
unidad como grupo social esta es, sin duda, negativa: los desposeí-
dos, los desarraigados... siempre ligados a la necesidad y escasez.

Mientras que al pobre se le define vinculado a su precariedad,
estático, inanimado, el mendigo se significa por su actividad, deci-
sión y resolución: pedir, limosnear para autosolucionarse los proble-
mas. Hay un paso importante entre una y otra condición. Entre el
pobre «que no tiene lo que ha menester» como escribía el benedic-
tino Fray Juan de Medina, y el mendigo «que pide a otros» l47.
Ahora bien, pobres y mendigos se encuentran insertos en la socie-
dad o atrapados por completo, pero siempre dentro de la sociedad
organizada.

La pobreza, en sus diversas ramificaciones, es una vivencia co-
mún a todas las sociedades del pasado sin excepción. No obstante,
su existencia y la carencia que conlleva no implica necesariamente

146 Un interesante estudio lingüístico e histórico basado en fuentes literarias sobre
formas de marginalidad social y visión de la sociedad por el pobre, lo encontramos
en J.L. Alonso Hernández: El lenguaje de los maleantes españoles de los S. XVI y XVII: La
Germanía. Introducción al léxico del marginalismo. Salamanca 1979.

147 Juan de Medina: De ¡a orden que en algunos pueblos de España se ha puesto en la
limosna para el remedio de la verdaderos pobres. Salamanca, 1545. Cap. 5. {Utilizamos
Edición del Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1965).
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una visión peyorativa del individuo. Muchas veces es todo lo con-
trario porque hay que distinguir, como punto de partida, la pobreza
legítima, reconocida y asumida por las autoridades e, incluso, reve-
renciada en ciertas épocas por la sociedad, de la pobreza ilegítima,
viciosa, perseguida y atacada por los poderes públicos y sectores
sociales privilegiados.

3.1.1. El precedente de los siglos XVI y XVII

Las principales disposiciones de índole legal, que encuentran su
origen en la preocupación pública por controlar y frenar el incómo-
do y grave problema de la pobreza y la mendicidad, están recogidas
para la Modernidad en el Título XXXIX, Libro VII de la Novísima
Recopilación (26 leyes) dedicadas al «Socorro y recogimiento de
pobres» 148.

A principios del siglo XVI, durante los reinados de Juana la Loca
y Carlos I, se manda que sólo sean los verdaderos pobres los que
puedan pedir limosna, circunscrita dicha mendicidad a los pueblos
de su naturaleza y jurisdicción o en un radio de seis leguas a la
redonda. Deberían llevar —excepto los ciegos— cédula del párroco
con su nombre y señas personales, visada por la justicia. Las licen-
cias caducaban en el plazo de un año y debían expedirse y renovar-
se por Pascua de Resurrección. La desobediencia se castigaba con la
cárcel (cuatro días la primera vez, ocho días y dos meses de destie-
rro la segunda) y con penas similares a la de los vagabundos para
los reincidentes149.

En los pueblos agobiados por el «hambre o por la peste» está
permitida la concesión de licencias para pedir fuera de la demarca-
ción, siempre bajo rigurosas condiciones y por tiempo limitado. Al
pobre forastero enfermo se le puede acoger en un hospital o auto-
rizar a pedir limosna durante el período de enfermedad y convale-
cencia150.

148 Cfr. Martínez Marina: Juicio crítico sobre la Novísima Recopilación. Madrid 1820
y J. Bermejo Cabrero: Aspectos Jurídicos e Institucionales del Antiguo Régimen en España.
Barcelona 1985.

149 Novísima Recopilación, Libro VII, Título XXXIX, Leyes I-II-III y VII. Valladolid.
1523; Toledo. 1525; Madrid. 1528,1534 y 1540. También Felipe II en Valladolid 1558.

150 Entre la larga lista de prohibiciones decretadas entonces destacan las siguien-
tes: hacerse acompañar los pobres y mendigos de niños mayores de cinco años; pedir
dentro de las iglesias y monasterios durante la misa mayor; estacionarse los romeros
extranjeros más de un día en la corte; pedir limosna fuera de la latitud de cuatro
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Nos encontramos ante el primer intento de control y corrección
por parte del Estado de este amplio mundo de la pobreza y la
mendicidad. A partir de aquí se sucederán las disposiciones encami-
nadas a su corrección.

Las Cortes de Valladolid de 1555 solicitan a Felipe II que a las
leyes en vigencia sobre pobreza se añada la constitución en todos
los pueblos de un «Padre de Pobres», que tendría como encargo
proporcionar ocupación, remedio y cura a cuantos la necesitasen.
En buena medida el monarca satisfizo estos deseos: por la Pragmá-
tica del 7 de agosto de 1565 (ley XIV) se organizan los «diputados
de parroquia», dos «personas buenas» de cada feligresía encargadas
de averiguar y buscar a los mendigos, distinguir los impedidos y
decrépitos, proveerles licencias para pedir (visadas por el párroco y
confirmadas por la justicia) y, previo requisito, del socorro material
de los pobres vergonzantes.

Pocas alteraciones hay que reseñar en las décadas posteriores.
Felipe IV añade a la lista de prohibiciones la de pedir limosnas bajo
ningún concepto dentro de las iglesias (los verdaderos pobres debe-
rán ser visitados gratuitamente, según Auto del Consejo del 12 de
marzo de 1638) y Carlos II de hacerlo en la Corte sin licencias,
tablilla y señal acreditada, bajo penas que oscilan entre los dos años
de destierro y seis de presidio (Ley XV, 18 de agosto de 1671). Este
monarca regula asimismo el reconocimiento y registro de los pobres
(22 de septiembre de 1671) y la expulsión de las forasteros (18 de
abril de 1684).

3.1.2. El siglo XVIII

La pobreza va a contemplarse por la Ilustración no como una
cuestión de índole religiosa o espiritual, sino como un obstáculo al
desarrollo económico y un riesgo potencial por posibles desórdenes.

El reinado de Carlos III, en el sentido anteriormente anunciado,
fue la etapa de mayor efervescencia legislativa. En efecto, bajo su
reinado se lleva a cabo una seria operación de profilaxis de pobres
y represión policial151. La guerra contra la pobreza adopta aires
nuevos:

leguas de la vía recta en el caso de los peregrinos a Santiago (...) Cír. Novísima
Recopilación. Libro VII, Leyes IV. V. VI, IX, XIII y Libro I, Título XXX, Ley VI.

151 Singulariza a Carlos III un persistente afán de recogida sistemática de ociosos
y vagabundos, en especial, a partir del motín de Esquilache de 1766, todo un aviso.
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• 6 de octubre de 1768, como primer ensayo, Real Cédula por
la que se divide Madrid en ocho cuarteles y sesenta y cuatro
barrios cuyos alcaldes poseen jurisdicción criminal en su zona.
Se inicia así un minucioso control de la capital, intensificán-
dose las medidas policialesl52.

• 18 de noviembre de 1777, Real Orden a instancia de Florida-
blanca por la que se ordena el recogimiento de los verdaderos
pobres en el Hospicio de Madrid con aplicación a oficios y
ocupaciones a modo experimental, para su posterior expan-
sión por el resto del país153.

• 30 de marzo de 1778, Real Orden en función de la cual nacen
para el alivio y socorro interino de jornaleros, pobres desocu-
pados y enfermos convalecientes, las diputaciones de caridad
en los barrios en la Corte. Como se puede observar, al mismo
tiempo que se prohibe la mendicidad están adoptándose nue-
vos remedios: sesenta y cuatro diputaciones, con la polifacé-
tica misión de vigilar el orden público, localizar periódica-
mente a los pobres para enviarlos al hospicio, matricular al
vecindario, controlar paradas y mesones y celar los fisgones,
tahúres, casas de juegos y botillerías154.

• A finales de los años setenta nuevas disposiciones locales pun-
tualizan pequeños detalles, como la que advierte (15.V.1778)

152 Los alcaldes de barrio se encargarían de matricular a todos los vecinos, entran-
tes y salientes, «celando la policía el alumbrado y la limpieza». Cfr. Colección de
Reales Cédulas... op. cit. Págs. 116-117.

153 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 339-340.
154 Sobre las diputaciones de Barrio, su composición, funciones y actividades,

Carmen Alemán Bracho: El Sistema público de servicios sociales en España. Granada
1991. Págs. 86-97. Estas diputaciones de barrio —integradas por el alcalde, un ecle-
siástico nombrado por el párroco y tres vecinos— asignarán a los médicos (cada
cuartel debía contar con un médico y dos boticarios) importantes funciones de policia
y salud pública. Resulta significativo que ellos sean los encargados, por ejemplo, de
dictaminar la cuantía del subsidio que debían recibir los enfermos en virtud de su
gravedad y necesidades familiares. Así, la función técnica de la medicina aparece
ligada a una función asistencial y política: «Los médicos aúnan a finales del XVIII estas
tres grandes misiones, que ya nunca abandonarán». F. Álvarez Uría: Misables y locos.
Medicina mental y orden social en la España del XIX. Barcelona, 1983. Pág. 62. Asistencia
hospitalaria o domiciliaria, espacio cerrado o abierto, medio terapéutico o social, he
aquí una dialéctica que envolverá desde ahora la historia de la Medicina social
española. Para Hernández Iglesias, una polémica obligada, por que los centros asis-
tenciales habían demostrado su imposibilidad de acoger a todas las víctimas de la
miseria. Cfr. J. Hernández Iglesias: op. cit. Pág. 310. El cuadro no es tan sencillo, pero
si resulta evidente la promoción del médico como elemento clave del nuevo orden
técnico-político-asistencial que empieza a configurarse.
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que los mendigos voluntarios y robustos sean equiparados a
los vagos, o la que prohibe (26.VI. 1779) a cualquier mendigo
estacionarse en las puertas de las iglesias y conventos155.

• En las dos últimas décadas, Reales Ordenes de Carlos III y
Carlos IV (1783, 1786, 1789, 1790, 1791 y 1798), instan a
proceder contra aquellas personas que se mantienen con
varios pretextos sin aplicación, oficios ni servicios y concu-
rren a cafés, botillerías, tabernas, mesas de trucos, así como
contra mendigos robustos que pasan la vida jugando en ga-
ritos y parajes ocultosl56. En la misma línea, se dictan normas
reguladoras del envío de los pobres de solemnidad a sus lu-
gares de domicilio o naturaleza y la recogida de mujeres,
niños e inválidos en las Casas de Misericordia, a la vez que se
recomiendan a los vergonzantes su presencia en las diputa-
ciones de caridad y es exhortado el vecindario a facilitar el
cumplimiento de estas medidas y eludir una condena a pro-
porción de su exceso157.

3.2. La vagancia

«Los holgazanes, los que no tienen oficio ni beneficio, los que
mendigan sólo por huir del trabajo, son una materia dispuesta
para ser ladrones, incendiarios, asesinos, sediciosos, en una pala-
bra para emprender todos los crímenes; así es preciso perseguirles
hasta que sean laboriosos y coman con el sudor de su rostro según
el precepto que impuso Dios al hombre» 158.

La corrección, como el móvil principal de todas las disposiciones,
es lo que caracteriza la historia legal de la vagancia en España desde
la Edad Media y en especial durante los siglos XIV y XV159.

155 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 363 y 386, respectivamente.
156 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 463, 582, 633, 642, 656, 681,

respectivamente.
157 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Cédula de 1 de junio de 1783 y

Provisión de 27 de abril de 1784. Págs. 473 y 517, respectivamente.
158 V. Foronda: Cartas sobre la policía. Madrid 1801. Pág. III.
159 Ya en las Partidas de Alfonso X el Sabio encontramos la existencia de una serie

de consejos de buen gobierno político y social para resolver este problema, al mismo
tiempo que una clara preocupación por distinguir a los pobres verdaderos de los
falsos (Partida II. Título XX, Ley IV). Este afán por distinguir lo verdaderos pobres de
los impostores es una constante en los siglos posteriores: Cortes de Valladolid de 1312
y 1351, Cortes de Toro de 1369, Cortes de Burgos de 1379, Cortes de Briviesca 1387.
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De forma breve la historia legal de la vagancia en España hasta
el siglo XVIII es la siguiente:

1. Con anterioridad a los Austrias la vagancia no constituye
en sí mismo un delito, si bien se intenta eliminar con se-
veridad, toda resistencia es punible y se castiga general-
mente con el destierro.

2. Posteriormente, hasta la llegada de los Borbones al trono,
a efectos legales significa un delito penado con galeras y
azotes.

3. Durante el siglo XVIII, dejó de considerarse delictiva, pero
los vagos son forzosamente conducidos —si son útiles— a
la Armada y ai Ejército.

3.2.1. El tratamiento represivo de los siglos XVI y XVII

Juana la Loca y Carlos I, a petición de las Cortes de Ma-
drid (1528), dictan una disposición especial para la Corte ordenan-
do pregonar las salidas de los ociosos en una plazo máximo de
diez días, sin retorno y bajo pena de apresamiento y destierro.
Poco después (1534), se insiste en expulsar de la Corte y castigar
a todos los mendigos aptos para el trabajo, recoger en los hospita-
les a los verdaderos pobres y colocar en amos u oficios a los más
jóvenes 160.

Las Pragmáticas de Carlos I (Monzón, 25-XI-1552) y Felipe II
(Toledo, 1560), incluso con efectos retroactivos, sustituyen la anti-
gua pena de azotes, destierro y extrañamiento para los vagabundos
por las de vergüenza pública y servicio en las galeras reales. En
1566 se agravan estos castigos, extensivos —como en el caso de los
ladrones y rufianes— a los mayores de diecisiete años (en lugar de
veinte), al mismo tiempo que se incluyen en la figura de vagabundo
a la egipcianos y caldereros extranjeros y a los pobres mendigantes
sanos. Poco después, en 1590, se inserta en esta lista a los peregri-
nos que pidan limosna fuera de la línea recta inexcusablemente

Asimismo se instaba a los alcaldes «a que hicieran trabajar a todo hombre sano» bajo
penas severas (Novísima Recopilación, Libro XII, Título XXXI, Leyes I y II). Enrique
III con las Ordenanzas de Toledo de 1400 agrava la ley común al aplicar a los
mendigos válidos penas como cortarles las orejas e, incluso, la muerte. Los Reyes
Católicos en las Cortes del Madrigal (1476) y las de Valladolid (1523) legislan con
toda severidad contra los vagabundos, persiguiéndoles igual que a criminales.

160 Cfr. Novísima Recopilación. Libro XII. Titulo XXXI, Ley III.
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trazada para su viaje161. Felipe III, que había señalado a los gitanos
la labranza de la tierra como único oficio permitido (Auto Consejo,
15-X-1611) sanciona su expulsión, obligando a cuantos optan por
permanecer a avecindarse en pueblos de más de mil vecinos y a
renunciar a su lengua, denominación, costumbre, trajes y comercio
de ganados (Cédula del 28-VI-1619. N.R. Libro XII, Título XVI,
Ley IV). Felipe IV les prohibe habitar en un mismo barrio, reiteran-
do las disposiciones anteriores y aumentando las penas (Pragmática
del 8-V-1633. N.R. Libro XII, Título XVI, Ley IV). Carlos U, conti-
nuador de la trayectoria represiva de los Austrias, ordena en 1692
(R.D. 25 de febrero) el apresamiento de todos los vagabundos exis-
tentes en la Corte y su inmediato depósito en cárceles.

3.2.2. El siglo XVIII: Los intentos de provecho y de utilidad
del vago

En el siglo XVIII, la legislación va a componer, por un proceso
largo, un cuadro homogéneo, casi perfecto. Aprovechando la larga
tradición anterior, se acrisolan conceptos de vago y malentretenido,
objetos de la ley; en conformidad también con el espíritu ilustrado,
se piensa ya más directamente en la redención de este mundo social
bullicioso y marginado; pero también muy dieciochesco, no es pura
filantropía esta reiterante legislación que se reviste de tonos huma-
nitarios y lo más frecuente es que tras el revestimiento se registre
una mira utilitaria que quiere aprovechar a los vagos para empresas
muy específicas y muy propias de estas minorías. En concreto y en
primer lugar para el ejército.

Las órdenes están muy en relación con las inmediatas levas,
tanto en tiempo de guerra como de paz. Si la necesidad de engrosar
los regimientos no es urgente por registrarse un tiempo de paz,
serán los arsenales, navios u otras obras públicas su punto de direc-
ción, y lo serán también a medida que se vayan estableciendo las
Fábricas Reales en relación con los Hospicios, como el caso de Ola-
vide y San Fernando, tras la recogida gigantesca consecuente a los
motines de 1766, atribuibles, para algunos observadores, al asom-
broso número de vagos que llenaba la capital162.

161 Cfr. Novísima Recopilación. Libro XII, Título XXXI, Ley IV; Título XXXI,
Ley V y Libro I, Título XXX, Ley VII.

162 Cfr. A. Romeu de Armas: op. cit. Pág. 399 y M. Defourneaux: Pablo Olávide.
Madrid 1968. Págs. 89-96.
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La legislación del XVIII determina y delimita con mucha claridad
las competencias para la ejecución de este bosque de órdenes y
mandatos urgentes de levas, de las justicias y de los instrumentos,
ejecutores más eficientes, en los que el rey va a delegar facultades
privilegiadas, limará choques naturales de jurisdicción, etc.

3.2.2.1. El vago ante el reinado bélico de Felipe V

La paz derivada del tratado de Utrecht pronto se quebraría con
el intento revisionista de Alberoni. En la preparación de su empre-
sa, como es natural, tuvo que contar con el aporte humano; así
dispone (Real Cédula de 21 de julio de 1717) que todos los vaga-
bundos hábiles sean destinados a servicios militaresl63. Es de interés
insistir en esto, puesto que este aprovechamiento será el que de la
tónica durante el reinado de Felipe V; sobre todo en los momentos
en que la campañas bélicas acucien a la recluta de todo el material
humano disponible. Es lo que podemos percibir en la Real Cédula
de 3 de junio de 1725 164, Real Decreto de 15 de diciembre de
1733 165, Real Orden de 10 de abril de 1742 166 y la Real Orden de
31 de octubre de 1744167. De forma más clara se plasman estos
motivos en la Real Ordenanza de 1745, al insistir con reiteración en
la urgencia de completar los regimientos que llegan maltrechos de
las campañas italianas:

163 Cfr. Real Orden dada en el Pardo el 21 de julio de 1717, A.G.S., G.M., supl.,
Leg. 497.

164 «Se organiza la recogida de todos los vagabundos y marginados de Madrid, ampliable
al año siguiente a todo el reino, para su posterior traslado a los correspondientes regimientos,
se les asistirá mientras tanto en la cárcel con una ración de pan y cuatro cuartos diarios». Real
Cédula 3 de junio 1725. N.R. Libro XII. Título XXXI, Ley VI.

165 « Que inmediatamente hagáis reconocer los que tuvieran edad, robusted y disposiciones
competentes para la guerra (...) y que los que fueren hábiles y de edad competente para el
manejo de las armas se pongan en custodia para que dándome cuenta, los mande destinar a
los regimientos que sean combatientes». Real Decreto de 15 de diciembre de 1733. N.R.
Libro XII, Título XXXI, Ley. VI.

166 «Necesitando con precisión gente para la tropa me mande el Rey provenir a V.S.,
que inmediatamente y con el mayor sigilo repartan algunas rondas que al mismo tiempo
prendan a los vagabundos o malentretenidos que puedan encontrar con robusted para el
servicio de las armas». Real Orden dada en Madrid el 10 de abril de 1742. A.G.S., G.M.
Leg. 5016.

167 Orden de 31 de octubre de 1744 mandando leva general de vagos y malen-
tretenidos que sean hábiles y de buena calidad para el manejo de las armas. A.G.S.,
G.M. Leg. 5082.
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«Se ordena que se persiga con el mayor rigor y se recojan con
suma vigilancia todos los vagabundos, ociosos mal entretenidos y
gente de mal vivir (...) teniendo en cuenta el Rey presente cuanto
conviene a la causa pública y a la tranquilidad del Reino. Se
restablece el ejército completando los cuerpos de infantería que han
venido de Saboya y Piamonte deteriorados y los que persisten en
aquel país (...)» 168.

La ley es tajante: apremia a los justicias para que se recoja todos
los vagos y malentretenidos, para que admitan como tales a los
desertores (cosa que hasta entonces no se había hecho)169, e incluso
a aquel que fuera capaz de cumplir servicios de armas con el solo
«delito» o «cargo» de hallarse fuera de sus pueblos, de ser foraste-
ros, aunque no fueran vagos, malentretenidos o desertores170. Esta
ordenanza es lo más importante de este reinado:

1. Procura subsanar todos los fallos de las leyes anteriores.
2. Establece de modo definitivo las reglas que se han de se-

guir, desde que se recoge el vago, hasta que se le deja en
el destino correspondiente.

3. Delimita las competencias y funciones de los justicias, co-
rregidores e intendentes.

Desde este momento hasta julio de 1746, fecha de la muerte del
monarca, se prescriben varias ordenanzas, todas con los mismos
fines, más o menos explícitamente concretados: el reclutamiento de
gentes para las armas171.

3.2.2.2. El vago ante la paz de Fernando VI

El advenimiento de Fernando VI supone el sosiego y el descanso
bélico. Los motivos cambian de forma: ya no es el determinante el

168 Real Resolución dada en Aranjuez el 19 de junio de 1745. A.G.S., G.M..
Leg. 5033.

169 Se ordena que se persigan con el mayor rigor y se recojan «con suma vigilancia
todos los vagabundos, ociosos mal entretenidos y gente de mal vivir (...) como también todo
desertor, bien sea de ¡os cuerpos de milicias o de la tropa de marina, y de todos los que tuviesen
edad y robustez competente para servir en la tropa». Instrucción dada en Madrid el 1 de
julio de 1745, A.H.N., Consejos, Leg. 1333, Fol. 3922.

170 Orden circular a los corregidores dada en S. Idelfonso el 17 de agosto de 1745.
A.G.S., G.M., Leg. 5038.

171 Orden Circular dada en Buen Retiro el 26 de diciembre de 1745, A.G.S., G.M.
Leg. 5034 y Real Orden de 15 de mayo de 1746, A.G.S., G.M. Leg. 5039.
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ejército de guerra, sino el de paz, el que exigirá al gobierno que siga
preocupado por este sector social, siempre teóricamente aprovecha-
ble. Si antes eran los regimientos de campaña, ahora serán los ar-
senales, la marina o el ejército de una paz armada el que lo requie-
ran. Sin embargo, los tonos y el mismo contenido de las leyes
cambian de modo palpable.

Junto a estas preocupaciones primarias existen otros motivos:

• La regeneración del vago.
• Velar por la quietud y tranquilidad de quienes no lo son y se

ven amenazados por ellos.
• Su aprovechamiento para empresas estatales.

Estas son las ideas conductoras de la legislación que se fraguará
en estos años y que servirá como punto de referencia para la admi-
nistración ilustrada de Carlos III. Hasta 1751, siguen vigentes las
directrices establecidas en el reinado anterior, y la intervención del
gobierno se reduce a meras ordenanzas para la recogida de estas
gentes con el mismo fin que antes: el ejército172. Como se ha firma-
do la paz y la necesidad no es tan acuciante, la situación se refleja
en las leyes que establecen una neta diferenciación en cuanto al
sujeto de las levas: ya no se admiten desertores ni el recluir a los
forasteros, incluso se trata de seleccionar los vagos admitiendo pre-
ferentemente a los solteros173.

La Instrucción de Ensenada del 25 de julio de 1751, junto con
la de 17 de noviembre de 1759, serán los ejes de toda la legislación
posterior. Son distintas a todas las anteriores por motivos, fines,
elaboración e incluso resultados. Ambas emanan del Ministerio de
la Guerra. La primera consta de 17 cláusulas y la segunda de 9, en
las que se dan normas claras, concretas y que pretenden ser defini-
tivas, para la aprehensión, destino y conducción de los vagos y
malentretenidos 174

Hasta ahora las leyes habían nacido con un fin: el reclutamiento
de gentes para las armas. Ahora ya las leyes surgen por una causa y

172 Ordenanza dada en Madrid el 7 de Mayor de 1745 «que los vagos tengan el mismo
destino que los reclutas de infantería, siempre que físicamente respondan a las cualidades
exigidas». A.G.S., G.M., Leg. 5053.

173 «El rey tiene certeza de que en todos los pueblos hay mozos solteros, viciosos, jugadores
y atrevidos, y mayor número en ciudades y villas populosas». Real Orden de 10 de diciem-
bre de 1746. A.G.S., G.M., Leg. 5053.

174 Instrucción de 25 de julio de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5069 y Instrucción de
17 de noviembre de 1759. A.G.S., G.M., Leg. 5.069.
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en atención a un fin. La causa es la gran abundancia de vagos, debi-
do a diversas circunstancias (fin de la guerra, años de contracción
económica y penuria), vagos muchos de ellos útiles por su edad y por
sus condiciones físicas, y desaprovechados; y que además perjudican
y molestan a la población honrada. El fin, apoyar los planes de Ense-
nada de poner a España en disposición de competir con las demás
potencias, para lo cual era necesario aumentar el ejército y la mari-
na 175. ¿Pero dónde encontrar el potencial humano necesario sin pri-
var a la agricultura, ganadería e industria de esos hombres? Se recu-
rre a este sector que de inútil y peligroso puede tornarse en eficaz.

Las dos Instrucciones citadas, a las que se adiciona un suple-
mento en 1759, reposan en las leyes anteriores, pero superan sus
fallos presentando una teórica perfección manifestada en su minu-
ciosidad y estudio:

• Se comienza por determinar el concepto clave de vago y de
malentretenido como objeto de las leyes, no se deja ya tan
importante decisión al arbitrio de las justicias.

• Se establecen pruebas y testigos para cerciorarse de la vagan-
cia de los aprehendidos.

• Se aclaran los destinos según cualidades y calidades.
• Se delimitan atribuciones de los justicias e intendentes.

Todo se planifica de una forma racional. Es tal su previsión que
en 1751, de un modo idealista, se piensa que ya no serán precisas
nuevas instrucciones, bastaría con ordenar que lo que estaba pres-
crito y se realizara sistemáticamente día tras día176; pensamiento
totalmente utópico, pues de un modo continuo se ha de espolear a
los justicias, bien por necesitarse gente para el ejército177, bien
porque se sospecha que estos no estaban llevando a la perfección la
misión encomendada, debido al gran número de vagos que andaban
sueltos por todo el reino178.

175 Cfr. Marqués de la Ensenada: op. cit. Págs. 260-286.
176 «Que esta providencia continúe, por la confianza de ser el más eficaz medio de dar más

fuerza a la Justicia y facilidad de ejecutarla desterrando la ociosidad, que consentida ha llegado
a tal extremo que no se puede por otro medio contener». Instrucción de 25 de julio de 1751.
A.G.S., G.M., Leg. 5.069.

177 Orden dada en Madrid a 20 de abril 1756. A.G.S., G.M. Leg. 5070. Orden dada
en Madrid a 2 de febrero de 1758, mandando una leva para el ejército. A.G.S., G.M.,
Leg. 5072.

178 «Para probar la exactitud o negligencia con que se observa la instrucción citada y
circularmente comunicada de gente para la colección y aplicación de gente vagabunda y mal
entendida». Orden de 10 de enero de 1754, A.G.S.. G.M. Leg. 5070.
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3.2.2.3. Carlos III: De las utopías de la integración a la política
de represión de la ociosidad

Tres etapas podemos distinguir en la legislación sobre vagos
durante el reinado de Carlos III:

• En la primera se sigue la teoría del reinado anterior por iner-
cia, porque se carece de una nueva visión del problema y los
fines que se persiguen son los mismos, o quizá porque se
piense que las leyes anteriores, aunque no totalmente, si en
gran medida, han logrado los resultados que se buscaban.

• La segunda etapa corresponde a las primeras acciones de Cam-
pomanes y Floridablanca que, en apariencia, presentan un
giro total. Los intereses reformistas adquieren en este mo-
mento plena solidez. Este reformismo implica fundamental-
mente una exaltación del utilitarismo racionalista, que trata
de llevar a cabo, entre otros objetivos, la reforma a fondo de
las estructuras sociales del país; se ocupa de modo expreso de
las clases hasta ahora más desprotegidas, de los grupos más
desheredados, y, dentro de ellos, con especial interés, de los
vagos. En este contexto, a los vagos se les ve como un con-
junto de hombres improductivos a los que es necesario em-
plear para el bien económico de la sociedad y del Estado; pero
también —lo que ya es nuevo— como un problema de hom-
bres al margen de la sociedad, a la cual se les quiere integrar.
Se hace necesario, por tanto, que la condena, al tiempo que
sea correctivo, sirva también de aprendizaje de un oficio o
profesión, que resulte útil el día que queden libres para llevar
una vida digna y provechosa.

• La tercera etapa se desarrolla al final del reinado y en ella to-
dos los proyectos integracionistas parecen olvidados. Se regis-
tra una vuelta atrás, a los antiguos fines de principios del rei-
nado, incluso de principios de siglo: los vagos se miran de
modo exclusivo como elemento humano aprovechable para el
ejército.

Las normas legislativas más importantes de la primera etapa se
resumen en la Instrucción de 17 de febrero de 1765, basada en la
de 1751 y, de forma más concreta, en la de 1759179, de ella sólo

179 «Habiendo parecido conveniente seguir las mismas reglas dictadas en aquella ocasión
—1759— porque como ya conocidas tendrán más fácil cumplimiento». Instrucción de 17 de
febrero de 1765. A.G.S., G.M., Leg. 5072.
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varía, en cuanto a la realización práctica de la leva, la conducción
y tipos de gentes que comprende, pero en el fondo son los mismos
fines 180 y con los mismos destinos.

En 1770, de nuevo se requiere gente para las armas. En la Real
Orden de 3 de noviembre se percibe el ánimo de ahorrar quintas,
fenómeno que repercutía en perjuicio de la agricultura. Este es el
motivo que explica la proposición de un reclutamiento voluntario.
Sin embargo, la experiencia muestra la ineficacia de este alistamien-
to; por esta causa y para reforzar los huecos seguros, se propone que
se admita a gentes ociosas y sobrantes, que vivan distraídos, baldíos
y malentretenidos181. Hay que resaltar el énfasis de esta Ordenanza
en liquidar el gran porcentaje de vagabundos que bullen en la
península, expuestos a ser delincuentes y perjudiciales para la so-
ciedad182.

En la segunda etapa parecen darse cuenta de la dificultad que
entraña el asunto, y más que multiplicar leyes que terminen con el
problema de la ociosidad, lo que preocupa es reducirlas a reglas
practicables. Para conseguir este objetivo:

• Se derogan fueros.
• Se eliminan exenciones.
• Se hace un estudio detallado de la legislación preexistente

para madurar unas leyes definitivas, que acaben con el pro-
blema de los vagos183.

Esas normas se encuentran en la Ordenanza de 7 de mayo de
1775 que, a través de 43 puntos, ofrece las directrices claves que se
han de seguir hasta finales del reinado.

La primera novedad que nos encontramos en ella está constitui-
da por sus fines:

180 «Con el fin de restablecer los regimientos de infantería española de la considerable falta
que experimentan, ya por la gente que les sacó para las Indias, y ya por la escasez de reclutas
voluntarios para reemplazar sus bajas». Instrucción de 17 de febrero de 1765. A.G.S.,
G.M., Leg. 5072.

181 Cfr. Real Ordenanza de 3 de noviembre de 1770. S. Sánchez: Extracto puntual
de todas las Pragmáticas, Cédulas y circulares publicadas en el reinado del Señor D. Carlos III.
Madrid 1792. T. I. Pág. 322.

182 Cfr. Real Ordenanza de 3 de noviembre de 1770. S. Sánchez: op. cit. Pág. 323.
183 «He hecho examinar esta materia y las leyes y ordenanzas anteriores que hablan de los

vagos, y levas, para reducirlas a una regla constante, libre de los impedimentos y abusos, que
se habían experimentado antes de ahora en su ejecución», Real Ordenanza de 7 de mayo
de 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. 3092.
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• El primero de ellos tiende a terminar de forma definitiva con
el problema de la ociosidad, para lo cual incluso se modifica
el sistema esporádico de levas, que hasta ahora se venía si-
guiendo, por uno nuevo de recogidas periódicas, anuales o
más frecuentes si fueran necesarias 184

• El segundo, poder seguir contando con una reserva necesaria
para el ejército185.

• El tercero, aprovechar al vago en aquellos destinos para los
que fuera difícil encontrar gente voluntaria: arsenales, obras
públicas186.

• El cuarto, redimirle e integrarle en la sociedad mediante un
trabajo o ejercicio profesional útil y honroso, como sería
cualquiera de los destinos aludidos187.

• En último lugar, facilitar un refugio, en hospicios, Casas de
Misericordia, donde pudieran ganarse su sustento quienes por
su edad o por sus condiciones físicas tuviesen vetada otra
ocupación l88.

Novedoso resulta que se imprima a la sustantivación de las cau-
sas una forma más ligera, pero al mismo tiempo menos expuesta a
la arbitrariedad y a otros inconvenientes notados en las leyes e
instrucciones anteriores189. Se encarga, en la Ordenanzas, que las
levas se realicen privativamente por las justicias ordinarias con
absoluta inhibición de todo fuero privilegiado190.

Tan consultada, tan estudiada y tan pormenorizadamente prepa-
rada fue esta Ordenanza, que se creyó definitiva. Su contexto deja
la impresión de que sus autores estaban convencidos de que en
adelante no haría falta ninguna norma más, ninguna orden de leva,
para que todos los vagos fuesen recogidos y colocados en el lugar
que les correspondía.

184 «He venido en declarar y mandar, que se proceda de aquí en adelante a hacer levas
anuales, y de tiempo en tiempo en las capitales y pueblos numerosos, y demás parajes donde
se encontraren vagos y personas ociosas para darles un empleo útil». Real Ordenanza de
1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. 309 v.

185 Cfr. Real Orden de 1775. A.G.S.. G.M., Leg. 5074. Fol. 308.v.
186 Cfr. Real Orden de 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. 318 r.
187 »(...) atendiendo al honor de sus familias y a ¡o que dictan el honor y el beneficio

público de aprovechar estas personas que por descuido de sus padres y deudos en no destinarles
al trabajo, viven ociosos y expuestos a caer en graves delitos, de que conviene preservarlos, con
el ejercicio de las armas», Real Orden 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. 314.

188 Real Orden 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. 318 r.
189 Real Orden 1775. A.G.S.. G.M., Leg. 5074. Fols. 312 v, 313 v, 314 z.
190 Real Orden 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fols. 310 r, y 310 v.
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Nada más lejos de la realidad; desde este momento hasta 1786,
fecha en que se inicia la tercera etapa, es cuando se registra mayor
número de leyes, ordenes y similares, modificando:

1. La duración del correctivo191.
2. Las edades de los vagos que van a diversos destinos192.
3. El estado civil de los que se van a recoger193.
4. Solucionando dudas que surgen por algún detalle que a la

Ordenanza se le escapó:

• Las cláusulas destinadas a los nobles-vagos194.
• Las referentes a deserciones195.
• Las que hacen alusión a las condiciones de indultos196.

Incluso, a pesar de que se había ordenado como mínimo la
recogida anual de los vagos en 1776, año siguiente a la expedición
de la Ordenanza, se hace ya necesaria otra nueva leva (Orden de 8
de julio de 1776). Lo mismo ocurre en 1779 (Real Orden de 22 de
marzo) y en 1782 (Orden de 20 de noviembre).

El punto más importante de esta carrera de matices es el nuevo
enfoque que se da al destino de los vagos, sobre todo, en las Cédu-
las de julio de 1781197 y 11 de enero de 1784l98: se ocupan de forma
particular de los muchachos vagos, para los cuales adoptan unas
soluciones paternalistas. Los magistrados políticos, actuando «como
padres», buscarán un acomodo a estos muchachos, bien con artesa-
nos que le enseñen un oficio, en las fábricas anejas a los centros de
Misericordia, o como pajes en los navíos'".

En la tercera etapa se experimenta una regresión a situaciones
anteriores; una sola idea vuelve a monopolizar las mentes de los

191 Real Orden de 24 de diciembre de 1779. A.G.S., G.M. Leg 5192. Real Cédu-
la dada en S. Idelfonso el 21 de julio de 1780. A.H.N. Sec. Consejo. Leg. 1368.
Fols. 389-371.

192 Orden Circular de 7 de mayo de 1779, A.G.S., G.M. Leg 5192.
193 Decreto de 16 de agosto de 1776. A.H.N., Consejo, Leg. 1368, fol. 381.
194 Real Cédula 2 de agosto de 1781. N.R., Tomo V. Lib. XII, Título XXXI, no-

ta 6 a la Ley X. Pág. 439.
195 Real Ordenanza de 12 de mayo de 1779, N.R., Tomo V. Lib. XII, Título XXXI,

nota 16 a la Ley X. Pág. 438.
196 Orden Circular de 7 de febrero de 1781. A.G.S., G.M. Leg 5196.
197 Cédula del Consejo, Madrid 12 de julio de 1781, A.H.N., Consejo, Leg. 1.369,

Pág. 828.
198 Real Cédula de 11 de enero de 1784. Novísima Recopilación. Tomo V. Li-

bro XII, Tít. XXXI, Ley XII, Pág. 440.
199 Real Cédula de 11 de enero de 1784. A.G.S., G.M., Leg. 5082, fol. 4402.
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legisladores: obtener gentes para el ejército, en concreto en 1786 y
1787, para formar los terceros batallones200. Este cambio se advierte
de una manera clara, no sólo por el destino que se da a los vagos,
sino, más que nada, por el tono y condiciones que imponen las
leyes: a los vagabundos se les sugiere se presenten a los regimientos
motu propio, en cuyo caso se les trataría igual que a los reclutas
voluntarios en lo que se refiere a la gratificación y tratamiento,
mientras que los que fueran aprehendidos por las justicias no goza-
rían de este privilegio, aunque sí del mismo destino201. Da la sen-
sación de que tras el recorrido se ha vuelto al punto de partida, y
que después de tantos esfuerzos, tantas minucias en las determina-
ciones de la Administración central y de tantos buenos deseos de los
ilustrados por integrar este amplio sector de hombres a la sociedad,
de nuevo se reincide en su destino más socorrido, el de las armas.

3.2.3. Causas del fracaso de tantas leyes

La misma reiteración deja sospechar o, mejor, comprueba de
modo palpable la ineficacia de tantas preocupaciones. Es cierto que
se construyó un edificio legal formidable, pero que no sólo no logró
extirpar el problema de los vagos, a base de integración social, sino
que ni siquiera se hizo obedecer, ni aún en los momentos conse-
cuentes a la promulgación y divulgación de tanta ley. Estas orde-
nanzas que se suceden incansablemente tampoco se cansan de re-
petir la ineficacia de las anteriores202.

Las causas que nos han llevado a la afirmación anterior son las
siguientes:

1. El vago y sus habilidades. En su esencia misma lleva el
determinante de burlar la ley como integrante fundamental
de su persona, a veces, como objetivo de su propia existen-
cia. Este factor humano fue el obstáculo principal en el que
se han de estrellar las innumerables leyes lanzadas contra
los vagos, siempre fecundos en estratagemas e ingenio.

200 Instrucción de 22 de octubre de 1786. A.G.S., G.M., Leg. 5083. Fols. 87r-90r.
Instrucción de 22 de diciembre de 1786. A.G.S., G.M., Leg. 5083. Fols. 68r-77r. Real
Cédula de 27 de enero de 1787. A.G.S., G.M., Leg. 5084. Fols. 90v-99v.

201 Cfr. Instrucción del 12 de octubre de 1786. A.G.S.. G.M., Leg. 5086, fols. 87
y 87 v.

202 «Sin embargo que sobre esta materia de levas, y recogimiento de vagos han sido varios
los decretos, resolucíones y ordenanzas expedidas en diferentes tiempos, sin haber producido los
deseables efectos que se deseaban». Real Cédula de 11 de enero de 1784. Novísima
Recopilación. T. V, Lib. XII, Tít. XXXI. Ley XII. Pág. 841. '
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2. El papel de los cómplices. En esta tarea de burlar la ley
el vago encuentra ayudas poderosas que colaboran con
él como cómplices conscientes e inconscientes. Esta com-
plicidad es gran medida esta motivada por el carácter in-
cierto y aventurado que presentaba el destino que se les
daba.

3. Ineficacia de las leyes. Elementos tales como la ambigüedad
del propio concepto de vago, la difícil utilización en obras
públicas por escasez de medios económicos, el número in-
suficiente de Hospicios y Casas de Misericordia, la falta de
medios apropiados por parte de los justicias para cumplir su
obligación, contribuyen a que a pesar del gran edificio le-
gislativo levantado en torno al vago, las determinaciones se
vean reducidas a casi nada.

4. La negligencia de los justicias. En este sentido las causas
son de dos tipos:

• Involuntaria: que es la ineptitud misma de los justicias,
que no saben comprender e interpretar las ordenanzas.

• Voluntaria: la inobservancia consciente de la ley. Esta ne-
gligencia es la mejor ayuda que encontraron los vagos
para su supervivencia.

5. La celotipia. El vago sabe aprovechar muy bien el conflicto
de jurisdicciones: esos multiformes e incontables conflictos
que provienen de la existencia de jurisdicciones exentas,
con su fuero particular, o las existentes entre la justicia
inferior y la superior, bien porque al legislador se le escape
matizar las competencias, bien por la celotipia natural y
explicable entre Audiencias, alcaldes, intendentes y, en
general, de todos cuantos intervienen en las levas.

A continuación pasamos al análisis detallado de cada una de
ellas, tomando como hilo conductor la legislación elaborada y las
quejas resultantes.

3.2.3.1. El vago y sus habilidades

Son complicadas las causas de esta desproporción entre el cuer-
po legislativo y los logros obtenidos. La primera de ellas, la más
decisiva es la propia psicología personal y colectiva del vago. En su
esencia misma lleva el determinante de burlar la ley como integran-

99



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

te fundamental de su persona, a veces, como objetivo de su propia
existencia203. No olvidemos que este miembro de la sociedad de los
picaros esta acostumbrado y amaestrado a hurtar el cuerpo a las
disposiciones superiores, y, por los tipos de vagos que nos ha legado
la literatura picaresca, suele salir airoso de su empeño y vencedor
en este singular duelo entablado entre la más rigurosa legislación y
la habilidad del vago.

Este factor humano fue el parapeto principal en el que se han
de estrellar las innumerables leyes lanzadas contra los vagos, siem-
pre fecundos en ingenio y estrategias.

Quizá, la astucia más extendida, la más socorrida por ser la que
menos complicaciones entraña, es la de fingirse mendigos204. Son
los «mendicantes validi», o los pobres fingidos, «insociables, peli-
grosos y muchos de ellos delincuentes en germen» 205, que fueron
tema de debate y de gran preocupación a nuestros escritores polí-
ticos y moralistas.

El vestir andrajosamente y dejarse crecer la barba, aparentar y
confesar más edad de la que tienen, simular achaques206, era el
medio de excitar la compasión y pasar por auténticos pobres mez-
clados con la copiosa tropa de mendigos. Con ello lograban dos
objetivos: tener asegurado un sustento diario fácil y cómodo sin
dejar su vida ociosa, aprovechando la caridad mal entendida, mal
ordenada, o ambas cosas a la vez, de numerosos conventos y reli-
giosos y de no menos particulares bien intencionados, y encontrar
en la mendiguez un refugio seguro que los amparaba del castigo y
los libraba del temido trabajo. De forma muy gráfica lo expresa
Pérez Quintero cuando pone en boca de un mendigo:

«Con esta que vuestra merced llama inhumanidad, les asegu-
ramos pan de por vida, los libertamos de ir a servir al Rey, y que
no los maten en la guerra: les proporcionamos a ellos una dulce
industria para vivir alegremente y sin fatiga, cantando, tañendo y
bailando, y paseándose, sin perder fiestas, fandangos, diversiones,

203 Cfr. Rosa María Pérez Estévez: Los vagos en la España del S. XVIII. Madrid 1976.
Págs. 63-71.

204 Explicación y suplemento de las Instrucciones de 1751 y 1759. A.G.S., G.M.,
Leg. 5.069. Fol. 214 v.

205 Cfr. J. L. Vives: Del socorro de los Pobres, Brujas, 1525. (Usamos Edición de
Aguilar. Madrid, 1947). Pág. 266.

206 «(...) abundan las artes para promover el engaño inventándose desde luego que el que
tiene noticia de las órdenes de recoger a esta perniciosa gente, falsas familiaturas, fingidos
achaques (...)». Barcelona 21 de diciembre de 1746, circular enviada por Contamina
a los corregidores del Principado, A.G.S., G.M., Leg. 5089.
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ni función alguna; y a nosotros el consuelo de tenerles siempre en
nuestra compañía, para que sean el báculo de nuestra vejez y las
delicias de la vida»207.

El fraude para nadie pasaba desapercibido. Ward en su «Obra
Pía» se lamenta de la abundancia de pobres fingidos: «Hay tres
vagabundos y holgazanes para un pobre verdadero»208. Y Campo-
manes, en su «Discurso sobre la educación popular», nos dice al
hablar de los vagabundos: «los más se han disfrazado con el título
de mendigos, variando continuamente de pueblos; y así no ha ha-
bido facilidad de que los juristas les hayan podido prender sin dis-
cernir los verdaderos de los falsos mendigos, viviendo estos confun-
didos con los primeros»209.

El problema se agudiza porque las leyes dejaban a la decisión de
las justicias y ayudantes la interpretación del concepto de vago, que
ya de por si era impreciso y variable según las épocas y las leyes.
Esta interpretación subjetiva llevaba a diversas situaciones conflic-
tivas, como la que se plantea en la leva de 1751 en Valladolid, en
que el alcalde del crimen, Manuel García Alensson, recogió 84
mendigos «respecto de estar probada su vagancia por el hecho y
ejercicio de tales», y siguiendo las diligencias ordenadas, les envía
al intendente de Castilla Manuel Piniel que les pone en libertad,
entre otros motivos, porque «eran mendigos»210. A parte de existir
cierta rivalidad, lo cierto es que no se hubiera llegado a producir el
incidente, si por encima de ambos existiera una norma concreta y
precisa, que sin lugar a dudas y malsanas interpretaciones pudiera
definir al vago y distinguirlo del pobre.

Tal objetivo era difícil, pero se intenta en varias ocasiones y
sobre todo en 1759, en la explicación y suplemento que acompaña
a la Instrucción de este año, en el «Informe» de Campomanes de
1764 y en la Ordenanza de 1775211. Este intento resultó infructuo-
so. Nada se podía hacer contra ellos mientras existieran mendigos

207 M. Pérez Quintero: Pensamientos políticos y económicos dirigidos a promover en
España la agricultura y demás ramas de la industria a extinguir la ociosidad y dar ocupación
útil y honesta de todos los brazos. Madrid 1798. Pág. 296.

208 Bernardo Ward: op. cit. Pág. 18.
209 Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 214.
210 Valladolid 4 de agosto de 1751, Manuel de Alensson a Ensenada. Se le con-

testa: «Con solo pedir limosna los que pueden trabajar, se les puede considerar como vagabun-
dos, a excepción de un año tan calamitoso como el pasado, que queriendo trabajar, muchos no
encontraban en que, en cuyo caso ha de ser el juez la prudencia y la justificación». 11 de
agosto de 1751, Ensenada a Alensson. A.G.S., G.M., Leg. 5065.

211 Cfr. Rosa María Pérez Estévez: op. cit. Págs. 87-94.
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campando a sus anchas por el Reino. Es más, ni aunque se encar-
gase la recogida de esos, ya que después de haberse tomado esta
medida en diversas ocasiones seguían existiendo mendigos, y, lógi-
camente, mezclados con ellos vagos.

Otros, quizá, encontraban más honroso vestir el hábito de pere-
grino romero212 y recibir del pueblo devoto hospitalidad, alimento
y limosna; ocultaban bajo su sayal de devoción o penitencia la
pereza y el vicio.

Las universidades eran también albergue de un sin fin variopin-
to de vagos y ociosos. Son los estudiantes «que sólo toman este
título para mantenerse en su vida licenciosa o por gozar de fuero
académico, o de los efectos de la holgazanería» 213 No es nueva esta
argucia de los vagos del ochocientos. Recordemos la serie de perso-
najes que han dado pie a la expresiva y abundante literatura pica-
resca de tiempos anteriores; picaresca en la que el protagonista
coincide precisamente con el tipo más genuino de este vago-estu-
diante. En el siglo XVIII, sin embargo, y más cuando los ilustrados
reformistas se empeñan en «modernizar» la casa de la universidad,
era más difícil consentir este clásico cobijo de estudiantes fraudulen-
tos, «vagos útiles» en definitiva.

Se trata de remediar el mal. Se incluye a estos estudiantes «dis-
traídos» de un modo concreto en las disposiciones entre los va-
gos214. Se encarga a los rectores, como responsables de vigilar, que
sólo puedan matricularse aquellos que verdaderamente están deci-
didos a estudiar; y se les pide para el mayor control que envíen
relación de los que son «desaplicados o alborotadores» 215 ¿Se logra-
ría extirpar de este modo la vagancia y ociosidad en las universi-
dades?216

212 « E n un lugar a la raya de Francia he visto una casa con 9000 pesos de renta, destinada
al hospedaje de peregrinos en su camino a Santiago; este fue un establecimiento muy digno de
la piedad de nuestros antepasados, en aquellos tiempos que concurrían de toda Europa a esta
devoción millares de verdaderos penitentes; pero ahora que son pocos los que pasan y estos
comúnmente vagabundos y embusteros (...)». Bernardo Ward: op. cit. Pág. 204.

213 Explicación y suplemento de las Instrucciones de 1751 y 1759. A.G.S., G.M.,
Leg. 5069. Fol. 217. v.

214 Explicación y suplemento de las Instrucciones de 1751 y 1759. A.G.S., G.M.,
Leg. 5069. Fol. 219. v.

215 Explicación y suplemento de las Instrucciones de 1751 y 1759. A.G.S., G.M.,
Leg. 5069. Fol. 204 r.

216 El tema de la Universidad será estudiado con posterioridad. Como orientación,
Cfr. L. Sala Balust: Visitas y reformas de los Colegios Mayores de Salamanca en el reinado
de Carlos III. Valladolid 1958.
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La necesidad de marinos y pescadores hizo que se viesen exclui-
dos de las levas de «matriculados de marina» 217, resquicio que apro-
vechaban los vagos para librarse del destino que sospechaban se les
reserva. Corren a matricularse en la marina. El abuso fue tan soco-
rrido en las provincias costeras en el año 1759218 que obligó a dictar
las normas pertinentes para excluir de este trato a todo aquel que
hubiera realizado la matrícula después de publicarse la orden de
leva219. Los vagos no se detienen ante nada. En 1775 se ordena que
se tuviera prevención con los casados y no se les recogiese, pues
como cabezas de familia hacían falta en sus hogares para mantener
a sus mujeres e hijos220. Ingenua confianza; multitud de vagos se
casan con el único deseo de librarse de las levas, y seguir, aunque
casados, libres, ociosos y vagos. La orden de 1776 pone fin a las
bodas y al abuso, admitiendo a los vagos casados en las levas221.

La recogida de vagos no suele ser periódica, a pesar de que se ha
dispuesto que así se realice en ocasiones222, sino que se hace por
medio de levas, que tienen lugar cuando hay necesidad de gente para
las armas. Nada extraña que en cuanto presienten los avatares de la
guerra, la situación de la marina, o saben con certeza que la leva se
va a hacer (porque la noticia se ha filtrado223 o porque la leva no se
prepara con el debido cuidado224), se ausentan temporalmente de sus
pueblos o huyen a otras provincias225, o incluso salen del reino226.

217 Valencia, 19 de mayo de 1759, José Avilas a Wall, A.G.S., G.M., Leg. 5075.
Arriaga hace notar a Wall la importancia de que «se prevenga de que por ningún motivo
se recoja a los matriculados en la leva de vagos y ociosos», Buen Retiro, 3 de marzo de
1760, Arriaga a Wall, A.G.S., G.M., Leg. 5086.

218 Cádiz, 5 de diciembre de 1759, Antonio Azlos a Wall. A.G.S., G.M., Leg. 5074.
219 Cádiz, 11 de diciembre de 1759, Wall a Antonio Azlos. A.G.S., G.M., Leg.

5074.
220 «A ningún vago casado se le ha de aplicar al servicio de las armas aunque concurran

en él todas las cualidades necesarias (...)». Real Ordenanza de 7 de mayo de 1775. A.G.S.,
G.M., Leg. 5192. Fols. 3112 y 311 v.

221 Cfr. Decreto de 16 de agosto de 1776. A.H.N., Consejo, Leg. 1368. Fol. 388.
222 Cfr. Instrucción de 25 de julio de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5069. Fol. 226 v.
223 Cfr. Salamanca, 28 de junio de 1746, Antonio Tejedor a Manuel Salas, A.G.S.,

G.M., Leg. 5041.
224 La leva de noviembre de 1759, aunque se manda se realice en todos los

lugares el mismo día no se hace así; por ejemplo, en Cartagena se hace el 21 de
Noviembre, en Chinchilla el 22, en Cuenca el 26, en Murcia el 28... así «de unas
provincias a otras corren las noticias y permiten a los vagos huir». Murcia 5 de diciembre
de 1759, Bernardo de Rojas a Wall. A.G.S., G.M., Leg. 5075.

225 Cfr. Plasencia, 8 de diciembre de 1759, Diego de Herrera a Wall. A.G.S., G.M.,
Leg. 5086.

226 Cfr. Ciudad Rodrigo, 12 de abril de 1760, Diego de Parraya a Wall, A.G.S.,
G.M., Leg. 5073.
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Ninguna solución más agradable y más de acuerdo con su modo de
vida se les podía presentar, que ir haraganeando de un lado para otro.
No hay que olvidar que no en vano se les llama «vagamundos».

Ahora bien, el término vago es muy amplio, y no todos los
vagos son «vagamundos»; hay muchos «mal entretenidos», que
prefieren el entretenimiento de sus pueblos y ciudades, antes que la
vida errante. Estos no ven otra solución para librarse de las justicias
que acogerse al refugio que el sagrado de las iglesias y conventos les
proporcionan227. Cuentan con que los representantes de la ley se
cansen de esperar, pasen las vigencias de las levas y ellos puedan
regresar a sus casas y seguir viviendo libres y tranquilos con sus
diversiones y vicios.

Las justicias claman con reiteración contra el derecho de asilo,
amparo constante de estos delincuentes. A pesar de las quejas, el
privilegio de acogerse al lugar sagrado seguirá subsistiendo hasta
1773228.

Esta serie abigarrada de recursos personales podría seguirse ilus-
trando con más resortes, en los que la astucia del vago se muestra
inagotable. Baste con aludir a las fugas constantes de los arsenales,
de las casas de misericordia, de los hospicios, cuando se había logra-
do reducirlos. Los registros y los libros de cuentas de los menciona-
dos establecimientos anotan incansablemente los casos repetidos del
vago «fugado» al menor descuido de los responsables229.

3.2.3.2. Los cómplices

En esta tarea de burlar la ley, el vago encuentra ayudas pode-
rosas, verdaderos cómplices que colaboran con él consciente o in-
conscientemente.

Hay un hecho significativo que quizá sea el motivo de esta pro-
tección que las familias, vecinos e incluso justicias dispensaban los
vagos: el destino que se les daba, que solía ser el de las armas. Lo

227 Cfr. Valencia, 19 de febrero de 1746, Juan de Isla a Ensenada. A.G.S., G.M.,
Leg. 5039; Madrid, 28 de abril de 1765, Francisco de Herranz a Esquiladle, A.G.S.,
G.M., Leg. 5.114.

228 Circular de 26 de enero de 1733, quita el «derecho de asilo» de los lugares
sagrados para los vagos. A.G.S., G.M., Supl. Leg. 500.

229 Las fugas de cárceles y arsenales son muy frecuentes, de esto encontra-
mos testimonio en la Ordenanza de 7 de mayo de 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074.
Fol. 310 v, y la de Alcalde de Casa y Corte en su respuesta de 22 de diciembre de
1775. A.G.S., G.M., Leg. 5075. Fol. 1038 v.
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cierto, lo aventurado de él hacía que fuese mirado con horror, con
tanto horror que no se deseaba ni para aquellas personas que eran
verdaderamente molestas230.

Así la familia, padres, mujeres, hijos y hermanos olvidaban re-
pentinamente todas las anteriores faltas, malos tratos, defectos de
los vagos, y trataban de librar a sus allegados de la leva por todos
los medios a su alcance. Los ayudaban a huir furtivamente, les
escondían231, y, llegado el momento, si era preciso, estaban dispues-
tos a defenderles con las manos y hasta con las armas2".

Los amigos y vecinos también participaban de esta psicosis co-
lectiva y no les importaba incurrir en las sanciones dispuestas con
tal de librar a sus «vagos» de los aborrecidos destinos233.

Los curas, alcaldes, e incluso las justicias, responsables inmedia-
tos de la ejecución de la ley y de las levas, resultan los mejores
cómplices del desarraigado, a veces vecino y conocido, cuando no
familiar, y al que resulta duro aplicar las medidas que se exigen
desde un Madrid cercano o lejano.

En muchas ocasiones, para evitar el arresto al paisano, certifican
que no existe ningún vago en el pueblo234, y no pocas veces los
vagos han sido sustituidos por transeúntes ocasionales235, por tara-

230 «La gente de la comarca es tanto el horror que tienen al servicio del rey por solda-
do (...)». Huete, 5 de febrero de 1796, José Martínez a Ensenada. A.G.S., G.M., Leg.
5047.

231 Cfr. Ciudad Rodrigo, 21 de noviembre de 1759, Diego de Parraga a Wall.
A.G.S., G.M., Leg. 5073.

232 Es curioso el caso sucedido en la Villa de Enquera de Valencia, dependiente del
Corregimiento de San Felipe, «llegó el alcalde ordinario de ella a las 12 de la noche del 29
de noviembre a la casa de Mariana Sánchez, viuda, para aprehender por vagante a un hijo suyo,
en cumplimiento de las últimas órdenes de leva, y salió a responder otro hijo casado que dijo a
las justicias que el que buscaban estaba arriba, subió una ronda usando las linternas y al llegar
al primer piso descanso, se encontraron con Fray Francisco de Alda, religioso sacerdote del Car-
men, hermano del mozo buscado, prorrumpiendo en voces informes y ofensivas a las justicias, y
amenazas al que intentara pasar por allí, como no se le pudo persuadir que dejase prender al
mozo, el alcalde desayudado por sus ministros (por temor al fraile) se tuvo que retirar; en cuyo
tiempo pudo el fraile ayudar a huir al hermano. Por declaración de testigos, consta que este frai-
le usaba pistolas y que es de genio muy fuerte». 19 de diciembre de 1759, Respuesta del
Provincial del Carmen Calzado de Valencia. A.G.S., G.M., Leg. 5075.

233 Cfr. Huete, 5 de febrero de 1746, José Martínez a Ensenada. A.G.S., G.M., Leg.
5047.

234 Las Justicias y curas del Prelado, certifican que no hay ningún vago en su
pueblo. Posteriormente se encuentran nueve. Plasencia, 18 de diciembre de 1759.
A.G.S., G.M., Leg. 5073.

235 Cfr. Valladolid, 15 de Diciembre de 1751. Al marqués de Rafal, sin firma,
A.G.S., G.M., Leg. 5066; Madrid 25 de septiembre de 1751, Ensenada a Campoverde.
A.G.S., G.M., Leg. 5071.
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dos físicos, con los que intentan llenar el cupo que les ha correspon-
dido entregar para las filas. Saben, por otra parte, que a éstos no los
podrán enviar al ejército236.

Las órdenes se quejan sin cesar y ensayan todo tipo de solucio-
nes: amonestan a las justicias"7, imponerles castigos, que pueden ir
desde la sanción económica238, hasta la amenaza de que ellos sean
los sustitutos del vago en su destino239. Las ordenanzas se van
matizando con una serie de normas que hicieron imposible toda
ocultación; por ejemplo, encargan la elaboración de listas de vagos
(previas a la realización de la leva) no sólo a las justicias, sino
también a otras personas que se distinguieran por su ecuanimidad
y prudencia 240, o incluso a los curas del lugar de los que se esperaba
que por su estado cumplieran con fidelidad la obligación241. A estos
les llegaba la orden por medio de su obispo, para hacer más fuerza
y para que casi lo consideraran como un deber de su ministerio. Se
olvidaron de que los curas eran humanos y que tenían hermanos,
primos, amigos y sentimientos242.

Quizá lo único positivo, que hasta cierto punto dio resultado,
fue hacer ver a los pueblos las ventajas que esta levas representaban
para ellos, pues les evitaba las quintas obligatorias243. Esto puede
que influyera en sus ánimos: en la quinta de 1773, en Jaén, los
mozos a los que había correspondido enrolarse, buscan por su cuen-
ta vagabundos que pudieran ocupar sus puestos244. Claro está que
los que entregaron eran vagabundos forasteros, que los habían

236 Huete 5 de febrero de 1746. José Martínez a Ensenada. A.G.S., G.M., Leg.
5047.

237 «(...) que por mi se haga responsables a todas las justicias (...) de la menor omisión que
cometan contraria a las Reales intenciones (...) y serán castigadas sin la menor indulgencia».
Orden de leva de 8 de julio de 1776. A.G.S., G.M., Leg. 5.177.

238 «los que incurran en este grave delito —de omisión— se les obligue a pagar ¡os gastos
causados y se les ponga en prisión». Madrid 25 de septiembre de 1751. Carta de Ense-
nada a Campoverde. A.G.S., G.M., Leg. 5089.

239 «Se procederá contra el agresor —de la ley— destinándolo a servir como soldado».
Circular de 27 de septiembre de 1764. A.G.S., G.M., Leg. 5071.

240Cfr. Madrid 25 de septiembre de 1751. Carta de Ensenada a Campoverde.
A.G.S.. G.M., Leg. 5089.

241 Instrucción de 25 de julio de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5069.
242 En la leva de 1759, en la que intervinieron curas y alcaldes en la elaboración

de las listas de vagos previas a las levas, hubo tantas quejas contra la atención de
éstos que «se ha decidido que en la leva que se haga este invierno no se cuente con ellos». 20
d e s e p t i e m b r e d e 1 7 6 9 , s i n f i r m a . A . G . S . , G . M . , L e g . 5 1 1 1 .

243 Cfr. Madrid 20 de abril de 1756. Sebastián Eslava el marqués de Campoverde
A.G.S., G.M., Leg. 5070.

244 Cfr. Orden de Leva de 8 de julio de 1776. A.G.S., G.M., Leg. 5177.
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medio cazado en la errancia, y no eximieron a estos avispados
quintos de ingresar en filas245.

No obstante lo dicho, como es natural, muchísimos vagos eran
aprehendidos, pero las familias no se resignaban. Ya que no se
había logrado esquivar la leva, su pretensión ahora se centraba en
conseguir la libertad. Y comienzan las súplicas de libertad, en las
que se hace ver lo indispensable que era cada vago en su casa, pues
desde que el faltaba no había nadie que trabajase, la labranza estaba
abandonada, sus ancianos padres, sus pobres mujeres, o sus hijos
desvalidos no tenían quien les sustentase; porque habían sido injus-
tamente aprehendidos; porque los testigos que habían verificado su
vagancia habían obrado por venganza, celos o simplemente prome-
tiendo en nombre del vago arrepentimiento y enmienda246.

Estas numerosísimas súplicas (todas atendidas, muy pocas re-
sueltas conforme al deseo de los solicitantes), embarazan la rapidez
de las levas, y por lo tanto comprometían su resultado.

Cómplice también, aunque involuntario, es la misma sociedad
que permite con su caridad simple subsistir a un número indefinido
de falsos pobres en pervivencias medievales.

3.2.3.3. Ineficacia de las leyes

A pesar del gran edificio legislativo levantado en torno a los
vagabundos, son, en muchas ocasiones, las mismas leyes, con la
insuficiencia e inmadurez, las causantes de que siga existiendo el
problema.

Las justicias, en principio, chocaban con una dificultad básica: la
ambigüedad con que se utilizaban los términos de vago y mal en-
tretenido, susceptibles de multitud de interpretaciones y matices247.
De ahí provenían aprehensiones indebidas, que tantos trastornos
ocasionaban, y otras veces la posibilidad de que muchos de estos
desarraigados siguieran en libertad.

Durante mucho tiempo, el objetivo fundamental de las levas fue
surtir al ejército, y para el se recogían los vagos que por su edad y

245 Cfr. Orden de Leva de 8 de julio de 1776. A.G.S., G.M., Leg. 5177.
246 Las quejas y súplicas de libertad son numerosísimas, baste decir que el Leg.

5009 de G.M., del A.G.S., está integrado exclusivamente por las quejas y súplicas de
libertad de 1730 y 1734; y de Leg. 5116, también de G.M., del A.G.S., por las
consecuentes levas de 1764 y 1765.

247 Cfr. Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 218.
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condiciones físicas eran apropiados. Pero ¿qué hacer con los que no
servían para este destino? Las leyes, atentas a solucionar el proble-
ma del momento, no preveían en ocasiones estos casos, y el resul-
tado era que, o no se recogían los que se creían inútiles para tal
menester, o que, aprehendidos, ante la imposibilidad de darles un
destino apropiado, se les volviese a dejar en libertad; se les expul-
saba del lugar como medida más socorrida, o se les remitía con una
simple reprimenda248, pero sin facilitarles el medio de salir de su
ociosidad.

Cuando se adopta la solución de utilizarlos en obras públicas249,
sucede que, en la mayor parte de los casos, por tratarse de pueblos
pequeños, no se cuenta con programa alguno de este tipo250, y si
existen estos trabajos, al llegar a su término ¿qué hacer con el que
aún no ha llenado el tiempo de su condena? La libertad y la vuelta
a su vida vagabunda es el paso inmediato y esperado por el vago251.

Los Hospicios y Casas de Misericordia, con sus fábricas anejas,
eran un medio ideal para integrar a los ociosos, pero ocurría lo
mismo: estas eran muy escasas y en ningún modo podían dar cabida
a todos los muchachos y ancianos susceptibles de acudir a ellas252.

La falta de medios apropiados es otra de las trabas que encuen-
tran las Justicias para cumplir con su obligación. No son excepcio-
nales las ocasiones en que se ha de poner en libertad a la mayor
parte de los vagos recogidos, al carecer de cárceles y lugares apro-
piados donde alojarles, y ante el temor de que el hacinamiento
produzca enfermedades e incluso la muerte de los acogidos 253 Las
dificultades económicas no previstas por las leyes, también impiden

248 «Los vagos que no sean aptos para las armas, ni arsenales, ni obras públicas, deben
ser destinados por término señalado, apercibiéndoles de que no vuelvan a dar motivos para ser
detenidos o se les enviará al presidio». Burgos 3 de septiembre de 1751. Carta del Inten-
dente de Burgos al Intendente de Castilla. A.G.S., G.M., Leg. 5066.

249 Se manda destinar a los que no son aptos para las armas «a obras públicas, obras
del Rey o particulares de esa provincia», 3 de septiembre de 1751, Ensenada a Piniel.
A.G.S., G.M., Leg. 5066.

250 Molilla del Palancar, 10 de diciembre de 1759, el Alcalde Mayor a Wall. A.G.S.,
G.M., Leg. 5073.

251 En Medina del Campo en 1759 se emplean vagos en abrir una zanja, cuando
se acaban los fondos existentes para la construcción de esa zanja, ya no se tiene en
que emplearlos. Medina del Campo, 16 de diciembre de 1759, Francisco Villa y de
la Peña a Wall. Se le manda que los ponga en libertad «con apercibimiento». Diciem-
bre de 1759. Wall a Francisco Villa. A.G.S., G.M., Leg. 5076.

252 Madrid 22 de diciembre de 1775. Respuesta de la Sala de Alcaldes de Casa y
Corte. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. 10372.

253 Real Ordenanza de 7 de mayo de 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. III v.
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llevar a cabo su misión254, así como la falta de ministros subalternos
que quieran ayudarles, pues la leva «trae trabajo indecible, riesgos
imponderables y ninguna ganancia»255. Este cúmulo de circunstan-
cias contribuye a que las determinaciones se vean reducidas a casi
nada.

3.2.3.4. La negligencia de las justicias

Es un motivo constante de queja. Las órdenes casi siempre se
abren lamentando el escaso celo que en su ejecución han demos-
trado las justicias, «que descuidan el cumplimiento de tan impor-
tante providencia»256. Esta negligencia de los ejecutores de la ley es
la mejor ayuda que encontraron los vagos para su pervivencia.

Las causas son de dos tipos: una involuntaria, que es la ineptitud
de las mismas justicias, que no saben comprender e interpretar las
ordenanzas, por mas claras que estas resulten257; y otra voluntaria:
la inobservancia consciente de la ley.

La benevolencia de los justicias no sólo les lleva a proteger a sus
conocidos, sino que también hace que, en ocasiones, se muestren
reacios a cumplir con su deber; piensan que las penas impuestas son
duras en exceso, incluso más que las de presidio que se aplican a los
criminales, encontrando una desproporción entre la culpa y la
pena258.

Otras veces sucede lo contrario: utilizan al vago para sus fines
particulares y por librar a sus vecinos del temido servicio del ejér-
cito. Es lo que ocurrió en Cataluña y Aragón en 1744259.

254 Murcia, 12 de enero de 1746, Juan Javier Garría a Ensenada. A.G.S., G.M.,
Leg. 5039.

255 Murcia, 12 de enero de 1746, Juan Javier Garría a Ensenada. A.G.S., G.M.,
Leg. 5039.

256 Cfr. Introducción a la Instrucción de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5072. En el
ejemplar de esta Instrucción del A.H.N., no está presente esta Introducción.

257 Claro ejemplo son las dudas que presenta el Corregidor de Tordesillas, acerca
de donde conducir los vagos recogidos, a pesar de que está expuesto claramente en
la Instrucción. Tordesillas, 15 de agosto de 1751, el Corregidor a Ensenada. A.G.S.,
G.M., Leg. 5065.

258 Respuesta de la Sala de Alcaldes de Casa y Corte. A.G.S., G.M., Leg. 5079.
Fol. 10.382.

259 Se decretó una recluta de 1500 hombres entre sus vecinos; para evitar los
perjuicios que acarreaba la Quinta, las justicias entregaron en su lugar todos los
vagabundos que encontraron, y cuando después se decretó la leva de vagos «apenas
si pudieron encontrar alguno», pues los que no habían sido aprehendidos antes.
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En otras circunstancias se aprovechan del vago para demostrar
ante la Administración Central la gran aplicación que realizan del
trabajo encomendado. Los casos de este tipo, en que las justicias
«abusan a troche y moche»260, son muchos, y arrastran consigo una
secuela de quejas por parte de los perjudicados. En la Corte, en la
leva de 1751, apenas publicada la ordenanza, el Gobernador del
Consejo notifica que se habían recogido unos 200 vagos; el número
era excesivo y suscitó las sospechas consiguientes. La indagación de
lo acaecido dio por resultado que se había aprehendido a cuanta
gente se encontró, sin detenerse a confirmar si los reclutados eran
vagos o no261.

En pueblos pequeños se ven convertidos en instrumento que las
justicias utilizan para vengar sus afrentas particulares o familia-
res262. Nada más cómodo que enrolar con los vagos a todo aquel
que les resulte molesto. El descontento que el sistema provocó
explica que las ordenanzas no se cansasen de insistir en cortar este
abuso.

El soborno es otro de los móviles que impele a los representan-
tes de la ley a no cumplir, y sobre todo a sus subalternos, que
«ganan poco y arriesgan mucho en las levas» 263 que hagan la vista
gorda para que «no se incluya a un hijo, pariente o amigo, que
empieza a moverse con mal pie»264.

Es también difícil, en ocasiones, pretender que las personas
encargadas de la leva realicen su misión, cuando saben que los
familiares del vagante, a veces poderosos e influyentes, tomarán
después sobre ellos represalias. Tienen miedo también, porque «su-
cede frecuentemente que los bailes y justicias de los pueblos, gentes
por lo común hacendadas o con algunos haberes, disimulan los
excesos o huyen positivamente de castigarlos, por miedo de aplica-
ción al servicio de las armas o a presidio, porque han experimen-
tado que tales destinados consiguen fácilmente su libertad o al cabo

habían huido. Cfr. Carta de 11 de noviembre de 1774. Francisco Digres a Ensenada.
A.G.S., G.M., Leg. 5028.

260 Carta sin firmar, sin fecha, sin dirección. A.G.S., G.M., Leg. 5069.
261 Valladolid, diciembre de 1751. Carta sin firma al M. de Rafal. A.G.S., G.M.,

Leg. 5062.
262 «Conminando a las justicias que si en la práctica de su comisión abusan incluyendo

como vagos a los que la mala voluntad, o el espíritu de venganza quiera voluntariamente dar
este título para desviarlos de sus pueblos, teniendo arte u oficio por el que vivan aplicados (...)».
Instrucción de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5072.

263 Murcia, 12 de enero de 1746. Juan Javier García a Ensenada. A.G.S., G.M.,
Leg. 5039.

264 Real Ordenanza de 7 de mayo de 1775. A.G.S., G.M., Leg. 5074. Fol. III. v.
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de pocos años vuelven a sus tierras y se vengan de las dichas jus-
ticias, quemándoles las casas y pajares, o talándoles los campos»265.

Para cortar fraudes, no desconocidos por el legislador, se recu-
rrió al resorte de responsabilizar a los curas, de amonestar y ame-
nazar a las justicias con sanciones económicas o con verse en la
precisión de ser ellos los sustitutos del vago, o se les quiso espolear
con el aliciente de gratificaciones y ascensos. Quizá el medio más
eficaz para obviar tanto incumplimiento de las órdenes, tantas ad-
vertencias reiteradas sin cesar y sin efecto, hubiera sido el abonar a
los interesados las módicas pagas que tenían asignadas y que nunca
llegaban a tiempo.

3.2.3.5. La celotipia

El vago sabe aprovechar muy bien el conflicto de jurisdicciones:
esos multiformes e incontables conflictos que provienen de la exis-
tencia de jurisdicciones exentas, con su fuero peculiar266, o de las
existentes entre la justicia inferior y superior, bien porque el legis-
lador se le escape matizar las competencias, bien por la celotipia
natural y explicable entre Audiencias, alcalde, intendentes y, en
general, de todos cuantos intervienen en las levas.

Los choques provenientes de los fueros privilegiados parece que
no resultaron demasiado numerosos, pese a que se pueda regis-
trar algún caso. De todas formas, estas exenciones, tanto eclesiásti-
cas como universitarias, fueron suprimidas a partir de la Ordenanza
de 1775.

Como la mayor parte de las leyes de vagabundos no se llevaban
a efecto, se creyó que, entre otras causas, su inobservancia dimana-
ba de las trabas resultantes de las fórmulas forenses. Pareció proble-
ma fácil de resolver y se trató de aplicar la solución. En la Instruc-
ción de 1745267, queriendo evitar estos formulismos, se encargó esta
misión de recoger los vagos al Gobernador del Consejo, bajo cuya
dirección se creó una Secretaría de Levas con la potestad de nom-
brar tenientes en absoluta y privativa jurisdicción y una total inhi-
bición de los demás jueces y tribunales del reino. Los choques entre

265 Introducción a la Instrucción de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5072.
266 «Nada hay más opuesto a ¡a observancia de las leyes que ¡a creación de los fueros

privilegiados, estos tiran siempre a extender su limitada autoridad, dejan a los jueces ordinarios
y los maltratan si no obedecen ciega y servilmente; quien la padece es el común reino, sin
lograrse el fin». Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 229.

267 Cfr. Instrucción de 1 de julio de 1745. A. H. N, Consejos, Lib. 1333. Fol. 393. v.
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ambas jurisdicciones debieron surgir rápidamente y no se llegó a
ninguna solución, porque «en la novedad debieron encontrarse muy
graves inconvenientes, y así se recogía la citada ordenanza al muy
poco tiempo de haberse publicado»268.

Con el mismo fin de dar mayor fluidez a las levas, en la Instruc-
ción de 1751 se autoriza a las justicias ordinarias para proceder
sumariamente sin la intervención de los tribunales superiores269. El
objetivo era justo, y hubiera podido dar resultado si no fuera por-
que se prestaba a que las justicias abusaran de las prerrogativas que
les concedían. Además los tribunales se mostraron resentidos con
esta novedad que cercenaba demasiado su jurisdicción y no coope-
raron sinceramente al recogimiento de vagos y mendigos270. Los
intendentes, por otra parte, no se contentaron con ser meros ejecu-
tores de los alcaldes ordinarios.

Las dificultades surgen también debido a que los intendentes no
consideran aptos a los vagos que las justicias les envían por sus
edades y achaques271.

En el recorrido hasta su destino, los vagos que se dedican a las
armas han de pasar por las cajas que podríamos llamar de recluta-
miento, donde oficiales comisionados les examinan y recogen. El
oficial quiere vagos robustos, jóvenes, fuertes, aptos para la fatiga de
la guerra; el intendente sólo le puede ofrecer los vagos que llegan
de los pueblos y que ramplonamente cumplen las marcas estableci-
das. Se sigue un constante rechace de los vagabundos por parte de
los oficiales (por su corta talla, por su avanzada edad, por sus nu-
merosos achaques, por su ridicula figura272), y una ininterrumpida
serie de quejas por parte de los intendentes, porque consideran
«difícil cogerse toda la gente escogida, cual quieren los oficiales» 273.
Es fácil imaginar que tipo de gente sería la recogida en las levas.

Uno de los defectos que más controversias levantaron fue el de
la talla. En las otras cualidades físicas la interpretación era subjetiva,
y los comisionados de recoger gente, por muchas objeciones que
pusieran, habían de conformarse. En cuanto a los enfermos, el

268 Cfr. J. Sempere y Guarinos: op. cit. Pág. 110.
269 Cfr. Instrucción de 25 de julio de 1751. A.G.S., G.M., Leg. 5069. Fol. 199 v.
270 Cfr. J. Sempere y Guarinos: op. cit. Pág. 116.
271 Cfr. Madrid, 2 de febrero de 1758, obispo de Cartagena a Eslava. A.G.S., G.M.,

Leg. 5070.
272 Cfr. Madrid, 2 de febrero de 1758, obispo de Cartagena a Eslava. A.G.S., G.M.,

Leg. 5070.
273 Cfr. Madrid, 2 de febrero de 1758, obispo de Cartagena a Eslava. A.G.S., G.M.,

Leg. 5070.
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médico les reconocía, y era el que tenía la última palabra. Pero para
la talla había unas medidas determinadas, y el que no las alcanzaba
podía sin otro recurso ser rechazado, con gran desesperación de los
intendentes, que se quejan de que se rehusaban «incluso a los que
sólo les falta una pulgada, aunque sean robustos y algunos que aún
no tienen veinticinco años y pueden crecer» 274

Para remediarlo se cree conveniente, por lo menos en Madrid,
que un oficial de graduación vaya a diario a las cárceles, vea los que
son aptos para las armas; los que él seleccione se han de recibir sin
excusas275.

La disputa sigue sin solucionarse hasta 1779. Se da entonces por
hecho que el mal radicaba en que las medidas que usaban las di-
versas partes no coincidían entre sí. Para obviarlo, se ordena hacer
una serie de medidas iguales276.

Al término del reinado de Carlos III asistimos al final de un largo
y secular proceso legislador en relación con este sector social.

A las leyes dispersas, anteriores al siglo XVIII, ha sucedido un
esfuerzo consciente por dotar de un cuadro legislativo homogéneo
y teóricamente completo. En su elaboración han intervenido nece-
sidades perentorias, como la de la guerra, y el intento de integrar
al vago en un quehacer del que procuraban huir siempre que la
ocasión, el empeño o la complicidad lo permitían. Ha influido la
necesidad de las nuevas formas de producción: las fábricas reales, el
trabajo en los hospicios.

Influyó también el noble, no digamos desinteresado, deseo de
los ilustrados por regenerar a un amplio sector de la población
española.

Casi lo único que resultó, en definitiva, fue la promulgación de
estas leyes, elucubraciones rayanas en un proyectismo oficial. Al
margen de ellas, sin disminución excesivamente apreciable, siguió
bullendo el elemento humano de los vagos que, a base de recursos
y fraudes en este forcejeo contra lo legislado, logró subsistir, aunque
fuese de una forma poco gloriosa y a costa de los demás.

274 Cfr. Madrid, 2 de febrero de 1758, obispo de Cartagena a Eslava. A.G.S., G.M.
Leg. 5070.

275 Cfr. Palacio, 5 de diciembre de 1778. A.G.S., G.M., Leg. 5192.
276 Cfr. Real Orden de 22 de marzo de 1779. A.G.S., G.M., Leg. 5192.
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4. EL ORDENAMIENTO LEGAL DE LA CARIDAD
Y DE LA BENEFICENCIA EN EL SIGLO XVIII

La Edad Media había venido caracterizada —bajo iniciativa par-
ticular, regia o eclesiástica— por la fundación de centros asistencia-
les, en su mayoría, vinculados a cabildos y cofradías. La Modernidad
—y más concretamente el siglo XVIII— aporta la novedad de la
entrada de lleno del Estado en la reglamentación jurídica y organi-
zación de la asistencia. Esta entrada hay que encuadrarla dentro de
esa reordenación del gobierno interior dirigida a intervenir más
intensa y minuciosamente en todas las facetas de la vida social. Los
centros asistenciales —Casas de Expósitos, Hospitales, Hospicios y
Casas de Misericordia— que tradicionalmente habían estado mono-
polizados por la Iglesia, o bien instituciones que dependían de ella,
a lo largo de la Modernidad pasarán a depender del Estado o de
iniciativas privadas amparadas por los poderes públicos. Late detrás
de todo ello una nueva visión de la pobreza. Ésta, la pobreza, va a
ser contemplada no como una cuestión de índole religiosa o espi-
ritual, sino como un obstáculo al desarrollo económico y un riesgo
potencial por posibles desórdenes sociales. Precisamente por ello, las
iniciativas legales y los debates se van a multiplicar en este período:

«El reinado de Carlos III fue en este sentido la etapa de mayor
efervescencia legislativa: la mejora de la beneficencia domiciliaria,
la fundación y dotación de hospicios, la creación del fondo pío
beneficial para regular la caridad individual, la aproximación de
las sociedades económicas al problema de la mendicidad y de la
organización de las Juntas generales, parroquiales y de barrio así
lo confirman»277.

El Libro VII (títulos XXXVII y XXXVIII) de la Novísima Recopi-
lación aborda los diversos centros asistenciales, regulando su régi-
men y funcionamiento con todo detalle y minuciosidad, siguiendo
los parámetros de la nueva visión de la pobreza y de la economía278.

277 J. Sema Alonso: Presos y Pobres en la España del XIX. La determinación social de
la marginación. Barcelona 1988. Pág. 81.

278 Cfr. E.M. de Nanclares: Legislación española de Beneficencia desde Isabel I la Católica
hasta el año 1869, recopilada y anotada. Madrid 1869; M. Martínez Alcubilla: Enciclope-
dia Jurídica y Códigos Antiguos de España. Madrid 1885 (Tomo II. Págs. 574 y ss.:
«Legislación de Beneficencia») F. Gil Ayuso: Noticia bibliográfica de textos y disposiciones
legales de los reinos de Castilla, impresos en los siglos XVI y XVII. Madrid 1935; L. Curiel:
índice Histórico de disposiciones sociales. Madrid 1946.
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4.1. Casas de Expósitos

Cinco leyes del título XXXVII resumen la normativa legal refe-
rente a las Casas de Expósitos desde principios del siglo XVII hasta
finales del siglo XVIII. A continuación pasamos a analizar algunos
de sus más significativos caracteres.

Felipe IV, en relación con las sugerencias de Fernández Navarre-
te, prohibe (Pragmática 10.II.1623) en las Casas de Expósitos y
desamparados los estudios de gramática en favor del desarrollo de
otras artes, en especial la marinería, dada la escasez de pilotos que
sufre el reino. Esta orientación también la encontramos en la reina-
gobernadora cuando crea en 1677 una Casa en Cádiz; será éste un
albergue de niños donde se les recluirá hasta reunir la edad sufi-
ciente para su incorporación como marineros, artilleros y pilotos, a
los navios de la armada.

En conclusión, el rasgo común de la normativa referente a Casas
de Expósitos durante el siglo XVII es la aplicación y destino de este
colectivo en función de las necesidades políticas generales.

Durante el siglo XVIII asistimos a la edición de una copiosa
literatura referente a expósitos. La sensibilidad prerromántica, que
se hace cada vez más ostensible, el interés cada vez mayor por
contar con una población útil y provechosa, junto con la importan-
cia que va adquiriendo la mendicidad infantil, explican un auge que
tendrá un claro reflejo en la legislación279.

279 Tomás Antano, antiguo director del Hospicio de San Fernando, publica en
Madrid en 1778 sus Elementos preliminares para poder formar un sistema de gobierno de
Hospicio general; este libro, dedicado al Conde de Floridablanca, inicia las especulacio-
nes finiseculares a propósito del problema del niño expósito. En 1786, en Madrid,
sale la obra Prejuicios que acarrean al género humano y al Estado ¡as madres que rehúsan
criar a sus hijos, del doctor Jaime Bonells médico de los duques de Alba. Este ambi-
cioso texto debe inscribirse dentro de esta temática por las abundantes noticias que
contiene a propósito del expósito.

Con una preocupación constante por favorecer el crecimiento de la población del
reino, aparece en Antequera la Destrucción y conservación de los expósitos, de Antonio
Bilvao. El médico y académico Santiago García edita en Madrid, en 1794, la Breve
instrucción sobre el método de conservar los niños expósitos y diez años después, en 1805,
sus Instituciones sobre la crianza física de los niños expósitos. También en Madrid, en 1795,
aparece El Método artificial de criar a los niños de José Iberti, médico del Rey y hombre
que conoce perfectamente los trabajos que en Europa están dando origen a la pedia-
tría científica. Esta obra es fundamental para conocer los métodos que se seguían en
las inclusas para alimentar a los niños.

El Colector General de Expolios del Reino, Pedro Joaquín Murcia, publica, en
1798, su Discurso político sobre la importancia y necesidad de los Hospicios, el autor, que
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Las inquietudes de Carlos III son claro exponente de la influen-
cia de esta literatura. En 1788 (Real Orden y Circular del 2 de
junio) insta a los rectores y administradores de estos centros sobre
la atención y enseñanza que deben impartir a los internos con la
finalidad de convertirles en «vasallos útiles»280 y, en 1790, ante las
noticias del miserable estado de dichas instituciones, les alienta a
disminuir la «excesiva mortandad», recabando un informe preciso
de cuantas reformas juzguen convenientes281. Utilidad social y plan-
teamientos reformistas se entreveran en estas disposiciones.

denomina hospicio a todo lugar de asilo, ya sea hospital o inclusa, dedica un amplio
capítulo a los centros de recogida de expósitos.

Entre los clérigos que dedicaron su atención a las inclusas Juan Antonio de
Trespalarios y Mier, quien en su Discurso sobre que los niños expósitos consigan en las
inclusas el fin de estos establecimientos, expone sus experiencias en la Inclusa de Córdo-
ba. Joaquín Javier de Uriz, arcediano de la catedral de Pamplona y posteriormente
obispo de la diócesis, publica en Pamplona las Causas prácticas de la muerte de los niños
expósitos en sus primeros años (Pamplona, 1801). Uriz, que sostiene tesis poblacionistas,
es autor también de un manuscrito inédito titulado Proyectos sobre expósitos que con-
tiene en el tomo IV de la Estadísticas —Político— Médicas de Ignacio María de Luzu-
riaga. Eclesiástico es también Antonio Arteta, que en 1802 publica su Disertación sobre
la muchedumbre de niños que mueren en la infancia y modo de remediarla, uno años antes
había publicado un manual destinado a la educación de los artesanos que fue muy
comentado.

Alberto de Megino, cónsul de Carlos IV y de la regente de Etruria en Venecia,
publica en esa ciudad en 1805 un libro que contiene en su primera parte algunas
reflexiones sobre la administración de las casas de Expósitos. La Demauxeria. Aumen-
tación del pueblo por los medios de procurar que no mueran 50.000 personas que según
Catastro prudencial, y bien formado se pierden anualmente en las casas de Expósitos, en los
Hospicios y en las cárceles, y un estudio de Economía política con abundantes referencias
a las posibilidades demográficas de las Casas de Expósitos.

No podemos concluir este recuento sobre las obras de los tratadistas que durante
los reinados de Carlos III y Carlos IV se preocuparon por el destino de los expósitos,
sin hacer referencia al manuscrito que Ignacio María Ruiz de Luzuriaga, estudiado
con mayor profundidad en el Capítulo dedicado a Sanidad, titula: Estadísticas político-
médicas o estados comparativos de las Xenodochia, Derephutrofxes y Horfanotrofies, o sea Casas
de Amparo u Hospicio de Maternidades, Inclusas y Casas de Huérfanos o desamparados de
España. Contiene en su primer volumen un informe de las inclusas existente en las
diócesis españolas, y dedica los cuatro restantes volúmenes a exponer consideracio-
nes de tipo médico sobre crianza de los infantes. Cfr. Antonio Carreras Panchon: El
problema del niño expósito en la España Ilustrada. Madrid 1986. Págs. 40-42.

280 Entre otros ejemplos negativos cita lo ocurrido recientemente en Sanlúcar de
Barrameda: «...haber sacado la Sociedad Económica de Amigos del País de aquella ciudad,
del poder del autor de una compañía de volatines, dos chicos que había tomado en ¡a casa de
expósitos de Valencia, para habilitarlos en sus violentos manejos del cuerpo...». Cfr. Colección
de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 637-638.

281 «.(...) Informen que número de Casas de Expósitos hay en sus diócesis: el método de
gobierno que tiene, sus gastos, rentas y distribución: a cargo de quien están, cuales y cuantos
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Carlos IV, será el encargado de reglamentar, a escala del reino,
el desarrollo pormenorizado de estos establecimientos, así como la
crianza y educación de sus criaturas (Real Cédula 11.XII.1796)282.
Antes de pasar al estudio de dicha Cédula, se hace necesario hacer
mención del Real Decreto de 5.1.1794. En él se clarifica la equipa-
ración de los expósitos con los niños legítimos a todos los efectos
civiles (se inscribirán «en la clase de hombres buenos del estado
llano general, gozando los propios honores y llevando las cargas sin
diferencia de los demás vasallos honrados de la misma clase)» y se
anulan «las penas vergonzantes, la de azotes y la de la horca» por
aquellas que «en iguales delitos se pondrían a personas privilegia-
das»283.

Cualquier estudio de la Cédula del 1796 trae consigo, a nivel
general, el análisis del funcionamiento de estas instituciones en los
momentos previos al inicio de la desamortización finisecular:

1. Cada diócesis debe contar, al menos, con una Casa General
de Expósitos, junto con otras situadas en los lugares más
idóneos de cada partido o demarcación, con el fin de «evi-
tar las translaciones de muchachos que han traído consigo
la pérdida y muerte de muchos niños».

2. Todas estarán bajo el control del Prelado diocesano destina-
tario asimismo de las cuentas generales en cada primer
cuatrimestre anual para su puntual examen y reconoci-
miento.

3. Los centros dependientes de comunidades, hermandades, co-
fradías y cabildos, pueden continuar como hasta entonces,
siempre que su funcionamiento se demuestre correcto284.

son sus empleados: que asignaciones o sueldos tienen: que número de Amas y sus salarios: hasta
que edad sigue la lactancia: que educación se da a las criaturas después de ella: que número
de Niños y Niñas han entrado en el último quinquenio: cuantos se han muerto, pro hijado y
existen en el día (...) y últimamente si convendrá erigir iguales casas de Expósitos en los pueblos
(...) proponiendo al mismo tiempo las reglas y medios y arbitrios, que contemplen oportunos
para el mejor gobierno de dichas Casas». Representación de D. Antonio Bilvao ai Consejo
sobre expósitos, resolución e informe del Consejo e informe de muchos prelados
sobre la situación de los expósitos en sus diócesis, 1790. Ms. 11267 (32),BN.

282 Cfr. Colección de Reales Cédulas dadas en el reinado de Carlos IV. Madrid
1827. Págs. 79-80.

283 Cfr. Colección de Reales Cédulas dadas en el reinado de Carlos IV. Madrid
1827. Págs. 45.

284 Por Orden de 13 de septiembre de 1799 concede S.M. el gobierno de una
Inclusa de Madrid a una Junta de Señoras, vinculada a la Sociedad Económica
Matritense. Cfr. Colección de Reales Cédulas dadas en el Reinado de Carlos IV.
Madrid 1827. Pág. 112.
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4. A los prelados también compete elegir a los administradores
de las Casa generales y a los ecónomos de las del partido.

Respecto a la crianza de los expósitos, la ley sanciona varios
aspectos:

a) La preferencia a que tenga lugar en el pueblo de exposición
y, si esto no es posible, su envío a la casa partido, corriendo
los gastos a cuenta del caudal de propios, «como siempre se
ha practicado».

b) La elección de amas de buena salud y honestas costumbres,
a ser posible, con recursos para poder quedarse con los
niños una vez concluida la lactancia.

El objetivo es que los mantengan hasta los seis años y, una vez
cumplidos, si faltan ofertas de adopción, se les traslade al Hospicio,
Casa de Maternidad o Huérfanos de su diócesis (el estipendio de las
amas es variable, depende de los respectivos prelados, de acuerdo
con el patrimonio).

Cada vez que se produzcan nuevas exposiciones, el párroco local
deberá avisar al ecónomo de la demarcación y formar el asiento
correspondiente con los datos precisos (por su parte, el ecónomo
anotará en un libro a todos los expósitos del partido, al igual que
el administrador de la Casa general). No se podrá detener a aquella
persona que lleve una criatura de la Casa de Expósitos, dado que
contribuye a evitar su abandono a las puertas de las viviendas e
iglesias, argumento intencionadamente expreso para disipar habi-
tuales recelos. Los padres del expuesto pierden la patria potestad y
todos los derechos sobre su hijo y, únicamente en caso verificado de
extrema necesidad, se les podrá devolver al niño, «resarciendo o no
de los gastos causados a la institución según la capacidad económica
de las familias»285.

Reincide dicha Cédula (artículo 30) en la caridad y celo de los
prelados para la correcta asistencia de los expósitos «para lo cual
obtendrán la gratitud real y el apoyo de los Consejos de las Cámaras
de Castilla e Indias»286. No faltan, sobre el papel, deseos de racio-
nalizar los mecanismos organizativos de un grave problema social.

285 Cfr. Colección de Reales Cédulas dadas en el Reinado de Carlos IV. Madrid
1827. Págs. 79-80.

286 Cfr. Colección de Reales Cédulas dadas en el Reinado de Carlos IV. Madrid
1827. Pág. 80.
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A pesar de esta inquietud gubernamental por atajar la sangría de
futuros vasallos útiles que suponían estos mataderos de niños, el
problema se fue agravando durante todo el siglo XVIII fruto de la
incapacidad financiera de la Corona y el encarecimiento continuado
de los medios de subsistencia. Ejemplo de ello lo encontramos en la
Inclusa de Madrid donde el número de entrada de niños fue en
aumento desde 1790 hasta finales de siglo. En 1800 había 1202
niños y murieron más de la mitad —701— en el mismo año287.

Los expósitos eran rechazados por la sociedad pues eran hijos
del pecado, se desconocían sus padres y se les suponía presuntos
portadores de enfermedades vergonzosas, no es extraño, por lo tan-
to la despreocupación con que eran tratados y la destrucción a la
que eran sometidos. Sólo el Estado y la filantropía privada de finales
del siglo (Juntas de Damas)288 tratarán de cortar este derroche de
vidas humanas que atentaba contra los principios básicos de la eco-
nomía.

4.2. Hospitales

El Hospital será el centro predominante de la atención asisten-
cial a los necesitados a lo largo del Antiguo Régimen y, en buen
medida, en los siglos posteriores. Del predominio de hospitales
monásticos, adjuntos a los propios edificios del monasterio y en los
que indistintamente se acoge a peregrinos, enfermos y, en la mayo-
ría de los casos pobres —sin que en ellos sea absolutamente funda-
mental la atención sanitaria—, se pasa, ya en la época bajo-medie-
val, a una proliferación de hospitales urbanos, fundados en su mayor
parte por los burgueses de las ciudades y las asociaciones de oficios
y cofradías (aunque, en este caso concreto, algunos de los denomi-
nados «hospitales» parecen ser meros centros en que los cofrades
celebran sus reuniones289). En cuanto a su financiación, solían de-
pender de las rentas con que sus fundadores los habían dotado,

287 Cfr. Antonio Carreras Panchón: op. cit. Pág. 68
288 Sobre las Juntas de Damas es interesante el estudio realizado por Paula de

Demersson en su obra: María Francisca de Sales Portocarero (Condesa de Montijo): una
figura de la Ilustración. Madrid 1975. Págs. 95-110. Centrada en la labor que desarrollo
la Condesa de Montijo, analiza el papel de estas asociaciones caritativas dentro de
capas marginales tales que la infancia y los presos.

289 Cfr. Juan Ignacio Carmona García: «La asistencia social en la España de los
Austrias», en VV.AA: Cuatro siglos de Acción Social. De la Beneficencia al Bienestar Social.
Cuatro siglos de Acción Social. Madrid 1988. Págs. 74-75.
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frecuentemente procedentes de bienes raíces tanto rústicos como
urbanos, más las sucesivas donaciones y legados, si los había, de
particulares devotos y caritativos, sin olvidar el continuo recurso a
las limosnas, a las ayudas de las autoridades eclesiásticas y civiles,
incluso de las rifas. Los que apenas disponían de rentas fijas tenían
que recurrir necesariamente a estos últimos procedimientos290. La
evolución económica de los hospitales solía ir paralela a la de los
ámbitos en los que estaban insertos, mostrando, a grandes rasgos,
unas mayores disponibilidades durante casi todo el siglo XVI, para
caer en un precario estado a lo largo del XVII291. No obstante, la
amenaza del déficit y del desequilibrio económico pesó casi siempre
sobre ellos, aún en los mejores momentos, circunstancia que se
puede explicar por la escasa racionalización y efectividad de su ad-
ministración, por los gastos a los que debían hacer frente, entre los
que ocupaba una parte importantísima el desarrollo de las funcio-
nes religiosas que debían cumplir, y por la creciente devalorización
de sus rentas292.

La proliferación de establecimientos que, con altibajos (aumento
en el siglo XVI, recesión en el XVII, recuperación en la primera
mitad del XVIII y degradación en la fase ilustrada) es una constante
hasta el siglo XIX. También lo es la ineficacia que muchos de estos
establecimientos hospitalarios presentan, así como la desviación que
de sus fondos realizan en muchos casos sus propios administradores.
Varios son los intentos de enfrentarse a estos problemas y adecuar
las instituciones a las necesidades sociales.

En primer término nos encontramos con las pretensiones de
concentración hospitalaria. Desde el siglo XVI se encontraron repe-
tidas peticiones en el sentido de la necesidad de dotar a todas las
poblaciones importantes de dos hospitales (uno de enfermos conta-
giosos y otro para el resto) que fueran centros eficaces y dirimiesen
toda la caterva de establecimientos inútiles. Estas propuestas se
hacen a la par que se pide una selección y encierramiento de los
pobres, para convertirlos en productores para la sociedad, mediante
el trabajo. Las disposiciones tuvieron escaso éxito, y como posterior-
mente veremos, habría que esperar al siglo XVIII para que, en parte,
cuajen sus intentos. En segundo lugar, el eje que marca el cambio
no está —en el orden hospitalario— tanto en el siglo XVIII cuanto

290 Este es el caso del Hospital Real de Santiago, estudiado por D. García Guerra
en su obra: El Hospital Real de Santiago. Madrid 1983, en especial págs. 142-144.

291 Cfr. B. Benassar: La España del Siglo de Oro. Madrid 1983. Pág. 186-187.
292 Cfr. Elena Maza Zorrilla: op. cit. Pág. 167.

120



MANUEL HERRERA GÓMEZ

en el siguiente: las medidas desamortizadoras contribuirán a que el
número de hospitales se reduzca, concentrándose en las zonas ur-
banas y mejorando paulatinamente sus servicios asistenciales293.

No sólo la ineficacia, sino la mala prensa que el hospital tiene
es una constante que llega hasta el siglo XX. El hospital es presen-
tado como lugar de ir a morir en gran parte de la literatura y
opinión de la época294. Una de las tentativas reformadoras de los
ilustrados pasará, además de por la reducción y racionalización de
estas instituciones, por el fomento de la asistencia domiciliaria a los
enfermos que pudieran ser atendidos más digna, humana y eficaz-
mente en sus casas, y con menores costes económicos. Esta asisten-
cia, canalizada a través de las Diputaciones de Barrio, será un inten-
to del siglo XVIII que seguirá adelante en el siglo siguiente295.

Centrándonos en el ordenamiento jurídico, trece leyes (Títu-
lo XXXVIII de la Novísima Recopilación) sintetizan lo referente a
hospitales para la Edad Moderna.

Evitar contagios y peligros a la salud pública es objeto de espe-
cial interés por parte de los Reyes Católicos (Cédulas de 1477, 1491
y 1498) y de Carlos I (1528). Todas estas disposiciones insisten
repetidas veces en el preciso recogimiento de los leprosos en los
Hospitales de San Lázaro y San Antón, bajo la inspección regular de
los expertos y prelados eclesiásticos296. Felipe II recuerda la vigencia
de estas y otras disposiciones similares y ordena el establecimiento
de centros especiales para los pobres llagados e infecciosos, a cargo
de los justicias y regimientos locales. Ahora bien, sus mayores es-
fuerzos se sitúan en la línea de la reunión de Hospitales: un reino

293 Cfr. P. Carasa Soto: El sistema hospitalario español en el S. XIX. De la asistencia
social al modelo sanitario actual. Valladolid 1985. Pág. 47.

294 Con posterioridad, en el capítulo dedicado a la Salud Pública, abordaremos este
tema con mayor profundidad haciendo un recorrido por la opinión que nuestros
ilustrados poseen en torno a estas instituciones.

295 El papel jugado en el campo de la asistencia por tales diputaciones, no se
reduce sólo al terreno de la asistencia médica; también se ocuparán de otras facetas
tales como la ayuda a necesitados, la lucha contra el paro, la actuación educativa,
la asistencia y vigilancia del espacio urbano. Cfr. Carmen Alemán Bracho: op. cit.
Págs. 90-93.

296 Cfr. Novísima Recopilación. Lib. I. Tít. XXXVIII, Ley VII, referente a la visita
de la de San Lázaro y San Antón; Lib. I. Título XXXVIII, Ley II, sobre el recogimiento
en estos establecimientos de los leprosos que se deducen; Lib. I, Tít. XXXVIII, Ley III,
sobre las competencias de las Justicias y los Ayuntamientos en el recogimiento de
leprosos y demás que padezcan esta enfermedad; y Lib. I, Tít. XXXVIII, Ley III, not.
8, sobre la vigilancia que los Corregidores deben hacer sobre los hospitales y casas
de misericordia para el cumplimiento de su fundación.
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con menos centros, pero mejor dotados, con mayor capacidad y
eficaz funcionamiento297.

En esta línea continúa el empeño de los Borbones. Felipe V
(Cédula 13.VII.1730) deja en mano del Presidente o Gobernador del
Consejo los nombramientos de cargos hospitalarios (bajo la Comi-
sión de Hospitales) y el examen de sus cuentas, que deberá recibir
mensualmente, además de una puntual relación anual. Carlos III,
siguiendo la política de acoso policial a pobres y vagabundos susci-
tada tras el motín de Esquilache, se muestra partidario de:

1. Controlar estas instituciones, fenómeno este exponente de
la centralización estatal.

2. Rencauzar unas instituciones, cuyo gobierno se venía en-
cargando a la Iglesia tradicionalmente.

En resumidas cuentas, pretende hacer del Hospital un centro de
reciclaje de la fuerza del trabajo, donde no se espere a la muerte,
sino que se combata y venza mediante una oportuna organización
médica. Los enfermos ya no son tanto —ni siquiera, oficialmente—
un problema de caridad cuanto de administración pública, un reto
al que hay que responder con sistemas racionales y eficaces. Empie-
za a vislumbrarse el horizonte del devenir asistencial en la España
contemporánea.

La Real Cédula del 30 de octubre de 1766, que intenta resolver
uno de tantos conflictos jurisdiccionales entre la Justicia real y la
eclesiástica, sirve como ejemplo del aludido cambio298. Es una desa-
venencia más, fruto de un atentado sufrido por una patrulla noctur-
na a mano de un grupo de pobres del Hospital General de Madrid,
pero señala el inicio de un nuevo proceso, en el que se va a pasar
de la óptica de la salvación eterna a la de la curación médica. Por
dicha Cédula, queda perfectamente regulado que en los Hospitales
la jurisdicción civil compete al Ministro del Consejo, bajo el título
de Juez conservador, mientras que las causas criminales recaen en
la justicia ordinaria299.

297 En cumplimiento del Decreto de 31.5.1587 se verifica en Madrid la reunión
de once hospitales en el Hospital General (con previa autorización papal: Bulas de
6.XII.1566 y 9.IV.1567, a petición de Felipe II). La concentración se lleva a cabo en
muchas otras capitales españolas, con diferente celeridad. Cfr. M. Jiménez Salas:
op. cit. Págs. 94-96.

298 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 55-56.
299 La resolución regia puntualiza que el Hermano Mayor sólo correccionalmente

y sin formar proceso puede conocer los excesos del personal, interviniendo en todas
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Con semejante disposición Real se está dando el primer paso
hacia la uniformidad de la jurisdicción hospitalaria y del poder
administrativo en el interior de estos establecimientos.

Con la Real Orden de 19 de septiembre de 1777 —fruto de
haber intentado la Junta de Hospitales alterar el reparto jurisdiccio-
nal establecido300— el monarca ratifica por completo lo dispuesto en
1766:

• La jurisdicción civil en manos del Juez Conservador.
• La jurisdicción criminal en las de la justicia ordinaria.

En consecuencia, el Hospital tiende a perder su carácter protec-
tor y asilar para insertarse dentro de un programa de orden público,
que exige una nueva disciplina y afianzamiento de sus funciones.
Nace así una policía pública cuyas atribuciones pueden resumirse de
esta forma:

1. Consolidación de los poderes del Estado y seguridad general.
2. Garantizar el bienestar social, del que sin duda forma parte

importante la salud.

Todo ello explica la necesidad de una policía de salud pública,
que al mismo tiempo que vela por la felicidad, conviene a la segu-
ridad del Estado, al desarrollo demográfico y la productividad. Las
resoluciones legales adoptadas para acabar con la pobreza y la
mendicidad, como se ha podido comprobar, tendrán inmediatas
repercusiones en la reforma hospitalaria que se intenta realizar.

4.3. Hospicios

La evolución del Hospicio ilumina la otra cara de la que la
asistencia experimenta, en un doble aspecto: la ayuda y la selectiva
represión. En ellos, desde el inicio, funcionará un interés no sólo
económico, sino también filantrópico, moralizante y, sobre todo,
represor.

La elaboración teórica y la realización práctica de estas institu-
ciones asilares hay que buscarla en los inicios del Estado Moderno

las causas civiles el Juez Conservador de los Hospitales. Entre sus muchas atribucio-
nes destacan la protección y conservación de los centros y el conocimiento de todas
las causas y dependencias contagiosas que afecten a sus intereses, reservándose toda
apelación ai Consejo, nunca a otro Juez o Tribunal. Cfr. Colección de Reales Cédu-
las... op. cit. Pág. 56.

300 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 339-340.
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(aunque algunas, como las Casas de Expósitos, tengan orígenes
bastante anteriores: se las encontraba al principio anejas a los hos-
pitales y a las iglesias, de las cuales se irían independizando progre-
sivamente301). Es en los planes formulados por Vives, así como los
que se encuentran en las tesis de Lutero, en los erasmistas y en los
contrarreformadores católicos, como San Ignacio de Loyola, en
donde puede hallarse las primeras raíces explícitas de lo que poste-
riormente sería presentado como proyecto por M. Giginta y C. Pérez
de Herrera en la segunda parte del siglo XVI. Estos elaboran una
doctrina clara de lo que han de ser, cómo han de funcionar y para
qué han de servir estas Casas de Misericordia, Hospicios y Albergues
de Pobres: serán centros de corrección, encauzamiento de los dísco-
los y enseñanza de oficios útiles a la república, así como lugares de
reclusión y control. Su nota más característica, no obstante, cree-
mos que viene dada por su aspecto correctivo: «correccionales»
serán llamados posteriormente los centros, muy similares, encarga-
dos de «encerrar y reconducir a la juventud desviada» 302.

A pesar de la amplia discusión que los planes de ambos tratadis-
tas propician, y del apoyo que reciben por parte de amplios sectores
sociales, el rechazo de otros hará que sean pocas las fundaciones
que se realizan en los siglos XVI y XVII 303 Serán los ilustrados
quienes potenciarán su desarrollo: el asilo es un instrumento clave
en el cumplimiento de su interés público por controlar y fomentar
la población útil del reino (se trataba de incrementar el número de
los productivos, más que el número total de la población —recuér-
dese lo que B. Ward decía al respecto304). El medio empleado será,
en primer lugar, el control de los súbditos, la información sobre su
número, ocupaciones, modos de vida; de nuevo, las Diputaciones
de Barrio serán un instrumento clave en esta tarea. Una vez cono-
cidos estos datos se trata de reprimir a los considerados inútiles (por
vagos e improductivos, por su vida «inmoral» o su incumplimiento

301 Cfr. A. Carreras Pachon: op. cit. Pág. 37.
302 Cfr. Carmen López Alonso: «Memoria introductoria», en VV.AA: Cuatro siglos

de Acción Social. De la Beneficencia al Bienestar Social. Madrid 1988. Págs. 28-29.
303 Cfr. M. Jiménez Salas: op. cit. Pág. 126.
304 « La población se aumenta de diferentes modos físicos y políticos: se aumenta físicamente

cuando se acrece el número de individuos, se aumenta políticamente cuando de un hombre, que
no trabaja, se hace un vasallo útil inclinándole a la industria; y este es el aumento que más
importa, pues cuando se dice que la riqueza del soberano consiste en el número de sus vasallos,
esto se debe entender de vasallos útiles solamente, porque un millón de holgazanes, vagabundos
y mendigos de profesión, lejos de aprovechar, sirven de una carga muy pesada al estado, sin
los que estaría mucho mejor y más rico». Bernardo Ward: op. cit. Pág. 79.
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de la normativa establecida), mediante la doble vía del encierro y
la educación. Dos instrumentos, por tanto, dominan:

1. La pérdida de libertad.
2. La educación.

En esta óptica no ha de resultar extraño que sea precisamente
en plena época ilustrada cuando se registra un notable florecimien-
to de las instituciones asilares, tanto las generales como las dedica-
das especialmente a la recogida de los expósitos305. Este aumento de
la red asilar en el siglo XVIII es parejo a la degradación que la
hospitalaria experimenta 306.

Al igual que para los Hospitales, el ordenamiento jurídico para
Hospicios y Casas de Misericordia en la época de la Modernidad
aparece recogido en trece leyes (Título XXXVIII) de la Novísima
Recopilación.

Las preocupaciones de Carlos III por unas instituciones, tan en
boga en el pensamiento ilustrado del XVIII, como son los Hospicios,
se manifiestan en la Resolución Real del 21 de junio de 1780, en
ella se atiende a tan variados aspectos como su construcción y dis-
posición material o el tratamiento que recibirán los niños, niñas y
adultos recogidos en ellos307.

El número de Hospicios dependerá de la extensión y contingente
provincial de pobres que se piense albergar en ellos, así como de las
fábricas que interese establecer en una zona determinada. Cada uno
de estos centros constará de oficinas, laboratorios y dormitorios con
la debida separación de sexos y edades. También dispondrán de fá-
bricas y talleres, una amplia huerta para el cultivo y paseo de los
hospicianos, fuentes o cauces de agua corriente para limpieza de los

305 V. Pérez Moreda: Las crisis de la mortalidad en la España interior. Siglos XVl-XX.
Madrid 1980. Págs. 210-214.

306 De todos modos hasta la segunda mitad del S. XIX los establecimientos asilares
seguirán teniendo las mismas características que los fundados en el S. XVIII: escasa
especialización (según los datos suministrados por Madoz, en 1840, aproximadamen-
te el 46% estaba dedicado a los adultos y niños en general, el 48% a los niños
específicamente y sólo el resto eran establecimientos especializados), ello hace que
el modelo del Hospicio ya no responda a las nuevas necesidades que plantean las
diferentes condiciones económicas, sociales y políticas de la segunda mitad del siglo
y que se haga necesario el fomento de nuevas respuestas que hagan frente al desa-
rrollo de la vida urbana, la de la masa obrera que depende de un salario y cuya
conflictividad aumenta, y. en general, a la nueva situación: hay que especializar y
diversificar las respuestas. Cfr. P. Carara Solo: op. cit. Págs. 49-50.

307 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Págs. 404-406.
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materiales de trabajo y sanidad de la casa y, por último, una capilla
o iglesia donde oigan misa los hospicianos y se les explique la doctri-
na católica. A finales de siglo son pocas las ciudades importantes de
la Península que no poseen uno o varios establecimientos de esta
categoría. En el año 1797, según datos suministrados por Canga Ar-
güelles en su Diccionario de Hacienda, había en España un total de
101 hospicios que albergaban a 11.786 individuos. Esta cifra muestra
el alcance y extensión que tuvo la represión de la pobreza, indepen-
dientemente de que el funcionamiento de los hospicios respondiera
a los fines correctores y reeducadores con que fueron construidos 308.

A partir de esta resolución se intenta racionalizar el tratamiento
de los elementos que habitan estas instituciones, hasta entonces
ocupadas por una variada población que va desde el niño que sale
de la inclusa al anciano incapaz o el vagabundo sin domicilio u
ocupación.

Los internos varones aprenderán en la Escuela de Primeras Le-
tras a leer, escribir y contar, además de la doctrina cristiana, de
especial atención por parte del maestro y de los sacerdotes encarga-
dos de la asistencia espiritual. Superada esta fase, si son aptos para
ello, se les instruirá en el aprendizaje de un oficio, sometiéndose al
examen de maestros de fuera para acceder a la categoría de oficial
discípulo. Es entonces cuando comienzan a ganar un jornal, de
cuyo producto retiene 3/4 partes el Hospicio en concepto de vestido
y de alimentación, guardándoles lo restante en depósito para el día
en que abandonen el recinto. Quien desee alcanzar el grado de
oficial perfecto deberá someterse a una nueva prueba. No se esca-
tima imaginación para cuantos se inclinan por oficio inexistente en
el centro 309. Tampoco se descarta que los niños aptos para el cultivo

308 Cfr. P. Trinidad Fernández: «Asistencia y Previsión Social en el S. XVIII», en
VV.AA: De la Beneficencia al Bienestar Social. 4 Cuatro siglos de Acción Social. Madrid 1988.
Págs. 92-93.

309 El sistema adoptado se basa en la concertación con un maestro del oficio,
conforme a las siguientes condiciones:

a) Vestido y manutención a cargo del Hospicio.
b) Educación e instrucción en el arte bajo responsabilidad del maestro.
c) El tiempo de aprendizaje se divide en tercios:

• Lo que gana el muchacho en el primero quedará para el maestro.
• Lo del segundo, a medias entre el Hospicio y el Maestro.
• Lo del tercero, una parte para este último y dos para el Hospicio.

d) Alcanzado el grado de oficial discípulo: las condiciones económicas son las
comentadas con anterioridad, así como el proceso subsiguiente al nombra-
miento de oficial perfecto.

Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Pág. 405.
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del campo puedan ser entregados a un labrador para su formación.
Las bonanzas de este tipo de sistema educativo concilian intereses
de todo tipo: pragmatismo y estabilidad social, «de la mano de unos
artesanos y vecinos instruidos y útiles al Estado», saldrán hombres
expertos en artes y oficios, y serán unas semillas de buenos padres
de familia bien educados.

En cuanto a las niñas, se les enseñará la doctrina cristiana, a leer
y escribir, «nada se dice de contar y sí de las labores propias de su
sexo». Las más dispuestas manejarán «los primores de bordados,
blondas, redes y encajes», y las restantes, «las hilazas del lino, es-
tambre, cáñamo, algodón y demás primeras materias útiles para las
fábricas». La importancia dada al arte de la aguja viene motivada
por su incorporación inmediata a los telares instalados en los Hos-
picios. Dicho aprendizaje debe ir acompañado en todo momento del
cultivo de las virtudes cristianas y las buenas costumbres, así como
el dominio de las tareas domésticas310.

La administración de sus haberes es muy similar a la de los
varones. Cuando llega el momento de abandonar el Hospicio se les
da la cuarta parte de lo que perciben por sus trabajos, parte esta que
ha sido guardada en depósito, el resto se lo embolsa el estableci-
miento. Su futuro no entraña grandes sorpresas:

• Mujeres bien educadas que pueden solicitar el matrimonio.
• Criadas útiles.
• Si se frustran las anteriores salidas, alguna podrá quedarse de

maestra en el Hospicio.

Los adultos válidos para el trabajo, pero que por su edad o
rudeza son incapaces de aprender un oficio o especialización se
destinarán a «otros ejercicios más groseros y que sólo piden fuerzas
y vigor». Entre las diversas ocupaciones a desempeñar por los an-
cianos hábiles se enumeran: la recogida de limosnas, varias tareas
internas del centro como el aseo y limpieza de niños. Funciones
similares ejercen las ancianas con las niñas, con pequeñas variacio-
nes según los tiempos 311.

Para la construcción y mantenimiento de los hospicios se recurre
a diversas fuentes de ingresos. El Hospicio de Madrid se mantenía
de las limosnas particulares y de las concesiones y privilegios oficia-
les (impuestos sobre tabaco, billetes de teatro, alquiler de balcones

310 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Pág. 405
311 Cfr. Colección de Reales Cédulas... op. cit. Pág. 406.
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en la Plaza mayor para los días de fiestas)312. La Casa de Corrección
de San Fernando dependerá directamente del erario público. El
proyectismo ilustrado sugerirá diversas vías de financiación —ya
vimos los planteamientos de Bernardo Ward encaminados al esta-
blecimientos de loterías—. Los bienes de la Iglesia serán los más
solicitados, aunque la Iglesia se opone a financiar estas instituciones
por considerarlas establecimientos políticos que dependen del Esta-
do313. De especial interés, en cuanto que nos revelan la precaria
vida económica de los hospicios, destacan algunas normas legales
referentes a los Reales Hospicios de Madrid y San Fernando. Entre
otras, una Cédula de Carlos III fechada el 25 de febrero de 1770
mediante la cual, para subvenir las necesidades económicas de
ambas instituciones, autoriza el cobro del 5% sobre los bienes de
cuantos fallezcan en los centros («lo entregarán los párrocos sema-
nal o mensualmente al enviado por la Junta de Hospicios»). En esta
búsqueda pertinaz de nuevas fuentes de ingresos se recurre a toda
clase de gravámenes, como el que obliga a los vecinos de Madrid a
abonar una real mensual por cada caballería de uso propio, cuyo
cobro recae en los Alcaldes de barrio314.

La creación de Hospicios se sitúa dentro del contexto económico
del siglo y de la política poblacionista del Estado. La ausencia de
mano de obra para las incipientes manufacturas, cuando en el país
había tantas manos ociosas, hace que los economistas se fijen en la
población como riqueza desaprovechada. La doble faceta desempe-
ñada por los Hospicios, centros de recogida de menesterosos o
marginados y lugares de trabajo y capacitación, explica los cuidados
de la Administración pública por el presente y porvenir de unos

312 J.Soubeyroux: «El encuentro del pobre y la sociedad: Asistencia y represión en
el Madrid del S. XVIII». Estudios de Historia Social, num. 20-21, Madrid 1982. Pág. 102.

313 El Obispo de Barcelona, con ocasión de una consulta sobre la creación de un
hospicio en la ciudad, se queja de la exclusión de que son objeto en el cuidado de
los hospicios, pero, sin embargo, todos le recuerdan la obligación de dar limosna,
dando a entender, dice el obispo, «que los eclesiásticos somos buenos para contribuir con
caudales, más no para distribuirlos y emplearlos en el socorro de los pobres». Cfr. Francisco
de Paula Frutos: Uso y abuso de la misericordia de los pobres. Discurso en el que se manifiesta
la necesidad y utilidad de los hospicios para el buen régimen de la República. Barcelona
1973. Pág. 25.

314 Una disposición posterior, (firmada por Carlos IV el 23 de diciembre de 1802)
regula las competencias del Director de los Hospicios de San Fernando y Reales
Hospicios de Madrid. Interesa citarla, porque al igual que para los Hospitales, su
finalidad es dirimir la titularidad de la jurisdicción civil (Director) y la criminal (Sala
de Alcaldes de Casa y Corte y Jueces ordinarios de Madrid). Cfr. Colección de Reales
Cédulas dadas en el Reinado de Carlos IV. Madrid 1827. Pág. 214.
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establecimientos, tan útiles para la sociedad, a juicio de los ilustra-
dos. No hay que olvidar la función de policía que cumplían los
Hospicios, aislando a una pobreza que se asociaba a todos los des-
órdenes, que se confundía con la delincuencia política y social. El
Hospicio aisla y extrae de la sociedad una parte de la población
indiferenciada y permite actuar más eficazmente sobre los ilegalis -
mos populares.
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PARTE SEGUNDA: LA POBREZA
Y SU ASISTENCIA EN LAS CORTES

DE CÁDIZ DE 1812

En esta breve cita de Meléndez Valdés queda sintetizada la po-
sición del nuevo orden liberal ante la pobreza y su asistencia, tareas
estas que acometerá con irrenunciable y secularizador empeño:

«Si son la pobreza y la miseria elementos indispensables del
Estado Social, al Gobierno depositario de su felicidad y de su ar-
monía y fiel intérprete de las voluntades particulares, toca la jus-
ticia y la santa obligación de velar sobre los infelices y ser tutor y
padre de sus necesidades» 315.

La reforma ilustrada, como hemos visto con anterioridad, había
establecido las bases para la necesaria participación del Estado en el
ámbito de la pobreza y su correspondiente asistencia. Dicho de otro
modo, el Estado ha provocado las circunstancias propicias para que
el mundo de la pobreza y su asistencia se conviertan en una carga
estatal. Medidas impulsadas en el último tercio del siglo XVIII que
reglamentan o prohiben la mendicidad, o bien el ataque a la auto-
nomía económica de los centros asistenciales —materializado por
primera vez al aplicarse la normativa desamortizadora de 1798— no
pueden propugnarse sin el correlativo esfuerzo de intervención es-
tatal3'6. En las Cortes gaditanas, el liberalismo va a centrar sus
esfuerzos en recabar para el Estado la administración y cuidado de
los establecimientos benéficos que empiezan a perder su autonomía
e independencia administrativa. Junto a ello hay que señalar, fruto
de las distintas tensiones históricas entre el Estado y la Iglesia, la
imposibilidad de esta última para realizar las funciones asistenciales

315 En tales términos valdecianos, no sabemos si lo que pretende es secularizar la
asistencia (Caridad religiosa) o sacralizar las funciones de la administración pública.
J. Meléndez Valdés: Discursos Forenses. Madrid 1821. Pág. 307.

316 Cfr. Carmen Alemán Bracho: op. cit. Pág. 112.
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que tradicionalmente habían mantenido como propias317. Sobre este
último punto resulta de especial interés la intervención del Sr. Pre-
sidente en la Sesión del 27 de septiembre de 1811:

«¿Cuánto no ha contribuido el clero al bien del Estado desde
el principio de la Monarquía? Nadie lo ignora. Pudiera hacerse un
compendio de sus continuos y señalados servicios para la religión
y la Patria. Son muchas las instituciones para españoles pobres las
que han sostenido y administrado. Pero nos encontramos en esas
circunstancias en las que el Estado, aunamiento de voluntades, es
quien debe asumir tales competencias»318.

En esta asunción por parte del Estado de tareas asistenciales y
benéficas hay que tener en cuenta la conjugación de una serie de
factores, desde ideológicos —tales como la nueva visión de la pobre-
za y su asistencia— hasta políticos y de orden interior, el mundo de
los marginados se nos presenta como un foco de peligrosidad social
al que hay que hacer frente. Tampoco hay que olvidar las propias
crisis del sistema asistencial tradicional que, si bien estaba preparado
precariamente para hacer frente a las crisis agrarias anteriores, muy
difícilmente puede enfrentarse a la magnitud de la crisis de subsis-
tencias de comienzos del siglo XIX. Si a ello añadimos las sucesivas
desamortizaciones que se proceden en el siglo XIX y que debilitan
sustancialmente la economía de las fundaciones, las bases para la
aparición decidida del Estado, estaban puestas319.

Con la primera regulación constitucional va a quedar configura-
da la beneficencia. El paso de la monarquía absoluta al Estado Li-
beral viene acompañado por la asunción por el Estado de las acti-
vidades de asistencia social y beneficencia pública 320. Pero antes de
empezar el estudio de esta nueva configuración de la asistencia,

317 Cfr.F. Garrido Falla: «La beneficencia de las entidades públicas y su conexión
con la privada y con las nuevas formas de seguridad social», en VV.AA: Problemas
políticos de la vida social. Madrid, 1962. Págs. 205-206.

318 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1933.
319 Cfr. Florentina Vidal Galache: «De la Caridad Privada a la Beneficencia Pública

en España. La ley general de Beneficencia de 1822», en VV. AA: Materiales para el
estudio de la Constitución de 1812. Madrid 1989. Pág. 768.

320 Así, en la Constitución de 1812, en su artículo 321.6 confía a los Ayuntamien-
tos: «Cuidar de los hospitales, hospicios, casas de expósitos y demás establecimientos de bene-
ficencia, bajo las reglas que se prescriban». Y los artículos 323 y 355.8 atribuyen a las
Diputaciones provinciales la competencia en la inspección del funcionamiento y la
proposición al Gobierno de las medidas pertinentes para la reforma de cualquier
inadecuación detectada.
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conviene analizar la concepción de pobreza que poseen los diputa-
dos gaditanos, el origen de sus causas y de sus males. Esto en gran
medida servirá como punto de partida para la mejor comprensión
del modelo de asistencia social que pretenden los constituyentes de
Cádiz de 1812, base de la Ley General de Beneficencia de 1822. No
en vano, esta ley es simplemente un desarrollo de los principios que
las Cortes de Cádiz habían consignado en materia de Beneficencia.

1. LA POBREZA Y SUS REMEDIOS: UNA HERENCIA
ILUSTRADA

Cuando analizamos la valoración que hacían de la pobreza los
proyectos ilustrados encontramos como línea común de pensamien-
to él hecho de considerar que un Estado rico era aquél que poseía
abundante población y que esta fuera útil y laboriosa. Este plantea-
miento lleva a nuestros ilustrados —Ward, Campomanes, Arriquí-
bar, Jovellanos... por citar algunos— al establecimiento de políticas,
que en más de una ocasión podríamos considerar utópicas, encami-
nadas a la integración social y laboral de estos elementos margina-
les. Los abundantes proyectos esbozados para instituciones benéfi-
cas se sitúan dentro de esta línea. Ubicados, tanto proyectos como
proyectistas, dentro del más puro racionalismo social, piensan en el
uso de la Razón como un buen instrumento para poner fin a las
distorsiones existentes dentro de la dinámica social"1. Presenta en
consecuencia el pensamiento ilustrado a la pobreza como sinónimo
de delincuencia, inutilidad y peligrosidad social. Esta concepción
seguirá vigente en los diputados gaditanos que aplicaron contra ella
medidas policiales, entendiendo este último concepto no sólo en el
sentido represivo que hoy tiene, sino que engloba todo aquello
relacionado con el bienestar de las poblaciones322.

Ejemplo de lo anterior es la intervención del Sr. Villanueva. Sus
palabras, claramente imbuidas del espíritu racionalista dieciochesco,
anteriormente enunciado, reflejan una fuerte crítica contra las prác-
ticas caritativas tradicionalmente realizadas por la Iglesia:

«Me opondré siempre a la caridad indiscriminada practicada
por la Iglesia, con estas medidas de reparto al libre albedrío de

321 Cfr. J. Soubeyroux: op. cit. Pág. 127.
322 Cfr. Pedro Trinidad Fernández: op. cit. Pág. 89; y Carmen López Alonso: op. cit.

Pág. 19.
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limosnas tan sólo se puede fomentar la ociosidad entre los pobres
hasta el extremo que se hagan delincuentes» 323.

En estos mismos términos se habían expresado ya algunos ilus-
trados que veían en las prácticas caritativas realizadas por la Iglesia
el germen de numerosos conflictos sociales fruto de una pobreza
encubierta. Esta crítica encuentra también su origen en la desapa-
rición del concepto de pobre como imagen de Jesucristo324.

Otra manifestación de la continuidad del pensamiento ilustrado
es la intervención del Sr. Laserna. Enmarcada en el contexto de
discusión sobre la reversión de derechos y fincas de la Corona,
expone cuáles deben ser los medidos a poner en práctica para atacar
al mundo de la pobreza y la necesidad material:

«Sólo el trabajo y la educación podrán sacar a los muchos
españoles de la situación de pobreza en que se hallan sumidos. Los
medios para atacar la pobreza que es sinónimo de ignorancia,
incultura y miseria deben ir por ahí, aplicar a los verdaderos
pobres al trabajo y a la educación» 325.

La presentación del trabajo y de la educación como los instru-
mentos propicios y adecuados para enfrentarse al mundo de la
pobreza, manifiestan como planteamiento de fondo la idea ilustra-
da tantas veces citada de que un Estado rico es aquél que posee
elementos útiles y laboriosos. Aunque se analiza y estudia en otro
apartado, los proyectos educativos ilustrados y su prolongación
natural, los gaditanos, se sitúan en esta línea, programas docentes
claramente marcados por la idea de utilidad e inserción laboral.

Siempre se ha dicho que el pensamiento liberal encuentra sus
raíces en la filosofía de la Ilustración, los ilustrados habían presen-
tado a la felicidad como la aspiración última de los individuos. Los
liberales concretan esta felicidad en la riqueza, objetivación material
de la felicidad. En función de estos planteamientos, todos los hom-
bres pretenden ampliar sus propiedades mediante la aplicación de
su tiempo, capacidad y trabajo. La diferencia de riqueza responde
en consecuencia a diferencias en el tiempo y capacidad de trabajo
que cada individuo aplique a la consecución del fin felicidad/rique-

323 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1521.
324 Cfr. Bernardo Ward: op. cit. Pág. 218.; N. de Aniquíbar: op. cit. Pág. 51; Valen-

tín de la Foronda: op. cit. Pág. 152; y J. Danvila: op. cit. Pág. 125.
325 Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 1306-1307.
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za326. Postulados como ios anteriores, hijos de la filosofía de la Ilus-
tración y del pensamiento liberal, explican intervenciones como la
del Sr. Iniguanzo cuando intenta analizar las diferencias existentes
en la sociedad y las causas de la pobreza:

«¿Qué razón hay para que unos sean tan ricos y otros tan
pobres? ¿Qué razón hay para que unos anden a coche u otros a
pie? Si se quiere una respuesta yo se la daré: El trabajo. El pobre
es pobre porque no trabaja o porque no puede trabajar. Proporcio-
nemos a estos miserables los medios necesarios para aplicarlos al
trabajo»327.

Cuando se habla sobre pobreza en las Cortes de Cádiz, heredan-
do los planteamientos ilustrados, se piensa en la aplicación al tra-
bajo como remedio eficaz.

La siguiente intervención del Sr. Mendiola, dentro de la discu-
sión de un Informe presentado por el Consulado de Méjico sobre la
situación de miseria existentes en aquellas tierras, nos resume cuál
es la concepción existente en las Cortes de Cádiz frente a la pobreza
y los medios necesarios para su extirpación:

«La pobreza es la madre de todos los vicios y su mejor remedio
es el trabajo. Basta ya de limosnas pasajeras y demos trabajo al
verdadero pobre para que salga del estado de miseria en el que se
encuentra»328.

Pobreza, en consecuencia, es un sinónimo de delincuencia y
peligrosidad. El mejor remedio para ponerle fin es la aplicación al
trabajo y, por tanto, la inserción social y laboral de los pobres.

Teniendo en cuenta esta concepción y los medios que ella con-
lleva, a continuación analizamos una serie de proyectos, a los cuales
podíamos calificar de utópicos, presentados por algunos diputados
gaditanos. Ninguno de ellos se llevó a la práctica, pero revela la
preocupación existente por este tema al cual se intenta poner fin.
Toda esta serie de proposiciones son herencia de los programas y
proyectos ilustrados con anterioridad analizados.

326 Cfr. Fritz Valjavec: op. cit. Pág. 187.
327 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1642.
328 Diario de Sesiones. Vol. III Pág. 1878.
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1.1. Las pretensiones de utilidad pública
en las proposiciones de los Sres. Borrull,
Ramos de Arispe y Silves.

La Comisión de Arreglos de Tribunales afrontó la problemática
de la pobreza con medios represivos y policiales. Muestra de ello es
el Capítulo III del Proyecto de Instrucción para el gobierno econó-
mico-político de las provincias. El artículo 1º de dicho proyecto
plantea que «puesto que los pobres y los miserables turban el orden
y la seguridad pública», el castigo que debe aplicárseles es la cárcel,
«y si no hubiere sitio para ellos en tales instituciones, se habilitarán
otros edificios para tal cuestión». Por su parte, el artículo 17° atri-
buye a los jefes políticos la misión de recoger a los pobres y ponerles
a disposición del juez competente «para que los juzgue con arreglo
a las leyes vigentes, no superando este encierro el plazo de cuatro
días de prisión»329.

Constituyen estos artículos una continuidad en las medidas
punitivas adoptadas contra la pobreza por parte de los últimos
Borbones.

Tales medidas son rechazadas desde el primer momento por una
serie de diputados que observan, en su opinión, la ineficacia de las
mismas. La línea común de pensamiento de cada uno de estos dipu-
tados es la crítica contra las medidas punitivas y represivas que in-
tentan aplicarse contra la pobreza y los pobres, en cuanto que tales
medios no conducen a una solución concreta. Claramente influen-
ciados por el proyectismo ilustrado del siglo XVIII, convienen que los
mejores remedios que se pueden aplicar contra la pobreza tienen que
tener su origen en el intento de convertir a los pobres en individuos
útiles y laboriosos. Para tal objetivo debe empleárseles en trabajos
útiles, fenómeno este que reportaría importantes beneficios indivi-
duales y colectivos. Individuales en cuanto que estos elementos, dís-
colos y peligrosos, empezarían a insertarse social y laboralmente,
dejando a un lado la situación de peligrosidad social en las que están
enmarcados, pudiendo mantener económicamente a sus familias.
Colectivos, porque se les emplearía en el desarrollo de obras públicas
que darían importantes beneficios para la comunidad.

Las propuestas represivas y policiales presentadas por la Comi-
sión de Arreglo de Tribunales son rechazadas desde un primer
momento por el Sr. Borrull, que manifiesta su oposición en los
siguientes términos:

329 Diario de Sesiones. Vol. VII Pág. 5510.
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«No convengo en que se castigue con la pena de la cárcel a los
pobres y miserables» 330.

Para apoyar su negativa recurre en primer término a la tradición
de donde recoge el verdadero sentido y fin que deben poseer las
instituciones penitenciarias:

«El Sr. D. Alonso el Sabio (en la ley II, Título XIX, Partida 7ª)
expone que la cárcel debe ser para guardar a los presos, y no para
hacerles otro mal, ni para darles pena en ella. Si en los últimos
tiempos se pensó de otro modo, no corresponde que sirva de regla
para los que gobiernan» 331.

En segundo lugar —exponiendo claramente cuál debe ser la
política y los medios que hay que adoptar frente a los pobres—
critica la propia inutilidad de estas instituciones si su fin es actuar
contra la pobreza:

«No hay necesidad de adoptar penas como la cárcel contra los
pobres: otras se les pueden imponer, que sin privarles de la liber-
tad, sirva para contenerles y sean más útiles al público» 332.

En consecuencia, la política y los medios que deben adoptarse
contra la pobreza, en opinión de Borrull, deben situarse en la línea
de hacer de estos elementos marginales, individuos útiles al bien
público. Lejos de adoptar políticas represivas y policiales, plantea
someramente la posibilidad de integrar social y laboralmente a estos
individuos teniendo en cuenta los beneficios comunes y públicos
que se derivan de ello.

Partiendo de este fin, la necesidad de convertir a los pobres en
elementos útiles y laboriosos, proyecta una posible solución destina-
da al empleo de pobres y miserables en las obras públicas. Pretende
la sustitución del castigo carcelario por el empleo de estos indivi-
duos en tareas públicas que traerían consigo un importante bene-
ficio para la comunidad:

«Ateniéndose pues, a este importante fin: emplear a todos los
pobres y miserables en las obras públicas, en la composición de ca-
lles caminos; con ello se consigue no sólo castigar, sino que el castigo
sirve también para proporcionar algún beneficio al público» 333.

330 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5521.
331 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5521.
332 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5521.
333 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5521.
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El fin de tales pretensiones va mucho más allá del proporcionar
un empleo útil, esto es tan sólo el primer paso para conseguir que
los pobres y sus familias puedan mantenerse social y económica-
mente:

«Con este tipo de política conseguiremos que los pobres ayuden
a la manutención de sus familias y estas puedan vivir en paz y
tranquilidad, cosa esta que no se conseguiría si se los castiga con
la pena de la cárcel» 334.

Para la puesta en práctica de estas pretensiones Borrull apela a
los artículos 321, 323, 335, en virtud de los cuales, es competencia
de los Ayuntamientos y Diputaciones el ejercicio de tales funciones.
Cada año se hará una lista de los pobres y miserables de cada muni-
cipio por parte del Ayuntamiento, que a su vez será remitida a las
Diputaciones provinciales con el fin de repartir a los pobres en dis-
tintos empleos según las necesidades que presente cada comunidad.

Al examinar esta intervención recordamos algunos de los postu-
lados de Ward o Campomanes, pero al igual que ocurrió con las
«utopías» dieciochescas, el proyecto del Sr. Borrull quedará en una
simple intervención parlamentaria sin aplicación práctica alguna. La
no existencia de medios económicos necesarios, unido al propio
estado de guerra en que estaba sumida la nación, imposibilitarán la
realización de estas ambiciosas pretensiones.

En el mismo contexto y en la misma línea que la intervención
del Sr. Borrull están los planteamientos del Sr. Ramos de Arispe.
Tras criticar, en términos similares a los empleados por el Sr. Bo-
rrull, el hecho de que se castigue con la pena de la cárcel a pobres
y miserables, lanza la siguiente afirmación digna de un hijo y he-
redero de la Ilustración:

«¡Desgraciados pobres1. Mejor sería tratar de sacarles del estado
de miseria en el que se encuentran, proporcionándoles medios en
los que trabajen y ganar su sustento, que no en suplir esto con la
cárcel, etc (...) con sentimientos de humanidad» 335.

No establece ningún proyecto concreto en el que ocupar a pobres
y miserables, ahora bien, sí piensa que deben ser los jefes políticos,
las diputaciones, y los ayuntamientos, las instituciones que tengan
encomendadas las funciones de inserción laboral y social de los po-

334 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág, 5522.
335 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5477.
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bres. El hecho de que sean tales instituciones las que asuman tales
menesteres está íntimamente ligado con uno de los fines perseguidos
por la Constitución y el programa liberal que ésta trae consigo; así
nos los refleja Ramos Arispe al finalizar su intervención:

«Ocúpese V.M. en proporcionar a los ciudadanos medios con
los que aumentar sus fortunas, y vivir con seguridad personal» 336.

Riqueza y paz interior, dicho de otro modo, bienestar y seguri-
dad. Es en consecuencia el problema de la pobreza una cuestión
que afecta al bienestar y seguridad de las poblaciones, de ahí que
sean los ayuntamientos, diputaciones y jefes políticos las institucio-
nes que tengan encomendadas su tratamiento, hecho éste ligado a
su vinculación más directa con el problema.

La crítica contra los medios policiales represivos a la hora de
tratar a los pobres también es abordada por el Sr. Silves en su
intervención:

«.De nada sirve prender a los pobres y miserables y tenerles
cuatro días en la cárcel y así en la segunda, tercera y cuarta
detención. Ello no significa que abandonemos el tratamiento de
este tema, tan solo hay que afrontarlo con la seriedad y eficacia
ilustrada» 337.

Para Silves la seriedad y eficacia ilustrada significa, igual que
para Borrull y Ramos de Arispe, que a pobres y a miserables se les
dé las correspondientes oportunidades para que se integren en el
mundo laboral:

«Hoy no tenemos casas de corrección, ni, según el estado en que
a quedado la Nación con esta guerra desoladora, las tendremos en
muchos años, y nunca las podrá haber en todas ni aún en la
mayor parte de las poblaciones. Entretanto, pues, que carezcamos
de estos establecimientos, ocupemos a estos pobres en oficios y tra-
bajos de utilidad pública, que repercutan en beneficio de la propia
comunidad» 338.

Los oficios y trabajos a los que se refiere el Sr. Silves son los
mismos que con anterioridad planteaba el Sr. Borrull: empleo en
obras públicas, construcciones de canales, acequias y caminos, lim-

336 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5478.
337 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5649.
338 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5649.

139



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

pieza de calles... Jefes políticos y alcaldes tendrían encomendadas
estas funciones:

«Dejemos expeditas las facultades de los jefes políticos y los
alcaldes para ocuparse a estos elementos marginales de la sociedad,
sujetos a su autoridad, con los medios proporcionados a la condi-
ción de cada uno» 339.

Una vez más se propone que sean estas instituciones, encargadas
del bienestar y seguridad de la población, las que se ocupen de la
tarea de insertar social y laboralmente a esta clase de individuos.

Nos encontramos por tanto con una disparidad de planteamien-
tos en tomo a cómo debe de tratarse el mundo de la pobreza. Todos
coinciden en presentárnosla como una situación nociva social y
política, que afecta a la paz y al bienestar de las poblaciones. La
diferencia estriba en los medios a aplicar contra ella.

Por un lado nos encontramos la postura de la Comisión de
Arreglo de Tribunales que defienden, siguiendo con lo que tradicio-
nalmente se había hecho, el modelo policial y represivo fundamen-
tado en la propia concepción existente en torno al pobre valorado
como elemento díscolo y nocivo. Por otro, apreciamos la perviven-
cia de las ideas ilustradas en la intervención de estos tres diputados.
Piensan que la pobreza no es un mal inextirpable y más que actuar
contra ella con medios punitivos hay que atajarla a partir de la
inserción laboral y social de los más pobres. Teniendo como telón
de fondo las ideas de bienestar, riqueza y seguridad plantean la
posibilidad de ocupar a estos elementos pobres y miserables en obras
públicas y de beneficio común, siendo las instituciones de gobierno
interior —ayuntamientos, diputaciones y jefes políticos— las que se
encarguen de ello.

El enfrentamiento existente entre proyectos y legislación que
habíamos encontrado en el siglo XVIII tiene en las Cortes de Cádiz
su continuidad con esta disputa entre medios policiales y represivos
y medios de inserción e integración laboral y social.

1.2. La agricultura, un instrumento para dar soluciones
al mundo de la pobreza

La pobreza y el planteamiento de posibles mecanismos económi-
cos y soluciones para afrontarla también va a aparecer en los deba-

339 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5649.
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tes existentes en torno a la utilidad que debe darse a terrenos tales
como los baldíos; realengos, propios, arbitrios, montes y plantíos.
Para analizar el conjunto de reformas que se pretenden aplicar a
este tipo de terrenos hay que tener en cuenta por una parte las
ideas heredadas de las Ilustración, cuyo eje central es transformar a
los elementos pobres y marginales en individuos útiles, laboriosos y
productivos, con lo que convertirlos en propietarios individuales
constituye una medida altamente eficaz. Por otra, hay que valorar
el nuevo sentido que cobra la propiedad como uno de los principios
fundamentales que inspiran la sociedad clasista340. En este sentido,
la propiedad debe cumplir determinadas condiciones para que lleve
a cabo las funciones que se le atribuyen en el sistema:

1. Ha de ser libre, o lo que es lo mismo no estará excluida del
comercio en virtud de disposiciones legales como sucede
con los bienes amortizables.

2. Será absoluta, por cuanto su titular podrá disponer con total
libertad de sus bienes, sin que se admitan limitaciones como
las que impedían enajenar los vínculos y mayorazgos.

3. Finalmente, la propiedad ha de ser individual, por ser un
derecho imputable únicamente a personas físicas, y ningu-
na institución —Estado, Iglesia, Municipio, Universidad—
podrá justificar su derecho a poseer.

En este contexto, enmarcado por las ideas de utilidad, produc-
tividad y propiedad resulta de especial interés el «Dictamen de la
Comisión de Agricultura sobre el repartimiento de terrenos baldíos,
realengos, propios y arbitrios»341. La conversión en propiedad par-
ticular y su pretendido reparto se intentan presentar como una de
las soluciones frente al mundo de la pobreza:

«Dando principio al repartimiento de terrenos de realengo,
propios, baldíos y arbitrios se fomentará a una multitud de ciuda-
danos pobres con grandes utilidades para ello y para la Nación» 342.

El reparto se haría concediendo una pequeña suerte de tierra de
baldíos o realengos —suerte que no excederá la cuarta parte de la
misma— a todos los vecinos pobres de los pueblos respectivos, siem-

340 Cfr. Gonzalo Anes: La agricultura española del S. XI hasta 1868; algunos problemas.
Madrid 1981. Págs. 235-238.

341 Diario de Sesiones. Vol. IV. Págs. 2807-2810.
342 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2807.
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pre que la pidan y no posean en propiedad otra tierra. En los pue-
blos en los que no hubiere baldíos, o sean tan cortos que no alcan-
cen para esta distribución, se podría dar a los vecinos pobres no
propietarios que la apetezcan una suerte igual de las tierras labran-
tías de propios. Las condiciones a las que estaría sometido el reparto
serían las siguientes:

«Estas tierras se concederán en plena propiedad para que sus
dueños puedan cercarlas, aprovecharlas libre y exclusivamente, y
destinarlas al uso o cultivo que más los acomode, con la sola su-
jeáón de que no puedan enajenarlas en cuatro años, ni vincular-
las, ni pasarlas a manos muertas, y de que no cultivándolas o no
pagando en dos años al canon respectivo, perderán su suerte, y será
dada a otro más laborioso» 343

La existencia de este tipo de condiciones responde a preocupa-
ciones tales como el intento de evitar la holgazanería y que se
hagan cargo de ellas personas de una situación económica estable;
también está presente la idea de evitar que de nuevo se amorticen.
En este sentido se prevé que no se desprenda el pobre de su suerte
antes de haberle cobrado efecto y que estos bienes no se amorticen
o acumulen, pues es de suyo que circulen libremente.

Los beneficios que se derivarían de estos repartos para las clases
pobres y miserables, expresados con los tintes utópicos de unos
reformadores como son los hombres del 12, quedan recogidos al
final de dicho dictamen:

«Las utilidades que resultarán de estas concesiones son tan
palpables que no necesitan persuadirlas la comisión. Al ser propie-
tarios todos los españoles pobres que sean posibles, el Estado tendrá
una ganancia segura y el hambre e inutilidad a que se encuentran
sometidas estas clases miserables irá en detrimento» 344.

Dos intervenciones parlamentarias en torno a este Dictamen son
merecedoras de tenerse en cuenta. En primer término nos encon-
tramos con la del Sr. Alonso y López que viene a resumirnos bre-
vemente su apoyo a dicho dictamen en función de las consecuen-
cias que trae consigo:

«El reparto de tierras tales como estas, improductivas y mal
explotadas, es la base para el afianzamiento de buenas costumbres

343 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2807.
344 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2807.
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de las que se derivan buenas leyes y en su consecuencia no habrá
ningún pobre ni mendigo» 345.

Por su parte el Sr. Larrazábal expone las circunstancias negativas
en que se encuentran estas clases miserables y como el reparto de
este tipo de propiedades daría solución a una serie de situaciones
que atentan contra el propio orden interior:

«La necesidad obliga al pobre a atacar la propiedad; el peso de
su aflicción, que lo conduce a la embriaguez y que lo pone en un
estado feroz, y los recursos de los agraviados, que exigen el castigo
de estos infelices, que mejor podían llamarse víctimas del sistema
que delincuentes, puede conducirles a la desesperación si no se
remedia pronto. La conversión de estos miserables en propietarios
individuales constituye una eficaz medida no sólo por los propios
beneficios que obtendrá la productividad del Estado, también por
sacar de esta situación miserable a los cientos de pobres que en ella
se encuentran» 346.

Como podemos observar, en el apoyo que estos dos parlamenta-
rios dan al Dictamen de la Comisión de Agricultura sobre el reparto
de este tipo de propiedades, afloran dos rasgos que habían caracteri-
zado a la visión del mundo de la pobreza desde el siglo XVIII:

1. Hay que transformar a los pobres en individuos útiles y
provechosos en cuanto que ello repercute en la gloria y
grandeza de la Nación.

2. Es la pobreza y todo lo que ella significa una cuestión de
orden interior en cuanto que atenta contra la propia segu-
ridad de las poblaciones.

El reparto de lotes de tierras entre pobres, convirtiendo a estos
en pequeños agrícolas, es también el tema de fondo del «Dictamen
de la Comisión de Agricultura acerca de montes y plantíos». Así nos
aparece en su artículo 4o:

«Todos los terrenos de Montes y Plantíos, tradicionalmente ex-
plotados de forma comunal, se dividirán en lotes de tierras que se-
rán repartidos entre los pobladores pobres de cada comunidad o
ayuntamiento. Se pretende con ello convertir a estos ciudadanos en

345 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2744.
346 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2743.
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propietarios y salir del estado de miseria en el que se encuen-
tran»347.

La discusión existente en torno al citado artículo nos revela dos
formas diferentes de actuar contra la pobreza. La primera es una
clara manifestación de los postulados ilustrados. Apoyando a este
artículo, estima que la mejor forma para actuar contra la pobreza es
la conversión de los pobres en pequeños propietarios, dicho de otro
modo, convertir a los pobres en individuos útiles, ello explica su
posición favorable al reparto de este tipo de terrenos si ése es su fin.
La segunda postura, a la cual de forma analógica podríamos deno-
minar tradicional, se manifiesta opuesta a dicho reparto. Los argu-
mentos esgrimidos para poner de relieve su posición contraria a
dicho artículo se fundamentan en el papel «caritativo» que poseen
estos terrenos de los cuales los pobres extraen algunos recursos para
su precaria economía como leña, frutos silvestres, etc.. En el fondo
se nos presentan dos concepciones totalmente diferentes sobre la
pobreza. Los primeros, continuadores del racionalismo ilustrado,
la ven como un mal extirpable a través de la propia utilidad que se
le puede dar tanto a pobres como a terrenos, los segundos defien-
den un modelo de caridad tradicional en cuanto que el valor que
dan a dichos terrenos es el de una limosna para satisfacer las nece-
sidades más apremiantes de las clases marginales.

Partidario de la transformación de estos terrenos comunales en
propiedades particulares es el Conde de Toreno:

«La protección de la propiedad individual es la forma de pros-
peridad en aquellos países que la han respetado. Con la conversión
de plantíos y montes, en propiedades particulares desterraríamos
la holgazanería, la desidia, la pobreza, enfermedad esta última
casi endémica en España, debida en gran parte a una piedad mal
entendida, difícil de desarraigar. Con el reparto conseguiremos
transformar a muchos que están en la pobreza en propietarios
útiles al darles los medios apropiados» 348.

Los argumentos usados para la defensa de su postura nos pre-
sentan una concepción de la intervención estatal ante la pobreza
que se sitúa a caballo entre los ideales ilustrados y el pensamiento
liberal:

347 Diario de Sesiones. Vol. IV. Págs. 2466-67.
348 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2467.
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«La verdadera caridad del Estado consiste en dejar al hombre
con las menos trabas posibles, y su interés y el deseo de su felicidad
individual, a que es impelido por su propia naturaleza, le deter-
minará y enseñará a donde ha de dirigir sus miras, y en que ha
de emplear mejor su industria para conseguir abundancia y rique-
za. Tiene en consecuencia el Estado la obligación de proteger y
ayudar a los más pobres a salir de su situación en que se encuen-
tran promoviendo los medios que necesiten que no deben limitarse
a la clásica limosna eclesiástica» 349.

En los mismos términos que el Conde de Toreno se manifiesta
el SR. Zorraquín en su intervención. Colocando como punto de
partida el principio de que toda propiedad productiva está mejor en
manos de un particular que no en las de todo el pueblo o en la de
muchos, apoya lo dictaminado por la Comisión de Agricultura: de
las propiedades privadas se derivarán unos rendimientos que difícil-
mente suelen darse en las propiedades de carácter comunitario. En
su opinión, son más los beneficios que obtendrían las clases pobres
y miserables con la conversión de estos terrenos en propiedades
particulares que las consecuencias negativas que muchos ven en
este tipo de medidas:

«Algunos han hablado de lo negativo de estas medidas en
cuanto que de estas tierras se aprovechan los pobres sacando leña
para su consumo, y aún para vender; se han ponderado, en mi
opinión los daños que se causarían a infinitas personas, que no
teniendo en los pueblos todo lo necesario para su manutención se
alivian con este arbitrio de conducir leña a su casa que sacan de
los montes comunes sin costarles nada. Sin embargo, bien medita-
do este asunto, el repartir este tipo de tierras entre los pobres de
cada comunidad a la larga traerá un importante beneficio tanto
para ellos como para la comunidad y en general para el bien del
Estado» 350.

Tanto Toreno como Zorraquín al defender y apoyar un principio
básico del pensamiento liberal, como es en este caso la propiedad
particular, están dando vigor a la tan reiterada idea ilustrada de que
el mejor remedio contra la pobreza es la conversión de los elemen-
tos que configuran este mundo en individuos útiles, conversión que

349 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2466.
350 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2465.
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repercute, como decíamos con anterioridad, tanto en la seguridad y
orden interior, como en la riqueza y grandeza de la Nación.

La oposición a este tipo de medidas se plantea desde la óptica de
considerar el carácter «caritativo» que poseen estas tierras para las
clases pobres. Si bien los primeros, Toreno y Zorraquín, han afronta-
do la problemática de los pobres con medidas que esconden tras de sí
la visión ilustrada del mundo de la pobreza, los que se oponen a ellas
se enfrentan a esta cuestión desde la defensa del sistema tradicional
de propiedades comunales. El Sr. Villanueva, enmarcado en la segun-
da postura, nos resume en su intervención el porqué de la oposición
a la transformación de estas tierras en propiedades particulares:

«Señor, hay muchos pueblos en los cuales estos arbolados de
propios y baldíos tienen en objeto grande utilidad para el común,
y para cada uno de los vecinos, especialmente los pobres. En unos
se les permite el aprovechamiento de la leña, del fruto de los árbo-
les, del esparto, y de lo demás que produce el monte; en éstos se
venden estos productos y sus beneficios entran para satisfacer
muchas necesidades de estas clases pobres» 351.

Martínez Fortún, de forma más explícita y detallada, pone de
manifiesto el carácter de auxilio que para las clases más humildes
representan dichos territorios. Amparándose en ello expresa su ne-
gativa a lo reglamentado por la Comisión de Agricultura en su
artículo 4o: .

Se ha dicho que si los montes se venden a particulares se le
quita al pobre el auxilio de traer a su casa una carga de leña. El
monte, Señor, es un tesoro inagotable para el pobre, pues en él
halla la leña, el esparto, la chaparra, la palma, la grana, el pal-
mito, etc., hablando materialmente, como acostumbro, pues no sé
explicarme de otro modo. En las temporadas de invierno, que por
aguas el pobre no puede trabajar, se retira al monte, donde igual-
mente tiene su jornal duplicado, porque halla leña, esparto y de-
más; cuando el tiempo se lo permite, la lleva a los pueblos, la
vende; de donde saca la subsistencia de su familia; lo que no puede
hacer siendo estos montes de particulares» 352.

Más que sacar al pobre del estado de miseria en el que se en-
cuentra a través del reparto de tierras, reparto que ofrece el ensam-

351 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2459.
352 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2470.
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blaje perfecto de los ideales liberales —defensa y apología de la
propiedad privada— y de los ideales ilustrados —conversión de los
pobres en individuos productivos—, Villanueva y Martínez Fortun
pretenden el mantenimiento de una situación —propiedad comunal
de montes y plantíos— que apenas presenta diferencias con la tra-
dicional limosna como medio de asistencia al pobre. Si bien los
primeros —Toreno y Zorraquín— se acercan al mundo de la pobre-
za con anhelos de reforma y transformación en elementos útiles a
los pobres, los segundos abogan por el sistema caritativo de limosna
indiscriminada, en este caso a través de la libre recolección de los
frutos que ofrecen estas propiedades, sistema, que todo sea dicho,
había tenido sumido al pobre en una situación de la que difícilmen-
te podría salir. No es que el reparto de tierras comunales sea la
solución eficaz a todos estos males, pero cuando se aboga por ello,
se hace desde la óptica de intentar sacar de la situación de miseria,
inutilidad e improductividad en la que se encuentran estas clases
marginales.

En último lugar del análisis hemos dejado la intervención del Sr.
Morrós. También manifiesta su oposición a lo propuesto por la
Comisión de Agricultura, ahora bien, su oposición se hace desde
unos argumentos que le hacen adelantarse en el tiempo a lo que
verdaderamente ocurrió con este tipo de propiedades. Ya hemos
dicho que lo planteado por la Comisión de Agricultura y defendido
por algunos diputados se hace con una visión ilustrada de utilidad
y laboriosidad marcada con tintes liberales que apoyan el fomento
de la propiedad privada, y que la negativa a tales cuestiones se
sustenta en la concepción benéfica que representa el propio carácter
comunal de estas tierras. Morros por su parte nos avanza un poco
lo que verdaderamente ocurrió con estas propiedades no muchos
años más tarde:

«Tiempo hace que se está discutiendo si se venderán los montes
y plantíos, si se repartirán a los militares beneméritos, si se distri-
buirán en las clases más pobres o quedarán a beneficio de Estado.
Lo que sucederá si se lleva efecto esta medida será enriquecer a
cuatro, quitando al infeliz el recurso de dar pan a sus pobres hijos.
Se dice que se procurará el fomento; pero éste será particular y no
general, y el infeliz será más infeliz (...) Así, viendo, a mi parecer,
que el artículo presenta un perjuicio al pobre, y que se va a fomen-
tar al rico, digo que no se debe aprobar en lo general» 353

553 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2463.
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Efectivamente, las consecuencias que se siguieron de la reduc-
ción a propiedad individual de las tierras amortizadas, vinculadas y
comunales no supusieron un alivio para las clases pobres. En la
mayor parte de las ocasiones estas propiedades pasaron a nuevos
terratenientes que no realizaron auténticas inversiones destinadas a
incrementar los rendimientos. En casos determinados, los estudios
geográficos constatan «el impacto de los capitales urbanos en la
explotación rural» 354, pero no precisan el momento en que se lle-
varon a cabo las inversiones, aunque por la naturaleza de éstas
parecen muy recientes355.

En síntesis, el remedio de transformar a los pobres en pequeños
propietarios agrícolas a costa de estas tierras, de realengo, baldíos,
propios, arbitrios plantíos y montes no pasó de ser un proyecto,
como otros muchos de las Cortes gaditanas. El resultado será que
este tipo de propiedades dejará de ofrecer los tradicionales recursos
de las clases más desfavorecidas para engrosar las propiedades de
nuevos terratenientes.

1.3. Conclusiones

Las Cortes de Cádiz son, en muchas cuestiones, un momento
histórico de transición entre el Antiguo y el Nuevo Régimen. Tanto
a nivel político, social y económico, como ideológico, reflejan la
lucha existente entre los planteamientos de la monarquía absoluta
de corte tradicional y el nuevo orden liberal356. Centrándonos en el
mundo de la pobreza y su asistencia, las Cortes heredan el fermento

354 Es el título de un artículo de Vicente Cámara Urraca y Domingo Sánchez-
Zorro, dedicado a este tipo de propiedades en los alrededores de Valladolid, publicado
en Estudios Geográficos, 1964. Págs. 535-611.

355 La misma conclusión se obtiene en el trabajo de Quirós Linares sobre: «La
desamortización en el Valle de Alcudia y Campo de Calatrava», en Estudios Geográ-
ficos, 1964. Págs. 367-407. Sobre este tema, otras obras de interés son: Fermín Ca-
ballero: Fomento de la población rural. Madrid 1864. Págs. 25-69; Francisco de Cárde-
nas: Ensayo sobre la historia de la propiedad territorial en España. Madrid 1873-1875.
Tomo II. Págs. 124-146, 181-183, 334-346; Joaquín Costa: Colectivismo agrario en
España. Madrid 1898. Págs. 118-143, 264-389; A. Domínguez Ortiz: Las clases rurales
a finales del Antiguo Régimen. Sevilla 1961. Págs. 42-57; Ángel Cabo Alonso: «El co-
lectivismo agrario en tierra de Sayago», en Estudios Geográficos, 1956-57. Págs. 593-
658; J. Fontana: Campesinos, tierras y Estado al final del Antiguo Régimen. Madrid 1973.
Págs. 112-138; M. Aróiz: Revolución Liberal y revuelta campesina. Barcelona 1977.
Págs. 87-114; A. García Sanz: Desarrollo y crisis del Antiguo Régimen en Castilla la Vieja.
Valladolid 1977. Págs. 230-342; F. Tomás y Valiente: op. cit. Pág. 98-111.

356 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Pág. 17.
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preparado por los reformistas e ilustrados del siglo XVIII. La visión
del pobre como imagen de Cristo empieza a superarse y, con ello,
también los mecanismos tradicionales de su asistencia. Las Cortes de
Cádiz y muchas de las intervenciones de sus diputados, confirman
la nueva valoración existente hacia el mundo de la pobreza, valo-
ración que tiene claramente raíces dieciochescas e ilustradas. El
pobre es visto como un elemento peligroso socialmente, en cuanto
que atenta contra el orden y la seguridad de las propias poblaciones.
Al propio tiempo, la consecución del bienestar, una de las máximas
pretensiones de los ilustrados, encuentra en la economía el instru-
mento adecuado para valorar la población como una fuente de
riqueza, claro está, si es útil y laboriosa.

Medios punitivos e intentos de integración social y laboral cons-
tituyen el eje de los debates existentes en torno al mundo de la
pobreza y su asistencia. Están presentes también las críticas contra
la indiscriminada limosna eclesiástica, limosna que se encuentra
fuera de los principios utilitarios y laboriosos heredados del si-
glo XVIII. El intento de ocupar a los pobres en las obras públicas o
las pretensiones del reparto de tierras entre los que forman este
amplio y complejo mundo, nos revela la persistencia del racionalis-
mo ilustrado, fundamentado en la no consideración de la pobreza
como un mal inextirpable. Aún están presentes las posturas tradi-
cionales que apoyan políticas de limosna de diversa índole. Pero la
presentación del pobre como un elemento díscolo y nocivo, unido
a las ansias de bienestar, identificado esto último con riqueza, obliga
a la puesta en práctica de instrumentos que afrontan este mundo
desde la óptica de asegurar la paz y tranquilidad interior así como
la inserción social y laboral de los marginados.

Nos encontramos, por tanto, ante una herencia ilustrada funda-
mentada en las ideas de seguridad interior, utilidad y laboriosidad
que rompen de forma definitiva con la visión tradicional del pobre
como imagen de Cristo. Esta nueva visión es en gran medida el
fundamento de los proyectos de beneficencia generados por las
Cortes de Cádiz para hacer frente a este mundo complejo y hetero-
géneo al cuál se intenta racionalizar.

Como bien señala Trinidad Fernández, España presenta sobre
este particular un atraso con respecto al Occidente Europeo357.

357 «El cambio de mentalidad sobre la pobreza se produce en el Occidente europeo durante
los S. XVI y XVII, especialmente en los países protestantes con incipiente desarrollo capitalista,
en los que la pobreza y su asistencia se secularizan y se trasforman en un problema político que
atañe fundamentalmente al Estado». P. Trinidad Fernández: op. cit. Pág. 90.
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Aunque no falten proyectos y abundante legislación durante los
siglos XVI y XVII, que se plantean la ordenación general de la po-
breza desde las mismas perspectivas que en otros países europeos,
no es hasta el siglo XVIII, y de forma definitiva en el proceso cons-
tituyente gaditano, cuando se produce un cambio de mentalidad en
torno a la pobreza y sus remedios: el Dios invisible que se escondía
en cada indigente fue sacado paulatinamente y separado de la ima-
gen de los pobres. Pasó de ser la conciencia de los creyentes a ser
un peligro social y una pesada carga para el Estado. La pobreza se
aborda desde el Estado y con objetivos más ambiciosos. El mundo
de la pobreza deja de ser ese conjunto indiferenciado y homogéneo
para ser clasificado en virtud de un nuevo criterio que se reduce
básicamente a la capacidad, o no, de poder trabajar.

2. EL PLAN DE BENEFICENCIA GENERADO
POR LAS CORTES GADITANAS

Entre la reforma ilustrada, que sienta las bases para la necesa-
ria participación del Estado en el ámbito de la asistencia social
al provocar circunstancias favorables para que la beneficencia se
convierta en carga estatal y la Ley de Beneficencia de 1822, primer
plan organizativo de la beneficencia pública, nos aparece labor
desarrollada por la primera regulación constitucional. Las aporta-
ciones de los diputados gaditanos y lo reglamentado por la Cons-
titución de 1812, constituyen una prolongación de las medidas
adoptadas en el último tercio del siglo XVIII y un antecedente
de la política asistencial planteada por el Estado Liberal del si-
glo XIX. En este sentido, podemos afirmar que el paso de la mo-
narquía absoluta al Estado liberal viene acompañado por la asun-
ción por el Estado de las actividades de la asistencia social y la
beneficencia pública358.

Como decíamos con anterioridad, en el período que consi-
deramos se produjo el cambio de la caridad como medio de asis-
tencia social a la beneficencia. Este cambio, que supone transfe-
rir a la sociedad, entendida como entidad colectiva, la obligación
de amparar a aquéllos de sus individuos que por una razón u
otra no son capaces de atender a su subsistencia responde a varias
causas:

358 Cfr. C. Alemán Bracho: op. cit. Pág. 112.
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1. El peso de la formulación doctrinal de la igualdad de los
hombres, que acabará por hacer incómoda la caridad por la
dependencia que implica359.

2. La realidad de una disminución de las rentas destinadas a
este fin, debido a la desamortización de los patrimonios de
los establecimientos asistenciales, realizada por Godoy en
1798, y de los conventos, proveedores regulares, entre otras
ayudas, de la sopa boba gratis. Las funciones asistenciales,
que la Iglesia deja de atender, hubieron de ser asumidas
por el Estado que destinará a este fin los oportunos recur-
sos presupuestarios o al menos lo intenta360.

3. La propia transformación de la pobreza —ésta es cada vez
más urbana y menos rural—, transformación a su vez moti-
vada por el crecimiento de la población urbana que exige la
formulación de reglas que mejoren la seguridad y asistencia
colectiva. Ello, en gran medida, plantea la necesidad de unos
cambios en el sistema tradicional de asistencia361.

Junto a estos motivos, que podríamos llamar doctrinales, el giro
de la caridad a la beneficencia, como bien señala Serna Alonso,
habría también que buscarlo en el descontento obrero agudizado
por las respectivas crisis económicas que se sucedieron a comienzos
del siglo XIX. El temor a los alborotos, a) mal ejemplo de los deso-
cupados demandando la caridad pública, el aumento de la delin-
cuencia y los riesgos a los propiedad privada, generaron el interven-
cionismo estatal362.

Aunque sin duda las razones del desarrollo de la beneficencia
sean múltiples, el que la dependencia orgánica de la beneficencia
haya sido en España del Ministerio de Gobernación, avala la postu-
ra de Serna Alonso, y la consideración de la pobreza, prioritaria-
mente, como un problema de orden público.

359 «Las Cortes de Cádiz, que a nivel español representan lo que a nivel francés es la
Revolución de 1789, intentan desterrar el mendigar limosna, tratan de redamar legítimos
derechos inherentes a su condición de seres humanos. Uno de estos derechos es ¡a igualdad, que
lleva implícita el rechazo de toda caridad». F. Álvarez Uría: «Los Visitadores del pobre.
Caridad, economía social y asistencia en la España del S. XIX», en VV.AA.: De ¡a
Beneficencia al Bienestar Social. Cuatro siglos de acción social. Madrid 1988. Págs. 122-123.

360 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Pág. 283.
361 Cfr. Carasa Soto: op. cit. Pág. 266. Ahora bien, lo que no ha cambiado es la

relación entre benefactor-beneficiado. El instrumento de la beneficencia sigue estan-
do al servicio del que clasifica y trata la pobreza. En este caso es la ciudad, mejor,
los dirigentes de la ciudad como tal.

362 J. Serna Alonso: op. cit. Pág. 198.
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La asunción de competencias por parte del Estado en materia de
asistencia social y beneficencia es perfectamente compatible con el
modelo de Estado liberal defendido por los diputados gaditanos: el
Estado se cuidará por una parte de promover y garantizar la propie-
dad individual y la libre concurrencia, y a la vez atiende a las
demandas de servicios públicos, sector en el que intereses privados
no encuentran beneficios, sino en virtud de las garantías y compen-
saciones que el Estado ofrece 363 La Constitución gaditana no sólo
configura y garantiza la pervivencia de un determinado modelo de
organización social, sino que también pretende determinar servicios
públicos que sirven al interés general, incluso cuando las motivacio-
nes iniciales no fueran éstas. En este sentido nos encontramos cómo
la Constitución de 1812 regula la acción estatal en la promoción de
las obras públicas —caminos, acequias y canales...— y pese a su
pretendida inhibición teórica, dos nuevas funciones de excepcional
importancia como son la educación y la asistencia social.

Hablando con propiedad y rigor histórico el primer plan organi-
zativo de la beneficencia pública, pieza clave de la nueva ordena-
ción de las funciones asistenciales, es la Ley de Beneficencia de
septiembre de 1822. Sin embargo, su precedente más inmediato lo
constituye lo estipulado por la primera regulación constitucional,
donde nos va a quedar perfectamente configurada la beneficencia.

Los rasgos fundamentales de la organización asistencial esbozada
por las Cortes de Cádiz son los siguientes:

A) En primer término nos encontramos con el control y go-
bierno de todos los aspectos referentes a los centros asistenciales por
parte de la Secretaría de la Gobernación. No debe de extrañarnos
este aspecto si tenemos en cuenta que una de las principales pre-
tensiones del Estado liberal es la consecución del orden y paz inte-
rior, y la pobreza es, en la mayor parte de la ocasiones, considerada
como un semillero de vicios antisociales.

B) Atendemos a una municipalización de la Beneficencia.
Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales tendrán a su cargo el
cuidado e inspección de todas las instituciones benéficas.

C) Se inicia un proceso de secularización institucional en la
beneficencia, proceso que, como posteriormente se analizará, es per-
fectamente compatible con la presencia de eclesiásticos en el gobier-

363 El presupuesto económico elaborado por las Cortes de Cádiz y un interesante
análisis puede verse en M. Beltrán: Ideologías y gasto público en España. Madrid 1977.
Págs. 171-178.
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no de algunas instituciones de carácter público o el mantenimiento
de instituciones particulares o privadas regidas por la Iglesia.

Sobre estos rasgos se apoyarán los puntos fundamentales de la
Ley general de Beneficencia de 1822, que son resumidos así por
Vidal Galache: «la municipalización de la beneficencia, que logra
una centralización total del servicio; el paso de todos los bienes de
beneficencia a un fondo común, que luego se dividiría según los
fines en bienes generales o municipales, así como el paso de los
establecimientos y bienes privados de beneficencia públicos» 364.

2.1. Panorama de la Beneficencia en España a comienzos
del XIX: Principales problemas

Antes del estudio de las principales aportaciones realizadas en
materia de beneficencia por las Cortes de Cádiz conviene, en fun-
ción de la información que nos aportan los Diarios de Sesiones,
analizar cuál es el estado en el que se encuentran las instituciones
de beneficencia en España a comienzos del siglo XIX, así como las
propuestas de solución presentadas.

Poco se diferencia la situación de Hospicios, Hospitales y Casas
de Misericordia de la España constituyente de la descripción que
Cabarrús hace para tales instituciones en la segunda mitad del si-
glo XVIII:

«Hospitales Generales, Hospicios y Casa de Expósitos, Casas de
Misericordia y Lactancia son lugares donde la gente va a morir.
Son focos de contaminación y de falta de humanidad. Enfermeda-
des contagiosas se mezclan con infantes y personas sanas. ¿Qué
caridad pudo jamas la tiranía más ingeniosa y más intensamente
combinada reunir en tan corto espacio más insultos a la humani-
dad? Nos encontramos ante un problema de organización, sanea-
miento y distribución de las estancias a las que hay que añadir
que rara es la institución que posee los suficientes medios económi-
cos para cubrir sus necesidades» 365.

Efectivamente, a pesar de los proyectos y reformas ilustradas,
más intensas estas últimas en el reinado de Carlos III, la mayor

364 Cfr. F. Vidal Galache: op. cit. Pág. 778.
365 F. de Cabarrús: op. cit. Págs. 98-99.
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parte de las instituciones de beneficencia y asistencia en España
adolecen de grandes defectos y deficiencias que pueden agruparse
en la siguiente forma:

A) En primer término, a nivel económico, asistimos a una pre-
caria situación de la mayor parte de los centros, situación que se
agravará con la desamortización de los patrimonios de los estable-
cimientos asistenciales realizada por Godoy en 1798 y el Decreto de
6 de diciembre de 1809 por el cual todo producto de obra pía o
benéfica se aplicará a las urgencias del Estado, urgencias en gran
medida proporcionadas por la situación de guerra existente. Las
Cortes dictaminaron la indemnización de los centros desamortiza-
dos y la asistencia económica por parte de los Ayuntamientos,
Diputaciones a través de los fondos del común, pero como decía-
mos con anterioridad, la propia situación de guerra retrasa éstas
medidas en tanto que, de forma progresiva, estos centros se van
arruinando al no contar con los medios materiales y económicos
oportunos366.

B En segundo lugar nos encontramos con una deficiente orga-
nización interna, no sólo a nivel de administración y gobierno; tam-
bién resulta de especial interés la problemática existente en el terre-
no de las infraestructuras. A la mala gestión de los recursos
económicos escasos se une la existencia de unos edificios mal acon-
dicionados y distribuidos, sometidos al frío, la humedad y la escasa
ventilación. También habría que citar aquí la deficiente organiza-
ción de los internos: mujeres, ancianos, enfermos y niños se mez-
clan en unos espacios reducidos y mal organizados367.

Nos encontramos, por tanto, con unos establecimientos preca-
rios, ruinosos y mal dotados tanto material como económicamente.
A ello hay que unir, si tenemos en cuenta que nos encontramos en
pleno proceso de secularización de la asistencia donde el Estado
empieza a asumir cargas que anteriormente se encontraban en
manos de otras instituciones, especialmente la Iglesia, la disputa por
el gobierno de los centros. Eclesiásticos, autoridades locales y pro-
vinciales entablan una lucha por el control y gobierno de los cen-
tros que va en perjuicio de las propias instituciones. Todo este cú-
mulo de circunstancias y factores les impiden, en opinión de

366 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. I. Págs. 635-637.
367 Cfr. J. Soubeyroux: «El encuentro del pobre y la sociedad: Asistencia y repre-

sión en el Madrid del S. XVIII». Estudios de Historia social, núms. 20-21. Madrid 1982.
Págs. 102-110.
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Callahan, que puedan satisfacer las necesidades apremiantes de un
mundo, el de la pobreza y su asistencia, que se ve agravado por la
crisis de subsistencias de comienzos de siglo XIX368.

2.1.1. La situación económica de los centros asistenciales
en el Diario de Sesiones de las Cortes: Proyectos
y propuestas de solución

Para analizar la situación económica de los centros asistenciales
hemos seleccionado un conjunto de Informes remitidos a las Cortes
por parte de algunas instituciones. A partir de ellos podemos re-
construir el estado económico de los centros y los medios propues-
tos para su mantenimiento.

El más temprano de todos los informes es el remitido por el Sr.
Gordillo, diputado por Canarias, a las Comisiones de Hacienda y
Gobernación. Tras analizar la precaria situación económica en que
se encuentran los centros benéficos de la Isla, situación en su opi-
nión motivada por la enajenación de bienes realizada en septiembre
de 1798, propone como medidas de solución:

«Que el señorío de Agimer, que gratuitamente se adjudicó por
los RR.CC. desde el principio de la Conquista, se destinen sus pro-
ductos a los piadosos establecimientos de Hospitales, Hospicios y
Casas de Misericordia. Al mismo tiempo que se apliquen las fincas
y productos del Tribunal de la Inquisición a los citados estableci-
mientos» 369.

Especial interés tiene esta segunda propuesta referente a los
bienes del Tribunal de la Inquisición. Va a ser una constante, como
posteriormente veremos en otros informes, el proponer que los
bienes de la Inquisición sirvan para el mantenimiento de los centros
asistenciales.

En diciembre de 1812 llegaba a la Comisión de Hacienda el
Informe de D. Pedro Juan Cervera, archediano de Medina-Sidonia
y administrador de la casa de Expósitos de aquella ciudad. En dicho
Informe se nos expone en los siguientes términos la no posesión de
fondos necesarios para sostener las obligaciones que corresponden
a dicha institución:

368 Cfr. W.J. Callahan: «Caridad, sociedad y economía en el S. XVIII». Moneda y
Crédito. N° 146. Madrid 1978. Págs. 65-78.

369 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 912.
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«Estimados Señores, La Casa de Expósitos de Medina-Sidonia
no tiene posibilidades económicas, dado su ruinoso estado, para
pagar alimentos, manutención de ropas y sostenimiento de las cria-
turas allí recluidas. Debemos dinero a las matronas y señoras lac-
tantes, a los proveedores, al boticario. Nadie nos fía ya un real
para una casa que se cae a pedazos y donde el frío mata a estos
angélicos infantes» 370.

Como medida de carácter transitorio, solicita que se exima al
centro del pago del 13 por 100 de los impuestos a sus fincas para
socorrer las necesidades y urgencias del Estado.

Las Casas de Expósitos de Úbeda y Bujalance remitirán un In-
forme conjunto a la Comisión de Hacienda en el que exponían el
lastimero estado de dichas instituciones:

«.Las rentas de ambas casas respectivamente apenas alcanzan
para la manutención de cuatro o seis niños y hay ocasiones en que
se ven obligadas a mantener a 20, llegando alguna vez a 50» 371.

El problema no es ya sólo de sostenimiento económico sino
también, como posteriormente veremos, de no posesión de las in-
fraestructuras adecuadas para atender las necesidades demandadas.
Ante esta situación, estiman los administradores de ambas institu-
ciones, D. Pedro María Villavicencio para la de Bujalance y D,
Antonio Bolívar para la de Úbeda, que se arbitren los fondos opor-
tunos para su sostenimiento. A tal fin proponen que sean los bienes
pertenecientes a la Inquisición existentes en dichas ciudades los que
se destinen al sostenimiento de estos centros. Incluso de contar la
Inquisición con algún edificio mejor acondicionado servirá como
sede de las instituciones en cuestión.

El resto de Informes remitidos a las Cortes directamente o bien
a través de las Comisiones de Gobernación o Hacienda se sitúan en
las mismos términos que los anteriores —Informe de la Casa de los
Niños Huérfanos de Sevilla remitido a la Comisión de Hacienda372,
Informe de la Casa de Misericordia de Manila remitido a la Secre-
taría de la Gobernación 373, Informe del Hospital de Mujeres del Perú
remitido a la Secretaría de la Gobernación374, Informe del Hospital

370 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4182.
371 Diario de Sesiones. Vol. VII Pág. 5351.
372 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5723.
373 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3653.
374 Cír. Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 3700.
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de Toledo remitido a la Comisión de Hacienda375, Informe de la
Casa de Expósitos de Plasencia remitido a la Comisión de Goberna-
ción376, Informe de la Casa de Expósitos de Salamanca remitido a la
Comisión de Hacienda377, Informe del Hospital y de Casa de Expó-
sitos de Málaga remitido a la Comisión de Gobernación378, Informe
de Casa de Expósitos de Jaén remitido a la Comisión de Hacien-
da379—. En todos y en cada uno de ellos se recoge la precaria situa-
ción económica de los centros y la necesidad de proponer medios
destinados a su sostenimiento. En la proposición de medios y solu-
ciones existe la común propuesta de que sean los bienes pertene-
cientes al extinguido Tribunal de la Inquisición los que se destinen
a tal efecto.

El más peculiar de todos los informes remitidos sobre la situa-
ción de las instituciones de beneficencia y la proposición de medios
para su sostenimiento es el elaborado por el Sr. Rus, diputado por
Maracaibo, en referencia al Hospital de la Caridad de aquella ciu-
dad. Si bien todos los informes anteriores tenían de común deno-
minador intentar que se destinasen para el sostenimiento económi-
co de las instituciones asistenciales los bienes pertenecientes al Santo
Oficio, el informe del Sr. Rus, propone como medida:

«Que se destinen a favor del Hospital de la Caridad de la
ciudad de Maracaibo el producto de un teatro cómico y los bene-
ficios obtenidos de una lotería nacional» 380.

Esta propuesta sentará el precedente que posteriormente se es-
tablecerá para algunas instituciones benéficas —Hospicio de Madrid,
Casa de Huérfanos de Jaén, entre otras— ya en la segunda mitad
del siglo XIX 381. Dicho precedente, como en su momento indicamos,
nos aparecía en B. Ward382.

Los distintos informes elaborados por las instituciones benéficas
y enviados a la Constituyente o algunas de sus Comisiones permi-
tieron poseer un conocimiento más amplio de la situación en que
se encontraban, a nivel de sostenimiento económico, los centros

375 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VII Pág. 4581.
376 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5840.
377 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5840.
378 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4182.
379 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VII. Pág. 4583.
380 Diario de Sesiones. Vol. VII. Pág. 4679.
381 Cfr. Elena Maza Zorrilla: op. cit. Págs. 187-188.
382 Cfr. B. Ward: op. cit. Págs. 33-35.
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asistenciales. Consecuencia de estos informes serán las proposicio-
nes elaboradas por la Comisión de Hacienda con respecto a los
bienes de la Inquisición:

«Que todos los bienes, tierras y edificios que hasta aquí han
pertenecido a la Inquisición se destinen al sostenimiento de los
establecimientos benéficos de reconocida utilidad y conveniencia
para el Estado» 383

En la elaboración de dicha proposición intervinieron activamen-
te los señores diputados Pérez de Castro, Antonio Vázquez, Francis-
co González, Joaquín Martínez, Francisco Paula Escudero, Baltasar
Estella, Francisco Ciscar, José de Salas, José María Rocafull, Rafael
Manglano, Antonio Zuazo, Francisco Fernández Golfín.

La vuelta al trono de Fernando VII, la abolición del texto cons-
titucional y el restablecimiento del Santo Oficio impidieron que tal
proposición se llevara a efecto, proposición que podría haber solu-
cionado muchos de los problemas económicos de los centros asis-
tenciales.

2.1.2. Organización, funcionamiento y ubicación de los centros
asistenciales

Si la situación económica de estos centros era caótica y ruinosa,
no menos lo era la organización interna y el funcionamiento de
tales instituciones, fenómeno este en gran medida ligado a la esca-
sez de recursos materiales y económicos para su sostenimiento.

El siglo XVIII había venido caracterizado por la abundancia de
proyectos y reformas en torno a las instituciones asistenciales. Hos-
pitales, Hospicios, Casas de Misericordia y Expósitos habían sido las
piezas clave del sistema asistencial preferidas por los ilustrados para
poner en práctica sus ideas de racionalización de la asistencia. As-
pectos como la distribución interna de los individuos, la ubicación
geográfica de los establecimientos, el desarrollo de actividades ocu-
pacionales para los internos, las mejoras en la ventilación y sanea-
miento así como el establecimiento de nuevas formas de gobierno
y financiación habían pasado por la pluma de los proyectistas ilus-
trados. Las Cortes de Cádiz heredan tímidamente estas ansias de
reforma y adecuación de las instituciones, los proyectos que se pre-

383 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5S44.
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sentan distan mucho tanto en número, calidad como pretensiones
de los proyectos del XVIII. Ello en gran medida está motivado por
varios factores:

1. No hemos de olvidar en ningún momento que nos encon-
tramos en pleno período bélico, las ansias de reforma de los
establecimientos quedaron relegadas a un segundo plano
en espera de un período de paz en el que pudieran llevarse
a cabo. Otras medidas de primer orden como las propias
urgencias del Estado ante la guerra existente ocupan los
escasos recursos económicos 384 .

2. Como ya se ha puesto de manifiesto, un hecho evidente y
claro es la precaria situación económica de los centros asis-
tenciales. Antes que plantear la propia reforma de los esta-
blecimientos, se opta por su saneamiento económico. La
mayor parte de los Informes estudiados abordan primera-
mente la cuestión del saneamiento económico, dejando para
más adelante, una vez resuelta esta cuestión, los aspectos
referentes a ordenación interior, gobierno, ubicación, etc.

3. Por último, en cuanto que la Constitución establece que
sean los ayuntamientos y las diputaciones provinciales las
instituciones que tengan encomendadas las funciones de
cuidado y control de todos los establecimientos de benefi-
cencia, se espera que sean ellas las que, de acuerdo con las
propias necesidades de cada centro, establezcan con poste-
rioridad las convenientes reformas en función de las nece-
sidades que posean.

En algunas discusiones parlamentarias, de forma totalmente
secundaria, se trae a colación temas referentes a la organización,
funcionamiento y ubicación de los centros asistenciales y benéficos.
En la mayor parte de las ocasiones se está de acuerdo en que se
trata de instituciones mal gobernadas, pésimamente distribuidas en
cuanto a sus espacios internos y con una ubicación geográfica pe-
ligrosa tanto sanitaria como socialmente. No hemos de olvidar que
en la mayor parte de las ocasiones nos encontramos con centros
mal regentados por la institución eclesiástica directa o indirecta-
mente, recolectores de una masa informe de vagos, enfermos, an-
cianos, niños, mujeres de mal vivir y situados en pleno casco urba-
no. La intervención de Gómez Fernández en la discusión sobre el

384 Cfr. Miguel Beltrán: op. cit. Pág. 177-178.
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Proyecto económico-político para el gobierno de las provincias nos
recoge cada uno de estos aspectos:

«No olviden sus señorías que los establecimientos de asistencia
en España tales como Hospicios, Hospitales y Casas de Misericordia
se encuentran mal regentados, allí no se sabe quien gobierna o
deja de gobernar. Se mezclan toda clase de tullidos, inválidos,
huérfanos y enfermos, sin existir un criterio claro de la clasificación
y a ello hay que añadir el lamentable estado de los edificios, mal
acondicionados e instalados en las zonas centro de las ciudades sin
posibilidades de reforma, ampliación y ventilación» 385.

Ante esta situación algunos proyectos y propuestas son presen-
tados a las Cortes. Especialmente interesante resulta el proyecto
presentado por el Obispo de Sigüenza bajo el título: «Sobre las
Casas de Misericordia y Hospicios del Reino» 386. En dicho proyecto,
el citado prelado plantea que se encargue del gobierno y control de
este tipo de establecimientos a los obispos y prelados eclesiásticos de
cada diócesis, que a su vez lo delegarán en los párrocos de los
pueblos donde existan tales instituciones. Presta especial atención a
labores tales como la lactancia y la ubicación de los centros, que
deberán establecerse en pleno campo, fuera de los límites del casco
urbano. También se abordan aspectos referentes a la distribución
interna del centro:

«Deberán establecerse dependencias independientes para niños
y niñas, y a su vez habrá estancias de 0 a 3 años, de 3 a 8 y de
8 a 12 años. Llegados a esta edad se enseñará a ambos sexos una
profesión u oficio útil, para lo cual se establecerán dependencias
adecuadas. También habrá jardines y zonas de recreo, pues la
edad y la salud física de los infantes lo requiere. En la planta
inferior habrá dependencias comunes como capilla, comedor y sa-
las de trabajo. En los sótanos estarán los almacenes y en la parte
superior habrá buhardillas para guardar objetos en desuso, ropas,
colchones y sábanas» 387.

Leyendo las características que deben poseer estos centros según
el Obispo de Sigüenza, recordamos los proyectos dieciochescos de
Ward, Jovellanos, Cortines Andrade, Arriquíbar entre otros. Prima

385 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 2115.
386 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5737.
387 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5737.

160



MANUEL HERRERA GÓMEZ

la idea de racionalidad en cuanto al gobierno, ubicación y distribu-
ción interna.

En referencia al sostenimiento económico de los centros, prevee
que se haga entrega a los Prelados eclesiásticos de todas las fincas,
réditos y posesiones, así como demás pertenencias de dichas casas,
que serán administradas por medio de sus mayordomos, prescin-
diendo de administradores u otras personas asalariadas.

Aunque abogando por un control estatal de los establecimientos,
a través de ayuntamientos y diputaciones, en la misma línea que el
proyecto del Obispo de Sigüenza se encuentra el proyecto presen-
tado por el Conde de Toreno a la Comisión de Hacienda: «La po-
breza y su solución a través de la Casa de Beneficencia» 388. Pretende
Toreno el establecimiento en cada municipio de una Casa de Bene-
ficencia. Su gobierno estaría a cargo de una Junta Municipal nom-
brada por el ayuntamiento y presidida por el Alcalde. Se internaría
en dichas instituciones a enfermos, viejos, ancianos desvalidos, ni-
ños y mujeres de mal vivir. Cada tipo de estos internos estaría en
estancias perfectamente diferenciadas de acuerdo con sus condicio-
nes y necesidades. Entre las funciones que cumplirían estas institu-
ciones estaría la enseñanza de un oficio útil para todos los indivi-
duos válidos para el trabajo. La ubicación de los establecimientos
sería a las afueras de la ciudad, por tratarse de individuos sanitaria
y socialmente peligrosos. El sostenimiento económico de los centros
se realizaría a través de los fondos del común destinados para tal
efecto en cada municipio.

Cabe preguntarse, ante la similitud del planteamiento existente
entre las propuestas del Obispo de Sigüenza y del Conde de Toreno,
donde la única variante es el gobierno de los centros, hasta que
punto el telón de fondo no es una lucha Iglesia/Estado.

Por último, nos encontramos con las propuestas presentadas por
la Comisión de Hacienda el 2 de enero de 1813 referentes a la
organización y gobierno de las Casas de Misericordia, Hospicios y
Hospitales:

«Primera: Estarán todos los establecimiento de Beneficencia
bajo control y cuidado de los ayuntamientos que nombrarán una
junta compuesta por el alcalde, dos prelados, un cirujano y un
boticario.

Segunda: Se encargará a estas juntas de administración y con-
trol de todas las rentas, tierras y propiedades de dichos estableci-
mientos.

388 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5754.
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Tercera: Siendo de distinta clase, condición y sexo los indivi-
duos que en ella se recluyen, toda institución contará de estancias
independientes en atención a estas diferencias.

Cuarta: Todo establecimiento benéfico se establecerá a las afue-
ras de las ciudades, cuidando de que esté bien abastecido de agua
y posea una zona de jardines para recreo.

Quinta: Se procurará que en cada establecimiento se enseñe a
los individuos hábiles un oficio u ocupación con el que puedan
ganar algún sustento y servir al Bien del Estado»389.

Salvando las discrepancias existentes en torno al control estatal
o eclesiástico de los establecimientos asistenciales, encontramos en
todos ellos la existencia de una serie de puntos en común:

1. Todos están de acuerdo en la ubicación fuera del casco
urbano de las ciudades de los establecimientos asistenciales.
Ello encuentra su justificación en la peligrosidad social y
sanitaria con que se ve a los individuos que englosan estos
establecimientos.

2. Cada proyecto afronta el problema de la organización y
distribución interior de los internos. La compleja y variada
situación de los individuos que pueblan estas instituciones
obliga a que se opte por la división en estancias indepen-
dientes, clasificando los internos según la edad, sexo, con-
dición y categoría.

3. La enseñanza de un oficio u ocupación útil es una nota
común. Nos encontramos ante una continuidad de las ideas
utilitarias y de integración social y laboral existentes en los
proyectos del siglo XVIII.

El que sean estas las soluciones que se proyectan y se proponen,
revela en sentido negativo cuáles son las principales deficiencias de
los centros asistenciales españoles de comienzos del XIX a nivel de
ubicación y organización interna. Problemas como la situación en
pleno casco urbano ocupando edificios viejos y mal acondicionados,
heterogénea masa de individuos que se mezclan sin la existencia de
una organización racional, dificultades para la integración social y
laboral de estos individuos sin un porvenir claro, son cuestiones
afrontadas por los diputados gaditanos, que heredan en este sentido
las ideas de racionalización de la asistencia esbozadas por los ilus-
trados del XVIII.

389 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6001.
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Como posteriormente analizaremos, la Constitución 1812 encar-
gará a los Ayuntamientos y a las Diputaciones provinciales en sus
artículos 321.6 y 335.8 respectivamente, la misión de aplicar las
oportunas reformas a cada establecimiento según sus necesidades.
Con la abolición de la Constitución de 1812 por parte de Fernan-
do VII habrá que esperar a la primera Ley de Beneficencia (1822)
para que se aborden los temas de organización interna, distribución
y ubicación de forma definitiva.

2.13. El control y gobierno de las instituciones de beneficencia

Un último rasgo de los centros asistenciales españoles de finales
del XVIII y de comienzos del XIX es la no existencia de un gobierno
claro para cada centro. Eclesiásticos, autoridades locales y provincia-
les se disputan el control de cada institución.

La reordenación del gobierno interior, llevada a cabo desde el
siglo XVIII, ha sido orientada a la intervención, más intensa y mi-
nuciosa, en todas las facetas de la vida social por parte del Estado.
Funciones que hasta entonces eran marginales en los intereses del
Estado se transforman en cuestiones que atañen a las bases de su
estructura. El gobierno y control de las instituciones de asistencia y
previsión social que tradicionalmente habían estado monopolizadas
por la Iglesia o bien por instituciones que dependían de ella, a lo
largo del siglo XVIII pasarán a depender del Estado o de iniciativas
privadas amparadas por los poderes públicos. Este giro hacia el cre-
ciente intervencionismo estatal no debe contemplarse, únicamente,
como el resultado de influencias ideológicas que presentan un cam-
bio de mentalidad respecto de la visión de la pobreza, o del laicismo
o de la secularización o la visión de la economía en referencia a la
población, vista como un nuevo valor. El impulso ilustrado de la
desamortización, va a ocasionar la pérdida de influencia de la Iglesia
en el campo de la beneficencia y la asistencia social, y más concre-
tamente en el gobierno de los centros asistenciales. Ello, en gran
medida, determina el inicio del control económico y gubernativo de
los centros asistenciales por parte del Estado390.

La reforma ilustrada había sentado ya las bases para la necesaria
participación del Estado en el ámbito de la asistencia social. Garrido
Falla ha destacado que en el caso de la beneficencia es el Estado
quien provoca las circunstancias para que la beneficencia se con-

390 Cfr. C. Alemán Bracho: op. cit. Págs. 83-84.
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vierta en una carga estatal. Las medidas impulsadas en el último
tercio del XVIII que reglamentan y prohiben la mendicidad, no
pueden propugnarse sin un correlativo esfuerzo de la intervención
estatal. Pero además: «Puede afirmarse válidamente que los servi-
cios estatales de beneficencia han surgido cabalmente —y supuesta
la incapacidad congénita de la actividad privada para resolver el
problema— cuando, fruto de la lucha Iglesia-Estado, la primera está
coartada para hacer unas funciones asistenciales que consuetudina-
riamente habían detentado en propiedad»391. Muestra de que nos
encontramos en un período de transición es la existencia de un
conjunto de Informes y Expedientes que revelan las luchas entre las
corporaciones locales y provinciales frente a la Iglesia en el gobierno
de los centros benéficos. Estas disputas nos ponen de manifiesto el
creciente interés de los poderes públicos para hacerse cargo del
control de dichos establecimientos frente al gobierno tradicional
ejercido por la institución eclesiástica.

Ejemplo de lo anterior es el Oficio de Secretario de Gobernación
remitido a la Comisión de Constitución en el que consulta si la Casa
de Misericordia de Murcia estaba bajo el control del Obispo de
aquella cuidad o sería regentada por el ayuntamiento murciano392.
En los mismos términos se expresa la consulta hecha por el Ayun-
tamiento de Manila a la Comisión Ultramarina sobre el control y
gobierno del Hospicio de pobres de aquella ciudad393. A los ejemplos
de Murcia y Manila le siguen los de la Casa de Expósitos de Buja-
lance, el Hospicio de Toledo, la Casa de Niñas Huérfanas de Valen-
cia, el Hospicio de Santiago de Compostela, la Casa de Expósitos de
Zaragoza, la Casa de Misericordia de Valladolid, por citar algunos.
Nos encontramos ante una auténtica batalla campal que, al tiempo
que se mantiene, coloca en una situación de anarquía a los propios
centros asistenciales. Así nos lo refleja el Sr. Golfín en su interven-
ción parlamentaria del 5 de julio de 1811:

«Sres. Diputados, eclesiásticos y poderes locales se baten por el
gobierno de Hospicios, Hospitales, Casas de Misericordia. Los pri-
meros apelan a su misión de apóstoles y herederos del mensaje
caritativo de Cristo; los segundos en cuanto regentes del poder local
consideran como atribuciones propias suyas el gobierno de estos
establecimientos fijados para el bien común. De mantenerse largo

391 F. Garrido Falla: op. cit. Pág. 207.
392 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3850.
393 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VII. Págs. 4549-50.
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tiempo esta situación nuestros centros se vendrán a pique, pues
mientras tanto nadie hay que los organice y ponga orden» 394.

Conviene, por tanto, poner fin a esta situación de anarquía, que
en el fondo nos revela el proceso de secularización que está sufrien-
do la propia asistencia y beneficencia, en este caso concreto, en
cuanto al gobierno de las instituciones benéficas. Las Cortes, como
posteriormente veremos, también afrontan esta problemática, siem-
pre desde la óptica de reforzar el papel del Estado: ayuntamientos
y diputaciones asumían todas las atribuciones de cuidado, control y
gobierno, así como inspección de todos los centros benéficos y asis-
tenciales, tanto los de fundación pública como los de fundación
particular.

Esta lucha por el gobierno de los centros asistenciales va más
allá de la lucha entre dos instituciones de poder. Refleja, más que
ningún otro rasgo, el hecho de que nos encontramos en un autén-
tico período de transición. La Iglesia aboga por sus atribuciones
tradicionales en el campo de la asistencia, atribuciones amparadas y
fundamentadas en la presentación del pobre como imagen de Cris-
to. Por su parte el Estado, continuando con la línea iniciada en el
siglo XVIII de ampliar sus ámbitos de actuación y control sobre la
vida social, política y económica de la nación, intenta hacerse cargo
del gobierno de unos centros asistenciales donde se recluye a indi-
viduos peligrosos socialmente. En su intento de gobernar los centros
asistenciales, el Estado afronta el mundo de la pobreza como una
cuestión de policía, entendiendo este concepto, como en anteriores
apartados decíamos, no sólo en el sentido represivo que hoy tiene,
sino que engloba todo aquello relacionado con el bienestar de las
poblaciones y con lo que contribuye a aumentar el poder de la
nación. Continuando con los planteamientos de los economistas
ilustrados, un Estado rico es aquel que tiene abundante población,
pero que está compuesto por elementos útiles y laboriosos, que
sean activos y que trabajen. La política social gaditana estará enca-
minada a introducir a todos sus elementos en el sistema producti-
vo de ahí que sea vital el control y gobierno de los centros asisten-
ciales.

394 Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 1408-9.
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2.2. Aportaciones de las Cortes de Cádiz a la organización
de la Beneficencia.

En cuanto que la pobreza es vista por una gran parte de los
constituyentes gaditanos como un foco de peligrosidad social y el
Estado, por su parte, pretende ampliar todas sus facetas de actua-
ción en la vida social, política y económica, las aportaciones reali-
zadas por los constituyentes gaditanos en materia de beneficencia
van a situarse en la línea de conseguir el control estatal de los
centros asistenciales, en cuanto que se trata de una cuestión de
orden interior y de bienestar.

No elaboran las Cortes de Cádiz un plan organizativo de la asis-
tencia en el sentido de el que nos aparece en la Ley de beneficencia
de 1822 —primer plan organizativo propiamente dicho de la bene-
ficencia pública—, pero sientan las bases para las disposiciones pos-
teriores. Si la Ley de 1822 significa un importante avance en tanto
que pretende abordar de una manera global los problemas de la
beneficencia desde la administración del Estado, su precedente más
inmediato lo encuentra en las aportaciones realizadas por los cons-
tituyentes gaditanos que se reducen a:

1. Presentar la beneficencia como una cuestión de orden inte-
rior y de bienestar.

2. Conseguir una municipalización de la beneficencia, que
sean los ayuntamientos y diputaciones los que gestionen,
gobiernen, cuiden e inspeccionen los centros asistenciales.

Difícilmente podríamos entender estas aportaciones sin tener en
cuenta el precedente ilustrado y su herencia. La presentación de la
pobreza como un germen de vicios antisociales, la idea de que en un
Estado es rico en la medida en que posee abundante población útil y
laboriosa, la sustitución de la caridad por la beneficencia, la desamor-
tización de las propiedades y bienes pertenecientes a obras benéficas,
son el germen de estas aportaciones encaminadas a ampliar la actua-
ción del Estado en materia de beneficencia y asistencia social.

2.2.1. La Beneficencia: una cuestión de orden interior
y bienestar

En apartados anteriores hemos recogido la nueva visión que del
mundo de la pobreza presenta el siglo XVIII, pobreza que se aborda
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desde el Estado con objetivos más ambiciosos. De ser un conjunto
indefinido y homogéneo, pasa a ser clasificado en virtud de un
nuevo criterio, que se reduce básicamente a la capacidad, o no, de
poder trabajar. Pero el pobre no es simplemente una carga para la
economía, es también visto como un peligro que atenta contra la
estabilidad política. Ello en gran medida explica la actuación repre-
siva del Estado, al propio tiempo que actúa sobre instituciones asis-
tenciales que no cumplen con los fines asignados y en los que la
vida humana vale muy poco, como son los Hospitales, Casas de
Expósitos o Cárceles.

La Constitución de 1812 reclama para el Estado y los organismos
públicos (artículo 321) la asunción y control de la asistencia social.
Ello responde a un conjunto de motivaciones que podrían quedar
sintetizadas así:

1. Si tenemos en cuenta que la nueva organización social crea-
da por los liberales tiene en el ciudadano su punto de par-
tida y la formulación de sus derechos —libertad, igualdad,
propiedad y segundad— corresponde a los principios que
inspiran la sociedad clasista, el Estado tiene la obligación de
mantenerla y defenderla. La pobreza, vista en la mayor
parte de las ocasiones como un semillero de vicios antiso-
ciales y una incitación al desorden público, será perseguida
y castigada en aras a conseguir esa seguridad y orden in-
terno.

2. El art. 13 de la Constitución recoge cuál es el objeto del
Gobierno: «La felicidad de la nación, puesto que el fin de
toda sociedad política, no es otro que el bienestar de los
individuos que la componen». Identificados los términos
felicidad y bienestar y ambos con riqueza, será competencia
del Estado el asumir un conjunto de tareas encaminadas a
la consecución del bienestar de los ciudadanos tales como
la salubridad y limpieza de las poblaciones, todo lo relativo
a la instrucción pública, el conocimiento de las fábricas y
demás ramas de la industria nacional, todo cuanto tenga
relación con los adelantamientos de la agricultura... y, cómo
no, todo lo referente al cuidado, gobierno, inspección y
administración de instituciones benéficas y asistenciales.

La discusión existente en torno al artículo 222 del proyecto de
la Constitución, referente a los Secretarios de Estado y del Despa-
cho, nos pone de manifiesto lo anteriormente comentado. En virtud
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de dicho artículo se establecen siete Secretarías del Despacho, ante-
cedente de los posteriores ministerios: Gobernación Interior, Gober-
nación de Ultramar, Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra, Marina,
Estado. Las atribuciones en materia de beneficencia serán compe-
tencias de la Secretaría de Gobernación Interior y Gobernación de
Ultramar, según los asuntos sean referentes a la península o a las
posesiones Ultramarinas respectivamente. Ramos de Arispe justifica
en los siguientes términos el porqué tales atribuciones quedan bajo
el control de ambas Secretarías:

«En cuanto que la Secretaría de Gobernación del reino para la
Península e islas adyacentes y la Secretaría de Gobernación del
reino para Ultramar, tienen encomendado más directamente el
mantenimiento del orden interior y el bienestar de los ciudadanos,
a ellas tiene que estar el cuidado de Hospitales, Cárceles, Casas de
Misericordia y Beneficencia-»395.

El Dictamen efectuado con posterioridad por la Comisión encar-
gada de examinar el Expediente sobre el arreglo de las Secretarías
del Despacho, nos recoge detalladamente las competencias de am-
bas Secretarías:.

«Las Secretarías del Despacho de la Gobernación del Reino
para la península y para las posesiones Ultramarinas entenderán
en todo lo concerniente al gobierno político y económico del Reino
como es la policía municipal, la salubridad de establecimientos y
mercados, limpieza y adorno de las poblaciones; en todo lo respec-
tivo a la instrucción pública, conforme al plan y reglamento que
establezcan las Cortes; en lo correspondiente a caminos, canales,
puentes, acequias; en el ramo de sanidad; en todo lo que por las
leyes puede tocar al gobierno para promover y fomentar la agricul-
tura e industria nacional. Tendrá cuidado de las minas y canteras;
la navegación y comercio interior; los hospitales, cárceles, casas de
misericordia y de beneficencia, la fijación de límites de las provin-
cias y pueblos y todo lo correspondiente a la estadística y economía
pública...»396.

A través de la Constitución de 1812, el primer Estado liberal
español, a pesar de su pretendida neutralidad teórica e ideológica,

395 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 2248.
396 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2884.
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asume un conjunto de competencias bien promoviendo la creación
o bien haciéndose cargo directa e indirectamente de determinados
servicios públicos. En este amplio paquete de competencias asumi-
das se encuentra la beneficencia que pasará a depender de las Se-
cretarías del Despacho de Gobierno Interior y Ultramarina, Secreta-
rías que también asumen un conjunto de competencias relacionadas
con la seguridad y bienestar de los ciudadanos. El que sean estas
Secretarías las que asumen las atribuciones referentes a beneficen-
cia, en gran medida, se explica por el hecho de que la beneficencia
sea interpretada, tanto como una cuestión de orden interior y segu-
ridad, como de bienestar de las poblaciones y de los ciudadanos.

2.2.2. La Municipalización de la beneficencia

La Constitución de 1812 confió a los Ayuntamientos y Diputa-
ciones las funciones asistenciales, de conformidad con la tradición
legal, que no reconocía derecho a ser socorrido sino a los naturales
moradores de un lugar y ordenaba la expulsión de los forasteros397.

Para el caso concreto de los Ayuntamientos el párrafo VI del
art. 321 dice así:

«Estará a cargo de los Ayuntamientos el cuidado de los Hospi-
tales, hospicios, casas de expósitos y demás establecimientos de be-
neficencia, bajo las reglas que se prescriban-»398

Constituye éste uno de los múltiples encargos confiados a los
Ayuntamientos, encargos que, según lo recogido en el artículo
323399, siempre se realizarán bajo la inspección de la Diputación
Provincial, a quien rendirán cuenta detallada cada año de los cau-
dales públicos que han sido recaudados e invertidos en el desempe-
ño de tales encargos. Ello, en gran medida, explica el contenido del
art. 335 referente a las atribuciones de las Diputaciones en sus
párrafos II y VIII:

«Segundo: Velar sobre la buena inversión de los fondos públi-
cos de los pueblos y examinar sus cuentas, para que, con su visto

397 Cfr. F. Vidal Galache: op. cit. Pág. 768.
398 Art. 321 de la Constitución. Párrafo VI.
399 Art. 323: «Los Ayuntamientos desempeñarán todos estos encargos bajo la inspección de

la Diputación Provincial, a quien rendirán cuentas justificadas cada año de los caudales pú-
blicos que hayan recaudado e invertido».
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bueno, recaiga la aprobación superior, cuidando de que en todo se
observen las leyes y reglamentos (...)

Octavo: Cuidar de que los establecimientos piadosos y de bene-
ficencia llenen su respectivo objetivo, proponiendo al gobierno las
reglas que estimen conducentes para la reforma de los abusos que
observaren»400.

Esta municipalización de la beneficencia efectuada por la Consti-
tución gaditana responde a dos motivos fundamentalmente. En pri-
mer término, a la propia transformación de la pobreza. Esta es cada
vez mas urbana y menos rural; en consecuencia, no cabía otra solu-
ción que reforzar la capacidad urbana de asistencia: la antigua asis-
tencia centrada en enfermos, expósitos y vagos itinerantes se mues-
tra insuficiente, los nuevos beneficiarios serán las masas de jornaleros
que invaden las ciudades y amenazan con desbordar la precaria do-
tación municipal para controlar la vida urbana. Nos encontramos
ante los primeros intentos de especialización de los servicios munici-
pales orientados a mantener unos mínimos indispensables de sani-
dad, orden, abastecimiento, consumo y enseñanza pública, que exi-
gen las nuevas clases dirigentes urbanas. De esta transformación de
la pobreza y de que en consecuencia los poderes públicos locales se
hagan cargo de su tratamiento son conscientes algunos diputados
gaditanos. El Sr. Alonso y López en su intervención sobre la discu-
sión del art. 321 de la Constitución expresa en los siguientes térmi-
nos el porqué los Ayuntamientos y Diputaciones deben hacerse car-
go del cuidado de las instituciones de beneficencia:

«El objeto de toda buena Constitución política debe ser procu-
rar la felicidad social del Estado, no puede desentenderse el descrito
legislador de la necesidad de recomendar los hombres a la benefi-
cencia y protección de los demás hombres. Hoy los pobres invaden
nuestras ciudades poniendo en peligro la paz y tranquilidad, con-
viene así que los individuos que compongan los ayuntamientos de
los pueblos deban ser y declararse inmediatamente protectores del
pobre, el vejado, del desvalido, con encargos especiales en la Cons-
titución para que así sea público»401.

Un segundo elemento que explica esta municipalización es la
imposibilidad de la Iglesia para realizar la función asistencial que

400 Art. 335 de la Constitución. Párrafos II y VIII.
401 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2603.
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tradicionalmente había mantenido como propia, imposibilidad que
se encuentra fundamentada en la desamortización de los patrimo-
nios de los establecimientos asistenciales y conventos, proveedores
regulares de ayudas (Desamortización de Godoy en 1798). Buena
muestra de ello son los expedientes, anteriormente analizados y
remitidos a las Cortes por numerosas instituciones de asistencia
vinculadas directa o indirectamente con la Iglesia, que nos han
revelado la precaria situación económica de estas instituciones y la
necesidad de promover medios económicos para su mantenimien-
to402. La mayor parte de todos ellos coincidían en la necesidad de
que se hicieran cargo los poderes públicos del sostenimiento econó-
mico de tales instituciones.

Por tanto, lo que late tras la expresión de municipalización de
la beneficencia es algo mucho más profundo que la ubicación ad-
ministrativa de un servicio. Se trata de una nueva respuesta e in-
terpretación tanto de la pobreza y de las necesidades sociales como
del papel de los poderes públicos en su tratamiento. Aparece la
beneficencia entendida, no como una fundación personal, tal y como
lo planteaba la institución eclesiástica, sino como un servicio públi-
co de clasificación, control, asistencia o represión de las clases po-
pulares más necesitadas. En este punto, la desproporción entre las
necesidades y los medios asignados determinará una sensible dispa-
ridad que será tema frecuente para toda clase de críticas.

2.2.3. Proceso de secularización institucional de la asistencia

La propia consideración de la asistencia como una cuestión de
orden interior y la acaparación de atribuciones en el campo de la
beneficencia por parte de los poderes locales y provinciales nos
revela, ya desde un primer momento, el proceso de secularización
a que está sometida la asistencia en el período constituyente gadi-
tano. Manifestación también de esta secularización es la sustitución

402 Aunque con posterioridad será analizada la situación de las instituciones asis-
tenciales en el período constituyente, los expedientes manejados para constatar la
precaria situación económica de las instituciones vinculadas con la Iglesia y la impo-
sibilidad de estas para atender las crecientes necesidades son los siguientes: Informe
de la Casa de Expósitos de Bujalance, Informe de la Casa de Expósitos de Plasencia,
Informe de la Casa de Expósitos de Úbeda, Informe de la Casa de Expósitos de Jaén,
Informe de la Casa de Expósitos de Salamanca, Informe de la Casa de Niñas Huér-
fanas de Sevilla, Informe de la Casa de Misericordia y Hospital de Maracaibo, Infor-
me del Hospicio de Manila, Informe del Hospital de Mujeres y Expósitos de Perú.
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en más de un discurso parlamentario de la noción cristiana de ca-
ridad por la laica de justicia o beneficencia403.

Para llegar hasta aquí, la propia reforma ilustrada había resque-
brajado ya los fundamentos del viejo sistema de caridad a lo que
hay que añadir la generalizada y profunda crisis que estremeció al
país en 1790 y 1815. Las estructuras asistenciales del viejo régimen
estaban preparadas para hacer frente a las crisis agrarias, pero cuan-
do la crisis es de la magnitud de las subsistencias de comienzos
del XIX, que coincide además con las transformaciones impulsadas
en las instituciones caritativas a finales del XVIII, tal situación pro-
voca la destrucción del modelo de asistencia tradicional. A ello hay
que añadir las continuas desamortizaciones del XIX, que debilitan
sustancialmente la economía de las fundaciones. Las bases para la
aparición decidida del Estado estaban puestas404.

Encontramos algunas intervenciones parlamentarias en favor de
esta secularización institucional de la asistencia. De especial interés
resulta la intervención del Sr. Barranco en referencia a las propo-
siciones presentadas por la Comisión Eclesiástica con respecto al
gobierno de algunos centros benéficos. Defiende un modelo de asis-
tencia social en función de las nuevas necesidades existentes, donde
los poderes públicos ejerzan un total control de las instituciones
benéficas:

«De todos es conocido el celo y la labor desarrollada por los
eclesiásticos en la atención de enfermos, pobres, desvalidos. Pero
Majestad, nos encontramos en un momento donde la Iglesia no
cubre todas las necesidades. Debe ser el Estado, amparado por la
caridad de los ciudadanos, el que asuma el cuidado de estas ins-
tituciones que tanto bien hacen a la Patria»405.

En la misma línea se sitúa la intervención del Sr. Golfín a raíz
de la discusión suscitada por un Expediente mandado por la Casa de
Misericordia de Manila donde se informa del precario estado en el
que se encuentra tal institución:

«El clero ha sido uno de los pilares del Estado. Sus servicios
espirituales, caritativos y materiales realizados con los pobres y

403 Sirvan de ejemplo las palabras de Felipe Anes: «La caridad significa dependencia
y limosna, con la beneficencia hacemos justicia, asistimos a quien lo necesita por que ese es su
derecho y se ¡o merece». D i a r i o d e S e s i o n e s . Vol . I. P á g . 6 4 2 .

404 Cfr. E. Maza Zorrilla: op. cit. Pág. 180; y F. Vidal Galache: op. cit. Pág. 777.
405 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1003.
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miserables de la sociedad lo ponen de manifiesto. Pero ha llegado
el momento, en que el Estado, padre y madre de todos los ciuda-
danos, deba de asumir las competencias totales de ayuda a sus
hijos mas desvalidos»406.

En ambas intervenciones se hace alusión a la necesidad de que
sea el Estado quien asuma las competencias en materia de benefi-
cencia, asunción que está amparada en la concepción paternalista
ilustrada del Estado. El Sr. Terrero nos lo recuerda en estas palabras:

«Curar heridos, iluminar ciegos, evangelizar y dar de comer a
los pobres, instruir huérfanos (...) estas deben ser las funciones de
Vuestra Majestad»407.

Otros apoyan esta secularización desde una mentalidad raciona-
lista y utilitaria. Parten de la crítica al gobierno y administración
que hace la Iglesia de las instituciones asistenciales, ofreciendo, como
solución, un control estatal de los centros para poner fin a la indis-
criminada limosna eclesiástica. Este es el caso del conde de Toreno:

« Ya está bien de limosnas. Ya está bien de hospicios, hospitales
y demás instituciones al borde de la miseria. Hay que poner fin a
esta caridad de mano abierta y que sea el Gobierno quien se en-
cargue del control y gobierno de la asistencia»408.

A parte de estas ansias de secularización en el gobierno de los
centros asistenciales que, desde diversa óptica, realizan los diputa-
dos gaditanos, de una forma práctica se intentará abordar esta se-
cularización cuando se discute el párrafo sexto del artículo 321 y el
párrafo octavo del artículo 335. La utilización del término cuidado
para referirse a la función que los ayuntamientos y diputaciones
deben realizar con referencia a las instituciones benéficas implica,
como bien ponen de manifiesto la mayor parte de las intervencio-
nes parlamentarias409, un control y gobierno para las obras de be-

406 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1933.
407 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1594.
408 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1985.
409 Especialmente significativa resulta la intervención del Sr. Dou que se expresa

en los siguientes términos: «Cuidar, significa que los ayuntamientos tendrán encomendadas
¡as misiones de gobierno, administración y fundación de obras de beneficencia pública, así como
¡a de inspección de las de beneficencia privada. Las autoridades eclesiásticas deberán limitarse
con el tiempo a los términos que figuran los apóstoles, no entrometiéndose en las administra-
ciones puramente seculares». Diario de Sesiones. Vol. IV. Págs. 2662-2663.
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neficencia pública y una misión de inspección para las de carácter
privado o particular.

Lo que en principio podía parecer una mera discusión termino-
lógica, acaba siendo cuerpo de norma en el Proyecto de Instrucción
para el gobierno económico-político de las provincias. En el artícu-
lo VII del citado Proyecto se establece que:

«Tocará a los ayuntamientos del cuidado de los hospitales y
casas de expósitos o beneficencia, que se mantengan de los fondos
del común del pueblo, bajo las reglas que para ello estuviesen
dadas o se diesen por el gobierno; en los establecimientos de estas
clases que fueran de fundación particular de alguna persona, fa-
milia o corporación, o que estuvieran encargadas por el gobierno
a personas o cuerpos particulares con sujeción a reglamentos, toca-
rá al ayuntamiento a la inspección y si observa abuso, dar parte
de ellos al jefe político para el conveniente remedio; cuidará tam-
bién de inspeccionar en el ejercicio de sus funciones a los directivos,
administradores y demás empleados en ellas» 410.

No sólo a los Ayuntamientos estará encomendada la labor de
inspección de los centros que no se mantienen con los fondos del
común de los pueblos, también las Diputaciones poseerán estas
atribuciones tal y como se recoge en el artículo XI del citado pro-
yecto:

«Estará a cargo de la Diputación provincial velar la conserva-
ción de las obras públicas y el establecimiento de beneficencia de
común utilidad para la provincia, promover, haciendo presente al
gobierno, la construcción de nuevas obras, la formación de cual-
quier establecimiento beneficioso de general utilidad (...). Si el es-
tablecimiento fuere de fundación particular de algunas personas,
familias o corporación y regido por reglas ya establecidas, la Dipu-
tación provincial vigilará e inspeccionará los citados establecimien-
tos»411.

Los tentáculos de los poderes civiles locales y provinciales se van
adentrando de forma progresiva en todas las instituciones de carác-
ter benéfico-asistencial. El culmen de este proceso será la Ley de
beneficencia de 1822 al pretender abordar de una forma global

410 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5350.
411 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5381.
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todos los problemas de la Beneficencia desde la administración del
Estado. De la labor de inspección estipulada por las Cortes de Cádiz
se pasa a una sistema común de los fondos de beneficencia puestos
bajo la autoridad municipal:

«Los fondos de beneficencia procedentes de fundaciones, memo-
rias y obras pías de patronato público, sea Real o eclesiástico, cual-
quiera que fuera su origen primitivo, quedan reducidos a una sola
y única clase, destinados al socorro de las necesidades a que se
provee por esta ley»4l2.

2.3. Conclusiones: A un paso de la Ley de Beneficencia
de 1822

El siglo XVIII se nos presenta en la historia europea como un
período de grandes cambios que transforman la estructura política
y económica de las sociedad del Antiguo Régimen. En apartados
anteriores hemos insistido en la idea de que este proceso viene
caracterizado por la ampliación por parte del Estado en su conjunto
de sus ámbitos de actuación y control sobre la vida social, política
y económica de la nación. En este contexto, funciones que hasta el
siglo XVIII eran marginales en los intereses del Estado se transfor-
man en cuestiones que atañen a las bases de su estructura. El mundo
de la pobreza y su asistencia que tradicionalmente había estado
monopolizado por la Iglesia o por instituciones que dependían de
ella, a lo largo de XVIII, pasará a depender del Estado o de inicia-
tivas privadas amparadas por los poderes públicos. En este viraje
confluyen elementos tales como un cambio de mentalidad de la
visión de la pobreza, un giro en la economía que mira a la pobla-
ción como un valor, un detrimento en el poder y recursos econó-
micos de las instituciones eclesiásticas que no pueden hacer frente
a nuevas necesidades y una ampliación decidida del Estado de sus
funciones que en el campo de la beneficencia se concreta en un
aumento progresivo de la intervención estatal.

Las aportaciones realizadas por las Cortes de Cádiz en materia de
beneficencia son en este sentido una continuación de lo progresiva-
mente esbozado en el siglo XVIII. La interpretación de la beneficen-
cia como una cuestión de orden interior y de bienestar, la munici-
palización y el intento de controlar el gobierno de estos centros

412 Art. 25. Título II.. Ley de Beneficencia de 1822.
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asistenciales, se enmarcan en la línea de fijación de las bases para
la expansión decidida del Estado. Si la propia reforma ilustrada
había resquebrajado ya los fundamentos del viejo sistema de cari-
dad tradicional, con las Cortes de Cádiz, en función de una nueva
interpretación de la pobreza y de las necesidades sociales como
misiones de los poderes públicos, nace la beneficencia, concebida no
como una fundación personal, sino como un servicio público de
clasificación, control, asistencia o represión de las clases populares
más necesitadas. De ahí a la Ley de beneficencia de 1822 hay so-
lamente un paso. Esta última se encargará:

1. De afianzar de forma definitiva el papel esencial otorgado
por las Cortes a los ayuntamientos y diputaciones en la
gestión de la beneficencia.

2. Sentar las bases para abordar de una manera global los
problemas de beneficencia desde la administración del Es-
tado. No en vano, se asesta un duro golpe a los bienes
privados de beneficencia. Con el fin de convertir en públi-
cos los establecimientos de beneficencia del patronato par-
ticular (de familias, corporaciones, oficios, pueblos, provin-
cias) propone indemnizar a los patronos mediante
transacciones particulares, los derechos personales y pecu-
niarios que les correspondían por fundación. Si cedían sus
derechos se les aseguraba iguales ventajas en los estableci-
mientos públicos a los interesados. No admitían a sus miem-
bros en dichos establecimientos públicos si no se realizaba
la cesión413.

3. Lo más relevante, la voluntad de hacer efectiva la ley. Así,
pocos días después de su promulgación, se aprueban por
Decreto una extensa lista de arbitrios dispuestos para llevar
a cabo las previsiones de la ley.

Compuesta la citada Ley por ocho títulos y ciento treinta y ocho
artículos, se limita a ampliar los principios que las Cortes de Cádiz
habían consignado en materia de beneficencia en 1812 (Título VI,
cap. I, art. 321). Podemos distinguir en las disposiciones de la ley
dos partes bien diferenciadas. En los artículos contenidos en los
títulos I, II y VIII se reglamenta la centralización del servicio en
manos de los Ayuntamientos y Diputaciones; la administración de
los fondos de beneficencia, con la reducción a una sola y única clase

413 Cfr. F. Vidal Galache: op. cit. Págs. 777-778.
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de todos los procedentes de fundaciones, memorias, obras pías... y
demás disposiciones dirigidas a su futura administración; en tercer
lugar, las disposiciones generales414. Son sin duda el cuerpo princi-
pal de la Ley, donde se enumeran las medidas más revolucionarias
y trascendentes.

Los títulos III al VII, inclusive, tratan aspectos concretos. Enu-
meran los establecimientos de beneficencia que han de estar bajo la
dirección y vigilancia de los ayuntamientos: casas de socorro, de
maternidad, hospitales de enfermos, convalecientes y locos, hospi-
talidad domiciliaria y socorros domiciliarios415. En esta segunda parte
se reglamentan puntos concretos para salir al paso de los abusos y
descuidos que en los distintos establecimientos se venían cometien-
do: mala administración, falta de libertad, malos tratos, corrupción,
etc. Por otra parte, se afrontan, con una visión amplia, problemas
que la sociedad del Antiguo Régimen no había asumido o había
descuidado: casas de maternidad, casas de socorro, como sustitutas
de los antiguos hospicios, hospitales de locos y convalecientes.

3. EL VAGO Y LAS CORTES DE CÁDIZ

3.1. Ciudadanos, Vagos y actitud de los constituyentes
Gaditanos

La nueva organización social que crean las Cortes de Cádiz tiene
en el ciudadano su punto de partida en cuanto que éste constituye la
piedra angular de la sociedad clasista y el Estado Liberal. La formu-
lación que de sus derechos hacen —libertad, igualdad, propiedad y
seguridad— es, a la vez, una exposición de los fines perseguidos por
el nuevo hombre al reunirse en sociedad. Su realización choca de
manera directa con el principio de diversificación funcional que se
refleja en los privilegios, obstáculo legal que es preciso superar para
hacer lo que hasta entonces fuera un ideal, una realidad viva y ac-
tuante. La Constitución realizará de manera absoluta el principio
económico de igualdad contributiva y de modo tan sólo relativo los
referentes a la realidad jurídica —igualdad civil y política—4l6.

414 Cfr. Ley General de Beneficencia de 1822. Título I, art. 1 y 17, Título II, Títu-
lo VIII. art. 138.

415 Cír. Ley General de Beneficencia de 1822. Título III. art. 40, 41, 70. Título IV,
VI, VII. art. 107.

416 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 24-30.
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El móvil que impulsa al hombre nuevo es, ante todo, utilitario.
Si todos los individuos aspiran a la felicidad y la riqueza es su
objetivación material, todos pretenderán ampliar sus propiedades
mediante la aplicación de su tiempo, su capacidad y trabajo. El
resultado de este planteamiento es una ley universal según la cual
las acciones humanas están determinadas por la búsqueda de la
felicidad-riqueza417. El diputado nicaragüense López de la Plata lo
define un día en las Cortes en los siguientes términos:

«El hombre en el obrar sólo busca su utilidad»4I8.

De forma mucho más explícita Caneja diría:

« Yo he estado siempre persuadido de que el interés individual
es el móvil principal que hace obrar a los hombres y de que siem-
pre que las leyes se mezclan en arreglar este interés, perjudican a
los particulares y al Estado»4l9.

De acuerdo con estos planteamientos, el título II de la Constitu-
ción de 1812 (Del Territorio de las Españas, su religión y del gobier-
no de los ciudadanos), Capítulo IV (De los ciudadanos españoles)
recoge las condiciones necesarias para ser ciudadano. Este principio
utilitario hace que, tanto para ser ciudadano como para perder la
condición del mismo, sea necesario estar en el ejercicio de alguna
profesión, oficio o industria útil. Los artículos 21 y 22 se encargan
de presentar este condicionante420, mientras que el artículo 25 es-
tablece un conjunto de cláusulas por las que queda suspendida la
categoría de ciudadano. De especial interés para nuestro estudio es
la cláusula cuarta que dice así:

417 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Pág. 461.
418 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4025.
419 Diario de Sesiones. Vol. VII Pág. 5570.
420 A r t í c u l o 2 1 : «Son asimismo ciudadanos los hijos legítimos de los extranjeros domici-

liados en las Españas que habiendo nacido en ¡os dominios españoles no hayan salido nunca
fuera sin licencia del Gobierno, y teniendo veintiún años cumplidos se hayan avecindado en un
pueblo de los mismos dominios, ejerciendo, oficio o industria útil». El s u b r a y a d o es n u e s t r o .

A r t í c u l o 2 2 : «A los españoles que por cualquier línea son habidos y reputados por ori-
ginarios de África les queda abierta la puerta de la virtud y del merecimiento para ser ciuda-
danos: en su consecuencia: las Cortes concederán carta de ciudadanos a los que hicieren servicios
cualificados a la patria o a los que se distingan por su talento, aplicación y conducta, con la
condición de que sean hijos legítimos de matrimonios, de padres ingenuos; de que estén casados
con mujer ingenua y avecindados en los dominios de las Españas. y de que ejerzan profesión,
oficio o industria útil con un capital propio». El s u b r a y a d o es n u e s t r o .
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«El ejercicio de los derechos de ciudadano se suspende por no
tener empleo, oficio o modo de vivir conocido».

Como podemos observar, en función de ese móvil utilitario que
impulsaba al individuo, se nos establece la necesidad de estar inte-
grado laboral y socialmente para adquirir la categoría de ciudadano.
Dicho de otro modo y sin aventurarnos en esta afirmación, nos
encontramos ante un primer rechazo de los que constituyen esa
colección de gente ociosa y sin oficio conocido.

De forma contundente y clara lo expresa el Sr. Mendiola en la
discusión existente en torno al citado artículo:

«En la Cláusula cuarta del artículo 25 se excluyen con justicia
y con política los que no tienen empleo, oficio o modo de vivir
conocido; en una palabra, los vagos. Estos en efecto, carecen de
costumbres, porque no conocieron educación. En cuanto que son
elementos próximos a la criminalidad la ley debe actuar contra
ellos como si de mismos criminales se tratare»421.

Estos primeros elementos nos revelan cuál es el concepto de
vago y la actitud de las Cortes de Cádiz ante su problemática. La
negativa de la categoría de ciudadano a esta gente ociosa y sin
modo de vivir conocido trae consigo que se les siga situando en una
posición marginal dentro del orden social, al propio tiempo que se
va a poner en práctica una política represiva y de persecución en
cuanto que se les considera elementos nocivos y próximos a la
criminalidad. Ubicados en unos planteamientos de organización
social guiados por la utilidad y el individualismo, no debe de extra-
ñarnos semejante concepción y actitud.

Si en algunos momentos del siglo XVIII habíamos encontrado la
existencia de proyectos y leyes que tenían como fin la inserción
social y laboral de los vagos, las Cortes de Cádiz retoman la política
represiva adoptada por Carlos III tras el motín de Esquilache. Es por
tanto el proceso constituyente gaditano, como bien nos lo manifies-
ta la intervención del Sr. Gutiérrez Huerta en la discusión sobre el
Reglamento para el poder judiciario en las causas criminales, una
continuación de la política frente a los vagos adoptada por los úl-
timos Borbones, sólo que ubicados en los parámetros de una socie-
dad clasista:

421 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1850.
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«En las colecciones de gente ociosa, vagos y malentretenidos
que nosotros llamamos levas, el arresto de personas sospechosas
precede a la formación del proceso instructivo en que debe ser
calificada, o su ocupación laboriosa para su puesta en libertad, o
su vagancia y abandono para ser aplicadas a las armas»422.

El iluso racionalismo ilustrado, que presentaba a la Razón como
el instrumento eficaz para resolver las distorsiones existentes en el
orden social, ha dado como único fruto la adopción de políticas
represivas aplicadas a unos elementos que se sitúan al borde de la
criminalidad. Ubicados en este contexto, el Estado no puede quedar
al margen en la actuación contra los vagos. De las críticas ilustradas
contra la indiscriminada limosna eclesiástica, en cuanto que ésta
fomentaba el aumento del número de vagos, vamos a pasar a una
intervención plena por parte del Estado y sus instrumentos de go-
bierno interior. Así nos lo refleja en su intervención el Sr. Sombiela
dentro de la discusión del artículo 41 del proyecto de la Ley sobre
Audiencias y Juzgados de primera instancia:

«Es indudable que el Estado debe interesarse por el pronto
castigo de los delitos, ora por el escarmiento que de suyo produce,
ora por separar de la sociedad los miembros inútiles, vagos y no-
civos para ella»4".

En consecuencia, en función del concepto de vago —elemento
socialmente nocivo e inútil, peligroso para el mantenimiento de la
paz y de la seguridad—, la actitud existente por parte de las Cortes
de Cádiz y los mecanismos adoptados, como posteriormente vere-
mos, no son muy diferentes de los encontrados en los últimos años
del reinado de Carlos III y durante el reinado de Carlos IV. Tanto
en los últimos Borbones, como en las Cortes de Cádiz se opta por
una política represiva frente a una política de reinserción social y
laboral. El vago sigue siendo un elemento peligroso y merecedor del
castigo, perturbador del orden interno y la seguridad de las pobla-
ciones, ya en una estructura social estamental, ya en una estructura
social clasista.

422 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1052.
423 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3546.
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3.2. Un precedente al ordenamiento legal gaditano:
Las propuestas de los Sres. Oliveros y Luján

Antes de pasar al estudio del ordenamiento legal frente a vagos
que dictaminan las Cortes de Cádiz, y el proyecto de creación de
una Milicia Nacional, encargada de perseguir y controlar a vagos y
malentretenidos, merece la pena analizar las propuestas de los Sres.
Oliveros y Lujan en cuanto que son un antecedente a lo posterior-
mente planteado por la Regencia y las Comisiones de Justicia,
Gobernación y Guerra.

El Sr. Oliveros, tras analizar la situación existente en la penín-
sula como consecuencia de la peligrosidad social de estos elementos,
aboga por la intervención de los Ayuntamientos en la materia:

«Hallándose los caminos infectados de vagos y rateros que ex-
ponen a cada paso las personas y bienes de los vecinos de los
pueblos, y siendo la segunda facultad de los ayuntamientos auxi-
liar a los alcaldes en tan importante asunto, hago la siguiente
proposición: Que se excite el celo de la Regencia a poner fin de que
por la Secretaría de la Gobernación se tomen todas las medidas
convenientes para que los ayuntamientos desempeñen el segundo
cargo que les ha impuesto por el artículo 321 de la Constitución,
dando parte a las Cortes de lo que exceda las facultades de la
Regencia para la aprobación de S.M.»424.

Varios aspectos de especial interés podemos descubrir tras estas
interesantes proposiciones. En primer término, los mecanismos que
se pretenden adoptar frente a la problemática de los vagos. Asisti-
mos a unos intentos de municipalización de la vagancia que respon-
den a la propia transformación de la vagancia. La Guerra de la
Independencia ha traído consigo la amenaza de una importante
masa de jornaleros sin oficio y profesión que invaden las ciudades,
y perturban su orden425. En un segundo lugar, es la Secretaría de
Gobernación la que deberá adoptar las medidas convenientes. El
problema de ios vagos se afronta como una cuestión de orden y
gobierno interior situada en la línea de intervención más intensa y
minuciosa por parte del Gobierno en todas las facetas de la vida
social. Ambos elementos, municipalización e intervención de la
Secretaría de Gobernación, están en íntima relación con la propia

424 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3781.
425 Cfr. Elena Maza Zorrilla: op. cit. Pág. 176.
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concepción de bienestar defendida por los diputados gaditanos y
ligada a la propia seguridad de las poblaciones.

Por su parte el Sr, Luján, tras resaltar las funciones que posee el
Gobierno en el mantenimiento del orden público y la seguridad
interior frente al peligro de vagos y malentretenidos, plantea la
necesidad de la formación de una Milicia Nacional que se encargue
del control apresamiento y represión de estos elementos peligrosos
para la seguridad y tranquilidad de las ciudades. Nos encontramos
ante un claro antecedente del Proyecto de Plan para la formación
de una Milicia Nacional que con posterioridad se presentará a las
Cortes:

«Al Gobierno está encomendada la seguridad pública, y para
conseguir tan importante objeto pueden y deben valerse de la fuer-
za armada y de cualquier otro medio que se juzge útil. Si por las
circunstancias de la guerra en que la Nación se haya empeñada
tiene que emplear contra el enemigo todo el Ejército, sin ser posible
destacar la menor partida para perseguir a los vagos y malentre-
tenidos, tampoco se negará que está en su arbitrio formar una
Milicia Nacional para prender a vagos y malentretenidos (...) Un
objeto tan interesante a la quietud y tranquilidad pública no puede
lograrse como apetece sin emplear cuanto ha necesario de los cau-
dales de propios o de otros cualesquiera, aunque sea de las contri-
buciones, porque así lo exige la seguridad de todos; y si no tuviera
el Gobierno a disposición estos medios, mal respondería de la mis-
ma seguridad que le está encargada»426.

Al igual que en la proposición presentada por el Sr. Oliveros, el
Sr. Luján aborda el tema de los vagos como una cuestión de segu-
ridad y orden interior, elementos estos íntimamente vinculados a la
consecución del bienestar de las poblaciones. A tenor de ello aplica
los mecanismos que considera necesarios, en este caso concreto, la
formación de una Milicia Nacional a la que estaría encomendada la
persecución y la detención de vagos, malentretenidos y maleantes.

Para nada se habla en estas dos proposiciones de intentar la
integración social y laboral de los vagos, tan sólo nos aparecen
mecanismos correctivos y de apresamiento de estos elementos mar-
ginales. El propio concepto de vago que se posee determina ambas
proposiciones.

426 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 5075-5076.
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3.3. El ordenamiento legal sobre vagos
de las Cortes de Cádiz

Tres son las circulares que se emiten sobre vagos durante el
proceso constituyente gaditano: 5 de octubre de 1812, 21 de no-
viembre de 1812, 15 de enero de 1813.

La primera de ellas, dada por la Regencia el 5 de octubre de
1812, aparte de recoger el estado de inseguridad existente en mu-
chos territorios españoles como consecuencia de la abundancia de
vagos427, plantea la necesidad de crear tres compañías de celadores
«con la obligación y cargos que se detallan en los 30 artículos de
que se componía»428. Igual que en la proposición del Sr. Oliveros
atendemos a un proceso de municipalización de la vagancia, serán
los Ayuntamientos los que tendrán el control de las citadas compa-
ñías, al propio tiempo que se encargarán de su manutención y su
equipamiento. De especial interés es el artículo sexto en el que se
nos recoge el trato que debe dárseles a estos vagos:

«Los vagos no deben ponerse a disposición del comandante
militar, sino de los jueces letrados, para proceder contra la crimi-
nalidad con arreglo a las leyes dadas sobre ellos. Ello se ejecutará
por dichos jueces o por los mismos alcaldes y jefes políticos de la
provincia en los términos que correspondan» 429.

A1 vago, como se decía con anterioridad, se le ubica al borde de
la criminalidad, de ahí esta disposición por la que está a cargo de la
jurisdicción civil y no de la militar: el vago es un perturbador del
orden y seguridad interior de las provincias.

La Circular de 21 de noviembre de 1812 vuelve a insistir so-
bre este último aspecto de competencia civil frente a competencia
militar:

«La Regencia para asegurar los pueblos y los caminos de los
vagos y rateros que los infectan, y considerándose la materia bas-
tante importante por la complicación que pudiera resultar entre
las autoridades civiles y militares dictaminan que sean las prime-
ras las que se hagan cargo del asunto»430.

427 «La Regencia es consciente de la necesidad de tomar medidas convenientes para asegurar
los pueblos y caminos de los vagos y rateros que los infectan. Son muchos los pueblos que han
perdido la seguridad de antaño (...)». Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3896.

428 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3896.
429 Diario de Sesiones. Vol. V. Págs. 3898-3899.
430 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4006.
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Desde la misma óptica, la Circular de 15 de enero de 1813,
dirigida por la Regencia de los Jefes Políticos de las provincias, re-
coge el papel que las autoridades civiles deben juzgar en el tema de
los vagos:

«La Regencia emite esta circular a los jefes políticos, a fin de
que se excite el celo de los ayuntamientos para tomar medidas de
policía, que pueden conducir a la tranquilidad y seguridad de los
pueblos y caminos, al exterminio de los vagos» 431.

El término policía debe ser entendido, no sólo en el sentido
represivo que hoy tiene, sino que engloba todo aquello vinculado
con el bienestar de las poblaciones y con lo que contribuye a au-
mentar el poder de la nación.

Como hemos podido observar, las tres circulares atribuyen
la materia en cuestión a las autoridades civiles (Jueces, Jefes polí-
ticos, Ayuntamientos). La problemática de la vagancia se afronta,
como hemos dicho con anterioridad, como una cuestión de orden
y seguridad interior. Ello en gran medida explica que el término
vago, siempre que aparece en el proceso constituyente gaditano,
esté acompañado de términos a los que se consideran similares
como el de ladrón o ratero, a la par que de calificativos como el de
criminal.

3.4. Los medios para atacar y reprimir la vagancia

Las concepciones, propuestas y leyes determinan el tratamiento
represivo que debía dársele a estos elementos díscolos socialmente.
No debe de extrañarnos, por tanto, que los medios con los que se
intenta atajar esta problemática se sitúen en esta línea.

En este sentido se presentaron a las Cortes algunos planes para
la creación de una Milicia Nacional que tuviese por objeto la segu-
ridad interior a tenor de la peligrosidad derivada de estos elemen-
tos. El más completo e interesante es el elaborado por el mariscal
de campo D. Luis de Wimpfen, presentado a las Cortes en septiem-
bre de 1812. Compuesto de seis capítulos, su fin era atender a la
seguridad interior del Estado sin distraer la fuerza armada perma-
nente. Estos son los motivos que le hacen concebir la necesidad de
la formación de una Milicia Nacional:

431 Diario de Sesiones. Vol. VII. Pág. 4570.
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«Es necesario que se establezca en todos los pueblos una fuerza
armada, compuesta de vecinos honrados, que estando a disposición
de sus alcaldes y del Jefe Político de la provincia y a las ordenes del
comandante militar, asegure la tranquilidad de los pacíficos habi-
tantes, y los bienes y vidas de los viajeros frente al peligro de vagos
y malentretenidos»432.

El Capítulo I hace referencia a la composición de dichas milicias.
En ellas se deben emplear el 15% de todos los hombres hábiles entre
20 y 60 años de todas las clases, cada pueblo independiente en su
milicia de otros, aunque en ocasiones de necesidad extrema pueden
apoyarse. Por el Capítulo II queda establecido el fin de estas Milicias
Nacionales: el recogimiento de vagos y malentretenidos. Para la rea-
lización de este fin los pueblos de más de 500 almas contarán con el
posible auxilio de parte de la Milicia de los pueblos vecinos. El Capí-
tulo III expone que el alistamiento y las relaciones de él, estarán a
cargo del ayuntamiento, al propio tiempo que el capítulo IV estable-
ce que, mientras el Gobierno no pueda atender al armamento, será
esta ocupación del ayuntamiento que lo recogerá del pueblo con cier-
tas formalidades dirigidas a la seguridad y equidad en los dueños de
las armas. Los Capítulos V y VI se ocupan de aspectos referentes a la
indumentaria de dichas Milicias y al mando de las mismas, que esta-
rán bajo el gobierno y control del gobernador o el comandante mili-
tar, auxiliando en todo lo necesario a los ayuntamientos.

El citado proyecto pasó a examen de la Comisión de Guerra
cuyo dictamen puede sintetizarse en las siguientes palabras:

«En el plan presentado por el mariscal de campo D. Luis
Wimpfen se cuestionan ideas muy útiles sobre la necesidad de una
fuerza armada que hiciere el servicio interior benéfico de la quie-
tud general; que reemplace a los ejércitos y con el objeto también
de tener cuerpos de Milicias que fueren como de reserva de ellos. No
hemos de olvidar en ningún momento la peligrosidad de vagos y
malentretenidos, cuya actuación y bandidaje afecta a la seguridad
y propiedad de muchos ciudadanos honrados» 433.

La Comisión de Justicia también examinó dicho proyecto. Su
dictamen recoge en primer término la necesidad en que se encuen-
tra la nación de dichos cuerpos:

432 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5570.
433 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5571.
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«A cada momento se dirigen a la Regencia del Reino, tanto por
personas particulares, como por los ayuntamientos y jefes políticos
de la provincia, quejas solicitando se adopten con prontitud, gra-
vedad y transcendencia de mal, las providencias más vigorosas y
eficaces que puede dictar la sana e ilustrada política para extirpar
de una vez la horrible plaga de los vagos, malentretenidos y toda
clase de malhechores, que por una fatal consecuencia de las desfa-
vorables circunstancias en que se halla la nación, infectan todo el
territorio de la península»434.

Al plan presentado por D. Luis Wimpfen, la citada Comisión
añade las siguientes adicciones que pasaron a discusión por parte de
la Cámara el 8 de julio de 1813:

1. En los pueblos en que no se establezcan fuerzas armadas se
establecerá una compañía de individuos voluntarios.

2. Ante la imposibilidad de que los particulares se armen por
sí solos, el ayuntamiento costeará escopetas y fusiles de
igual calibre.

3. El que se forme parte de estas Milicias Nacionales en nin-
gún caso implica que se este libre del ejercicio del servicio
militar. Se deja bien claro el carácter civil de estas milicias
en atención a sus fines.

4. Es necesario el establecimiento de un justo premio y un
aliciente para los que se dediquen a este servicio.

5. Deben existir, en aquellas ciudades donde hay alcaldes y
jefes políticos, una perfecta compenetración entre ambos.
De tal manera que en el caso de salida de las milicias irán
éstas acompañadas del debido pasaporte emitido por ambas
autoridades.

6. Cuando algún particular quisiera el auxilio de algunos in-
dividuos de las milicias deberá satisfacer con alguna pre-
venda al personal que utilice.

7. La asignación que recibirán los componentes de estas Mili-
cias Nacionales será diaria y deberá satisfacerse de los fon-
dos de propios donde los halla4".

Tras su paso por la Cámara, el plan fue aprobado, con leves
modificaciones y con carácter provisional, mientras se presentaba a

434 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5678.
435 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 5679-5680.

186



MANUEL HERRERA GÓMEZ

las Cortes el reglamento u ordenanza para la organización de la
Milicia Nacional prescrita en el artículo 362 de la Constitución436.

La vuelta al trono de Fernando VII y la suspensión de la Carta
Magna gaditana impidió que dicho plan se llevase a efecto. No por
ello deja de ser interesante este proyecto, el cual en gran medida
pone de manifiesto las medidas que se adoptan por parte de las
Cortes de Cádiz para actuar frente a los vagos y malentretenidos.
Apoyadas en una concepción del vago que raya la criminalidad, el
principal destino de estas milicias será el perseguir y aprehender a
vagos y a malentretenidos: «conducir a unos y a otros a donde se
les mande»437.

3.5. Conclusiones: De la inserción a la represión

Algunos ilustrados en sus proyectos de organización social ha-
bían abogado por una pretendida inserción laboral y social de los
vagos y malentretenidos. Amparados en la idea de que la riqueza
del Estado se apoya en la existencia de una población útil y labo-
riosa habían intentado, al menos de forma utópica, convertir este
conjunto de elementos marginales y peligrosos socialmente en ele-
mentos productivos. La legislación ilustrada, al menos la existente
durante los reinados de Carlos III y Carlos IV, presenta un carácter
totalmente distinto: se condena y se reprime a los vagos por consi-
derarlos un elemento nocivo que atenta contra el orden y seguridad
de las poblaciones.

Las Cortes de Cádiz van a adoptar la posición típica de un Estado
Liberal. Su acción se ajusta por entero a la limitación de fines que
la doctrina asignó a la institución. De acuerdo con ella, el Estado se
cuidará de promover la propiedad individual y la libre concurrencia.
Siendo, en consecuencia, la seguridad y la propiedad dos valores
centrales del pensamiento y del Estado Liberal, se van a adoptar
todos los mecanismos necesarios para su defensa438. El vago y el
malentretenido son, en este sentido, elemento peligrosos que pue-
den atentar contra esos dos valores o pilares fundamentales del
pensamiento y Estado Liberal. Atrás quedan las levas de vagabun-
dos, promovidas por las necesidades bélicas de la nación, para dar

436 Artículo 362: «Habrá en cada provincia cuerpos de Milicias Nacionales, compuestos de
habitantes de cada una de ellas, con proporción a su población y circunstancias»».

437 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5570.
438 Cfr. Fernando Álvarez Uría: op. cit. Pág. 119.
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paso a una política de represión, motivada ésta por la propia con-
cepción existente en torno al vago que lo coloca al borde de la
criminalidad. Artola considera que el detonante de esta política está
representado por el motín de Esquiladle439, acontecimiento político
y social en el que queda puesto de manifiesto la peligrosidad de
estos elementos díscolos socialmente. Hasta cierto punto podemos
considerar este planteamiento como válido, pero no hemos de olvi-
dar que la estructura social ideada por el pensamiento liberal se
fundamenta en un conjunto de disposiciones que configuran la
nueva sociedad, cuya protección contra enemigos interiores o exte-
riores integra un importante campo de acción estatal. En este con-
texto, el vago aparece como un peligro público en cuanto que dis-
torsiona el orden, la paz y la seguridad interiores, fines estos a
conseguir por parte del Estado. Todo ello explica, como hemos
podido ver a lo largo de este apartado:

1. Que la concepción existente en torno al vago coloque a éste
al borde de la criminalidad.

2. Que se dejen atrás las utopías ilustradas para dar paso a una
política represiva que sitúa al vago no ya fuera de la ley,
sino también alejado de la posibilidad de adquirir los dere-
chos de ciudadano.

3. Que sean los ayuntamientos y los jefes políticos, autorida-
des estas encargadas del gobierno interior, las que se encar-
guen de su persecución y control.

4. Que para tal fin se intenten formar Milicias Nacionales que
actúan como cuerpo de represión.

Iniciábamos el estudio y análisis del vago ante las Cortes de
Cádiz diciendo que el móvil que impulsa al hombre nuevo es ante
todo utilitario. El resultado de este planteamiento es una ley uni-
versal según la cual las acciones humanas están determinadas por
la búsqueda de la felicidad-riqueza. Siendo ésta la única fuerza
social, las diferencias de riqueza, responden necesariamente a dife-
rencias en el tiempo, capacidad o trabajo que cada individuo apli-
que a este fin, de tal modo que las desigualdades de condiciones
resultantes reflejarían necesariamente las diferencias entre los indi-
viduos. Es en esta situación, donde la organización social que los
individuos crean en virtud de las relaciones que establecen entre si,
una sociedad justa, si y sólo si se cumplen determinadas reglas que

439 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Pág. 82.
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son las mismas que las del mercado perfecto; el vago aparece como
un elemento marginal, nocivo y díscolo, merecedor de todas las
represiones en cuanto que se sitúa al margen de este orden social.

EPÍLOGO

Los cambios en el terreno de lo social, político, económico no
son bruscos ni independientes, no acontecen de un día para otro.
Los obstáculos que presenta el propio devenir histórico hacen que
estas mutaciones se produzcan de forma paulatina, al ritmo que
marcan los tiempos, sin la existencia de cortes radicales que anulan
todo lo anterior e implantan nuevas fórmulas de convivir, pensar,
regir y manejar la vida en comunidad.

Un buen ejemplo gráfico de esta afirmación, marcada toda ella
por los tintes de la validez universal en el espacio y en el tiempo,
lo constituye el mundo de la pobreza, la mendicidad, la vagancia,
su tratamiento y su asistencia. Tras un intervalo de tiempo de más
de cien años, período en el que se han sucedido, esbozado y plan-
teado diversidad de proyectos, propuestas, utopías y leyes, hemos
llegado a:

1. El establecimiento de unos principios que son el precedente
de una futura, pero próxima, Ley General de Beneficencia
(1822), punto de partida del ordenamiento legal del Estado
liberal del XIX español en torno al complejo mundo de la
necesidad material.

2. Una definición y tipología de la vagancia a la que se con-
sidera un delito propiamente tal, punible en si mismo, que
servirá de motor de arranque de las disposiciones posterio-
res sobre la materia (Decreto de 11 de septiembre de 1820;
Ley de vagos de 9 de mayo de 1845; Código Penal de 1848,
artículos 258, 259, 260, 261; y Ley de Orden Público de 20
de marzo de 1867).

Las Cortes de Cádiz presentan la atención y el socorro al com-
plejo mundo de la necesidad material como una cuestión de orden
interior y bienestar, hecho este que explica el que aboguen por una
municipalización y secularización de los servicios de asistencia. Es-
tas pretensiones, que son a la vez principios, serán consagrados por
la Ley General de Beneficencia de 1822, cuyos puntos fundamen-
tales son: la municipalización de la beneficencia, que logra una
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centralización total del servicio; el paso de todos los bienes de be-
neficencia a un fondo común, que luego se dividirá según los fines,
en bienes generales o municipales, así como el paso de los estable-
cimientos y bienes privados de beneficencia a públicos. Esta medida
estaba destinada a terminar con los abusos que los patronos y ad-
ministradores de los establecimientos privados venían efectuando
desde mucho tiempo atrás, consiguiendo que los medios que estos
utilizaban para su interés particular pasaran a engrosar los de la
beneficencia pública.

La organización social que crean y defienden los hombres de
Cádiz tiene en el ciudadano su punto de partida. Para ser ciudada-
no, tal como señala el texto constitucional, es necesario el desem-
peño de algún trabajo u «oficio útil». Según esto, los vagos, los
malentretenidos, los «sin oficio o quehacer alguno pudiendo traba-
jar», no tienen cabida, quedan situados al margen del orden social
y, en consecuencia, se les valora y conceptúa como elementos no-
civos y peligrosos que pueden atentar contra alguno de los pilares
de esta nueva sociedad, tal como la libertad, identificada en los
primeros momentos del liberalismo como propiedad y seguridad. Se
presenta así a la vagancia como un delito, el cual quedará tipificado
como tal en los futuros Códigos penales de la España del XIX.

Tras estos dos puntos de llegada, que al mismo tiempo son
puntos de partida de las respuestas dadas al reto de la pobreza, la
mendicidad y la vagancia por parte del Estado liberal del XIX espa-
ñol, se esconde todo un proceso que se desarrolla en la centuria
anterior. En nuestra opinión, tres son los pilares sobre los que des-
cansa dicho proceso:

1. El aprecio manifestado por la Ilustración hacia el trabajo.
2. La novedosa actitud del movimiento ilustrado ante las cues-

tiones sociales, actitud en buena medida ligada al valor atribuido a
la población.

3. Las transformaciones habidas dentro del propio Estado, to-
das ellas encaminadas a la ampliación por parte de este de sus
ámbitos de actuación y control sobre la vida social, política y eco-
nómica de la nación.

Uno de los rasgos que distingue a la Ilustración es el aprecio
hacia el trabajo. Para la consecución de la perfección terrenal hará
falta trabajo activo. Antiguamente se tuvo en alta estima el valor
humano del trabajo. Piénsese, por ejemplo, en la cristiana concep-
ción de la profesión y del trabajo en la Edad Media, o en la concien-
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cía de sí mismo y la complacencia profesional de los diversos oficios.
La Ilustración dio un importante paso más. Elevó el trabajo humano
a la categoría de valor independiente y humano. Se puso al trabajo
como fundamento y medida de la riqueza nacional. La Ilustración
estaba contra toda forma de ociosidad, contra el abuso de la men-
dicidad, contra los juegos de azar. No se tenía ninguna simpatía por
la oficialidad y se estaba en contra de la vida contemplativa de los
monjes. Se rechazaron las formas sociales del decadente mundo de
la nobleza y, del mismo modo, el duelo. En este sentido, los ilus-
trados se manifestaron en general por la abolición de la esclavitud.
De acuerdo con las exigencias del cristianismo, la esclavitud se con-
denaba como una institución pasada de moda, de una época de
barbarie. Para el ilustrado, el más perfecto cumplimiento del deber
en el ámbito profesional era un valor absoluto, una condición indis-
pensable para el triunfo en la vida personal y pública. En tanto que,
desde la Edad Media, se vivió dentro de unos límites profesionales
bien determinados, cuya observancia se admitía como cosa natural,
ahora se rompen, en cambio, estas barreras y se pretende que cada
uno, en la medida de sus posibilidades, se desarrolle profesional-
mente con libertad.

La Ilustración tomó parte muy pronto en las cuestiones sociales.
Se declaró en contra de la asistencia social a los pobres en su sentido
tradicional y tuvo por insuficiente el caritativo amor al prójimo del
cristianismo. A los necesitados había que ayudarles eficazmente.
Para que se diera este viraje fue necesario un cambio de mentalidad
de la visión de la pobreza y que la economía mirara a la población
como un nuevo valor; no olvidemos en ningún momento que para
los economistas ilustrados un Estado rico es aquel que tiene abun-
dante población, pero que este compuesta por elementos útiles y
laboriosos, que sean activos y que trabajen.

Hasta el siglo XVIII, todavía en España, bajo los harapos de los
miserables se veía la imagen de Jesucristo, que pedía limosna. De-
trás del pobre podía encontrarse su mirada que acusaba y reprocha-
ba a los hombres su egoísmo y falta de caridad. El pobre formaba
parte de un mundo rígidamente jerarquizado en el que cumplía
una función casi religiosa: el ponía a prueba al rico y éste con su
buena acción contribuía a su salvación eterna. La asistencia social
se canalizaba, por tanto, a través de la Iglesia, que acaparaba parte
de la riqueza nacional y de las donaciones y limosnas particulares.
Las ayudas se repartían sin preguntar de quien era la mano que las
recibía, pues la caridad era una obligación desinteresada de todo
cristiano. Desde el Renacimiento ese Dios invisible que se escondía
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en cada indigente fue paulatinamente sacado y separado de la ima-
gen del pobre. Este fue perdiendo la aureola mística de que había
estado rodeado. Así pasó de ser la conciencia de los creyentes a ser
un peligro social. Este cambio de mentalidad se produce durante
los siglos XVI y XVII, especialmente en los países protestantes con
incipiente desarrollo capitalista, en ellos, la pobreza y su asistencia
se secularizan y se transforman en un problema político y social
que atañe fundamentalmente al Estado. En España, hasta el siglo
XVIII, no se produce este cambio, aunque no faltan proyectos, que
durante los siglos XVI y XVII se plantean la ordenación general de
la pobreza desde las mismas perspectivas que en otros países euro-
peos. En síntesis, podemos decir que el mundo de la necesidad
material empieza a contemplarse por la Ilustración no como una
cuestión de índole religiosa o espiritual, sino como un obstáculo al
desarrollo económico y un riesgo potencial por posibles desórdenes
sociales.

El aprecio por el trabajo y la novedosa actitud ante las cuestio-
nes sociales, están acompañadas por la reordenación del gobierno
interior, dirigida a intervenir más intensa y minuciosamente en
todas las facetas de la vida social. Funciones que hasta el siglo XVIII
eran marginales en los intereses del Estado se transforman en cues-
tiones que atañen a las bases de su estructura. Encuentra esta re-
ordenación del gobierno interior su apoyo en otro de los rasgos
básicos del movimiento ilustrado: su racionalismo crítico. El les lle-
vó a buscar unas leyes de concatenación social, sin aceptar ningún
tipo de imanentismo absoluto. Fue por esta razón por lo que con-
sideraron de suma importancia la intervención del Estado, a fin de
romper una tradición que resultaba fatal para los intereses materia-
les del país.

La España del XVIII, que coloca a un Borbón en la cabeza del
Estado, comienza un proceso, mantenido a lo largo de la centuria,
de racionalización y reordenación de la administración tendente a
centralizar la toma de decisiones y a ampliar el campo de acción del
Estado: se reorganiza el espacio nacional con nuevas divisiones
provinciales, se reforma la administración local, se reordena el Ejér-
cito, se crea una red de vías radiales de comunicación con su centro
en Madrid y se centraliza la administración, se dictaminan un con-
junto de medidas en favor de las artes, letras y ciencias. Este pro-
fundo sentido innovador y racionalizador se proyecta igualmente
sobre el mundo de la necesidad material. La asistencia que tradicio-
nalmente había estado monopolizada por la Iglesia o bien por ins-
tituciones que dependían de ella, a lo largo del XVIII, pasará a
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depender del Estado o de iniciativas amparadas por los poderes
públicos.

Llegados a este punto, y teniendo en cuenta estos precedentes,
cabe preguntarse: ¿Qué ocurre con el mundo de la pobreza en el
siglo XVIII? La respuesta es fácil, deja de ser ese conjunto indife-
renciado y homogéneo para ser clasificado en virtud de un nue-
vo criterio que se reduce básicamente a la capacidad, o no, de
poder trabajar, de este modo sólo serán dignos de ayuda los que
padecen alguna tara que les impide ganarse el sustento, o bien,
aquellos que, siendo personas honradas, han perdido su habitual
modo de vida, como huérfanos o jornaleros en paro. Para el resto,
que englobaría el conjunto de la población que vagabundea y si-
mula dolencias, el Estado tomará medidas legales encaminadas a
reprimir la vagancia para apropiarse de su fuerza de trabajo y
destinarla allí donde más falta hace: el Ejército y las obras públicas.
Al resto de los pobres que no simulan ninguna astucia y son in-
capaces para el trabajo se les encierra en establecimientos en los
que se tratará de cambiar sus hábitos y comportamientos. Asisten-
cia y represión fueron los elementos básicos de proyectos y legis-
lación, lo que venía a ser una forma inteligente de conciliar el
miedo que los mendigos y vagabundos causaban a las clases privi-
legiadas, con la impotencia de éstas para proporcionar empleo, y
con la llamada a sus conciencias que les impulsaba a atender sus
necesidades más apremiantes en forma que no resultase amenazada
su posición estamental.

La respuesta dada este interrogante nos aparece ubicada dentro
de lo que constituye una de las grandes aportaciones del siglo ilus-
trado, nos referimos al cambio de la caridad como medio de asisten-
cia social, por la beneficencia. Los continuos proyectos y leyes que
se suceden de forma casi ininterrumpida a lo largo del siglo XVIII
lo ponen de manifiesto. Asistimos al tránsito que se produce entre
la obligación moral del creyente, que a su vez configura un régimen
asistencial basado en iniciativas particulares, y la obligación que
tiene la sociedad, considerada como entidad colectiva y por ello el
término irá siempre seguido del apelativo pública, de amparar a
aquellos de sus individuos que por una u otra razón no son capaces
de atender a su subsistencia.

Detrás de este tránsito se esconde esa nueva visión de la pobreza
sobre la que tanto hemos insistido a lo largo de estas páginas: no es
un cuestión de índole religiosa o espiritual, sino un obstáculo al
desarrollo económico y un riesgo potencial por posibles desórdenes
sociales. Esta nueva visión lleva aparejada:
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1. Una repulsa y rechazo de la tradicional e indiscriminada
limosna, por considerar que fomenta la pobreza y la ocio-
sidad, así como los vicios anexos a ella (juego, bebida, etc.).
Se plantea como alternativa la inserción social y laboral.

2. Una nueva clasificación de este mundo heterogéneo y com-
plejo, clasificación que se hará en función de la capacidad
o no de poder trabajar.

3. Una decidida intervención estatal que, amparada en ese
concepto de pobreza y tendente a intervenir en todos los
ámbitos de la vida política, social y económica, resquebraja
los fundamentos del viejo sistema de caridad particular
sentando las bases de la necesaria participación del Estado
en el terreno de la asistencia social.

Con la primera regulación constitucional va a quedar configura-
da la beneficencia. La Constitución de 1812 confía a Ayuntamientos
y Diputaciones el cuidado de las instituciones de asistencia y la
inspección y puesta en práctica de las medidas que adopte el gobier-
no respectivamente. Dicho de otro modo, el paso de la monarquía
absoluta al Estado liberal viene acompañado de la asunción por el
Estado de la asistencia social y la beneficencia pública. Es por ello,
como decíamos al principio, que el proceso constituyente gaditano
nos aparece en el terreno de la asistencia social como el final de una
etapa que se desarrolla en el siglo XVIII, y el principio de otra que,
partiendo del siglo ilustrado, se configura a lo largo del siglo XIX.
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CAPÍTULO II

LAS CORTES DE CÁDIZ
ANTE LA EDUCACIÓN





PARTE PRIMERA: EL PROYECTO DE
REFORMA EDUCATIVA ILUSTRADO

El plan ilustrado era un proyecto de reforma en profundidad de
la sociedad española. Las medidas adoptadas para fomentar la pros-
peridad nacional, afectaron a todos sus ámbitos. Se emprendió una
activa política de obras públicas, mejora y saneamiento de las ciu-
dades y dotación de equipamientos básicos. La reordenación admi-
nistrativa se inicia para activar la política de fomento, implantándo-
se políticas de colonización de territorios despoblados, como en
Sierra Morena, mediante la creación de nuevos poblados. El impul-
so de la riqueza, comercio y artesanía vino acompañado de medidas
en favor de las artes, las letras y las ciencias. La pobreza y su asis-
tencia van a ser abordadas, como se analizó en el capítulo anterior,
por proyectistas y gobernantes en función de la capacidad o no de
poder trabajar. Sin embargo, como muy bien señala José Luis Abe-
llán, este proyecto era irrealizable si no se empezaba por un cambio
en los espíritus y en las mentalidades. De aquí que la reforma de los
estudios aparezca como previa a cualquier otra1.

Los cambios introducidos en la educación eran necesariamente
prioritarios a cualquier otro tipo de transformación. No puede ex-
trañarnos, por tanto, que los ilustrados insistan desde el primer
momento en una obsesiva preocupación pedagógica y un reiterado
propósito de reforma educativa, preocupación y propósito que se
traducirán en la incorporación de nuevos contenidos y metodolo-
gías, así como en una honda y decisiva participación del Estado en
materia educativa.

El espectáculo que ofrecía la enseñanza en todos sus grados no
podía ser más lamentable. Julia Várela nos presenta un panorama
de la historia educativa española caracterizado por dos notas que
mutuamente se apoyan: la proliferación caótica y el conservaduris-

1 Cfr. José Luis Abellán: Historia crítica del Pensamiento español. Del Barroco a la
Ilustración (Siglos XVII y XVIII). Tomo m . Madrid 1983. Pág. 151.
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mo reaccionario. La primera es consecuencia de la consideración
tradicional que tenía la enseñanza, es decir, el ser un acto de bene-
ficencia social practicado por las ordenes religiosas y las institucio-
nes eclesiásticas, pero nunca un acto de gobierno ni una obligación
de los poderes políticos, que tuviera relación con el bienestar de la
comunidad. La segunda tiene como resultado el misoneísmo, méto-
dos anticuados de enseñanza, apoyo a las disciplinas filosóñco-teo-
lógicas y desprecio tradicional por las que los ilustrados llamaban
«ciencias útiles», absentismo del profesorado, abuso en la provisión
de cátedras, indisciplina general, insuficiencia de las dotaciones...2.
Había en consecuencia que atacar el sistema educativo de abajo a
arriba, y quizá no exista otro capítulo, de la obra política de los
reformadores y gobernantes, donde mejor se aplique la conclusión
de que lo intentaron cambiar todo y fracasaron en mucho.

A partir, sobre todo, de la segunda mitad del siglo asistimos a un
continuo suceder de proyectos y órdenes que tratan de cambiar el
modo de obrar en la enseñanza y en la educación en todos los
niveles por medio de reformas en las instituciones tradicionales y en
la introducción de nuevos métodos y planes de estudio. Proyectos
y órdenes que, en opinión de Maravall, emanan de una minoría
compuesta por aristócratas desinteresados, obispos y alto clero,
magistrados, funcionarios civiles y militares, educadores e indivi-
duos de profesiones liberales. Se trata de una generación enciclope-
dista cuyas dos características específicas son: la ausencia de un
pensamiento político democrático (despotismo ilustrado) y la inter-
pretación económica de nuestra decadencia3.

Sin embargo, antes de analizar el conjunto de estos proyectos y
disposiciones legales, sus contenidos y pretensiones, así como su
mayor o menor éxito, conviene detenernos a considerar las ideas
básicas que sirven de punto de partida de todo el programa que se
proponen proyectistas y gobernantes. Podríamos reducirlas a dos:
una, de intención lejana y a manera de bella utopía, y otra, más
concreta, real e inmediata.

La primera consistiría en el principio de la universalidad del
saber para todos, al menos en el nivel de instrucción primaria, que
debería hacerse obligatoria. La ecuación: «Educación = Virtud =
Felicidad», sostiene la utopía educativa ilustrada y nos da la clave

2 Cfr. Julia Várela: «La Educación Ilustrada o cómo fabricar sujetos útiles y dóciles», en
Revista de Educación, n° Extraordinario. Madrid 1988. Págs. 246-247.

3 Cfr. J.A. Maravall: Estado Moderno y mentalidad social. Siglo XV al XVIII. Tomo II.
Madrid 1972. Págs. 214-215.

198



MANUEL HERRERA GÓMEZ

de la atención que le dedicaron. Como bien señala Ruiz Berrio, la
educación es considerada como el mejor y más seguro medio para
alcanzar el estado virtuoso de los individuos, a la par que se estima
que una nación en la que reine la virtud será más fácil gobernar y
ello permitirá a la larga conseguir la felicidad pública4. Dominando
estos planteamientos, entre los gobernantes y minorías rectoras, es
fácil comprender que se intentará renovar la situación de la ense-
ñanza.

La otra idea o principio se derivaría coherentemente del concep-
to último del poder absoluto del Despotismo Ilustrado, que tiende
a intervenir, dirigir, controlar y vigilar todas las actividades del
hombre. Si se pretendía someter al otro poder, la Iglesia, ¿cómo no
habría de hacerlo con la educación, transmisora de los valores so-
ciopolíticos que aseguran o socavan el orden establecido? Según
esto, no repararon en medios para tener en sus manos todas las
piezas del sistema, sobre todo la Universidad. No hemos de olvidar
que nos encontramos en un momento histórico que viene caracte-
rizado por la ampliación por parte del Estado de sus ámbitos de
actuación y control. Para García Pelayo, competencias y funciones
que hasta el siglo XVIII eran marginales respecto de los intereses
estatales —la asistencia y previsión social, la administración local, la
sanidad, las vías de comunicación, la educación— se transforman en
cuestiones que atañen a las bases de su estructura5.

La aplicación de estos principios en los niveles primarios de
enseñanza tendrá notables consecuencias. Si desde antiguo la par-
cela de la enseñanza elemental había estado en manos de los reli-
giosos, y en gran medida siguió estando, sin embargo se inicia ahora
la tendencia a incorporar a la primera enseñanza nuevos contenidos
y maestros seglares. La importancia que se concedió a estos niveles
por parte del poder real quedó reflejada en la Real Orden de 1771,
donde se dice que «la educación de la juventud por los maestros de
primeras letras es uno y aún el más principal ramo del buen gobierno del
Estado»6.

Otro «ramo» al que se dedicará gran atención, tanto por proyec-
tistas como por gobernantes, será el de la educación popular de los

4 Cfr. Julio Ruiz Berrio: «La Educación del Pueblo en el proyecto de los Ilustra-
dos», en Revista de Educación, n° Extraordinario. Madrid 1988. Pág. 171.

5 Cfr. Manuel García-Pelayo: Las transformaciones del Estado Contemporáneo. Madrid
1991. Pág. 26.

6 Real Orden de 11 de julio de 1771. Colección de Pragmáticas, Cédulas, Provisio-
nes, Circulares, Autos acordados dados en tiempos de Carlos III y Carlos IV. Madrid 1805.
Vol. I. Pág. 206.
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artesanos con objeto de lograr buenos operarios en cada oficio, lo
que revertiría en un beneficio del Estado a la vez que en un me-
joramiento personal. Este programa encaja además perfectamente
en el criterio de una sociedad ordenada en la que cada individuo
debía permanecer en el escalón que le pertenecía, eso sí, lo más
perfectamente adecuado al mismo. Nada de saltos en el aire y menos
en la cultura.

Una gran novedad, tanto en proyectos como en disposiciones
legales, durante el siglo XVIII en materia educativa, es el descubri-
miento de la mujer como sujeto de atención pedagógica. Serán
tratadas todas aquellas tareas que le son propias, perfeccionan o
adornan su condición femenina a la par que se abren escuelas de
niñas, muchas de ellas propiciadas por las Sociedades Económicas
de Amigos del País, en cuyos programas se destacan la enseñanza
de labores, bordados, encajes, etc.. También cabe apreciarse la apa-
rición de algunas mujeres con tintes intelectuales, sin llegar en
ningún caso a conseguir el relieve que alcanzaron en otros países.
Incluso, podría hablarse, con muchísimas restricciones, de tertulias
y círculos aristocráticos femeninos en torno a los cuales se mueven
espíritus inquietos. Lo innegable es que, a partir de esta centuria, la
mujer comienza a abrirse paso en el cerrado mundo del hombre con
algo más que sus encantos personales.

No obstante, fue en el campo de la Universidad donde más traba-
jaron nuestros ilustrados para conseguir su control, a la vez que sa-
cudir la modorra y adaptarla a las nuevas necesidades. Esta lucha se
enlaza, además, con otra muy espectacular que se desarrolla con no
menos encaro en la época: la oposición a los jesuitas, contra los que
arremeten los ilustrados con todas sus fuerzas hasta conseguir su
extrañamiento en una de esas oleadas a las que son tan dadas nues-
tro pueblo, unas veces contra unos y otras contra sus opuestos.

En lo que concierne estrictamente al funcionamiento y conteni-
do de las universidades, proyectos y reformas inauguran un periodo
de centralización y uniformidad cada vez mayor, reduciendo al
mínimo la anarquía reinante. El proceso se inicia en 1770 con la
orden del consejo de Castilla, para que todas las universidades re-
dacten planes de estudio, y termina en 1807, año en que el mar-
qués de Caballero, entonces ministro, promulga el primer plan de
estudios general para todas las universidades de la nación. Este
capítulo de la acción estatal persigue los mismos objetivos que los
planteados para el resto de las enseñanzas: reformar en contenidos
y en metodología a la par que una participación estatal en la estruc-
tura gubernativa de estas instituciones.
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A pesar de todas estas acciones —que nos revelan la progresiva
preocupación y participación del Estado en materia educativa y que
tienen como resultado la extensión de los centros educativos y la
modernización de la enseñanza con la incorporación de métodos,
textos y maestros adecuados—, la Ilustración española no supo
emprender una reforma sistemática, o mejor aún, la construcción
de un sistema educativo. Por ello, tenemos que hablar de diversas
acciones en torno a la enseñanza, de variadas iniciativas, de apor-
taciones generosas y de actitudes míseras, de disposiciones naciona-
les, regionales y locales, de instituciones con resultados muy dife-
rentes. Como bien señala Aguilar Piñal, el que la política de reforma
ilustrada quede reducida a una labor de parcheo se debe «a la
equivocada pretensión de hacer una reforma educativa sin dañar los
privilegios de ahora, repitiendo los presupuestos económicos y so-
ciales de la sociedad estamental»7.

Habrá que esperar a la labor desarrollada por los constituyentes
gaditanos para hablar de los indicios de un nuevo sistema educati-
vo, aunque el siglo XVIII ha sentado un claro precedente de gran
transcendencia. Según Artola, la Revolución del 12 estableció las
bases de una instrucción nacional considerada como un servicio
público que el Estado tiene la obligación de prestar; para ello tomó
como punto de partida toda la labor emprendida por el siglo XVIII
español, donde proyectos y disposiciones legales abonaron un terre-
no necesario de reforma8.

1. LA ESTRUCTURA EDUCATIVA EN LA ESPAÑA
DEL SIGLO XVIII

En rigor, no puede hablarse de la existencia de un sistema edu-
cativo para la España del XVIIIç, en especial por lo que respecta a la
educación elemental y secundaria.

La estructura social del siglo XVIII es claramente estamental. La
moral que justifica dicha estructura, es una moral basada en el
principio medieval del servicio, es decir, cada estamento, y por tan-
to sus miembros, deben servir a Dios, al rey y a la comunidad de
un modo diferente:

7 F. Aguilar Piñal: La política docente en ¡a época de la Ilustración (1759-1808). Madrid
1988. Pág. 456.

8 Cfr. Miguel Artola: La burguesía revolucionaria (1808-1874). Madrid 1976.
Págs. 277-278.
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1. El clero, con la cura de almas.
2. La nobleza, con las armas, y, en general con los «officia»

más distinguidos.
3. El pueblo llano, con su trabajo, organizado por los diferen-

tes gremios.

Como es lógico, esta moral que exige a cada estamento el ser-
vicio que le corresponde —el primer deber de cada miembro será el
de permanecer en su status— comporta una sanción jurídica. La
sociedad estamental, traduce pues, un orden jurídico en que cada
estamento posee un estatuto legal propio, independiente de los
demás y ajeno, por supuesto, al principio moderno de igualdad ante
la ley. De estos estamentos, son pilares básicos la nobleza y el clero;
el pueblo apenas cuenta, sin que pueda hablarse, en sentido estric-
to, de la existencia de una burguesía que, a mediados de siglo, es
sólo incipiente y poco definida.

La nobleza continúa siendo un estamento altamente influyente.
Es cierto que junto a la alta nobleza, y compitiendo con ella, se alza
la nobleza de toga con poderes muy definidos en las Audiencias y
Consejos, así como la nobleza militar, pero, en definitiva, la base del
poder de este estamento —los mayorazgos y señoríos jurisdicciona-
les— continúa perteneciendo a la alta nobleza. La educación juega
un papel secundario: la Universidad es sólo un camino para los
segundones, que encuentran en ella el único camino para conseguir
un medio de vida acorde con su estado y condiciones sociales.

La Iglesia es un auténtico poder en el siglo XVIII9. Es, en primer
lugar, un poder económico: la propiedad de la tierra, que alcanza
un tercio de la producción, unida a los derechos feudales, en espe-
cial el diezmo, le dan una extraordinaria influencia sobre la pobla-
ción campesina; el alto clero es, pues, señor natural de amplias
masas de población. En segundo lugar, es un poder social, no sólo
por su compacta organización, su disciplina y su capacidad para
modelar la conciencia de los hombres, sino, sobre todo, porque la
Iglesia monopoliza de facto el aparato de la educación, en especial
las Universidades. Finalmente, es un poder político que, como tal
rivaliza con el poder regio, poder muy debilitado a principios del
siglo XVIII y que en su afán por resurgir encontrará en la Iglesia
una clara oposición política l0.

9 Cfr. Eloy Terron: Sociedad e ideología en los orígenes de la España contemporánea.
Madrid, 1969. Págs. 27 y ss.

10 Cfr. Eloy Terrón: op. cit. Pág. 39.
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No obstante, el municipio sigue siendo una institución impor-
tante de la vida española, aunque su influencia social ha disminuido
notablemente. Interrumpido el proceso democratizador de los mu-
nicipios por la Guerra de las Comunidades, la intervención del poder
real a través de la figura del corregidor, la existencia de los señoríos
con poderes jurisdiccionales y la vinculación de los oficios a la aris-
tocracia local, privaron a los municipios de un auténtico poder y
autonomía en la vida nacional. Es más, la propiedad colectiva de la
tierra, atributo original de nuestros municipios, va a sufrir lenta-
mente la influencia de esa tendencia a convertir toda la propiedad
en individual y privada, de tal modo que su consumación en el si-
glo XIX dejará a los municipios impotentes ante sus obligaciones
legales. La educación elemental, en manos de los municipios, no
dejará de resentirse con este proceso.

¿Cuál es, entonces, el contexto en que operan estas institucio-
nes? Jean Sarrailh ha expuesto magistralmente el panorama de la
sociedad española de la segunda mitad del siglo XVIII: una España
abrumadoramente rural donde a la pobreza del suelo se unen la
usura, el latifundio, el peso de la rutina que impide toda innovación
en la mejora de los campos; una población de diez millones de
habitantes prácticamente analfabetos, con un elevado número de
mendigos; una miseria espiritual más terrible aún que la estrechez
y pobreza económicas; un incipiente proletariado urbano enfrenta-
do a una continua tensión desfavorable entre el nivel de precios y
el estado de los salarios; un pequeño artesanado al que las conti-
nuas objeciones y trabas de los gremios le empujan cada vez más a
la pobreza; una clase dirigente en que, exceptuada la minoría ilus-
trada, el desdén por la cultura sólo es comparable a su inclinación
por las fiestas".

Resulta obvio, afirmar que, en rigor, no puede hablarse de la
existencia de un sistema educativo, en especial por lo que respecta
a la educación elemental y secundaria. La estructura social del
siglo XVIII, ya lo hemos visto, es claramente estamental y, por
ello, la educación no puede recibir un tratamiento nacional. De
hecho, la educación está en manos de la Iglesia, sin que pueda
observarse tampoco una preocupación importante por parte de la
monarquía absoluta en la formación intelectual y profesional de sus
subditos.

11 Cfr. Jean Sarrailh: La España ilustrada de la 2a mitad del S. XVIII. Madrid, 1974.
Págs. 17 y ss.
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1.1. La Enseñanza primaria

La educación estamental existe, aunque sea precariamente. Las
formas en que se concretaban las posibilidades de acceso a la edu-
cación en el siglo XVIII eran la educación pública y la privada o
particular. Como tantas otras palabras, con el paso de los siglos,
éstas también han cambiado su significado. Por educación pública
podemos entender «aquélla que se da y se recibe en las escuelas
públicas, como colegios y conventos y todos deben participar de las
ventajas e inconvenientes de lo que se hace en común» 12. Esta
definición nos la ofrece el autor de las «Cartas al Conde de Flori-
dablanca». A su vez, la educación privada, particular o doméstica,
es «la que se contiene dentro de los límites de las casas de todos los
ciudadanos, en lo interior de las familias y en algunas pensiones
particulares» 13.

Para el estudio del estado de la enseñanza primaria en el si-
glo XVIII conviene incidir de forma decisiva en dos puntos:

a) La dinámica de la enseñanza, tratando aquí de recoger qué
personas e instituciones se hicieron cargo de la educación.

b) Estado de la docencia, donde se examinan los contenidos
que la educación primaria presenta.

a) Dinámica de la enseñanza

El sistema educativo vigente en España durante el siglo XVIII
comprendía en la enseñanza primaria los siguientes estratos:

1. La enseñanza impartida por las comunidades religiosas.
2. Los maestros particulares, titulados oficialmente y acogidos

a las ordenanzas municipales o a las reglamentaciones cen-
trales.

3. Maestros no titulados.

Respecto de la enseñanza impartida por las Comunidades reli-
giosas, los jesuítas —hasta su expulsión en 1767— mantuvieron la

12 Correo de Madrid. 8.V.1790.
13 Ibídem 8.V.1790.
14 Cfr. P. Mesnard: «La Pedagogía de los jesuítas», en del mismo autor. Los grandes

Pedagogos. Méjico 1974. Expone aquí, de forma detallada, los fundamentos, organi-
zación y métodos de la orden fundada por S. Ignacio de Loyola, cuyos criterios
pedagógicos quedan puestos de relieve.
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supremacía; supremacía no sólo respecto a las demás comunidades,
sino también respecto de las restantes instituciones, tanto públicas
como privadas, dedicadas a la educación de la infancia. Mesnard
pone de relieve el objetivo misionero que en este nivel educativo
latía en todas sus actividades 14. Si el error resultaba difícil subsanar-
se en la población adulta, todas las esperanzas quedaban concentra-
das en las jóvenes generaciones. La disciplina ejercida por la Com-
pañía hacía, por otra parte, de cada colegio un pequeño «estado
escolar», cuyo gobierno compartía el rector —en su calidad de
máximo responsable—, el prefecto de estudios, quien desarrollaba
una inspección rigurosa de sus actividades, y los maestros. El llama-
do profesor principal era el encargado tanto de los estudios propia-
mente dichos como de la educación en general. Ascendía de clase
con los alumnos, en cada uno de los cursos, hasta completar su
formación.

Junto a los jesuitas, las Escuelas Pías constituían el principal so-
porte de la enseñanza elemental en España. De los principios educa-
dores hacía depender precisamente su fundador —como apunta
C. Villa— una extensa relación de bienes individuales y colectivos:

«La paz y quietud de los pueblos, el buen gobierno de las
ciudades y de los príncipes, la obediencia y fidelidad de los subdi-
tos, la propagación de la fe, la conversión y la defensa frente a las
herejías, particularmente entre la juventud y definitivamente la
reforma de todo el cristianismo por vía de hombres de vida apos-
tólica, pobrísima y simplicisima» l5.

En torno a la formación literaria, los escolapios proyectaban la
primera enseñanza a través de nueve etapas. El horario de clases
era para todos el mismo, extendiéndose a lo largo de dos horas y
media por la mañana y por la tarde.

Al lado de la enseñanza impartida en sus niveles elementales
por éstas y otras comunidades religiosas —dominicos, franciscanos,
carmelitas, agustinos y capuchinos—, completaban el cuadro:

1. Las corporaciones locales, cuya tradicional penuria econó-
mica, junto a las escasas subvenciones recibidas al efecto
del Supremo Consejo de Castilla, repercutía negativamente
en la calidad y alcance de la enseñanza impartida a través
de las Escuelas públicas.

15 Cfr. C. Villa Pala: Las Escuelas Pías de Matará. Su historial pedagógico. Barcelona
1972. Págs. 16 y ss.
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2. Las personas que a título particular, principalmente en los
ámbitos rurales, se brindaban desinteresadamente en oca-
siones a ejercer el magisterio en sus respectivas localidades,
contribuyendo de este modo en mayor o menor medida a
la divulgación de los rudimentos culturales entre niños y
niñas que por diferentes circunstancias —estructurales o
coyunturales— no podían tener acceso a la educación ele-
mental.

Esta diversidad de marco docente que es posible advertir en el
siglo XVIII entrará, no obstante, en sus últimas décadas, si no en
fase de crisis, sí en una nueva orientación —materializada en las
Cortes de Cádiz— según la cual el poder central, no sólo interven-
drá progresivamente en la regulación jurídica de los distintos facto-
res presentes en aquél, sino que también irá asumiendo como pro-
pia esta faceta de la enseñanza en un creciente deseo de uniformar
e impulsar, desde la base de la sociedad, la vida cultural de la
nación. Al margen de que ese planteamiento encierra una visón
ilustrada en torno a las tres grandes ideas-fuerza de la época (Cul-
tura-Utilidad-Progreso), interesa contemplar dicho fenómeno, desde
la óptica del crecimiento demográfico y las nuevas necesidades so-
ciales que hacían inviable la actuación aislada —personal o corpo-
rativa— y obligaba tácitamente a la intervención de los poderes
estatales.

b) Estado de la docencia

En el siglo XVIII —carente la enseñanza primaria de la adecuada
normativa— el desarrollo de la actividades escolares se hallaba con-
dicionado por los particulares criterios de las personas encargadas de
ellas, ya fueran seglares o religiosos. Aunque tantos unos como
otros buscaban en definitiva la capacitación del alumnado en el
«noble arte de leer, escribir y contar», resultaban dispares los plan-
teamientos pedagógicos seguidos y los libros empleados como textos
en las escuelas.

La primera etapa de la instrucción elemental se iniciaba con el
proceso de aprendizaje colectivo de la lectura. Una vez dominado,
se instruía al alumno en la escritura «por planas». En torno preci-
samente al tipo de letra surgieron agrias polémicas entre las calígra-
fos de las distintas escuelas, defensores unos de la letra desarrollada
en la época barroca, artificiosa y complicada, y partidarios otros, de
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la llamada letra bastarda o española, que habían popularizado los
padres escolapios.

La ortografía y el cálculo completaban el cuadro de materias
impartidas en el nivel primario de enseñanza, advirtiéndose igual-
mente en relación a aquélla serias divergencias de criterio. De ellas
se haría eco el Padre Isla en su celebre obra «Fray Gerundio de
Campazas»:

«Había tres libritos de ortografía, cuyos autores seguían rum-
bos diferentes y aún opuestos, queriendo uno que se escribiere se-
gún la etimología o derivación de las voces, otro defendiendo que
se habría de escribir según se pronunciaba, y otro que se debía
seguir la costumbre» l6.

Si a la escasa relevancia de la instrucción elemental —en una
tónica equiparable a los restantes niveles secundario y universita-
rio— se añade su escasa proyección entre los niños y niñas de edad
escolar, toda estructura social había de resentirse por ello en mayor
o menor medida.

El clero, que a nivel parroquial hubiera podido realizar una
excelente labor social, no logró superar metas elementales. Según J.
Mercader y A. Domínguez Ortiz, apenas hubo fuerza moral para
empezar la empresa. Su formación intelectual era, por lo general,
bastante mediocre, notándose incluso un cierto descenso en rela-
ción a los siglos precedentes17.

c) Balance de la enseñanza primaria en el siglo XVIII

Nos encontramos ante un panorama que Puelles Benitez resume
brevemente en los siguientes términos:

«La nobleza educaba a sus hijos en la primeras letras median-
te preceptores o leccionistas. Los Ayuntamientos sostienen escasas
escuelas primarias a cargo de maestros ignorantes. La Iglesia
mantiene escuelas monásticas, anejas a los conventos y ausentes
de cualquier control regio. Los maestros, inscritos en el gremio
correspondiente —Hermandad de San Casiano—, tienen que so-
meterse al férreo control de esta corporación, única fuente de expe-

16 P. de Isla: Fray Gerundio de Campazas. Madrid 1875. Pág. 87.
17 J. Mercader y A. Domínguez Ortiz: La época del Despotismo Ilustrado. Madrid 1987.

Págs. 115 y ss.
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dición de títulos, debiendo dedicarse a varios empleos para poder
subsistir» 18.

Ante ello, no resulta extraño, como posteriormente veremos,
que la minoría ilustrada y el gobierno propongan y afronten su
reforma desde los parámetros del pensamiento dieciochesco.

Un elemento, sobre el cual conviene detenerse brevemente para
determinar el estado de la instrucción primaria, es la situación en
que se encontraban los maestros de primeras letras. Escasos en
número, ignorantes y pésimamente pagados, explican la razón por
la cual su penuria resultaba equiparable a la escasa consideración
social de su trabajo19. Esta circunstancia define inmediatamente el
carácter de la sociedad española, en la que las ciencias y las letras
eran, y seguirán siendo durante muchas décadas, patrimonio de
una élite tradicional vinculada al poder, con los inconvenientes que
de ello se derivaban en orden al progreso general de la nación.
Mientras los países de occidente europeo, al amparo de la protec-
ción oficial, o por el propio vigor de las iniciativas privadas, lograron
quemar etapas en el camino del desarrollo, tanto económico como
político, cultural, y en definitiva social, España permanecería ancla-
da en unos moldes estructurales anquilosados.

1.2. La Enseñanza Secundaria: Las Escuelas de Gramática

La educación secundaria o media carece de sustantividad pro-
pia. Concebida como preparación para los estudios superiores, la
enseñanza se integra en la universidad a través de facultades
menores de Filosofía o Artes —Escuelas de Gramática y Facultades
de Artes—, cuya superación da paso a las Facultades mayores.

18 Manuel Puelles Benítez: Educación e Ideología en el España Contemporánea. Bar-
celona 1980. Pág. 22.

19 Para tener una idea global de lo que suponía ejercer la profesión docente en
el S. XVIII, resulta de especial interés una carta del Maestro Cascaciruelas, publicada
en el Correo de Madrid (2.XI.1789) por D. Santos Dagelio. Cargada de una fina
ironía, es un compendio de los principales consejos que deben saber los aprendices
de maestros.

Sobre los aspectos remunerativos, en el orden económico y la valoración social
del maestro, es digna de mención la obra de C. Almunia Fernández: Teatro y cultura
en el Valladolid de la Ilustración. Valladolid 1974, en la que, además de sintetizar los
rasgos culturales de la época, presenta una austera visión de las deficiencias existen-
tes en los diversos niveles del sistema educativo.
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Además de la universidad, y para los hijos de la alta nobleza que
no necesitan, por su propia condición, de carreras profesionales,
existen colegios de religiosos, fundamentalmente de jesuitas y es-
colapios que imparten lo que pudiéramos denominar cultura gene-
ral. Ellos constituyen lo que hoy llamaríamos la enseñanza privada.
También deben anotarse, al lado de colegios como el Colegio Im-
perial de Madrid, los seminarios de Nobles y, desde luego, los pre-
ceptores de la Nobleza.

Durante el reinado de Felipe IV —por Real Pragmática de 1623,
inserta en el Título II del Libro VII de la Novísima Recopilación—
había tenido lugar el primer intento de planificación de esta ense-
ñanza al limitarla el poder central:

1. Primero, a las ciudades y villas donde hubiera corregidor.
2. Segundo, a los colegios cuya renta fuera de 300 ducados

como mínimo.

Reduciendo el excesivo número de centros se confiaba en au-
mentar la calidad de la enseñanza, pues como reconocía expresa-
mente la citada ley:

«Ni en tantos lugares del reino puede haber comodidad para
enseñarla ni los que la aprenden quedan con el fundamento ne-
cesario para acceder a otras Facultades.»20

La prensa proporciona datos suficientes para reconstruir el con-
tenido de las enseñanzas de estos centros no universitarios. Tome-
mos, por ejemplo, el «Memorial Literario, instructivo y curioso de
la Corte de Madrid» del mes de julio de 1787, en él se señalan
diversos actos celebrados en la ciudad. Entre ellos destaca la cele-
bración de exámenes de lengua griega en los Reales Estudios de
siglo Isidro, con traducciones de la Biblia y de los clásicos griegos,
que los examinandos completaban con explicaciones de sintaxis y
sobre «las frases, modismos y las cuestiones que tienen semejanza
en las tres lenguas griega, latina y española». También hubo exáme-
nes de lengua Arábiga erudita y de Filosofía, comprendiendo esta
última: Lógica, Ontología, Psicología y Teología Natural21.

A mediados de la centuria, la enseñanza secundaria, de igual
modo que se ha visto en páginas anteriores acerca de la instrucción

20 Novísima Recopilación. Título II. Lib. VII.
21 Cfr. Memorial Literario, instructivo y curioso de la Corte de Madrid, julio de

1787.
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primaria, llevaba una vida rutinaria, escasa en bagaje cultural. Si
bien algunas ordenes religiosas gozaban en su proyección educativa
de mayor prestigio y aceptación, no se advierten profundas diferen-
cias respecto de las enseñanzas cursadas a nivel oficial o privado22.
Respecto a las primeras, habían ido estableciéndose escuelas por las
distintas villas y ciudades del país merced al estímulo docente de
la Corona en unos casos y al de las Corporaciones municipales en
otros, con sueldos que oscilaban alrededor de cincuenta ducados. Y
completando el panorama docente, una clase de preceptores parti-
culares ofrecía sus servicios a bajo precio. Los establecidos en la
capital de España, promoverían precisamente en 1753, el estable-
cimiento de una asociación corporativa, a fin de reglamentar la
actividad profesional, obteniendo al mismo tiempo un honorable
estatuto23 .

El proyecto de Academia de Latinidad —acogido con beneplácito
por la Orden de los Jesuítas, interesada en que se limitara el núme-
ro de profesores— fue aprobado oficialmente. Merece destacar al
respecto:

a) Los rudimentos de gramática latina no deberían exponerlos
en latín, sino en castellano, tomando como base las direc-
trices de Nebrija, de M. Rollin, e incluso de la Universidad
de París.

b) Si la calidad de enseñanza dependía tanto de los métodos
empleados y de la formación del profesorado, como de los
libros de texto usados por los escolares, resultaba conve-
niente el empleo de ciertos manuales, por ejemplo la «Pro-
sodia» impresa en 1742, la «Rethorica» del Brocense, e t c . .

c) Con el objeto de superar el latín «de breviario» que apren-
dían los colegiales, quedaban claramente especificados los
autores clásicos cuyas obras merecían un estudio minucio-
so por su parte: Cicerón, Cornelio Nepote, César, Tito Livio,
Virgilio, Ovidio, Terencio y Horacio.

A la vista de lo aquí expuesto en relación a la enseñanza secun-
daria, puede concluirse que tanto el cuerpo docente como las ma-
terias impartidas, no estaban a la altura de las necesidades plantea-

22 Cfr. J. Formentín: Pensamiento Pedagógico de la Ilustración española. Madrid 1975.
Págs. 110 y ss.

23 Cfr. François López: Juan Pablo Fornés et la crise de la consciencie espagnole au
S. XVIII. Burdeos. 1976. Pág. 85.
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das por una sociedad en trance de transformación y modernización.
Por ello, según observa J.A. Maravall24, pese a todos sus deseos,
Carlos III se vería siempre coartado por dichas deficiencias básicas
para llevar adelante la nueva política educacional. Del mismo modo
que las batallas de la cultura no se ganan en años, sino en decenios,
tampoco podía improvisarse un cuerpo docente suficientemente
cualificado y un plan de estudios a la altura de las circunstancias.
Los intentos de actualización de los estudios universitarios tendrían
así escasa eficacia, al no haberse fijado en los estamentos básicos del
sector educativo, las directrices de reforma y progreso.

1.3. La Enseñanza Universitaria

La Universidad constituye la única institución que imparte la
enseñanza de un modo sistemático. Desde su nacimiento, las uni-
versidades aparecen muy unidas a la Iglesia, es decir, fundadas y
sostenidas por Roma. Las Universidades pontificias son, incluso
durante la Casa de Austria, autónomas respecto al poder regio. El
rey apenas interviene respecto a su creación, regulación o mante-
nimiento, a lo sumo, envía visitadores para conocer el funciona-
miento de estas instituciones25.

La universidad pontificia, cuyo paradigma es la de Salamanca,
tiene una organización que Mariano y J.L. Peset han denominado
equilibrada26. Doctores, profesores y alumnos participan juntos en
la organización bajo la autoridad del pontífice. El Canciller es la
primera autoridad en tanto que representante del Papa, siendo fre-
cuente que el obispo de la diócesis delegue en el maestre-escuela de
la Catedral las funciones de Canciller. El Canciller concede los gra-
dos académicos, preside el claustro y ejerce jurisdicción universita-

24 Cfr. J. Antonio Maravall: op. cit. Págs. 74 y ss. Se nos ofrece en esta obra una
interesante perspectiva del proceso seguido por la Monarquía española en materia
educativa.

25 Dos son los estudios, con carácter monográfico, que destacan respecto al aná-
lisis de las universidades pontificias en el siglo XVIII. En primer término, por su
mayor volumen, rigor y profundidad, la obra de Mariano y J. Luis Peset: El reformis-
mo de Carlos III y la Universidad de Salamanca. Salamanca 1969. En segundo lugar, la
obra en torno a la Universidad de Cervera de María Rubio Borras: «Historia de la
Real y Pontificia Universidad de Cervera», en Anales de los Cursos Académicos 1914-
1916. Barcelona 1917.

26 Mariano y J. Luis Peset: la Universidad española (S. XVIII y XIX). Madrid 1974.
Véase en especial el capítulo II de la primera parte, dedicado a la universidad tradi-
cional.
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ria sobre escolares y profesores. Junto al Canciller, el Rector, segun-
da autoridad en la universidad y, como tal, encargado de la vigilan-
cia académica.

Al lado de la Universidad pontificia, los Colegios mayores. Son
fruto de fundaciones de prelados importantes que desarrollan den-
tro de su ámbito las enseñanzas de una universidad27. Mientras las
Universidades pontificias se mantienen con la renta de la misma
Universidad, en las colegiales las rentas proceden del Colegio ma-
yor. La Universidad colegial no es, pues, sino apéndice de otra ins-
titución, el Colegio, que paga la enseñanza propia y ajena. El ex-
traordinario poder que los Colegios mayores ejercen en la
Universidad y, sobre todo, en la sociedad será uno de los principales
problemas que preocupen a nuestros ilustrados28.

Por último, existen otras universidades cuya característica prin-
cipal es la dependencia de un municipio. Por ejemplo la Universidad
de Valencia, en la que ciudad ejerce un patronazgo sobre la mis-
ma29. Aquí la ciudad ha contribuido decisivamente a su creación y
posterior mantenimiento, si bien la constitución originaria es pon-
tificia con su correspondiente dotación en rentas eclesiásticas. Al
igual que en las pontificias, el Canciller es la primera autoridad y,
desde luego, ostenta la representación del Papado. Sin embargo, el
verdadero dominio corresponde a los representantes municipales
—Jurados, Síndicos y Abogados del Ayuntamiento—, sustituidos en
el siglo XVIII por regidores encabezados por el corregidor. El ayun-
tamiento nombra al Rector, a quien paulatinamente irá pasando la
jurisdicción académica, provee las cátedras, suministra y controla
los fondos, salvo algunas rentas propias de la Universidad. Gozan,
pues, estas universidades de autonomía respecto del poder regio y
eclesiástico, pero dependen del municipio.

27 Con carácter general destaca el estudio de principios de siglo de P. Zabala Lera:
Las Universidades Españolas y los Colegios Mayores en tiempos de Carlos III. Madrid 1906.
Esta obra, necesitada de una profunda revisión y actualización de mucha de la
información que aporta, ha sido la guía de otros estudios monográficos más recientes
centrados en los Colegios Mayores. En esta línea nos encontramos con la obra de
S. Rubio Sánchez: El Colegio-Universidad de Osuna. 1548-1824. Sevilla 1974 y la de
J. Carrera Pujal: La Universidad y los Colegios Mayores de Barcelona en los S. XVIII y XIX.
Barcelona 1971.

28 Los defectos que padecen los Colegios Mayores en el S. XVIII han sido perfec-
tamente recogidos y analizados por Vicente Palacio Atard: Los españoles de la Ilustra-
ción. Madrid 1964. Págs. 129-134.

29 Esta Universidad ha sido objeto de estudio por parte de M. Velasco Santos en
su obra: Reseña histórica de la Universidad de Valencia. Valencia 1968. Se nos ofrecen
aquí las bases sobre las que se proyectó la reforma emprendida a partir de 1786.
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Cabe preguntarse ahora sobre las funciones que desempeña este
modelo de Universidad tradicional en pleno siglo XVIII. La respues-
ta no es otra, las mismas que la Universidad de los siglos medieva-
les. Suministra a través de la Facultad de Teología, Jurisprudencia
y Medicina, teólogos, juristas y médicos. Pero mientras en la baja
Edad Media esta función corresponde a la realidad —los teólogos
tienen su puesto dentro de la cristiandad y los juristas robustecen
con sus teorías romanistas la autoridad real—, en el siglo de las
Luces y de los inicios de la Revolución Industrial resultan funciones
anacrónicas. Lo que se pide a la Universidad del siglo XVIII es otra
cosa, así lo expondrá la Real Cédula de 1768:

«La Universidad está divorciada de la realidad, la resulta de
todo esto ha sido el haberse hecho inútiles los estudios de las uni-
versidades: que después de acabar sus estudios, ningún estudiante
sale filósofo, teólogo, jurisperito, ni médico, que cada uno se halla
precisado en empezar una nueva carrera y nuevos estudios para
practicar de algún modo su profesión. Y ¡ ojalá que fueran inútiles
!, lo peor es que son perjudiciales; porque salen jóvenes con la
razón pervertida, con el gesto viciado y con el juicio acostumbrado
a raciocinios falsos. Impresiones tenaces que construidas con la
primera educación, suelen perdurar durante el resto de la vida;
siendo necesario un genio sobresaliente para rectificar después las
ideas con el uso del mundo y mejores estudios; pero este número
suele ser muy corto» 30.

Los defectos de función, de los que se acusa a las Universidades
en esta Real Cédula, son la demostración clara de que toda sociedad
estacionaria fuerza a sus individuos a despreciar la experiencia y la
observación, y a que las inteligencias se ocupen de dar vueltas en
torno a problemas de matiz y sentido librescos31. Por todo ello, esta
Real Cédula, al igual que otras muchas disposiciones del periodo ilus-
trado, constituyen todo un tratado de sociología del conocimiento.

Por último, brevemente, algunos aspectos sobre el funcionamien-
to de las universidades: los alumnos ingresan a los doce o catorce

30 Parte de este texto aparece en la obra de Eloy Terrón: Sociedad e Ideología en los
orígenes de ¡a España Contemporánea. Madrid 1969. Págs. 81 y ss.

31 Siguiendo la conocida tesis de Álvarez Morales en su obra: Génesis de la Univer-
sidad española contemporánea. Madrid 1972, un factor exponente del clima de deca-
dencia por el que atravesaba la enseñanza superior en España es el recelo a adoptar
nuevas doctrinas, teorías o actitudes, posiblemente por el tradicional peso del esco-
lasticismo.
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años en las Facultades Menores de Artes o de Filosofía. Terminados
estos estudios en tres o cuatro años, acceden a las Facultades mayo-
res de Teología, Leyes, Cánones o Medicina. Los que deciden seguir
estudios de Filosofía se gradúan de «Maestros de Artes», y los otros
se gradúan de «Bachiller» en cualquiera de las carreras citadas, lo
que habilita para el ejercicio profesional. Únicamente siguen sus
estudios los que desean dedicarse a la docencia, para lo cual nece-
sitan licencia, estos últimos no cursan asignaturas, sino que impar-
ten clases como bachilleres. Finalmente, la consecución de los gra-
dos académicos no se realiza través de exámenes por curso, sino
escuchando las lecciones, participando en las disputas y demás actos
académicos, realizándose al final el ejercicio de grado, ejercicio de
gran dureza en su origen, pero que desembocó en una pura forma-
lidad con la decadencia de las Universidades32.

El panorama que nos presenta la Universidad española del XVIII
podía resumirse, como hace Aguilar Piñal", en los siguientes pun-
tos:

1. Diversidad de origen de los centros.
2. Escasa uniformidad de los planes de estudios.
3. Penuria económica.

En función de este panorama deben concretarse las razones
determinantes o al menos favorecedoras del clima de decadencia
por el que atravesaba la enseñanza superior en España:

1. Un factor inicial radica en el temor a la novedad. Esto se
hacía presente en el recelo a adoptar nuevas doctrinas,
teorías o actitudes, posiblemente porque la escolástica era
una postura más cómoda y menos problemática.

2. Como inevitable consecuencia surgiría, a partir de ese su-
puesto, la deficiente formación del profesorado. Ignorados
por desprecio o conveniencia los progresos que en el propio
país o en el occidente europeo estaban alcanzando las dis-
tintas esferas del saber, la actividad en las aulas comprendía
solamente un cuerpo monolítico de conocimientos.

3. Esa presión de la «ciencia oficial» y de la estructura del
poder —no olvidemos que la enseñanza universitaria esta-

32 Cfr. A. Álvarez de Morales: La Ilustración y la reforma de la Universidad española
en el S. XVlll. Madrid 1971. Págs. 35-44.

33 Cfr. F. Aguilar Piñal: Los comienzos de la crisis universitaria. Madrid 1982. Págs. 85
y ss.
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ba controlada por los elementos centrales del poder, Iglesia
y Nobleza—, daba lugar a un claro estancamiento de la
enseñanza superior española.

4. Se entraba, por tanto, en una especie de circulo vicioso
donde los defectos estructurales del sistema educativo que-
daban encadenados a otros de tipo coyuntural y aún per-
sonal, siendo en último término difícil aislar los más deter-
minantes de la situación de postración en que se hallaban
tales centros.

2. EL PENSAMIENTO EDUCATIVO DE LOS ILUSTRADOS
ESPAÑOLES DEL SIGLO XVIII

El tema de la educación ha sido una constante de creciente
atención por parte de la intelectualidad española. Ya en el siglo XVI,
al tiempo que las letras y artes alcanzaban un amplio desarrollo de
proyección universal, proliferaban en la España Imperial los escritos
orientados a impulsar paralelamente el sistema de enseñanza.

Sánchez de Arévalo34, por ejemplo, estableció a este respecto las
bases y objetivos sobre los que debería girar en el futuro:

1. Debe ser misión del poder el procurar la educación de todos
los subditos y organizar su estudio.

2. Este estudio ha de ser continuo, dependiendo, por tanto, de
gentes que a ello se dediquen.

3. Comprenderá un amplio campo educativo, integrado por
los saberes de las materias políticas o de gobierno que no
pueden ser ya incumbencia única del príncipe.

Heredero de las teorías de Sánchez de Arévalo es Juan de Huarte
—Doctor en medicina que estudió y ejerció su profesión en Bae-
za—. Defendía la abierta participación del Estado, acaso como única
solución para dar a las enseñanzas impartidas una finalidad práctica,
conectada a las verdaderas necesidades sociales. De este modo se
subsanaría una situación que el mismo criticaba en los siguientes
términos:

«Es cosa realmente digna de dolor que con tanta hacienda
como se gasta en otros menesteres, no haya escuelas públicas ni

34 Cfr Henry Kamen: Una sociedad conflictiva: España 1469-1714. Madrid 1984. Págs.
186 y ss.; y John Lynch: España bajo los Austrias. Vol. I. Madrid 1972. Págs. 210 y ss.
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doctrina ninguna en tres cosas que tan necesarias son para la vida:
la agricultura, la arquitectura y el arte militar, siendo así que, en
cambio, lo que se enseña es sofismas inútiles» 35.

Aunque Huarte debió revisar sus escritos a instancias de la In-
quisición, y a lo largo del siglo XVII continuó desentendiéndose el
Estado de la temática educativa —considerándola secundaria en el
conjunto de la esfera del gobierno—, dos circunstancias anunciaban
lejanamente los cambios que tendrían lugar en el siglo XVIII:

1. En primer término, fue extendiéndose el criterio entre la
intelectualidad española de que el poder estaba en la obli-
gación de actuar en esa materia, no en sentido estricto, de
censura y limitación, sino de fomento y desarrollo, impul-
sando o sustituyendo en su caso a la iniciativa privada36.

2. Por otra parte, como ejemplo de esa incipiente actuación,
merece destacar la fundación por parte de Carlos II, el año
1681, del Colegio de San Telmo, enclavado en la ciudad
hispalense.

En la primera mitad del siglo XVIII se registraría un cambio en
la teoría política respecto al hecho educativo. En función de
la experiencia obtenida en otros campos —obras públicas, benefi-
cencia, población...— fue tomando cuerpo la idea de una interven-
ción del Estado en la enseñanza. El progreso material de los
individuos y de la nación en general afirmaba el interés guberna-
mental por generalizarla, orientándola básicamente a la formación
profesional37.

Con anterioridad hemos analizado el panorama que ofrecía la
enseñanza española en sus niveles primarios, secundario y univer-
sitario. Si la realidad era tal como se ha bosquejado, importa ahora
examinar los diversos planteamientos teóricos elaborados por las
mentes ilustradas en torno a la obligada reforma que bajo el signo
y el estímulo del progreso invocaban unas veces a título personal,
y otras, contando con el inestimable patrocinio de la Corona. Como

35 M. de Iriarte: El doctor Huarte de San Juan y su Examen de Ingenios. Madrid-
Santander. 1930. Págs. 16 y ss.

36 J. A. Maravall: op. cit. Págs. 150 y ss. Dedica todo un capítulo al estudio de las
posturas de la intelectualidad española en torno al papel que debía jugar el Estado
en materia educativa.

37 Cfr. J. L. Abellán: op. cit. Págs. 151 y ss.
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resultaría prolijo valorar las múltiples iniciativas y proyectos plan-
teados por los filósofos y tratadistas en el terreno educativo, habrá
de hacerse referencia a aquellos autores que, por la mayor difusión
de su obra o el impacto de la misma, pueden resumir en mejor
medida las principales doctrinas esgrimidas en dicha centuria en
torno a cuatro premisas fundamentales de la enseñanza:

1. Perfeccionamiento metodológico.
2. Carácter universal de la enseñanza.
3. Intervención estatal.
4. Resultados conseguidos.

En primer lugar, bajo el interrogante ¿Qué significa educar para
la Ilustración española?, abordamos lo que podríamos denominar
concepto de educación para la Ilustración. Significados, objetivos y
fines de la educación, constituyen el punto de partida para con
posterioridad, y de forma sucesiva, analizar los principales proyectos
educativos que genera la Ilustración española, estructurados según
los niveles de enseñanza a los que estén referidos. Sentamos así las
bases para acometer con profundidad el próximo apartado referente
al ordenamiento legal de la enseñanza en el siglo XVIII. Proyectos
y leyes van a representar el punto de partida para el análisis de la
política educativa gaditana, hija y heredera del siglo XVIII.

2.1. ¿Qué significa educar para los ilustrados españoles?

Cuando Jovellanos redacta su famosa «Memoria para la educa-
ción pública», comienza con estas palabras:

«Es la instrucción pública el primer origen de la prosperidad
social? Sin duda. Esta es una verdad no bien reconocida, o por lo
menos, no bien apreciada; pero es una verdad. La razón y la
experiencia hablan de su apoyo. Las fuentes de la prosperidad son
muchas; pero todas nacen del mismo origen: La instrucción pública
(...). Con la instrucción todo se mejora y florece; sin ella todo decae
y se arruina en un Estado» 38.

La preocupación por la educación constituye una constante
dentro del pensamiento ilustrado español del siglo XVIII. La nece-

38 Memoria sobre la educación pública. Vol. XIV. Aguilar (Biblioteca de cultura
española). Págs. 123 y ss.
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sidad de una reforma económica, objetivo central de los ilustrados
españoles, unido a su exuberante optimismo pedagógico que ve en
la educación la solución de todos los problemas que aquejan al
hombre, tanto individual como socialmente, explican el contenido
educativo que late en todo el pensamiento de los ilustrados y que
abarca métodos, contenidos y deseos de extensión al mayor número
posible de ciudadanos.

En primer término cabe preguntarse: ¿qué significa educar para
los ilustrados?, o mejor dicho, ¿cuál es el concepto de educación
que nos presenta la Ilustración española? Especialmente interesante
resulta la definición dada por Cabarrús en el artículo publicado en
el Correo de Madrid de 1790:

«Educar es el arte de formar al hombre, de modo que cultivan-
do sus buenas cualidades y corrigiendo las malas por otras que le
sean contrarias, se puede sacar partido de unas y otras, para ha-
cerlo más necesario, más útil y más agradable en cuanto se pueda,
así mismo, a su familia, a la sociedad, al Estado y a la Humani-
dad» 39.

Efectivamente, los autores de la Ilustración no consideran aún la
educación como ciencia, sino como arte; pero ya comienzan a per-
filarse los rasgos que la caracterizarán con posterioridad, pues es un
arte que sólo puede lograrse como fruto de la experiencia y de la
aplicación que son las únicas que dan verdadera capacidad. Al
mismo tiempo, la educación se dirige en último termino a la felici-
dad del hombre. El sentido utilitarista se complementa con un pro-
fundo contenido social, ya que se propone a la educación como la
base para la felicidad de las naciones.

Sobre estos últimos aspectos, una de las paradojas más intere-
santes que descubrimos en los pensadores del siglo XVIII gira en
torno a los fundamentos profundos de su concepción antropológica.
Los ilustrados, rompiendo con una tradición empírico-racionalista,
por un lado, y escolástico-decadente, por otro, propugnan al hom-
bre autónomo, al hombre libre, que ya no es hijo de Dios, dema-
siado lejos en el pensamiento deísta de muchos ilustrados, sino hijo
de la naturaleza, y que como tal ha de comportarse. Desaparecida
del pensamiento iluminista la idea de que el fin del hombre es dar
gloria a Dios, queda como único fin la felicidad terrena, y a este
objetivo se dirigían gran parte de los estudios teóricos y de los

39 Correo de Madrid 4.IX.1790.
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ensayos de la ilustrados europeos40. El ilustrado español no llega a
tanto, no hemos de olvidar el sentido profundamente católico de
sus escritos41. Pero como hombre moderno, siente la llamada de la
felicidad con una fuerza inigualable hasta ese momento. La educa-
ción se presenta como la herramienta adecuada para que todos los
hombres puedan llegar a ser felices:

«La educación es el secreto y el más fácil medio para corregir
los errores de lo hombres y remediar los ataques y miserias que
siguen al imperio de la preocupación»42.

Presentada la educación como un arte y un instrumento para la
felicidad cabe preguntarse ahora por los objetivos de la educación
en el pensamiento ilustrado. En orden a los fines que se propone,
la educación lleva por objeto lo físico, lo moral, lo civil y lo literario.

El primer objeto es la educación física que consiste en no omitir
ninguno de cuantos cuidados exigen el cuerpo y la salud. Se pres-
tará a ella especialmente importancia en las consideraciones que
sobre la educación de la infancia y de la juventud realizan nuestros
ilustrados. Desde el punto de vista de las miras políticas, o del
Estado, esta educación debería llevar por objeto el multiplicar, el
conservar a los ciudadanos y hacerlos felices, a cada uno en su
posición y relativamente a su nacimiento, estado y profesión43.

La educación moral viene en segundo lugar: «formar el corazón,
purificar las costumbres e inspirar los sentimientos proporcionados
a ellos»44. La rectitud de costumbres y la adecuación del obrar a la
norma moral hacen al hombre virtuoso y, por tanto, verdadera-
mente feliz. La base de la vida moral es el autoconocimiento, se
renueva así el viejo ideal clásico del nosce te ipsum. No se piense

40 Cfr. Paul Hazard: La crisis de la conciencia europea. Madrid 1988. Págs. 246-256.
41 Luis Sánchez Agesta en su obra El pensamiento político del Despotismo Ilustrado,

expresa en estos términos el carácter profundamente católico de los ilustrados
españoles:«Es preciso subrayar que las grandes figuras del S. XVIII español fueron profun-
damente religiosas y ortodoxas, y este sentido pesa sobre su vida. Es más, saben hacer la sín-
tesis entre la orientación del pensamiento del siglo y sus creencias religiosas». Sevilla 1979.
Pág. 18.

42 Carta al Director de Manuel Aguirre publicada en el Correo de Madrid el 17
de noviembre de 1790.

43 Esta dase de educación era uno de los tres aspeaos que se consideraban en la
Enciclopedia de Diderot de 1750 en la voz Educación, bajo el epígrafe de Educación
para la salud y la correcta formación del cuerpo, junto a la rectitud e instrucción del
espíritu y de las buenas costumbres.

44 C o r r e o d e M a d r i d , I V . 1 7 9 0 .
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que es una educación moral genérica, un ser bueno a secas. El
camino para lograrlo está en la adquisición de cada virtud concreta.
Hemos de puntualizar que no son exclusivamente las virtudes per-
sonales las que han de ser vividas por lo hombres, también las que
afectan a la buena marcha de la sociedad45.

Tras la formación moral, hay que contemplar la educación po-
lítica o civil que da el conocimiento de los negocios, de enseñar a
conducirse en el mundo de una manera conveniente. Por lo que
atañe al Estado, éste debe dirigirla de un modo relativo a la natu-
raleza del Gobierno, las Leyes de la Nación, el culto público estable-
cido y las diferentes condiciones de los ciudadanos. La visión socio-
política de los hombres del siglo XVIII da un paso más respecto a las
estructuras de la monarquía absoluta de los siglos XVI y XVII. El
Estado está formado por todos los ciudadanos, no sólo por el apa-
rato burocrático del Gobierno. Esto se traduce en una serie de obli-
gaciones por ambas partes: el Estado tiene el deber de enseñar y sus
componentes el de respetar y cumplir. Este planteamiento está muy
difundido y existen numerosos textos y opiniones que lo confirman,
como éste tomado de una carta dirigida a uno de los colaboradores
del Correo de Madrid:

«Mediante la instrucción del hombre conocerá que es miembro
de la sociedad y que no habiendo nacido para sí sólo, debe cum-
plir con todas aquellas obligaciones a que está contraído con los de-
más» 46.

Para terminar nuestro itinerario por los aspeaos que abarca la
educación, hemos de parar a contemplar la educación literaria que
es el adorno del espíritu por medio de los estudios que sean capaces
de cultivarle. Considerada desde su perspectiva política, debe enca-
minarse a la elección de los estudios, a indicarse el modo de ense-
ñarles y a fijar, por decirlo de alguna manera, el objeto, la reforma
y lo que debe durar la educación.

En función de estos objetivos —físico, moral, civil y literario—
la preocupación por renovar los contenidos de instrucción, incorpo-
rando saberes útiles, se convierte en una auténtica obsesión. Apa-
rece en la «Memoria sobre la educación pública» de Jovellanos, en

45 El Militar ingenioso, seudónimo de Manuel Aguirre, uno de los más ilustrados
colaboradores del Correo de Madrid, insiste en que la educación es esencial para «que
sea venerada la justicia y observadas fielmente sus decisiones en todos los tribunales». Correo
de Madrid. 17.XI.1787.

46 Correo de Madrid. 8.IV.1789.
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la «Instrucción reservada» de Floridablanca, en el «Discurso sobre
la educación popular» de Campomanes; en una palabra, los nuevos
saberes —la economía, las ciencias exactas, físicas y naturales, el
dibujo, las lenguas vivas— polarizan de modo primordial la aten-
ción de los ilustrados47. En esta tarea los ilustrados no sólo no
podrán contar con las universidades, sino que la propagación de los
nuevos saberes habían de hacerla en instancias ajenas a las mismas.

2.2. Proyectos de reforma en las instrucciones primaria
y secundaria

A la vista de la realidad educativa existente durante la primera
mitad del siglo XVIII, tanto en educación primaria como en secun-
daria, fueron elaborándose una serie de teorías reformistas por parte
de destacados intelectuales y pedagogos españoles.

Ante la pregunta: ¿qué piensan nuestros ilustrados sobre el es-
tado de estos niveles de enseñanza?, la respuesta no es otra sino
que son conscientes de su mediocridad y de su tremenda escasez.
Meléndez Valdés, dirigiéndose al presidente de la Sala Primera de
Alcaldes de Cortes nos lo expresa así:

«Lloremos sobre la inocente niñez, esperanza creciente del Es-
tado, en la infeliz educación que ahora recibe. Nula, arbitraria,
incoherente, véala Vuestra Alteza abandonada a mercenarios mal
pagados, ineptos cuando menos, si no perjudiciales. Aprenden lo
que les daña y deben olvidar, y poco o nada de lo mucho que
conviene saber. Nos faltan escuelas (...). Nos falta un plan de

47 Altamente clarificador resulta el siguiente fragmento de una carta dirigida a un
colaborador del Correo de Madrid en la que se nos contiene el sentido de las ciencias:
«Por, en efecto, ¿qué nos enseñan las ciencias sino un conocimiento menos imperfecto del Ente
Supremo y hacernos menos defectuosos? La Historia, que se llama maestra de la vida, refirién-
donos los sucesos pasados, nos enseña las vicisitudes de las cosas humanas y, en una palabra,
le enseña al hombre a ser prudente. La Poesía, ¿qué hace sino elevar el alma, internándose en
los afectos, y hacer al hombre más espiritual? La Filosofía natural, por medio del descubrimien-
to de los secretos de la naturaleza, hace a sus profesores profundos. La Dialéctica le hace
juicioso, enseñándole el modo de raciocinar y de investigar la verdad. La Retórica le hace
elocuente y propio para atraer las razones de los demás, sabiendo al mismo tiempo que sólo
debe emplearse en elogio de la virtud. Las Matemáticas, la ciencia de las ciencias, le hacen al
hombre amante de la verdad. El Derecho nos enseña a dar a cada uno lo suyo; la Medicina,
la instabilidad de la vida, y la Teología nos da el conocimiento de qué cosas debemos practicar
para vivir según la mente de nuestro Dios y llegar a poseer algún día la verdadera felicidad».
Correo de Madrid, 8.IV.1789.
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estudio pensado y general. Nos falta una enseñanza elemental que
abrace por entero, con claridad y sencillez la instrucción de los
primeros años y la adolescencia»48.

Estas ideas no son privativas de Meléndez Valdés, sino comunes a
todos los hombres de la Ilustración49. La prensa de la época recoge
una importante información sobre el estado de los niveles de edu-
cación primaria y secundaria y la crítica que sobre ellos hace el
pensamiento ilustrado50.

2.2.1. Benito Feijoo: Renovación metodológica y utilidad
de la enseñanza

Uno de los que mejor representa las ansias de renovación —no
sólo docente, sino cultural y social en general— es el padre Benito
J. Feijoo. Su obra, condensada esencialmente en el «Teatro crítico
universal» y las «Cartas eruditas y curiosas», ofrece un indudable
interés en el plano pedagógico, concretamente en aspectos relativos
a la metodología y la utilidad de la enseñanza, las materias impar-
tidas, e incluso la educación especial, como por ejemplo la de los
sordomudos.

Respecto al primer punto, una doble vertiente caracteriza su
visión del mundo escolar:

48 Cit. en la obra de J. Sarrailh: ha España ilustrada de la segunda mitad del s. XVIII.
Madrid, 1974. Págs. 56-57.

49 Campomanes, en su Discurso sobre la educación popular, pone de relieve la nece-
sidad de una educación general para todos los hombres; Cabarrús, en sus Cartas a
Jovellanos, insiste en que la educación primaria debe ser común a todos los ciudada-
nos, grandes y pequeños, ricos y pobres —más aún, señala la necesidad de que esa
educación sea recibida por todos en las mismas aulas—; finalmente, Jovellanos,
cuando redacta las Bases para la formación de un plan general de instrucción pública, que
tanta influencia ejercerá después en los planes liberales de instrucción pública, se
preguntaba sobre la utilidad de que «toda la enseñanza conveniente a la generalidad de
todos los ciudadanos (...) sea enteramente gratuita», presunción que no sólo aparece en las
Bases, sino también en su Memoria para la instrucción pública, cuando recomienda a
Mallorca «no tanto un seminario de educación, cuanto una instrucción pública y abierta en
que se dé toda la enseñanza que pertenece a ella: una institución que sea gratuita toda ¡a que
se repute necesaria para formar un buen ciudadano». Cfr. Manuel Puelles Benítez: op. cit.
Págs. 31-33.

50 Un interesante estudio sobre la educación española y su tratamiento por la
prensa de la época es el realizado por Carmen Labrador y J. C. de Pablos: La Edu-
cación en los papeles periódicos de la Ilustración Española. Madrid 1989. El capítulo dedi-
cado a la educación del niño, recoge las principales críticas realizadas por la prensa
ilustrada a los niveles de educación primario y secundario. Págs. 111-117.
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a) Por una parte, enfrentado al escolasticismo dominante,
abogaría por la generalización de unos postulados críticos y
una actividad escolar basada en la observación y la expe-
rimentación51. Como señala M. A. Galino, en su estudio
sobre Feijoo, esta nueva orientación requería advertencia,
reflexión, juicio y discurso. La atención sería preferida así
a la memorización, el raciocinio a la repetición, el juicio a
la observación distanciada, al tiempo que el discurso se
modificaría en función de su naturaleza52.

b) Por otra, la consideración del magisterio como orientador y
sistematizador del aprendizaje y actividad del alumno, pero
dejándole el cauce necesario para afirmar sus propias cua-
lidades, tanto intelectuales y de estricto razonamiento,
como estéticas, imaginativas, etc.

Desde la perspectiva práctica o utilitaria de la enseñanza —como
señala Cabre Monserrat— realizó un salto considerable hacia el
futuro cuando sugería la selección del alumnado y la impartición, a
los peor dotados intelectualmente, de una enseñanza elemental y
otra posterior de tipo manual que centraría en el futuro su vida
profesional53.

En referencia a la relación de materias que debían constituir el
plan de estudios defendió la necesidad de prestar una atención es-
pecial de las denominadas Ciencias de la Naturaleza, que, al margen
de su importancia en orden a la formación cultural de los alumnos,
resultaría un aprendizaje enormemente grato para ellos54.

Un último aspecto, afrontado de forma secundaria en sus obras,
lo constituye la participación estatal dentro del campo de la ense-
ñanza. En cuanto que de la educación se derivaran notables bene-
ficios para la nación en general, el Estado, a través de su gobernan-

51 «Lo primero que a la consideración se ofrece es el poco o ningún progreso que en el
examen de las cosas naturales hizo la razón, desasistida de la experiencia, por largo espacio de
tantos siglos. Tan ignorada es hoy la naturaleza en las aulas de las Escuelas como lo fue en
¡a Academia de Platón o en el Liceo de Aristóteles». Benito Jerónimo Feijoo: Cartas eruditas
y curiosas. Madrid, 1742-1760. (Utilizamos edición de Clásicos Castellanos. Madrid
1918, págs. 127-128).

52 Cfr. María A. Galino Carrillo: Tres hombres y un problema: Feijoo, Sarmiento y
Jovellanos ante la educación moderna. Madrid 1953. Págs. 114 y ss.

53 Cfr. A. Cabre Monserrat: Problemas de la enseñanza en época de Feijoo. Oviedo,
1970. Págs. 75 y ss.

54 Cfr. A. Navarro González: «Actitud de Feijoo ante el Saber». Ponencia presentada
al I Simposio sobre el P. Feijoo y su siglo, celebrado en Oviedo en el año 1964.

223



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

tes y con los suficientes apoyos económicos, debe intervenir en
materia educativa. Se conseguiría así elevar el nivel de instrucción
en las capas de la población más jóvenes, existiendo un número
suficiente de centros bien dotados económica y materialmente 55.

De forma embrionaria se están sentando las bases y plantea-
mientos que posteriormente encontramos en otros ilustrados. No
recoge ni presenta Feijoo un plan general de Enseñanza, pero si
establece como una de las cargas a asumir por parte del Estado todo
lo referente a la dotación y aumento de los centros de enseñanza.

Según M. Artola56, detrás de la reforma de los estudios prima-
rios y secundarios propuesta por Feijoo se encuentra la inspiración
de la utilidad. Preocupado por la decadencia económica del país57,
desea vivamente contribuir a la mejora de las técnicas educativas
que puedan afrontar con eficacia la decadencia española.

La fama de Feijoo fue inmensa y en correspondencia con esa
fama está su enorme influencia. En pocos años se multiplicaron las
ediciones de sus obras, Marañón fijaba en 420.000 el número
de volúmenes de Feijoo que llegaron a publicarse durante el si-
glo XVIII58. No era tampoco frecuente en esta centuria que un autor
español fuera traducido a otros idiomas, y sin embargo, sus obras se
tradujeron al francés, italiano, inglés y alemán.

Una manifestación de su influencia puede percibirse en el hecho
de que entre 1728 y 1788 aparecieron 115 escritos sobre su obra,
bien atacándole, bien defendiéndole59.

2.2.2. Fray Martín Sarmiento: Una enseñanza crítica
e innovadora

Fray Martín Sarmiento, contemporáneo y amigo de Feijoo, más
preocupado por la enseñanza primaria, elaboró a su vez una amplia

55 Cfr. J. A. Maravall: «Feijoo el europeo», en Revista de Occidente. n° 21. Diciembre
1964. Págs. 352-53.

56 Cfr. M. Artola: Los orígenes de la España Contemporánea. Madrid 1960.
Págs. 18-20.

57 La idea de decadencia económica española y los remedios para afrontarla,
puntos básicos dentro del pensamiento de Feijoo, han sido analizados por Sánchez
Agesta en op. cit. Págs. 13-16. Tomando como punto de partida la consideración del
S. XVIII como el Siglo de la Razón, inicia el estudio del pensamiento de Feijoo,
centrándose en el rechazo que dicho autor realiza de la tradición y su fe en la ciencia
como instrumento salvador.

58 G. Marañón: Las ideas biológicas del P. Feijoo. Madrid 1934. Pág. 212.
59 Cfr. J. L. Abellán: op. cit. Págs. 71-73.
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relación de objetivos que debían perseguirse en este nivel y los
medios necesarios para su consecución. Ante la trilogía de elemen-
tos sobre los cuales giraba la estructura educativa —libros, metodo-
logía y maestros— centró su atención especialmente en estos dos
últimos campos.

Refiriéndonos al campo de la metodología, las constantes adver-
tidas en sus obras —tales como la «Crisis del método o plan de unos
estudios reales en la Corte», «La Educación de los Niños» y el
«Discurso sobre el método que debía guardarse en la educación de
la juventud, para que sin tanto estudiar de memoria y a la letra
tuviera mayores adelantamientos»—, pueden agruparse, según Ga-
lino Carrillo60, en un doble apartado: crítico e innovador.

Destacan en el primero sus ataques, tanto al tipo de enseñanza
exclusivamente memorística, como la práctica tradicional del castigo
corporal. Mientras que su carácter reformista se evidencia en la
estructuración de un nuevo método para las aulas de Primeras Letras
consistente en la enseñanza simultánea de la lectura y la escritura
—tomando siempre como base la lengua materna—, y la proyección
de las actividades docentes mas allá del reducido ámbito escolar, de
modo que pudiera nutrirse adecuadamente la multiplicidad de as-
pectos útiles a su formación.

En cuanto a la figura del docente, toda elección errónea al res-
pecto suponía una cuestión de justicia pública —achacable a los
magistrados— y un grave perjuicio a la vez para la sociedad, dadas
las repercusiones que en la vida de todo hombre acostumbra a tener
la formación recibida en los años de infancia. En este sentido el
pensamiento de Sarmiento era contundente:

«Importa dos cominos que un maestro de Teología sea o no
docto, pues sus discípulos ya no están en situación de preocuparse
con los perjuicios de aquél. Todo al contrario sucede en los niños
que deben y crecen cuanta necesidad les dicta el maestro rudo. Con
eso comienza ya torcida la primera enseñanza»61.

A su juicio, un buen maestro debía poseer los conocimientos
necesarios y, además comprender y saber utilizar los más adecuados
procedimientos pedagógicos. Sin embargo, para que sus enseñanzas

60 Cfr. M. A. Galino Carrillo: Textos pedagógicos hispanoamericanos. Madrid 1974.
Págs. 114-117.

61 Cfr. José Luis Pensado: «Fray Martín Sarmiento: sus ideas lingüísticas», en
Cuadernos de la Cátedra Feijoo, n° 8. Oviedo 1960. Págs. 17-18.
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alcanzasen un grado óptimo de eficacia, convenía que se hallaran
en estrecha relación con la experiencia. A través de ella conocerían
sus alumnos el mundo circundante, ampliando primero su horizon-
te cultural y perfeccionándolo después cualitativamente.

La idea de utilidad, que brevemente hemos recogido en el pen-
samiento de Feijoo, también aparece en Sarmiento, apoyada en el
dominio de la Naturaleza. Toda enseñanza tiene que tener por fina-
lidad la propia utilidad de los individuos en orden a su felicidad
individual y la de la nación. Esta utilidad sólo puede conseguirse
con el dominio apropiado de la Naturaleza, fuente de todos los
recursos. Moviéndose Sarmiento dentro del más claro pensamiento
ilustrado combina el utilitarismo con el contenido social que debe
de poseer la propia enseñanza primaria y secundaria62.

2.2.3. El Padre Isla y la Crítica del nivel educativo

La faceta crítica del nivel educativo existente en España a me-
diados del siglo XVIII tuvo su máximo exponente en el jesuita Padre
Isla, autor en 1758 del célebre «Fray Gerundio de Campazas». La
obra es una sátira novelada de los abusos de la predicación. El
protagonista nace en Campazas, villorrio imaginario de Tierra de
Campos, y es hijo de Antón Zotes y Catalina Rebollo, ladrones.
Estudia primero en Villaornate, donde le enseña gramática latina
un domine pedante llamado Zancas-Largas, que nos recuerda el
domine Cabra de «El Buscón». Al fin logra entrar en un convento
y hacer allí el noviciado, cayendo en manos de Fray Blas, el predi-
cador mayor, que le encamina hacia la oratoria. La novela —de
gran extensión—, no ocupa más que el comienzo de una vida de
predicador estimado y famosísimo, que crea un estilo original al que
da nombre con el suyo propio de Gerundio63.

De esta obra, nos interesa de forma especial el capítulo V del
libro I titulado «De los disparates que aprendió en la Escuela de
Villaornate». Aun cuando los agrios ataques contenidos en el capí-
tulo apuntaban especialmente a las Escuelas de Latinidad, también
se nos revela el intenso desfase de los métodos al uso en las aulas
de leer, escribir y contar, y los propugnados por figuras aisladas

62 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 131-132.
63 Cfr. J. L. Alborg: «La prosa satírico-novelesca: el Padre Isla y Torres Villa-

rroel», en del mismo autor, Historia de la Literatura española. Tomo III. Madrid 1978.
Págs. 255-291.
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Feijoo y Sarmiento—, que veían la correlación entre la calidad de
la enseñanza elemental y el grado de desarrollo material de la na-
ción.

La caricatura realizada por el Padre Isla se dirigía en primer
lugar a la figura del maestro dedicado a la enseñanza por el simple
hecho de «haber salido buen pendolista (o calígrafo)». Y en segun-
do lugar, se centraba en el propio contenido de la enseñanza impar-
tida por aquel donde, al abuso de la técnica memorística y de los
azotes, se añadía a la propia trivialidad de los conocimientos que el
alumno se hallaba obligado a asimilar.

No es el Padre Isla un teórico de la enseñanza, pero hemos que-
rido colocarlo aquí por el gran contenido crítico que posee su obra
respecto a los niveles de enseñanza elementales existentes en el siglo
XVIII. No hemos de olvidar que la crítica constituye uno de los ele-
mentos centrales del pensamiento educativo ilustrado, pero no se
trata de una mera crítica destructiva, también se aportan los elemen-
tos esenciales para la necesaria reconstrucción del sistema educativo.

La obra del Padre Isla constituye una de las mejores pinturas
existentes sobre la enseñanza en el siglo XVIII. En ella se puede
atisbar la necesidad de una reforma que abarque métodos y conte-
nido, en orden a la consecución de una prosperidad nacional que
tiene como punto de partida la instrucción individual64.

2.2.4. Rexach y Carbó: La enseñanza o la educación del espíritu

Otro autor preocupado por la instrucción primaria y secundaria,
en su base teórica y práctica docente, fue B. Rexach y Carbó, cuya
obra «Principios fundamentales para la buena educación del hom-
bre» (Barcelona 1757), ofrece, aún en la actualidad, indudable in-
terés para el lector especializado.

De especial importancia es el concepto y calificación que Carbó
da a los años de infancia. Los considera como ideales para la edu-
cación del niño por cuanto las normas de conducta se forjan bá-
sicamente a lo largo de aquellos. Subraya esta circunstancia, dado
que a su entender el objeto de la enseñanza consistía en formar el
espíritu del alumno sobre la base de principios más elevados con
arreglo a los cuales adecuaría posteriormente sus actos. Y si en la
edad infantil tendía aquél, naturalmente, al juego y la diversión, el

64 Cfr. P. Sebold Russell: «Introducción» a su edición del Fray Gerundio de Campa-
zas. Clásicos castellanos. Vol. I. Madrid 1960. Págs. 11-13.
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maestro debía utilizar tales resortes como plataforma adecuada para
una más perfecta enseñanza en el plano teórico y moral65.

Por lo que hace referencia específicamente a las necesidades
propias de un buen maestro, señalaba, junto a una correcta prepa-
ración intelectual, la necesaria dosis de paciencia, autoridad y com-
prensión para con sus discípulos. Unido a ellas, y como mérito que
habrían de tener en consideración los tribunales formados para
examinar a los aspirantes al magisterio, concedía especial importan-
cia B. Rexach a la verdadera elocuencia, y a un profundo conoci-
miento de la Historia:

«Muchos otros provechos nos hacen las lecturas de las historias
cuando se leen bien, pues por medio de ellas un hombre sabe el
arte de vivir (...) Un hombre aprende en las historias el saber
soportar los accidentes de la vida humana, el no quedar aturdido
ni espantado en los casos fatales que le sucediese, y no quejarse de
su signo, como hacen algunos inconsiderados, creyendo que los
tiempos pasados era mejores»66.

Ampliaba su teoría educativa con dos consideraciones de interés:
1. La defensa a ultranza de la educación de la mujer en todos

los niveles frente a la marginación de que era objeto en la
sociedad del siglo XVIII.

2. Reconocimiento de la capacidad de los jóvenes para deter-
minar la clase de oficio que más afín resultaba a su perso-
nalidad.

2.2,5. Lorenzo Hervás y Panduro y la necesidad de ampliar
el número de centros

Junto con Jovellanos, Hervás Panduro constituye una de las
principales figuras del pensamiento educativo ilustrado de la segun-
da mitad del siglo XVIII. En realidad, el mérito de su obra no se ha
visto hasta nuestros días. Carmelo Viñas se lamentaba en 191767 del
desconocimiento casi completo que rodeaba su figura, pero hoy,

65 Cfr. A. Galino Carrillo: op. cit. Págs. 150-185. Se recoge aquí, junto a los estu-
dios biográficos y síntesis del pensamiento, una serie de textos originales de la obra
de B. Rexach y Carbó.

66 B. Rexach y Carbó: Principios fundamentales para la buena educación del hombre.
Barcelona 1758. Págs. 134-135.

67 Cfr. C. Viñas: «Hervás y Panduro y la Filología Comparada», en Filosofía y
Letras, n° 17. Madrid 1917.

228



MANUEL HERRERA GÓMEZ

gracias a los esfuerzos de M. Batllori68 y de F. Lázaro Carreter69,
tenemos una idea más precisa de su aportación y el valor de la
misma. Los estudios existentes en torno a este ilustrado se centran
especialmente en sus aportaciones en el campo de la filología y de
forma muy secundaria en su valoración sobre la educación y la
necesidad de su reforma. Aún queda mucho para realizar una visión
completa del pensamiento educativo de este jurista ilustrado del
siglo XVIII.

Sus ideas pedagógicas quedaron recogidas fundamentalmente en
los trabajos titulados «El Hombre físico» y la «Historia del hombre»
que en esencia defendían:

1. Una formación orientada tanto al aprendizaje de los cono-
cimientos necesarios como al desarrollo del raciocinio del
alumno.

2. El desarrollo paralelo de los estudios clásicos y los propia-
mente científicos.

3. La formación de una magisterio cualificado profesionalmen-
te, tanto en el aspecto cultural como en el estrictamente
metodológico.

4. La creación del adecuado número de centros escolares con
objeto de que todos los niños pudieran beneficiarse de la
instrucción elemental.

Siguiendo con la línea iniciada por Feijoo, Sarmiento y Carbó,
Panduro se enfrenta a temas tales como la metodología y el magis-
terio en los niveles de enseñanza primario y secundario. Los proyec-
tos de reforma educativa en la primera mitad del XVIII se centran
de forma especial en estos campos. Tan sólo Feijoo había plateado,
de forma muy secundaria, la posibilidad de la participación estatal
en el campo de la enseñanza como instrumento para la generaliza-
ción de la misma. Panduro, como buen jesuíta, no llega a tanto,
pero se coloca en una posición que le sitúa como claro precedente
de Jovellanos al plantear la necesidad de ampliar el número de
centros educativos. La educación popular, punto de vital importan-
cia en el pensamiento de Jovellanos, aparece también en este jesui-

68 Miguel Batllori, S.I.: La cultura hispano-italiana de los jesuítas expulsos. Madrid
1966. Págs. 577-580.

69 F. Lázaro Carreter: «El método comparativo del Padre Hervás», cap. de su obra
Las ideas lingüísticas en España durante el S. XVIII, Anejo XLVIII de la Revista de Filosofía
Española. Madrid 1949.
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ta consciente de lo que representa para la nación la extensión del
sistema educativo.

2.2.6. Melchor Gaspar de Jovellanos: la educación universal,
popular y cívica

Jovellanos pertenece a la pedagogía de la Aufkläurung desde el
momento en que considera a la instrucción como fuente principal
de la felicidad70. Efectivamente, para este español del siglo XVIII
—escritor, político y pedagogo—, la instrucción pública es la base de
la felicidad y la prosperidad social, de los progresos materiales, a la
vez que de los progresos morales:

«Si los labradores cultivan mal, si hay tierras sin labrar, si en
nuestros campos hay hombres tristes, de oscuro y sucio porte, casas
de barro llenas de inmundicia, pueblos en fin sin dicha (...), si la
nobleza se despeña en frivolidad achuflada y encallanamiento en
la Corte de María Luisa (...), en fin, si España esta triste, abatida,
llorosa, es porque la ignorancia triunfa»71.

En su «Memoria o Tratado teórico-práctico de enseñanza con
aplicación a las escuelas de niños» se pregunta: «¿Es la instrucción
pública el primer origen de la prosperidad social?». Ante este interrogan-
te responde con firmeza y seguridad:

«Sin duda. Esta es una verdad no bien reconocida todavía o,
por lo menos, no bien apreciada; pero es una verdad. Puede tener
algunos o muchos y eminentes sabios un Estado, pero de nada
sirve si la gran masa del pueblo permanece en la ignorancia. En
tal estado, la ilustración sería de poca utilidad porque siendo hasta
cierto punto necesario a todas las clases sociales, vendría a suceder
que en medio de una esfera de luz y sabiduría, la industria y la
navegación, la agricultura, fuentes de la prosperidad pública, ya-
cerán en las tinieblas de la ignorancia»72.

Apunta así uno de los conceptos más trascendentales en el plano
educativo: considerar la instrucción pública como el primer origen

70 Cfr. A. Galino Carrillo: op. cit. Pág. 235.
71 Ver, entre otros pasajes, sus poesías «Jovino a Pondo» y «Sátira II a Arnesto»

en Poesías escogidas. Madrid 1975. Págs. 240-257 y 261-269, así como el «Informe
sobre la Ley Agraria», en Obras de..., BAE. Tomo L. Madrid, 1952. Pág. 198.

72 Melchor Gaspar de Jovellanos: Memorias para la vida del Padre Sarmiento. B.N.
Ms. 20374, f. 10-40. Pág. 230.
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o germen de la prosperidad nacional. Si aquélla constituía para
todas las clases sociales un medio de progreso, perfección y felici-
dad, los beneficios que se derivarían al conjunto del país radican
precisamente en el desarrollo de sus propias fuentes de riqueza.

Frente a este objetivo ideal en el plano teórico, donde la educa-
ción aparece como el motor de la felicidad individual y la prosperi-
dad social, Jovellanos denuncia la realidad existente. No sólo critica
la carencia de buenos libros y maestros bien formados, también pone
de manifiesto la imperfección de los métodos comunes de enseñanza
de las primeras letras y acaso, principalmente, la indiferencia con que
en líneas generales era contemplada tal imperfección73.

Siguiendo los modernos teóricos de la enseñanza —Locke, Con-
dillac, Diderot...— abogaba por su carácter integral, único medio de
desarrollar al máximo las diferentes cualidades del niño, tanto en el
plano intelectual como moral. Su tesis de que el objeto general de
la instrucción se cifraba en el conocimiento del Dios, el hombre y
la naturaleza, determinaría la elección de las materias a impartir en
el nivel escolar primario:

• Moral Cristiana.
• Lectura.
• Escritura.
• Aritmética.
• Dibujo.
• Gramática.

Todas ellas configuran el plan de estudios a seguir que aparece
en el «Tratado teórico-práctico», el cual se vería completado con las
«Bases para la formación de un plan general de Instrucción Pública»
—escritas en 1809 con destino a la Comisión de Instrucción Públi-
ca— en un momento en que Jovellanos era miembro de la Junta
Central. Unido al estímulo hacia el aprendizaje de las Ciencias
Naturales, básico para desarrollar las facultades de observación de
los alumnos, figuran en ellas acertadas conclusiones en torno a la
educación física como base para mejorar la agilidad, fuerza y destre-
za de aquellos74. Completando finalmente el ideario pedagógico de

73 Agustín Escolano Benito: Educación y Economía en la España Ilustrada. Madrid
1988. Págs. 57 y ss. Apoyándose en la obra de Gómez de la Serna: Los viajes de la
Ilustración, analiza el papel de la figura de Jovellanos, en el orden estrictamente
pedagógico, y la revisión crítica que realiza de nuestra educación tradicional.

74 Melchor Gaspar de Jovellanos: «Bases para la formación de un Plan General
de Instrucción Pública», en Historia de la Educación en España, de Enrique Guerrero.
Vol. I. Madrid, 1981. Págs. 352-354.
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Jovellanos, en el citado estudio, trazaba una serie de pautas a tener
en cuenta desde el poder central para un más amplio progreso de
las instrucciones primaria y secundaria:

1. Gratuidad de la enseñanza.
2. Exámenes a final de curso que demostraran el aprovecha-

miento obtenido.
3. Necesidad de traducir, reformar o escribir de nuevo sobre

otros criterios pedagógicos los libros destinados a la ense-
ñanza elemental.

4. Elección por ios maestros de las mejores obras de consulta.

Junto a la presentación de la educación como instrumento para
la felicidad individual y la prosperidad nacional, así como la nece-
sidad de un conjunto de reformas en el campo pedagógico, tres son
los pilares que nos completan el proyecto educativo de Jovellanos
para las instrucciones primaria y secundaria. Nos estamos refiriendo
al carácter popular, universal y cívico que Jovellanos establece para
estos niveles:

1. Popular, para elevar el nivel del pueblo y aminorar en algo
la distancia que le separa de las minorías intelectuales, y
lograr así una mayor eficacia productiva para el país, pre-
parando para sus profesiones a las clases productivas75. En
este contexto, el Estado deberá promover la creación del
número adecuado de centros gratuitos para hacer llegar las
enseñanzas a toda la población.

2. Universal, de acuerdo con los lazos de fraternidad humana.
A cuantos se precien de españoles y católicos les recuerda
su obligación de «mirar como hermanos» a cuantos viven
sobre el globo76.

3. Cívica, en cuanto que es preciso formar al ciudadano, al
miembro de la sociedad y sujeto de derecho y deberes para
con ella. Su virtud fundamental será la búsqueda del inte-
rés común, según el cual «el bien y la prosperidad de todos
es, al mismo tiempo, el objeto de la felicidad de cada ciu-
dadano»77.

75 Cfr. Melchor Gaspar de Jovellanos: op. cit. Pág. 351.
76 Cfr. A. Galino Carrillo: op. cit. Pág. 256.
77 Melchor Gaspar de Jovellanos: Memorias para la vida del Padre Sarmiento B.N.

Ms. 20374, 10-40, I, Pág. 256.
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2.2.7. Francisco Mariano Nipho

Figura controvertida, pero fundamental, del siglo XVIII es Fran-
cisco Mariano Nipho, al que se le han atribuido los calificativos más
denigrantes: pestilente, famélico, tabernario, coplero infeliz, prosista
aplebeyado... El mismo Menéndez Pelayo que le tenía simpatía por
su postura tradicionalista le califica de «detestable poeta lírico y
dramático» y de «escritor de tijera»78. Sin embargo, hoy su nombre
ha sido revalorizado, gracias a la labor reivindicativa de Luis Miguel
Enciso79, cuyas investigaciones resume Alborg con las siguientes
palabras:

«Nipho fue un periodista por esencia; a pesar de carecer de
talentos creados, fue uno de los principales vulgarizadores de las
ideas de su siglo, introdujo en España el periodismo diario y el
político a la manera francesa, cultivó la prensa erudita y costum-
brista y creó un nuevo tipo de periodismo literario, todo lo cual
otorga a su tarea una innegable transcendencia. Nipho tuvo clara
conciencia de la importancia de su obra, en un momento en que la
mayoría de los ideólogos y políticos desconocían, o despreciaban la
función del naciente periodismo. Tuvo perfecta idea de su papel de
engarce entre los intelectuales del nivel superior y el pueblo»80.

Fundador, en 1758, del primer diario de España —«Diario no-
ticioso, curioso, erudito, comercial, político y económico»—, pre-
sentaría en él una variada gama de consideraciones en torno a la
educación, de las cuales conviene resaltar:

1. La conveniencia de iniciar aquella en los más tiernos años
infantiles —dada la pronta capacidad de asimilación del
niño—, que, además de permitirle adquirir un considerable
bagaje de conocimiento, coadyuvaría a la mejor formación
del espíritu.

2. El interés político de la educación y en consecuencia la
obligación por parte del Estado de asumir respecto a ella el
debido control y vigilancia, de forma que sus progresos
estén en consonancia con las necesidades de la sociedad.

78 Cfr. M. Menéndez Pelayo: Historia de las ideas estéticas de España. Madrid 1962.
Vol. III. Pág. 282.

79 Luis Miguel Enciso Recio: Nipho y el periodismo español del siglo XVIII. Valladolid
1956.

80 J. L. Alborg: op. cit. Vol. III. Pág. 65.
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Planteaba así el autor aragonés el tema de la utilidad social de
la enseñanza —que sería por otra parte lugar común de los hombre
de la Ilustración— en su doble aspecto de favorecer la felicidad
individual y el progreso general de la nación.

En torno a este criterio general, Nipho, deseando contribuir al
rápido adelantamiento de los alumnos en las Escuelas de Primeras
Letras, elaboró el llamado «Curso de leer y escribir», cuya publica-
ción en 1770, alcanzó notable éxito. Los caracteres fundamentales
de ese nuevo método venían a sumarse a la larga serie de los edi-
tados en España81. Al objeto de facilitar el aprendizaje del alfabeto
ideaba un sistema basado en una serie de grabados sobre imágenes
conocidas mediante las cuales los alumnos progresarían sin esfuer-
zo, y hasta deleitándose, en los rudimentos de la lectura. Conside-
rando perjudicial, por otra parte, la técnica del deletreo, estableció
en su método la necesidad de acostumbrar a los alumnos a pronun-
ciar sílabas enteras, que además de acelerar sus progresos les bene-
ficiaría en el futuro, al hacer más firme su lectura.

En este sentido y, en general, como norma a tener en cuenta en
todas las actividades de la escuela elemental, se mostraba partidario
de la implantación de premios en cuanto que estimulo decisivo para
el esfuerzo y concentración de aquellos. Al margen, no obstante, de
todos estos planteamientos, lo que tal vez le situaba en la línea de
la moderna pedagogía, era su consideración de que el hecho edu-
cativo apareciera ante el niño no como una pesada tarea, sino como
un juego atractivo. El enseñar deleitando se planteaba así como una
especie de reto para el Magisterio español de primeras letras en el
último cuarto de siglo de la Ilustración82.

2.2.8. Saavedra Fajardo, Cadalso, Mayans y Siscar y Piquer

Al lado de los tratadistas anteriormente estudiados, encontramos
durante el siglo XVIII un buen número de autores cuya producción,
salpicada de temas pedagógicos, denotaba el interés que sentían
hacia ellos y que les llevaría a examinar con mayor o menor inten-
sidad los problemas existentes en el mundo de la enseñanza prima-
ria y secundaria.

81 Cfr. Antonio Elorza: La ideología liberal en la Ilustración española. Madrid 1970.
Págs. 125 y ss.

82 J. Ortega y Gasset: «El siglo XVIII educador» en Obras Completas. Madrid 1975.
Págs. 94 y ss.
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Entre ellos se encontrará Saavedra Fajardo, autor de la «Idea de
un príncipe cristiano». Recoge en dicha obra, como planteamiento
especialmente interesante, la necesidad, ante el estado en que se
encuentran los niveles primario y secundario de la enseñanza, que
el Rey se haga cargo del mantenimiento de los centros educativos.
Moviéndose en la órbita del paternalismo ilustrado, señala como
una de las funciones fundamentales de la Corona el promover y
dotar los centros de enseñanza de la juventud en función de los
beneficios individuales y colectivos que se derivarían de ello. La
idea de presentar la educación como un instrumento para la felici-
dad individual y para el fomento de la prosperidad de la Nación,
constituye el eje de su pensamiento en materia educativa:

«Cuánto bien se derivaría para el individuo y para el desarro-
llo de la Nación que el Rey, padre de todos los ciudadanos, se
encargase de ilustrar a sus hijos. Con la enseñanza saldrían de la
ignorancia, origen de muchos vicios y males, y podrían contribuir
más eficazmente a la prosperidad nacional» 83

Por otra parte encontramos a José Cadalso, que en sus «Cartas
Marruecas» describe algunos de los planteamientos educativos en
que se formaba a la juventud española. En opinión de Hughes, la
preocupación por España y su decadencia es el eje central de toda
la obra, decadencia bien visible en la vida espiritualmente vacía de
tantos españoles84.

Así nos describe Cadalso a la realidad española del momento:

«Son muchos millones de hombres los que se levantan muy
tarde, toman chocolate muy caliente, agua muy fría, se visten,
salen a la plaza (...) Son muchos millones de infantes los que viven
sumidos en la más profunda ignorancia sin aprender, sin ningún
saber útil con el que puedan subsistir y ayudar a la nación»85.

En un contexto de decadencia, analizado y descrito en tonos
muy críticos y amargos, esboza el pésimo panorama que ofrece la

83 Saavedra Fajardo: Idea de un príncipe cristiano. Madrid 1786. Págs. 111-113.
(Utilizamos edición de Aguilar, Obras Completas, con prólogo y notas de Ángel Gon-
zález Palencia. Madrid, 1946).

84 Cfr. John B. Hughes: José Cadalso y las Cartas Marruecas. Madrid 1963. Págs. 35
y ss.

85 J. Cadalso: Cartas marruecas. Carta LXXXV. Madrid 1768. Pág. 182. (Utilizamos
edición de Espasa-Calpe. Madrid, 1971).
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enseñanza primaria y secundaria en España. Descuidada por una
parte y, por otra, sometida a métodos y planes anquilosados, aboga
por la introducción de nuevas formas de enseñanza fundamentadas
en la experiencia y raciocinio más que en la memorización. Tam-
bién plantea la necesidad de incorporar nuevas asignaturas tales
como la Geometría, la Física, las Ciencias Naturales, «pilares de
desarrollo humano y de la prosperidad nacional»86.

De Mayans y Siscar destacamos su «Informe sobre la Reforma de
los estudios». Presta aquí especial atención a cuestiones que van
desde la renovación de los métodos de enseñanza —principalmente
las relacionadas con la enseñanza de la lengua— hasta la necesidad
de hacer obligatoria las enseñanzas primaria y secundaria hasta los
14 años87. Al igual que otros ilustrados, presenta a la enseñanza
como pieza clave en el desarrollo individual y colectivo de los sub-
ditos. La necesidad de su reforma y ampliación a una capa más
extensa de la población es el punto de partida utilizado por Mayans
para proyectar la necesaria participación estatal en esta materia:

«La instrucción de nuestros menores ha estado siempre en
manos de religiosos. Sus métodos anticuados de memorización y su
insuficiencia para atender a todas las necesidades obligan a que el
Rey, Padre y Señor de la nación intervenga en estos terrenos por
el bien de la nación y de todos sus subditos»88.

En último término nos encontramos con la figura de Andrés
Piquer. Se sitúa este filósofo-médico de segunda mitad del si-
glo XVIII en ese peculiar eclecticismo entre filosofía natural carte-
siana o atomista y antropología tradicional. En sus diferentes obras
filosóficas89 esboza un renovado pensamiento pedagógico, centrado
especialmente en la incorporación a las enseñanzas primaria y se-
cundaria de materias nuevas como la Física, las Matemáticas, la
Química. Partiendo de la consideración de la educación como pieza
clave en el enriquecimiento de la persona, la incorporación de esas
materias supondría educar a nuestra juventud a tono con el ritmo
de los tiempos.

86 Cfr. P. Sebold Russell: Cadalso: el primer romántico europeo de España. Madrid
1974. Págs. 37-38.

87 Cfr. José Luis Peset: Gregorio Mayans y la reforma universitaria. Valencia 1985.
Págs. 85-89.

88 Cfr. Amonio Mestre: Epistolario de Mayans y Pérez Báyer. Valencia 1977. Pág. 44.
89 Entre sus obras más importantes destacan: Los nuevos saberes y el Hombre. Madrid

1759 y En torno a ¡a Decadencia espiritual y científica de la nación española. Madrid 1761.
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2.3. Las enseñanzas prácticas o profesionales
en el pensamiento ilustrado

Los trabajos manuales habían sido tradicionalmente menospre-
ciados en España, donde, tras siglos de lucha contra los musulma-
nes, se había establecido una clase superior de nobles e hidalgos que
además, de no pagar impuestos, tenía como consideración particular
de su privilegiada situación el no tener que trabajar para vivir. Esta
clase rentista veía en general como despreciable el desempeño de
un oficio y, aunque el transcurso de los años trajo consigo la ruina
del patrimonio o la pobreza más absoluta, el honor de la sangre
hidalga continuaba prevaleciendo ante la necesidad de realizar un
trabajo para subsistir90.

En el siglo XVIII, desde la órbita del pensamiento ilustrado se
clama contra esta deformación. Buena muestra de ello es el reinado
de Carlos III, donde se incrementa la postura favorable al trabajo de
artesanos y menestrales; así nos lo demuestra concretamente el Real
Decreto de 18 de febrero de 1783 por el cual se declaraban honestos
y honrados todos los oficios, dejando constancia de que los únicos
motivos capaces de envilecer a un ciudadano eran la ociosidad, la
vagancia y el delito91.

En opinión de Agustín Escolano, la preocupación por la ense-
ñanza profesional o práctica en el pensamiento ilustrado está en
gran medida motivada por la impronta de lo económico92. Esta
obsesión por lo económico queda claramente puesta de manifiesto
en el mismo lenguaje de nuestros ilustrados. Si se computara el
vocabulario de los autores más significativos de la época, a través de
una análisis de textos, la prensa y los documentos oficiales, y se
tratasen mediante los procedimientos que hoy ofrece la semántica
histórica, como ha hecho P. Chaunu93, entre otros, se comprobaría
seguramente que los términos de más claras connotaciones econó-
micas obtendrían sin duda las máximas frecuencias. La palabra fo-
mento, por ejemplo, una de las más representativas del lenguaje de
los ilustrados españoles, serviría tal vez para articular, como palabra

90 Cfr. J. A. Maravall: op. cit. Tomo II. Págs. 135-148.
91 Cfr. Colección de Pragmáticas, Cédulas, Provisiones, Autos acordados y otras

Providencias generales expedidas por el Consejo Real en el Reynado de Carlos III y
Carlos IV. Vol. II. Madrid. 1805. Págs. 457-458. Falta lugar y año.

92 Cfr. Agustín Escolano Benito: Educación y Economía en la España Ilustrada. Ma-
drid 1988. Págs. 15 y ss.

93 Cfr. P. Chaunu: La civilisation de l'Europe des Lumiéres, París 1971. Págs. 19 y ss.
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clave, un convoy semántico, para decirlo con la conocida expresión
de P. Chaunu, al que se asociarían un elevado número de términos
adscritos a una significación económica, como regeneración, aplica-
ción, trabajo, ociosidad, decadencia, utilidad, producción, progreso/
práctico, industrioso, provechoso, honrado, ocupado/inventar, re-
compensar, perfeccionar, adelantar.

Por otra parte, el lenguaje económico de nuestros políticos e
intelectuales ilustrados aparece estrechamente vinculado a otro len-
guaje de estricta significación pedagógica. Los «Discursos» de Cam-
pomanes, abundan en referencias a la instrucción, el aprendizaje, la
educación popular, la enseñanza de las artes, la difusión de los
conocimiento útiles, la educación técnica, etc. Él fue precisamente,
a este respeto —como hizo notar el profesor Sánchez Agesta—, el
primero en utilizar la expresión «educación técnica» como signifi-
cación específica y acorde con el espíritu del siglo94, esto es, como
educación y enseñanza particular de cada oficio. También Florida-
blanca, en su «Instrucción Reservada» de 1787, documento dirigido
a orientar la política a seguir por la Junta de Estado, relacionó el
fomento con la difusión de los conocimientos prácticos en los ám-
bitos de la agricultura, la industria, el comercio y la navegación, las
«cuatro grandes ramas de la economía»95.

En el mismo sentido se pronunciaría Jovellanos, al advertir, ro-
zando las postrimerías del siglo, que la vinculación entre educación
y economía, o entre Ilustración y fomento, se propiciaría al «colocar
la instrucción más cerca del interés», es decir, mediante la aproxima-
ción de las «luces» a las «necesidades»96, lo que ciertamente exigía
aún dar al traste con muchas de nuestras tradiciones pedagógicas,
ancladas secularmente en la esterilidad literaria y especulativa de
escasa utilidad para la necesaria regeneración económica y social.

El énfasis puesto por los ilustrados en las acciones de fomento
económico y pedagógico, concretadas en el ámbito de la educación
técnica, son, en opinión de Cipolla, el correlato generalizado del
sentimiento de decadencia que venía manifestándose desde los pri-
meros dictámenes políticos-económicos de los arbitristas del siglo
anterior97.

94 Cfr. L. Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 122-123.
95 Conde de Floridablanca: «Instrucción reservada...». Obras originales de! Conde

de... Colección hecha e ilustrada por A. Ferrer del Río, BAE. Madrid 1867. Págs. 221-
224.

96 Cfr. M. G. Jovellanos: op. cit. Pág. 124.
97 Cfr. C. M. Cipolla: La decadencia económica de ¡os Imperios. Madrid 1973.

Págs. 13-14.
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Frente a este sentimiento de decadencia, extendido en la socie-
dad española desde las fases pre-ilustradas, los hombres del si-
glo XVIII van a formular su programa de fomento, que afectará a
todos los ámbitos de la realidad socio-económica y cultural. En este
contexto cobran especialmente importancia los proyectos referentes
a la reforma y establecimiento de instituciones pedagógicas para la
educación profesional y popular. Campomanes las encaja en las
primeras páginas de su discurso sobre la «Educación popular de los
artesanos» para distinguir la educación general de la educación
técnica como:

«Educación y enseñanza particular respectiva a cada arte y al
porte correspondiente al oficio que ejercer»98.

Jovellanos, con el mismo designio, va a pedir también unas
«cartillas teóricas» que expliquen mejor los métodos de cultivo, que
describan las máquinas, que apliquen las nuevas ciencias —física,
matemáticas— a las distintas ramas laborales 99. Uno y otro quieren
significar algo más que la enseñanza especializada de un oficio o un
arte; en este sentido, éstos presentan toda una concepción de la
aplicación de la ciencia a la labor humana.

Al mismo tiempo, los ilustrados son conscientes de la necesaria
independencia de esta enseñanza profesional respecto de la Univer-
sidad y su mayor vinculación teórico-práctica a las distintas ramas
de la producción. Una vez más, es Jovellanos quien expone lúcida-
mente el adecuado tratamiento en sus famosas Bases:

«Parece, por lo mismo, que conviene adjudicar a nuestra Uni-
versidad toda la enseñanza de las ciencias intelectuales, y dar la
que se refiere a la filosofía práctica en institutos erigidos para ella
(...) institutos separados, erigidos en las capitales o pueblos de
nuestras provincias en las que por sus circunstancias de trabajo y
producción haya mejor proposición para ello» 100.

En estos institutos de enseñanza práctica, como los define Jove-
llanos, se cursará el dibujo natural y científico, geometría y moral,
lenguas vivas, música y danza. Conviene puntualizar que en el

98 Discurso sobre la Educación Popular de los artesanos y su fomento. Madrid 1775;
«Objeto de este discurso» (págs. 2-3 sin numerar).

99 «Informe sobre la Ley Agraria», en op. cit. Pág. 210.
100 He aquí el origen de lo que más tarde serán las Escuelas Técnicas Superiores

separadas de la Universidad. Jovellanos: op. cit. Pág. 115.
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pensamiento de Jovellanos la enseñanza profesional desligada de la
Universidad no es una educación que prepare para la vida práctica,
sino una auténtica enseñanza que provee al ciudadano de una
educación básica y laboral, facilitándole, además, el ejercicio prác-
tico de una profesión; es en consecuencia, una enseñanza de la que
saldrán no sólo mecánicos, físicos, profesores o artesanos, sino tam-
bién buenos ciudadanos.

Es cierto, como hemos ido mostrando a lo largo de nuestra inves-
tigación, que el siglo XVIII español fue un siglo de grandes proyectos
y de grandes fracasos también, que su reformismo no podía ir más
allá de lo que las viejas estructuras del Antiguo Régimen permitían,
que los intelectuales y proyectistas ilustrados vivieron a menudo ins-
talados en la contradicción y que el impacto de sus programas no fue
más lejos de la filantropía social, ejercida por lo demás desde actitu-
des elitistas. También es verdad que las acciones pedagógicas en la
enseñanza técnica o profesional que acompañaron a los planes de
fomento sólo sirvieron, en el mejor de los casos, como cobertura de
ciertas necesidades económicas y de la deseable normalización social.
En este sentido, no hay que olvidar —como han subrayado los aná-
lisis foucaltianos— que la Ilustración —no sólo española—, aunque
condujo al descubrimiento de las libertades, también inventó la tec-
nopolítica de la cultura y los métodos de profilaxis social101. No debe
sorprendernos, pues, que los programas de educación popular de
Campomanes referidos a la enseñanza profesional, por ejemplo, no
pretendieron otra cosa que el perfeccionamiento de los artesanos en
su oficio, al que quedarían socialmente adscritos, o que la economía
y cultura dirigidas, para emplear la conocida expresión de J.
Sarrailh102, no fueran más allá de los cálculos de una mecánica «arit-
mética política», de los debates dilatantes sobre cuestiones de econo-
mía o de las actitudes despótico-paternalistas. Pero también es evi-
dente que en el marco de las discusiones de los círculos ilustrados,
en sus en ocasiones tímidos y contradictorios proyectos de reforma,
y en los efectos que desencadenarán algunas de sus decisiones polí-
ticas, está el germen de la España Contemporánea. Y, por lo que afec-
ta al pensamiento ilustrado en torno al fomento y desarrollo de la
enseñanza profesional o técnica está el origen de la formación profe-
sional moderna y de sus desarrollos posteriores.

101 Cfr. M. Foulcault: Vigilar y castigar. S. XXI. Méjico 1976. También: «El ojo del
poder» entrevista con Foulcault incluida en J. Betham: El panóptico. La Piqueta.
Madrid 1979.

102 Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Págs. 174 y ss.
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Por orden cronológico, las principales aportaciones de nues-
tros proyectistas en el plano de la enseñanza profesional son las si-
guientes:

1. En primer término nos encontramos las noticias relativas a
las Academias que se habían establecido en Bretaña, Tosca-
na, Dublín y Suecia para atender «a todas las ramas de los
intereses domésticos de la nación» que aparecen en el «Pro-
yecto Económico» de Ward. A través de estas instituciones
se estaban difundiendo las enseñanzas referentes a la agri-
cultura, industria y comercio. Las enseñanzas se comunica-
ban al público por varios conductos, «indicando al labrador
los ingredientes que fertilizan la tierra», ofreciendo «al fa-
bricante noticias de los inventos e ingenios útiles», propo-
niendo a todos «premios para adelantar los asuntos más
atrasados». Recomendaba Ward establecer en la capital una
Junta General de Mejoras que reuniera a «sujetos de pri-
mera clase en punto de luces, talento, de ilustración, de
celo y de experiencia», así como crear otras Juntas en los
puntos más importantes del país que erigieran centros do-
centes encaminados a la formación y docencia de agricul-
tores, artesanos y comerciantes, así como de gente joven
que se dedicara a tales ministerios103.

2. Por otro lado, Campomanes, buen conocedor de las ideas
de Ward, cuyo proyecto manda publicar de nuevo, va a ser
el gran coordinador, desde el Consejo de Castilla y la Junta
de Comercio, de un amplio programa en el que las ense-
ñanzas profesionales o técnicas ocuparán un lugar privile-
giado. Sus «Discursos» y la Circular de 18 de noviembre de
1774 constituyen el marco de referencia de la mayor parte
de las acciones de fomento que se emprenderán a partir de
este momento. El programa de Campomanes se articulaba
fundamentalmente en torno a la promoción de Sociedades
Económicas, cada una de las cuales se concebía como una
escuela permanente de ciencia económica. Ellas se encarga-
rían de «discurrir con acierto y cálculo» acerca del estado
económico de la provincia, de valorar el crecimiento de la

103 B. Ward: Proyecto Económico en que se promueven varias providencias dirigidas a
promover los intereses de España con los medios y fondos necesarios para su planificación.
Madrid, 1779. Págs. 28-32. (Usamos Edición del Instituto de Estudios Fiscales. Ma-
drid, 1982.
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riqueza en dada uno de sus ramos, de llevar a cabo censos
de población, de conocer el número de vagos y mendigos
y de procurar su ocupación, de fomentar la agricultura, la
industria, el comercio y la navegación. Todo ello se llevaría
a cabo incorporando «reflexiones científicas», traduciendo
obras y acomodándolas al país, «haciendo experimentos y
cálculos políticos», publicando memorias sobre conocimien-
tos útiles y estableciendo enseñanzas de matemáticas, ma-
quinaria, diseño, tintes y otras que se ordenen al perfeccio-
namiento de las artes104. Igualmente intervendrían las
sociedades en la reforma de la enseñanza gremial y en el
estímulo de la inventiva, en la dotación de pensiones para
que los discípulos sobresalientes estudiaran en el extranjero
y en la redacción de un «Diccionario de Artes y Oficios» 105

Este ambicioso plan sería completado con la creación de los
Consulados de Comercio en las ciudades habilitadas por el
Reglamento de libre comercio para traficar directamente
con las colonias. En su artículo 53, el citado reglamento
disponía las misiones encomendadas a esta nuevas corpora-
ciones:

a) Fomentar la navegación, agricultura, industria y comer-
cio en su ámbito.

b) Proteger y cuidar a los artesanos.
c) Actuación con jurisdicción absoluta en asuntos y pleitos

mercantiles.
d) Establecer y sostener escuelas de comercio, pilotaje,

agricultura y dibujo l06.

Jovellanos defiende la necesidad de aproximar las ciencias
a las artes, las «luces» a la economía, la Ilustración al fo-
mento. Nunca podrán perfeccionarse las artes sino adelan-
tan las aplicaciones a ellas del dibujo y las matemáticas;
tampoco podrán mejorarse las técnicas del tinte sin poseer
ciertos conocimientos químicos107. Desde los «Discursos

104 Cfr. P. Rodríguez de Campomanes: Discurso sobre el fomento de la industria popu-
lar. Madrid 1774. Págs. CXLI-CLXXV.

105 Ibídem Pág. (CXXVI). También: Discurso sobre la educación popular en los artesanos
y su fomento. Madrid 1775. Págs. 297 y ss., 83,313, 367-370.

106 Reglamento y aranceles reales para el comercio libre de España a Indias de 12
de octubre de 1778. Madrid 1778. Págs. 63.

107 M. G. de Jovellanos: op. cit. Pág. 303.
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dirigidos a la Económica de Asturias sobre el fomento de las
ciencias en el Principado», «los Dictámenes sobre diferentes
cuestiones», entre los que habría que destacarse el emitido
en torno al libre ejercicio de las artes, hasta el «Informe
sobre la Ley Agraria», la «Ordenanza del Instituto de Gi-
jón», o las «Bases para la formación de un plan general de
instrucción pública», Jovellanos desarrolla sin solución de
continuidad sus ideas sobre la enseñanza científica y técni-
ca, sobre los «institutos de útil enseñanza» o de «filosofía
práctica» y sobre las relaciones entre el fomento de los
conocimientos, de la riqueza pública y de la felicidad indi-
vidual y social. Él es el que antes y mejor asimila las con-
cepciones económicas de A. Smith, y el más cualificado
exponente sin duda de las actitudes ilustradas ante el tema
de la educación técnica, no exentas tampoco, como ha
analizado A. Viñao de profundas contradicciones que mar-
carán algunas características académicas y sociales de este
tipo de educación en la centuria siguiente108.

4. Por último, las Sociedades Económicas de Amigos del País,
que incorporaron a la nobleza, al clero ilustrado y a otros
grupos económicamente activos (principalmente, aunque
no de forma exclusiva, los vinculados al negocio agrario),
llevarán a cabo una extensa labor pedagógica, sobre todo
en los medios de economía rural y campesina, a través de
la creación de las primeras escuelas de agricultura y de la
difusión de innovaciones a través de las llamadas «cartillas
rústicas». También impulsaron los programas de enseñanza
de las artes y los oficios, de las nuevas técnicas de dibujo o
diseño, de la química aplicada a la agricultura y a la indus-
tria y de la economía política, entre otros estudios. Campo-
manes, como es sabido, que conocía las iniciativas de la
Económica Bascongada109, así como algunas experiencias
extranjeras110, fue quien —desde el Consejo de Castilla y
bajo la orientación de sus «Discursos» (1774-1775)— dio el
gran impulso al nuevo movimiento corporativista, pudien-

108 Cfr. A. Viñao Frago: Política y educación en los orígenes de la España Contemporánea.
Madrid 1982. Págs. 120 y ss.

109 Ramón Carande: «El despotismo ilustrado de los Amigos del País», en Siete
Estudios de Historia contemporánea de España. Barcelona 1969, Pág. 150.

110 Sobre todo por las referencias del Proyecto económico de Ward, aunque también
por otras fuentes más próximas.
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do constatarse que a fines del siglo el mapa del país mos-
traba la existencia de un centenar de sociedades 111.Aunque
es verdad, como advierte Domínguez Ortiz, que en la Espa-
ña del siglo XVIII no se produjo «una revolución agrícola»
comparable a la que por aquel tiempo se estaba operando
en Inglaterra'12, no hay duda de que las Sociedades Econó-
micas, tal vez con mejores propósitos que aciertos, consti-
tuyeron los primeros núcleos en los que se empezó a deba-
tir la cuestión agraria y que se intentaron aproximar los
conocimientos técnicos a la práctica agrícola. Influidos sus
miembros por las noticias relativas a las innovaciones bri-
tánicas, y también por las lecturas de los fisiócratas, las
sociedades mostraron un gran interés por los temas agrarios
y su difusión pedagógica, aunque cayeran a menudo en el
diletantismo y reformismo utópico. No hay que olvidar a
este respecto, que los colectivos agrarios que tenían que
adoptar estos cambios se sentían alejados de la élite ilustra-
da y de los hacendados, que eran en definitiva quienes
ostentaban el poder económico y tenían un interés más real
en el fomento de la riqueza113.

2.4. Los ilustrados ante la Universidad

Falta por último preguntarse qué piensan nuestros ilustrados
sobre la Universidad y qué mecanismos de solución proponen. Aquí,
exceptuadas algunas facultades concretas, la crítica de los ilustrados
es común y general. Todos coinciden en poner de relieve la deca-
dencia de las universidades, donde no sólo no tienen cabida los
nuevos saberes y las ciencias útiles, sino que incluso la Teología que
se enseña esta desvirtuada por las luchas de las distintas escuelas
—suaristas, tomistas, escotistas— y por el estéril escolasticismo; la
jurisprudencia que se imparte sólo alcanza el derecho romano o
canónico, nunca el derecho patrio; la medicina, en fin, es enseñada
lejos de todo rigor científico. Las cátedras en manos principalmente
de clérigos regulares, se empeñan en una obstinada enseñanza de

111 Gonzalo Anes: Economía e Ilustración en la España del S. XVIII. Barcelona 1972.
Págs. 26-31.

112 A. Domínguez Ortiz: Sociedad y Estado en el S. XVIII español. Barcelona 1986.
Págs. 410-411.

113 A. Elorza: op. cit. Pág. 30.
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todo lo pasado, negándose a cuanto pueda significar una mínima
reforma. Únase a ello una completa anarquía en cuanto a libros de
texto o métodos de enseñanza y se tendrá una idea global de la
famosa carencia de las universidades y la actitud adoptada por el
pensamiento ilustrado114.

2.4.1. La Universidad en la Prensa Ilustrada

Un buen termómetro para observar la opinión de nuestros ilus-
trados sobre la decadente universidad española del siglo XVIII es la
prensa de la época. En ella se van a recoger diferentes críticas que
hacen referencia al ambiente universitario, sus métodos docentes, el
contenido formal de la enseñanza y la necesidad de incorporar las
nuevas «ciencias útiles».

La ágil pluma de Cadalso nos ayudará, mediante el contenido de
la XIII Carta Marrueca, a situarnos en el ambiente universitario, el
papel de las disputas como método de enseñanza y la opinión que
tiene de todo ello un ilustrado:

«Hay hombres en este país que tienen por oficio disputar. Asistí
últimamente a unas juntas de sabios que se llaman conclusiones.
Lo que son, no lo sé, ni lo dijeron, ni si se entendieron, ni si se
reconciliaron después, o si se quedaron en el rencor que se mani-
festaron delante de una infinidad de gentes, de las cuales ni un
hombre se levantó para apaciguarles, no obstante el peligro en que
estaban de darse puñaladas, según las gentes que se hacían y las
injurias que se decían. Antes, los indiferentes estaban mirando con
mucho sosiego y aun con gusto la quimera de los adversarios (...)
Nada entendí de todo esto. No puedo comprender qué utilidad
pueda sacarse de disputar 70 años una misma cosa sin el gusto ni
aún siquiera la esperanza de aclararla»115.

Luis García del Cañuelo, el principal editor de «El Censor»,
prescinde del tono irónico de Cadalso al tratar el tema. En su crítica

114 La obra de Álvarez de Morales: La Ilustración y la reforma de la Universidad
Española en el S. XVIII. Madrid 1971, analiza de forma detallada los principales defec-
tos y lacras que acusa la institución universitaria en el siglo de las Luces y la actitud
adoptada por el pensamiento Ilustrado, cuyos planteamientos de reforma abarcan
organización, docencia, materias impartidas, alumnado, libros de texto, etc. No se
limita simplemente al mero análisis de proyectos, también estudia el alcance de los
mismos y su influencia en la génesis de la Universidad española contemporánea.

115 Correo de Madrid, 21.IV y 24.VII. 1790.
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—en el Discurso LXII— es sumamente ponderado, y de hecho co-
mienza el artículo sobre el arte y la utilidad de las disputas en las
escuelas intentando situarlas en su justo lugar, sin menospreciar los
valores que hicieran de ellas la herramienta intelectual que fue en
otros tiempos. A pesar de ello, los resultados y efectos de este
método son en su opinión claramente negativos:

«La disputa como método de enseñanza trae consigo en los
universitarios cierta inconstancia, una especie de escepticismo que
en ninguna materia les permite fijar el juicio y que los mantiene
siempre dispuestos a sostener el pro y el contra de cualquier pro-
posición. Un espíritu de contradicción que se ejerce indiferentemen-
te en cuanto que se propone, una prodigiosa fecundidad contra las
verdades más claras y las más exactas demostraciones, son también
consecuencias muy naturales del empeño de hallar argumentos
para todo» 116.

La prensa ilustrada del siglo XVIII criticó también el contenido
formal de la enseñanza. Un simpático ejemplo del formalismo de la
escolástica decadente es la carta que Nipho publica en el «Correo
General de Europa» en su Carta II. Rubín de Celis, a su vez, en la
V Carta de «El Corresponsal del Censor» hace una caricatura del
latín macarrónico empleado en las universidades mostrándose par-
tidario del uso del castellano. La misma razón motivó una carta
anónima en el «Correo de Madrid», que arremetía contra el gran
contenido formal de la enseñanza, toda ella impartida en latín. Ahí
se sitúa para hacer una crítica mucho más profunda:

«Los estudiantes oyen las ciencias, en efecto, pero oyen lo ma-
terial de las voces. A fuerza de trabajo se apoderan de algunos
términos, se imprimen en su memoria, éstos los reflejan sin con-
cierto, como el eco de las montañas. Retienen especies, más no
conocimientos (...) Este vicio es el que más contribuye a que sean
tan cortos los adelantamientos en nuestras Universidades» 117.

Poco a poco las críticas van ahondando en las raíces de los males
que aquejan a la Universidad. En una carta que publicaron los
editores de «El Censor» se lee:

«Hay aquí una Universidad que puesto que bastante rica no
era de las más célebres de España, ni tenía sino unas cuantas

El Censor, Discurso LXII.
Correo de Madrid. 2.I.1788.
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cátedras muy mal dotadas, de Teología escolástica, de Derecho
Romano y Canónico, de Medicina y de lo que se llaman Artes. En
la última reforma de estudios, no sólo se aumentó considerable-
mente la dotación de las que había, sino que se establecieron
muchas nuevas cátedras: De Historia eclesiástica, de Disciplina, de
Moral, de Física experimental, de Matemáticas, de Anatomía, etc.
¿Piensa V.M. por ventura que hubo que aguardar a que se forma-
sen (ahora fuese con estudio privado, ahora saliendo a estudiar a
otras partes) sujetos capaces de enseñar estas facultades que antes
no enseñaban? Pues nada de eso. Las nuevas cátedras no más
presto fueron establecidas, que ocupadas. Y sola la ciudad, el cuer-
po sólo de Doctores, dio provisión abundante de maestros para
todas ellas» 118.

Docencia, metodología, contenidos, son temas centrales en las
plumas de la prensa ilustrada cuando hacen referencia a la Univer-
sidad. En una carta publicada por los editores del «Censor» se nos
muestra brevemente cuál es el estado de las universidades espa-
ñolas del siglo XVIII. Puede servirnos esta cita de guía ilustrativa
para saber hacia donde van a ir orientadas las críticas y los proyec-
tos de reforma presentados por los ilustrados en el campo univer-
sitario:

«Las Universidades españolas no tienen sino unas cuantas
cátedras muy mal dotadas, de Teología escolástica, de Derecho
Romano y Canónico, de Mediana y de lo que llaman Artes. Mal
dotadas se encuentran anquilosadas en métodos y contenidos. Las
que tendrían que ser bengalas que iluminaran al Estado y sus
ciudadanos se encuentran sumergidas en el oscurantismo y la dis-
puta vanal 119.

2A.2. Proyectos y planes de Estudio para la Universidad
Española del siglo XVIII: El Plan Olavide

El eje central sobre el que se articula el proyecto de reforma
ilustrado para las universidades se asienta sobre la común defensa
y utilización del método científico tanto en el plano de la investi-
gación como de la docencia, siendo conscientes nuestros ilustrados

118 El Censor. Discurso LIX.
119 El Censor. Discurso LIX.
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de que tal objetivo no podría alcanzarse sin contar con la decisiva
colaboración de la Corona120.

Este eje central lo encontramos en Feijoo que, profundamente
influido por el pensamiento de Bacon, arremete contra quienes no
veían en las nuevas corrientes científicas y doctrinales más que
error e impiedad y en el mejor de los casos una serie de curiosidades
inútiles121. También nos aparece en Gregorio Mayans, Manuel Marti,
Vicente Blasco, Francisco Villalpando, Pérez y Bayer, Manuel de
Roda, Manuel Lanz de Casafonda...122. Una buena síntesis del pen-
samiento ilustrado en torno a la reforma universitaria, donde este
eje central anteriormente expuesto encuentra una aplicación parti-
cular, la constituye el Plan de reforma universitaria presentado por
Olavide a la Universidad de Sevilla. Nos aparece dicho plan como
un auténtico compendio del pensamiento ilustrado en torno a la
universidad y sus reformas. El Plan de estudios para la Universidad
de Sevilla 123 fue redactado a petición del fiscal del Consejo de
Castilla, Campomanes, con el objeto de dar un destino satisfactorio
a las seis casas que había dejado vacías la Compañía de Jesús, a raíz
de su expulsión. En 1768 el informe está ya totalmente redactado
y en 1769 es aprobado con «carácter provisional» por el Consejo de
Castilla (22 de agosto) hasta que viese la luz el proyecto general de
reforma de la enseñanza que preparaba el Gobierno, pero que nunca
tuvo realidad. El Plan de Olavide estaba en gran parte inspirado en
el de Mayans124 de él recoge las siguientes ideas: estudio del griego
y del hebreo para el correcto entendimiento de las Escrituras, recha-
zo de la Teología escolástica al tiempo que se hace más hincapié de
la Teología dogmática; necesidad de un salario digno para el profe-
sorado; estudio crítico de la historia eclesiástica y del derecho canó-
nico; oposición a los Colegios mayores y la ocupación de cátedras

120 Cfr. J. Reglá y S. Alcolea: «El siglo XVIII», en Historia de la Cultura española.
Barcelona 1957. Págs. 36 y ss.

121 Cfr. J. A. Maravall: «Feijoo, el europeo», en Revista de Occidente. n° 21. Dic.
1964. Pág. 342.

122 La aportación particular de cada uno de estos ilustrados al proceso de reforma
universitaria esta recogido en la obra de Mariano y José Luis Peset: La Universidad
española (S. XVIII y XIX). Despotismo ilustrado y revolución liberal. Madrid 1974.

123 Pablo Olavide: Plan de Estudios para la Universidad de Sevilla. Sevilla, 1769.
Edición y estudio preliminar de F. Aguilar Piñal. Barcelona 1969.

124 El escrito que aparece con el título de Idea del nuevo método para que se pueda
practicar en la enseñanza de ¡as Universidades de España fue encargado a Mayans por
Manuel Roda, ministro de Gracia y Justicia en 1766. Ha permanecido inédito hasta
la edición crítica realizada por Mariano y José Luis Peset en el libro titulado Gregorio
Mayans y la reforma universitaria. Valencia 1985.
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por el clero regular. Sin embargo, Olavide es más radical y llega
mucho más lejos en sus propuestas:

1. Considera que son dos los obstáculos fundamentales para el
progreso universitario. En primer término el espíritu de
partido de las distintas escuelas teológicas que se atacan
mutuamente, impidiendo el trabajo en equipo y avasallan-
do a las universidades, campo de batalla que ofrece la triste
alternativa de opresores y oprimidos. En segundo lugar el
espíritu escolástico que estimula la polémica vana sobre
sutilezas absurdas, mientras descuida los saberes «prácti-
cos» y las ciencias «útiles», basados en la observación y en
la experiencia. En el espíritu de partido ve Olavide la causa
principal de la decadencia española, pues es en ese espíritu
en el que se basan para defender —cada clase y hasta cada
individuo— los fueros y privilegios más descabellados. Pero
por lo que respecta al progreso universitario, el espíritu
escolástico ha sido aun más nefasto, pues es el que ha pro-
piciado el gusto por las cuestiones frivolas e inútiles, con el
olvido de los conocimientos sólidos y útiles125.

2. En torno a la estructura universitaria, Olavide se manifiesta
partidario de una centralización estatal que acabe con el ato-
mismo reinante; de ahí su definición de que la universidad
debe ser «una oficina pública que instituye el Gobierno para
dar buenos estudios» 126. Sobre esta base excluye a los reli-
giosos regulares y seculares; aquellos deben reducir su acti-
vidad a los claustros de su orden, mientras estos deben ocu-
parse de la enseñanza de la Teología, basándose en la Biblia
y los Santos Padres, y rehuyendo a los representantes de las
distintas escuelas. Nos encontramos ante un primer intento
serio de secularización o «laicización» de la enseñanza a la
par que una estatalización, que se corrobora más si recorda-
mos que —para Olavide— sólo deberían tener valor los títu-
los otorgados por la Universidad, prohibiendo a los religio-
sos la educación de grados en los conventos.

3. La organización tradicional de los estudios es, sin embargo,
respetada. Las cuatro facultades clásicas (Artes, Teología,
Derecho y Medicina), se mantienen, si bien se añade un
curso de Matemáticas. La Facultad de Artes, que ahora se

125 Cfr. Pablo Olavide: op. cit. Pág. 78.
126 Ibídem. Pág. 91.
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llamará de Física, sufre, con todo, modificaciones importan-
tes; constará de cuatro años (de los doce a los dieciséis),
con un examen final de ingreso en una Facultad mayor
para quien vaya a continuar los estudios. A los cursos tra-
dicionales de Lógica y Gramática se añaden disciplinas cien-
tíficas (Geometría, Matemáticas, Biología, Ciencias Natura-
les y Física propiamente dicha). Plantea la necesidad de
profundizar en los estudios de Derecho —y concretamente
en el Natural y el de Gentes, además del Derecho patrio—
para todos aquellos que desearan ejercer la magistratura y
la abogacía127.

4. En lo que se refiere a las modificaciones sobre el método de
enseñanza las principales aportaciones son la supresión de
los cursos dictados y los apuntes de clase. Como bien señala
Sainz de Robles, según la tradición, el profesor daba sus
lecciones magistrales y las famosas disputas sobre párrafos
aislados de un texto, que podía ser el de Justiniano o las
Decretales, para los de Derecho; el de Galeno, para los de
Medicina; o uno de Santo Tomás, para los de Filosofía y
Teología, completaban la formación del alumno128. Natural-
mente esto quería decir que los cursos eran muy incomple-
tos y el estudiante nunca salía con una idea general y glo-
bal de la asignatura. A fin de remediarlo, Olavide propone
el uso de un «libro de texto», que sea un compendio breve
y sencillo de toda la materia; sobre el que debe explicar el
profesor y al que debe atenerse el estudiante. Desde el
punto de vista práctico, fue una novedad de extraordinaria
importancia. La pega es que en España no había libros de
ese carácter, y Olavide se ve forzado a recomendar autores
extranjeros en su mayoría .

Este plan será del agrado del Consejo de Castilla, que ordenó
redactar a todas las Universidades planes de estudio de acuerdo con

127 Sobre la reforma en los estudios de Derecho y las incorporaciones a los nuevos
planes de estuido del Derecho Natural, de forma especial, y en menor medida el
Derecho de Gentes, resulta de especial interés el estudio de Antonio Jara: Derecho
Natural y conflictos ideológicos en la Universidad española, 1750-1850. Madrid 1977.

128 F. Sáinz de Robles: Esquema de una historia de las Universidades españolas. Madrid
1944. Págs. 114-115.

129 Cfr. Manuel de Puelles Benítez: «La Revolución Francesa y la educación: su
incidencia en la génesis del sistema educativo español», en VV.AA.: La Revolución
Francesa y su influencia en la Educación en España. Madrid 1990. Págs. 68 y ss.
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las necesidades de la época y siguiendo el modelo planteado por
Olavide para la Universidad de Sevilla. Sobre la base de dichos
proyectos, el poder central intervendría en la medida necesaria para
uniformar criterios e impulsar la transformación universitaria en
una doble vertiente inicial, de materias y textos.

En el año 1771 ven la luz tres nuevos planes de estudios para
las Universidades de Valladolid, Salamanca y Alcalá de Henares l30.
Al año siguiente se elaboraba otro para la de Santiago de Compos-
tela, en 1774 el de Oviedo, en 1776 la de Granada y Zaragoza131,
y en 1786 el de Valencia132.

En general, casi todas las reformas planteadas por los planes de
estudios universitarios tuvieron como punto de partida estos crite-
rios básicos:

1. Modernización por elevación del nivel científico, introdu-
ciendo nuevas ciencias —las llamadas útiles por los ilustra-
dos—, entre las que se encuentran la Economía, la Física,
la Botánica, la Química, etc.

2. Imposición de un punto de vista panorámico y sintético de
cada disciplina, de acuerdo con el movimiento enciclopédi-
co de la Ilustración. A esto responde la idea del manual o
«libro de texto».

3. Centralización estatal que acabe con el atomismo reinante
y que se manifieste en el intento de unificación de materias
y textos.

4. El intento de creación de una nueva mentalidad, a la que
podemos llamar pre-liberal o burguesa, de acuerdo con lo
cual hay una nueva concepción del saber como instmmen-

l30 Con carácter propiamente monográfico destaca la obra de Mariano y José Luis
Peset: El reformismo de Carlos III y la Universidad de Salamanca. Plan General de Estudios
dirigido por esta Universidad al Real y Supremo Consejo de Castilla en 1771. Salamanca
1969. Resulta dicho estudio imprescindible, teniendo presente que el plan en cues-
tión sería el modelo sobre el que se estructuraría en el último cuarto del siglo XVIII
la reforma de las universidades españolas.

131 Para el estudio del plan de estudios de 1776 y el elaborado en 1786 por las
citada Universidad aragonesa, es interesante la monografía de J. Garda Lasaosa:
Planes de Reforma de estudios de la Universidad de Zaragoza en la segunda mitad del S. XVIII
(1753-1808). Zaragoza 1978.

132 Sobre la figura del rector Vicente Blasco y su papel en la elaboración del nuevo
plan de estudios de la Universidad de Valencia, destacan los estudios de M. Velasco
Santos: Reseña histórica de la Universidad de Valencia. Valencia 1968 y de L. Esteban y
Mateo: «El rector Blasco y la reforma universitaria de 1787 en Valencia», en Saitabi.
XXIII, Valencia 1973.
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to de cambio social. La realidad es que en nuestro país ese
intento cuajó en algunas realizaciones concretas, pero la
vieja estructura anquilosada de la universidad española
permaneció casi indemne a los nuevos vientos133.

2.5. Un descubrimiento ilustrado: La mujer como sujeto
de atención pedagógica

Una de las grandes aportaciones del pensamiento ilustrado en
materia educativa la constituye el descubrimiento de la mujer como
sujeto de atención pedagógica. Si la cultura caballeresca había reco-
nocido una estimación lírica y galante a la mujer, gracias a la cual
la condición femenina ganó en ornato, el pensamiento ilustrado
presentará, como una de las novedades del siglo XVIII, la educación
de la mujer con vistas a su desarrollo, especialmente con aquellas
tareas que le son propias, perfeccionan y adornan su condición
femenina.

Vicente Palacio Atard vincula la preocupación ilustrada por la
educación de la mujer a una aceleración de su propia promoción
social. Centrándose en el caso concreto de la mujer española, con-
sidera que ésta había estado guardada durante el siglo XVI y XVII:

« Una manifestación de esta situación se refleja claramente en
la literatura española del Siglo de Oro, donde el honor y la casa
llegan a convertirse en nuestras señas de identidad nacionales.
«Casa de dos puertas, mala es de guardar», titula reveladoramen-
te, Calderón en 1629 una de sus comedias. ¿Y qué era lo que había
que guardar y vigilar en el interior con tanto celo sino la mu-
jer?» 134

El que la mujer del siglo XVIII pase a ocupar un plano destaca-
dísimo en la vida social, no sólo como pieza clave de la familia, sino
en actividades extrafamiliares de interés público —saraos, tertulias,
salones, trabajo mujeril— sería el factor explicativo para que gober-
nantes, hombres de letras y algunas damas nobles, aborden la lucha
por obtener para las mujeres el derecho a la instrucción femenina
y el derecho a la libre elección de marido, las dos grandes conquis-
tas del siglo135.

133 Cfr. Vicente Palacio Atard: op. cit. Págs. 136-137.
134 Cfr. Vicente Palacio Atard: op. cit. Pág. 245.
135 Cfr. Vicente Palacio Atard: op. cit. Pág. 247-248.
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Es cierto que alguno de nuestros ilustrados promueven una
reivindicación de la condición femenina y denuncian la situación de
ignorancia de las mujeres, situación a la que intentan poner reme-
dio. En este sentido, son dignas de mención las palabras vertidas por
Feijoo en el discurso XVI del Tomo I del «Teatro Crítico Universal»,
palabras que inauguran la polémica ilustrada sobre las mujeres136.
Tras plantear como un «error del vulgo» la valoración negativa que
se tenía sobre el «sexo débil» discurre largamente sobre sus aptitu-
des para todo género de ciencias y conocimientos sublimes:

«Sepan, pues, las mujeres, que no son en el conocimiento in-
ferior a los hombres; con eso entrarán confiadamente a rebatir sus
sofismas, donde se disfrazan con capa de razón las sinrazones» 137.

Para Feijoo la situación de discriminación e incultura a que se
halla la mujer es consecuencia del propio complejo de inferioridad
de éstas, fruto en gran medida de la situación a que se encuentra
sometida:

«La situación de la mujer es consecuencia de la supeditación al
hombre. Si a la mujer la persuaden que el hombre es un oráculo,
a la más indigna propuesta prestará atención el oído, y reverencia-
rá como verdad infalible la falsedad más notoria» 138.

Moratín por su parte, propone liberar a la mujer de los moldes
educativos antiguos. Afectado por la influencia francesa, que se
desplaza desde Fenelón a Rousseau, denuncia los que considera
vicios capitales de la educación femenina antigua: la incultura, la
hipocresía, la pereza y la frivolidad139.

En esta misma línea se sitúa Josefa Amar Borbón para quién la
situación de incultura y marginación de la mujer tiene como raíz
«el peso de la propios perjuicios, como si las mujeres, por razón de
su sexo dejaran de ser racionales, o como si fuera máxima estable-
cida que las mujeres hayan de ser incapaces de asistir a todas las

136 Cfr. Benito Feijoo: Teatro crítico Universal o Discursos varios en todo género de
materias para desengaño de ciertos errores comunes. Madrid 1764. Disc. XVI. Tomo I.
Págs. 294 y ss.

137 Feijoo: op. cit. Pág. 296.
138 Feijoo: op. cit. Pág. 355.
139 Cfr. José Luis Abellán: op. cit. Pág. 362.
140 También podríamos citar aquí las actitudes reivindicativas de la condición

femenina formuladas por Campomanes, Jovellanos, Clavijo... De las muchas líneas
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Junto a esta actitud reivindicativa de nuestros ilustrados, tam-
bién encontramos a lo largo del siglo XVIII un salto por parte de la
mujer a otras actividades de la vida. Magistralmente han sido des-
critas por Paloma Fernández-Quintanilla las incorporaciones de
mujeres a actividades sociales y públicas como saraos, tertulias,
salones y algunas facetas del mundo laboral141. Pero como bien
señala esta misma historiadora, la incorporación de la mujer a otra
clase de actividades extrafamiliares de interés público fue siempre
mínima. En el caso de los salones, saraos y tertulias su participación
quedó reducida a grupos minoritarios de élite y cuando se la incor-
pora al mundo laboral, se hace desde una perspectiva utilitaria y
siempre asignándole trabajos que le son propios como mujer, o
mejor dicho, propios del concepto de mujer que posee el pensa-
miento ilustrado142.

En función de dicho concepto resulta, en consecuencia, muy
aventurada y parcial en cuanto a explicación, reducir la preocupa-
ción ilustrada por la educación de las mujeres a una aceleración de
la promoción social de la mujer y a la reivindicación de la condición
femenina.

Cuando el pensamiento ilustrado aborda como novedad la edu-
cación de la mujer, lo hace tomando como punto de partida el
propio papel que asigna a la mujer en el modelo de sociedad que
pensaba construir. El pensamiento ilustrado precisaba, dentro de su
utopía social, de mujeres responsables de sus tareas, buenas esposas
y madres, que supieran hacer las faenas propias del hogar e intere-
sadas en su casa. Se necesitaba en términos actuales, buenas profe-
sionales del hogar, perfectamente ajustadas a la imagen que los

escritas sobre el tema, quizá las más interesantes sean las de Josefa Amar de Borbón,
que reunió la doble condición de mujer e ilustrada. El Discurso en defensa del talento
de las mujeres y su actitud para el gobierno, Madrid 1786 y el Discurso sobre la educación
física y moral de las mujeres, Madrid 1790, son dos buenos ejemplos de posición social
como de educación femenina.

141 Sobre este último punto cabe destacar la labor de Campomanes en el fomento
y desarrollo del trabajo mujeril desde el Consejo de Castilla. Era una auténtica in-
vitación para crear puestos de trabajo propios de la mujer con el fin de paliar la
insuficiencia de medios de los jóvenes matrimonios. Cfr. P. Rodríguez de Campoma-
nes: Discurso sobre el fomento de la educación popular de los artesanos. Madrid 1775.
Págs. 294-295. Un continuador de la política de Campomanes era Juan Soles en su
Informe a la Junta General de Comercio y Moneda, sobre ciertas actividades labo-
rales de la mujer campesina compatibles con las faenas domésticas y agrarias. Archi-
vo General de Simancas. JMC, Legajo 132, expediente 47.

142 Cfr. Paloma Fernández-Quintanilla: La mujer ilustrada en la España del S. XVIII.
Madrid 1981. Págs. 47-48.
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ilustrados reservaban a la mujer. Así nos presenta Moratín el ideal
de mujer ilustrada en su obra «La Comedia Nueva»:

«Que sepa escribir y ajusfar una cuenta; que sepa guisar, plan-
char y coser, zurcir, bordar, cuidar de su casa; que cuide de su
marido y de sus hijos. Con eso sabe bastante» 143

El hogar, la familia y la maternidad, serán, pues, los valores
alrededor de los cuales girará la educación del sexo femenino.

Dentro de este modelo, la mujer que, harta de tanta vida vege-
tativa, quería aprender y abrirse al mundo que la rodeaba, era te-
nida por peligrosa. Los únicos conocimientos propios de una joven
eran «los sermones, el libro de piedad y las labores domésticas
enseñadas por la madre» 144.

La obra guía de todo el pensamiento pedagógico femenino de la
Ilustración europea, y también de la española, es la de Fenelón
titulada «Educación de los niñas» (1687). Por educación femenina
Fenelón entiende educación doméstica, la cual es convertida en una
auténtica ciencia de gran dificultad:

«Se necesita, sin duda, un genio más elevado para instruirse
en todas las artes que guardan relación con la economía y para
estar en condiciones de dirigir una familia, que es en sí misma una
pequeña república, que para divertirse» l45.

Los componentes de esta educación doméstica serán las labores
propias de toda mujer —coser, limpiar, guisar, catecismo para edu-
car a sus futuros hijos, planchar—, así como algunas nociones de
lectura, escritura, gramática y aritmética, imprescindibles para diri-
gir la república del hogar.

Propugnaba como métodos de enseñanza la persuasión, el edu-
car convenciendo frente al anterior autoritarismo, al propio tiempo
que señala que fin de esta educación no es hacer a los niñas mejores
en sí mismas, sino prepararlas para que ellas fuesen en su día las
que mejorasen a los hombres y, en última instancia, a la sociedad:

«Se ha comprobado que la mala educación de las mujeres causa
más perjuicios que la de los hombres, puesto que los desórdenes de

143 La Comedia Nueva, acto 2o, escena 2a.
144 Carmen Martín Gaite: Usos amorosos en la España del S. XVIII. Madrid 1972.

Pág. 205.
145 F. Fenelón: La educación de las niñas. Madrid 1786. Págs. 86 y 87. (Usamos

Edición de Aguilar. Madrid, 1945).
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Junto a esta actitud reivindicativa de nuestros ilustrados, tam-
bién encontramos a lo largo del siglo XVIII un salto por parte de la
mujer a otras actividades de la vida. Magistralmente han sido des-
critas por Paloma Fernández-Quintanilla las incorporaciones de
mujeres a actividades sociales y públicas como saraos, tertulias,
salones y algunas facetas del mundo laboral141. Pero como bien
señala esta misma historiadora, la incorporación de la mujer a otra
clase de actividades extrafamiliares de interés público fue siempre
mínima. En el caso de los salones, saraos y tertulias su participación
quedó reducida a grupos minoritarios de élite y cuando se la incor-
pora al mundo laboral, se hace desde una perspectiva utilitaria y
siempre asignándole trabajos que le son propios como mujer, o
mejor dicho, propios del concepto de mujer que posee el pensa-
miento ilustrado142.

En función de dicho concepto resulta, en consecuencia, muy
aventurada y parcial en cuanto a explicación, reducir la preocupa-
ción ilustrada por la educación de las mujeres a una aceleración de
la promoción social de la mujer y a la reivindicación de la condición
femenina.

Cuando el pensamiento ilustrado aborda como novedad la edu-
cación de la mujer, lo hace tomando como punto de partida el
propio papel que asigna a la mujer en el modelo de sociedad que
pensaba construir. El pensamiento ilustrado precisaba, dentro de su
utopía social, de mujeres responsables de sus tareas, buenas esposas
y madres, que supieran hacer las faenas propias del hogar e intere-
sadas en su casa. Se necesitaba en términos actuales, buenas profe-
sionales del hogar, perfectamente ajustadas a la imagen que los

escritas sobre el tema, quizá las más interesantes sean las de Josefa Amar de Borbón,
que reunió la doble condición de mujer e ilustrada. El Discurso en defensa del talento
de las mujeres y su actitud para el gobierno, Madrid 1786 y el Discurso sobre la educación
física y moral de las mujeres, Madrid 1790, son dos buenos ejemplos de posición social
como de educación femenina.

141 Sobre este último punto cabe destacar la labor de Campomanes en el fomento
y desarrollo del trabajo mujeril desde el Consejo de Castilla. Era una auténtica in-
vitación para crear puestos de trabajo propios de la mujer con el fin de paliar la
insuficiencia de medios de los jóvenes matrimonios. Cfr. P. Rodríguez de Campoma-
nes: Discurso sobre el fomento de la educación popular de los artesanos. Madrid 1775.
Págs. 294-295. Un continuador de la política de Campomanes era Juan Soles en su
Informe a la Junta General de Comercio y Moneda, sobre ciertas actividades labo-
rales de la mujer campesina compatibles con las faenas domésticas y agrarias. Archi-
vo Genera] de Simancas. JMC, Legajo 132, expediente 47.

142 Cfr. Paloma Fernández-Quintanilla: La mujer ilustrada en la España del S. XVIII.
Madrid 1981. Págs. 47-48.
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ilustrados reservaban a la mujer. Así nos presenta Moratín el ideal
de mujer ilustrada en su obra «La Comedia Nueva»:

«Que sepa escribir y ajusfar una cuenta; que sepa guisar, plan-
char y coser, zurcir, bordar, cuidar de su casa; que cuide de su
marido y de sus hijos. Con eso sabe bastante» 143

El hogar, la familia y la maternidad, serán, pues, los valores
alrededor de los cuales girará la educación del sexo femenino.

Dentro de este modelo, la mujer que, harta de tanta vida vege-
tativa, quería aprender y abrirse al mundo que la rodeaba, era te-
nida por peligrosa. Los únicos conocimientos propios de una joven
eran «los sermones, el libro de piedad y las labores domésticas
enseñadas por la madre» 144.

La obra guía de todo el pensamiento pedagógico femenino de la
Ilustración europea, y también de la española, es la de Fenelón
titulada «Educación de los niñas» (1687). Por educación femenina
Fenelón entiende educación doméstica, la cual es convertida en una
auténtica ciencia de gran dificultad:

«Se necesita, sin duda, un genio más elevado para instruirse
en todas las artes que guardan relación con la economía y para
estar en condiciones de dirigir una familia, que es en sí misma una
pequeña república, que para divertirse» 145.

Los componentes de esta educación doméstica serán las labores
propias de toda mujer —coser, limpiar, guisar, catecismo para edu-
car a sus futuros hijos, planchar—, así como algunas nociones de
lectura, escritura, gramática y aritmética, imprescindibles para diri-
gir la república del hogar.

Propugnaba como métodos de enseñanza la persuasión, el edu-
car convenciendo frente al anterior autoritarismo, al propio tiempo
que señala que fin de esta educación no es hacer a los niñas mejores
en sí mismas, sino prepararlas para que ellas fuesen en su día las
que mejorasen a los hombres y, en última instancia, a la sociedad:

«Se ha comprobado que la mala educación de las mujeres causa
más perjuicios que la de los hombres, puesto que los desórdenes de

143 La Comedia Nueva, acto 2o, escena 2ª.
144 Carmen Martín Gaite: Usos amorosos en la España del S. XVIII. Madrid 1972.

Pág. 205.
145 F. Fenelón: La educación de las niñas. Madrid 1786. Págs. 86 y 87. (Usamos

Edición de Aguilar. Madrid, 1945).
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éstos proceden casi siempre de la mala educación que recibieron de
sus madres y de las pasiones que llegados a edad más avanzada,
les inspiraron otras mujeres» 146.

Para Ma Victoria López-Cordón, la obra de Fenelón encierra una
contradicción interna, contradicción que es aplicable a toda la edu-
cación de la mujer durante el siglo XVIII. Si lúcidamente introduce
la formación psicológica, frente a los bruscos métodos impartidos
del siglo anterior y establece al propio tiempo el programa básico de
estudios de la infancia femenina, es para obtener los mismos fines
de siempre: la preparación para el matrimonio y la maternidad 147.

La obra de Fenelón y su pensamiento influirán de manera de-
cisiva en nuestro país. Aunque el tema de la educación de la mujer
se planteó retrasado el tiempo, respecto a Francia, ofrece plantea-
mientos y posturas similares. En 1783, en Zaragoza, Meléndez Val-
dés es encargado por la Sociedad Económica Aragonesa de preparar
un «Discurso sobre las reglas que han de seguir las madres de fa-
milias en la educación inicial de las niñas». En ese mismo año, Fray
Rafael Vélez, critica la nueva moda femenina de leer libros en su
obra «Los libros en las manos de las mujeres, si han de concurrir al
templo y asistir al Santo Sacrifico de la Misa». En 1788, Luis An-
tonio Verney publica su «Educación de las mujeres», siguiendo las
teorías de Fenelón y el Abate Rollin. El padre Ceballos en su «In-
sania y Demencia de los filósofos» (1789) precavía a las mujeres
contra la impiedad y sus frutos así como los males derivados del
descuido de sus labores de mujer y madre148.

Nos hemos limitado a citar algunas obras directamente relacio-
nadas con el tema, pero las suficientes para afirmar que cuando el
pensamiento ilustrado español aborda el tema de la educación de la
mujer lo hace en función de asignarle los fines de siempre: el
matrimonio y la maternidad. Se reduce por tanto la novedad ilus-
trada a la introducción de la formación psicológica frente a los brus-
cos métodos impositivos del siglo anterior, pero siempre mantenien-
do como objetivos de esa educación los fines que tradicionalmente
habían estado conservados para la mujer en el contexto social.

146 F. Fenelón: op. cit. Pág. 110.
147 Cfr. María Victoria López-Cordón: «La situación de la mujer a finales del

Antiguo Régimen (1760-1860)», en VV.AA.: Mujer y sociedad en España (1700-1975).
Madrid 1982. Págs. 92-93.

148 Una interesante recopilación de todas las obras publicadas en el S. XVIII
referentes a la educación femenina nos aparece en la obra de A. Perrinat y I. Ma-
rrador: Mujer, prensa y sociedad en España, 1800-1939. Madrid 1980. Págs. 37-40.
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La legislación ilustrada, como posteriormente analizaremos, va a
constituir un fiel reflejo de estos planteamientos, que, en opinión de
Miguel Artola, constituyen el embrión de todos los valores burgue-
ses que vamos a ver desarrollarse durante el siglo XIX149.

3. LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN MATERIA
EDUCATIVA DURANTE EL SIGLO XVIII

El esplendor del reformismo borbónico y el inicio de la interven-
ción estatal en una serie de campos corresponde, como es sabido, al
dilatado reinado de Carlos III, iniciado en 1759. Medidas de gran
transcendencia política y social son la adopción del Regium Exequa-
tor (1762), la supresión de las tasas sobre granos y la liberación de
su comercio en el interior (1765), la puesta en marcha de las nue-
vas poblaciones de Sierra Morena (1766), la importante reforma del
Régimen municipal (1766), la expulsión de los Jesuítas (1767), la
libertad de arrendamientos (1770), la libertad del comercio con
América (1778) y la creación del Banco de San Carlos (1782). Por
regla general, detrás de las grandes reformas ilustradas, encontra-
mos las dos principales motivaciones de la acción del Despotismo
Ilustrado borbónico: la búsqueda de la felicidad de la nación y el
fortalecimiento del poder de la Monarquía150.

En este contexto y con similares motivaciones de fondo, el
mundo de la educación y su ordenamiento va a ser objeto de espe-
cial interés por parte de los gobiernos ilustrados. Asistimos en el
último tercio del siglo XVIII a una continua promulgación de dispo-
siciones legales que nos revelan la progresiva participación del Es-
tado en materia educativa. La educación que tradicionalmente ha-
bía estado monopolizada por la Iglesia o bien por instituciones que
dependían de ella, sufre la intromisión del poder real o de iniciati-
vas privadas amparadas por los poderes públicos. Para que se diera
este viraje ha sido necesaria una nueva concepción de la educación
y que el Estado mirara a ésta como un instrumento para la conse-
cución del bienestar de la nación.

La intervención estatal en materia educativa se va a concretar
en una serie de campos:

149 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Pág. 210.
150 Ver al respecto el testimonio del doctor D. Ramón de Salas en sus Lecciones de

Derecho Público Constitucional. Madrid 1982. Pág. 6.
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1. El intento de dotar a los niveles primario, secundario y
universitario de una estructura homogénea con carácter
nacional en contenidos y materias. De forma embrionaria
encontramos en cada uno de estos niveles la promulgación
de una serie de disposiciones legales que se sitúan en el
antecedente de un futuro plan nacional de enseñanza. En
buena parte de este ordenamiento legal están presentes las
aspiraciones de renovación metodológica y de contenidos a
la par, que poner fin al caos y anarquía reinante.

2. Mejora y control del ejercicio del magisterio en los niveles
primario y secundario. En cuanto que la calidad de la en-
señanza depende de la existencia de un buen plan de estu-
dios, unos óptimos textos y unos buenos maestros, encon-
traremos la disposición por parte de la Corona de regular y
mejorar la calidad de enseñanza a partir de una mejora en
el nivel del profesorado al que se exigirá una serie de co-
metidos en el ejercicio de la docencia.

3. Participación estatal en la estructura de gobierno de las Uni-
versidades, con la aparición de dos nuevas figuras: el Direc-
tor de Universidades y los Censores Regios. Se inicia así el
fin de la tradicional autonomía universitaria.

4. Fomento de programas de desarrollo económico ligados a
instituciones amparadas por los poderes públicos, a la som-
bra de los cuales nos aparece el establecimiento y regula-
ción de una serie de enseñanzas técnicas y profesionales.

5. Si el pensamiento ilustrado había descubierto a la mujer
como objeto de atención pedagógica con vistas a su desa-
rrollo —especialmente en aquellas tareas que le son pro-
pias, perfeccionan y adornan su condición femenina— de
acuerdo con esta línea de acción, asistimos a la promulga-
ción de un conjunto de disposiciones legales que fomentan
y regulan, tanto en docencia como en magisterio, los esta-
blecimientos de enseñanza femenina.

3.1. Homogeneización y planificación de la enseñanza:
los planes de estudios

Durante la segunda mitad del siglo XVIII, y más concretamen-
te bajo el reinado de Carlos III, nos encontramos con un conjunto
de disposiciones legales que intentan dotar de un cuerpo uniforme,
tanto en contenidos como en metodología, a los niveles de ense-
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ñanza primaria, secundaria y universitaria. Se pretende así poner
fin al que había sido uno de los principales elementos negativos
de la estructura educativa de la España de la Edad Moderna: la
proliferación caótica de centros y la anarquía de contenidos do-
centes.

Esta homogeneización y planificación de la enseñanza, que tiene
como consecuencia primaria el intento embrionario de establecer
planes de estudios para cada nivel educativo, revela en primer tér-
mino los deseos ilustrados de modernizar la educación de acuerdo
con las nuevas necesidades económicas y sociales151.

Junto a los deseos de modernización y control y, en segundo
lugar, el afán por parte de los poderes públicos de controlar una
parcela que tradicionalmente había escapado a su dominio y que
tanto influye en el mantenimiento de la estructura de poder, estos
primitivos intentos de planes de estudio, muestran una nueva acti-
tud del Estado ante la educación. Concebida como el mejor y más
seguro medio para alcanzar el estado virtuoso de los ciudadanos,
deja de ser ésta un acto de beneficencia social, practicado por las
ordenes religiosas y las instituciones eclesiásticas, para ser un acto
de gobierno y una obligación de los poderes públicos en cuanto que
tienen relación con el bienestar de la comunidad. Así nos lo expresa
Cabarrús:

«Romper la anarquía reinante en la educación es uno de los
grandes cometidos que todo buen gobierno debe de emprender. De
todo ello se derivarán prósperos beneficios para la comunidad» 152.

Debe en consecuencia verse esta homogeneización y planifica-
ción de la enseñanza no sólo como una de las tantas reformas
emprendidas por nuestros ilustrados. El que sea el Estado el que la

151 León Esteban ha analizado de forma exhaustiva las influencias extranjeras
existentes en la legislación educativa española del S. XVIII tanto en contenidos como
en metodología. Tras establecer como principales conductos de penetración la corres-
pondencia epistolar entre nuestros ilustrados y los reformadores extranjeros, la serie
de Catálogos de Bibliotecas Privadas, el conocimiento indirecto a través de los refor-
madores católico-conservadores hispanos y el papel de los traductores, dejando a un
lado los que Esteban llama autores menores, establece como figuras señeras, por su
trascendencia, en la política educativa española del XVIII a Locke, Rousseau, Helve-
tius, D'Alambert, Condillac, Condorchet, Verney y Fenelón. Cfr. León Esteban: «Las
obras ilustradas sobre educación y su recepción en España», en Revista de Educación.
Núm. Extra. Madrid 1988. Págs. 135-160.

152 Cfr. E. Guerrero: «Estudio Preliminar», del Tomo I de Historia de la Educación
en España. Madrid 1979. Págs. 26-27.

259



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

lleve a cabo, bien de forma directa o bien de forma indirecta153,
pone de manifiesto ese cambio de actitud por parte de éste ante
ámbitos, en este caso el de la educación, anteriormente dejados de
su mano y que en la actualidad se piensa que atañen a su propia
estructura.

La homogeneización y planificación presenta rasgos totalmente
diferentes según sea el nivel que se trate, al mismo tiempo que
están en función de la situación de cada uno de ellos. En enseñanza
primaria las distintas disposiciones legales marchan hacia el estable-
cimiento de lo que va a constituir el primer gran bloque de la
enseñanza elemental, compuesto por: Doctrina cristiana, Lectura,
Escritura, Aritmética, Gramática y Ortografía. Las disposiciones le-
gales dadas para los niveles secundarios persiguen el convertir a
estos niveles en un auténtico antecedente de las enseñanzas univer-
sitarias. En los niveles universitarios, el proceso de homogeneiza-
ción y planificación es mucho más lento, no en vano la universidad
constituye la única institución que imparte la enseñanza de un
modo sistemático. Desde la Real Cédula de 23 de marzo de 1770
hasta el Plan Caballero de 1807, se abre un proceso de lucha entre
el poder central y la tradicional autonomía universitaria.

Tendría bastante de maniqueo, a la vez que de simplismo histó-
rico, el cuestionamiento del proceso de homogeneización y planifi-
cación ilustrado en términos de éxito o fracaso, errores o aciertos,
positivo o negativo. Ni la historia es lineal o simple, ni una política
educativa se puede reducir a una suma de éxitos o fracasos. De
momento, en función de lo posteriormente desarrollado, tiene más
sentido constatar algunos hechos historicos-educativos que el nivel
actual de los conocimientos permite. Así podemos afirmar que nó
hubo un plan nacional de reforma. Coincidieron, en cada nivel,
varios planes específicos de cambio, a veces incluso por mero azar.
De ellos desprendemos que las mejoras intentadas en la situación
educativa, cuantitativa y cualitativamente hablando, estaban pro-
movidas principalmente por el deseo de un crecimiento económico
determinado. También se caracterizan por estar planteados por una
minoría en notable desconexión del pueblo español, lo que obligaba
a intentar imponerlos. Por otro lado, eran una manifestación de la
voluntad de modernización —quizá de sus ansias de regeneración
del país— de tal minoría. Minoría, que en opinión de Villacosta

153 Con la fórmula indirecta nos referimos al modo de llevar a cabo el proceso de
homogeneización y unificación en la Universidad, donde el Estado propone e incita
a que sea cada Universidad la que elabore su propio plan de estudios.
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Baños, no supo llevar adelante dichos planes porque en una etapa
de crisis, no fue capaz de desprenderse de sus contradicciones inter-
nas; lo que le impidió avanzar en los cambios políticos, sociales y
jurídicos necesarios para que maduraran estas transformaciones
educativas154.

Resumiendo, no se consiguió una planificación y homogeneiza-
ción completa, ni siquiera llegó a plantearse así; aunque se moder-
nizaron algunos elementos del proceso educativo, se dieron pasos
adelante para el proceso de estatalización, centralismo y uniformi-
dad de la enseñanza y sobre todo, se mentalizó a personas y a
instituciones para el cambio que se operaría realmente en la España
constitucional de las Cortes gaditanas.

3.1.1. La marcha hacia un plan de estudios con carácter
nacional en los niveles primarios de enseñanza

El proceso de homogeneización de la enseñanza primaria, en
función de las disposiciones legales emanadas de la Corona durante
la segunda mitad del siglo XVIII, describe una serie de etapas enca-
minadas al establecimiento de un plan de estudios con carácter
nacional:

1. Unificación lingüística: Real Cédula de 23 de junio de 1768.
2. Unificación de libros de texto: Real Cédula de 11 de julio de

1771.
3. Primeros intentos de establecimiento de un rudimentario

plan de estudios con carácter nacional: Real Cédula de 22
de diciembre de 1780.

4. Ratificación de este plan de estudios e incorporación de
novedades pedagógicas: Real Orden de 11 de febrero de
1804.

La primera manifestación embrionaria de lo que posteriormente
constituiría un plan de estudios nacional para la enseñanza primaria
nos aparece en la Real Cédula de 23 de junio de 1768155. No es ésta
una disposición legal cuyos contenidos hagan referencia sólo a ma-

154 Cfr. F. Villacosta Baños: Burguesía y cultura. Los intelectuales españoles en la socie-
dad liberal. 1800-1931. Madrid 1980. Págs. 122-123.

155 Real Cédula de 23 de junio de 1768. Colección de Pragmáticas, Cédulas,
Provisiones, Circulares, Autos acordados y demás providencias dadas durante los
reinados de Carlos III y Carlos IV. Madrid 1805. Págs. 112-114.
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teria educativa. Los primeros seis artículos contienen una serie de
medidas unificadoras para todo el Reino en cuestiones tales como
aranceles, tasación, tribunales superiores y tribunales eclesiásticos.
Es en este contexto unificador donde se nos enmarcan los artícu-
los VII y VIII, que propiamente hacen referencia a los estudios
primarios:

«VIL Que la enseñanza de primeras letras, se haga en lengua
castellana generalmente, donde quiera que no se practique.

VIII. Cuidarán de este cumplimiento las Audiencias y Justicias
respectivas, recomendándose también por el Consejo a los Diocesa-
nos, Universidades y Superiores Regulares, para su exacta obser-
vancia y diligencia en entender el idioma general de la Nación,
para su mayor armonía y enlace recíproco» l56.

La ubicación de esta primera disposición homogeneizadora de la
enseñanza primaria en un contexto homogeneizador mucho más
amplio, nos revela lo dicho en otros capítulos al describir la inter-
vención estatal: asistimos a un proceso de reorganización del go-
bierno interior orientado a la intervención más intensa y minuciosa
del Estado, con claros tintes unificadores.

Centrándonos propiamente en materia educativa, se intenta con
esta medida impedir el uso de lenguas existentes en algunas zonas
peninsulares tales como Cataluña y Galicia. Al mismo tiempo, de
forma implícita, se están sentando las primeras bases para un futuro
plan de estudios con carácter nacional. Difícilmente se podría llegar
a este punto si previamente no se había conseguido homogeneizar
todas las partes que componen el Reino en la lengua usada en sus
enseñanzas primarias.

Un último elemento de interés en esta primera disposición legal
homogeneizadora, es el hecho de que se encargue a las Audiencias
y Justicias respectivas el cumplimiento de la misma. Aparte de ser
la primera vez que se atribuye a este tipo de organismos funciones
dentro de la enseñanza primaria, y que pueden ser el germen de la
futura inspección escolar, es significativa la decidida intervención
estatal en materia educativa a través de las competencias otorgadas
a estas instituciones.

El segundo paso de la homogeneización de la enseñanza prima-
ria viene con la Real Cédula de 11 de julio de 1771157. Si la anterior

156 Real Cédula de 23 de junio de 1768: op. cit. Pág. 114.
157 Real Cédula de 11 de junio de 1771: op. cit. Págs. 211-213.
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disposición legal, enmarcada en un contexto unificador, tenía como
pretensiones la unificación lingüística en la enseñanza de primeras
letras, la presente Cédula intenta la unificación de los libros de
texto usados en estos niveles. Se pretende evitar así el caos reinante
tanto en materias como en contenidos. Para justificar tal pretensión,
en el preámbulo de esta Real Cédula, se desarrolla un ataque y
crítica de los textos utilizados hasta entonces:

«... Fábulas frías, historias mal formadas, devociones indirec-
tas sin lenguajes ni máximas sólidas, en las que se desprecia el
gusto de los mismos niños y se les acostumbra a alocuciones impro-
pias, a credulidades nocivas, y a muchos vicios transcendentales a
toda la vida, especialmente en los que no adelantan o mejoran su
educación en otros estudios» 158.

Como obras recomendadas de uso común aconsejaba, además
del pequeño o elemental catecismo que señalara el Ordinario de la
diócesis, el compendio histórico de la religión, el catecismo histórico
de Fleury y algunos compendios de historia de la nación, dejando
al criterio de las Audiencias y Justicias respectivas su elección. Con
ello —afirmaba la citada disposición— «se interesará la curiosidad
de los niños y no recibirán el fastidio e ideas que causan en la tierna
edad ciertos males otros géneros de obras» 159.

Una vez más encontramos como organismos dependientes del
Estado —Audiencias y Justicias— poseen competencias en materias
educativas. Según esta disposición, en lo referente al establecimien-
to de libros de textos en los centros de enseñanza primaria.

Isabel Gutiérrez Zuloaga califica estos criterios orientativos ten-
dentes a la unificación nacional de los textos como las medidas pro-
pias de un gobierno ilustrado que en sus ansias de control y organi-
zación pretenden establecer un orden dentro del caos reinante 160.

Unificación de la lengua y unificación de los textos utilizados
son pues las primeros pasos dados por el Estado Ilustrado en aras de
la consecución de un plan de estudios a nivel nacional. Como de-
cíamos con anterioridad, difícilmente se podía plantear la posibili-
dad de implantar un mismo plan de estudios, si previamente no
existía una unificación de lenguas y de textos.

158 Real Cédula 11 de junio de 1771: op. cit. Pág. 211.
159 Real Cédula de 11 de junio de 1771: op. cit. Pág. 212.
160 Cfr. Isabel Gutiérrez Zuloaga: «Influencia del concepto francés de profesor en

la política educativa española», en VV.AA.: La revolución francesa y su influencia en la
educación española. Madrid 1990. Pág. 257-258.
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Aparte de lo que suponen ambas cédulas, como embrión para
un futuro y homogéneo plan de estudios, interesa tener presente
una serie de orientaciones recogidas en la Cédula de 11 de julio de
1771, orientaciones que con posterioridad irán tomando cuerpo en
diversas disposiciones legales y que serán tema de debate en las
discusiones parlamentarias gaditanas:

1. Especial preocupación hacia algunas materias, como la cien-
cia histórica, que rebasan inicialmente el reducido campo
de los conocimientos impartidos en las Escuelas de prime-
ras letras161.

2. Captación de lo que en la moderna Pedagogía constituye la
motivación esencial del alumno, sea cual fuere la disciplina
impartida y que gira en torno a la necesidad de despertar
en el alumno la debida curiosidad162.

3. Importancia atribuida a la enseñanza primaria, elemento
este vinculado a su influencia decisiva en la formación
humana 163

Nueve años más tarde, otra Real Cédula, promulgada el 22 de
diciembre de 1780164, suponía un nuevo hito en el proceso homo-
geneizador de los estudios elementales dirigidos por el Estado. Los
planteamientos anteriormente esbozados van tomando cuerpo. Al
margen de ello, las novedades más significativas podrían agruparse
en los siguientes apartados:

a) Obligación de enseñar a los niños la lengua castellana por
la Real Gramática de la Academia de la Lengua. Lo estable-

161 Por primera vez se recoge de forma legislativa la preocupación por ésta y otras
materias, presentes en el pensamiento educativo de Feijoo, Sarmiento y Saavedra
Fajardo. Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 110-114.

162 Para García Garrido, la incorporación de los principios de la moderna Pedago-
gía se deben en gran medida a las influencias de la Enciclopedia, que presenta un
plan de estudios que parte de lo concreto y no de lo abstracto, fenómeno éste, que
trae consigo la aplicación e interés del alumno. Cfr. J. L. Garría Garrido: «La influen-
cia e impacto de la Revolución Francesa en los sistemas educativos europeos», en
VV.AA.: La Revolución Francesa y su influencia en la educación en España. Madrid 1990.
Págs. 175-177.

163 No es novedosa esta importancia que ya nos aparece recogida en las obras y
pensamientos de Ignacio de Loyola y José de Calasanz. Cfr. J. Valera: «Elementos
para una genealogía de la escuela primaria en España», en Trabajos elementales sobre
la escuela primaria. Madrid 1979. Págs. 46-48. Se analiza en esta obra la importancia
de la enseñanza desde una concepción foucoultiana del poder.

164 Real Cédula de 22 de diciembre de 1780: op. cit. Págs. 311-312.
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cido en la Real Cédula de 1768 ha adquirido ya su forma
definitiva. Se ha conseguido una unificación lingüística y el
establecimiento de un texto común para la enseñanza de la
misma.

b) Estudio de la Ortografía, según la obra publicada por dicha
Academia. Al mismo tiempo se previene a los maestros
«pongan en las muestras que den a los niños para escribir
las reglas prácticas, pues con el ejercicio continuo de escri-
birlas diariamente las aprenden de memoria» l65.

c) Utilizar como libro de lectura el escrito por Luis Vives: «In-
troducción y camino para la sabiduría», considerado por su
buena doctrina y buen lenguaje como el más indicado para
instruir a los niños en todas las obligaciones propias de un
cristiano verdadero y un buen ciudadano. A estas caracte-
rísticas se añadían su corto volumen y su facilidad de com-
pra, circunstancia interesante «porque la mayor parte de
los que concurren a estas escuetas son pobres» 166.

d) Prohibición de que los niños «se ocupen de leer novelas,
romances, comedias, historias profanas y otros tipos de li-
bros que suelen ser perniciosos y no permiten dar instruc-
ción» 167.

e) Lectura de algún compendio histórico de la nación, a elegir
por los maestros, en espera de que el Consejo de Castilla
acuerde el que debía usarse.

Todos estos conocimientos de Doctrina Cristiana, Lectura, Escri-
tura, Aritmética, Gramática y Ortografía adecuada van a constituir
el primer gran bloque de la enseñanza elemental. La ratificación,
por Real Orden de 11 de febrero de 1804 l68, es buena muestra de
ello. Para Eloísa Mérida-Nicolich, constituye este ordenamiento de
la enseñanza primaria el más claro antecedente legislativo del Plan
Quintana, fruto este último de la labor desarrollada por las Cortes
de Cádiz169. Dejando inalterable el cuadro de las enseñanzas impar-
tidas, fue introducido un concepto esencial y novedoso desde la
perspectiva pedagógica que se erigía como requisito obligatorio para
el acceso a la docencia:

165 Real Cédula de 22 de diciembre de 1780: op. cit. Pág. 311.
166Real Cédula de 22 de diciembre de 1780: op. cit. Pág. 312.
167 Real Cédula de 22 de diciembre de 1780: op. cit. Pág. 312.
168 Real Orden de 11 de febrero de 1804: op. cit. Págs. 114-115.
169 Cfr. Eloísa Mérida-Nicolich: El concepto de Instrucción Pública. Sus notas caracterís-

ticas en Campomanes, Jovellanos, Cabarrús y Quintana. Madrid, 1982. Págs. 205-206.
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«El arte de comunicar todos estos conocimientos a los niños por
el orden y método más breve y más provechoso» l70.

A partir de estos momentos para alcanzar su correspondiente
titulación, los maestros necesitarán acreditar no sólo una adecuada
base cultural, sino también deberán tener dominio de unas elemen-
tales técnicas docentes con las que hacer más eficaz su labor en las
escuelas171.

Con esta Real Orden de 1804 culmina la labor ilustrada en los
niveles primarios para la homogeneización educativa. El siguiente
paso vendrá de manos de los constituyentes gaditanos que toman
como precedente más inmediato los proyectos con anterioridad es-
tudiados y las normas legales dictaminadas durante el periodo ilus-
trado.

Antes de terminar este punto conviene señalar que desde la
génesis (Real Cédula de 1768) hasta la culminación del plan de
estudios ilustrado (Real Orden de 1804) han estado presentes en
este proceso de homogeneización dos constantes anteriormente es-
tudiadas en los proyectos ilustrados de enseñanza primaría:

1. La incorporación de nuevas materias, tales como la Ciencia
Histórica o la Aritmética.

2. Los pretendidos deseos de renovación pedagógica que tie-
nen como punto de partida la motivación del alumno y la
mejora de los métodos de enseñanza de los profesores.

3.1.2. La enseñanza secundaria, un antecedente
de las enseñanzas universitarias

Si el proceso de homogeneización de la enseñanza primaria,
anteriormente analizado, ha tenido como principal objetivo el esta-
blecimiento de un plan de estudios uniforme para este nivel con

170 Real Orden de 11 de febrero de 1804: op. cit. Pág. 115.
171 Tales reivindicaciones pueden parecer mínimas y de escaso significado en

relación al progreso general de la enseñanza, y en mayor medida si se toman como
punto de referencia las figuras de Rousseau y Pestolazzi, auténticos innovadores de
la Pedagogía en el S. XVIII. Las aportaciones teóricas de ambas figuras, principalmen-
te del pedagogo suizo, marcarán la pauta de una futura renovación pedagógica al
plantear el fenómeno educativo desde la triple perspectiva de la intuición, el progre-
so del conocimiento y la actividad individualizada. Pero no por ello deja de ser
significativo que a nivel legal se cuestione y se plantee una mejora de los sistemas
y métodos de enseñanza.
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carácter nacional, este proceso, dentro de la enseñanzas secunda-
rias, va a perseguir fundamentalmente convertir este nivel de ense-
ñanza en un autentico antecedente de las enseñanzas universitarias.
Al mismo tiempo se detecta en este proceso la incorporación de
nuevas materias y saberes, fenómeno este en gran medida ligado a
la influencia de proyectos y propuestas ilustradas.

Los primeros intentos de planificación estatal de la enseñanza
secundaria se remontan al reinado de Felipe III. El poder real pre-
tende limitar el número de centros en aras a conseguir una mejora
de la calidad de enseñanza. Por la Real Pragmática de 10 de febrero
de 1623 —inserta en el Título II del Libro VIII de la Novísima
Recopilación— la Corona redujo el número de escuelas de enseñan-
za secundaria a:

1. Las ciudades y villas donde hubiere corregidores.
2. Los colegios cuya renta fuera de trescientos ducados como

mínimo.

Limitando el excesivo número de centros se confiaba en aumen-
tar la calidad de su enseñanza, pues como reconocía expresamente
la citada ley:

«Ni en tantos lugares del reino puede haber comunidad para
enseñarlas, ni los que la aprenden quedan con el fundamento
necesario para acceder a otras facultades» 172.

La crisis a que se encuentran sometidos los centros de enseñanza
secundaria —cuyos objetivos docentes básicos eran la enseñanza del
latín para capacitar al máximo a los futuros alumnos universitarios
en el conocimiento de dicha lengual73— queda recogida en el Real
Decreto de 21 de junio de 1747. Se encargaba al Consejo de Castilla
tomar las medidas adecuadas «dando nuevas reglas si las conside-
rase necesarias», a fin de recobrar su antiguo prestigiol74.

La iniciativa de la Corona, que no se tradujo por el momento en
la elaboración del oportuno plan de reformas, constituye un fiel
exponente de los problemas detectados en este nivel educativo:

172 Título II. Libro VIII. Novísima Recopilación. Pág. 314.
173 Cfr. Antonio Viñao Frago: Política y Educación en los orígenes de la España contem-

poránea. Examen especial de sus relaciones en la enseñanza secundaria. Madrid 1981.
Págs. 50-56.

174 Real Decreto de 21 de junio de 1747. Colección de Reales Decretos, Ordenes
y Providencias dadas por su Majestad el Rey Fernando VI y su Supremo Consejo.
Madrid 1760. Págs. 320-321.
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1. Baja calidad de los métodos aplicados a la enseñanza de las
distintas materias175.

2. Necesidad de libros de texto, resultando conveniente el uso
de manuales176.

3. No existencia de rigor y caos en las materias impartidas, a
la par que encontramos un atraso en los conocimientos que
se enseñan177.

Esta parcela educativa continuó, no obstante, durante más de
dos décadas al margen de la atención y la regulación directa del
Estado, siendo precisamente a raíz de la expulsión de la Compañía
de Jesús —con su incidencia negativa en la enseñanza y concreta-
mente en su nivel secundario, donde la Compañía había ejercido
una clara hegemonía en relación con las demás ordenes religio-
sas178— cuando se decidió afrontar la necesaria reforma.

El eje central en torno al cual se articulan todas las pretensiones
de reforma y homogeneización para los niveles secundarios de en-
señanza está constituido por el Real Decreto de 19 de enero de
1770. Supuso esta disposición una meticulosa ordenación de los
Estudios de Gramática, tanto en materias, contenidos como autores.
Se pretendía poner fin a la situación de caos reinante, y de la cual
se hizo eco la disposición de 1747. Las materias y autores aconse-
jados que recogen este auténtico plan de estudios para la enseñanza
secundaria eran los siguientes:

• Rudimentos de latinidad con el conocimiento de todas las
partes de la oración latina.

• Preceptos de sintaxis latina, ejercitando a los alumnos en au-
tores como Cornelio Nepote y en los principios de hablar y
escribir latín.

• Cualidades de buena versión y propiedad latina, con el estudio
de algunas obras de Cicerón, César, Tito Livio y la realización

175 «La mayor parte de los profesores de la Escuela de Gramática imponen una enseñanza
de tipo memorística, más valdría que memorizar hacer llegar mejor los conocimientos a los
alumnos, presentando a éstos el contenido atrayente que poseen». Real Decreto de 21 de
junio de 1747: op. cit. Pág. 320.

176 «Es necesario el empleo de determinados libros que sirvan como guía de los conocimien-
tos, tal es el caso de la Prosodia y la Retórica del Brocense». Real Decreto de 21 de junio
de 1747: op. cit. Págs. 320-321.

177 «A las enseñanzas del Latín, es necesario que se añadan otros conocimientos útiles para
la economía y bien del Reino. Tiene que pensarse que la educación de nuestros futuros univer-
sitarios ha de adecuarse a las necesidades del Reino». Real Decreto de 21 de junio de 1747:
op. cit. Pág. 321.

178 Cfr. J. A. Maravall: op. cit. Tomo II. Pág. 415.
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de ejercicios de traducción del castellano al latín, así como la
redacción original de diferentes textos en esta última lengua.

• Arte Poética, que incluía el análisis de los diferentes poemas
y figuras poéticas, según obras de Virgilio, Horacio, Cátulo,
Plauto, Tíbulo y Terencio, así como ejercicios de composición
y versos.

• Preceptos de retórica y elocuencia, tomando como base de tal
estudio las oraciones de Cicerón, Tito Livio y otros autores
tanto clásicos como modernos.

• Sintaxis de lengua griega y estudio de los autores más desta-
cados como Esopo, Tucídides, Demóstenes y otros poetas.

• Idioma hebreo con la versión original de la Sagrada Biblia.
• Idioma arábigo erudito.
• Estudio de lógica.
• Física experimental, cuyos alumnos deberían ser examinados

previamente de Lógica, Aritmética y Geometría.
• Estudio de Matemáticas.
• Filosofía moral, que comprendía todas las obligaciones del

hombre para con Dios, consigo mismo y con otros hombres.
• Derecho Natural y de Gentes.
• Disciplina eclesiástica, Liturgia y Ritos Sagrados.

Como podemos observar sigue existiendo en este plan de estu-
dios una honda preocupación por la formación en la lengua latina.
Ya dijimos con anterioridad que estos estudios estaban concebidos
principalmente para capacitar al máximo a los futuros alumnos
universitarios en el conocimiento de dicha lengua. Pero junto a ella,
encontramos la incorporación de nuevos saberes como el Derecho
Natural y de Gentes, la Física experimental, la Aritmética y la Geo-
metría. Antonio Jara vincula la incorporación de estos nuevos sabe-
res al fermento depositado por proyectos y propuestas ilustradas a
lo largo de esta centuria, proyectos y propuestas que están íntima-
mente ligados a las influencias francesa e inglesa179. De forma más
inmediata, François López establece la influencia ejercida en esta
disposición legal por parte del proyecto presentado por Juan Pablo
Fornés en 1753 180. Concretamente de este último toma la estructu-

179 Antonio Jara: Derecho Natural y conflictos ideológicos en la Universidad Española.
1750-1850. Madrid 1977. Págs. 210-211.

180 Sobre la figura de Juan Pablo Fornés, y más concretamente sobre el proyecto
de plan de Estudios para la Academia de Latinidad, se encuentra el trabajo mono-
gráfico de F. López: Juan Pablo Fornés et la crise de la consciencie espagnola au S. XVIII.
Burdeos 1978. Págs. 134-138
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ración dada a la enseñanza de las lenguas clásicas y la remodelación
de los estudios experimentales.

Dejando a un lado estas novedades, el elemento más significa-
tivo que posee este «plan de estudios» para la enseñanza secundaria
es la concepción que él mismo entraña. Por primera vez, igual que
ocurrió en los niveles primarios, aparece un plan global y uniforme
para toda la enseñanza secundaria con carácter nacional y propues-
to por el Estado. Esa es su mayor aportación, la cual le convierte en
el más claro antecedente de la concepción global existente para la
enseñanza secundaria en el Plan Quintana de las Cortes gaditanas.
Para Quintana en el Informe de 1813, el objeto de este segundo
grado de la Instrucción es preparar «el entendimiento de los discí-
pulos para entrar en los estudios universitarios», para ello adopta ya
la división de los conocimientos en los de ciencias matemáticas y
físicas por un lado y literatura y artes por otro181. De forma embrio-
naria esta concepción y división nos aparece en el Decreto de 1770,
es por ello que podemos considerarlo como su antecedente más
inmediato, ubicado, claro está, en esa línea homogeneizadora que
para todos los niveles de enseñanza dictamina la política ilustrada
de la segunda mitad del XVIII.

3.1.3. Unificación y Modernización en la Universidad española
del siglo XVIII

El proceso de uniformidad y homogeneización de la enseñanza
—anteriormente descrito para los niveles primario y secundario y
tendente por un lado a unificar la docencia en sus métodos, autores
y materias impartidas y por otro a la introducción de las nuevas
ciencias experimentales— describe para los niveles universitarios o
superiores una actuación legislativa por parte del Estado que puede
dividirse en tres etapas claramente diferenciadas:

• Fase inicial: Encontramos como punto de partida la Real
Orden del Consejo de Castilla fechada el 23 de marzo de 1770
animando a que todas las universidades redacten nuevos pla-
nes de estudios. Para la elaboración de estos nuevos planes de
estudio se establecen una serie de requisitos comunes en
relación a la iniciación de los estudios, obtención de grados y

181 Cfr. Enrique Guerrero: Historia de la educación en España. Del Despotismo Ilustrado
a las Cortes de Cádiz. Vol. I. Págs. 377-419.
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oposiciones a cátedra. En opinión de Sarrailh, se inicia un
proceso de reajuste tendente al control sucesivo por parte del
gobierno de los contenidos de la enseñanza en aras a la uni-
formidad académica182.

• Fase intermedia: Continuación de esta política de reforma y
uniformidad con la Real Cédula de 22 de enero de 1786 en
virtud de la cual se generaliza a todas las universidades el plan
de estudios aprobado para la de Salamanca en 1771. Para
Mariano y José Luis Peset, esta segunda medida legislativa vie-
ne a completar la labor iniciada por la Real Orden de 1770
intentando hacer extensivo para el conjunto de Universidades
españolas un plan de estudios, que como el resto de los elabo-
rados durante este periodo, incorpora académicamente las
necesidades metodológicas y docentes del espíritu ilustrado183.

• Fase final ilustrada e inicio de la uniformidad universitaria
liberal: Esta fase está marcada por la promulgación del Plan
Caballero, primer plan obligatorio para todas las Universida-
des españolas, que consigue, siguiendo el modelo de la de
Salamanca, una enseñanza uniforme184. Mientras que la re-
forma de Carlos III —según las disposiciones de 1770 y 1786—
se habían ido aplicando individualmente a cada universidad,
por primera vez se pensaba en una centralización de los pla-
nes de estudio que enlazará directamente, tanto en conteni-
dos como en fines, con el Plan Quintana (1813) generado por
las Cortes gaditanas. A causa del inminente estallido de la
Guerra de la Independencia, este plan de 1807 tendría una
escasa vigencia.

La Real Orden de 1770 posee como precedentes más inmediatos
los proyectos de Mayans (1766) y Olavide (1769) —anteriormente
descritos al analizar los proyectos de reforma para la universidad
elaborados por los ilustrados—. En opinión de J.L. Abellán, ambos
proyectos estimulan los deseos por parte de la Corona de reformar

182 J. Sarrailh: op. cit. Págs. 17 y ss.
183 «Aunque en la Real Orden de 1770 encontramos ciertas pretensiones de unidad acadé-

mica, base sobre la cual han de asentarse los nuevos planes de estudios que se mandan elabo-
rar, hay que esperar hasta 1786 para que esa pretendida uniformidad académica tome cuerpo
con el intento de aplicar a nivel nacional un plan de estudios que recoja en todos los sentidos
las nuevas necesidades del último tercio del S. XVIII». Mariano y J. L. Peset: El reformismo
de Carlos III y la Universidad de Salamanca. Plan general de Estudios dirigido a esta Univer-
sidad por el Real Consejo de Castilla en 1771. Salamanca 1969. Pág. 48.

184 Mariano y José Luis Peset: op. cit. Págs. 123 y ss.

271



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

los estudios universitarios a la par que ejercen una notable influen-
cia en los contenidos de la citada Real Orden185. Los presupuestos
en torno a los cuales se articula esta Orden del Consejo de Castilla,
nos ayudarán a comprender la magnitud de la influencia de los
proyectos anteriormente citados y las pretensiones de uniformidad
existentes en la Corona:

1. Crítica del pensamiento y métodos escolásticos que se con-
creta en los intentos de imponer para cada disciplina un
manual o libro de texto que ofrezca una visión sintética,
amplia y panorámica de cada materia186.

2. Reforma de los estudios de filosofía, concretando dicha
orientación en la incorporación de las más importantes
teorías de los tratadistas extranjeros, siempre que se man-
tuvieran a salvo las verdades y principios fundamentales de
la religión católica187.

3. Alienta la introducción en los nuevos planes de estudios de
las ciencias experimentales —llamadas útiles por los ilustra-
dos— tales como la Economía, la Química, la Física, la
Botánica, a la par que promueve la creación de sus cátedras
correspondientes188.

185 Cfr. José Luis Abellán: op. cit. Vol. II. Págs. 165-166.
186 «El pensamiento y métodos escolásticos han convertido a muchas universidades en

establecimientos frivolos e ineptos que tan sólo se ocupan de cuestiones ridiculas, hipótesis
quiméricas y distinciones sutiles. Hay que poner freno a esta anarquía que repercute en los
contenidos de las materias y de las disciplinas, mediante el buen uso de libros y obras que
recojan los principales postulados y argumentaciones de cada disciplina». Real Orden de 23
de marzo de 1770 en Colección de Pragmáticas, Cédulas, Provisiones, Circulares,
Autos acordados y demás providencias, durante los reinados de Carlos DI y Carlos IV.
Vol. I. Madrid 1805. Págs. 203 y ss. Ya Olavide, en el Plan de Estudios presentado
al Consejo en el año 1769, se había pronunciado en términos similares sobre la
necesidad de unificar contenidos y materias sobre la base del uso común de libros de
texto. Cfr. F. Aguilar Piñal: «La Universidad de Sevilla en el S. XVIII», en Anales de
la Universidad hispalense. Sevilla 1969. Págs. 75 y 76.

187 A tal fin, el Consejo abrió un concurso para premiar el mejor libro de Filosofía,
que incluyera las teorías de Descartes, Malebranch y Leibniz, siendo premiado en
1779 el escrito por Villalpando, que pasaría a ser obligatorio para todas las Univer-
sidades. Cfr. Luis Rodríguez Aranda: El Desarrollo de la razón en la cultura española.
Madrid 1962. Pág. 121. Tanto Mayans como Olavide hacen especial hincapié en sus
respectivos planes de estudio para la necesidad de reformar los estudios de la ense-
ñanza de la filosofía y apartarla de los viejos postulados escolásticos. Cfr. A. Alvarez
de Morales: op. cit. Págs. 63-64.

188 «Las nuevas necesidades de los tiempos y del saber exigen que se introduzcan nuevas
materias como la Economía, la Física experimental, la Química, la Botánica. Su incorporación

272



MANUEL HERRERA GÓMEZ

4. La renovación de los planes de estudios no sólo afecta a
estudios tradicionales como los de Filosofía o la incorpora-
ción de nuevas disciplinas, el espíritu racionalista ilustrado
también aparece en la citada cédula cuando se afronta la
reforma de los clásicos estudios de Derecho. En este senti-
do, se plantea la necesidad de incorporar a los futuros es-
tudios jurídicos materias como el Derecho Natural y de
Gentes. Para tal fin «se encargará a D. Joaquín María y
Mendoza la elaboración del Manual indicado y correspon-
diente» l89. La incorporación de estas materias tendrá como
fin el examinar las cuestiones jurídicas a la luz de la razón,
separándose el criterio de autoridad y casuístico típico del
Derecho Romano que tradicionalmente se empleaba190.

5. Se esboza el atraso y la propia inutilidad de la Teología
escolástica. Fundamentada sobre la filosofía aristotélica,
poco había en ella de revelación y tradición, «dando así
lugar a que en vísperas de recibir su correspondiente grado
de doctor, los teólogos no supieran más de la verdadera
teología que lo aprendido en el catecismo» 191.

6. Por último, interesa señalar las aportaciones, o mejor dicho
indicaciones, que da esta Orden en el plano académico.
Concretamente se intentan sentar unas bases uniformes en
aspectos relativos a la provisión de cátedras, concesión de
grados y métodos vigentes en las aulas universitarias. Res-
pecto al primer punto, la citada Orden obligaba —dentro
del inicial planteamiento del proceso homogeneizador— a
conferir todas las cátedras en regencia y ninguna en propie-
dad, sin perjuicio de las que estuvieran sujetas a prebendas.
Los méritos del profesorado, en continua valoración, se
erigían así en una de las bases del proceso de homogenei-

y estudio repercutirá de modo favorable en beneficio del Reino y sus moradores». Real Orden
de 23 de marzo de 1770: op. cit. Vol. I. Págs. 204-205.

189 En 1776 saldría la luz el citado texto, para uso universitario, bajo el título:
Historia de Derecho Natural y de Gentes: Cfr. J. L Abellán: op. cit. Pág. 166.

190 Cfr. Antonio Jara: op. cit. Págs. 76-77.
191 Cfr. op. cit. Real Cédula de 23 de marzo de 1770. Pág. 205. Tanto Mayans como

Olavide habían manifestado el rechazo de la Teología escolástica al tiempo que hacen
mayor hincapié en la Teología dogmática. Cfr. para el planteamiento de Gregorio
Mayans, la obra de Mariano y J. L. Peset: Gregorio Mayans y la Reforma Universitaria.
Valencia 1985. Pág. 87. En el caso de .Olavide, resulta de especial interés el estudio
preliminar de F. Aguilar Piñal en la obra de Pablo Olavide: Plan de estudios para la
Universidad de Sevilla. Sevilla, 1769. Págs. 13 y 14.
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zación ilustrado192. Para la concesión de grados, se estable-
cieron unas directrices comunes para todas las universida-
des con la pretensión de poner fin a la anarquía reinante y
unificar criterios a la hora de la obtención de los títulos de
bachiller, licenciado, doctor o en el hecho de superar curso
académico los alumnos193. En cuanto a la metodología, con-
viene recordar en palabras de Zabala de Lera que «la acti-
vidad docente se basaba fundamentalmente hasta mediados
de la centuria en el dictado por los profesores de las corres-
pondientes lecciones del curso»194. Tal método había sido
duramente criticado por Olavide en 1769 en el citado plan
de estudios para la Universidad hispalense 195. La Orden de
1770 no realiza grandes aportaciones en este terreno, pero
sí merece la pena destacar el consejo que formula la citada
Orden para las disciplinas experimentales y que se conver-
tirá en una constante en disposiciones legales posteriores:
«Las disertaciones de rigor en disciplinas como la Física, la
Química, las Matemáticas u otras que lo requieran deberán
ir acompañadas de demostraciones prácticas o experiencias,
según lo exija la materia» 196.

192 Ante este punto, las Universidades mostraron, sin embargo, una cerrada opo-
sición, elevando al Supremo Consejo de Castilla numerosas representaciones en las
que exponían los inconvenientes, incluso de tipo económico, que tal medida impli-
caba. Ello motivó, que cuatro años más tarde se promulgara una nueva Real Cédula,
de fecha de 18 de octubre de 1774, que derogaba este punto, volviéndose en con-
secuencia al sistema tradicional. Cfr. A. Álvarez de Morales: op. cit. Págs. 157 y ss.

193 Para la consecución del título de bachiller o grados menores se establece que
ello habrá de efectuarse ante tres catedráticos. Por su parte, la obtención de la
licenciatura precisaba para su concesión de un acto de conclusiones públicas, consis-
tente en una lección sacada en sorteo sobre algunas de las materias cursadas en la
Facultad en cuestión y contestar a las preguntas de los doctores y examinandos.
Finalmente el grado de doctor —mera confirmación de lo anterior o, en palabras
expresadas por la Real Orden citada «de pura ceremonia»— revestía una paralela
solemnidad y su obtención entrañaba menores dificultades; la obtención de este
grado permitiría opositar a las cátedras mayores en todas las Facultades. En cuanto
a la superación de curso por parte de los alumnos de las respectivas facultades, estos
deberían obtener las correspondientes cédulas de aprobación, firmadas por los cate-
dráticos o lectores extraordinarios, tras haber seguido las lecciones de las distintas
materias, haber asistido a las academias y no haber faltado durante más de cinco días
lectivos salvo caso de enfermedad. Cfr. op. cit. Vol. I. Págs. 206-207.

194 P. Zabala de Lera: op. cit. Págs. 88-89.
195 «Con estas prácticas de enseñanza no se produce otro efecto que el de hacer perder a los

alumnos el tiempo y las letras». Pablo Olavide: op. cit. Págs. 112-113.
196 Op. Cit. Vol. 1. Pág. 208.
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Las consecuencias directas de esta Real Orden no se dejaron
esperar. A partir del año 1771 se inicia la presentación de nuevos
planes de estudio por parte de las distintas universidades —siguien-
do las directrices marcadas por la Real Orden de 1770— y la apro-
bación correspondiente por parte del Consejo de Castilla: en 1771
se presentan y aprueban los planes de Valladolid, Salamanca y Alcalá
de Henares, en 1772 el de Santiago de Compostela, en 1774 el de
Oviedo, en 1776 los de Granada y Zaragoza, en 1786 el de Valencia
y uno nuevo para la citada universidad aragonesa.

Del contenido de estos planes de estudios destaca como dato
especialmente significativo, por manifestar esa tendencia a la uni-
formidad en la Universidad española de acuerdo con las directrices
emanadas de la Corona, la renovación de las materias impartidas.
En Salamanca se estableció la enseñanza de la Física y la Anatomía,
la Filosofía Moral y las Matemáticas; en Alcalá, Santiago y Granada,
la Física experimental, y en esta última, además el Derecho Natural
y las Matemáticas; en Zaragoza se abrieron nuevas cátedras de Ci-
rugía, Lugares Teológicos, Instituciones Civiles y Canónicas, y en
teoría Física Experimental; en Valencia, los estudiantes de Filosofía
debían adquirir conocimientos de Filosofía Moral, Matemáticas y
Física y los de Derecho Civil o Canónico, los propios de Derecho
Natural y de Gentes197. Sobre este aspecto, Formentín señala que la
homogeneización y uniformidad de la educación universitaria, pre-
tendida por el poder ilustrado, se concreta en sus primeros momen-
tos en la aplicación individual de las reformas a cada universidad y
en la incorporación de nuevas materias dentro de los planes de
estudio que ven la luz a partir de la década de los setenta198.

En síntesis, las aportaciones y pretensiones de esta Real Orden
pueden concretarse en:

1. Actualizar las enseñanzas tanto a nivel científico como filo-
sófico.

2. Sentar las bases para una pretendida uniformidad tanto en
el plano docente como académico.

Dicho de otra forma, nos encontramos ante un primer y tímido
intento de homogeneizar la enseñanza universitaria apoyado en la
base de la incorporación de nuevos saberes. Sobre este aspecto hay

197 Cfr. Gonzalo Anes: op. cit. Págs. 183-185.
198 Cfr. J. Formentín: Pensamiento Pedagógico de la Ilustración española. Madrid 1975.

Págs. 132-134.
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que puntualizar que la intervención estatal, en aras a la pretendida
uniformidad y homogeneización, aún se encuentra un poco lejos de
una posible centralización de los planes de estudio. Las reformas se
van aplicando de forma progresiva e individual a cada universidad.

En el año 1786 se daba un nuevo paso hacia la pretendida
unificación académica a través de la intervención estatal. La Real
Cédula de 22 de enero de 1786 (inserta en la Novísima Recopila-
ción, Ley V, Título V. Libro I) apuntaba en este sentido las normas
que deberían observar las Universidades respecto a la duración del
curso escolar —que sería en adelante del 18 de octubre al 18 de
junio—, matrícula de los estudiantes, asistencia a las cátedras, ejer-
cicios de las Academias, oposiciones, número de cursos y materias.
Pero quizá, la resolución o medida más interesante y significativa,
dentro de este proceso de homogeneización académica, la constitu-
ye la generalización para todas las Universidades españolas del plan
de estudios salmantino aprobado en 1771. Si hasta entonces se
había tenido gran cuidado en convencer a las universidades de que
los planes de estudios establecidos para cada una de ellas perfeccio-
naban lo prescrito en sus estatutos —a fin de que no se sintieran
heridas en su tradicional autonomía e independencia— a partir de
estos momentos se proclama, de forma abierta, el objetivo unifica-
dor y centralista'". En este sentido la citada Real Cédula expresaba
lo siguiente:

«La uniformidad de la enseñanza de todas las Universidades
es uno de los principales objetivos que ha tenido mi Consejo en los
nuevos Planes de Estudios prescritos modernamente, y que la falta
de rentas en muchas de ellas no ha dejado arbitrio para arreglar
en todas el mismo número de cátedras y asignaturas que exigen la
sólida y verdadera formación en las ciencias, de donde proviene
estar algunas con el pie antiguo y el aliciente de que concurran a
ellas los estudiantes en mayor número que en las novísimamente
arregladas. Conociendo que no todas las universidades se hallan
en disposición de adoptar un método de estudios con la extensión
necesaria por la insinuada falta de rentas he juzgado que todas
puedan y deban sujetarse a una misma regla»200.

199 Para Manuel de Puelles Benítez con la Real Cédula de 1786, puede decirse que
en cierto modo, los objetivos de los ilustrados se han cumplido: se ha mejorado la
enseñanza, o al menos se han puesto los medios para hacerlo, se han establecido las
bases para la uniformidad de todas las Universidades y se ha realizado la centraliza-
ción. Cfr. Manuel de Puelles Benítez: op. cit. Pág. 40.

200 Real Cédula de 22 de enero de 1786: op. cit. Vol. I. Págs. 556-567.
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Como la uniformidad universitaria dependía básicamente del
establecimiento de las mismas materias, contenidos y autores, y ello
a su vez obliga a dotar las correspondientes cátedras, al desenten-
derse el poder central del problema financiero, no llegó a culminar-
se este proceso —aunque supusiese un gran avance— en la política
de homogeneización universitaria. No hemos de olvidar en este
sentido que los futuros planes liberales para la Universidad —tales
como el Plan Quintana (1813) y el Plan Carlomarde (1824)— pro-
ponen la uniformidad de la enseñanza universitaria a partir de la
existencia de unas materias, libros de texto y métodos de enseñanza
comunes201.

Para Maravall, las dificultades económicas suponen un recorte
en el propio desarrollo y magnitud de la uniformidad ilustrada, pero
al mismo tiempo son la causa de la aceleración de un proceso cen-
tralizador202. Habida cuenta de la penuria en la que se veían obli-
gadas a moverse las respectivas haciendas universitarias, el poder
central desarrollaría un creciente intervencionismo a fin de poten-
ciar la política ilustrada de reforma. Este fenómeno, que es califica-
do por Sainz de Robles como de estatalización, registró un rápido
progreso en el tránsito del siglo XVIII al XIX203. Si bien la uniformi-
dad pretendida no pudo alcanzar los fines deseados, este proceso de
estatalización y centralización cubrió, de forma precaria, el objetivo
homogeneizador.

Tres manifestaciones claras encontramos dentro de la legislación
ilustrada de este proceso estatalizador y unificador:

1. La supresión de las facultades de Medicina de todas las
universidades de la Nación —y, concretamente, las cátedras
de Medicina, Cirugía y Anatomía— por Real Orden de 20
de abril de 1799 en favor de la llamada Facultad Reunida,
controlada por los Reales Colegios de Cirugía y regentada
por la Junta Suprema204.

2. La reforma planteada por el Consejo el año 1802 en torno
a los estudios de jurisprudencia. La diferente instrucción
observada en quienes se dedican al ejercicio de la abogacía,
y concretamente el abandono en que se hallaba la ense-
ñanza del Derecho Patrio, determinó, por Real Cédula de

201 Cfr. Julio Ruiz Berrio: Política escolar de España en el S. XIX (1808-1833). Madrid
1970. Págs. 363-379.

202 Cfr. J. A. Maravall: op. cit. Tomo II. Págs. 214-215.
203 Cfr. F. Sainz de Robles: op. cit. Págs. 87 y ss.
204 Real Orden de 20 de abril de 1799: op. cit. Vol. II. Págs. 266-267.
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17 de octubre de 1802, la obligatoriedad de cursar, una vez
obtenido el grado de bachiller, durante cuatro años, las
Leyes del Reino —sobre la base, principalmente, del texto
de Asso y Manuel titulado «Instituciones de Derecho Pa-
trio»—, además de ejercer dos años de pasantía en el des-
pacho de cualquier abogado, y de asistir a las vistas de los
pleitos de los Tribunales205.

3. Finalmente, la tercera de las manifestaciones distintivas de
este proceso unificador y centralista tuvo lugar en vísperas
de la Guerra de la Independencia con el plan de Estudios
de 1807, aprobado por la Universidad de Salamanca y
mandado observar para todas las restantes.

Si la Real Orden de 1770 supuso el inicio de la política de
uniformidad universitaria fomentando la creación de planes de es-
tudio que incorporaran un conjunto de innovaciones en el campo
docente, académico y metodológico, y la Real Cédula de 1786 in-
tentó dar un ámbito nacional a esta reforma universitaria, convir-
tiendo el plan de estudios de la Universidad de Salamanca en
modelo a seguir por todas las universidades españolas, el plan de
estudios de 1807, también llamado Plan Caballero, marcará un hito
significativo dentro de esta marcha hacia la uniformidad universita-
ria. Por primera vez se pensaba en una centralización de los planes
de estudios, aplicados de una manera uniforme206. Dicho de otra
manera, nos encontramos ante el primer plan obligatorio para todas
las universidades. En este sentido, podemos calificarlo como el co-
lofón de las reformas ilustradas o, como bien señala Álvarez de
Morales, el primer eslabón de la cadena que llevó, junto con la
labor de las Cortes de Cádiz y el Plan Carlomarde (1824), a la
organización uniforme universitaria del sistema liberal que estable-
ce de forma definitiva las bases para considerar a ésta como un
servicio público207.

A tenor de estas consideraciones, cabe preguntarse cuáles son las
aportaciones que orden a la uniformidad universitaria presenta di-
cho plan. Desde un primer momento hemos de dejar bien claro que
el citado plan no presenta grandes contenidos novedosos: tan sólo
puntualiza que si las reformas del reinado de Carlos III se habían
ido aplicando individualmente a cada universidad, el presente plan

205 Real Orden de 17 de octubre de 1802: op. cit. Tomo III. Págs. 114-115.
206 Cfr. Manuel de Puelles Benítez: op. cit. Págs. 46-47.
207 Cfr. Álvarez de Morales: op. cit. Págs. 18-24.
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de estudios, tiene como punto de partida la centralización de los
planes de estudio, aplicados de una manera uniforme a todas las
universidades.

En cuanto a los contenidos del Plan Caballero, estos podrían
quedar sintetizados de la siguiente forma:

1. Obligaba a todas las universidades a establecer el mismo
plan de estudios siguiendo el modelo de la de Salamanca.

2. A simple vista, lo reglamentado es similar a lo contenido en
la Real Cédula de 1776, en cuanto que ésta también obli-
gaba, o mejor dicho, aconsejaba, el establecimiento del Plan
de Estudios elaborado por la Universidad de Salamanca en
1771. Pero el Plan Caballero va mucho más lejos, del con-
sejo orientativo de la Real Cédula de 1776 se pasa a un
imperativo legal: «Se suprimirán todas las universidades que
para sus dotaciones académicas no pueden adoptar el plan
de estudios elaborado por la de Salamanca»208.

3. Se mantiene el requisito del examen de latinidad como
imprescindible para el acceso a los estudios universitarios.
A este requisito se añade ahora la necesidad de haber rea-
lizado ocho cursos en los anteriores niveles para acceder a
la Universidad209.

4. En referencia a las «Ciencias útiles» o experimentales la
reordenación establecida por el Plan Caballero se sitúa en
varios frentes. En primer lugar se introducen en las Facul-
tades de Artes las disciplinas de Matemáticas, Física, Quími-
ca e Historia Natural. En un segundo término, continuando
con las orientaciones metodológicas que recoge la Real
Cédula de 1786, se establece que en la docencia e impar-
tición de tales enseñanzas, las disertaciones de rigor y clases
magistrales deben ir acompañadas de demostraciones prác-
ticas o experiencias según lo exija la materia. Por último se
establecían manuales obligatorios para tales materias: en el

208 Por esta resolución se verán afectadas Universidades tales como las de Alma-
gro, Ávila, Osuna, Baeza, Gandía, Irache, Oñate, Orihuela, Sigüenza y Toledo. Todas
ellas, en función de sus dotaciones académicas, no podían asumir las pretensiones
docentes y metodológicas del plan de estudios elaborado para la de Salamanca. Cfr.
F. Aguilar Piñal: op. cit. Págs. 89-92.

209 Este requisito aparecerá como una constante en posteriores proyectos tales
como el Informe Quintana (1813) y el Plan Carlomarde (1824). Citamos estos dos
proyectos por ser su más próximas continuadores tanto en cronología como en con-
tenido.
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caso de la Medicina sería el de Boherade, para la Botánica
el de Lorenzo Heister, en Física experimental el de Musse-
hembruek y en Química el de Juan Guter210.

5. Respecto a los estudios de Humanidades, la Filosofía Moral
aparece como estudio obligatorio para los alumnos de las
facultades de Leyes, Cánones y Teología. La tendencia al
libro de texto o manual también se establece para algunas
disciplinas de estas facultades, sírvanos de ejemplo el esta-
blecimiento de la Historia Eclesiástica de Amat para las
facultad de Cánones o la Historia Eclesiástica de los sala-
manticenses de Fray Marcos de Santa Teresa para la de
Teología211.

Los acontecimientos de 1807 no permitieron su aplicación. Sin
embargo, la idea central de establecer un mismo plan homogéneo
para todas las universidades españolas sería recogida por el Informe
Quintana de 1813, tras haber constituido uno de los temas debati-
dos en las Cortes gaditanas. La idea de homogeneización en los
niveles universitarios culminaría con el establecimiento de la Direc-
ción General de Estudios que:

«Debía cuidar de la distribución de los fondos, de las oposicio-
nes a cátedra, de los planes y reglamentos de organización, de la
redacción de obras elementales, de las bibliotecas, de la inspección
y dar cuenta anual a las Cortes y a la Nación del estado de la
enseñanza universitaria» 212.

Con posterioridad se analizará más detenidamente la posición
adoptada por las Cortes gaditanas ante la reforma de los estudios
universitarios.

3.2. Ordenación y mejora del magisterio

Si la calidad de toda enseñanza depende del nivel alcanzado por
los tres factores básicos sobre los que se asienta —libros, métodos y
materias—, una de las obligadas parcelas de intervención estatal va

210 Cfr. V. d e la F u e n t e : Historia de las universidades, Colegios y demás establecimientos
de enseñanza en España. Madrid 1885. Págs. 186-192.

211 Cfr. V. de la Fuente: op. cit. Pág. 202.
212 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5131.

280



MANUEL HERRERA GÓMEZ

a estar constituida por el intento de ordenación y mejora del ma-
gisterio, máxime si tenemos en cuenta, como señala Miguel Pere-
yra, que nos encontramos en una época en que parecía darse más
importancia al maestro que al discípulo, al corresponderle dispensar
una educación que se concibe como la adecuada aplicación de unos
principios de los que se seguirán, de modo casi necesario, unas
favorables consecuencias en los alumnos 213

Al igual que lo planteábamos para el tema referente a la homo-
geneización y unificación de los estudios, la intervención estatal en
aras de conseguir una mejora del magisterio debe interpretarse como
una nueva actitud del Estado ante la educación, valorándose ésta
como un servicio público que tiene relación con el bienestar de la
comunidad. Este es el verdadero motor que explica la preocupación
estatal y las disposiciones legales encaminadas a la mejora y control
del ejercicio docente. Así lo expresa el autor anónimo de las «Cartas
al Conde de Floridablanca»:

«Toda buena educación depende del que tengamos buenos o
malos maestros. El Estado, nuestro padre y protector, debe cuidar
de que esto sea así, pues siendo la educación uno de los pilares de
la gloria de la nación, es él quién debe velar para que tengamos
buenos maestros que enseñen las doctrinas correctas»214.

La concepción, por parte del Estado, de la educación como un
servicio público, se manifiesta en tres hechos concretos de la inter-
vención estatal en torno a la ordenación y mejora del magisterio:

1. El intento de otorgar a los maestros similares privilegios
que a los trabajadores encuadrados en las artes liberales.
Buena prueba de ello es la sustitución de la Hermandad de
San Casiano, de estructura gremial de cofradía o herman-
dad, por el Colegio Académico. La creación de esta nueva
institución no supone una simple renovación terminológi-
ca, se constituyó como un colegio o corporación profesional
al estilo del que ya tenían, por ejemplo, los letrados, los
abogados y médicos.

2. El progresivo establecimiento de unas normas básicas para
el ejercicio del magisterio. Estas normas abarcan desde as-

213 Cfr. Miguel A. Pereyra: «Hubo una vez unos maestros ignorantes. Los maes-
tros de primeras letras y el movimiento ilustrado de las Academias», en Revista de
Educación. n° Extraordinario. Madrid 1988. Págs. 195-196.

214 Correo de Madrid. 17.VII.1790.
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pectos puramente docentes —dominio de las materias que
se imparten y conocimiento de las metodologías más ade-
cuadas— hasta la exigencia de un comportamiento cívico y
cristiano a los docentes.

3. El tímido aunque real intento de establecer ciertos medios
de control respecto de una actividad pública. Nos estamos
refiriendo a las atribuciones otorgadas a Corregidores y
Justicias encargados de inspeccionar el cumplimiento del
ejercicio docente por parte de los maestros de Primeras
Letras y los profesores de las Escuelas de Gramática.

La revaloración profesional del magisterio, el establecimiento de
unos mecanismos de acceso al ejercicio docente y la inspección
estatal de una actividad considerada como pública, son los tres pi-
lares sobre los que se asientan el conjunto de disposiciones legales
dadas durante el siglo XVIII para la ordenación y mejora del magis-
terio en los niveles primarios y secundario de enseñanza.

Difícilmente se pueden comprender estas tres líneas de actua-
ción estatal si no tenemos en cuenta el panorama docente que nos
ofrecen estos niveles de enseñanza para el periodo que estamos
analizando. Así nos lo resume una carta del Maestro Cascaciruelas
publicada por D. Santos Dagelio en el «Correo de Madrid»:

«Nuestros maestros y educadores son por lo general mal paga-
dos y mal vistos por su comunidad. Difícilmente tienen conocimien-
to y maestría de las enseñanzas que ejercitan. A todo ello habría
que poner remedio en claro beneficio para la Nación (...)»215.

Todo el conjunto de disposiciones analizadas afrontan este pano-
rama y preparan la labor que, en referencia al magisterio, realizarán
los constitucionales gaditanos.

3.2.1. El Estado ante los maestros de Primeras Letras

Los inicios de la intervención estatal en torno a la ordenación,
mejora y regulación del ejercicio del magisterio en los niveles pri-
marios, se remonta al reinado de Felipe IV con la creación de la
Hermandad de San Casiano. En 1642 había sido erigida por dicho
Monarca esta congregación con el objeto de reforzar la condición de

215 Correo de Madrid. 21.XI.1789.
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la enseñanza como profesión, más allá de la simple labor catequé-
tica que tradicionalmente se le atribuía216. Para ello se favorecía
indirectamente la emancipación del magisterio de la tutela eclesiás-
tica, al tiempo que se evitaba la intromisión de extraños en el ejer-
cicio docente.

Las ordenanzas y provisiones del Consejo de Castilla en la pri-
mera mitad del siglo XVIII van encaminadas a organizar la citada
Hermandad217. Este proceso culminó con la Real Cédula de 1 de
septiembre de 1743 (inserta en el Título I del Libro VIII de la No-
vísima Recopilación) por la cual se concretaban las siguientes bases:

1. Los maestros gozarían de iguales privilegios que los traba-
jadores encuadrados en las artes liberales.

2. Todos los profesionales de la docencia deberán ser tenidos
en buenos hábitos, ser honrados y cristianos viejos.

3. Les serán aplicadas las exenciones de quintas, levas y sor-
teos, así como las cargas concejiles y oficios públicos.

4. Exclusión de las penas de cárcel por causa civil.
5. Introducción de los visitadores para inspeccionar la activi-

dad docente por mandato del Consejo.
6. Inclusión de la doctrina cristiana entre las materias de exa-

men de los maestros.

Según Galino Carrillo, nos encontramos ante el primer intento
serio de regulación oficial del ejercicio del Magisterio con carácter
nacional218.

Más explícita resultó, no obstante, la Real Cédula de 11 de julio
de 1771 al distinguir claramente los tres apartados que daban acceso
a la titulación docente y las actividades llamadas a controlar cada
una de ellas:

1. Quienes deseaban ser admitidos como maestros de primeras
letras por el Consejo de Castilla —a través de la Hermandad
de San Casiano— debían presentar ante el Corregidor o
Alcalde mayor de la respectiva cabeza de partido y a los

216 Cfr. J. A. Maravall: op. cit. Pág. 210.
217 Sirva como ejemplo la promulgada el 28 de enero de 1740, con el fin de

concretar las diligencias necesarias para ser examinados los aspirantes al magisterio.
Novísima Recopilación. Título I. Libro VIII.

218 Cfr. M. A. Galino Carrillo: «Nuevas fuentes para la Historia de la educación
española en el S. XVIII». Tomo II. Actas del Congreso Internacional de Pedagogía. Santan-
der-San Sebastián 1949. Madrid 1950. Págs. 87-88.
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Comisarios nombrados para ello «prueba auténtica del or-
dinario eclesiástico de haber sido examinados y aprobados
en doctrina cristiana» 219.

2. Estaban obligados a dar cuenta a las autoridades de justicia
de sus respectivas localidades —que posteriormente infor-
marían a\ respecto— noticias de su vida, costumbres y lim-
pieza de sangre220.

3. Finalmente serían examinados ante escribano «sobre la pe-
ricia del arte de leer y escribir así como contar»221.

Formación cristiana, rectitud de vida y una cierta competencia
en la esfera del conocimiento se erigían así, según una ordenada
escala de valores, en los condicionantes básicos de la profesión
docente en su nivel primario.

Un paso decisivo de la intervención del Estado en el control do-
cente es la Real Orden de 22 de diciembre de 1780 (inserta en el
Título I del Libro VIII de la Novísima Recopilación). Se procedía por
esta disposición a la disolución de la Hermandad de San Casiano,
pasando íntegramente sus facultades y privilegios a una nueva insti-
tución, el Colegio Académico del Noble Arte de las Letras Primeras.
Difería esta nueva institución de la anterior en un aspecto esencial:
«Su transcendencia a todo el reino», como expresamente concretaba
la citada disposición. A través de ella, el Consejo de Castilla insistiría
en la triple vertiente —religiosa, moral y cultural— como decisiva
para el ejercicio de la profesión docente. Sin embargo, se apuntaba
en la educación de la juventud el criterio —básico, por otra parte, de
la Ilustración cristiana222— de que el cultivo de la virtud y la inteli-
gencia en los años de infancia constituía «el ramo más interesante de
la Policía y Gobierno económico del Estado», lo cual parecía justifi-
car su creciente intervencionismo y control en la parcela educativa.

En este sentido la citada ley reguló: primero, el acceso de los
maestros a las escuelas públicas de la Corte mediante provisión de
las vacantes existentes por el Supremo Consejo de Castilla, prohi-
biendo además expresamente que figurara al frente de ellas —por
cesión o traspaso— personas distintas de las nombradas a efecto223;

2I9 Real Cédula de 11 de julio de 1771: op. cit. Vol. I. Pág. 206.
220 Real Cédula 11 de julio de 1771: op. cit. Pág. 206.
221 Real Cédula de 11 de julio de 1771: op. cit. Pág. 207.
222 Cfr. María A. Galino Carrillo: Tres hombres y un problema: Feijoo, Sarmiento y

Jovellanos ante la Educación Moderna. Madrid 1953. Págs. 87-88.
223 Cfr. Ley 4. Título I. Libro VIII. Novísima Recopilación.
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segundo, la admisión como pasante o leccionista —especie de auxi-
liar de maestros titulados— subordinada a las correspondientes prue-
bas de sangre, buena vida y costumbres, no haber sido notados
ascendientes de infamia, ni haber obtenido por sí ni por sus padres
empleo vil o mecánico, valorándose para el nombramiento de lec-
cionista además de los conocimientos de lectura, escritura y cálculo,
los años que los respectivos aspirantes hubieran ejercido de pasan-
tes224; tercero, los exámenes de maestros de Primeras Letras, ratifi-
cando en líneas generales lo ya expresado por la Real Cédula de 11
de julio de 1771, si bien introducía algunas novedades225.

Respecto a este último punto, una de las novedades más desta-
cables era acaso la que prohibía terminantemente el ejercicio de la
docencia —excepción hecha a los maestros titulados en este último
año— a todos aquéllos que no hubieran sido aprobados por el re-
ciente Colegio Académico226. Detrás de ello, se pretendía afirmar
definitivamente a tal institución en las estructuras docentes del
Estado erigiéndola en Supremo Tribunal examinador de los aspiran-
tes —mayores de 25 años de edad— al ejercicio del magisterio ele-
mental. Para los que residían fuera de la Corte, se distribuiría un
llamado «examen impersonal» que, evitando las molestias de los
largos desplazamientos de la época, facultaba a los interesados la
obtención del correspondiente título expedido por el Consejo de
Castilla227. Valorando su significado real no se oculta que con este
sistema —en el que se atendía principalmente a «las muestras de
escribir y cuentas recibidas»— quedaba abierto un amplio margen
para el fraude y el engaño, por cuanto el citado Colegio daría el
visto bueno a determinados ejercicios que acaso no correspondían
a sus verdaderos autores nominales.

Prescindiendo, sin embargo, de esta posibilidad, conviene desta-
car la doble fórmula desarrollada en dicha Real Cédula, respecto al
criterio de valoración que había de seguirse en el futuro:

«Si advirtieron (los examinadores del Colegio Académico) que
el pretendiente es digno de aprobación y título para todas las ciu-
dades, villas y lugares del reino, le darán aprobación absoluta;
pero reconociendo que no lo son y que pueden bastar para la
enseñanza en villas y lugares y aldeas que no suban de cien veci-

224 Cfr. Art. 15. Ley 4. Título I. Libro VIII. Novísima Recopilación.
225 Cfr. Ley 6. Título I. Libro VIII. Novísima Recopilación.
226 Ley 7. Título I. Libro VIII. Novísima Recopilación.
227 Ley 6. Título I. Libro VIII. Novísima Recopilación.
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nos, se le aprobará únicamente (para el ejercicio) en ellas, para
que no carezcan de maestros»228.

Del texto se deduce —y ello es en gran medida lo que justifica
la nueva modalidad de examen implantado— que uno de los prin-
cipales problemas con los que se enfrentaban el poder central, en el
plano educativo, consistía en la falta de maestros229. Si la Corona y
su equipo ilustrado perseguían la elevación del nivel cultural de la
sociedad española —al igual que hacían en sus respectivos países los
gobiernos ilustrados del continente europeo— ello obligaba a contar
con el personal docente imprescindible para proyectar dicha política
hasta el último rincón del reino. Tan urgente parecía considerarse
su realización, que llegó a posponerse, al menos en apariencia, el
criterio formativo de aquél a la extensión geográfica de la actividad
escolar. Como bien señala Puelles Benítez, la calidad de la enseñan-
za se sacrificaba así en favor de «cualquier tipo de enseñanza» 230.

Aunque inicialmente puede extrañar esa capacidad legal otorga-
da para la docencia a los considerados «no aptos» por el Tribunal
del Reino, debe señalarse el planteamiento realista con que el Con-
sejo de Castilla abordaba tal cuestión. En primer lugar, permitiendo
a aquéllos un acceso restringido a la docencia, se solucionaba, en
cierto modo, la situación existente en algunas localidades pequeñas
donde acaso no llegaba la benéfica acción de las Ordenes religio-
sas231. En segundo término, posiblemente también, se pretendía
sancionar de esa manera situaciones de hecho, según las cuales
personas no tituladas desempeñaban con mayor o menor fortuna,
pero siempre de acuerdo con los ayuntamientos respectivos, el pa-
pel de maestros de Primeras Letras232. Y por último, debe interpre-
tarse como fórmula más o menos eficaz de levantar una estructura

228 Ley 6. Título I. Libro VIII. Novísima Recopilación.
229 No existen estudios e investigaciones que en función de los datos suministra-

dos por los censos evalúen el número de maestros existentes durante este periodo
para el territorio peninsular. Sirva como cifra indicativa, teniendo en cuenta los
peligros que conlleva el hacerlo extensivo para todo el territorio peninsular, la dada
para el Madrid de 1787 por María Ángeles Durán: 250 maestros de primeras letras
para un total de 7.455 niños en periodo de escolarización. Cfr. María Angeles Duran:
«Notas para el estudio de la estructura social de España en el S. XVIII», en VV.AA.: Mujer
y Sociedad en España (1700-1975). Madrid 1982. Págs. 31-32.

230 Manuel Puelles Benítez: op. cit. Pág. 19.
231 Cfr. A. Galino Carrillo: op. cit. Pág. 210.
232 Cfr. A. Cabre Monserrat: Problemas de la enseñanza en época de Feijoo. Oviedo

1970. Págs. 17-18.
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educativa —que nunca es posible improvisar— en la que aquellos,
mientras tanto conseguían la aprobación definitiva que les diera
acceso a la enseñanza en todo el Reino, la ejercían temporalmente
en pequeños niveles de población en lo que podría considerarse
como periodo de práctica docente.

Los posibles efectos perniciosos que quizá se derivaron de este
planteamiento, en orden a la calidad de la enseñanza, intentaron
ser atajados a finales del reinado de Carlos III —Real Cédula de 15
de mayo de 1788— situando a dicho profesorado bajo directa vigi-
lancia de Corregidores y Justicias, hecho este el cual suponía un
paso más en el control e inspección por parte de los poderes públi-
cos de este sector de la enseñanza primaria:

«Siendo tan importante a la Religión y al Estado la primera
educación que se da a los niños, porque las primeras impresiones
que se reciben a la tierna edad duran por lo regular toda la vida,
y la mayor parte de ellos no adquieren otra instrucción cristiana
y política que la que recibieron en las escuelas, será uno de los
principales encargos de los Corregidores y Justicias el cuidar de que
los Maestros de Primeras Letras cumplan exactamente con su mi-
nisterio, no sólo en cuanto a enseñar con cuidado y esmero las
primeras letras a los niños, sino también y más principalmente en
formarles las costumbres, inspirándoles con su doctrina y ejemplos
buenas máximas morales y políticas» 233

Para Ruiz Berrio, debe considerarse esta disposición como el
verdadero inicio de la inspección docente contemporánea, al propio
tiempo que un hito destacado en la política educativa ilustrada
encaminada a convertir la educación en un servicio público de
control y dirección estatal234.

La labor ilustrada, anterior a los planes establecidos por las Cortes
de Cádiz y tendente a la ordenación, mejora y control del ejercicio
del magisterio en los niveles primarios, culmina con la Real Cédula
de 11 de febrero de 1804. Por esta disposición se concedió libre
facultad para el ejercicio del Magisterio a todos aquellos que supe-
rando el correspondiente examen obtuvieran el título del Consejo
de Castilla «siendo cada maestro dueño de establecer su escuela en
cualquier barrio, calle o lugar que bien le pareciera» 235. Se preten-
día en consecuencia:

233 Real Cédula de 15 de mayo de 1788: op. cit. Pág. 615.
234 Cfr. Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 19-21.
235 Real Cédula 11 de febrero de 1804: op. cit. Pág. 485.

287



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

1. Mantener el control estatal en torno al ejercicio de esta
profesión.

2. Hacer del magisterio una carrera abierta, con ejercicio no
condicionado por privilegios ni interés de grupo.

Según Sarrailh, en vísperas de la Guerra de la Independencia, la
legislación vigente respecto al ejercicio del magisterio presentaba
importantes avances, aunque también notables lagunas, que los
Constituyentes gaditanos abordarían236. Desde nuestro punto de
vista la principal laguna estaba constituida por la no existencia de
una titulación previa para el ejercicio del magisterio en Primeras
Letras. De esta forma tanto bachilleres como licenciados o indivi-
duos sin carrera, que manifestasen el grado de aptitud exigido al
efecto, podían regentar una escuela de Primeras Letras. Sin embar-
go a pesar de este vacío legal, el conjunto de disposiciones ilustradas
que hemos ido analizando habían conseguido:

1. Reforzar la condición de la enseñanza como profesión, más
allá de la simple categoría catequética que tradicionalmente
se le atribuía.

2. Que el magisterio se presentara como una carrera abierta
no sujeta a los privilegios e intereses de grupo.

3. Establecer una serie de requisitos morales e intelectuales
para los aspirantes a maestros, requisitos que debían de-
mostrar y superar en cada caso.

4. Que el Estado asumiera, aunque fuera de forma embriona-
ria, competencias de control e inspección sobre estos nive-
les de enseñanza.

3.2.2. Virtud, erudición y celo en los docentes de secundaria

Los niveles secundarios de enseñanza —las llamadas Escuelas de
Gramática y Latinidad— también van a ser objeto de la interven-
ción estatal en aras a la ordenación, mejora y control del ejercicio
docente. Al igual que en la enseñanza primaria se piensa que la
calidad educativa está en gran medida ligada a la existencia de
buenos profesores «donde concurran la virtud, la erudición y el
celo»237.

236 Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Pág. 342.
237 Real Decreto de 19 de enero de 1770: op. cit. Pág. 155.
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En la primera mitad del siglo XVIII asistimos a un vacío legal
con respecto a este nivel educativo. No encontramos ninguna dis-
posición que haga alusión a la enseñanza secundaria, tanto en lo
que se refiere a los contenidos de esta enseñanza, como en lo re-
ferente al control y ordenación del ejercicio del magisterio. Domín-
guez Ortiz vincula esta ausencia de legislación al tradicional mono-
polio que en torno a este nivel de enseñanza ejercían las Ordenes
religiosas, en especial la Compañía de Jesús y la Orden Calasancia.
El que los estudios de Latinidad y Gramática fueran controlados por
jesuítas, escolapios y, en menor medida, por dominicos y claretia-
nos, impedían una plena intervención estatal238.

La primera disposición legal que hace referencia al control del
ejercicio del magisterio en la enseñanza secundaria es el Real Decre-
to de 21 de junio de 1747 —anteriormente estudiada cuando anali-
zábamos el proceso de homogeneización que nos describe la política
educativa del siglo XVIII—. En un contexto que viene caracterizado
por el intento de dotar de cuerpo a estos estudios, en cuanto que en
teoría suponen una preparación para los niveles universitarios239, se
encargaba al Consejo de Castilla que adoptase las medidas de control
adecuadas para los que fueran a ejercer el magisterio en las Escuelas
de Latinidad y Gramática240. Para Emilio Redondo, este Real Decre-
to, al igual que otras disposiciones legales dadas por la Corona para
otros niveles educativos y durante este mismo periodo, responde al
planteamiento general de progresiva intervención estatal en materias
educativas fruto del éxito obtenido en otros terrenos241.

Consecuencia directa de esta disposición real es la Provisión dada
por el Consejo de Castilla el 15 de enero de 1749. De acuerdo con

238 Cfr. A. Domínguez Ortiz: Las claves del Despotismo ilustrado. Madrid 1990.
Págs. 48-49.

239 Cfr. F. Aguilar Piñal: «Entre la Escuela y la Universidad: La enseñanza secun-
daria en el S. XVIII». Revista de Educación. Número Extraordinario. Madrid 1988.
Págs. 227-228. Se analiza en esta ponencia la diversidad de centros, la anarquía de
contenidos y heterogeneidad de docentes existentes en este nivel de enseñanza.
Desde un primer momento, Aguilar Piñal establece que uno de los objetivos priori-
tarios de los monarcas ilustrados es racionalizar y ordenar estos estudios, dotándolos
de una estructura que los convierta en un auténtico antecedente de las enseñanzas
universitarias.

240 «Deberá el consejo de Castilla tener entre sus funciones el establecer las correspondientes
disposiciones necesarias que regulen el acceso al Magisterio en las Escuelas de Latinidad y
Gramática». Real Decreto de 19 de enero de 1770: op. cit. Págs. 155-156.

241 Cfr. Emilio Redondo: «La secularización docente en la segunda mitad del
S. XVIII español: labor de los políticos», en Revista Española de Pedagogía. Núm. 96.
Madrid, 1966. Págs. 283-284.
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lo emanado del Real Decreto de 1747, el Consejo de Castilla inten-
taba establecer a través de esta Provisión las directrices básicas para
la formación de un Tribunal Nacional que examinase a los candida-
tos a profesores en Escuelas de Latinidad y Gramática:

«Primero: Se nombrará un Tribunal Examinador igual para
todo el Reino, nombrado por la Corona y previa elección del Con-
sejo de Castilla.

Segundo: En dicho Tribunal estarán presentes dos miembros
del Consejo de Castilla.

Tercero: Será el Tribunal el que proponga al Monarca los más
dignos, hábiles y beneméritos para el ejercicio del magisterio.

Cuarto: Tendrá en cuenta este Tribunal de forma especial,
mediante exámenes de latín oral y escrito, el conocimiento de dicha
lengua por los pretendientes»242.

Dos aspectos destacan en esta Provisión. En primer término el
carácter nacional que presenta dicho Tribunal. Si con anterioridad
veíamos como una de las máximas pretensiones de la intervención
estatal era el establecer un plan de estudios uniforme para todo el
conjunto nacional, esta uniformidad va a estar también presente en
los intentos de ordenación y control del magisterio. En segundo
lugar la importancia del Latín. No en vano el aprendizaje y cono-
cimiento de esta lengua era el objetivo básico de las escuelas de
Gramática, intentando capacitar al máximo a los futuros alumnos
universitarios243.

Este Tribunal nunca se constituyó. Puelles Benítez aduce como
argumento la propia naturaleza y carácter de este nivel educativo,
en el que la participación estatal era mínima, salvo contados casos
en que algunos Ayuntamientos con sus propios fondos sostenían
algunos establecimientos244. Si este nivel educativo hubiera estado
controlado en su mayor parte por el Estado, las atribuciones y fun-
ciones de este Tribunal habrían sido una realidad, significando el
primer intento de ordenación y control por parte del Estado del
magisterio de secundaria245.

242 Provisión del Consejo de Castilla de 15 de enero de 1749. Inserta en el Títu-
lo II. Libro VIII de la Novísima Recopilación.

243 La causa no era otra que la de ser el idioma culto por excelencia, obligatorio
en libro de texto y aun en la viva escuela, tanto en las aulas como en los ejercicios
públicos.

244 Cfr. Manuel Puelles Benítez: op. cit. Pág. 22.
245 No se trata de hacer hipótesis históricas sobre lo que podría haber pasado, pero

siendo como era una realidad el monopolio eclesiástico de los niveles de enseñanza
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A la escasa participación estatal, hemos de añadir la propia
autonomía de las Ordenes religiosas, monopolizadoras de este nivel
educativo. Abastecían las necesidades docentes de cada centro en
función de su propios criterios y recursos246.

Buena prueba de que la disposición de 1749 no se aplicó es el
Real Decreto de 19 de enero de 1770. En él se nos repiten de forma
muy parecida los contenidos y objetivos de la Provisión dada por el
Consejo de Castilla veinte años antes. Sin embargo, hay dos ele-
mentos decisivos que determinan el contexto en el que se ubica el
decreto de 1770. El primero, de carácter lejano, es definido por
Mateos Carretero como el éxito obtenido por la intervención estatal
en otros niveles educativos. Las disposiciones legales de 1740 y
1743 referentes a la ordenación del magisterio en los niveles prima-
rios y con amplia repercusión nacional, sentaron las bases para una
decidida intervención estatal en torno a la ordenación del magiste-
rio en los niveles secundarios247. El segundo elemento, y con un
carácter próximo, está constituido por la expulsión de la Compañía
de Jesús en 1766. Constituye éste un hecho determinante para que
la atención estatal cubra las necesidades de un nivel que es el que
más sufre las duras consecuencias de la expulsión de la Compañía.
Roto el monopolio casi exclusivo de los jesuitas, el Estado intenta
aplicar a los estudios secundarios la ordenación del magisterio pues-
ta en práctica en los niveles primarios de enseñanza.

El Real Decreto de 1770 se hace eco del planteamiento existente
en las disposiciones legales que hacen referencia a la enseñanza
primaria, donde se es consciente que el óptimo desarrollo de la
educación dependía de la existencia de buenos maestros. Así nos lo
recoge textualmente el Decreto de 1770:

«Para que estos estudios tengan unos principios sólidos con que
pueda yo prometerme un señalado bien para mis Reinos con el
aprovechamiento de la juventud y progresos de la literatura, es mi
voluntad que se establezcan desde luego con la mayor perfección
posible, eligiendo, para Maestros, sujetos en quienes concurran la

secundaria, difícilmente podría tener aplicación práctica esta disposición emanada del
poder estatal.

246 Sobre la dotación docente de los centros de enseñanza pertenecientes a la
orden jesuíta existe el estudio de P. Mesnard: «La pedagogía de los Jesuitas», en:
op. cit. Méjico 1974. Para los centros dependientes de los escolapios está la obra de
C. Vila Pala: Las Escuelas Pías. Su historial Pedagógico. Barcelona 1972.

247 Cfr. María P. Mateos Carretero: La enseñanza en el Alicante del S. XVIII. Valencia
1982. Págs. 87-88.
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erudición, virtud, celo y demás cualidades que les hagan dignos de
mi confianza en esta parte»248.

Con este objetivo se abrió un concurso a nivel nacional. Los
exámenes propuestos a tal objeto por la citada ley constaban de tres
partes: una primera, en la que habrían de ejercitarse los concursan-
tes «escribiendo en latín alguna disertación, oración o poesía (según
la condición de la enseñanza) sobre el asunto que les sorteasen, y
esto en el término de 24 horas, trabajándolo dentro de la Biblioteca
con sólo el auxilio de un escribiente y de los libros que pidiera». En
segundo lugar, explicarían los fundamentos de su obra respondien-
do a las objeciones que los examinadores hicieran sobre ella. Y,
finalmente, se desarrollaría otro ejercicio, esta vez de carácter públi-
co «en que recitarán lo que antes hubieran escrito y defendieran
dos conclusiones de aquello que por suerte eligieron, respondiendo
a los argumentos propuestos por dos de los concurrentes»249. Para
una mayor objetividad en la valoración de los resultados, la Corona
retoma el modelo de Tribunal propuesto por el Consejo de Castilla
en la Provisión de 15 de enero de 1749. En dicho Tribunal estarían
presentes los individuos previamente seleccionados por el Consejo
y ratificados por la Corona, a los que se sumarían dos ministros del
citado Consejo. Juzgados los conocimientos y demás circunstancias
que pudieran concurrir en los aspirantes, e informado aquel a este
respecto, propondría al Monarca «los más dignos, hábiles y bene-
méritos» 250. Propuesta que no ha de considerarse como un simple
y rutinario trámite, por cuanto el Rey, lejos de limitarse a sancio-
narlo, la sometía a su vez a un nuevo estudio a fin de «nombrar a
los que estimare más a propósito para cada una de dichas enseñan-
zas»251.

Este manifiesto interés hacia la preparación del magisterio de las
enseñanzas secundarias, inmerso lógicamente en el contexto gene-
ral de la política ilustrada, respondía además a una circunstancia
determinante. Las Escuelas de Gramática, con la variedad de disci-
plinas, estudiada en anteriores apartados, representaban el nivel
intermedio de las enseñanzas, preparando en consecuencia a los
alumnos para acceder a cursar estudios en las diferentes facultades
universitarias. De ahí que la formación obtenida en tales centros

248 Real Decreto de 19 de enero de 1770: op. cit. Pág. 155.
249 Real Decreto de 19 de enero de 1770: op. cit. Págs. 155-156.
250 Real Decreto de 19 de enero de 1770: op. cit. Pág. 156.
251 Real Decreto de 19 de enero de 1770: op. cit. Págs. 156-157.
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secundarios asumiera un papel clave en el marco educativo nacio-
nal. Si era común el criterio de que la existencia de buenos maes-
tros constituía un elemento básico para la modernización cultural,
parecía necesario exigir a quienes accedían al máximo nivel de la
enseñanza —que nutría a su vez todas las escuelas docentes— el
mayor grado posible de instrucción.

Para J. Sarrailh el Real Decreto de 1770 significará un notable
progreso en la historia de la enseñanza. Junto a la incorporación de
nuevas materias como las Matemáticas, la Física, el Derecho Natural
y de Gentes, asistimos a un verdadero control del profesorado que
será elegido por concurso fuera de las Ordenes religiosas252. Del
éxito de esta disposición, en lo referente al control del magisterio,
son buenas muestras las dotaciones del profesorado que encontra-
mos en los centros de este nivel educativo repartidos por el territo-
rio peninsular253.

Hasta el Plan de Caballero de 1807 no existe ninguna disposi-
ción legal más que haga referencia al asunto estudiado. La única
novedad que aporta este último con respecto al Decreto de 1770 es
la necesidad de dar un mayor realce a otras disciplinas en los exáme-
nes para el futuro profesorado. Si en las disposiciones de 1749 y
1770 se había hecho especial hincapié en el conocimiento del latín,
la progresiva incorporación de nuevas materias exige que el profe-
sorado que las imparte tenga perfecto conocimiento de las mismas.
Así, a los exámenes de latín oral y escritos, se añadirán los de
Hebreo, Griego, Física, Matemáticas, Derecho Natural y de Gentes.
De esta, forma según dice el citado plan, «nuestros profesores de
latinidad y gramática podrán dar a los jóvenes una cultura general
necesaria e imprescindible para el acceso a la Universidad»254.

252 Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Pág. 214.
253 Aún falta bastante para tener un perfecto conocimiento de las repercusiones

regionales y provinciales, en cuanto a la dotación docente de los centros, por parte
de la citada disposición. Sólo existen algunos estudios monográficos que revelan la
mejora de la calidad de las enseñanzas impartidas, de acuerdo con lo establecido por
el Real Decreto de 19 de enero de 1770. Para el caso de Córdoba está la obra de José
M. de Bernardo Aser: Las cátedras de Gramática en los pueblos de Córdoba en la segunda
mitad del S. XVIII. Sevilla 1978. Págs. 93-98. El área levantina ha sido estudiada por
David Garzón Cerezo: Las cátedras de Gramática en la Valencia del último tercio del
S. XVIII y primeros del XIX. Murcia 1983. Págs. 117-132. Francisco Aguilar Piñal ha
trabajado sobre el caso de Madrid y su Corte en: «La Real Academia Matritense en
los planes de la Ilustración», En Anales del Instituto de Estudios Madrileños. Tomo III
(1966). Págs. 183-188.

254 Historia de la Educación en España. Tomo I. Del Despotismo Ilustrado a las Cortes de
Cádiz. Madrid 1979. Pág. 317.
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3.2. Participación estatal en el gobierno y control
ideológico de las instituciones universitarias

Junto al desarrollo de una legislación encaminada al fomento e
incorporación de nuevos planes de estudio en las distintas univer-
sidades, fomento e incorporación que culminan con el Plan Caba-
llero de 1807 y el establecimiento de un único y homogéneo plan
de estudios para todas las universidades españolas, la otra gran
parcela de la acción del Estado en los niveles universitarios está
constituida por su progresiva participación en la estructura de go-
bierno y el establecimiento de mecanismos de control ideológico.

Como bien señala Álvarez de Morales, hasta finales del si-
glo XVIII las Universidades habían permanecido al margen de la
acción del Estado y las pocas decisiones que los Monarcas adoptaron
respecto de ellas quedaron normalmente sin aplicar ante la resisten-
cia que estaban en condiciones de ofrecer255. Sólo en un punto
resultó, durante los siglos XVI, XVII y buena parte del XVIII, impor-
tante la acción de la Monarquía con respecto a la Universidad y fue
su actitud de favorecer la fundación de Universidades por toda la
península, de forma que en estos siglos se llegaron a fundar 24,
acercándose así a 40 el número de universidades que existían en el
siglo XVIII256.

En el último tercio del siglo XVIII asistimos a la creación de dos
nuevas figuras dentro de las estructura universitaria, los Directores
de universidades y los Censores Regios257, que suponen el inicio de
la concentración en manos del gobierno de la dirección y control
ideológico del estamento universitario.

La aparición de estas dos nuevas figuras ha de vincularse a dos
fenómenos concretos: la propia transformación del Estado y, de
forma más directa, la expulsión de la Compañía de Jesús. Respecto
al primero hemos de señalar, como hemos puesto de relieve en
anteriores apartados, que durante el siglo XVIII nos encontramos

255 Cfr. A. Álvarez de Morales: «La Universidad en la España de la Ilustración»,
en Revista de Educación. Número Extraordinario. Madrid 1988. Pág. 470.

256 Por razones políticas y por tanto extrañas a toda reforma universitaria, tras la
guerra de Sucesión, Felipe V impuso como castigo a Cataluña la pérdida de todas las
Universidades catalanas que existían en ese momento, que eran siete, y la sustitu-
ción por una nueva fundada en Cervera, que se instituyó de acuerdo con el modelo
de la Universidad de Salamanca y entregó a los jesuítas.

257 En sentido estricto los Censores Regios no puede decirse que sean una figura
de nueva creación. Su precedente más inmediato esta constituido por los visitadores
temporales recogidos en la Not. 9. Título VIH. Libro VIII de la Novísima Recopilación.
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con un Estado que va a intervenir en materias que hasta entonces
eran privativas de la sociedad, como la beneficencia o la enseñanza.
Ello se traduce de forma concreta, en los niveles universitarios, en
un intento por parte del Estado de intervenir y participar en la
estructura gubernativa de las instituciones universitarias. Directores
de Universidad y Censores Regios son un fiel reflejo, cómo poste-
riormente veremos, de intervención estatal, en cuanto que ejerce-
rán funciones de control y gobierno en la tradicional y anquilosada
estructura universitaria. Por su parte, la expulsión de los jesuítas
abrió las puertas a una acción en las Universidades hasta entonces
desconocida. Mariano y José Luis Peset ponen de relieve el control
universitario ejercido por la Compañía y las consecuencias negativas
derivadas de ello. Ante esta situación, ilustrados y hombres de go-
bierno, como Manuel de la Roda, Campomanes u Olavide, aboga-
ron por la ruptura del monopolio universitario jesuítico y la nece-
sidad de intervención del Estado258. Nuestros hombres de la
Ilustración están de acuerdo en afirmar la decadencia universitaria
y ven como vía de solución la intervención progresiva del Estado259.

Siguiendo el modelo genérico establecido por Puelles Benítez, la
estructura gubernativa que presenta la Universidad española en el
siglo XVIII es la siguiente: la máxima autoridad se centraba en la
figura del rector —que había de ser bachiller al menos por la Uni-
versidad donde ejercía el cargo—. Su mandato era por un año y
junto a atribuciones propiamente académicas —supervisar la labor
de los catedráticos, visitar las aulas e inspeccionar el funcionamien-
to de las distintas Facultades, controlar la perfecta impartición de las
diversas materias, etc.— asumía también funciones civiles y crimi-
nales, privativas en todas las causas relacionadas con los graduados,
catedráticos, estudiantes, ministros y oficiales de la Universidad260.
Al lado del rector se encontraba el vicerrector, nombrado cada año
por sorteo en el primer claustro del mes de Septiembre. Debía ser
dignidad o canónigo de la Sta. Iglesia Metropolitana de la ciudad,
estar ordenado «in sacris», tener veinticinco años cumplidos y ser
bachiller por alguna de las facultades de la Universidad. Ejercía la

258 Cfr. M. y J. L. Peset: La universidad Española (siglos XVIII y XIX). Madrid 1974.
Cap. 11 dedicado al control efectuado por la Compañía de Jesús en torno a los
establecimientos universitarios y la crítica realizada por los sectores ilustrados.

259 Un fiel exponente de esta crítica a la decadencia universitaria y la necesidad
de intervención estatal nos lo constituye Pablo Olavide para quien la universidad
debe ser «una oficina pública que instituye el gobierno para dar buenos estudiantes».
Pablo Olavide: Plan de Estudios de la Universidad de Sevilla. Sevilla, 1769. Pág. 91.

295



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

jurisdicción del rector en ausencia de aquél y como tal no disfrutaba
de asiento ni procedencia alguna en ella261. Por otra parte, se en-
contraban los consiliarios —seis en número, de los cuales uno era
el rector saliente y los otros cinco elegidos por sorteo— cuyas fun-
ciones consistían en asistir al rector en todo lo referente al gobierno
ordinario de la Universidad, excepción hecha de lo propiamente
jurisdiccional262. Con atribuciones de inspección se encontraba el
cargo de fiscal, elegido por votación de entre tres doctores de la
Facultad de Leyes o Cánones en el primer claustro del rector, con-
siliarios y catedráticos. No podía ser ni catedrático, ni eclesiástico, ni
consiliario. Controlaba todos los oficios del centro, al corresponderle
cuidar de que todos ellos —desde el rector hasta el último estudian-
te— cumplieran con sus particulares obligaciones263. Completaban
el gobierno de la Universidad un receptor, un contador y el síndico,
ocupados respectivamente en la administración de sus rentas, la
supervisión de estas y el arreglo de los asuntos de la misma fuera
de la ciudad264. Todos ellos debían prestar juramento de acatar lo
establecido en los estatutos.

A esta estructura de administración y gobierno, iniciando el
proceso de intervención estatal, se añade por Real Cédula de 14 de
marzo de 1769 y Auto Acordado del Consejo de 20 de diciembre de
1768 la figura del director de Universidad. Los motivos que aduce
esta Real Cédula para la creación de este nuevo cargo son los si-
guientes:

«Dado el deplorable estado de decadencia en que se encuentran
estas nuestras Universidades es necesario el establecimiento de una
persona de mi confianza que me informe con exactitud de cada una
de sus necesidades para poner con ello remedio a su estancamien-
to»265.

Poner fin a la decadencia universitaria y decidida intervención
estatal, son las motivaciones iniciales para el establecimiento de este
nuevo cargo cuyo nombramiento había de recaer en alguien que
fuera ministro del Real y Supremo Consejo de Castilla, y no hubiera

260 Cfr. Ley 8. Título VI. Lib. VIH. Novísima Recopilación de las leyes de España.
Madrid 1829.

261 Cfr. L e y 9 . T í t u l o VII L i b r o VIII: op. cit.
262 Cfr. Ley 8. Título VI. Libro VIII. Nota 6: op. cit.
263 Cfr. Ley 7. Título VI. Libro VIII: op. cit.
264 Cfr. Ley 3. Título VI. Libro VIII: op. cit.
265 Real Cédula de 14 de marzo de 1769: op. cit. Vol. I. Págs. 137-138.
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estudiado en la Universidad para la que era designado. De esta
forma se pretendía evitar la corrupción o la posible justificación de
la misma.

Las atribuciones del Director de Universidad, concretadas en
cuarenta puntos, abarcaban todo lo relativo a los estudios, hacienda
universitaria, provisión de cátedras y acuerdos del Claustro, siendo
uno de sus cometidos principales, enterarse del estado de la Univer-
sidad y del carácter de sus enseñanzas, a fin de determinar con
exactitud las causas de su decadencia.

Parece lógico sospechar que a tenor de las personas escogidas y
las atribuciones que este cargo poseía, coadyuvarían indirectamente
a concentrar la dirección del estamento universitario en manos del
gobierno ilustrado. Sin embargo, a pesar de la importancia intrín-
seca de tal creación y de lo concreto de sus objetivos, los directores
desempeñaron un papel de escasa importancia. Ello en gran medida
se encuentra motivado por una serie de elementos:

1. En primer término, el hecho de que tales directores residie-
ran en Madrid, donde resultaba bastante problemático en-
terarse del verdadero estado de su Universidad.

2. El propio recelo de las Universidades hacia esta nueva figu-
ra. Siempre desconfiaron de la intromisión de estos hom-
bres de la Corona en su diaria actividad académica y guber-
nativa266.

3. Una situación equívoca y ambigua que invalidó de hecho
su propia gestión. Buena muestra de esto es que cuando se
reclamó su intervención no fue para el puntual cumpli-
miento de sus deberes, sino para apoyar las demandas de su
Claustro, opuestas en ocasiones a las propias directrices de
la política real267. Esta situación había de comprometer la
tarea y, en definitiva, la misma existencia del cargo direc-
torial. Obligado por ley a defender la teoría de reforma y
centralizadón universitaria, no podía desdeñar simultánea-
mente, ya que era parte de su misión, el papel de valedor
y protector de los intereses del estudio que regía.

266 F. Aguilar Piñal nos recoge en su obra Los comienzos de la crisis universitaria en
España. Madrid 1967. Págs. 117-135 la oposición del claustro de algunas universida-
des —entre otras la de Valladolid, Alcalá, Santiago y Granada— hacia la figura del
Director de Universidad. Existe la opinión común en los claustros de estas universi-
dades de ver en este nuevo cargo un intento por parte de la Monarquía de romper
la tradicional autonomía universitaria.

267 Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Págs. 207 y ss.
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A pesar del fracaso de esta figura de nueva creación y primer
embrión de la participación estatal en el gobierno universitario, él
Plan Caballero de 1807 la recupera268. Con esta recuperación, al pro-
pio tiempo se intentan subsanar algunos de los defectos que anterior-
mente habían invalidado el verdadero ejercicio de sus funciones:

• El cargo de Director de Universidad será incompatible con
cualquier otro oficio público.

• Deberá residir en la ciudad donde se encuentra ubicada la
Universidad que está a su cargo.

• Presentará semestralmente a la Secretaría de Gracia y Justicia
un informe referente al estado económico de la universidad,
dotación académica y evolución en la aplicación de los planes
de estudio.

Las Cortes de Cádiz anularán esta figura. Tanto el plan Quintana
como el Dictamen y Proyecto de Decreto de 1814, tendrán una
actitud de respeto a lo que tradicionalmente había constituido la
autonomía universitaria.

Si los Directores de universidades marcan el inicio de la partici-
pación estatal en la estructura gubernativa de la Universidad, los
Censores Regios van a suponer el punto de partida del control ideo-
lógico y doctrinal de la enseñanza universitaria por parte del Estado.
Su aparición se vincula a un suceso ocasional: el «incidente
Ochoa»269. El 30 de enero de 1770 de bachiller Ochoa defiende en
Valladolid una tesis claramente contraria a las regalías. El doctor
Torres la denuncia vivamente, siendo severamente atacado por la
Universidad, obligándole a recurrir ante el Consejo de Castilla. La
respuesta del Consejo es sumamente dura: reprende con gran ener-
gía a todos los doctores que se opusieron al doctor Torres, y espe-
cialmente al decano; se prohibe formalmente enseñar doctrinas
contrarias al regalismo o a la autoridad regia; se nombra un censor
real para asistir en esta Universidad al examen de las enseñanzas 270.
Este primer paso, como consecuencia de los acontecimientos suce-
didos en la Universidad vallisolitana, adquiere un carácter nacional,
extensible a todas las universidades del Reino con la Provisión del
Consejo de 6 de septiembre de 1770. Concretaba dicha ley el come-
tido de los Censores Regios estableciendo que «examinarán las con-

268 Cfr. M. Puelles Benítez: op. cit. Pág. 46.
269 Cfr. R. Herr: España y la Revolución del S. XVIII. Madrid 1971. Págs. 89-90.
270 Cfr. Provisión del Consejo de 5 de abril de 1770: op. cit. Vol. I. Págs. 164-165.
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clusiones que hubieran de defenderse en estos centros, antes de
imprimirse y repartirse, no permitiendo que se enseñen directrices
contrarias a la autoridad real y las regalías de la Corona» 271 con la
particularidad de que en las Universidades donde hubiera Cnanci-
llerías o Audiencias serían censores los respectivos fiscales.

El plan Caballero de 1807 aumenta los poderes y atribuciones de
los Censores Regios. Las funciones de control e inspección que les
otorgaba la Provisión de 1770 se completan al darle a los censores
la potestad para suspender de empleo y sueldo a todos aquellos
docentes que enseñen doctrinas contrarias a la autoridad real272. De
esta forma el cargo de fiscal, figura ésta elegida por la propia uni-
versidad y a quien correspondía verdaderamente aplicar estas sus-
pensiones, queda vacía totalmente de contenido. Con este plan, es
una persona, impuesta por el Estado, quien ejerce las funciones de
inspección, control y aplicación de penas, en caso de que sean
necesarias, dentro de la docencia universitaria.

Al igual que con los directores de Universidad, el Proyecto
Quintana y el Dictamen y Proyecto de Decreto de 1814, anularán
esta figura. Es una muestra más del respeto que los constituyentes
gaditanos tienen hacia el gobierno autónomo universitario.

3.4. El Estado ante las enseñanzas profesionales

En páginas anteriores hemos recogido la preocupación existente
en el pensamiento ilustrado por la enseñanza profesional o práctica,
preocupación que en gran media esta motivada por la impronta de
lo económico. Los poderes públicos, según señala Sarrailh, recogen
este fermento y a lo largo de toda la centuria intervienen de forma
decisiva en el fomento, ordenación y estructuración de la llamada
educación informal273.

La atención e intervención estatal en el campo de las enseñan-
zas técnicas o informales describe para el siglo XVIII dos etapas
claramente diferenciadas, diferenciación que en gran medida res-
ponde a la distinta política de actuación seguida por el Estado en
torno a estas enseñanzas. Si en un primer momento la intervención
estatal se limita a seguir confiando a los gremios la enseñanza de
estas artes profesionales y erigir algunas fábricas reales que actúan

271 Provisión del Consejo de 6 de septiembre de 1770: op. cit. Vol. I. Pág. 176-177.
272 Cfr. Manuel Puelles Benítez: op. cit. Pág. 48.
273 J. Sarrailh: op. cit. Págs. 174 y ss.
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como talleres-escuelas donde ejercen una notable influencia técni-
cos traídos del extranjero, a partir del reinado de Carlos III se nos
desarrolla un amplio programa de fomento económico en cuyo
contexto asistimos al origen y reforma de escuelas de tipo técnico,
así como a otras iniciativas pedagógicas reformistas.

La que podríamos llamar primera etapa, corresponde a los rei-
nados de Felipe V y Fernando VI. La política de los primeros Bor-
bones, dentro del terreno que estamos analizando trajo consigo:

1. La creación bajo tutela estatal de Reales Fábricas como las
de Guadalajara, San Fernando y Brihuega.

2. La incorporación a éstas y otras manufacturas de numero-
sos técnicos extranjeros.

3. Establecimiento de medidas proteccionistas.
4. Potenciación y creación de Compañías comerciales.
5. Traslado de la Casa de Contratación de Sevilla a Cádiz.
6. Desarrollo de un programa netamente mercantilista.

A lo largo de esta etapa, como concluye Domínguez Ortiz, los
políticos lograron un cierto renacimiento de las actividades econó-
micas, en base a la mayor eficacia del Estado; pero no pudieron
superar el retraso estructural de nuestro país respecto a otras áreas
europeas, lo que habría exigido un esfuerzo más enérgico y conti-
nuado para modificar mentalidades y superar el atraso técnico, es-
fuerzo que debería haberse hecho notar más en el sector educativo,
estableciendo nuevos centros de enseñanza —como después se
hizo— en vez de confiar la innovación a la búsqueda de especialis-
tas extranjeros274.

Desde la perspectiva del análisis de la intervención estatal en las
enseñanzas profesionales o técnicas, hay que subrayar que la polí-
tica mercantilista se limitó a seguir confiando a los gremios la en-
señanza de estas artes tradicionales —conviene recordar aquí que
Felipe V amplió el número de corporaciones275— y a la introducción
en el marco de las manufacturas reales del modelo fábrica-escuela,
concibiendo aquéllas como unidades de enseñanza y producción
dirigidas por técnicos, generalmente importados, que difundían entre
los operarios y aprendices las innovaciones estilísticas y metódicas.

274 A. Domínguez Ortiz: Sociedad y Estado en el S. XVIII español. Barcelona 1986.
Págs. 102-103.

275 L. Enciso Reno: Los establecimientos industriales españoles en el S. XVIII. Madrid
1963. Pág. 14.
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Durante el primer tercio del siglo, además de las Reales fábricas,
citadas anteriormente, se pusieron bajo la dirección del Estado,
sometidas a este régimen pedagógico-laboral, las manufacturas de
textiles y objetos de lujo de Talavera, Valencia, Murcia, Ezcaray,
Segovia, La Granja, Sevilla y Granada entre otras276.

Cada una de estas fábricas-escuelas se concibió como centro de
irradiación laboral y técnica. La población agrícola y artesana próxi-
ma a las manufacturas realizaba las manipulaciones primeras a que
había de someterse la materia prima, sobre todo en el sector textil.
En cuanto a la organización interna de las fábricas-escuela, los nue-
vos centros reflejan numerosas influencias del régimen gremial: li-
mitación del número de aprendices, reserva de plazas a hijos de
maestros gremiales, implantación de escritura de aprendizaje, larga
duración del proceso formativo, participación de algunos gremios en
la inspección y en la junta de exámenes, persistencia del examen de
maestría277.

No obstante lo anterior, las fábricas de nueva planta introduje-
ron innovaciones importantes en orden a la flexibihzación y moder-
nización de los sistemas de trabajo y enseñanza: intervención de
artistas extranjeros —franceses, italianos, ingleses y holandeses,
principalmente—, dotación de ayudas a los aprendices con cargo a
fondos gremiales y municipales, concesión de premios, reducción de
costes en las pruebas de maestría, participación de la Junta de
Comercio en la inspección y del Intendente y los municipios en los
exámenes, libertad para variar la parte técnica de las ordenanzas
gremiales, etc.278.

Pese a todo, las actitudes de los observadores de la época y de
los historiadores no fueron siempre coincidentes279 y en todo caso

276 J. Vicens Vives: Historia Económica de España. Barcelona 1967. Pág. 478-480.
277 A.G.S. Secretaría de Hacienda, leg. 789, R.C. de 29 de septiembre de 1756

sobre la Real Casa Fábrica de Valencia.
278 A.G.S. Secretaría de Hacienda, leg. 789, doc. de 7 de abril de 1753.
279 Unos, como Múzquiz recomendaban a los fabricantes —en este caso los valen-

cianos— que se dedicaran a «cortejar» a los técnicos extranjeros y a «seguir con
paciencia y buen modo los consejos y documentos que estos famosos artífices les diesen para
perfección de su maniobra». Cfr. R. Herr: op. di. Pág. 167. Otros en cambio como
Capmany, se lamentaban del escaso arraigo que en nuestros naturales habían tenido
las artes e invenciones foráneas. Replicando a Larruga, el defensor de los gremios,
pedía que se fomentara más la laboriosidad de los españoles: «Aunque se establezcan
—dice— mil fábricas, mil talleres, nunca diríamos que los españoles son industriosos, sino que
en España hay industria, que son dos cosas muy diferentes. Pero como esta industria —se
refiere a la regentada por maestros extranjeros— es precaria, o como forzados no se arraigue,
no forma escuela y así no deja discípulos, por consiguiente, sufre contratiempos, transmigra, cae
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parece evidente que la política industrial y educativa de los prime-
ros Borbones no fue suficiente, como ya se ha advertido, para sa-
cudir el atraso, superar la decadencia e impulsar el fomento.

Los últimos años del reinado de Fernando VI parecen indicar,
sin embargo, un importante cambio de actitud que se sitúa como
precedente de la posterior política bajo el reinado de Carlos III. El
hecho más significativo de este cambio de actitud esta constituido
por la influencia de los planes de Bernardo Ward —anteriormente
estudiado y recogidos en su obra «Proyecto económico»— que tie-
nen como consecuencia la aparición de las dos primeras corporacio-
nes locales para el fomento de la economía y la instrucción profe-
sional. Nos estamos refiriendo a la Sociedad Económica Bascongada
autorizada en 1765 y la Junta de Comercio de Barcelona que inicia
su singladura en 1758 280.

Si con anterioridad, la intervención estatal, en el campo de las
enseñanzas profesionales, se había limitado a seguir confiando a los
gremios las tradicionales funciones de instrucción y a la introduc-
ción de técnicos extranjeros que con sus enseñanzas incorporan al
aprendizaje mejoras de tipo metódico y artístico, el surgimiento de
este tipo de corporaciones constituye el primer embrión para crear
con posterioridad un marco legal apropiado que fomente estas jun-
tas o academias que afrontan de forma directa la reforma y mejora
de las enseñanzas profesionales.

Llegados a este punto, que podríamos denominar segunda etapa
de la actuación estatal en las enseñanzas técnicas, cabe preguntarse
¿qué contexto es el que origina la reforma de estas enseñanzas y el
surgimiento de escuelas técnicas de nueva planta orientadas a la
formación profesional de los trabajadores de la navegación, la in-
dustria, el comercio y la agricultura? El contexto no es otro que un
marco de programas de fomento económico tendentes a la promo-

y al fin desaparece» A. Capmany: Memorias Históricas sobre Marina. Comercio y Artes de la
antigua Ciudad de Barcelona. Madrid 1792. Vol. III. Págs. 316-317. El Testimonio de
Capmany, hay que interpretarlo necesariamente en relación con actitud apologética
de los Gremios, pero su argumento no está muy alejado del aducido con anterioridad
a partir de la opinión de Domínguez Ortiz.

280 Para Sarrailh el nacimiento de ambas corporaciones esta en gran medida
ligado al modelo de academias defendidas por Ward en su Proyecto Económico. Si-
guiendo los modelos establecidos en Bretaña, Toscana, Dublín y Suecia, el irlandés
plantea la creación de juntas o academias que tengan como objetivos «atender todos
los ramos de los intereses domésticos de la nación», a través de los cuales se difun-
dirían «luces ciertas tocantes a la agricultura, fábricas y demás asuntos de su inspec-
ción». Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Págs. 207 y ss.
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ción y desarrollo de corporaciones tales como los Consulados, las
Juntas de Comercio o las Sociedades Económicas. Este conjunto de
instituciones incorporan a la incipiente burguesía y a los poderes
económicos tradicionales que, al amparo de los cambios operados
en la coyuntura económica, de la política general en favor del fo-
mento y de la influencia de las ideas ilustradas, impulsaron la re-
forma y creación de establecimientos docentes de marcado carácter
utilitario para la promoción de sus intereses en los campos relativos
a la agricultura, la navegación, la industria y el comercio281.

De forma legislativa estos programas de fomento económico tie-
nen su inicio con la Real Cédula de 13 de junio de 1770, verdadero
estatuto de la Junta General del Comercio. En función de tal dispo-
sición se atribuye a la corporación todos los temas relativos al fo-
mento, tanto los gubernativos como los propiamente técnicos. En-
tresacamos de esta disposición algunos aspectos relevantes para
nuestro propósito:

«Examinar y extender todas las providencias gubernativas de
Comercio y fábricas, las ordenanzas que miran a la perfección y
progreso del mismo comercio, y de las artes y maniobras en sus
materias y artefactos, los establecimientos y renovaciones de fábri-
cas, y los proyectos de extensión y adelantamiento del comercio (...)
Que tales ordenanzas o reglas, si fueren generales, se comunicaran
por mí al Consejo, para que se haga su publicación en forma de
Ley, se incorporen al cuerpo del Derecho del Reino, y se avise y
encargue su cumplimiento a todos los tribunales de las provincias
(...) Que la Junta entienda en todo lo relativo a las reglas y per-
fección de aquellas artes y maniobras que formen materia y objeto
de comercio» 282.

El gran paso en el desarrollo de estos programas de fomento
viene de la mano de Campomanes, buen conocedor de las iniciati-
vas vascas y catalanas, así como de las ideas de Ward, cuyo proyecto
manda publicar de nuevo283. Sus «Discursos» y la Circular de 18 de

281 Antonio Elorza en su obra La ideología liberal en la Ilustración española. Madrid
1970. Págs. 30 y ss., analiza con profundidad las composiciones de este tipo de
instituciones, a las que él denomina de transición por aunar en su seno planteamien-
tos económicos liberales, pero manteniendo unos privilegios sociales claramente
estamentales.

282 A.H.N. Consejos, leg. 1485. R.C. de 13 de junio de 1770.
283 A. Viñao Frago: Política y educación en los orígenes de la España contemporánea.

Madrid 1982. Págs. 134 y ss.
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noviembre de 1774 constituyen el marco de referencia de la mayor
parte de las acciones de fomento que se emprendieron a partir de
este momento.

La circular de 18 de noviembre de 1774 se articulaba fundamen-
talmente en torno a la promoción de corporaciones tales como las
Sociedades Económicas y Consulados, las cuales tendrían como uno
de sus fines fundamentales la mejora, reforma y fomento de las
enseñanzas técnicas.

Respecto a las primeras, se las concebía como una «escuela ple-
namente de ciencia económica». Ellas se encargarían de «discurrir
con acierto y cálculo» acerca del estado económico de cada provin-
cia, de valorar el crecimiento de la riqueza en cada uno de sus
«ramos», de llevar a cabo censos de población, de conocer el núme-
ro de vagos y mendigos y de procurar su ocupación, de fomentar la
agricultura, la industria, el comercio y la navegación... Todo ello se
llevaría a cabo incorporando «reflexiones científicas», traduciendo
obras y acomodándolas al país, «haciendo experimentos y cálculos
públicos», publicando memorias sobre conocimientos útiles y esta-
bleciendo enseñanzas de Matemáticas, maquinaria, diseño, tintes y
otras que se ordenen al perfeccionamiento de las artes. Igualmente
intervendrían las sociedades en la reforma de la enseñanza gremial
y en el estímulo de la inventiva, en la dotación de pensiones para
que los discípulos sobresalientes estudiaran en el extranjero, en la
redacción de un «diccionario de artes y oficios», en la capacitación
de las mujeres en las artes adecuadas a su sexo y en la difusión de
cualquier conocimiento técnico nuevo284.

Este ambicioso plan era completado con la creación de los Con-
sulados de Comercio en las ciudades habilitadas por el Reglamento
de libre comercio para traficar directamente con las colonias285. En
la citada cédula se disponía que los Consulados se encargarían de las
reformas de las enseñanzas prácticas tradicionales, el establecimien-
to de escuelas técnicas de nueva planta, así como otras iniciativas
pedagógicas reformistas, orientadas a la formación profesional de los
trabajadores de la navegación, la industria, el comercio y la agricul-
tura que la expansión de nuestra economía demandaba. En opinión
de Gonzalo Anes, la convergencia de los intereses gubernamentales

284 A.H.N., Colección Reales Cédulas, n° 713. RC 18 de noviembre de 1774 y
también en Pedro Rodríguez de Campomanes: Discurso de la educación popular de los
artesanos y su fomento. Madrid 1775. Págs. 247 y ss.

285 Cfr. Reglamento y aranceles para el libre comercio de España a Indias. Madrid
1778. Pág. 63.
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y de los grupos económicamente activos propiciaría el despegue de
este sector de la economía institucional286.

Antes de pasar a analizar la estructura institucional de la edu-
cación técnica fruto de la labor desarrollada por estas corporaciones,
conviene puntualizar la diferencia de actuación existente por parte
del Estado en estas enseñanzas si la comparamos con la actuación
estatal en los niveles primario, secundario o universitario.

En los niveles tradicionales de enseñanza podemos hablar de
una intervención directa por parte del Estado que desarrolla una
política tendente a la homogeneización de los planes de estudio,
incorporación de reformas metodológicas o mejora de la calidad
docente a través de un control estatal del magisterio. En las ense-
ñanzas técnicas o profesionales, no encontramos tal actuación direc-
ta, la intervención estatal se limita al establecimiento de nuevas
instituciones —Sociedades Económicas— o a la remodelación de
otras antiguas —Consulados—, instituciones que entre sus fines
recogen el fomento y desarrollo de iniciativas pedagógicas reformis-
tas dirigidas a la formación profesional de los trabajadores de los
distintos ramos de la producción.

Para Demerson esta actuación indireaa del Estado en las ense-
ñanzas profesionales está motivada en gran medida por la influencia
extranjera. Se persigue la reforma y mejora de este tipo de enseñan-
zas según los modelos establecidos en Suecia, Francia, Toscana e
Inglaterra. En dichos países estos niveles educativos eran competen-
cia de juntas o «academias», integradas por intelectuales y sectores
económicos, los cuales difundían la agricultura, fábricas y demás
asuntos de su inspección. En este sentido, Demerson hace especial
hincapié en la influencia ejercida por Bernardo Ward y su obra,
difundida ampliamente por España y que recoge estos modelos
institucionales extranjeros287.

Por su parte, Domínguez Ortiz considera que este tipo de inter-
vención estatal está ligada al poder y dominio que aún siguen ejer-
ciendo los gremios en la docencia y ejercicio de los trabajos artesa-
nales y técnicos. Un tipo de actuación similar a la que se estaba
ejerciendo en otros niveles de enseñanza hubiese supuesto un en-
frentamiento directo con estas corporaciones que, aunque anquilo-
sadas y en difícil situación para satisfacer las necesidades técnicas y
docentes que los tiempos imponen, podían continuar siendo útiles

286 Cfr. Gonzalo Anes: Economía e ilustración en la España del S. XV1IÍ. Barcelona
1972. Págs. 178-179.

287 Paula y Jorge Demerson: op. cit. Pág. 87-90.
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funcionalmente a la sociedad del Antiguo Régimen: daban trabajo
a importantes sectores poblacionales, proporcionaban una organiza-
ción y división del trabajo coherente con las expectativas del siste-
ma social tradicional, colaboraban con el gobierno en ciertas tareas
fiscales, ejercían una influencia reconocida en cuanto a la policía de
las costumbres del municipio. La mejor manera de recortar los
amplios poderes de los gremios a la par que fomentar los programas
de desarrollo económico era crear unas nuevas instituciones cuyas
atribuciones y funciones contrapesaran el peso de los gremios tra-
dicionales288.

Sin olvidar en ningún momento el peso y transcendencia de
estas dos interpretaciones, la influencia extranjera y el tradicional
poder de las corporaciones gremiales, hay que tener en cuenta que
detrás del fomento y desarrollo de la educación informal existe una
honda preocupación económica, como ya pusimos de manifiesto al
analizar el pensamiento ilustrado ante la educación profesional. La
reforma y mejora de este tipo de educación aparece como un ins-
trumento apropiado para afrontar las necesidades económicas que
exigen una determinada provincia o comarca, y qué mejor manera
de fomentarla que a través de unas corporaciones que reúnan en su
seno las principales poderes económicos de la zona donde se ubi-
quen. No se pretende pues un uniformidad de la educación infor-
mal, al estilo de la planteada para otros niveles de enseñanza que
por las circunstancias que atraviesan así lo exigen, tampoco se per-
sigue dotarlas de una estructura homogénea en planes de estudio y
docentes, como ocurre en los niveles primario, secundario y univer-
sitario. Teniendo en cuenta que la principal pretensión es que este
tipo de enseñanzas sirvan como instrumento para el fomento y
desarrollo económico, la mejor manera de conseguirlo es a través
del establecimiento de unas nuevas instituciones, integradas por los
poderes económicos-políticos locales, que conocen perfectamente
las necesidades de cada comarca y que adecuarán tales enseñanzas
a dichas necesidades.

Campomanes, al referirse al caso concreto de las Sociedades
Económicas, explica cuáles han de ser sus objetivos fundamentales,
puntualizando el carácter concreto de estas enseñanzas según las
necesidades del lugar donde se instalen:

« Uno de los fines de estas asociaciones es discernir el estado
económico de la provincia y a tenor de ello incorporar las reformas

288 A. Domínguez Ortiz: op. cit. Barcelona 1976. Págs. 425-30.
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que sean precisas (...) En el caso concreto de las enseñanzas que se
reformen o mejoren por estas academias, se tendrá presente la
tradición y las necesidades de cada provincia, persiguiendo en todo
momento el dar respuesta a unos problemas concretos»289.

La estructura institucional de la educación técnica, fruto de la
labor de Sociedades y Consulados, ofrece tres tipos de estableci-
mientos docentes:

a) Taller-escuela o fábrica escuela, que son centros mixtos de
producción y enseñanza, como su misma denominación
indica. Conservarán muchas reminiscencias gremiales del
aprendizaje corporativo, pero se introducen algunas medi-
das liberalizadoras, generalmente en lo relativo a los tiem-
pos de aprendizaje, a las reglas técnicas, a las condiciones
de trabajo y estudio y a las formalidades de las pruebas de
maestría. A través de estos talleres y fábricas se divulgaron
numerosas invenciones, como la fabricación y montaje de
telares, los métodos de hilar, las orientaciones técnicas y
estilísticas de diseño290.

b) Escuelas de «principios técnicos de cada arte», denomina-
ción utilizada por Jovellanos. En estos centros —de náuti-
ca, diseño textil, nobles artes, comercio— se impartían
enseñanzas especializadas nuevas o liberalizadas de la juris-
dicción gremial. También las de idiomas y taquigrafía291.

c) Escuelas de «principios generales», encargadas de impartir
estudios complementarios de las enseñanzas del taller o de
las escuelas de un arte particular. A este grupo correspon-
derían las escuelas de dibujo, matemáticas, mecánica y
química aplicada, que fueron concebidas justamente como
centros de funcionalidad polivalente, por cuanto podían ser
útiles a un personal muy heterogéneo292.

289 Pedro Rodríguez Campomanes: Discurso sobre el fomento de la industria popular.
Madrid, 1774. Págs. CXLI-CLXXV.

290 La similitud de este tipo de establecimientos docentes con los tradicionales
centros de formación gremial ha sido con profundidad estudiados por A. Rumeu de
Armas en: Historia de la Previsión social en España. Madrid 1981. Págs. 318-324.

291 Para Agustín Escolano Benito, estos centros siempre estuvieron bajo depen-
dencia de las nuevas corporaciones económicas, aunque hubo ciertos intentos fraca-
sados de intervención uniformista del gobierno central. Cfr. A. Escolano Benito:
Educación y Economía en la España Ilustrada. Madrid 1988. Pág. 182.

292 Una muy buena descripción de este último tipo de centros docentes de ense-
ñanza profesional aparece en la citada obra de J. Sarrailh, op. cit. págs. 221 y ss.
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Unas últimas pinceladas sobre la pedagogía, los contenidos pro-
gramáticos, los métodos de enseñanza, el profesorado y el alumna-
do, nos sirven para analizar el alcance de la intervención estatal
dentro de estos niveles de enseñanza, a través del conjunto de
corporaciones que se desarrollaron.

Desde el punto de vista pedagógico, para Puelles Benítez, la
característica común a estas escuelas es su orientación utilitaria293.
Las enseñanzas de Matemáticas, Cosmografía, Química o Mecánica
se orientaron decididamente a sus aplicaciones técnicas, y hasta las
nobles artes se plegaron a las necesidades de innovación de las artes
industriales.

Los contenidos programáticos, en general, expresaron la influen-
cia y la técnica de la Ilustración, en la medida en que éstas fueron
recibidas en nuestro país294.

Tanto en los métodos de enseñanza empleados como en el pro-
fesorado que ejercía la docencia, de acuerdo con el sesgo utilitarista
y realista de los estudios, se adoptó una marcada orientación expe-
rimental y práctica. Muestra de todo ello es la abundancia, en los
métodos de enseñanza, de material experimental295. En referencia
al profesorado, hemos de señalar que éste se reclutaba de forma
preferente en los sectores profesionales afectados por estas enseñan-
zas296.

En cuanto al alumnado que asistió a estos centros fue muy
diverso, salvo en el caso de enseñanzas muy específicas, como la
náutica. Cuando los estudios tenían un carácter general o polivalen-
te, el grupo de asistentes a clase era más heterogéneo. Así ocurría
en las escuelas de principios generales y ciencias aplicadas —Dibujo,
Matemáticas, Mecánica, Economía, etc.—, cuyos contenidos eran
útiles a diversos sectores profesionales. En el caso de las enseñanzas
impartidas en los talleres y fábricas, al ir dirigidas puntualmente a
determinados oficios, sólo asistían los aprendices y oficiales del sec-
tor profesional más específico297.

295 Manuel Puelles Benítez: op. cit. 42-44.
294 Para Escolano Benito: op. cit. 152-154, quizá fue éste el punto en el que mejor

se cumplieron las disposiciones legislativas emanadas de la Corona, referentes al
fomento de las innovaciones extranjeras y su incorporación. La Revolución francesa,
superó en este sentido un importante riesgo —continúa Escolano Benito— para la
incorporación de otros adelantos e inventos.

295 R. Herr. op. cit. Págs. 134-135.
296 J. Sarrailh: op. cit. Págs. 114-117.
297 Viñao Frago: op. cit. Págs. 88 y ss.
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3.5. La Educación de la mujer: Escuelas Reales y Escuelas
Patrióticas

Con anterioridad a las reformas de Carlos III, sabemos muy poco
sobre la enseñanza de mujeres. La mayor parte de los trabajos,
tanto monográficos como generales que existen en la actualidad, se
centran más sobre el problema de la alfabetización que sobre el
aprendizaje, y han corregido ciertas apreciaciones excesivamente
catastróficas, sobre todo para el mundo urbano, en el que el nivel
cultural de sus habitantes al corresponderse con el socioprofesional,
es más alto. Pero se mantiene la tesis de una sociedad mayoritaria-
mente iletrada y el predominio abrumador de las mujeres que ni
siquiera saben firmar298. Incluso en los niveles económicos y profe-
sionales elevados encontramos esposas analfabetas, pero no encon-
tramos el caso de una mujer alfabetizada casada con un hombre que
no lo fuera299.

Para Carmen Martín Gaite, la política de intervención estatal en
la educación de la mujer se inicia ya desde el siglo XVI 300. A partir de
estos momentos las niñas estarán autorizadas a asistir a las Escuelas
de Primeras letras con los niños, pero en la práctica esto se aceptaba

298 En primer término, y con un carácter de fuente documentada, nos encontra-
mos con la clásica obra de J. Penades y Plobet: La educación de la mujer según los más
ilustres moralistas e higienistas de ambos sexos. Barcelona 1878. Se nos recoge aquí una
amplia panorámica de los contenidos que posee la educación femenina en el Antiguo
Régimen, centrada más en aspectos materiales y teóricos que propiamente culturales.
Un buen y breve estudio del papel de la mujer en el Antiguo Régimen es el de María
Elena Sánchez Ortega: «La mujer, el amor y la Religión en el Antiguo Régimen», en
VV.AA.: La mujer en la Historia de España (siglos XVI-XX). Madrid 1983. Págs. 35-38.
Centrándose en el lugar que ocupa la mujer en la estructura social de los siglos XV
al XVIII describe qué tipo de educación es la impartida, en que sectores sociales tiene
más cabida y cuáles son los fines y objetivos de una educación. Por su parte María
de los Ángeles Durán, a partir de los datos suministrados por los censos efectuados
por la Corona durante todo el siglo XVIII, reconstruye el panorama numérico de la
alfabetización de la mujer en la España del S. XVIII, aunque no entra en detalles
explicativos. Cfr. María de los Angeles Duran: «Notas para el Estudio de la Estructura
Social dé España en el S. XVIII», en VV.AA.: Mujer y sociedad en España (1700-1975).
Madrid 1982. Págs. 19-46. Por último, resulta de especial interés para el conocimien-
to del nuevo protagonismo de la mujer en la vida española del XVIII y el desarrollo
de distintas actividades y centros educativos, tanto públicos como privados la obra de
Paloma Fernández-Quintanilla: La mujer ilustrada en la España del siglo XVlll. Madrid
1981.

299 R. L. K a g a n : Universidad y sociedad en la España moderna. M a d r i d 1 9 8 1 . P á g . 7 0 .
300 Cfr. Carmen Martín Gaite: Usos amorosos en la España del XVlll. Madrid 1972.

Dedica el capítulo VIII a la educación de las mujeres, haciendo de forma indirecta
referencia al papel jugado por el Estado en este sector de la educación.
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con dificultad. Muestra de ello es la actitud de la Hermandad de San
Casiano a finales del siglo XVII que, por los «peligros morales y espi-
rituales» que podía traer consigo esta educación mixta, optó por exi-
gir establecimientos diferentes para ambos sexos301. El resultado fue
que, donde se cumplió este precepto, las niñas se quedaron sin esco-
larizar, ya que la mayoría de los pueblos no tenían recursos suficien-
tes para sufragar dos establecimientos de enseñanza.

Siguiendo los datos que nos aporta el Censo de Aranda, elabora-
do en 1768-69, momento en el que se inicia la intervención estatal
en materia de enseñanza femenina, nos encontramos con un total de
816.487 niños en edad de escolarizar —entre los 7 y los 14 años—,
de los cuales 304.613, se encuentran inscritos en algún centro edu-
cativo. Ello supone un 37% de la población masculina escolarizada.
Este mismo censo cifra la población femenina en edad de escolarizar
en un total de 801.299 niñas, de las cuales sólo se encuentran inscri-
tas en centros educativos 83.288. Se sitúa por tanto el porcentaje de
población femenina escolarizada en torno al 10%. Más crudo se nos
presenta el panorama de la educación femenina si tenemos en cuen-
ta que este 10% de escolarizacion no es uniforme para el territorio
peninsular. Las provincias con mayor porcentaje de escolarizacion
femenina son Valencia y Sevilla, que no superan el 16%, mientras
que las provincias con los índices más bajos son Cuenca con 1 %,
Guadalajara con 0,4% y Zamora con un 0,2% 302.

Aunque la legislación promulgada durante el siglo XVIII, y más
concretamente durante el reinado de Carlos III, dentro del ámbito
docente se orientó preferentemente a la consecución de una unifi-
cación de materias, a una reforma metodológica y una regulación
de la actividad de los maestros y requisitos necesarios para su titu-
lación, no quedó por ello marginada la enseñanza femenina de la
planificación estatal. Así lo demuestran, respectivamente, las Reales
Cédulas de 14 de agosto de 1768 —estableciendo «Casas de ense-

301 Cfr. A. Galino Carrillo: «Nuevas fuentes para la Historia de la Educación
española en el S. XVIII», Tomo II Actas del Congreso Internacional de Pedagogía. Santan-
der-San Sebastián. 1949. Madrid 1950.

302 Cfr. Censo español executado de orden del Rey comunicada por el Excmo. Sr.
Conde de Floridablanca... Madrid. Imprenta Real 1787. En sus primeras páginas
recoge los datos de la población española en 1768-69. Sobre estos censos y la evo-
lución demográfica del S. XVIII pueden consultarse los libros de J. Nadal: La población
española del S. XVI a XX. Barcelona 1988. P. Romero de Solís: La población española en
los siglos XVIII y XIX. Madrid 1973. El análisis más detallado en F. Bustelo: «La
población española en la segunda mitad del S. XVIII», en Moneda y Crédito. N° 123.
Diciembre 1972.
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ñanza para niñas»— y de 11 de mayo de 1783, por la cual se
regulaba la creación de «escuelas gratuitas en Madrid para la edu-
cación de niñas y su extensión a los demás pueblos». Junto a esta
actuación directa del Estado que tendría como consecuencia el es-
tablecimiento de las llamadas Escuelas Reales, sostenidas con erario
público, el Estado también apoyaría indirectamente iniciativas par-
ticulares como las derivadas de las Sociedades Económicas —como
ejemplo más significativo es la tarea emprendida por la Real Socie-
dad Económica Matritense— y la erección por parte de estas insti-
tuciones de Escuelas Patrióticas, sostenidas por las aportaciones
particulares de los socios de estas instituciones303.

Para Antonio Mestre, es la expulsión de la Compañía de Jesús
el hecho determinante de la atención gubernamental hacia este
sector de la enseñanza304. Aún cuando su intervención y ordena-
ción deben situarse en el contexto general de la política docente
seguida en España en la segunda mitad del siglo XVIII y, más con-
cretamente en el descubrimiento por parte del pensamiento ilustra-
do de la mujer como sujeto de atención pedagógica con vista a su
desarrollo, especialmente en aquellas tareas que le son propias,
perfeccionan y adornan su condición femenina, parece que el extra-
ñamiento de los jesuitas obligó a la Corona a poner con urgencia las
medidas necesarias para suplir la labor que aquéllos venían desarro-
llando a este respecto.

Por la Real Cédula de 14 de agosto de 1768, Carlos III ordenó
establecer casas de enseñanza para niñas y aplicó a su manutención
los bienes de los jesuitas destinados a idéntico fin. Encareció, ade-
más, con entusiasmo la conducta de los obispos que costeaban
maestras a sus expensas, contribuyendo así a que la educación de
la juventud no se limitara sólo a varones305. Sin embargo, siguió
manteniendo la prohibición de que se juntasen ambos sexos en un
mismo establecimiento, si bien para compensarlo ordenó que se
establecieran escuelas gratuitas de niñas306. Aunque su número y
ubicación era limitado, 32 y en Madrid, su objetivo principal según
expresaba era:

303 Cfr. María Victoria López-Cordón: «La situación de la mujer a finales del
Antiguo Régimen. (1760-1860)». En VV.AA.: Mujer y sociedad en España (1700-1975).
Madrid 1982. Págs. 90-91.

304 Cfr. Antonio Mestre: Despotismo e Ilustración en España. Barcelona 1976.
Pág. 154.

305 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Ley II. Título 1.
306 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VII. Título I. Ley II.
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«Fomentar con trascendencia a todo el Reino la buena educa-
ción de jóvenes en los rudimentos de la fe católica, en las reglas del
bien obrar, en el ejercicio de las virtudes y en las labores propias
de su sexo; dirigiendo a las niñas desde su infancia y en los pri-
meros pasos de su inteligencia, hasta que se promocionen para
hacer progresos en las virtudes, en el manejo de sus casas y en las
labores que las corresponden, como que es la raíz fundamental de
la conservación y aumento de la religión, y el ramo que más in-
teresa a la policía y gobierno económico del Estado» 307.

El plan de estudios era el adecuado a estos objetivos: catecismo,
aseo personal y costura. Las más inteligentes podrán ser iniciadas en
el arte de «hacer cofias o redecillas, sus borlas, bolsiños y sus dife-
rentes puntos, cintas caseras de hilo, de hilaza, de sedas, galón,
cintas de cofia y todo género de listonería» 308. Un último punto
significativo de esta disposición era el lugar preferente que se daba
en estas instituciones educativas a niñas de extracción social infe-
rior. Frente al carácter tradicional de esta enseñanza como propia de
niñas nobles «se dirigirán estas escuelas a las hijas de labradores y
artesanos, porque a las otras puede proporcionárseles enseñanza a
expensas de sus padres» 309.

La cédula anteriormente estudiada es el inicio de la intervención
estatal en el terreno educativo de la enseñanza femenina. Como
posteriormente veremos, los buenos resultados de esta política real
tendrán como consecuencia, aparte de la propia intervención estatal
más decisiva, la iniciativa de otras instituciones privadas amparadas
por los poderes públicos.

Un segundo y definitivo paso de la intervención directa del
Estado en la educación femenina lo constituye la Real Cédula de
Carlos III de 11 de mayo de 1783310. Como consecuencia de la
disposición de 1768, en el ámbito madrileño se habían establecido
32 escuelas para niñas controladas directamente por el Estado, al
mismo tiempo que la Sociedad Económica Madrileña se había de-
cidido a crear cuatro escuelas gratuitas, que bajo el nombre de
Patrióticas debían funcionar en las cuatro principales parroquias de
Madrid: San Ginés, San Sebastián, San Martín y San Andrés311.

307 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título I. Ley IX.
308 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título I. Ley X.
309 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título I. Ley V.
310 Op. cit, Vol. I. Págs. 464-471.
311 Cfr. María Victoria López-Cordón: op. cit. Pág. 94. Respecto a las Escuelas

Patrióticas, en realidad eran escuelas de hilanzas, es decir, profesionales, y aunque
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Dejando a un lado estas iniciativas particulares fruto de la labor
desarrollada por asociaciones que posteriormente analizaremos, en
1783 se pretende trasportar al ámbito nacional la experiencia ma-
drileña. Así nos lo recoge en su preámbulo la citada disposición:

«Con motivo de los buenos efectos que se habían experimentado
de la disposición de 14 de agosto de 1768 para la educación feme-
nina en la Villa y Corte de Madrid, como así lo recoge la consulta
del Sr. Fiscal de 7 de marzo de 1783, es mi deseo facilitar y difun-
dir estos establecimientos en todas las ciudades y villas populosas
del Reino» 312.

Diez son los apartados que posee esta Real Cédula y que abarcan
los siguientes temas:

1. Fines y objetivos de estos establecimientos.
2. Requisitos, formación del personal docente y dotación eco-

nómica.
3. Contenidos de las enseñanzas.

El propio carácter nacional que se pretende dar a esta disposi-
ción así como sus contenidos, convierten a esta Real Cédula en el
primer intento estatal de organizar, unificar y homogeneizar estas
enseñanzas tanto en el plano docente como en el académico.

En primer término, se pretendía colocar estas escuelas bajo el
control directo de las Diputaciones a quienes le incumbía el cuida-
do, inspección y sostenimiento económico de las mismas313. Tam-
bién sería de su competencia la realización de las correspondientes
pruebas de aptitud para el profesorado, ordenándose su acceso se-
gún un doble tipo de exámenes:

1. Los referidos al conocimiento de la doctrina cristiana, que
podían suplirse en su caso demostrando los interesados
haber sido examinados por sus respectivos párrocos314.

en un primer momento se pensaron para niños y niñas, pronto quedaron reservadas
exclusivamente para éstas.

312 Real Cédula 11 de mayo de 1783: op. cit. Pág. 464-465.
313 «Los individuos de las Diputaciones tendrán por encargo de velar por el andado de las

Escuelas, deberán visitarlas y auxiliar a las maestras, recomendar ¡a observancia de este Re-
glamento, y dar a la Diputación cuenta de quanto considerasen digno de remedio», op. cit.
Pág. 467.

314 «Las maestras han de ser rigurosamente examinadas en ¡a Doctrina Cristiana o traerán
certificación de haber sido examinadas por sus párrocos», op. cit. Pág. 468.
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2. Los que tenían como objeto demostrar su grado de habili-
dad en los ejercicios de labores, centrados en el modo de
hacerlas, el método de enseñarlas y la presentación de al-
guna muestra315.

3. Sobre estas mismas cuestiones versarían los exámenes de
las ayudantas —auxiliares de aquéllas—, debiendo acredi-
tar en ambos casos las exigencias referentes a la bondad de
vida y costumbres, así como la de los esposos si estuvieran
casadas316.

En el marco de un horario escolar, rígido en apariencia —cuatro
horas por la mañana y otras tantas por la tarde—, que era posible
variar según las estaciones del año, pero nunca disminuir en dura-
ción, se hacía mención expresa de la metodología a seguir en tal
enseñanza:

« Usarán las maestras de un estilo claro y sencillo en la expli-
cación que dieran a sus discípulas, y no permitirán a éstas usar de
palabras indecentes, equívocas, ni de aquéllas que se dicen impro-
pias de la mujer» 317.

La enseñanza femenina asumía por tanto un carácter eminente-
mente práctico —de acuerdo con la función que tenía la mujer en
la sociedad de la época— y que la citada Real Cédula sintetizaba,
por un lado, en «el manejo de sus casas» y por otro, en «las labores
que les corresponden» 3I8. Estas dos facetas constituían el funda-
mento de su instrucción como futuras madres de familia, y con
arreglo a ellas se valoraba básicamente la competencia de las que
aspiraban a dirigir su enseñanza.

Únicamente en el párrafo XI de la citada ley, al contemplar la
posibilidad de que «alguna de las muchachas quisiera aprender a

315 «Se las preguntará el modo de hacer cada labor y el método de enseñarla, y presentarán
algún trabajo de lo que deben de enseñar hecho de su mano», op. cit. Pág. 469.

316 «Se tomarán informes por las Diputaciones de su buena vida y costumbres, y de las de
sus maridos si fueren casadas», op. cit. Pág. 469.

317 Cfr. op. cit. Pág. 469.
318 Un interesante y clásico estudio sobre la educación de la mujer en el siglo

XVIII lo encontramos en la obra de Palacio Atard: Los Españoles de la Ilustración.
Madrid 1969. Págs. 241-264. Tomando como hilo conductor la educación de la mujer
en la obra de Moratín, analiza aspectos tan importantes como: la promoción social
de la mujer en el S. XVII, la decisión libre en el amor, los vicios de la educación
femenina. Todo ello desde la óptica del nuevo clima histórico y sus repercusiones en
la educación femenina.
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leer» se establecía la obligación de la maestra de enseñarlas y por
tanto, que ésta fuera examinada de dichos conocimientos319. Ahora
bien, siempre teniendo presente «que el principal objeto de estas
escuelas ha de ser la labor de manos y demás enseñanzas que hagan
que estas niñas futuras madres laboriosas de familia» 320. Comparan-
do los requisitos establecidos para la titulación de maestras y maes-
tros, queda claro, en consecuencia, la discriminación existente tanto
en el modo de acceso a la enseñanza, como la calidad de la misma321.

No han de verse tan sólo en esta cuestión los naturales condi-
cionamientos sociológicos a que en parte respondían las directivas
emanadas del poder central. En mayor o menor medida se detecta-
rán a lo largo del último cuarto de la centuria criterios económicos
que condicionarían, cimentándolo incluso, el tradicional enfoque de
la educación femenina322.

Sería incompleto el análisis de la intervención estatal durante el
siglo XVIII en el terreno de la educación femenina si éste lo redu-
jéramos a las dos cédulas anteriormente citadas. Aunque ambas
constituyen el eje central sobre el que se articula la intervención
directa de la Corona en estos niveles de enseñanza, aparte de esta

3l9 «Tendrá que ser examinada la maestra del arte de leer y de primeras letras», op. cit.
Pág. 470.

320 Cfr., op. cit. Pág. 470.
321 Esta discriminación entre la enseñanza masculina y la enseñanza femenina,

también queda reflejada en el predominio del concepto «educación» sobre el de
«instrucción», que se reserva exclusivamente para la enseñanza masculina. Es evi-
dente que la palabra educación supone una acepción más amplia que la segunda,
que sólo se refiere a la formación intelectual. Su contenido en nuestros días es
notoriamente más rico porque presupone una concepción integral de la persona,
pero en el S. XVIII, la diferencia era claramente discriminatoria: se dirigía a la for-
mación de las costumbres y de las ideas en un sentido unidireccional y era compa-
tible, incluso, con la no enseñanza de la lectura. La legislación educativa española del
siglo XVIII lo confirma: mientras que las escuelas masculinas se llamaban de Primeras
Letras, las femeninas eran de Educación, y las alumnas aprendían tan sólo doctrina
cristiana y un oficio.

322 Un ejemplo lo encontramos en la creación, por parte de la Sociedad Econó-
mica Aragonesa de Amigos del País, de una Escuela de flores y otras manufacturas
de moda el año 1784, creación que había sido propuesta por el Fiscal de la Real
Audiencia del citado cuerpo patriótico, con el objeto de evitar «la salida del dinero
al extranjero al comprar esta moda», Cfr. J. Plaza Prieto: Estructura económica de
España en el S. XVIII. Madrid 1976. Págs. 94-98. Si tal hecho debe ponerse en relación
con el Discurso de Campomanes sobre el fomento de la industria popular en 1774,
no es menos cierto que en las actividades de tales instituciones se advierte, en líneas
generales, una mayor preocupación por extender a ios niños los beneficios de la
enseñanza elemental, dejando para las muchachas, las actividades del hogar y arte-
sanales a las que se ha hecho referencia.
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llamada intervención directa, podemos hablar de una intervención
indirecta del Estado, representada por la labor desarrollada por las
Sociedades Económicas.

Ya en el apartado dedicado a las enseñanzas profesionales hici-
mos alusión al carácter, composición, fines y objetivos de estas
corporaciones. Compuestas por los poderes económicos e ideológi-
cos de cada comarca y contando con el beneplácito y apoyo de la
Corona nacen las Sociedades Económicas cuya propia organización
interna refleja la importancia e interés de las enseñanzas profesio-
nales, y concretamente las del sexo femenino323.

Campomanes, partidario entusiasta de estas nuevas instituciones
concebidas como cauces para propagar las luces entre los subditos
e iniciar la labor de reforma económica, en su «Discurso sobre el
fomento de la Industria Popular» hace alusión al papel y fines que
en estas corporaciones deben cobrar «las enseñanzas del sexo feme-
nino»:

«En estas Corporaciones de Amigos del País tiene una especial
cabida la educación, y más concretamente la educación femenina.
Todos sabemos el bien que para nuestra economía, nuestros hoga-
res y en fin para nuestro reino se deriva de la formación de las
mujeres en sus deberes cristianos y en sus deberes de mujer. Cuan
buen labor podría hacer auxiliando a ciertas industrias y textiles
proporcionando manos y conocimientos (...) En cada una de las
Sociedades que se establezcan deberá haber escuelas femeninas
orientadas a la formación de futuras madres y mujeres del reino,
en cada una de las labores que les son propias» 324.

323 Siguiendo el modelo de la Bascongada, cada sociedad se compone de varias
secciones: una dedicada a la agricultura, otra a la industria y otra al comercio;
también en algunas sociedades nos aparece una sección que tiene como objetivo la
arquitectura y la construcción racional de viviendas. Esta organización interna, que
manifiesta claramente una preocupación práctica por los temas económicos, ve en la
educación el instrumento apropiado y necesario para el fomento y desarrollo de cada
una de estas secciones, incorporando las nuevas innovaciones de este periodo y
haciendo llegar a un público cada vez más amplio y heterogéneo cada una de ellas.
Todo ello en gran medida justifica la importancia que en estas corporaciones se
atribuye a la educación profesional y, de forma concreta, a la educación profesional
femenina. Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Capítulos IV y V.

324 Pedro Rodríguez de Campomanes: Discurso sobre el fomento de la industria popu-
lar. Madrid, 1774. Págs. LIX-LX. La mayor parte de los historiadores de este periodo,
como Domínguez Ortiz, Sánchez-Agesta, Herr, Demerson o Aguilar Piñal, están de
acuerdo en señalar que este Discurso constituye el aldabonazo estatal para el fomen-
to y desarrollo de las Sociedades Económicas de Amigos del País.
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Las primeras escuelas de niñas que aparecen son las creadas por
la Sociedad Económica Matritense en 1776. Como dijimos con an-
terioridad, eran cuatro escuelas establecidas en distintas parroquias:
San Ginés, San Sebastián, San Martín y San Andrés. Dependían del
departamento de industria de la sociedad, que se reservaba la super-
visión general del funcionamiento del conjunto y al que debían
rendir cuentas. El enfoque de la enseñanza era fundamentalmente
profesional. Repartida en tres años, cubría los siguientes objetivos:
catecismo, aseo personal y costura. Para pasar el tercero, en que se
comenzaban las labores de tejido, era necesario saber contar. En
cuanto a su sostenimiento económico, contaron con el apoyo real,
máxime si tenemos en cuenta que la orientación profesional de
estas enseñanzas exigía adquirir la maquinaria necesaria y las ma-
terias primas —lana, lino, cáñamo...—, todo lo cual representaba
una inversión inicial considerable y un fuerte gasto de manteni-
miento 325.

En cuestión de pocos años la experiencia madrileña adquirió un
carácter nacional: Sevilla a finales de los ochenta tenía trece escue-
las que enseñaban a tejer y premiaban con medallas de oro a sus
mejores alumnas; la Sociedad de Mallorca abrió tres escuelas de
hilanzas apoyadas por el obispo; la de Zamora tenía en 1788 una
escuela de hilado para treinta niñas; la de Lugo tenía tres escuelas
patrióticas y repartió entre sus estudiantes 1.560 reales en premios;
la de Valencia estableció cuatro escuelas patrióticas ofreciendo pre-
mios a sus alumnas; la Sociedad Aragonesa de Zaragoza contaba en
1790 con tres escuelas de hilazas para niñas...326.

No es preciso poner de relieve el contraste entre las Escuelas
Reales y las Patrióticas. En las primeras la intervención directa del
Estado a través de las Diputaciones fue fundamental, pues contaban
con una organización permanente y bien desarrollada, a la par que
un respaldo económico que les permitió afrontar gastos. En tanto
que la aportación de los socios de las Económicas era esporádica y
salía —como podía— de sus propios bolsillos327. La diferencia del

325 Cfr. Paloma Fernández-Quintanilla: La mujer ilustrada en la España del si-
glo XVIII. Madrid 1981. Págs. 47-48.

326 Cfr. R. Herr: España y la Revolución del S. XVIII. Madrid, 1971. Págs. 131-132.
Junto a estos datos nos aparece una interesante relación documental y de fuentes
que sirven de apoyo.

327 Sobre la Sociedad Económica Matritense es interesante el estudio que hace
Paloma Fernández-Quintanilla, referente a las aportaciones económicas individuales
de los socios de la corporación. Aunque no puede ser extrapolable del resto penin-
sular, si puede servirnos como dato indicativo: op. cit. Págs. 88-89.
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enfoque de la enseñanza —doctrina y labores contra formación
profesional—, agravaban aún más el problema financiero.

La Guerra de la Independencia supuso en muchas ocasiones un
parón en la vida de estos centros que, según el Censo de población
de 1797, abarcaban a 88.513 niñas formadas en un total de 2.303
centros educativos328. Si embargo, las experiencias derivadas de la
política real durante el último tercio del siglo XVIII, realizadas bien
de forma directa o bien de forma indirecta, son el más claro ejemplo
precedente de la labor desarrollada por las Cortes de Cádiz en este
terreno. Sirva de muestra el tratamiento dado a la educación feme-
nina en dos de las memorias más significativas presentadas a las
Cortes de Cádiz: Bases para la formación de un plan General de
Instrucción Pública de Jovellanos e Informe de la Junta de Instruc-
ción Pública, presidida por Quintana. En ambas se recogen las ex-
periencias, contenidos, fines y objetivos que hemos encontrado para
el siglo XVIII. Todo ello se estudiará más adelante, cuando analice-
mos el papel de las Cortes de Cádiz en la educación femenina.

328 Cfr. Victoria López-Cordón: op. cit. Pág. 96.
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PARTE SEGUNDA: LAS CORTES DE CÁDIZ
ANTE LA EDUCACIÓN: UN NUEVO
RÉGIMEN POLÍTICO, UNA NUEVA

SOCIEDAD

Durante el siglo XVIII, en especial bajo el reinado de Carlos III,
el mundo de la educación había sido ampliamente abordado por
ilustrados y hombres de gobierno. Buena muestra de ello es ese
continuo afloramiento de proyectos y leyes que se suceden, de for-
ma casi ininterrumpida, a lo largo de la centuria. De ser una parcela
totalmente olvidada por los poderes públicos y en consecuencia,
controlada y dirigida por la Iglesia e instituciones amparadas por
ella, se ha pasado a una progresiva intervención estatal. Apoyado
en la idea de que la instrucción es el mejor y más seguro medio para
alcanzar el estado virtuoso de los individuos, a la par que se estima
que una nación en la que reine la virtud será más fácil gobernar y
ello permitirá a la larga conseguir la felicidad pública, el Estado
ilustrado ha puesto en marcha una reforma del mundo educativo
que abarca cada uno de sus niveles —primario, secundario y uni-
versitario— y contenidos —método, libros y docentes—.

Cuando las Cortes de Cádiz aprobaron el título IX de la Cons-
titución, dedicado a la Instrucción Pública, los diputados gaditanos
estaban reconociendo de hecho su deuda con los hombres de la
Ilustración. En éste, como en tantos otros aspectos de la mítica
Constitución gaditana, nuestros diputados aparecen como herederos
de las ideas matrices del periodo ilustrado. La fe en la educación
básica común a todos los hombres, la conveniencia de la gratitud
total de la instrucción pública, la necesidad de una plan nacional de
educación, son ideas que hombres como Jovellanos, Cabarrús, o
Campomanes habían difundido por todo el territorio nacional329.

329 Cfr. Luis Sánchez Agesta: Historia del Constitucionalismo español. Madrid 1955.
Pág. 27.
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No obstante, las Cortes de Cádiz no se limitaron a administrar
inteligentemente el rico legado de la Ilustración. Aun cuando los
diputados gaditanos comparten con los ilustrados la obsesión por
ciertos temas y, uno de ellos es la educación pública, se observan
importantes diferencias en su tratamiento.

Para analizar y comprender estas diferencias de tratamiento hay
que tener en cuenta los objetivos fundamentales que los diputados
gaditanos atribuyen a la Constitución y que, según Artola, quedan
sintetizados en: la formación de un nuevo régimen político y la
configuración de una nueva sociedad330.

¿Cuál es el nuevo régimen que ahora se busca? El régimen
político protagonizado por el constitucionalismo gaditano supone el
tránsito de la condición de vasallos a la de ciudadanos. Supone,
frente a la arbitrariedad del poder regio, el imperio de la ley. De los
gobernados, sujetos ahora de una serie de derechos naturales, ina-
lienables e imprescindibles, anteriores al Estado y garantizados por
éste, emanará la voluntad general cuyo resultado es la ley. La ley
se configura, pues, como una norma racional, general, impersonal,
fruto de la voluntad de todos los ciudadanos. Finalmente, supone la
instauración de un gobierno representativo, es decir, la existencia
de una asamblea elegida por los ciudadanos que no sólo hace leyes,
sino que también vota impuestos y, en general, se asocia a los actos
de gobierno más importantes331.

Al mismo tiempo que las Cortes instituyen un nuevo régimen
político, dan a luz una nueva sociedad basada en los principios de
libertad, igualdad y propiedad. La vieja sociedad estamental va a
ceder su lugar a la nueva sociedad de clases. Esta nueva sociedad se
basará fundamentalmente en una concepción antropológica que
sitúa a la felicidad como finalidad del hombre. La palabra felicidad

330 Cfr. Miguel Artola: La Burguesía Revolucionaria (1808-1874). Madrid, 1976.
Págs. 32-36.

331 Sobre le régimen político salido de la asamblea constituyente gaditana hay,
entre otras, dos obras que deben considerarse fundamentales. En primer lugar nos
encontramos con la de Manuel Martínez Sospedra titulada: La Constitución de 1812 y
el primer liberalismo español. Valencia 1978. En el capítulo VIII nos analiza el sistema
y régimen político de la Constitución de 1812, tomando como punto de referencia
las posibles influencias de la Constitución francesa de 1791. Por su parte Joaquín
Várela Suances en: La Teoría del Estado en los orígenes del Constitucionalismo hispano (Las
Cortes de Cádiz). Madrid 1983, estudia de forma pormenorizada cada uno de los ele-
mentos del nuevo régimen político, distinguiendo tres grandes corrientes en la asam-
blea constituyente gaditana: realistas, americanos y liberales. La corriente triunfado-
ra, los liberales, es presentada como el resultado del legado ilustrado y las nuevas
necesidades de la burguesía liberal revolucionaria.
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es una palabra clave en el vocabulario de los diputados gaditanos,
como lo había sido en el de los ilustrados332. Los gaditanos creen
que la felicidad, a la que el hombre tiende necesariamente, es po-
sible porque está inserta en el orden de la naturaleza. Pero a la vez
se carga aquí de un contenido material: felicidad equivale a riqueza,
a bienestar material. Lógicamente, la sociedad debe permitir la fe-
licidad de todos, el bienestar general. Para conseguirlo, todos los
hombres aspirarán a la propiedad, aplicando para ello su trabajo, su
tiempo y su capacidad. El fin de la sociedad será remover los obs-
táculos que lo impidan, dejando obrar libremente a las reglas natu-
rales del mercado. La libertad asegurará la capacidad para intercam-
biar sus bienes y la igualdad garantizará que todos tengan las mismas
posibilidades para incrementar su patrimonio. La propiedad será,
pues, libre —lejos de las antiguas trabas que impiden la transacción
de bienes— e individual —ninguna persona colectiva podrá justifi-
car derecho alguno a poseer—.

En función de estos objetivos, aun cuando la fe en la fuerza
transformadora de la educación proviene de la herencia de la Ilus-
tración, el papel de la educación en el nuevo régimen político y en
la nueva sociedad salida del proceso constituyente gaditano, adquie-
re connotaciones propias y relevantes. Los hombres del 12, según
Ruiz Berrio, arraigados en la tradición progresista del siglo XVIII
español, tienen fe en el progreso, ligado al desarrollo de la instruc-
ción, pero al mismo tiempo tienen fe en la igualdad, que para los
constituyentes de Cádiz, no es sólo igualdad, sino fundamentalmen-
te igualdad ante las luces, igualdad ante la educación333. De ahí que
la instrucción, tal como la definiese el Informe Quintana de 1813,
deba ser universal —extensible a todos—, pública —abierta a todos
los ciudadanos—, gratuita, uniforme y libre.

Para los hombres de Cádiz la educación aparece pues, no sólo
como factor de progreso334 sino, también, como elemento básico del
nuevo régimen político y de la nueva sociedad que nacen. Son
conscientes de que una democracia estable sólo es posible si cuenta
con una población educada para la libertad, con una población
básicamente instruida, conocedora de sus derechos y de sus deberes,

332 Cfr. María Cruz Seoane: «El primer lenguaje constitucional español», en
Moneda y Crédito, Madrid 1968. Págs. 29 y ss.

333 Cfr. Julio Ruiz Berrio: Política escolar de España en el siglo XIX (1808-1833).
Madrid 1970. Pág. 44:

334 Son en este sentido muy numerosas las intervenciones parlamentarias, como
posteriormente veremos, que al afrontar el tratamiento del mundo educativo reco-
gen el legado ilustrado de presentar la educación como un instrumento de progreso.
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forjada en la difícil virtud de la convivencia y de la tolerancia. Tal
es la concepción que late en el Dictamen que la Comisión de Ins-
trucción Pública de las Cortes realizara en torno al primer proyecto
legislativo regulador de la educación:

«Sin educación, es en vano esperar la mejora de las costum-
bres; y sin éstas son inútiles las mejores leyes, pudiéndose quizás
asegurar que las instituciones más libres, aquellas que más ensan-
che conceden en los derechos de los ciudadanos, y dan más flujo a
la Nación en los negocios públicos, son hasta peligrosas y nocivas,
cuando falta en ella razón práctica, por decirlo así, aquella volun-
tad ilustrada, don exclusivo de los pueblos libres y fruto también
exclusivo de una recta educación nacional. Con justicia, pues, nues-
tra Constitución política, obra acabada de la sabiduría, miró la
enseñanza de la juventud como el sostén y apoyo de las nuevas
instituciones, y al dedicar uno de sus postreros títulos al importante
objeto de la instrucción pública, nos denotó bastantemente que ésta
debía ser el coronamiento de tan majestuoso edificio»335.

A partir de esta concepción, los diputados españoles trazarán el
esquema básico del edificio educativo preconizado por los nuevos
tiempos. Siguiendo las pautas que marca Condocet en sus famosas
«Memorias sobre la Instrucción Pública», pautas que en España son
recogidas e introducidas por Jovellanos en sus «Bases para la forma-
ción de un Plan General de Instrucción Pública» 336, establecerán
tres grados en el proceso educativo: una primera enseñanza, de
«extrema importancia» para la nación; una segunda enseñanza,
cuya esencia es «en sentir de la Comisión la principal causa del
atraso en que se halla la educación en nuestra Monarquía»; y una
tercera enseñanza que facultará para el ejercicio profesional.

La importancia de la labor educativa desarrollada por las Cortes
de Cádiz no sólo está en este aunamiento de la herencia ilustrada
y los nuevos planteamientos políticos y sociales del pensamien-
to liberal. Sus repercusiones se prolongan a lo largo de todo el si-
glo XIX. Como bien señala Puelles Benítez, las ideas y directrices
emanadas de los constituyentes gaditanos son las que van a fijar el

335 Dictamen sobre el arreglo de la Enseñanza Pública. El texto íntegro aparece
recogido en la obra ya citada de Julio Ruiz Berrio. Págs. 363-379.

336 Véase el Diario de Jovellanos, referente al día 20 de septiembre de 1796, en el
que se nos indica que ha leído a Condocet. (En el vol. XIV de la Biblioteca de la
Cultura Española, dedicado al pensamiento de Jovellanos, hay una alusión expresa
a dicho día en la Pág. 30).
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rumbo de toda la política educativa del resto del siglo337. Los prin-
cipios constitucionales gaditanos referidos a educación, recogidos en
el Título IX, y el desarrollo y ampliación de los mismos, a través del
Informe Quintana y el Dictamen de la Comisión de 1814, serán el
modelo a seguir por el Reglamento General de Instrucción Pública
de 1821, el Plan literario de estudios y arreglo de las Universida-
des de 1824, el Plan y Reglamento de Escuelas de Primeras letras
del Reino de 1825, el Plan General de Instrucción Pública de 1836,
por citar los más inmediatos temporalmente.

1. EL PRECEDENTE DE LA CONSULTA AL PAÍS

No es dable exagerar la importancia que para el conocimiento de
la crisis que inicia la España Contemporánea tienen las respuestas
que las Juntas, Tribunales, Ayuntamientos, Obispos, Universidades y
particulares, dieron a la consulta formulada por la Junta Central;
consulta que en nuestro país ocupa lugar parejo al de los «cahiers de
doleances» que se presentaron a los Estados Generales338. El extenso
ámbito geográfico, social, institucional y profesional del que proce-
den las respuestas aleja toda idea de parcialidad o partidismo y otor-
gan a las memorias una valor representativo inapreciable.

En el archivo de las Cortes se conserva una relación de esta
consulta, que no podemos afirmar que sea completa, de las diversas
autoridades consultadas. Comprende 15 Juntas Supremas, 7 Au-
diencias, 1 Cnancillería, 36 Ayuntamientos, 41 Cabildos y 9 Univer-
sidades, amén de todas las autoridades Canarias y el arzobispo de
Toledo339. Tan sólo en dos ocasiones han sido utilizados, y ni siquie-
ra en su totalidad, los documentos que vamos a analizar340.

337 Cfr. Manuel Puelles Benítez: Educación e ideología en la España contemporánea.
Madrid 1986. Pág. 69.

338 Cfr. Miguel Artola: Los orígenes de la España Contemporánea. Vol. I. Madrid 1960.
Pág. 287.

339 Cfr. Relación de Circulares enviadas en 24 y 30 de junio de 1809. A. C. Leg.
3; núm. 5.

340 En primer lugar nos encontramos con la obra de Gregorio Jiménez: «Estado
de la opinión española en punto a la reforma constitucional (la Convocatoria de
Cortes constituyentes en 1810). Aportaciones documentales inéditas acerca del Esta-
do de la nación española». Madrid 1936. Estudios de Historia Moderna V, págs. 223-
347. Incluye en su extenso apéndice documental, las que parecen ser respuestas a
la Consulta al País, cuando en realidad no se trata sino de unos extractos muy
resumidos hechos por el autor, que tampoco respeta la redacción original, con lo que
se pierde necesariamente la precisión y riqueza que encierran los originales. Por otra
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El origen de esta consulta se encuentra en el segundo semestre
de 1809. La Comisión de Cortes —órgano dependiente de la Junta
Central que tiene como encargo la realización y dirección de los
trabajos preparatorios para la Convocatoria de Cortes— encarga a
las autoridades antes mencionadas la elaboración de un cuestiona-
rio cuyas preguntas clave son:

1. Medios de asegurar la observancia de las leyes fundamen-
tales del reino.

2. Medios de mejorar nuestra legislación, desterrando los abu-
sos introducidos y facilitando su perfección.

3. Recaudación, administración y distribución de las rentas del
Estado.

4. Reformas necesarias en el sistema de instrucción y educa-
ción pública.

Si bien con respecto a las tres primeras cuestiones, las respuestas
son de una extremada amplitud y en ocasiones llegaron a ser pro-
yectos constitucionales totalmente articulados, el interrogante edu-
cativo muchas veces no es abordado341 y, los que lo tratan, dan
unas respuestas que no tienen la suficiente entidad como para ca-
lificarlos de Proyectos de Reglamento de la Instrucción Pública. A
pesar de ello, ya en esta Consulta al País, se encuentra el germen
del concepto de educación defendido por los constitucionales gadi-
tanos y el planteamiento de las posteriores reformas que abordaron
los hombres de Cádiz.

parte, se encuentra la obra de Miguel Artola: Los orígenes de la España contemporánea.
Madrid 1960. Vol. I. Págs. 287-369. Es quizá el estudio más profundo y amplio
existente. Se abordan temas referentes a la cuestión política —el problema de la
soberanía, los límites del poder real, los derechos del individuo, el problema de los
fueros personales y regionales y la codificación, las Cortes, la Constitución— y los
problemas sociales —la configuración de la sociedad, las reformas en la Hacienda
Pública, el régimen de propiedad, la racionalización de la administración y de la
justicia, la reforma de la disciplina externa—, sin embargo, existen importantes la-
gunas como las relativas a ejército, marina, educación y América.

341 Es el caso de los Informes elaborados por el obispo de Cartagena, el obispo de
Lérida, el obispo de Urgel, el obispo de Córdoba, el cabildo de Cuenca, el cabildo de
Lérida, el cabildo de tortosa, la Audiencia de Galicia, el Ayuntamiento de Cartagena,
el Ayuntamiento de Yecla, la Junta de Trujillo y la Junta de Cataluña. De los Infor-
mes remitidos por particulares resulta más fácil, por ser menor el número, citar
aquellos que abordan el interrogante educativo: Ramón Lázaro de Dou, Fray José
Ríus, Francisco Javier Borrull, Pedro María Ric y Antonio Capmany. Todos ellos
serán diputados a Cortes y sus intervenciones, como posteriormente se verá, serán
importantes respecto a la reforma de la educación e instrucción pública.

324



MANUEL HERRERA GÓMEZ

1.1. La Educación: entre la herencia ilustrada
y los postulados liberales

Los planteamientos políticos, sociales, económicos e ideológicos
de nuestros diputados gaditanos hunden sus raíces en dos grandes
fuentes: la herencia ilustrada y el legado doctrinal de la gran revo-
lución de 1789342. La aplicación de esta herencia y este legado al
terreno educativo tienen como resultado la concepción de la ins-
trucción pública no sólo como instrumento de prosperidad de la
nación o de reforma social, sino también como elemento esencial de
una pedagogía y de la democracia.

En cuanto que sucesores de nuestros ilustrados comparten con
ellos la fe en la instrucción pública como instrumento principal de
renovación y reforma; en tanto que como hijos de los grandes prin-
cipios revolucionarios, creen en la democracia y en la necesidad de
una educación para la libertad343. Progreso de la humanidad ligado
a progreso de la instrucción, igualdad entendida como igualdad ante
las luces y responsabilidad concebida como libertad fruto de una
completa instrucción, constituyen los pilares sobre los que se edifica
y costruye el sistema educativo generado por los hombres del 12.

Estos fundamentos o principios, que serán temas de amplio
debate en las Cortes de Cádiz y que tendrán su plasmacion legal en
el título IX de la Constitución, aparecen en los Informes remitidos
a la Comisión de Cortes por autoridades, instituciones y particulares
consultados. No en vano, como señala Miguel Artola, la educación
es considerada desde el siglo XVIII como la primera piedra sobre la
que las naciones deben levantar el edificio social, el cimiento sobre
el que se ha de edificar la gran obra del hombre344.

En el tratamiento que la Consulta al País hace del interrogante
referente a las reformas necesarias en el sistema de instrucción y
educación pública, nos encontramos con dos posturas claramente
diferenciadas: la ilustrada y la liberal. No son dos plateamientos en
oposición, más bien habría que decir que la segunda, la liberal, en
cuanto a fines y contenidos de la educación, auna y supera a la
primera, la ilustrada.

342 Cfr. Luis Sánchez Agesta: Historia del Constitucionalismo español. Madrid 1955.
Pág. 79.

343 Nos referimos naturalmente, al liberalismo democrático de los primeros años.
Posteriormente, el triunfo del moderantismo liberal supondrá un retroceso en los
principios básicos del liberalismo político primigenio. Cfr. Luis Diez del Corral: El
liberalismo doctinario. Madrid 1956. Págs. 312-315.

344 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Págs. 64-65.
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Por postura ilustrada entendemos aquella que se limita a señalar
como fin de la educación el propio progreso, tanto material como
espiritual, de la misma sociedad. Se prolonga y comparte la convic-
ción existente en el siglo XVIII de que con la instrucción «todo se
mejora y florece; sin ella todo decae y se arruina el Estado» 345. Para
nada se trata el tema de la igualdad y su relación con la educación.

Este primer planteamiento nos lo encontramos en las respuestas
procedentes del estamento eclesiástico y nobiliario, así como el
emitido por algún particular346. También será el adoptado por la
Junta de Instrucción pública tal como nos lo reflejan sus Bases:

«El fin último de la instrucción es habilitar a los individuos
del Estado, para adquirir su felicidad personal, y concurrir al bien
y prosperidad de la nación en el mayor grado posible. Mirando este
fin la educación se considera cifrada en la perfección de las facul-
tades físicas, intelectuales y morales de los ciudadanos hasta donde
pueda ser alcanzada» 347.

Las que denominamos posiciones liberales recogen este fin, la fe
en el progreso, progreso que aparece ligado a la instrucción, pero al
mismo tiempo añaden la necesidad de la educación para la libertad.
Los Informes que se sitúan en estas posiciones liberales realizan una
dura crítica a la política educativa desarrollada en la etapa ilustrada.
A pesar de la abundancia de proyectos y leyes, existe una realidad
clara y evidente que es la desigualdad cultural origen de la desigual-
dad social348. A tenor de estos presupuestos, abogan por una exten-

345 Melchor Gaspar de Jovellanos: «Memoria sobre la educación pública», en
Obras de..., BAE. Tomo L. Madrid 1952. Págs. 123 y ss.

346 En los siguientes términos se manifiesta el Barón de Castellet: «Nadie duda de
que la instrucción es el mejor instrumento del que cuenta todo Estado para procurar la felicidad
individual y colectiva de sus moradores (...). Con la instrucción todo avanza, la agricultura, el
comercio, las manufacturas. La instrucción ilumina toda profesión y oficio útil». (A. C. Junta
Superior. Caja 11). Muy parecidos son los argumentos del Cabildo de Segorbe: «Con
la instrucción todo progresa, las costumbres, la moral y el comportamiento individual, amén de
la economía del Estado» (A. C. Leg. 6; núm. 6). Sería un poco repetitivo ir colocando
de forma sucesiva las distintas argumentaciones que justifican y valoran la importan-
cia de la instrucción pública en el progreso individual y colectivo del Estado. Hemos
colocado las anteriores por ser dos de los ejemplos más significativos.

347 «Bases para la formación de un Plan General de Instrucción Pública», en
Historia de la Educación en España. Tomo I. Del Despotismo Ilustrado a las Cortes de
Cádiz. Madrid 1979. Pág. 347.

348 Cuando el denominado sector ilustrado trata la extensión de la educación, lo
hace teniendo como planteamiento de fondo la consecución de la prosperidad indi-
vidual y colectiva. Por su parte el sector liberal, cuando aboga por la extensión de
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sión de la educación a todos los individuos del reino, no sólo como
instrumento de progreso individual y colectivo, sino también con la
pretensión de hacerlos hombres libres, iguales y responsables. Una
buena manifestación de estos planteamientos nos la presenta el
Informe elaborado por Pedro María Ric, Regente de la Audiencia de
Zaragoza:

«Cuando la ley traiga consigo la igualdad de todos los hom-
bres, la única distinción que la supera es la que nace de la edu-
cación (...) El hijo del rico no será de la misma clase que el hijo
del pobre si no les acerca la instrucción (...) Existirá pues una
distinción real que no estará al alcance verdadero entre los que
tienen las luces y los que son privativos de ellas, las convertirán en
un instrumento de poder para unos y no en un remedio de felici-
dad para todos» 349.

Las argumentaciones liberales en tomo al fin de la educación,
argumentaciones que serán recogidas en el título IX de la Constitu-
ción 350, tienen su defensa en los Informes remitidos por parte de las
Juntas y algunos particulares351.

Esta división de plateamientos se va a prolongar a los debates
parlamentarios. Cuando se esgriman los distintos argumentos en

la educación, sin olvidar la anterior argumentación, considera que la desigualdad
cultural atenta contra la libertad, pilar básico de la nueva sociedad. Así lo expresa
Francisco Javier Borrull, que de forma particular, elabora un informe y que con
posterioridad será diputado en las Cortes de Cádiz: «No es libre el que por ignorancia
coloca su destino en manos de otro. La libertad nace de tener un padre que se llama igualdad
y la igualdad tiene realidad de su unión con la educación». A. C. leg. 6; núm. 13.

349 Pedro María Ric. Bernabarre, 31 de julio de 1809. A. C. leg. 6; núm. 28.
350 Los artículos 366 y 367 son una buena muestra de ese intento de hacer llegar

la instrucción a todos los ciudadanos como paso previo para conseguir la igualdad
social, que tiene sus orígenes y fundamentos, según los constituyentes gaditanos, en
la igualdad cultural.

351 La existencia de planteamientos liberales en las Juntas, tanto en el tema
educativo como en otros, es justificado por Miguel Artola en función de su propia
composición y fines: «Las Juntas que nacen en la España de la Guerra de la Independencia,
surgen como consecuencia de un vacío de poder. Integradas por los elementos más progresistas
y liberales, aprovechan este vado para llevar a la práctica un conjunto de ideas vinculadas a
la Gran Revolución, que el Gobierno de Godoy frenó». Miguel Artola: op. cit. Págs. 9-10.

En cuanto a los particulares que defienden estas posiciones liberales frente a los
fines de la educación: Ramón Lázaro de Dou (A. C. Junta Superior. Caja 11), Fran-
cisco José Ríus (A. C. Junta Superior. Caja 11), Francisco Javier Borrull (A. C. leg.
6; núm. 13) y Pedro María Ric (A. C. leg. 6; núm. 28), tan sólo señalar que todos
ellos con posterioridad serán diputados en el proceso constituyente de 1812, donde
defenderán las posiciones que habían mantenido en sus informes.
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torno a los fines de la educación, encontraremos la presencia de
estas posturas ilustradas y de estas posiciones liberales. No en vano,
como hemos puesto de manifiesto en distintas ocasiones, las Cortes
de Cádiz, al propio tiempo que participan de la herencia ilustrada
se abren de forma definitiva a las ideas y fórmulas del pensamiento
liberal352.

1.2. El Estado como motor de la Reforma

Bien sea considerando como fin de la educación el progreso
individual y colectivo, material y espiritual, bien sea atribuyendo a
la educación el origen de la igualdad social, condición previa para
la consecución de la libertad, todos los informes enviados a la Co-
misión de Cortes, que tratan el interrogante referente a las reformas
necesarias en el sistema de educación e instrucción pública, están de
acuerdo en señalar que se trata de una parcela cuyo ordenamiento
y mejora corresponde a los poderes públicos.

Tanto los planteamientos ilustrados como las posiciones liberales
al defender la intervención Estatal en materia educativa heredan la
actitud adoptada por proyectistas y hombres de gobierno del si-
glo XVIII. Consideran a la educación no como un acto de beneficen-
cia social, sino como un acto de gobierno y una obligación del
Estado en cuanto que tiene relación con el bienestar de la comuni-
dad; Así se expresa el Ayuntamiento de Cádiz sobre este punto:

«Durante muchos años, decenios, la educación de nuestra ilus-
tre nación ha estado sometida a la anarquía y a la barbarie. Era
un territorio de todos y de nadie (...). Hoy nadie duda de la gran-
deza y beneficios que se derivan para un Estado de la existencia de
unos hombres bien instruidos, germen de la paz y bienestar, indi-
vidual como comunal. Siendo esto así, debe ser el Estado, padre y
guía del reino, el baluarte de todas las reformas y entre ellas las
referentes a las necesidades de la educación nacional» (...). «Forma
parte de la esencia de todo Estado el intentar dar una buena

352 La situación del liberalismo español antes de 1808 ha sido ampliamente tra-
tada por Manuel Martínez Sospedra en su obra: La Constitución de 1812 y el primer
liberalismo español. Valencia 1978. Capítulo II. Págs. 19-43. Según este autor, las
principales influencias que configuran el primer liberalismo español son: Las del
Derecho Natural y de Gentes, la británica, la francesa (destacando en ésta las apor-
taciones de Montesquieu y Rousseau), la de la renovación de los estudios históricos
y la de la escolástica.
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instrucción a sus ciudadanos. Es una labor de gobierno que está
enmarcada en sus competencias, como lo es la Salud, el manteni-
miento de la paz o el fomento de la población. Si el Estado está
para el bien de todos y la educación el instrumento para conseguir-
lo, que menos que el Estado la cuide, mantenga y gestione» 353

En esta unanimidad existente en la Consulta al País referente a
las consideraciones de la educación como un servicio público, no
faltarán quienes critiquen el control y gobierno hasta ahora mante-
nido en este sector por la Iglesia o instituciones amparadas por ella.
Este es el caso de la Junta de Badajoz que llega incluso al plantear
el apartamiento total de los eclesiásticos del mundo educativo:

«Ha llegado la hora en que curas y frailes se dediquen a las
labores pastorales y de feligresía que son las propias de su cargo y
sea el Estado quien ocupe una parcela tan descuidada y tan nece-
saria de atención como es la instrucción del pueblo. Cuánto bien se
derivaría para la gloria del Estado y de la nación si todos los
bienes y rentas que eclesiásticos dedican a la educación fueran
administradas y regentadas por el Estado, auténtico representante
de los intereses y bienestar del pueblo»354.

Los informes del Ayuntamiento de Córdoba355, del Ayuntamien-
to de Granada356 y de la Junta de Mallorca357 concretan esta con-
cepción de la educación como un servicio público atribuyendo a los
Ayuntamientos el mantenimiento, cuidado y dirección de los esta-
blecimientos educativos que se paguen con los fondos del común.

353 Ayuntamiento de Cádiz. Cádiz 26 y 30 de septiembre de 1809. A. C. leg. 5;
núm. 53.

354 Junta de Badajoz. Badajoz 12 de noviembre de 1809. A. C. leg. 10; núm. 39.
355 «Siendo necesario establecer en cada pueblo escuelas de primeras letras para instruir a

la población, además de otros establecimientos para la enseñanza de mujeres y artes profesio-
nales, tiene que ser el propio Estado, a través de los Ayuntamientos, quien debe hacerse cargo
tanto del sostenimiento económico como de su inspección (...). Al mismo tiempo sería también
pertinente establecer una Junta Central de Inspección e Instrucción pública que tenga como
encargo velar por el cumplimiento de los planes educativos establecidos en introducir las refor-
mas que se estimen convenientes en el ramo de la educación» A. C. leg. 5; núm. 50.

356 «Es misión de los ayuntamientos encargarse de sus establecimientos de educación e
instrucción, cuidando de su mantenimiento y velando por el estrecho cumplimiento de sus
obligaciones (...) Con un carácter nacional deberá haber una Comisión que se encargue del
sostenimiento e inspección de la Instrucción Pública» A. C. leg. 6; núm. 1.

357 «Deberá debatirse en las Cortes las atribuciones de los ayuntamientos, siendo una de
estas atribuciones velar por la Instrucción Pública que con carácter nacional estará bajo el
control de una Junta Central de Instrucción Pública» A. C. leg. 5; núm. 47.
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Al mismo tiempo, plantean la necesidad de crear una Comisión o
Junta que, a nivel nacional, tenga como encargo la inspección de la
enseñanza pública. El especial interés de estas propuestas radica en
la posterior ratificación que recibirán cada una de ellas en el texto
constitucional gaditano. Así el artículo 321.5 otorgará a los Ayun-
tamientos las atribuciones antes señaladas"8 y el artículo 369 man-
dará establecer una Dirección General de Estudios bajo cuya auto-
ridad estará el gobierno e inspección de toda la enseñanza pública359.

En cuanto a los niveles y ramos que necesitan de una especial
atención por parte de los poderes públicos, la Consulta al País no
ofrece grandes diferencias con respecto a la serie de terrenos que
habían sido abordados por proyectistas y hombres de gobierno de la
Ilustración:

1. La necesidad de dotar a todos los pueblos del reino de es-
tablecimientos educativos de primeras letras.

2. Organizar la segunda enseñanza de tal forma que sea un
auténtico antecedente de los estudios universitarios.

3. Prestar mayor atención a las enseñanzas profesionales, bien
mediante la creación de centros destinados a ellas, bien
mediante la incorporación de nuevos conocimientos y téc-
nicas.

4. Establecimiento de centros de educación femenina donde
se enseñe a las mujeres las labores propias de su sexo, de
acuerdo con un fin: el ser madres de familia.

5. Dar a todas las Universidades del Reino un único plan de
estudios de acuerdo con las necesidades que los tiempos
exigen, incorporando nuevos conocimientos y materias.

Como podemos observar, las cuestiones que había sido objeto de
proyectos y disposiciones legales durante el siglo XVIII, continúan
estando vigentes. No en vano, como señala Álvarez de Morales, lo
propio del siglo XVIII en materia educativa fue proyectar y legislar,
pero los hechos muestran que sólo fueron eso, proyectos y leyes
que tuvieron una escasa aplicación real360.

358 Artículo 321.5: «Estará a cargo de los Ayuntamientos cuidar de todas las escuelas de
primeras letras y de los demás establecimientos de educación que se paguen de los fondos del
común».

359 Artículo 369: «Habrá una Dirección General de Estudios, compuesta de personas de
conocida instrucción, a cuyo cargo estará, bajo la autoridad del gobierno, la inspección de la
enseñanza pública».

360 Cfr. Antonio Alvarez de Morales: «La Universidad en la Ilustración», en Revista
de Educación. Núm. Extraordinario. Madrid, 1988. Pág. 468.
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Ninguno de los Informes estudiado trata de forma total cada uno
estos aspeaos. Educación primaria, enseñanzas femeninas y profe-
sionales, educación secundaria y estudios universitarios son aborda-
dos de forma parcial, sin que ningún informe, como dijimos con
anterioridad, tenga el carácter de ser un auténtico proyecto de Plan
General de la Enseñanza e Instrucción Pública. Sin embargo, ana-
lizando de forma detallada el tratamiento que cada una de las cues-
tiones, antes señaladas, recibe por parte de la Consulta al País, como
si de un rompecabezas se tratase, podremos ver hasta qué punto el
ordenamiento educativo salido de las Cortes de Cádiz se encuentra
influenciado por estos Informes; Informes que, a su vez, recogen el
testigo de la Ilustración.

1.2.1. La Enseñanza primaria

Todos los reformadores que tratan el interrogante referente al
mundo de la educación coinciden en considerarla como «la más
importante, las más necesaria y por consiguiente aquélla en la que
el Estado debe emplear más atención y empeño» 361.

Los Informes del Ayuntamiento de Cádiz, del Ayuntamiento de
Granada y de la Junta de Badajoz concretan esta necesaria inter-
vención estatal en Enseñanza Primaria en una serie de reformas, ya
abordadas en el periodo ilustrado, que recibirían un mayor trata-
miento en las Cortes de Cádiz y en el Proyecto de ley sobre el
arreglo de los diversos ramos de la Instrucción Pública de 1814:

a) Dotar de escuelas de Primeras letras a todos los pueblos de
la Monarquía, encargándose a los ayuntamientos su soste-
nimiento e inspección. Si se diera la circunstancia de que
el Ayuntamiento de una localidad no tiene suficientes re-
cursos y medios económicos para mantenerla, se reunirá
con los ayuntamientos más cercanos para que ningún es-
pañol quede sin la instrucción necesaria362.

361 Informe de la Junta de Mallorca. Mallorca 30 de agosto de 1809. A. C. leg. 5;
núm. 47.

362 «Deben ser los ayuntamientos, conocedores de las necesidades locales, quienes cuiden de
la enseñanza de primeras letras destinando para ello los fondos del común. De esta forma
quedarán cubiertas las necesidades de instrucción primaria de cada localidad» Informe del
Ayuntamiento de Cádiz. A. C. leg. 5; núm. 53.

«Considerada la primera enseñanza como de vital importancia, el objeto primario que se
presenta es la distribución de escuelas (...). En consecuencia con estos principios hemos creído
que debía establecerse, controlada y dirigida por el Ayuntamiento, una escuela de prime-
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b) Establecer unos mecanismos de control y examen para los
futuros docentes en este nivel de enseñanza. Al igual que
en los proyectos y en la legislación dieciochesca, en estos
mecanismos y exámenes se valorarán tanto la virtud —en-
tendida ésta como el comportamiento moral y social de los
futuros maestros— como la preparación académica363.

c) Unificar la diversidad de enseñanzas existentes en estos
niveles primarios con el establecimiento de un único plan
de estudios que sea común a toda la Monarquía. Recogien-
do el legado depositado por los proyectos y leyes de la
Ilustración, este único plan de estudios deberá prestar es-
pecial atención a materias tales que la lectura, escritura,
ortografía y aritmética364.

1.2.2. La Enseñanza Secundaria

Juntas, tribunales, ayuntamientos, obispos, universidades y par-
ticulares están de acuerdo en concebir la enseñanza secundaria o
«segundo grado de instrucción» como el nivel docente encargado
«de preparar a los discípulos para afrontar el aprendizaje de aquellas
ciencias que son en la sociedad el objeto de una profesión liberal
enseñada en nuestras universidades» 365. Dicho de otra manera,
consideran la enseñanza secundaria como el antecedente preparato-
rio de los estudios universitarios.

ras letras en todos los pueblos que la puedan sostener. Los que no puedan hacerlo, que
se reúnan uno o dos más de ellos para costearla en común, estableciéndose en el lugar
más apropiado para la asistencia de los infantes» Informe de la Junta de Badajoz. A. C.
leg. 10; núm. 39.

363 «Parece absolutamente necesario que los nombramientos de maestros no recaigan en
sujetos incapaces. Por ello proponemos un examen en cada provincia del reino, valorándose
conocimiento y métodos (...) Un encargo como éste, de tanta confianza, sólo puede recaer en
hombres agradables y virtuosos. No basta con ser bueno, también hay que parecerlo». Informe
del Ayuntamiento de Granada. A. C. leg. 6; núm. 1.

364 «Este Ayuntamiento ha creído conveniente la necesidad de que todos los establecimientos
de primeras letras del Reino tengan como enseñanza común leer con sentido, escribir con
claridad y buena ortografía, poseer y practicar las leyes elementales de la aritmética». I n f o r m e
del Ayuntamiento de Cádiz. A. C. leg. 5; núm. 53.

«De nada sirve establecer escuelas si en todas ellas no es común la enseñanza de unos
conocimientos necesarios y válidos para todo hombre, tales que el leer, el escribir y practicar las
reglas elementales de la aritmética». Informe de la Junta de Badajoz. A. C. leg. 10;
núm. 39.

365 Informe del Ayuntamiento de Palma de Mallorca. Palma de Mallorca 20 de
septiembre de 1809. A. C. leg. 5; núm. 56.
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De todos los Informes analizados, sólo el del Ayuntamiento de
Palma de Mallorca trata con mayor profundidad la necesaria refor-
ma de este nivel educativo. Merece la pena detenerse a estudiar sus
principales aportaciones por lo que tienen de parecidas con las pro-
puestas planteadas por el Informe Quintana.

Tras realizar una dura crítica a la política gubernamental por la
indiferencia y descuido con que ha tratado a este nivel de enseñan-
za, propone como medio de solución, el establecimiento en cada
capital de provincia de una escuela de enseñanza secundaria que
satisfaga las propias necesidades provinciales. Con esta medida cree
solucionar la tradicional falta de preparación de que adolecían los
futuros estudiantes universitarios que para inscribirse en las facul-
tades mayores no requerían más conocimiento que «alguna tintura
superficial de lengua latina, algunas nociones de lógica, metafísica
y moral por lo común absurdas o viciosas».

Al amplio elenco de asignaturas que establecía el Real Decreto
de 19 de enero de 1770, última disposición del siglo XVIII para la
enseñanza secundaria y que según Enrique Guerrero tuvo una di-
ficultosa aplicación366 , se le intenta poner orden y racionalidad es-
tableciendo las siguiente división:

1. Ciencias matemáticas y físicas.
2. Ciencias morales y políticas.
3. Literatura y artes.

El establecer esta división no responde a otros objetivos que los
de preparar desde la enseñanza secundaria «a los futuros universi-
tarios que más tarde o temprano deberán ejercer su profesión en
beneficio de la sociedad civil»367.

La sección de ciencias matemáticas y físicas comprenderá las
materias de Aritmética, Algebra, Geometría, Trigonometría, Historia
Natural, Botánica, Química, Geología y Mecánica elemental. Los
estudios de ciencias morales y políticas tendrán como contenidos
«aquellos estudios que nos den a conocer nuestros derechos y obli-
gaciones, sea como individuos, sea como miembros de una asocia-
ción formada para adquirir y asegurar la felicidad común, estos

366 Para Enrique Guerrero el Decreto de 1770 tuvo una escasa aplicación. Se
trataba de una disposición con amplias pretensiones que encontró como dificultades
la necesidad de una importante inversión económica y la existencia de una profeso-
rado cualificado, el cual no lo había. Cfr. Enrique Guerrero: «Estudio Preliminar», en
Historia de la Educación en España. Tomo I. Del Despotismo Ilustrado a las Cortes de Cádiz.
Madrid 1979. Pág. 21.

367 Informe del Ayuntamiento de Palma de Mallorca. A. C. leg. 5; núm. 56.
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estudios son conocidos con el nombre de Ética, Filosofía Moral,
Derecho Natural, Derecho Político y Derecho de Gentes» 368. Por lo
que respecta a la sección de Literatura y arte englobará ésta las
enseñanzas de Poética, Retórica, Latín, Griego e Historia.

Como podemos observar, no existen aportaciones novedosas si
establecemos como punto de referencia el Real Decreto de 1770.
Ahora bien, este intento de organización y división, que guarda un
notable parecido con el Informe Quintana, pone de manifiesto el
interés y preocupación existente por dotar de cuerpo a las enseñan-
zas secundarias, valoradas como auténtico antecedente de los estu-
dios universitarios.

1.2.3. Las Enseñanzas Profesionales o Prácticas

Las enseñanzas profesionales, uno de los grandes caballos de
batalla de los proyectos y leyes del XVIII español, también van a
estar presentes en la Consulta al País. La política educativa del
periodo ilustrado había vinculado la necesidad de desarrollar estas
enseñanzas a la utilidad económica y social que representaban. En
función de ello, había planteado su necesaria independencia de la
Universidad, a la par que había orientado una serie de instituciones
para su promoción y desarrollo —Consulados, Juntas de Comercio
y Sociedades Económicas de Amigos del País—.

La Consulta al País recoge esta herencia y la concreta en una
serie de puntos:

1. Establecer en cada capital de provincia un instituto de cien-
cias útiles que esté en contacto directo con el mundo eco-
nómico laboral. Se pretende así institucionalizar de forma
definitiva estos estudios369.

2. El sostenimiento económico de estos centros correrá a car-
go de los Ayuntamientos, contando en todo momento con

368 Informe del Ayuntamiento de Palma de Mallorca. A. C. leg. 5; núm. 56.
369 La ubicación provincial de los centros de enseñanzas profesionales, propuesta

que es proyectada por el Ayuntamiento de Cádiz (A. C. leg. 5; núm. 53), la Junta
de Córdoba (A. C. leg. 5; núm. 45) y algunos particulares como Pedro María Ric (A.
C. leg. 6; núm. 28), José Sala (A. C. A. Junta Superior; caja 11) y Fernando Andrés
Benito (A. C. leg. 6; núm. 10), también aparece en las Bases elaboradas por Jove-
llanos para la Formación de un Plan General de Instrucción Pública (1809): «Conviene
a las enseñanzas profesionales y prácticas dar institutos separados, erigidos en las capitales de
provincia o pueblos que haga mejor proposiciones para ello». Enrique Guerrero: Historia de
la Educación en España. Vol. I. Del Despotismo Ilustrado a las Cortes de Cádiz. Pág. 360.
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la ayuda y fomento de las Sociedades Económicas de Ami-
gos del País370.

3. Se prestará especial atención a los estudios de Dibujo natu-
ral y científico, Comercio, Economía civil y reglas prácticas
de la profesión mercantil, Estadística y «todas las materias
físico-matemáticas que perfeccionan el conocimiento de los
entes reales» y que tienen gran aplicación en la agricultura,
industria y comercio"1.

1.2.4. La Educación de la Mujer

El tratamiento que dan a la enseñanza femenina los distintos
Informes que constituyen la consulta al País no presenta ninguna
diferencia con el realizado por el pensamiento y política ilustrada.
Se valora la importancia de esta parcela de la educación por su
influencia en el buen funcionamiento de la «república familiar»; en
consecuencia debe tener como objetivo la formación de buenas y
virtuosas madres de familia. De esta forma, al igual que los proyec-
tos y leyes del XVIII, la escritura y la lectura quedan relegadas a un
segundo plano, en cuanto que se las considera «como enseñanzas
más propias del sexo masculino».

Una vez más es el Ayuntamiento de Cádiz quien concreta un
detallado plan de enseñanza femenina: plan que presenta muchos

370 Resultan interesantes las proposiciones de la Junta de Badajoz (A. C. leg. 10;
núm. 39) y de la Junta de Mallorca (A. C. leg. 5; núm. 47). Por primera vez se
plantea la participación directa de los poderes públicos en el sostenimiento económi-
co de este tipo de centros educativos. Recordemos que con anterioridad el manteni-
miento económico de estos centros había corrido a cargo de instituciones no propia-
mente estatales que entre sus fines aunaban el fomento y desarrollo de este tipo de
enseñanzas.

371 No se trata de materias nuevas. Cuando analizamos los proyectos y legislación
del S. XVIII para enseñanzas profesionales, recogían cada uno de estos contenidos
docentes. Ya dijimos en su momento que la preocupación por este tipo de enseñan-
zas esta íntimamente ligada a la conciencia de decadencia española. Esta sensación
de decadencia ve en las enseñanzas profesionales el instrumento apropiado para
fomentar el desarrollo de la economía española. Sobre este aspecto, quien se mani-
fiesta con una mayor contundencia es Ignacio María Funes de Ulloa, abogado de los
Reales Consejos, al afirmar: «Los contenidos de estos establecimientos de enseñanzas técnicas
deberán abarcar todo tipo de conocimiento útil que tenga aplicación en la agricultura, manu-
factura y comercio. Para poner remedio a nuestra economía, campo trillado por los gobiernos
despóticos y la Guerra que nos ocupa, nada mejor que la enseñanza de técnicas comerciales,
economía civil, estadística y demás saberes con los que se formarán buenos agricultores, buenos
artesanos y buenos comerciantes. Hay que estar al ritmo que marcan los tiempos» A. C. leg.
6; núm. 5.
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rasgos comunes con el presentado por la Comisión de Instrucción
Pública en el Proyecto de Decreto sobre el arreglo general de la
Enseñanza Pública (1814):

«Deberán establecerse escuelas gratuitas, generales y públicas
para que las niñas aprendan las habilidades propias de su sexo y
si alguna quisiera, también se le enseñarán reglas prácticas de
lectura y escritura» 372.

Respecto a estas enseñanzas femeninas, los Ayuntamientos ten-
drán encomendadas las atribuciones de sostenimiento económico y
material así como todos los aspeaos referentes a las dotaciones y
examen del personal docente. Al igual que en los exámenes del
personal docente masculino «deberán tenerse en cuenta no sólo su
preparación académica, también su vida virtuosa y social»373

1.2.5. La Universidad

Los niveles educativos superiores son los que reciben un más
pobre, por no decir nulo, tratamiento por parte de la Consulta al
País. Según el leg. 1, núm. 6 del Archivo de las Cortes, nueve
fueron las universidades consultadas por la propia Comisión de las
Cortes: Valladolid, Salamanca, Mallorca, Cervera, Santiago, Grana-
da, Sevilla, Valencia y Alcalá de Henares. Sólo conservamos los
Informes remitidos por las Universidades de Cervera y Mallorca. Del
resto de autoridades, instituciones y particulares consultados, nin-
guno hace referencia a la enseñanza universitaria, tan necesaria de
reforma como de planificación.

Tanto el Informe de la Universidad de Cervera como el de la
Universidad de Mallorca inciden en la necesidad de establecer un
único plan de estudios para todas las Universidades del Reino. En
los siguientes términos se expresa la Universidad de Mallorca:

«Siendo como son los estudios universitarios menos generales y
de menor extensión en cuanto a número de individuos se hace
necesario un único plan de estudios para toda y cada una de las
universidades existentes. Este único y mismo plan de estudios de-
berá comprender Facultades, asignaturas, manuales y requisitos
para el ascenso en la carrera universitaria (...) Al mismo tiempo,
se ha de procurar que el acceso e incorporación a cada Universidad

372 Informe del Ayuntamiento de Cádiz. A. C. leg. 5; núm. 53.
373 Informe del Ayuntamiento de Cádiz. A. C. leg. 5; núm. 53.
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esté precedido de la certificación de haber cursado y aprobado los
estudios de segunda instrucción» 374.

Aunque sea desde posiciones ideológicas diferentes, estas pre-
tensiones de uniformidad coinciden de forma plena con las directri-
ces emanadas del Plan Caballero de 1807 y con las establecidas por
el Informe Quintana y el Proyecto de Decreto sobre le arreglo Ge-
neral de la Enseñanza Pública (1814). Según Mariano y José Luis
Peset son motivaciones de eficacia, calidad académica y racionali-
dad, las que hacen que una de las pretensiones de la política edu-
cativa para la Universidad de los siglos XVIII y XIX esté encaminada
al establecimiento de un único plan de estudios375.

Un punto en el cual los Informes de ambas universidades mos-
trarán una total oposición a lo establecido por el Plan Caballero y,
en general, a todo lo planteado por la legislación ilustrada alusiva
a universidad, fue en lo referente al control ejercido por el Estado
en la estructura de gobierno universitario. Celosas de su tradicional
autonomía, critican las atribuciones y poderes del Censor Regio,
auténtico delegado del Gobierno en la Universidad376. Estas protes-
tas se agudizaron en los debates parlamentarios, como posterior-
mente veremos. El Informe Quintana se hará eco de las mismas
dejando como objeto de los reglamentos particulares de cada Uni-
versidad los siguientes campos de actuación:

«Cada Universidad arreglará su gobierno, cuerpos, distribu-
ción de la enseñanza, horas, cursos, exámenes, libros» 377.

Se rompía así, de forma momentánea pues algunos planes del
XIX recuperan la figura del Censor378, el control ideológico y guber-
nativo que desde el siglo XVIII el Estado había pretendido incorpo-
rar a la Universidad.

374 Informe de la Universidad de Mallorca. A. C. leg. 5; núm. 58.
375 Mariano y José Luis Peset: La Universidad española (siglos XVIII y XIX). Despotismo

Ilustrado y Revolución Liberal. Madrid, 1974. Págs. 93 y ss.
376 «Durante los años de gobierno despótico nuestras universidades sufrieron su mayor

atraso y opresión. Se rompió su tradicional forma de gobierno y dirección, intentando controlar
algo que está impreso en el propio talante de la universidad: la libertad de ciencia y autonomía
de gobierno». Informe de la Universidad de Cervera. A. C. Leg. 3; núm. 44.

377 Enrique Guerrero: Historia de la Educación en España. Vol. I. Del Despotismo Ilus-
trado a las Cortes de Cádiz. Madrid 1979. Pág. 400.

378 Aunque aparecerá con otra denominación, en concreto Director de Estudios,
el Plan Carlomarde y el Plan del Duque de Rivas recuperan la figura y atribuciones
del Censor Regio.
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2. LA JUNTA DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA:
BASES PARA LA FORMACIÓN DE UN PLAN
GENERAL DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA

La abundancia de Informes emitidos —no menos de 150 insti-
tuciones y personas— superaban las posibilidades de la Comisión de
Cortes. Hubo de proceder ésta a la creación de una Junta de orde-
nación y relación de escritos e informes relativos a los puntos que
se habían de tratar en las Cortes. La misión de esta Junta —misión
que, según Artola, desempeñó ampliamente379— consistía en resu-
mir lo que de sustancia pudiera haber en los Informes presentados
—hubo ocasiones en que éstos superaron el centenar de folios—.
Para el funcionamiento de esta Junta, Jovellanos redactó unas ins-
trucciones que fueron puestas en práctica por el secretario de la
misma, el poeta Juan Nicasio Gallego380.

A medida que esta Junta daba curso a los Informes recibidos, se
fueron creando otras, cuya misión consistiría en estudiar y preparar
un programa en cada una de sus especialidades. Surgieron así:

1. La Junta de Medios y recursos extraordinarios, de la que
fue presidente Garay, y Polo y Catalina secretario (14 de
septiembre de 1809).

2. La Junta de Real Hacienda y Legislación, que tuvo a Rimel-
que como presidente y a Argüelles como secretario (27 de
septiembre de 1809).

3. La Junta de Materias eclesiásticas. Fue la más nutrida —15
vocales—, con Castañeda en la presidencia (9 de noviembre
de 1809).

4. La Junta Ceremonial de Cortes, que tenía al Conde de
Ayamans y a Ramírez en los cargos antes dichos respecti-
vamente (25 de noviembre de 1809).

5. La Junta de Instrucción Pública, cuya presidencia se reservó
Joveilanos, sin duda alguna inspirador de toda esta organi-
zación381.

Tomando como punto de partida las preguntas y proyectos for-
mulados por los distintos Informes que constituyen la Consulta al
País, la Junta de Instrucción Pública elaboró las «Bases para la for-

379 Cfr. Miguel Artola: La burguesía revolucionaria (1808-1874). Madrid 1976.
380 13 de agosto y 2 de diciembre de 1809. Inicialmente contó con 6 miembros

a los que se añadieron en la fecha última dos más. A. C. leg. 3; núm. 5.
381 Cfr. Miguel Artola: Los orígenes de la España Contemporánea. Vol. I. Madrid 1960.

Págs. 265-266.
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mación de un plan general de Instrucción Pública» 382. En palabras
de J. Sarrailh, se trata de un metódico y detallado programa de
gobierno, fruto del trabajo y pensamiento de Jovellanos, que en el
diseño de la España por hacer otorga una trascendental importancia
a la instrucción383.

Las Bases están influenciadas por los liberales franceses, en espe-
cial por el famoso «Rapport» que Condorcet presentará a la Asam-
blea Legislativa en 1792. En este sentido, hemos de señalar que, si
establecemos un examen comparativo entre ambos Informes, encon-
tramos el desarrollo de un mismo programa educativo:

1. Tanto las Bases como el Rapport consideran a la educación
como un deber público384.

2. En ambos Informes la educación recibe los adjetivos de
pública, universal y gratuita385.

3. En sendos casos se percibe una buena carga de utopía386.

382 El texto completo lo encontramos en Historia de la Educación en España. To-
mo I. Del Despotismo Ilustrado a las Cortes de Cádiz. Madrid 1979. Págs. 347-369.

383 Cfr. J. Sarrailh: la España Ilustrada de la segunda mitad del S. XVIII. Madrid,
1974. Pág. 229.

384 Así se expresa Condorcet sobre este punto: «Es obligación del Estado todo lo
concerniente al ramo de la instrucción, un gobierno que no se hiciera cargo de la instrucción
se destruiría a si mismo», en Escritos pedagógicos. Madrid 1922. Pág. 17. Idea similar,
aunque planteada con un sentido positivo, encontramos en las Bases: «La educación,
que tiene por objeto la perfección física, mora! e intelectual de los ciudadanos, pertenece al
gobierno por los bienes que se derivan de prestar atención a este ramo, tanto de forma indi-
vidual como colectiva». Op. cit. Pág. 348.

383 Cuando Condorcet aplica los adjetivos pública, universal y gratuita a la educa-
ción, lo hace planteando las consecuencias negativas que se derivarían de la no exis-
tencia de los mismos: «Una constitución libre que no correspondiese a la instrucción pública,
universal y gratuita de los ciudadanos, se destruiría en su seno después de algunas tormentas, y
degeneraría en una de esas formas de gobierno que pueden conservar la paz en medio de un
pueblo ignorante y corrompido». Op. cit. Págs. 35-36. Vincula en consecuencia la libertad
a la instrucción y de ahí su carácter universal, público y gratuito. Para Condorcet, una
libertad prematuramente adquirida, sin la instrucción necesaria, conduce a la anarquía
o al despotismo, pero no a la moralidad ni al progreso. Por su parte, las Bases ligan el
carácter universal, público y gratuito de la educación a la consecución de la felicidad
personal y al bien y prosperidad de la nación: «Conviene la generalidad de la enseñanza a
todos los ciudadanos, que sea pública y gratuita, para que los individuos del Estado, de cualquie-
ra clase y profesión que sean, puedan adquirir su felicidad personal y concurrir al bien y pros-
peridad de la nación en mayor grado posible». Op. cit. Pág. 364. Si Condorcet, por su parte,
vincula el carácter universal, público y gratuito de la educación al orden político, las
Bases se sitúan todavía dentro de los plateamientos ilustrados de identificar educación
con felicidad y bienestar individual y colectivo.

386 Tanto el Rapport corno las Bases unen al desarrollo y fomento de la educación,
la felicidad individual como colectiva. De esta forma nos lo presenta el Rapport: «La
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Esta influencia que ejerce el «Rapport» de Condorcet sobre las
Bases es un hecho inevitable en atención a las siguientes razones:
primero, el Informe de Condorcet es posiblemente la obra más in-
fluyente de la pedagogía revolucionaria, constituyendo, junto con
sus cuatro «Memorias sobre la instrucción pública», la base de la
moderna enseñanza democrática; segundo, el pensamiento político
francés del siglo XVIII es, como sabemos, el que protagoniza el
cambio de la sociedad contemporánea; tercero, es bien conocida la
recepción que hace nuestra minoría ilustrada de la savia cultural del
país vecino387. Se trata pues de un fenómeno que debe ser englo-
bado en otro más amplio, el de la cultura europea, si bien al adap-
tarse a nuestro país sufre las modificaciones propias de nuestro
contorno social, político y económico.

Para una exacta compresión de las Bases conviene distinguir en
ellas lo que es programa de enseñanza, de las premisas y conse-
cuencias que su realización implica.

El primero es un estudio, más admirable sí se piensa en las
circunstancias en que fue escrito, de las disciplinas que el país
necesita para su desarrollo y de los centros que es preciso refor-
mar o crear para impartirlas. Las principales aportaciones son las si-
guientes:

1. La amplitud de miras que supone una educación cifrada en
«la perfección física, intelectual y moral de los indivi-
duos» 388

felicidad y paz de toda nación depende del grado de instrucción de sus individuos.
Cuanta mayor instrucción mayor paz y felicidad» Op. cit. Pág. 52. Las Bases recogen
este mismo planteamiento: «La instrucción nacional es la primera y más abundante fuente
de la pública felicidad; porque no se puede acordar, que sin educación física no se podrán
formar ciudadanos ágiles y robustos; sin instrucción pública y moral no se podrán mejorar las
leyes con que estos ciudadanos deben vivir seguros, ni el carácter y costumbres que los han de
hacer felices y virtuosos; y que sin ciencias prácticas y conocimientos útiles no se podrán dirigir
y perfeccionar la agricultura, la industria, el comercio y demás profesiones activas que las han
de multiplicar, enriquecer y defender». Op. cit. Pág. 369.

387 Véase nota 336.
388 «La Educación física tendrá por objeto general la perfección de los movimientos y

acciones naturales del hombre, concretándose este objetivo en mejorar la fuerza, la agilidad y
la entereza de los ciudadanos (...) La educación literaria pública tendrá por objeto particular
la perfección de las facultades intelectuales y morales del hombre. Puede dividirse en dos ramos:
primero, la enseñanza de los métodos necesarios para alcanzar los conocimientos; segundo la
de los principios de varias ciencias que abrazan estos conocimientos. La primera de estas en-
señanzas se debe a todos los ciudadanos que han de profesar las letras, y conviene generalizarlo
cuanto sea posible; la segunda a la que se destinen particularmente a algunas de las ciencias,
y conviene facilitarla». Op. cit. Págs. 348-350.
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2. La preocupación por lo que hoy llamamos técnicas y que
las Bases denominan filosofía práctica frente a la filosofía
especulativa389.

3. La renovación de los centros docentes con la creación, jun-
to a las universidades, limitadas a enseñar «las ciencias
intelectuales, de unos institutos en que se cursarán las
«ciencias experimentales» a los que se añadirán colegios,
seminarios y academias en un vasto plan que cubriría a
España de centros de enseñanza390.

4. La preocupación por la educación de la mujer. Siguiendo
las pautas establecidas por la Ilustración, la educación fe-
menina ha de ir orientada a la formación de buenas y vir-
tuosas madres de familia que jueguen un papel transcen-
dental tanto en la economía doméstica como en la
formación literaria, moral y civil de la juventud391.

Destaquemos, por su notable claridad, el esquema en que armo-
niza las distintas enseñanzas:

389 »Esta Junta es consciente de la grande importancia si la midiere por los inmensos bienes
que aplicación a los usos de la vida civil ofrece a la nación las filosofías prácticas. Por lo mismo
examinará con la mayor atención los medios de mejorar y difundir su enseñanza (...) Esta
filosofía práctica abraza todas las ciencias conocidas con el nombre de matemáticas puras, todas
las físico-matemáticas y todas las que se pueden llamar experimentales y que se perfeccionan
por la aplicación del cálculo al conocimiento de los entes reales-». Op. cit. Págs. 359-360.

390 «Conviene dar estas enseñanzas de filosofía práctica en institutos separados, erigidos en
las capitales de provincia o pueblos de nuestras provincias en que haya mejor proposición para
ello, la junta examinará, asilos medios de erigirlas, multiplicarlas y dotarlas (...) Conviene así
mismo la necesidad de establecer junto a estos institutos otros establecimientos como seminarios
en favor de aquellos jóvenes huérfanos, hijos de viudas o de padres ausentes que no pueden
esperar de, la educación doméstica los principios de enseñanza literaria, moral y civil, que tan
necesaria es para formar buenos e ilustres ciudadanos (...) Junto a las universidades es nece-
sario que haya colegios destinados a aquellos hijos de familias pudientes, que aspirando a la
carrera de la magistratura o de la Iglesia, se apliquen a los estudios que requiere su profesión».
Op. cit. Pág. 361.

391 «La educación de las niñas, que es tan importante para la instrucción de esta preciosa
mitad de la nación española, y que debe tener por objeto el formar buenas y virtuosas madres
de familia, lo es mucho más tratándose de unir a esta instrucción la providad de sus costum-
bres; de una y otra dependen las mejoras de la educación doméstica, así como las de esta
primera educación tiene luego tan grande y conocido influjo en la educación literaria, moral
y civil de la juventud». Op. cit. Pág. 352.
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EDUCACIÓN FÍSICA

EDUCACIÓN
LITERARIA

EDUCACIÓN
CIENTÍFICA

1° «La enseñanza
de los métodos ne-
cesarios para al-
canzar los conoci-
mientos» (arte de
hablar)

2o Filosofía especu-
lativa (derivada del
arte de pensar).

1° Enseñanza de
los medios.

2° Filosofía prácti-
ca (derivada del
arte de calcular).

— Primeras letras.
— Aritmética y Geometría.
— Lengua Castellana.
— Lengua Latina.
— Lengua Griega y Hebrea.
— Lengua inglesa, italiana, fran-

cesa.

— Lógica.
— Ontología.

o
— Metafísica.
— Ética.
— Economía civil
— Legislación y

jurisprudencia.

— Teología
natural.

— Ética
natural.

— Moral
social.

— Ontología.
— Moral.
— Dibujo Natural.
— Dibujo Científico.
— Comercio y contabilidad.
— Lenguas.

— Matemáticas.
— Ciencias físico-matemáticas.
— Ciencias experimentales.

Por lo que respecta a las premisas y consecuencias que su rea-
lización implica, conviene señalar en primer lugar la uniformidad
de la enseñanza. Con ella se pretendía poner fin a la ancestral lucha
entre los sistemas y a la diversidad de interpretaciones392. Unida a
esta uniformidad de la enseñanza encontramos el uso exclusivo del
castellano, que busca acabar con el carácter esotérico de la educa-
ción, encubridor, la más de las veces, de una insufrible pedante-

392 «Convendrá que todas las enseñanzas de las escuelas, universidades e institutos del reino
se haga por un mismo método y unas mismas obras, para que uniformada la doctrina elemen-
tal, se destierren los varios sistemas caprichosos y opinables, que no tienen más origen que la
diferencia de las obras estudiadas y la arbitrariedad de los maestros en la expansión de su
doctrina». Op. cit. Pág. 369.
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ría393. Aún nos interesa más lo que las Bases dicen respecto al
carácter obligatorio y gratuito de la enseñanza, que se concibe como
obligatoria para todos los ciudadanos, llegando a sugerir incluso la
inconveniencia de sanciones para los remisos394. En otro lugar so-
mete a la Junta la siguiente proposición:

«Si convendrá que toda la enseñanza conveniente a la genera-
lidad de los ciudadanos, ya para su primera educación, ya para el
estudio de las ciencias experimentales y prácticas, sea enteramente
gratuita»395.

En el plano organizativo y de gobierno recogen las Bases una
preocupación detectada en algunos de los Informes: la necesidad de
establecer un Consejo de Instrucción pública que tenga como encar-
go velar por la enseñanza general del reino. El término velar inclu-
ye todo lo referente a métodos, materias, docentes, dotación econó-
mica y, cómo no, inspección de centros educativos396.

3. LA EDUCACIÓN EN EL DIARIO DE SESIONES:
IDEAS Y PRECEPTOS CONSTITUCIONALES

Nada más comenzar las sesiones de las Cortes de Cádiz, concre-
tamente el 9 de diciembre de 1810, el Sr. Espiga hada la siguiente
proposición a la Cámara:

393 «(...) la Junta tendrá presente: 1° Que siendo la lengua nativa el instrumento natural,
así para la comunicación de las ideas propias como para la perfección de las ajenas, en ninguna
otra lengua podrán los maestros exponer más clara y distintamente su doctrina y en ninguna
podrán percibir y entender mejor sus discípulos». Op. cit. Pág. 354.

394 «A este fin examinará si es conveniente, que ¡a legislación prive de algunas gracias o
derechos a los ciudadanos que no las hubieren recibido, para ofrecer un estímulo más poderoso
a su estudio». Op. cit. Pág. 351. Resulta éste un punto de especial interés que se
someterá a debate en las Cortes de Cádiz cuando se establezca la necesidad de saber
leer y escribir para ejercer los derechos de ciudadano. Ver Diario de Sesión Vol. III.
Discusión sobre el Párrafo VI del art. 22 del proyecto de constitución. Págs. 1799-
1800.

395 Op. cit. Pág. 364.
396 «Examinará la Junta si convendrá erigir un tribunal o Consejo de Instrucción Pública,

o bien confiar el cuidado particular de ella a alguna sección o Sala del Consejo de Estado o del
Supremo de España e Indias, para que velando por la enseñanza general del reino, promueva
sus mejoras y dirija cuanto fuese necesario de alterar o establecer, así en los métodos y a la
doctrina de la enseñanza elemental, como en los estudios transcendentales de las ciencias, y
cuanto sea relativo a la protección y gobierno de los institutos y cuyos encargados de promover
una y otros a fin de que un cuerpo tan recomendable sea dirigido por un cuerpo permanente
y regido por máximas constantes de protección y vigilancia». Op. cit. Pág. 368.

343



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

«Habiendo sido convocadas las Cortes generales y extraordina-
rias, no sólo para formar una Constitución, sino también para
reformar nuestra legislación, y conteniendo ésta diversas partes
que exigen comisiones, pido que se nombre una para reformar la
Legislación civil, otra para la criminal, otra para el sistema de
Hacienda, otra para el Comercio y otra para un plan de Educación
e Instrucción Pública» 397.

Junto al testimonio del Sr. Espiga, encontramos otra serie de
intervenciones que nos revelan desde un primer momento la im-
portancia atribuida por nuestros diputados gaditanos al mundo de
la educación y su reforma398.

Ante la abundancia de intervenciones, propuestas y proyectos
que recogen el Diario de Sesiones en referencia a la educación cabe
un interrogante: ¿por qué este interés por el mundo educativo por
parte de los hombres de Cádiz? Julio Ruiz Berrio responde de
manera acertada a esta pregunta de la siguiente forma: «En medio
de esa pugna social e ideológica que reflejan las Cortes de Cádiz,
una labor se realiza en común, la de señalar los vicios de la sociedad
y de la de hacer solemnes y urgentes llamamientos sobre le valor
de la educación para remediar aquellos (...)• Se dictaminará que la
educación es la gran solución a todos los problemas de España, sean
económicos, sociales, políticos, culturales o religiosos» 399.

En efecto, los diputados de Cádiz nos ofrecen una lista intermi-
nable de vicios de la sociedad española, exagerando su intensidad y
su número, y olvidando citar a su lado las virtudes que innegable-
mente coronaban esta sociedad. Son precisamente los hombres de
ideas más liberales, los que más exageran estos vicios, aunque a
veces lo hagan así para resaltar el gran papel que tiene que desem-

397 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 153.
398 Sirva como ejemplo la intervención del Sr. Zoirraquín, el 19 de diciembre de

1810: «El pueblo español, deseoso de su libertad, puso en esta Cámara su confianza y toca a
ésta conservar los verdaderos intereses de la nación (...) Uno de ellos es la instrucción y edu-
cación del pueblo, ramo este necesitado de intervención y reforma, para ello estamos aquí».
Diario de Sesiones Vol. I. Pág. 251. En términos parecidos se habían manifestado con
anterioridad el Sr. Muñoz Torrero: «Estamos aquí reunidos para dar la felicidad a nuestro
pueblo. Esta felicidad exige afrontar una serie de reformas en los más diversos ramos (...) La
educación e instrucción del pueblo no puede pasar desapercibida a esta Cámara, pues de ella
dependerá el que nuestra nación tenga honrados, hábiles e instruidos ciudadanos. Debe ser este
ramo, el de la educación, uno de los que le prestemos mayor importancia, por los bienes y
dichas que de él se derivan». Diario de Sesiones Vol. I. Pág. 41 .

399 Julio Ruiz Berrio: Política escolar de España en el S. XIX. (1808-1833). Madrid
1970. Pág. 10.
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peñar la educación e nuestro país. Uno de ellos, José María Cala-
trava, diputado por Extremadura, presentó a la Cámara el 17 de
abril de 1811 una «Memoria sobre los males que pueden producir
los vicios en cada uno de los ramos de la prosperidad pública», y en
ella comienza haciendo una relación de esos vicios en los pueblos
y en las ciudades. Es una relación larga, en la que olvida que esos
vicios son comunes muchos de ellos a otras naciones en aquel
momento y en la que se omiten las nobles virtudes españolas, pero
tiene el interés de ser un documento de la época y de presentar las
faltas que los diputados de Cádiz veían en su nación; por ello vamos
a transcribirla. Dice así:

«Porque hoy puede decirse de nosotros generalmente hablando
que ni la ley evangélica ni las instituciones de nuestros mayores
son cosa alguna, y que debemos reputarnos peores que un pueblo
sin historia. En efecto ¿quién dudará de esta verdad si se quiere
recorrer los pueblos, las ciudades, los caminos y las soledades?
¿Dejará de observar en aquéllos la ignorancia absoluta de todo
principio religioso, la rusticidad, la incivilidad, el desaseo, el amor
al vino, la estupidez, la ignorancia, el poco respeto a las autorida-
des, el desprecio y la inobservancia de las leyes, la ociosidad, las
rapiñas, la animosidad contra toda persona principal, las vengan-
zas particulares, los adulterios; la doblez, el fraude, el egoísmo y
cuanto puede oponerse a la sencillez primitiva que caracterizó a los
habitantes de los campos? ¿Puede menos de ofrecérsele en las ciu-
dades, a más de muchos de los vicios que acabo de mencionar, la
envidia, la falta de ocupación, la retracción, la vaguez, la mendi-
cidad, la repetición doquiera de palabras obscenas y blasfemias, la
pasión a los juegos prohibidos y no prohibidos en los días de tra-
bajo, las raterías, la pasión a las comilonas, el luxo, la descompos-
tura, la prostitución, y, en fin, el absoluto olvido de todas las
obligaciones sociales y recíprocas? ¿Y qué vemos en los caminos y
en la soledad? Pordioseros, gente errante, ladrones, asesinos. De
modo que el hombre de bien a cada paso es víctima de cualquiera
de estos vicios, esa vida en el sagrado asilo de su casa, esa fauna
buscando su subsistencia por cualquiera de los medios honestos
que haya elegido, bien el taller que le ocupe, o el arado, bien las
relaciones comerciales llama su atención»400.

Ante este cuadro tremebundo, que parece más bien trazado por
el Bosco, no debemos horrorizarnos, porque es una gran caricatura.

400 Diario de Sesiones Vol. II. Pág. 874.
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Debemos más bien ver en él el interés que tienen aquellos españo-
les en satirizar sus vicios para justificar la necesidad de abordar la
extensión y reforma de la educación.

Como ya dijimos con anterioridad, los hombres de Cádiz hun-
den sus raíces en dos grandes fuentes: la herencia de la Ilustración
y el legado doctrinal de la gran Revolución de 1789. Como suce-
sores de los ilustrados, comparten con ellos la fe en la instrucción
pública como instrumento de renovación y reforma; como hijos de
los grandes principios revolucionarios creen en la democracia y en
la necesidad de una educación para la libertad. La distinción entre
ilustrados y liberales que hacíamos para la Consulta al País se va
a prolongar a los debates parlamentarios. Habrá quienes participan
de esa fe en el progreso que heredan como patrimonio del si-
glo XVIII y habrá quienes a este planteamiento añaden las ansias
de libertad e igualdad, ansias que sólo son realizables por la edu-
cación401.

En la estructura de este apartado intentamos recomponer el
ideario pedagógico existente en las Cortes de Cádiz, mostrando la
dualidad entre dos posiciones representadas por las fórmulas ilus-
tradas una, y la otra por el ansia reformadora inspirada por el pen-
samiento extranjero en cierta parte. En el fondo de las dos, here-
deras de la civilización del siglo XVIII, late un notable interés por
la educación, creyéndola panacea mágica que solucionará todos los
problemas políticos y económicos que tiene España. Consecuencia
natural de esta creencia es la atención que en los debates parla-
mentarios se concede al profesorado primario, así como a la ins-
trucción religiosa y moral, que deben sustentar la reforma educa-
tiva.

Al final, como resultado brillante de estos debates, mostramos
los preceptos constitucionales que el texto de 1812 dedica a la Ins-
trucción Pública. Son cada uno de los seis artículos del título IX de
la Constitución, una buena síntesis y conclusión de lo planteado en
las sesiones del parlamento gaditano, a la par, que una base fun-
damental para una posterior ley general de Instrucción Pública.

401 Así lo expresa el Decreto de la Comisión de Justicia referente al cierre de las
Universidades presentado a las Cortes el 16 de abril de 1811: «El influjo de la educación
nacional no sólo se manifiesta en las mejoras de las costumbres y en progreso, también se pone
de manifiesto en el orden político y social, al proporcionar a cada individuo la libertad y la
igualdad a que tanto aspiran. Todo progreso debe ir acompañado de una igualdad ante las
luces, que dará a cada ciudadano la llave de la libertad frente a la ignorancia». Diario de
Sesiones Vol. II. Págs. 879-880.
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3.1. La Educación, un derecho del hombre

En todas las intervenciones parlamentarias que hacen referencia
a la educación existe la unanimidad de reconocer el derecho que el
hombre tiene a educarse, aunque este derecho se haga nacer de
concepciones distintas. Mientras las posiciones ilustradas vinculan
este derecho a la consecución de la prosperidad de la nación, los
planteamientos liberales lo justifican en aras de la igualdad:

«El derecho de todo hombre a educarse nace del principio de
igualdad, utopía que sólo es realizable desde el momento en que
todos los hombres puedan acceder a las luces»402.

Unas veces el derecho a la educación se reconoce de forma
implícita y otras explícitamente. Ejemplo de esta última es el caso
de la intervención del Sr. Argüelles. En la discusión sobre el artículo
321 de la Constitución, referente a las atribuciones de los Ayunta-
mientos, habla sobre la necesidad de la educación, que se manifiesta
«consignada en el Código mismo de la naturaleza», y alega que:

« (...) el hombre nacido de otro hombre tiene, como todo ser, un
derecho sagrado a que sus padres lo alimenten y socorran; racional
sobre los demás, tiene derecho a que lo instruyan; miembro de la
sociedad, apenas nace tiene derecho a reclamar las atenciones de
ella en su conservación y educación; destinado por fin a una socie-
dad eterna y bienaventurada, tiene derecho a recibir los auxilios de
una Iglesia encargada de formarle para ser algún día conciudada-
no de los ángeles. El padre que se hace sordo a los deberes de la
naturaleza debe ser reprimido por la potestad civil; la potestad
humana, respetando y auxiliando los derechos de la Religión, no
debe oponerse jamás a unos derechos de orden superior; entrelaza-
das entre sí estas autoridades, deben concurrir una en particular,
y todas en común, a una obra en que todos son igualmente inte-
resados» 403

El deber correspondiente a tal derecho se hace recaer sobre la
sociedad civil, que debe encargarse de planificar la enseñanza de
modo que todo español pueda recibirla. El Estado, pues, como pre-
sidente de esa sociedad, procurará los medios económicos necesa-
rios y proveerá la manera de que exista el profesorado que se re-

402 Intervención del Sr. Polo. Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1881.
403 Diario de Sesiones. Vol. IV. Págs. 2458-2459.
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quiera y, en último término, que ese profesorado tenga la forma-
ción adecuada. Con ello contribuye a su misma prosperidad y a la
igualdad de todos sus individuos.

No todos los grados de enseñanza se reconocen necesarios al in-
dividuo, pero sí el primero. La enseñanza primaria, por consiguiente,
constituirá el centro de atención de la labor educativa del Estado.
Buena muestra de ello es el artículo 25, párrafo VI del proyecto de
Constitución que establece la necesidad de saber leer y escribir para
ejercer los derechos de ciudadano a partir del año 1830. En la discu-
sión y debate existente en torno al citado artículo nos queda clara-
mente puesta de manifiesto la necesidad e importancia que se atri-
buye a esta enseñanza primaria. Así se manifiesta el Sr. Argüelles:

«No es posible que un ciudadano ejerza sus derechos sin saber
leer y escribir. Soy favorable a este artículo. Pero siendo la educa-
ción como es, un derecho de todo ciudadano, deben concentrarse
todas las fuerzas del Estado para que sus individuos alcancen los
conocimientos de lectura y escritura (...) No existen en la actuali-
dad ni centros ni dotaciones suficientes para satisfacer este derecho,
aunemos nuestras fuerzas en conseguirlo, pues de ello dependen
muchas cosas para el bien y prosperidad de ciudadanos y na-
ción»404

Para dar vigor a este derecho a la educación, centrado en la
necesidad de una enseñanza primaria, los diputados gaditanos abo-
gan por:

1. Una centralización en la dirección de la enseñanza.
2. Una intervención estatal en materia educativa a través de

Ayuntamientos y diputaciones.

La centralización en la dirección de la enseñanza aparece como
una urgencia dentro de los debates parlamentarios. Es interesante al
respecto la crítica que muchos diputados hacen al carácter gremial
que ésta venía prestando, carácter gremial que según ellos está las-
trando a la educación primaria y que no presenta seguridades en la
formación de los españoles respecto a su grado de cultura y al
carácter de su ideología405. Como bien señala el Sr. Villanueva «el

404 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2755.
405 Especialmente significativa es la intervención del Sr. Ros, intervención que tie-

ne como marco de fondo la propuesta de destinar a la enseñanza primaria los bienes
pertenecientes a la Inquisición: «(...) Colegiados como están los maestros por ciudades y pro-
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reino desea que todos sus súbditos tengan una misma formación
religiosa y política, para que no puedan darse repentinos cambios
en la marcha general»406.

Los diputados gaditanos desean que sea el mismo Estado el que,
mediante el organismo nacional conveniente dirija la enseñanza en
todo el territorio. Se proyecta así lo que con posterioridad será la
futura Dirección General de Estudios, y que en realidad venía a ser
un esbozo de los actuales Ministerios de Educación; es decir, que no
sólo se ocupará de la enseñanza primaria, sino también de la media
y de la superior, así como de cualquier otro problema educativo407.

El derecho a la educación puede quedarse en una mera utopía
si, a la par que se reclama, no se establecen los medios económicos
necesarios para darle realidad. Intervención significativa sobre este
punto es la del Sr. O'Gavan:

«Todos somos conscientes de que la educación es un derecho.
¿Pero de qué sirve esto si no se establecen las dotaciones económicas
necesarias para que todos los ciudadanos alcancen la instrucción
primaria? ¿De qué sirve decir que la educación debe estar al alcan-
ce de todo ciudadano si no se reglamentan y dotan los instrumentos
y escuelas apropiadas?»408.

vincias, aunque el Consejo de Castilla falle todos los casos de problemas, con estos particularis-
mos no vamos a ninguna parte. No es la instrucción primaria un gremio de intereses y privile-
gios sino un deber del Estado con sus ciudadanos. Y como tal deber debe organizar, consignando
la estructura que le sea apropiada para hacerlo efectivo». Diario de Sesiones. Vol. VIII.
Pág. 6095. Similar planteamiento encontramos en la exposición presentada por la Real
Academia de la Historia a la cámara: «Hasta ahora la instrucción primaria ha sido el cortijo
de unos cuantos que amparados en su organización gremial han hecho cuanto han querido. La
educación ha estado descuidada por estos privilegios. Se hace necesario poner fin a todo ello. No
hay más solución, con carácter nacional, que una organización de instrucción y docentes que lle-
ve las luces a todo el pueblo». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 5876-5877.

406 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2726.
407 Son numerosas las intervenciones parlamentarias que desde el inicio de las

Sesiones hacen referencia a la necesidad de erigir un organismo nacional que dirija
la enseñanza en todo el estado. Estos deseos alcanzan por primera vez la realidad
legal en el Proyecto presentado por la Comisión encargada de formar un plan para
el arreglo de las Comisiones el 9 de abril de 1811. En su artículo 10 dice: «La Comisión
de Instrucción y de la educación pública tendrá por objetivo presentar un plan de enseñanza
y de moral, en que la juventud adquiera todos los conocimientos necesarios para que la Iglesia
tenga dignos ministros, el gobierno sabios magistrados, los ejércitos generales esforzados y vir-
tuosos, y toda la Nación honrados e ilustrados ciudadanos. Para la puesta en vigor de tal plan,
dicha Comisión establecerá las bases de una futura Dirección General de Estudios, cuerpo este
que tendrá como encargo todo lo referente a la educación del pueblo con un carácter nacional».
Diario de Sesiones. Vol. VII. Págs. 849-850.

408 Diario de Sesiones. Vol. VII. Pág. 4540.
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Las distintas intervenciones parlamentarias que afrontan esta
utopía abogan por una municipalización de la educación, es decir,
que sean los propios ayuntamientos las instituciones que tengan a
su cuidado el sostenimiento económico de los centros educativos.
Junto a los ayuntamientos, también se pretende que tengan com-
petencias en materia educativa las Diputaciones provinciales. A estas
instituciones se les intenta otorgar funciones de inspección respecto
a los gastos e inversiones realizados por los ayuntamientos409.

Esta municipalización de la educación, a la par que intenta
dar realidad a un derecho, responde también a las modificaciones
que los constitucionales del 12 introducen en el gobierno local,
tanto a nivel municipal como a nivel provincial. Como bien señala
Martínez Sospedra, ayuntamientos y diputaciones son concebidos
como cuerpos de naturaleza administrativa a los que se otorga una
amplia extensión de facultades en detrimento de los Regidores Per-
petuos y las Audiencias provinciales respectivamente410.

3.2. El valor de la Educación

Ante una crisis, como la que azota a la España de comienzos
del XIX, se echa mano de una panacea esperanzadora, la educación.
Los políticos piensan que extendiéndola a todos los españoles, asen-
tándola sobre principios que ellos estimen pertinentes, controlándo-
la férreamente, estableciéndole los límites oportunos, su gobierno se

409 El Sr. Argüelles concreta las atribuciones de los Ayuntamientos en materia
educativa en los siguientes campos «(...). Convendrá que ¡os ayuntamiento de cada loca-
lidad sostengan económicamente sus escuelas públicas con los fondos del común. También
observarán los adelantos del alumnado ejerciendo una labor de control sobre los docentes. Será
competencia de los ayuntamientos, junto a las dos anteriores, inspeccionar todos los centros
educativos particulares que no se paguen con los fondos del común». Manifestaron su apoyo
a esta propuesta los Sres. García Herreros, Pérez de Castro, el obispo de Calahorra,
Oliveros, Gordillo, Espiga y Aner. Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2062.

Respecto a las competencias de las Diputaciones destaca la Memoria presentada
por el Sr. Larrabal el 14 de febrero de 1812. Tal y como se recoge en el Diario de
Sesiones, recibirá «esta Memoria un apoyo unánime por parte de toda la Cámara». Las
funciones atribuidas son las siguientes: «Siendo como es la educación la primera base de
las virtudes y de ¡a felicidad pública de los pueblos, tocará a las Diputaciones provinciales el
control e inspección de los fondos invertidos por los ayuntamientos que deberán remitir escrito
un informe de los mismos. También es competencia suya, en caso de que los ayuntamientos
locales no cuenten con los suficientes recursos, valerse de aquellos arbitrios que sean proporcio-
nados con las circunstancias de los pueblos (...). Velarán las Diputaciones por el estricto cum-
plimiento de las funciones de inspección atribuidas por los ayuntamientos». Diario de Sesio-
nes. Vol. IV. Pág. 2778.

410 Cfr. Manuel Martínez Sospedra: op. cit. Págs. 348-349.
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estabilizará y nunca tendrán que preocuparse de remediar o contra-
rrestar acciones subversivas que turben la paz que ellos han estable-
cido411. Los economistas sueñan con que una enseñanza bien diri-
gida, con unos programas extensos y especializados, con una
orientación profesional descollante, podrán arreglar la crisis agrícola
e industrial que padece España, y surgirán los obreros cualificados
que compongan los cimientos de una nueva etapa de prosperi-
dad412. Los intelectuales desean ardientemente que la educación se
imparta en todos los rincones de la patria, para que sus ideas, sus
libros preferidos, sus pensamientos sociales, su cultura más o menos
cultivada, lo que ellos entienden por civilización, tenga eco en Es-
paña entera y le proporcione la felicidad que ellos predican413. Las
autoridades religiosas esperan de la educación que consolide la for-
mación correspondiente de los individuos y los cristianos superen la
tibieza en que muchos de ellos se encuentran entonces, reuniendo
las capacidades necesarias para no peligrar su convicción ante el
ataque o las insinuaciones de los impíos enciclopedistas o los obce-
cados sensualistas414. Por su puesto que cada uno mantiene un

411 Un claro testimonio de esta aptitud nos la ofrece Domingo Fernández Campo-
manes, diputado por Asturias y ministro del Consejo Real en 1808: ((Señores, la
educación pública es la única que puede poner límites a los abusos siendo la única garantía
para la paz y estabilidad; la educación hará conocer a los ciudadanos el contrabando, el robo,
los asesinatos, los deberes para con la Patria, con los familiares y con los vecinos. Delitos,
deberes y derechos aparecerán iluminados y la nación tendrá el orden que de desea». Diario
de Sesiones. Vol. III. Pág. 5670.

412 En el preámbulo del Proyecto de Decreto presentado por la Comisión de
Agricultura el 18 de noviembre de 1812 encontramos un buen ejemplo de la posi-
ción de los economistas ante el valor de la educación: «Todo beneficio posible de la
agricultura y demás ramos de la industria, que constituyen principalmente la felicidad de la
Nación, depende de la instrucción de los que se dedican a ellas y de la protección y atención
que el gobierno dedica a esta instrucción». Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4032.

413 Las aspiraciones y deseos de los intelectuales españoles ante la educación han
sido ampliamente estudiados por Antoni Jutglar en su obra: Ideología y clases en la
España contemporánea. Madrid 1968. Vol. I. Págs. 117-153. Salvando los distintos
posicionamientos ideológicos y políticos de la intelectualidad española de comienzos
del XIX, todos están de acuerdo en atribuir a la educación el papel de hilo conductor
de ideas y pensamientos. Esta misma actitud la encontramos en la intelectualidad de
la Ilustración, ampliamente estudiada por Richar Herr en su obra: España y la Revo-
lución del S. XVIII. Madrid 1971. Pág. 136-144.

414 Especialmente significativa es la opinión de Pedro Ignacio Bejarano, obispo de
Sigüenza en 1801: «Es la educación la luz de las conciencias de los cristianos. Un alma
educada conoce más a Dios, en su conocimiento encuentra su amor. Cuántas almas están
sumidas en el más profundo de los pecados fruto de la ignorancia. Cuánta doctrina errónea,
salida de la soberbia de los hombres, aleja al hombre de su Creador. Sólo una educación
limpia, como las aguas que fluyen, permitirá renacer el reinado de Cristo». Citado por
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concepto de la educación y una visión distinta de su planificación,
pero creen en ella, no con los límites que realmente tiene, sino
como en un milagro que a manera de maná les alimente su segu-
ridad y progreso.

Es el mismo criterio que mantienen los diputados gaditanos, se
interesan por la educación, se preocupan de criticar la educación de
la etapa anterior y de ofrecer una nueva, de vigilar los profesores
precedentes y de introducir otros que le ofrezcan mejores garantías,
de repudiar los otros horarios y de plantear unos distintos, de vitu-
perar los procedimientos pasados y de cacarear la necesidad de otros.
Actuarán a veces negativamente, se equivocarán otras —equivoca-
ción honrada en casi todos los casos—, anunciarán cosas que no
podrán realizar, pero de ellos respecto de la educación, como cuenta
la historia del célebre Galileo respecto de la Tierra, habrá que decir
siempre ¡Sin embargo, se preocuparon!... ¡Y mucho!

Hay declaraciones explícitas del valor que se le concedía a la
educación como instrumento político necesario para cualquier clase
de régimen. Y las hay tanto en las posturas que hemos llamado
ilustradas, como en los planteamientos que hemos denominado li-
berales. Son todos ellos testimonios interesantes de las reflexiones
que acabamos de hacer. Ejemplo de las posturas ilustradas es la
intervención de Felipe Aner, para quien no hay duda de que la
instrucción es la primera piedra de un reino católico, ilustrado y
floreciente:

«Conocían los piadosos monarcas Carlos III y Carlos TV que la
base más segura de un reino católico y floreciente es la primera
instrucción, como lo son de un vasto edificio los sólidos cimientos.
Penetraban su bondad que la grandeza de los imperios y reinados
más consiste en que los vasallos se acostumbren a la virtud desde
la edad más tierna que en andar las cortes ricas y suntuosas.
Meditaron con la prudencia que la filosofía de sus dominios depen-
de principalmente de lanzar de ellos la ociosidad, origen de daños
incalculables. Estaban bien convencidos de que a semejanza de los
diamantes, que no manifiestan su brillantez sino después de la-
brarse, cultivados en los principios de los ánimos de los niños
pobres, descubrirán algún día talentos singulares cuyas luces ven-
gan a ser la defensa de nuestra fe, el honor de la buena literatura,

Antonio Gil de Zárate: De la Instrucción pública en España. Madrid 1855. Tomo I.
Págs. 59-60.
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y el muro inexpugnable en que se estrellen y caigan derrotados los
asaltos todos de malicia y de la infidelidad»415.

En la proposición hecha por el Sr. Borrull el 29 de marzo de
1813, relativa a que los bienes del extinguido Tribunal de la Inqui-
sición se inviertan en el fomento de la educación de la juventud,
encontramos similares argumentaciones:

«La Educación es la primera piedra sobre la que las naciones
deben levantar el edificio social, si se ha de sostener; el cimiento
sobre el que se ha de edificar la grande obra del hombre, si se ha
de ser útil a la Patria, si no se quiere hacer del ser más perfecto
una bestia feroz que sólo sirva a destrozar los pueblos. El mayor
cuidado debe ponerse en instruir rectamente la juventud. Éste es el
negocio más importante de cuantos pesan sobre los gobiernos: nada
hay que deba merecer tantos desvelos. Así pensaban los dos filóso-
fos más apreciables que acaso tuvo la gentilidad, Séneca y Platón.
Y no se hallará uno solo hasta Rousseau que pensare de otro
modo, así como ningún otro había pretendido hasta él hacer del
hombre una bestia salvaje» 4l6.

De las posturas liberales podemos recoger, entre las muchas que
existen, dos en el mismo sentido, en las que destaca además la
relevante personalidad de sus autores, en un caso Agustín de Ar-
güelles, en otro, Antonio de Oliveros. Argüelles, en su intervención
sobre las consecuencias negativas derivadas del Real Decreto de 30
de abril de 1810 por el cual se mandaba cerrar los establecimientos
educativos, dice en vibrante alocución:

«Podemos acaso desconocer que las sociedades subsisten hoy día
por la civilización y que la instrucción pública es su elemento
primordial y esencial. Destruyámosla, o, lo que es lo mismo, de-
jémosla abandonada, y se verá al instante destruido el nervio más
necesario a la conservación y prosperidad del Estado. ¿Qué impor-
ta que éste viva y que el daño al principio no se advierta, o porque
nuestras pasiones o nuestros intereses no nos lo dejen conocer? Vive
el Estado, sí, pero para estar de juguete y de triunfo de las demás
naciones; vive para contemplar con envidia en las unas mayor
poder; en las otras mayor riqueza, en todas mayor acierto y fortu-
na; vive, pues, para ser llevado con hombros de una generación

415 Citado por Joaquín Varela Suáncez: op. cit. Pág. 358.
416 Diario de Sesiones. Vol. VII. Pág. 4907.
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raquítica que inhábil e incapaz a toda carga de todo ministerio
público, le deja consumirse lentamente, y, al fin irremediablemente
perecer»417.

Oliveros, en el debate sobre el Informe de la Comisión de Gue-
rra referente al ingreso en Academias y cuerpos militares, empieza
su intervención así:

« Una nación, gobernada por principios liberales, necesita ante
todas las cosas que los jóvenes adquieran ciencia y virtudes; sin
estas dotes, ni amarán el régimen constitucional, que constituye la
justicia a las pasiones y al favor, ni podrán ser útiles a la patria
y a sí mismos; porque en los gobiernos libres el hombre sin instruc-
ción sirve de poco, el hombre sin virtudes es peligroso»418.

3.3. El poder de la Educación

Los diputados gaditanos van a atribuir a la educación un gran
valor como pilar que es para la construcción de un nuevo régimen
político y de una nueva sociedad. Ante esta afirmación cabe un
interrogante: ¿de dónde arranca ese ilimitado valor que nuestros
constitucionales atribuyen a la educación? Sencillamente, del ilimi-
tado poder que se le reconocía. Así lo expresa el Sr. Espiga en su
proposición, relativa a la presentación de Proyectos para la Consti-
tución Política de la Monarquía:

«El alma del individuo es como una tabla de cera virgen donde
la educación va a marcar a fuego los caracteres que se estimen
convenientes. Lo que sea el hombre y la sociedad el día de mañana
es obra exclusiva de la educación (...) Instruyendo al niño en la
idea del bien llegará a comprenderla y amará el bien y se compor-
tará bien. Eso sí, no debe faltar la comprensión de las ideas, por-
que entonces naufragará la obra educativa. Pero si se le enseña
bien, si se le hace comprender lo que se desea que comprenda, es
seguro que todos los hombres futuros de la nación serán buenos,
actuarán honradamente, respetarán a las autoridades y al gobier-
no, y una balsa de aceite cubrirá benéficamente a España sin
peligro de acidarse»419.

417 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 832.
418 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1554.
419 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 153.
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No es difícil deducir que la idea de educación que tienen los
hombres de Cádiz está influenciada por John Locke420. En el resto
del continente europeo se ha dejado sentir esta influencia con
mucha anterioridad, ha tenido una gran secuela de discípulos e
incluso ha hecho nacer un movimiento filosófico de reacción como
puede serlo el idealismo. En España se han tenido contactos con
Locke desde los mismos comienzos del siglo XVIII, se le ha leído con
avidez y se le ha defendido con entereza, pero su extensión com-
pleta al campo de la cultura española no ha llegado hasta finales del
siglo XVIII, y lo ha hecho de manos de Jovellanos421. En los debates
parlamentarios de Cádiz de 1812 el poder de la educación es admi-
tido con firmeza, consciente o inconscientemente, con todas sus
consecuencias o a medias tintas, pero al menos se cree en ella, de
una manera parecida a como los egipcios creen en la labor benéfica
del Nilo.

La divulgación de las obras de Locke, las varias traducciones que
se hacen de sus obras, son notables. Por el carácter de este trabajo
no es el caso hacer un estudio adecuado de ello, pero no podemos
menos de citar el hecho de que hasta un diputado gaditano, el
Obispo de Calahorra, que da normas para la enseñanza de los re-
ligiosos, cita varias veces en defensa de sus argumentos a Locke,
reproduciendo literalmente pensamientos del empirista inglés:

«Los hombres se encuentran con que poseen en su mente ciertas
ideas, blancura, dureza, pensar, moción, hombre, elefante, ejército,
obesidad. Estas ideas vienen de la experiencia, que es el fundamen-
to de nuestro saber. Si pretendemos enseñar a los niños lo oficios
de hombre y de cristiano se ha de empezar por ahí, por la expe-
riencia. El poder de la educación, es casi absoluto. Una educación

420 Locke, que ha sido llamado «padre de la Ilustración», ha influido decisivamen-
te en la evolución de la pedagogía posterior por los principios filosóficos y psicoló-
gicos que sienta en su obra. En primer lugar, si todo conocimiento humano viene del
exterior y está limitado por la propia experiencia concreta del sujeto, la educación
adquiere una gran importancia, y las diferencias que observamos entre los hombres
no dependerán de su propia naturaleza ni de nada innato en ellos, sino de la edu-
cación o instrucción que hayan recibido: «las diferencias que se encuentran en las costum-
bres y las aptitudes de los hombres son debidas a su educación, más que a ninguna otra cosa
(...)». La reducción del número de materias que dan conocimiento de la realidad
inmediata circundante, el sentido utilitarista y práctico de la enseñanza, propugnada
por el empirismo lockiano, son factores decisivos en una educación de carácter rea-
lista. Cfr. Isabel Gutiérrez Zuloaga: op. cit. Págs. 249-251.

421 Cfr. Juan Francisco Fuentes: «Luces y sombras en la Ilustración Española», en
Revista de Educación. Núm. extraordinario. Madrid 1988. Págs. 21-22.
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que esté apoyada en la experiencia permitirá conseguir estos fines
pues labraremos en el alma de los individuos cada uno de los
principios fundamentales de los deberes de ser cristiano»422.

De la educación se espera que pueda corregir todos nuestros
vicios y defectos. El pobre desarrollo de España por aquel entonces
en el terreno agrícola e industrial está presente en los debates par-
lamentarios, se espera poner fin a este panorama mediante la edu-
cación de los individuos423. Instruyéndoles se cree posible lograr
que todos los ciudadanos sean responsables en su trabajo y que su
rendimiento sea alto. Se hace necesario mostrarle al hombre el
bien, aunque, como dice el Sr. Galiano en una intervención ante la
Cámara el 5 de marzo de 1813, «no basta hacerle ver al hombre el
bien, es menester que lo comprenda, y por ello es necesario darle
una disposición que no nace de él, y que es fuerza que adquiere por
la educación. Ésta es la grande obra que hace al hombre laborioso,
que le aparta del mal, lo dirige al bien, le hace útil a la sociedad en
que vive, y abre su entendimiento y su corazón a la virtud y al
deber, y sin esto no rendirán sonados frutos cuantas instituciones se
adopten, o si dan alguno será tardío y escaso» 424.

Hay que preocuparse de las ideas. Cuando son inexactas nos
conducen al error, cuando son exactas se convierten en caminos de
la verdad. Lo peor es si las inexactas llegan a arraigarse en nuestro
entendimiento, pues corremos el riesgo de que no las podamos
desalojar. La ciencia está formada por ideas exactas, la instrucción
se fundamenta en la ciencia, y la educación en la instrucción, y
como sin educación el hombre se verá aherrojado en un abismo de
ignorancia e ignomia, se pone de relieve el valor de esas ideas
exactas.

Cuando el hombre se vea alimentado con ideas exactas, cuando
las comprenda, empezará a estar instruido, y ello significará su re-
cuperación para sí mismo y por ende para la nación.

Para los diputados gaditanos, pues, la educación todo lo puede.
El hombre será lo que sea tan sólo por la educación recibida. No

422 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2601.
423 Así se expresa sobre este punto el Sr. Morejón: «Nuestra agricultura está deca-

dente, nuestra industria arruinada. La mala instrucción de nuestro pueblo nos ha llevado ella.
Hay que poner fin, proporcionando a cada ciudadano el maravilloso ungüento de la educación
que los transformará en ciudadanos útiles, ilustrados y laboriosos». Diario de Sesiones.
Vol. VII. Pág. 4907.

424 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5775.
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cuentan para ellos factores genéticos, ni el medio ambiente, ni las
capacidades físico-psíquicas de que está dotado el individuo, ni sus
tendencias de nacimiento. La educación lo superará todo.

3.4. Cualidades atribuidas a la Educación

A través de las distintas intervenciones parlamentarias que ha-
cen referencia a la educación, bien de forma directa o indirecta,
bien de manera explícita o implícita, se nos especifican las cualida-
des que ha de reunir la instrucción que se proporcione a los espa-
ñoles.

Las cualidades que los diputados gaditanos requieren para la
instrucción eran las de universalidad, unidad, pública, gratui-
dad y libertad. No podemos decir que cada una de por sí sean
originales de los hombres de Cádiz, pero sí les pertenece a ellos su
agrupación y exigencia en común. Con ello se ofrecía un concepto
de la instrucción bastante parecido, en su enfoque general, al que
tenían el proyecto de Condorcet presentado en Francia unos años
antes y las «Bases para la formación de un Plan General de instruc-
ción Pública» elaboradas por la Junta de Instrucción Pública en
1809, e inspiradas en el anterior.

Destaca, sobre todas, la nota de universalidad en la instruc-
ción. Cualquier español debe recibir la instrucción que le correspon-
de y debe tener el acceso necesario para que le sea impartida. Es
más, debe haber una parte de la enseñanza que sea obligatoria. En
tal sentido se alzaron voces importantes como las de la Comisión de
Guerra el 15 de agosto de 1811. De los cinco a los diez años el
individuo debe asistir a la escuela para aprender a leer, escribir y
contar, y a los diez años, unos podrán cursar Latinidades y otros se
hallarán en «aptitud de poder dedicarse a alguna profesión»425. Se
piensa que la obligación del padre es más que cuidar del cuerpo de
su hijo, alimentar su alma, ya que Dios nos hizo seres racionales.
Pero el sentido de esta obligatoriedad se hace difícil inculcarlo en la
voluntad de todos los padres españoles, aunque se está generalizan-
do en aquellos momentos. Por eso, hombres de espíritu práctico
como el Sr. Argüelles sostienen que:

«(...) Es necesario, por decirlo así, poner a los españoles los
buenos estudios a la puerta de casa; es necesario que el gobierno

425 Diario de Sesiones. Vol. III. Págs. 1641-1642.
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por su parte haga sacrificios para favorecer las buenas disposicio-
nes que manifiesta en el día nuestra nación. Cuando no haya
padre que no esté dispuesto y convencido de la necesidad de saber,
y se ponga a hacer todos los sacrificios necesarios para la instruc-
ción de sus hijos, entonces se podrá tratar de libertad al erario
público de una gran parte de los costes de la instrucción»426.

Este carácter de universalidad de la instrucción no se limita a la
extensión del territorio nacional, sino también a la extensión de la
misma ciencia, esto es, que según los diversos grados de la enseñan-
za, ésta comprenda en su totalidad los conocimientos humanos que
existen hasta el día, y, es más, que el individuo pueda en cualquier
momento de su vida ir adquiriendo nuevos conocimientos427.

Otro gran baluarte de los diputados gaditanos preocupados por
la educación, tras el cual luchan incansablemente, es la unidad de
la instrucción. Que sea una la doctrina, uno el método, una la
lengua en que se enseñe. Es una clara reacción contra la dispersión
de métodos y de sistemas que se seguían en las distintas escuelas de
España, en los diversos Colegios de Latinidad y Humanidades, en las
distintas Universidades, dispersión a la que había intentado hacer
frente la política educativa del último tercio del siglo XVIII español.

A la confusión anterior se achaca la poca eficacia de la educa-
ción, se le culpa de no haber logrado el rendimiento deseable a
todas las grandes cantidades que el Estado se ha gastado en la
enseñanza desde siempre. Interesa este enfoque central, porque,
como dice el Sr. Rives en su exposición:

« Unidad de acción, unidad de sistema, unidad de opiniones ha
constituido la fuerza de los Estados y siendo como es la educación
la conservadora de ellos, debe ser una y uniforme» 428.

Dentro del aspecto de unidad, al igual que en el periodo ilustra-
do, destaca, curiosamente, el interés de los diputados gaditanos por
que la enseñanza se dé en todos los centros únicamente en lengua
castellana. El Sr. Llamas, por ejemplo, en su intervención sobre el

426 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1818.
427 Así lo pone de manifiesto el Sr. Morales Gallego: «Aun cuando muchos pueblos

de ambos hemisferios se hallan sin instrucción, debemos dejar claro que desde las escuelas de
primeras letras hasta la Universidad ésta debe abarcar todos los conocimientos válidos que a
cada grado de instrucción corresponde». Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1817.

428 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5846.
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Dictamen de la Comisión de Guerra referente a las admisiones en
los Colegios militares, lo manifiesta explícitamente:

«(...) Que sea una única lengua en la que se enseñe, y que ésta
sea la lengua castellana»429.

Se quería también por parte de los diputados gaditanos, que la
enseñanza fuera pública. Entendida la educación como un instru-
mento para la prosperidad individual y colectiva y para la igualdad,
se la considera: como un servicio público que el Estado tiene la
obligación de prestar. Sobre esta concepción de la educación como
un servicio público nos resulta altamente clarificadora la interven-
ción del Sr. Gordillo:

«La Instrucción pública ha de perseguir ofrecer a todos los indi-
viduos los medios de proveer a sus necesidades, de conseguir su bien-
estar; asegurar a cada uno su bienestar, que conozca y defienda sus
derechos y que entienda y llene sus deberes; asegurar a cada uno la
facilidad de perfeccionar su industria, de capacitarse para las fun-
ciones sociales a que tiene derecho a ser llamado, para desenvolver
toda la extensión de los talentos que ha recibido de la Naturaleza y
para establecer una igualdad de hecho y hacer real a igualdad po-
lítica reconocida por ley. Siendo éstos sus objetivos el Estado ha de
mantenerla, cuidarla, inspeccionarla y fomentarla»430.

Al igual que ocurría con la beneficencia, se transfiere a la socie-
dad, entendida como entidad colectiva, la obligatoriedad de atender
todas y cada una de las necesidades de la educación. De ahí que el
término instrucción esté siempre acompañado y seguido del apela-
tivo de pública. La educación es concebida como un acto de gobier-
no y una obligación de los poderes públicos, en cuanto que tiene
relación con el bienestar de la comunidad.

429 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1632.
430 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1685. En términos parecidos se expresa el

Sr. Gordillo en la sesión del 8 de agosto de 1811: «¿No es una de las primeras atenciones
del gobierno proteger las ciencias, promover y fomentar la ilustración en todas las clases del
Estado? ¿No hace ello buenos beneficios para el Estado y para sus individuos? No hemos de
someter a duda en ningún momento que la educación es y debe ser una carga del Estado».
Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1637. También el Sr. Aner será de la misma opinión:
«Aquí hemos venido a hacer el bien de la Nación de sus ciudadanos ¿y cómo se hará? Propor-
cionando en todas partes colegios donde se instruya la juventud y siendo el Estado quien se
encargue de ellos. Las circunstancias de la nación son tales, que es necesario que se ponga al
nivel de sus enemigos». Diario de Sesiones. Vol. III. Págs. 1632-1633.
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También cuando los diputados gaditanos señalan que quieren
una enseñanza que fuera pública, está haciendo referencia a que
ésta no se impartiera ni se enfocara tan sólo para los que se matri-
culaban para seguir un curso en cualquier centro de enseñanza. Hay
otros individuos que tienen deseo de educarse, de adquirir conoci-
mientos de una determinada disciplina, y no es precisamente para
ganar curso, por tener un título, sino simplemente por el humano
afán de saber; para ellos tiene que estar abierta la enseñanza, tiene
que proporcionárseles huecos en las aulas y métodos adecuados. Se
hace necesario llevar las luces a todo el mundo, como dice el Conde
de Toreno ante la cámara el 13 de agosto de 1811, «la Nación tiene
la obligación de instruir a todos sus individuos, unos lo harán con
el fin de adquirir la formación necesaria para el ejercicio de una
profesión u oficio, otros por las ciencias y deseos de saber. Debe ser
la educación por tanto pública, que todos puedan acceder a ella, lo
contrario sería hacerla el monopolio de unos cuantos»431.

Junto a la universalidad y el carácter público, la gratuidad. No
es ésta una característica especial de la enseñanza en los debates
parlamentarios, sino general en varios siglos. En las Cortes de Cádiz
cuando se aborda y defiende el carácter gratuito de la enseñanza se
le hace depender de dos pilares:

1. La obligatoriedad que tiene el Estado en proporcionarla, en
cuanto que es un servicio público.

2. El derecho que el hombre tiene a educarse, derecho que,
como hemos desarrollado en otro apartado, se vincula a la
prosperidad individual y colectiva y a la igualdad.

Apoyándose en estos dos pilares, pilares que son usados como
argumentos, la gratuidad aparece como una característica indispen-
sable de la enseñanza para nuestros diputados gaditanos432.

Una última cualidad que se atribuye por parte de los diputados
gaditanos a la enseñanza es la libertad. No basta que el Estado
proporcione escuelas a los ciudadanos donde adquieran los conoci-

431 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1632.
432 El Sr. Antillón en su intervención sobre las reformas que deben llevarse a cabo

para la prosperidad y gloria de la nación lo expresa claramente: «No debemos en
ningún momento desentendemos de establecer las bases de la instrucción pública, manantial
fecundo de errores o de luz para los pueblos (...) Es la educación un derecho de todo ciudadano
y a la par una obligación de quienes lo protegen, cuidan y custodian. Nadie lo duda y ahí se
explica que al ser un bien, un deber y un derecho, su gratuidad debe ser una de las bases sobre
las que se establezca su arreglo». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5648.
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mientos que le van a habilitar para el ejercicio de una profesión y
de sus derechos, es preciso que cada uno pueda buscarlos dónde,
cómo y con quién quiera, a la par que exista una libertad en el
ejercicio de la profesión docente por parte de aquellos que están
dotados para ejercerla. Libertad de elección y libertad en el ejercicio
de la profesión docente son las dos cualidades que exigen nuestros
diputados gaditanos a la enseñanza.

Al materializar la libertad en la enseñanza bajo estas dos formas,
se desarrolla una importante crítica en torno a cualquier privilegio
o monopolio en el sector educativo, en cuanto que la libertad do-
cente y la libertad de elección —piensan los diputados gaditanos—
conducen a la perfección que nace de la concurrencia y libertad de
los esfuerzos individuales433. Al propio tiempo, también se piensa
que ambas suplirán la insuficiencia de medios de los que dispone el
Estado para hacer frente a la universalidad de la instrucción434.

Cada una de estas cualidades, que afloran con espontaneidad en
los debates parlamentarios, serán recogidas, como posteriormente
veremos, en el Informe de la Junta creada por la Regencia para
proponer los medios de proceder al arreglo de los diversos ramos de
Instrucción Pública, escuchado por las Cortes y la Comisión de Ins-
trucción Pública que redacta un Dictamen y Proyecto de Decreto.

3.5. La Instrucción religiosa y moral

En el ideario de los constituyentes gaditanos encontramos una
atención preferente por la educación religiosa y moral de los indi-
viduos. En sus distintas manifestaciones sobre la enseñanza distin-

433 Buen ejemplo de esta actitud crítica lo encontramos en el Proyecto de Decreto
presentado por la Comisión de Agricultura referente al establecimiento de Cátedras
de Economía Civil: «No se pone en duda ya que la perfección y la abundancia nacen de la
concurrencia y de la rivalidad de los esfuerzos individuales, y que todo privilegio exclusivo, por
naturaleza odioso, es destructor también por naturaleza de toda perfección y todo progreso en
el ramo a que corresponde. En la Instrucción sería más absurdo y más odioso todavía». Diario
de Sesiones. Vol. V. Pág. 4032.

434 Es frecuente en las intervenciones parlamentarias que abordan el tema edu-
cativo dejar constancia de la imposibilidad de medios con que cuenta el Estado para
hacer universal la educación. Ante esta imposibilidad se presenta como vía de solu-
ción la libertad en el ejercicio de la docencia. Así lo recoge el Obispo de Canarias en
una intervención ante la Cámara el 25 de abril de 1813: «La libertad de enseñar,
declarada a todos los que tengan discípulos que quieran ser instruidos por ellos, suple la
insuficiencia de medios para universalizar la instrucción, si se permite hablar así». Diario de
Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5112.
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guen claramente dos tipos de educación: la literaria y la religiosa.
Esta distinción es también grata a la sociedad española en general.
Como señala Carlos Corona, desde los humildes artesanos hasta los
catedráticos o los miembros de Cuerpo de la Nobleza se establece
una diferenciación marcadísima entre lo literario y lo religioso435.
No se les ocurre a nuestros diputados del 12 que la educación es un
todo en el que las distintas partes que armónicamente la forman
deben cooperar al unísono al perfeccionamiento de las facultades
del alumno, en último término, al perfeccionamiento, a la educa-
ción del individuo. Así se expresa el Obispo de Calahorra en el
debate sobre el Proyecto de Constitución política de la Monarquía,
Título I, Capítulo I:

«Aquí se trata de una Constitución elemental para España; se
trata de una Nación católica, la primera de mundo. Pieza clave de
esta Constitución debe ser la educación, distinguiendo en ésta: la
educación literaria que lo prepara para el ejercicio de una profe-
sión y la educación religiosa, primera leche que han de mamar los
individuos para el conocimiento de Dios, autor de todo, salvador y
remunerador justo»436.

Una vez que parten de esta separación entre uno y otro tipo de
educación, señalan con la misma claridad que la instrucción impor-
tante, la que más hay que cuidar es la religiosa.

Pero al principio no hemos dicho religiosa a secas, sino religioso-
moral. Es ésta la expresión verdaderamente acertada. Consciente, o
inconscientemente, los diputados gaditanos consideran que en esta
parte de la educación hay una realización que se debe asentar sobre
principios sobrenaturales y otra que debe tener como base la espe-
culación filosófica. La Fe y la Razón deben estar en la base de esta
educación. Y nominalmente, no separan lo religioso de lo moral.
Exigen garantías de seguridad en la formación religioso-moral del
alumno. La consideran piedra angular de la educación en general.
El Estado prosperará y se consolidará con ciudadanos dispuestos a
sostenerlo ya sea con las armas, ya sea con su trabajo constante y
racional. Y esta sociedad de hombres se debe conseguir mediante la
educación. La educación aparece como el instrumento para lograr la

435 Cfr. Carlos Corona Baratech: «Opinión pública y oposición al poder en la
España del S. XVIII y principios del XIX», en Boletín de la Real Academia de la Historia,
núm. 174. Madrid, 1977. Pág. 529.

436 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1686.
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felicidad y la igualdad, individual y nacional. La educación es la
condición «sirte qua non» para que la nación logre su prosperidad. Y
dentro de la educación, es la religiosa-moral la que fundamenta la
literaria. Porque se opina que el hombre convencido de sus deberes
para con Dios, con el prójimo y con la sociedad, no estorbará nunca
la acción gubernamental; antes, por el contrario, la secundará. El
hombre convencido de sus deberes, se estimará a sí mismo como
cooperador activo en la obra de la nación, y mostrará un gran
interés por adquirir la instrucción literaria en menos tiempo y en
mayor extensión, con la cual pueda participar en la consecución del
bien que desea para la Patria. Y en la formación religioso-moral, es
la parte religiosa la que debe preceder a la moral, ya que el que
conoce las obligaciones del cristiano, el que conoce las verdades de
la Fe, sentirá ansias de educación moral que le conduzca a la prác-
tica del amor al prójimo que la religión le ha enseñado como uno
de sus deberes más importantes. Cuando hablan de la formación
religiosa le unen la moral, y nunca se les ocurre citar la moral si no
es unida a la religiosa. En cuestión de terminología podrán omitir
uno u otro nombre, como epígrafe de lo que van a decir, pero el
contenido siempre presenta los dos aspectos, unidos fuertemente.

Este pensamiento, típico del siglo XVIII llega a ser manifestado
explícitamente en varios casos. Un ejemplo, aunque sea un poco
largo, lo constituyen las palabras que sobre tal tema se recogen en
las Felicitaciones de la Universidad de Salamanca a las Cortes por la
Constitución el 7 de agosto de 1812:

«(...) El estudio de la Religión fue aun entre los paganos el
objeto principal de los maestros de la niñez; porque siendo ésta el
Seminario General de donde salen todos los individuos que compo-
nen los reinos y repúblicas, se persuadieron de que sus gobiernos
nunca serian felices o infelices sino a proporción de lo que atendie-
ren o descuidaren en este primer ramo de seducción. Quítese el
culto de la religión y el respeto a Dios —decía Cicerón—, y resul-
tará una confusión en la vida y un trastorno en la sociedad hu-
mana; que será peor que habitar entre fieras. Los hijos bien cria-
dos hacen felices a las familias, así como la felicidad de éstas hace
feliz al Estado. El gobierno público es un resultado de los gobiernos
domésticos, y jamás será buen súbdito el que no fue buen hijo, ni
buen superior el que no es buen padre de familia. Apoyados en
estas máximas que dicta la experiencia y la sana razón, se deja
conocer claramente cuan necesarias es a un buen maestro la inte-
ligencia en los misterios de nuestra santa fe, el don de caridad para
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explicarlos a sus discípulos la posesión y el ejercicio de las virtudes
para que les sirva de ejemplo»437.

Y no deja de ser curioso que estos razonamientos se apoyen en
testimonios paganos. Lo hace la Universidad de Salamanca, y lo
hace también, entre otros, el Sr. Caneja en su intervención sobre la
necesidad de la formación de una Junta que arregle y plantee el
futuro plan de Estudios. Después de hablar sobre la importancia de
la educación y qué tipo de educación es la que debe proporcionarse,
resume y justifica así:

«He aquí por dónde debe empezarse: por enseñarles la Religión
y la moral; por instruirlos en la virtud. Quizás los llamados Filó-
sofos apellidarán a esto fanatismo, más yo conducía entonces a los
hombres a escoger las lecciones de unos filósofos que no conocieron
la religión cristiana; a éstos oirán decir: Padres de familias, buscad
para vuestros hijos maestros sabios, sí, pero de una vida irrepeti-
ble, de una doctrina sana, de unas costumbres no menos puras y
santas (Plutarco. Coment. de liberis educandis). Poned vuestros
hijos, amigo mío, en poder de maestros, que comiencen enseñándo-
les el modo de arreglar sus costumbres antes de formarlos en la
docencia (Plinio. Cord. Hist. Lib 3. Epist. 8)»438.

Una vez sentado el principio de que la formación religioso-moral
debe constituir el fundamento de toda educación, los hombres de
Cádiz se enfrentan con el problema de la edad en que debe empe-
zarse esa instrucción religioso-moral, unido estrechamente al méto-
do conveniente. El Diario de Sesiones constituye una buena fuente
en la que se nos recogen numerosas intervenciones, propuestas y
trabajos sobre el tema en cuestión. A partir de él podemos tener un
índice muy claro de la atención que se presta al problema por los
diputados gaditanos.

Respecto a la edad en que debe comenzar tal instrucción no
puede haber diversidad de opiniones. El Concilio Lateranense había
confirmado y mandado cumplir lo que el Concilio de Trento, en la
sesión 22, cap. 7, y en la sesión 13, cap. 9 decía: «Si alguno negare
que todos y cada uno de los cristianos, cuando ha llegado al uso de
razón no está obligado en cada año, a lo menos en la Pascua, a
recibir la Eucaristía, según precepto de nuestra Madre la Iglesia, sea

437 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3562-3563.
438 Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3511.
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excomulgado». Este precepto significa que, como para percibir tal
Sacramento es necesario tener una instrucción cristiana adecuada,
además de saber los oficios del cristiano, antes del uso de razón,
hacia los siete u ocho años, debe haber comenzado la instrucción
religiosa.

Pero si la edad no podía variarse mucho, sí podía modificarse en
gran parte, si resultaba conveniente, la calidad y la cantidad de la
instrucción que se proporcionara, así como el método que se siguie-
ra al impartirla.

Durante el periodo que nos ocupa el catecismo que se usaba en
casi toda la península era el del Padre Ripalda, ampliado por un
canónigo de la Iglesia de Cartagena. Alejandro Mayordomo nos lo
define como un buen resumen de la instrucción cristiana, destinado
a los niños pequeños, con el objeto de que antes de los cinco o seis
años lo supieran muy bien439. Para los muchachos mayores se uti-
lizaba el catecismo del P. Fleury, que era una especie de historia de
la religión cristiana desde la creación del hombre hasta el momento
presente; catecismo que, por su carácter narrativo y exposición un
poco más amena, solía atraer más a los jóvenes. Recibió este último
un conjunto de críticas favorables por parte de algunos ilustrados,
tales como Jovellanos:

«El catecismo del P. Fleury constituye una gran obra, un texto
principal de estudio. Se ejercita nuestra juventud con su estudio en
conocimiento de la fe, los fundamentos de la Revelación y en el
aprendizaje de la Historia del Viejo y Nuevo Testamento»440.

En cuanto a la práctica de la enseñanza religiosa-moral, ésta se
limitaba, tanto en pequeños como en mayores, a la lección de ca-
tecismo los sábados, lección que se daba en la misma escuela, y los
domingos iban los niños a la iglesia por la tarde, acompañados por
el maestro. Allí el párroco iba preguntando por clases la Doctrina
cristiana, y explicaba a veces la misma con ejemplos441.

En numerosas intervenciones parlamentarias se censuró la bre-
vedad del catecismo de Ripalda, así como su amazacotamiento: «es
de desear que se extendiese más, y se amenizara para la más fácil

439 Cfr. Alejandro Mayordomo: «Iglesia, Religión y Estado en el Reformismo
Pedagógico de la Ilustración Española», en Revista de Educación. Núm. Extraordinario.
Madrid 1988. Pág. 451.

440 Melchor Gaspar de Jovellanos: «Oración sobre la necesidad de unir el estudio
de la literatura al de las ciencias», en Obras de..., B.A.E., T. L. Madrid, 1952. Pág. 330.

441 Cfr. Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 39.
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comprensión de los niños»442. Pero más se censura la formación
religiosa en su conjunto, acusándola de limitarse, en la mayor parte
de las ocasiones, al aprendizaje memorístico, rutinario, del catecis-
mo del P. Ripalda. Se le concedía, por supuesto, que contenía ver-
dades «sólidas», pero se le tachaba de que «no basta para dar una
idea clara de la religión, y si se entra a desentrañar cada proposi-
ción, se halla que excede su explicación del talento de los niños»443.

A lo que aspiraban los diputados gaditanos era a que en las
escuelas se proporcionara a los niños algo más que una enseñanza
memorística, a que la formación religiosa fuera auténtica y, para
ello, se necesitaba de una acción magistral que continuara hasta que
el niño abandonara la escuela y que estuviera dotada de la ameni-
dad, claridad y seguridad que requiere la formación escolar. Se
quería que junto a la instrucción cristiana se aprendiera, como di-
cen las palabras que pertenecen a su terminología, el Oficio Cristia-
no. Y este oficio si que no puede darse memorísticamente, tiene que
estar arraigado en el corazón del niño, tiene que dominar su vida,
tiene que dirigir e impulsar sus actos. Su conducta ha de ser cris-
tiana; entonces será cuando el niño sea verdaderamente cristiano
en sus obras y pensamientos. Así lo expone García Herreros en su
intervención dentro del debate sobre el art. 27 del proyecto de
Constitución:

«El origen, la religión, el destino, la educación, las costumbres
y todo lo que influye en la moralidad de las personas debe valo-
rarse. No puede consentirse un desfasamiento entre las verdades
que han aprendido en la Religión y su comportamiento extraescue-
lar o extraparroquial. El cristiano lo es siempre, desde que es
bautizado hasta que muere; no puede vivir distinguiendo dos tipos
de comportamiento en el mismo»444.

Para lograr esta educación religioso-moral, los diputados gadita-
nos centran su atención de forma especial en la figura del profesor.
Coinciden en que éste no ha de contentarse con ser un mero apun-

442 Intervención del Sr. Castillo. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3886.
443 Intervención del Sr. Pelegrín. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3672. Sobre este

mismo punto también resulta interesante la intervención del Sr. Zorraquín que se
manifiesta en términos similares: «De contentarse con que aprendan esta proposiciones
resulta por necesidad que el niño no entiende lo que se le enseña, y resulta con frecuencia que,
no siendo su instrucción a este punto más extensa su religión viene a ser casi natural». Diario
de Sesiones. Tomo I. Pág. 251.

444 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1799-1880.
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tador, un simple informador, un vendedor de fórmulas de cultura
o religión, ha de pasar a ser un maestro, «con todo el contenido
reverente que la palabra entraña». Teniendo en cuenta la psicología
del niño, verificará su actuación formativa para lograr al final del
periodo escolar la educación que necesita el individuo. Y, claro es,
que esa educación conviene que principie desde la más tierna edad.
Resulta especialmente interesante la intervención del Sr. Lisperguer
que sintetiza un conjunto de elementos que debe cuidar todo buen
maestro:

«Para que los maestros den satisfacción a Dios y a la sociedad
de no haber estado en su mano la pérdida de los jóvenes cuidarán
las malas expresiones, evitarán el castigo, corregirán el orgullo, el
desprecio, la soberbia, la terquedad, la indiferencia entre el mal y
el bien, excitarán el amor al prójimo, la docilidad, la obediencia,
la caridad, la buena opinión(...)»445

3.6. La Preocupación por el profesorado

Dentro del ideario educativo planteado y defendido por las par-
lamentarios gaditanos, un punto, de especial interés e importancia,
lo constituía la preocupación por el profesorado. Las Cortes de Cádiz
y sus diputados hacen un llamamiento sobre la consideración en
todos órdenes que se debe a los docentes446.

El más abandonado era el de la enseñanza primaria, y sobre éste
se recalcó más la mejora que se debía experimentar. Buena muestra
de ello, aparte de las distintas y abundantes intervenciones parlamen-
tarias que abordan el tema, es el número de memoriales presentados
—bien por particulares, bien por los maestros de alguna zona—, que

445 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1857.
446 Un buen reflejo de esta actitud es la intervención del Sr. Villanueva en la

discusión relativa de arreglo de la Comisiones interiores del Congreso: «Vergüenza de
país, que mata a sus maestros de hambre y desprecio, ellos que son como los segundos padres
de nuestros hijos». Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 1347. En términos parecidos,
aunque en un contexto totalmente diferente, se expresa el Sr. García Herreros den-
tro de la discusión referente al ingreso en Academias, Colegios y Cuerpos Militares:
«De qué nos sirven luchas y guerras si estamos perdiendo una batalla interior. Maestros y
docentes son despreciados y humillados por la sociedad, sometidos a las más diversas vejaciones
económicas y sociales, no se valora el bien hacer que su actuación hace consigo y que tantos
bienes individuales y colectivos conlleva-». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 862. La enu-
meración de intervenciones se hace interminable, tan sólo hemos recogido estas dos,
por ser de las más significativas.
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hacen referencia al estado y necesidad de reforma de los maestros de
primeras letras447. Esta mayor atención prestada al profesorado de
primaria no sólo se debe al mísero estado en que se encuentran
muchos maestros, sino al pensamiento de que la educación primaria
constituye el eje cardinal del edificio de la educación; una educación
que es vista por los planteamientos ilustrados como el fundamento
de la prosperidad de la nación y a la que los postulados liberales
añaden el ser el paso primero para la consecución de la igualdad. La
importancia que se concede a lo económico y a lo político hace que
bajo esos dos aspectos se exija desde cualquier postura, liberal o ilus-
trada, la reivindicación del magisterio de primaria 448.

Los fallos que detectan los hombres de Cádiz respecto al profe-
sorado de primaria no son nuevos. Los proyectos y leyes del si-
glo XVIII, como en su momento vimos, ya abordaban temas tales
como la mala retribución económica, la falta de formación cultural
adecuada, el desprecio de la sociedad por esta profesión, la ausencia

447 En concreto nos encontramos con la «Memoria sobre maestros de primeras
letras» presentada por D. Pascual Castellano, Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 113-114;
el «Memorial de los Maestros de Primeras Letras de la Isla de León», Diario de
Sesiones Vol. I, Pág. 419; la «Memoria del Sr. Larrabal sobre la profesión de Maestros
de Primaria», Diario de Sesiones Vol. IV, Págs. 2778-2779; la «Memoria de los
Maestros de Primeras Letras de Guadix», Diario de Sesiones Vol. IV, Págs. 2800-2803;
el «Memorial sobre las funciones y profesión de maestros de primeras letras elabo-
rado por el Sr. Mejía», Diario de Sesiones Vol. V, Págs. 3672-3673; «Memoria sobre
los maestros de primeras letras elaborado por el Ayuntamiento de Cartagena», Diario
de Sesiones, Vol. VII, Págs. 4541-4542; el «Proyecto para el oficio de maestro de
primeras letras presentado por los maestros de primeras letras de Valencia», Diario
de Sesiones, Vol. VIII, Págs. 6165-6166.

448 La preocupación por el profesorado de primaria existente, tanto en ilustrados
como en liberales, tiene varias argumentaciones de defensa. Para los ilustrados, la
necesidad de mejorar de los docentes radica en la importancia que se atribuye a este
nivel educativo en la consecución de la prosperidad individual y social. Un buen
ejemplo de esta postura lo encontramos en el Memorial presentado a la cámara el
23 de enero de 1811 por los maestros de las primeras letras de la isla de León: «Siendo
como es la enseñanza primaria ¡a fuente de la felicidad y el bienestar de la nación qué menos
que sus impartidores gocen de buena formación y con arreglo a sus funciones sean retribuidos
en economía y privilegios». Diario de Sesiones Vol. I. Pág. 419. Por su parte, las posturas
liberales cuando tratan el tema usan como argumento el papel que juega la educa-
ción en aras de la igualdad, así como la necesidad de una instrucción primaria para
el ejercicio de los derechos del ciudadano. En la proposición presentada por Muñoz
Torreno, referente al Decreto de la Regencia sobre el cierre de las escuelas, se reco-
gen estas argumentaciones: «No olvidemos en ningún momento que la educación es la
piedra de la igualdad. Por la educación se abren a ¡as luces todos los ciudadanos que conocerán
y ejercerán sus derechos. (...) Si esto es así, como lo es, cuidemos de quienes la imparten, pues
sobre la educación primaria recae la difícil misión de fundamentar uno de los grandes pilares
de nuestra sociedad, la igualdad». Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 294.
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de vocación en la mayor parte de los maestros y la no posesión de
conocimientos pedagógicos adecuados. En la descripción y análisis
que de esta problemática hacen nuestros constitucionales del 12
encontramos la adopción de una nueva actitud: se considera que la
culpabilidad de cada uno de estos fallos está en la propia sociedad
y no en los maestros que son los que sufren las consecuencias de
una situación creada.

Tomando como punto de partida la miseria material de los do-
centes fruto de las pésimas retribuciones económicas dadas por la
sociedad, hecho este que les obligaba a acaparar otros oficios, el
resultado es que las escuelas que quedaban desatendidas al propio
tiempo que se hacía imposible cualquier tipo de perfeccionamiento
en las técnicas pedagógicas. Es interesante a este respecto la inter-
vención del Sr. Oliveros, intervención que en gran medida expresa
el sentir de toda la Cámara:

«Lástima de luces, ningún maestro de primeras letras cobra
más de 1000 reales anuales, habiendo parajes en que este sueldo
anual no llega a los 100 reales. Ello pone de manifiesto la poca
consideración que se tiene a esta profesión que es desempeñada a
la par que otros oficios como los de sacristán o secretario del ayun-
tamiento, sin que puedan dedicarse y perfeccionarse en cuerpo y
alma a su ministerio»449.

También las malas retribuciones económicas serán consideradas
la causa de que los hombres que se dedican a la enseñanza primaria
no sean lo más selecto de la sociedad a la par que el origen del des-
precio social por la profesión de maestro. Como bien había puesto de
manifiesto Jovellanos, los individuos dedicados a la enseñanza pri-
maria eran intelectualmente hombres de poco relieve «careciendo de
toda iniciativa y sometiéndose a todas las imposiciones que las gen-
tes de los pueblos o los organismos de las mismas le hacían»450. Y la
misma sociedad que los vejaba sentía desprecio por ellos, precisamen-
te por esas causas de ganar poco y aguantar mucho. Ante estas cir-
cunstancias y siendo como era un oficio mal retribuido y no valorado
socialmente, «no se puede pretender que accedan a él hombres que
han hecho estudios superiores y que están capacitados para desem-
peñar puestos mejor subencionados y considerados»451.

449 Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 1347-1348.
450 M. G. de Jovellanos: «Memoria sobre educación Pública», en: op. cit. Pág. 118.
451 Intervención del Sr. Ros. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6095.
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Frente a esta situación y movidos, como hemos dicho antes, por
intereses políticos y económicos en la mayor parte de las veces, se
alzaron numerosísimas voces que pusieron en ridículo las retribu-
ciones que percibían los maestros así como la poca consideración
que la sociedad les prestaba. Fue un tema que hoy llamaríamos de
moda entre las personalidades de la nación. Cualquier discusión
sobre educación terminaba centrándose en él. Era, en suma, una
nota descollante en la preocupación educativa de las Cortes de
Cádiz.

Se empezó por poner de manifiesto la importancia de la ense-
ñanza primaria, menospreciada en general. La escuela no debía ser
el sitio donde un hombre rutinario enseñaba a un montón de niños
solamente la escritura, la lectura y algunas reglas de aritmética. El
maestro debía ser algo más que un calígrafo, algo más que el ini-
ciador de un oficio manual. La educación debía ser objeto de la
escuela y el maestro; y por educación no se podía concebir tan sólo
la instrucción en unas reglas del arte de escribir, o como mucho el
aprendizaje memorístico del catecismo. En el Informe presentado
por la Diputación de Cataluña, referente a la necesidad de crear
nuevas escuelas de primeras letras, queda perfectamente recogida
esta revalorización de la enseñanza primaria en función de sus
objetivos:

«El Estado necesita de ciudadanos cuyo corazón sea honrado,
que le guarden fidelidad a él y a sus leyes, que sientan gran amor
por el trabajo. Todo ello se tiene que inculcar en la enseñanza
primaria, donde los maestros labren en el corazón de los jóvenes
cada uno de estos deberes y no solamente los rudimentos de escri-
tura y lectura que también son necesarios»452.

Esta revalorización de la enseñanza primaria lleva aparejada la
exigencia de una reglamentación seria del ingreso del maestro en la
enseñanza pública. Todos los Memoriales referentes a la enseñanza
primaria remitidos a la Cámara hacen hincapié en esta exigencia.
Los campos que esta reglamentación debería contemplar son los
siguientes:

1. Evaluación del género de vida de los futuros maestros.
2. Establecimiento de exámenes y pruebas referentes a las

materias que se deben impartir.

452 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6172.

370



MANUEL HERRERA GÓMEZ

3. Valoración de sus conocimientos pedagógicos y de sus
métodos para hacer llegar a los alumnos una buena expli-
cación de las materias.

Exigencias de tipo económico, metodológico y social son las bases
de una futura reglamentación de magisterio de primaria. Detrás del
cumplimiento de cada uno de esto requisitos se esconde una visión
optimista, típicamente ilustrada. Así se manifiesta el Sr. Larrazábal
en el «Memorial sobre la profesión de maestro de primeras letras»
remitido a la Cámara el 14 de febrero en 1812:

«Regulando con exámenes las materias a impartir, controlando
la vida social de los docentes, exigiendo unas buenas explicaciones
de las materias, contaremos con buenos maestros, en los que se
pueda tener confianza completa y gran equidad en su labor. A
partir de ahí vendrá la actitud de reforma en la sociedad»453.

A la par que una visión más positiva de la enseñanza primaria
encontramos, tanto en los debates parlamentarios que hacen refe-
rencia a la educación como en los «Memoriales» elaborados y remi-
tidos a las Cortes, una revalorización de la misión del maestro. No
hay quien duda en considerar a esta profesión «como la más noble
después del sacerdocio»454. En función de ello, la sociedad debe
apreciarlo y tener para los profesores una actitud de respeto y con-
sideración que conviene.

Esta situación de la profesión docente se concreta en dos puntos
que están entre sí íntimamente conectados:

1. El aumento de las retribuciones económicas455.
2. La prohibición por parte de los organismos pertinentes de

que el maestro tenga otras ocupaciones que su escuela. Se
es consciente de que esta segunda exigencia sólo es posible
en la medida que se cumpla la primera456.

453 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2779.
454 «Memorial sobre funciones y profesión del maestro elaborado por el Sr. Me-

jía». Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3673.
455 Así recoge el Sr. Pelegrín esta primera exigencia en una proposición hecha a

la Cámara el 21 de julio de 1812 referente al establecimiento de una Dirección
General de Estudios: «(...) lo primero es necesario proveer a la subsistencia de los que se
dedican a la enseñanza pública. Si sacrifican su quietud y su vida para dedicarse al más
molesto de los empleos y el más útil a la sociedad, ella misma le ha de alimentar decentemente».
Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3455.

456 Sobre este segundo punto Antonio Gil de Zarate en su obra De la Instrucción
Pública en España. Madrid 1855. Págs. 180-193, nos hace una muy buena descripción
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La preocupación por el profesorado, detectada en los debates
parlamentarios y en las Memorias remitidas a la Cámara, trae con-
sigo una revalorización de la enseñanza primaria y de su profeso-
rado, y será uno de los puntos centrales del Informe elaborado por
Quintana y del proyecto de 1814, como posteriormente veremos.

3.7. Conclusiones: El título IX de la Constitución

Conscientes de la importancia de la educación, los hombres del
12 dedicaron el título IX de la Constitución gaditana a la Instrucción
Pública457. Es un título breve que consta de seis artículos, pero aun
cuando la urgencia de la reforma política impidiera darle un mayor
tratamiento, aúna en su seno todos los principios fundamentales del
pensamiento ilustrado y todos los postulados básicos del pensamien-
to liberal aparecidos en las sesiones parlamentarias. Este carácter de
síntesis explica en gran medida el hecho de que su aprobación fuera
unánime, reduciéndose la discusión sobre alguno de su artículos a
cuestiones puramente terminológicas, sin entrar en planteamientos
de fondo.

Los artículos 366 y 367 se limitan a respetar la estructura edu-
cativa existente. Sólo se recogen la enseñanza primaria y la de las
universidades, sin que se haga referencia a la segunda enseñanza
que, como sabemos, no existía de modo independiente458. No obs-
tante, se señala la obligatoriedad de establecer escuelas de primeras
letras en todos los pueblos de la Monarquía «en las que se enseñará
a los niños a leer, escribir y contar y el catecismo de la religión
católica, que comprenderá también una breve exposición de las

de las tareas docentes que nunca eran las únicas ejercidas por los maestros. Su
situación económica les obligaba al desempeño de otros oficios lo cual repercutía en
la propia consideración social de la profesión docente.

457 Existen diversas colecciones de los textos constitucionales. Nosotros hemos
utilizado dos. La obra de Enrique Tierno y Galván: Leyes políticas españolas fundamen-
tales (1808-1978), Madrid 1984, en la que se recogen las Constituciones que han
regido en España desde el Estatuto de Bayona hasta la Constitución de 1978. Véanse
las págs. 57-58. También hemos utilizado la obra de Jorge Esteban: Constituciones
españolas y extranjeras, 2 Vols. Madrid, 1977. Contiene desde la de 1812 hasta la ley
1/1977, de 4 de Enero, para la Reforma Política. Véanse las págs. 122-123.

458 Aunque el texto constitucional no hace referencia a la enseñanza secundaria,
tanto el Informe Quintana como el proyecto de Decreto de 1814, recogen la propues-
ta del Ayuntamiento de Palma en el Informe remitido a la Comisión de Cortes,
referente al establecimiento provincial de centros de segunda enseñanza, como pos-
teriormente veremos.
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obligaciones civiles». Queda con ello puesto de manifiesto el interés
atribuido en los debates parlamentarios a la enseñanza de primeras
letras y la formación religioso-moral de los ciudadanos. El sosteni-
miento y cuidado de estos centros correrá a cargo de los Ayunta-
mientos, que a su vez deberán rendir cuentas a las Diputaciones
provinciales de las labores realizadas459. Nos encontramos, en con-
secuencia, ante una mandato constitucional que implica de forma
indirecta la estatalización y universalidad de la enseñanza primaria,
estatalización y universalidad que se justifican en el exiguo número
de escuelas existentes460 y en el principio constitucional del saber
leer y escribir para ejercer los derechos del ciudadano461.

El artículo 368 es importante en cuanto que recoge la que había
sido una de las grandes pretensiones de la política ilustrada del si-
glo XVIII, a la par que una de las cualidades atribuidas por los
diputados gaditanos a la educación: la uniformidad de la enseñanza.
Expresamente se señala que «el pían de enseñanza será uniforme
para todo el reino...».

Junto a la necesidad de un plan general de enseñanza462, apa-
rece la Dirección General de Estudios, órgano encargado de la ins-
pección de la enseñanza pública (art. 369). Aunque nos ocupare-
mos de ella más adelante, tan sólo señalar que esta institución ya
había sido esbozada por algunos Informes de la Consulta al País463

459 Las competencias de Ayuntamientos y Diputaciones habían quedado estable-
cidas en los artículos 321. Párrafo V y 323, respectivamente.

A r t í c u l o 3 2 1 . P á r r a f o V: «Estará a cargo de los Ayuntamientos cuidar de todas las
escuelas de primeras letras y demás establecimientos de educación que se paguen con los fondos
del común».

A r t í c u l o 3 2 3 : «Los Ayuntamientos desempeñarán todas estos encargos bajo la inspección
de la Diputación Provincial a quien rendirán cuenta justificada de cada año de los caudales
públicos que hayan recaudado e invertido».

460 Tal es, por otra parte, la interpretación que los contemporáneos dieron a este
proyecto. Así, el dictamen de la Comisión al proyecto de Decreto sobre el arreglo
general de la enseñanza pública de 7 de marzo de 1814, del que nos ocuparemos más
adelante, al justificar el carácter universal que deberá reunir la primera enseñanza,
alude, entre otras razones, al artículo 366 de la Constitución.

461 Art. 25. Párrafo VI: «Desde el año de 1830 deberán saber leer y escribir lo que de
nuevo entren en el ejercicio de los derechos de ciudadano».

462 Para Manuel de Puelles Benítez, el mandato constitucional gaditano referente
a la uniformidad de la enseñanza constituye una auténtica novedad. Cfr. op. cit.
Pág. 57. En nuestra opinión esta pretensión ya estaba presente en los numerosos
proyectos y leyes del S. XVIII, que hemos analizado en páginas anteriores.

463 En concreto por los Informes del Ayuntamiento de Córdoba, A. C. leg. 5;
núm. 50, de la Junta de Badajoz, A. C. leg. 10; núm. 39, del Ayuntamiento de
Granada, A. C. leg. 6; núm. 1, y de la Junta de Mallorca, A. C. leg. 5; núm. 47.
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y por las Bases para la formación de un Plan General de Instrucción
Pública (1809).

El art. 370 es una buena muestra de la importancia y valor que
los hombres de Cádiz, herederos de la Ilustración y del legado doc-
trinal de la gran revolución de 1789, concederán a la educación: la
competencia para entender de «cuanto pertenezca al importante
objeto de la instrucción pública» corresponderá a las Cortes. La
máxima competencia no la tendrá, pues, el gobierno, sino que re-
caerá exclusivamente en la Asamblea Legislativa que representa a la
nación.

Por último, el artículo 371 establece la libertad de expresión:
«Todos los españoles tienen libertad de escribir, imprimir y publicar
sus ideas políticas, sin necesidad de licencia, revisión o aprobación
alguna anterior a la publicación, bajo las restricciones y responsabi-
lidad que establezcan las leyes». Que la libertad de expresión apa-
rezca proclamada dentro de un título que tiene por objeto la ins-
trucción pública, ha parecido desconcertante a alguno de nuestros
estudiosos, hecho sin duda motivado por no haber sabido ver la
íntima conexión que para nuestros diputados gaditanos tiene la
educación y la libertad de expresión464. Sin embargo, que la libertad
de expresión se empareje a la instrucción pública es, en los hombres
del 12, una premisa necesaria de esa pedagogía de la democracia
que subyace en todo el ideal gaditano. Basados en una concepción
antropológica optimista, heredada de la Ilustración, necesitarán de
la libertad de imprenta para propagar las luces. Al igual que los
ilustrados tendrán fe en la razón, una razón que, debidamente ilu-
minada puede conocer «la verdad» y triunfar sobre «el error». De
este modo la libertad de imprenta se convierte en una medio de
ilustración, de educación, que difundirá «el espíritu público y for-
mará la opinión pública»465. No cabe duda de que para los diputa-
dos gaditanos la instrucción no se reduce sólo a un plan de ense-
ñanza mejor o peor realizado, sino que comporta un entramado
público donde nada que atañe a la libertad le es ajeno. Así se se-
ñala, por otra parte, en el discurso preliminar de la Constitución al
referirse a este punto:

«Como nada contribuye más directamente a la ilustración y al
adelantamiento general de las naciones y a la conservación de su

464 Este desconcierto nos aparece tanto en Luis Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 110-
111, como en Manuel Martínez Sospiedra: op. cit. Págs. 284-285.

465 Cfr. María de la Cruz Seoane: op. cit. Págs. 141-142.
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independencia que la libertad de publicar todas las ideas y pensa-
mientos que puedan ser útiles y beneficiosos a los súbditos de un
Estado, la libertad de imprenta, verdadero vehículo de las luces,
debe formar parte de la ley fundamental de la Monarquía, si los
españoles desean sinceramente ser libres y dichosos»466.

Con la promulgación de cada uno de estos artículos, que sinteti-
zan y dan realidad al ideario educativo propuesto y defendido por los
diputados gaditanos en las sesiones parlamentarias, quedan sentadas
las bases constitucionales para la elaboración de una ley general de
instrucción pública que amplíe y desarrolle dichos principios.

4. LA LEGISLACIÓN GADITANA SOBRE EDUCACIÓN

Para el primer tercio del siglo XIX español, la mayor parte de los
historiadores suelen señalar dos momentos en que el trabajo legis-
lativo sobre educación fue mayor. Uno, durante el periodo liberal
de 1820 a 1823. El otro, a continuación de aquél precisamente, en
los años 1824, 1825 y 1826467. Con esta división queda un poco
oscurecida la labor desarrollada por las Cortes de Cádiz en legisla-
ción educativa, presentándola como un mero proyecto que no llega
a cumplirse en tales años. Sin embargo, a pesar de que fuera eso,
un proyecto que no vio la realidad, igual que ocurrió con lo legis-
lado en materia de beneficencia o sanidad, no por ello hay que
deslucir su transcendencia así como la influencia que posteriormen-
te ejerce durante todo el siglo XIX en la edificación del sistema
educativo liberal468.

466 Enrique Tierno y Galván: op. cit. Pág. 27.
467 Este es el caso de Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 51-55, Eloy Terrón: Sociedad

e Ideología en la España contemporánea. Madrid 1969. Págs. 80-83, Antonio Jutglar:
Ideologías y clases en la España contemporánea. Madrid 1968. Vol. I. Págs. 25-29, por
citar algunos.

468 Buena muestra de ello es que las tres producciones legislativas del llamado
Trienio liberal —el Reglamento general de Instrucción Pública de 1821, el Proyecto
de Reglamento general de la primera enseñanza de 1822 y la Revisión de textos que
debían seguirse en las distintas universidades de España, fechado el 20 de septiembre
de 1820— son prácticamente una copia literal de las principales disposiciones legis-
lativas emitidas por las Cortes Gaditanas, esto es, del Informe de la Junta creada por
la Regencia para proponer los remedios de proceder al arreglo de los diversos ramos
de la Instrucción Pública, emitido en Cádiz el 9 de septiembre de 1813 y del Dicta-
men y proyecto de Decreto sobre el arreglo general de la enseñanza pública, fechado
el 7 de marzo de 1814.

375



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

Promulgada la Constitución, será preocupación constante de los
hombres de Cádiz la elaboración de una ley general de Instrucción
Pública que amplíe y desarrolle los principios constitucionales con
anterioridad analizados. A tal fin, la Secretaría de Despacho de la
Gobernación remite una circular a las Universidades para que infor-
men sobre los problemas existentes469, al mismo tiempo que cons-
tituye una Junta de Instrucción Pública y se encarga un informe
sobre la reforma general de la educación nacional470.

Si bien las universidades no respondieron adecuadamente471, la
Junta de Instrucción Pública cumplió su cometido. Se trata del fa-
moso «Informe de la Junta creada por la Regencia para proponer
los medios de proceder al arreglo de los diversos ramos de la Ins-
trucción Pública». Estamos en Cádiz a 9 de septiembre de 1813.
Según Albert Derozín, parece que su redacción la realizó el poeta
Manuel José Quintana, hombre ilustrado y profundamente liberal,
que al referirse a la Junta explica así su labor:

«.(...) y encargado por mis compañeros de todo el trabajo que
en ella se hizo: trabajo que, a pesar de la falta de libros y de la

469 En el Diario de Sesiones hay constancia de la emisión de dicha circular y de
sus contenidos: «A consecuencia de lo resuelto en sesión del 4 de Diciembre último, el Secre-
tario de la Gobernación envió una nota circular a todas las Universidades peninsulares en la
que se instaba a las mismas a que presentasen un Informe en el que hicieran constar cuáles
son los principales fallos que presenta el ramo de instrucción pública. No tiene esta circular otro
fin que el que estas instituciones educativas señalen cuáles son los principales obstáculos para
dar vigor a un plan nacional de Instrucción Pública, asentado en los principios constituciona-
les». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5676.

470 La primera Junta de Instrucción Pública fue designada el 23 de septiembre de
1811. Formaban parte de ella: Jovellanos, del Consejo de Estado, Luis de Salazar, del
Consejo de Guerra, Vicente Blasco, canónigo de Valencia y rector de su Universidad,
Manuel Quintana, secretario de la interpretación de lenguas, Manuel Avella, oficial
de la Secretaría de Estado, Juan de Ares, coronel del cuerpo de artillería, José Re-
bollo, catedrático de matemáticas, Martín de Navas, canónigo de San Isidro, Eugenio
Tapia, secretario de la Junta de Filipinas, Bartolomé Gallardo, bibliotecario de V. M.,
Diego Clemencín, y José Eduardo, oficial de la Secretaría de Hacienda y de Indias.
Cfr. Diario de Sesiones. Vol. ni. Págs. 1901-1902. El 18 de junio de 1813, la Regen-
cia, juzgando que la Junta de 1811 no ha elaborado ningún tipo de conclusiones y
por instancia de la Secretaría del Despacho de Gobernación, nombra otra nueva, que
es la de nuestro interés, a la que pertenecen Martín González de Navas, José Vargas
Ponce, Eugenio de Tapia, Diego Clemencin, Ramón de la Cuadra y Manuel Quinta-
na. Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 5710-5711.

471 De las siete universidades a las que se envía la circular —Alcalá de Henares,
Valencia, Santiago, Granada, Salamanca, Sevilla y Valladolid—, solamente, según
nos consta en el Diario de Sesiones, vol. VIII. Págs. 6051-6055 remitieron el citado
Informe las de Salamanca y Valladolid.
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premura de tiempo en que se hizo, tuvo la fortuna de merecer
la aprobación no sólo de la Comisión sino de la Regencia y de
las Cortes que lo examinaron después y que lo elogiaron pública-
mente» 472.

El Informe, una vez entregado al Gobierno, fue remitido a las
Cortes para su discusión y debate. El texto será analizado por la
Comisión de Instrucción de las Cortes473 que emitirá el Dictamen y
Proyecto de Decreto sobre el arreglo General de la enseñanza pú-
blica. Está firmado por José Miguel Gordoa, José Mintegui, Andrés
Navarro, Diego Clemencín, Nicolás García Paye, José Joaquín de
Olmedo, Francisco Martínez de la Rosa y Ramón Felio, y lo hacen
en Madrid, a 7 de marzo de 1814. Ellos mismos reconocen, al prin-
cipio del Dictamen, la deuda que esta primera ley general de ins-
trucción pública tiene con el llamado Informe Quintana:

«(...) Si además de las luces que prestaron a la Comisión varios
escritos de españoles laboriosos, no se hubiera adelantado el go-
bierno a los benéficos deseos del Congreso, presentándole para su

472 Albert Derozín: Manuel José Quintana y el nacimiento del liberalismo en España.
Madrid 1978. Págs. 702 y ss.

473 La primera referencia que nos aparece en el Diario de Sesiones respecto a esta
Comisión de Instrucción Pública de las Cortes la encontramos en la propuesta hecha
a la Cámara por parte del Sr. Espiga el 9 de diciembre de 1810: «Habiendo sido
convocadas las Cortes generales y extraordinarias, no solo para reformar una Constitución, sino
también para reformar nuestra legislación, y conteniendo esta diversas partes que exigen dife-
rentes comisiones, pido que se nombre una para formar la legislación, otra para la criminal,
otra para el sistema de Hacienda, otra para el comercio y otra para un plan de educación e
instrucción pública». Quedó sometida esta proposición a discusión. Diario de Sesiones.
Vol. I. Pág. 153. Su aprobación tuvo lugar el 9 de febrero de 1811, quedando deli-
mitadas sus competencias y atribuciones: «Tocará a esta Comisión de Instrucción pública
revisar todas las propuestas e informes referentes al ramo de la educación, para establecer, de
acuerda con los principios constitucionales el plan que se debe seguir en la enseñanza, no sólo
en las grandes capitales, sino descendiendo hasta la más infeliz aldea». Diario de Sesiones.
Vol. II. Pág. 824. Plenamente configurada aparece ya la Comisión de Instrucción
Pública en el Proyecto presentado a la Cámara por la Comisión encargada de formar
un Plan para el arreglo de las Comisiones, el 9 de abril de 1811. Se compondrá de
un presidente, cuatro individuos y un secretario. Celebrará sus reuniones en casa del
Presidente los lunes, martes, jueves y sábados de cada semana. Contará con el auxilio
de personas fuera del seno de las Cortes, que puedan facilitarle datos, antecedentes,
noticias, libros y demás material. Por último, tendrá como misión «presentar un plan
de enseñanza y de moral en que la juventud adquiera los conocimientos necesarios para que
la Iglesia tenga dignos ministros, el Gobierno sabios magistrados, los ejércitos generales esfor-
zados y virtuosos, y toda la Nación honrados e ilustres ciudadanos». Diario de Sesiones.
Vol. II. Págs. 849-850.
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aprobación un plan general de enseñanza, formado por orden de
la Regencia por una Junta de literatos distinguidos. Este plan, no
menos honroso al gobierno que lo promovió, que a los sabios que
lo formaron, ha servido constantemente de base a las discusiones
de la Comisión; y no duda ésta afirmar, sin querer hacer gala de
una fingida modestia, que el profundo discurso preliminar que
precede a las bases para el arreglo de la Instrucción Pública, y en
estas mismas bases, formado todo por la expresada Junta, ha
hallado la Comisión cuanto pudiera desear para llenar cumplida-
mente su propósito, sin lograr otro fruto de su repetido examen
sobre el plan propuesto que el de hacer en él algunas ligeras va-
riaciones» 474.

Unos cuantos meses después tuvo lugar la llegada de Fernan-
do VII, y a continuación el decreto de 4 de mayo de 1814, donde el
rey declaraba la Constitución de Cádiz y los decretos de las Cortes
«nulos y de ningún valor, ni efecto, ahora ni en tiempo alguno, como
si no hubiesen pasado jamás tales actos, y se quitasen de en medio
del tiempo (...)»475. Ésta es la razón por la que no se llevó a la prác-
tica la legislación educativa emanada del proceso constituyente gadi-
tano.

4.1. El Informe Quintana

El Informe elaborado por la Junta de Instrucción Pública, previo
encargo de la Regencia y cuya autoría corresponde al poeta Manuel
José Quintana, constituye una exposición básica de principios. Isa-
bel Gutiérrez Zuloaga lo considera como el inicio de la política
pedagógica de la primera mitad del siglo XIX, concretada, sobre
todo, en planes de alcance jurídico476.

Se parte, como era lógico, de la educación no sólo como instru-
mento de reforma social, sino también como medio idóneo e indis-
cutible para la educación y el progreso de la sociedad. Todo el

474 Dictamen y Proyecto de Decreto sobre el arreglo general de la enseñanza pública pre-
sentado a las Cortes por su Comisión de Instrucción Pública. Mandado imprimir de orden de
las mismas. Madrid, 1814. Instituto San José de Calasanz del C.S.I.C; signta. 40722.

475 Puede verse el texto íntegro en la obra del Conde de Toreno: Historia del
levantamiento, guerra y revolución de España. Madrid 1974. Vol. VI. Págs. 281 y ss.
También en Decretos del Rey Fernando VII, vol. I, Imprenta Real, 1816. Págs. 1 y ss.

476 Cfr. Isabel Gutiérrez Zuloaga: op. cit. Pág. 325.
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Informe está, pues, presidido por esta fe en la educación que Quin-
tana expone en estos términos:

«Al entrar en la vida ignoramos todo lo que podemos o debemos
ser en adelante. La instrucción nos lo enseña; la instrucción desen-
vuelve nuestras facultades y talentos, y los engrandece y fortifica con
todos los medios acumulados por la sucesión de los siglos en la ge-
neración y en la sociedad de que hacemos parte. Ella, enseñándonos
cuáles son nuestros derechos, nos manifiesta las obligaciones que
debemos cumplir: su objeto es que vivamos felices para nosotros,
útiles a los demás; y señalando de este modo el puesto que debemos
ocupar en la sociedad, ella hace que las fuerzas particulares concu-
rran con su acción a aumentar la fuerza común, en vez de servir a
debilitarla con su divergencia o con su oposición»477.

Si durante el siglo XVIII se había pensado que las causas de la
decadencia española eran de carácter primordialmente económico,
los hombres del XIX, y en concreto Quintana, asigna al sistema
político las causas de esta decadencia. Como señala Gómez Molleda,
juzgan, y éste es el caso de Quintana, que para levantar a la patria
de la postración se requiere un cambio de régimen y una mejor
formación del ciudadano478.

Se ha dicho que el Informe está fuertemente influenciado por los
liberales franceses, en especial por el famoso «Rapport et proyet de
decret sur l'organisation genérale de l'instruction publique» que
Condorcet presentará a la Asamblea Legislativa en 1792, e incluso
que no era sino una traducción de las ideas más importantes del
mismo479.

Condorcet, en su Rapport, defiende la libertad de enseñanza,
que entiende fundamentalmente como libertad de cátedra, y pro-
pugna una enseñanza universal y gratuita, dependiente de la Asam-
blea de Representantes, al objeto de que los establecimientos públi-
cos sean más independientes. Los objetivos que debe alcanzar la
instrucción pública son los de «ofrecer a todos los individuos de la
especie humana los medios de proveer sus necesidades, de conse-
guir su bienestar; asegurarle a cada uno su bienestar, que conozca

477 Manuel Quintana: Obras Completas. Tomo LX. Biblioteca de Autores Españoles.
Madrid, 1962. Pág. 176.

478 Cfr. María Dolores Gómez Molleda: Los reformadores de la España Contemporánea.
Madrid 1987. Pág. 3.

479 Cfr. Manuel de Puelles Benítez: op. cit. Pág. 61, J. Sarraith: op. cit. Pág. 229 y
Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 53-54.
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y defienda sus derechos y que entienda y llene sus deberes; asegu-
rar a cada uno la facilidad de perfeccionar su industria, de capaci-
tarse para las funciones sociales a que tiene derecho a ser llamado,
para desenvolver toda la extensión de sus talentos que ha recibido
de la Naturaleza y para establecer una igualdad de hecho y hacer
real la igualdad política reconocida por la ley»480.

El Informe Quintana pide un mismo tipo de enseñanza para to-
dos, unos mismos métodos de enseñanza y una misma lengua, el
castellano. Una enseñanza que instruya, eduque como hombres, in-
culcando unos principios morales y religiosos, y como ciudadanos,
fomentando unos principios cívicos. El Estado debe proporcionar la
educación, sin perjuicio de la libre circulación de ideas481. Como
podemos observar existe un notable paralelismo entre ambos In-
formes.

Las razones que argumentan la influencia del Rapport sobre el
Informe son las mismas que señalamos cuando analizamos la in-
fluencia del propio Rapport sobre las Bases de Jovellanos: primero,
el ser el Rapport la obra más influyente en todo el continente eu-
ropeo de la pedagogía revolucionaria constituyente; segundo, el
carácter de protagonista que tiene el pensamiento político francés
en las transformaciones que están acaeciendo en la sociedad euro-
pea contemporánea y tercero, el conocimiento que la minoría ilus-
trada y liberal tenía de esta obra.

Sin más preámbulos pasamos al análisis del propio Informe. En
primer término, hemos estudiado los principios generales que se
establecen para toda enseñanza. En un segundo lugar hemos reco-
gido la división y distribución de la enseñanza pública: primaria,
secundaria y universitaria. En el apartado que aparece con el título
de «La Administración educativa», analizamos el germen de lo que
cien años más tarde sería el Ministerio de Instrucción Pública. Por
último, no podía faltar, «después de haber recorrido los diferentes
grados de Instrucción Pública, y de haber indicado las bases prime-
ras y asistenciales de la organización, después de proponer máximas
y principios de su gobierno en la Dirección General de Estudios, y
trazado, por decirlo así, su cima y conocimiento en la Academia
Nacional»482, tratamos sobre los medios económicos propuestos por
la Junta de Instrucción Pública para sostener toda esta maquinaria.

480 Condorcet: op. cit. Pág. 127.
481 Manuel Quintana: op. cit. Págs. 176-178, en las que sienta las bases generales

de la enseñanza.
482 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 189.
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4.1.1. Bases Generales de toda enseñanza

Concebida la educación como «el arte de poner a todos los
hombres en todo su valor tanto para ellos como para sus semejan-
tes» 483 las características que debe reunir la ecuación según el in-
forme son las siguientes: igual, universal, uniforme, pública y libre.
Recoge de esta forma las cualidades apuntadas por los diputados
gaditanos a la instrucción pública en los debates parlamentarios.

En primer lugar, la instrucción «debe ser tan igual y tan com-
pleta como las circunstancias lo permitan». ¿Qué quiere decir el
Informe con esta afirmación? Inmediatamente éste puntualiza que
«es preciso dar a todos los ciudadanos aquellos conocimientos que
se pueden extender a todos, y no negar a ninguno la adquisición de
otros más altos, aunque no sea posible hacerlos todos universales.
Aquéllos son útiles a cuantos los reciben, y por eso es necesario
establecer lo de los segundos, porque son útiles también a los que
no los reciben» 484. Sin duda, priman aquí el principio ilustrado de
utilidad de la enseñanza y el principio liberal que exige, ante todo,
igualdad de los ciudadanos ante las luces.

En segundo lugar, la instrucción «debe ser universal, esto es,
extenderse a todos los ciudadanos»485. Lógicamente, esta caracterís-
tica no es más que la consecuencia obligada del imperativo de la
igualdad486.

Haciéndola derivar de la igualdad y de la universalidad, la ter-
cera característica que el Informe impone a la instrucción es que
ésta debe ser uniforme:

«Que el plan de la enseñanza pública deba ser uniforme en
todos los estudios, la razón lo dicta, la utilidad aconseja, y la
Constitución, de acuerdo con ambas, indispensablemente la pres-
cribe. Lo contrario sería dejar la instrucción nacional y la forma-
ción de la razón de los ciudadanos al capricho y a la extravagan-
cia; sería perpetuar la discordia repugnante que ha existido siempre
en nuestras escuelas» 487.

483 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 176.
484 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 176.
485 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 176.
486 Así lo expresa textualmente el citado informe: «El distribuirse la instrucción con

igualdad, trae consigo que esta sea universal (...), asi lograremos asegurar a los hombres en
todos los estados de la vida la facilidad de conservar sus conocimientos o de adquirir otros
nuevos». Manuel Quintana. Op. cit. Pág. 176.

487 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 177.
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Se trata, en realidad, de la uniformidad de los libros de texto, la
doctrina, los métodos de enseñanza y la lengua488. A la par que se
daba realidad a una vieja aspiración ilustrada, presente en proyectos
y leyes, como en su momento vimos, se pretendía, probablemente,
asegurar no sólo que todos los ciudadanos recibieran una enseñan-
za, sino también una instrucción igual, o lo que en términos actua-
les llamaríamos la misma calidad de enseñanza.

En cuanto al lugar, debe ser pública, es decir, «que no se dé a
puertas cerradas ni se limite sólo a los alumnos que se alistan para
instruirse y ganar curso»489. Abierta la escuela a todos, debe ser
consecuentemente gratuita:

«Otra cualidad que nos ha parecido convenir a la enseñanza
pública es que sea gratuita» 490.

Detrás de esta gratuidad de la enseñanza se esconde otra de las
que habían sido grandes aportaciones del pensamiento y la legisla-
ción ilustrada, esto es, la consideración de la enseñanza no como
acto de beneficencia social, practicado por las órdenes religiosas y
las instituciones eclesiásticas, sino como un acto de gobierno y una
obligación de los poderes públicos, en cuanto que tiene relación con
el bienestar de la Comunidad. Especialmente esta gratuidad se atri-
buye a la primera enseñanza, porque en las escuelas de primeras
letras «es donde se proporcionan al hombre aquellos conocimientos
que, siendo necesarios a todos, deben ser comunes a todos; y por
consiguiente, hay una obligación en el Estado de no negarla a nin-
guno, pues que los exige a todos para admitirlos en el ejercicio de
los derechos del ciudadano»491.

Finalmente, debe ser libre: «es preciso que tenga cada uno el
arbitrio de buscarlos en dónde, cómo y con quién le sea más fácil
y agradable su adquisición»492. Es, pues, la consagración de la liber-
tad de elección de centro docente, libertad que no sólo se justifica
por sí misma, sino que es incluso conveniente. Como se había plan-

488 «Debe ser una doctrina en nuestras escuelas, y unos ¡os métodos de su enseñanza, a que
es consiguiente que sea también una lengua en que se enseñe, y que ésta sea la lengua caste-
llana». Manuel Quintana. Op. cit. Pág. 177.

489 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 177.
490 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 177.
491 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 177. Hace aquí referencia al art. 25. Párrafo VI,

en que se establece la obligatoriedad de saber leer y escribir, a partir de 1830, para
ejercer los derechos de ciudadano.

492 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 178.
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teado en los debates parlamentarios, que no siendo posible que el
Estado llegue a toda la nación, los establecimientos privados ten-
drán también una importante misión que realizar:

«No pudiendo el Estado poner a cada ciudadano un maestro
de su confianza, debe dejar a cada ciudadano su justa y necesaria
libertad de elegir por sí mismo. Así las escuelas particulares supli-
rán en muchos parajes la falta de escuelas públicas, y la instruc-
ción ganará en extensión y perfección lo que gane en libertad y
desahogo» 493

En función de estas bases, o principios sobre los que el Informe
pretende edificar el sistema educativo, podemos afirmar:

1. Que nos encontramos ante una buena síntesis de las aspi-
raciones educativas ilustradas del siglo XVIII, aspiraciones
que habían aflorado en las reuniones parlamentarias.

2. Que estamos ante la mejor formulación del ideario liberal
por lo que respecta a educación.

No hay que olvidar por último, el carácter utópico de estos
principios, elaborados en medio de una guerra devastadora y con
una Hacienda al borde de la bancarrota494. Pero, por otra parte,
debe hacerse, en descargo del pensamiento liberal que los formula,
dos consideraciones: una, que todo proyecto auténtico de transfor-
mación social lleva anejo un horizonte de utopía; otra, que para
hacer efectivos los principios de libertad e igualdad, principios irre-
nunciables del liberalismo democrático en sus orígenes, era necesa-
rio que la educación fuera pública, universal y gratuita, pues sólo
entonces se haría efectiva esa pedagogía para la democracia sin la
cual la nueva esperanza política no podría producir sus frutos. Lo
cierto es que, al igual que la revolución liberal, sólo se produjo muy
lentamente495, la parcial implantación del programa educativo de
los liberales es un ejemplo más de lo que sucede cuando la ideología
precede a la estructura social y económica de un país.

493 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 178.
494 Miguel Artola define al periodo que abarca desde 1806 a 1840 como un

período de estancamiento económico donde las destrucciones de la guerra y los
trastornos revolucionarios impiden que el país recupere el nivel de preguerra. Miguel
Artola: op. cit. Pág. 58.

495 Resulta suficientemente conocido que hasta 1868 no se produce el sufragio
universal, pieza de toque del liberalismo democrático.
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4.1.2. División y distribución de la Enseñanza

Una parte importante del Informe Quintana va a estar dedicada
a la ampliación y desarrollo de los artículos 366 y 367 del título IX
de la Constitución referentes a la estructura educativa. En los pre-
ceptos constitucionales encontrábamos una actitud de respeto a la
tradicional división de la enseñanza, ya que sólo se recogen la
enseñanza primaria y la de las universidades, sin que haga referen-
cia a la enseñanza secundaria. Por su parte, el Informe Quintana
distingue tres niveles: primario, secundario y universitario, apare-
ciendo el secundario como nivel intermedio dotado de cuerpo y
necesario para el acceso a los estudios superiores.

Esta división pretende ser justificada por el Informe con el si-
guiente argumento: «siendo como es la educación un arte progre-
sivo que cesa en el momento en que el hombre tiene perfeccionadas
y formadas sus capacidades para ejercer con fruto las diferentes
profesiones de la vida civil, creemos conveniente la división de la
enseñanza en tres niveles donde se vayan adquiriendo tales cono-
cimientos»496. Contrasta esta argumentación con los caracteres que
se atribuyen a cada nivel:

1. El primario será universal, universalidad que reside en la
obligatoriedad de saber leer y escribir para ejercer los dere-
chos de ciudadanía497.

2. Los estudios de secundaria serán generales «en cuanto que
sólo tienen acceso a ellos quienes estén capacitados para el
ejercicio de una carrera universitaria»498.

3. El nivel tercero de la enseñanza será particular «ya que a
medida que se sube en la escala de la instrucción se va
haciendo menos general y se extiende a menos indivi-
duos»499.

Según Miguel Artola, el carácter progresivo atribuido a la edu-
cación queda anulado con esta división que esconde tras de sí uno
de los principios más puros del liberalismo: la desigualdad existente
entre los individuos fruto del reparto que hace la Naturaleza de
dones, facultades y posibilidades500.

496 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 178.
497 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 178.
498 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 183.
499 Manuel de Quintana: op. cit. Pág. 185.
500 Miguel Artola: op. cit. Págs. 32 y ss.
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A parte de este tema, que trataremos más adelante con mayor
profundidad, hemos de señalar que, en la división y distribución
que se hace de la enseñanza por parte del Informe Quintana, en-
contramos presentes viejas aspiraciones ilustradas, propuestas y
proyectos de la Consulta al País y de los diputados gaditanos e
innovaciones que ejercerán una notable influencia en posteriores
reglamentaciones.

Por aspiraciones ilustradas entendemos aquéllas que habían
hecho acto de presencia en el siglo XVIII español. Sirva, como ejem-
plo, el intento de hacer extensible a todos los ciudadanos la ense-
ñanza primaria, la preocupación por el profesorado de primeras
letras y la idea de decadencia universitaria. Los Informes de las
Consulta al País también aportan algunas ideas, como el intento de
crear centros de enseñanza de secundaria llamados «universidades
provinciales». De las intervenciones parlamentarias, el Informe
Quintana recoge los intentos de revalorización profesional y social
dada al magisterio de primeras letras. Por último, entre las princi-
pales innovaciones, cabe destacar las planteadas en el terreno uni-
versitario, donde encontramos una actitud de respeto a la tradicio-
nal autonomía de estas instituciones junto al intento de crear una
universidad central que sirviera de modelo del resto de universida-
des provinciales. En último término, de forma marginal y secunda-
ria, el Informe Quintana trata a la enseñanza femenina que recibe
los calificativos de privada y familiar, quedando reducida «a las
labores propias del bello sexo»501.

A. La Enseñanza de Primeras Letras

El Informe Quintana considera a la enseñanza primaria como
«la más importante, la más necesaria, y en consecuencia aquélla en
que el Estado debe emplear más atención y más medios» 502. Recoge
con esta valoración lo ya planteado por muchos de los Informes que
constituyen la Consulta al País así como lo manifestado por los
diputados gaditanos en los debates parlamentarios y ratificado por
el texto constitucional en su artículo 366503.

501 No es algo nuevo. Similar tratamiento habíamos encontrado en los proyectos
y en la legislación ilustrada.

502 Manuel de Quintana: op. cit. Pág. 178.
503 Los argumentos esgrimidos se sitúan en la misma línea que los planteados

por los Informes de la Consulta al País y las intervenciones parlamentarias. A la
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Los contenidos de esta primera enseñanza deberán ser: leer con
sentido, escribir con claridad y buena ortografía, poseer y practicar
las reglas elementales de la aritmética, dominar los principios de la
gramática castellana y tener conocimiento de los dogmas de la re-
ligión y de las máximas primeras de buena moral504.

Para dar realidad al principio constitucional que fija el estable-
cimiento de escuelas de primeras letras en todos los pueblos de la
monarquía y, con ello, que todos los ciudadanos participen del
beneficio de la primera enseñanza, el Informe Quintana recoge las
propuestas presentadas a la Comisión de Cortes por el Ayuntamien-
to de Cádiz y la Junta de Badajoz:

«(...) hemos creído que debía establecerse por base que haya al
menos una escuela de primeras letras en todos los pueblos que la
puedan sostener: que en los que no, se reúnan, dos o más de ellos
para costearla en común, colocándola en el punto más proporcio-
nado para la concurrencia de los niños; que cuando la reunión no
pueda unificarse cómodamente, o no pueda sufragar el centro, la
diputación de provincia les complete los medios que las fallen; en
fin, que en los pueblos de crecido vecindario haga una escuela por
cada quinientos vecinos» 505.

Como podemos observar, se trata de una propuesta de carácter
realista ante lo que constituía una bella utopía: la educación de
todos los ciudadanos. El sostenimiento económico de estos estable-
cimientos correrá a cargo de los Ayuntamientos que los pagará con
fondos del común, dando cada año cuenta detallada de tales gastos
a las diputaciones provinciales.

Ya pusimos de manifiesto cómo en los debates parlamentarios
referentes a educación se había revalorizado la figura del maestro.
Una revalorización que se había afrontado tanto desde la óptica

par que se considera a la educación como una fuente de felicidad y prosperi-
dad, individual y colectiva, se la valora como el instrumento apropiado para adqui-
rir por parte del individuo la categoría de ciudadano. Cfr. Manuel Quintana: op. cit.
Pág. 178.

504 Con esta insistencia en la enseñanza religioso-moral se hace eco el Informe de
la importancia atribuida en los debates parlamentarios a dicha instrucción. Es más,
señala que esto debe realizarse con el uso de un catecismo en que queden contenidos
los principios de todo buen cristiano y ciudadano: «Religión y moral se enseñarán, en
cuanto que son los pilares de todo ciudadano cristiano, por catecismos breves, sencillos y claros
donde todo esté contenido». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 178.

505 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 179.
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profesional como social. El Informe Quintana la recoge concretán-
dola en tres puntos:

1. La necesidad de superar unos exámenes que le habiliten
para el ejercicio del magisterio506.

2. Poseer una buena reputación social y moral para el desem-
peño de las tareas docentes507.

3. Dotar económicamente, de forma holgada y decorosa, a
todos los que desempeñan las tareas de enseñanza508.

De esta forma se pretende convertir al maestro en un quasi-
funcionario sostenido por los ayuntamientos. De la importancia que
se atribuye a esta profesión es buena muestra este triple intento de
revalorizarlo académica, social y económicamente509.

Por último señalar el objetivo que se persigue con estos arreglos
en la educación primaria:

«(...) Que la gran mayoría de los españoles aprenda a leer,
escribir y contar, y se imbuya de los principios que deben dirigirse
su creencia y su conducta como cristianos, como hombres y como
ciudadanos, entonces estos establecimientos habrán correspondido
a su fin, y cuantos afanes y dispendios cueste el crearlos y sostener-
los serán dignamente invertidos y empleados» 510.

506 El Informe propone el establecimiento de exámenes anuales en cada capital de
provincia. En estos exámenes el futuro docente deberá demostrar sus conocimientos
tanto de las asignaturas que debe de impartir como el método educativo con que
pretende llevarla a la práctica. Cfr. Manuel Quintana: op. cit. Pág. 179.

507 «Este encargo, como un ministerio de confianza que es, no puede ni debe ser desempe-
ñado sino por hombres agradables a la muchedumbre que los emplea. Que sean honrados,
honestos, buenos cristianos y de buena fama, tanto de puertas para adentro como de puertas
para afuera». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 180.

508 No establece este Informe una cantidad precisa con la que se debe dotar al
maestro. Considera éste un cometido de la Secretaría de Gobernación en mutuo
acuerdo con los Ayuntamientos y las Diputaciones provinciales. Ahora bien, sí deja
claro el Informe que la dotación de los maestros de primeras letras «debe ser segura
y decorosa, en recompensa de sus penosos y útiles afanes, al mismo tiempo que esto le evitará
distraerse en otras ocupaciones menos dignas de esta noble profesión y que tradicionalmente le
han impedido dedicarse a ella en cuerpo y alma, con descuido de la educación y de los infan-
tes». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 180.

509 De forma metafórica, Jovellanos lo había definido como: «la luz que ilumina,
la vela que guía, la estrella que luce entre los infantes y el pueblo que le rodea». Manuel
Quintana: op. cit. Pág. 87.

510 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 180.
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B. La Enseñanza Secundaria

Ya dijimos que los artículos 366 y 367 de texto constitucional se
habían limitado a respetar la estructura educativa existente, en
cuanto que sólo se recogen la enseñanza primaria y la de las uni-
versidades, sin que se haga una referencia a la segunda enseñan-
za511. El Informe Quintana, por su parte, dedica un capítulo amplio
y profundo a este nivel educativo, donde señala objetivos, centros
docentes a establecer, plan de estudios y obstáculos posibles para
poner todo este programa en marcha.

El concepto que posee el Informe sobre el segundo nivel de
enseñanza no es nuevo. Tanto proyectos como legislación ilustrada,
Informes de la Consulta al País como intervenciones parlamentarias,
conciben este nivel como el paso intermedio para acceder a la uni-
versidad. Esta misma concepción encontramos en el Informe Quin-
tana:

«El objeto de este segundo grado de instrucción es el de prepa-
rar el entendimiento de los discípulos para entrar en el estudio de
aquellas ciencias que imparte la universidad, que son en la vida
civil el objeto de una profesión liberal, y el de sembrar en sus
ánimos las semillas de todos los conocimientos útiles y agradables
que constituyen la ilustración general de una nación civilizada» 512.

Conceptuada así la segunda enseñanza, las pretensiones de
universalidad que encontrábamos en los niveles primarios, justifica-
das en la necesidad de saber leer y escribir para ejercer los derechos
de ciudadano, quedan reducidas para este nivel educativo en la
búsqueda de la generalidad. Dicho de otro modo, que se amplíe al
mayor número posible de individuos, pero partiendo de la base de
que se trata de unos estudios cuyo carácter y fines reducen el nú-
mero de sus aspirantes513.

511 El art. 367 de la Constitución dice textualmente: «Asi mismo se arreglará y creará
el número competente de universidades y de otros establecimientos de instrucción, que se juz-
guen convenientes para la enseñanza de todas ¡as ciencias, literatura y bellas artes». Quizá,
como señala Viñao Frago, deba interpretarse que en esta última parte están conte-
nidos los estudios secundarios, que como sabemos no existían de modo independien-
te. Op. cit. Pág. 87.

512 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 180.
513 «No es este grado de enseñanza lo mismo que el primario, a él sólo deben acceder

aquellos individuos que por vocación quieren entrar en el estudio de ciencias que lo capacitan
para el ejercicio de una profesión civil (...) No debe ser universal, pero si hemos de poner los
medios para que a el accedan el mayor número posible de individuos por los beneficios que de
ello se derivan». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 181.
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Respecto la distribución de centros de enseñanza secundaria y el
plan de estudios que en ellos se debe impartir, el Informe Quintana
recoge la propuesta planteada por el Ayuntamiento de Palma de
Mallorca en la Consulta al País. Se establecerán «universidades
provinciales» donde se cursarán los estudios de ciencias matemáti-
cas y físicas, ciencias morales y políticas, y literatura y artes514. Una
de las novedades que aporta el Informe con respecto al plan de
estudios es el establecimiento en cada una de estas universidades
provinciales de cátedras de Estadística y de Economía política:

«La Junta ha creído conveniente que para culminar estos es-
tudios preparatorios de la juventud española debe incluirse en cada
establecimiento cátedras en las que se estudien los principios siste-
máticos de dos ciencias conocidas con el nombre de estadística y de
economía política» 5l5.

La preocupación por esta enseñanza secundaria va más allá del
establecimiento de centros y de la renovación de los planes de es-
tudios, también se pretende la incorporación de una serie de instru-
mentos docentes que facilitaran la misión educadora. En este sen-
tido se propone que cada centro esté dotado con una biblioteca, un

514 «Consiguiente a la importancia de esa enseñanza secundaria ha sido proponer que se
funden establecimientos nuevos para ella con el nombre de universidades provinciales (...) En
estos nuevos centros que comprende la segunda enseñanza hemos adoptado una de ¡as divisio-
nes más generalmente sabidas de los conocimientos humanos, y los hemos clasificados en cien-
cias matemáticas y físicas, ciencias morales y políticas, y literatura y artes: o lo que es lo mismo,
estudio de la naturaleza y de las propiedades de los cuerpos, guiado por el cálculo y por la
observación; estudio de los principios de buen lógica y buen gusto para la educación y expresión
de nuestras ideas en todos los ramos que comprende el arte de escribir; estudio, en fin, de las
reglas que deben dirigir la voluntad política y privada en el ejercicio de los derechos y cumpli-
miento de las obligaciones». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 181.

515 Op. cit. Pág. 184. La incorporación de los estudios de estadística y economía
política ya la habíamos encontrado en la obra de algunos ilustrados, en concreto en
Campomanes y Jovellanos. También nos aparece la preocupación por ambas mate-
rias y su introducción en los planes de estudio en la propuesta presentada a la
Cámara por parte de la Comisión de Agricultura el 11 de diciembre de 1812: «No debe
olvidarse los beneficios que para el progreso económico de un estado se dirían de los estudios
de economía política y estadística, estudios hasta ahora abandonados y que exigen una implan-
tación nacional en todos los centros educativos de enseñanza secundaria». Diario de Sesiones.
Vol. VII. 4102. Sánchez Agesta ve detrás de la potenciación de estas materias la crisis
profunda en que se encuentran los estudios filosóficos y teológicos. Op. cit. Pág. 33.
A esa crisis, que podríamos denominar intelectual o académica se añade la honda
preocupación, existente en la intelectualidad española del momento, por los temas
de carácter económico, preocupación que está vinculada a la idea de decadencia.
Cfr. J. L. Abellán: op. cit. Pág. 142 y ss.
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gabinete de historia natural, otro de instrumentos de física, otros de
modelos de máquinas, un jardín para la botánica y agricultura y
una sala o dos de dibujo516. Al examinar estas pretensiones recor-
damos lo dicho por Campomanes tres décadas atrás:

«Toda educación debe ir acompañada de enseñanzas de tipo
práctico. No es una escuela, una burbuja de cristal de los conoci-
mientos. A las enseñanzas de filosofía, aritmética, historia, geogra-
fía, deben acompañar una serie de instrumentos que hacen mejor
su aprendizaje como es la posesión de una buena biblioteca donde
se consulte, salas donde se experimente en la física, en la química
o en la botánica y talleres donde se den vigor a los conocimientos
de mecánica» 517.

La puesta en marcha de este utópico plan es difícil, se es cons-
ciente de ello518. Las dificultades que se señalan son las siguientes:
por una parte, la falta de recursos económicos, por otra parte la
escasez de profesores y libros elementales.

No se plantea ningún tipo de solución; ante ello cabe preguntar-
se para qué se proyecta algo, si se ve inviable su cumplimiento. La
respuesta nos la da Luis Sánchez Agesta cuando al referirse a los
hombres del primer tercio del siglo XIX español afirma:

« Un punto heredado por los hombres del XIX español de sus
más inmediatos antecesores del siglo XVIII es su capacidad de so-
ñar. En un delirio de grandeza intentan arreglarlo todo, pero no
son conscientes de las limitaciones reales a las que están sometidos.
Sus grandes ideas son como luces de bengala que chocan con la
triste y cruda realidad que los oprime y los limita» 519.

C. Los Estudios Universitarios

Al igual que ocurre en el tratamiento de otros niveles educati-
vos, el Informe Quintana, al establecer las bases de los estudios
universitarios, hereda mucho de los planteamientos y resolucio-

516 Cfr. Manuel Quintana: op. cit. Pág. 184.
517 Cit. por J. Vicens-Vives: Aproximación a la Historia de España. Madrid 1970.

Págs. 135-36.
518 «No se disimula a la Junta las diferentes dificultades que se oponen a este plan».

Manuel Quintana: op. cit. Pág. 184.
519 Luis Sánchez Agesta: op. cit. Pág. 25.
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nes adoptadas por los proyectos y la legislación pertenecientes al
siglo XVIII. Esta herencia se manifiesta en hechos tales como: el
intento de que haya un único plan de estudios para todas las uni-
versidades del reino, la reducción del número de establecimientos
universitarios, el control académico de los aspirantes a los estudios
superiores y la preocupación por las enseñanzas experimentales.
Junto a esta herencia ilustrada, cuya última representación legal es
el plan Caballero de 1807, el Informe Quintana presenta algunas
innovaciones dignas de ser destacadas: el respeto a la tradicional
autonomía universitaria frente al férreo control regio planteado en
la política educativa del XVIII y la erección de una Universidad
Central que sirva de modelo y guía a las universidades provinciales.
Este conjunto de herencias e innovaciones han llevado a Julio Ruiz
Berrio a calificar el Informe Quintana en materia universitaria como
«el prototipo de maridaje entre lo que aporta el siglo XVIII y lo que
los nuevos tiempos exigen»520.

El punto de partida del Informe es la idea de decadencia exis-
tente en los estudios universitarios, idea de decadencia que ya ha-
bíamos encontrado en Feijoo, Manuel de Roda, Mayans y Olavide:

«(...) Pluralidad de centros, pluralidad de enseñanzas, plura-
lidad de métodos. El mundo universitario es una auténtica anar-
quía donde reinan las disputas y la controversia, nada más aleja-
do del saber científico y académico que exigen los estudios
universitarios» 521.

Ante este panorama se ofrecen como soluciones dos medidas
que no podemos considerar sean novedosas: en primer lugar, man-
tener el número de universidades establecido por Carlos IV en su
decreto de 1804, y en segundo lugar dar realidad al establecimiento
de un único plan de estudios para todas las universidades522. En la

520 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 71.
521 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 185.
522 Decimos que estas dos medidas no son novedosas porque ya habían aparecido

en los proyectos y la legislación Ilustrada. Concretamente, respecto a la primera nos
encontramos con el Real Decreto de 1804, dado por Carlos IV por el cual el número
de universidades quedaba reducido a nueve peninsulares y una insular: Salamanca,
Santiago, Burgos, Zaragoza, Barcelona, Valencia, Granada, Sevilla, Madrid y Canarias.
Es decir, sólo se mantenían aquéllas, que tanto por centros como por materias impar-
tidas, cumplían los requisitos establecido por el citado Decreto. En cuanto a la segun-
da medida, ya vimos como desde el Plan Olavide para la Universidad de Sevilla, hasta
el Plan Caballero de 1807, una de las máximas pretensiones de la política ilustrada
había sido el intento de establecer un único plan de estudios con carácter nacional.
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aplicación de ambas medidas se cree encontrar la solución, como
ocurrió pocos años antes, a muchos de los problemas que afectan al
mundo universitario:

«Fijando el número de universidades de nueve para la penín-
sula y una para Canarias, dando a cada una un mismo plan de
estudios en el que se contengan todos los progresos habidos en
conocimiento y método, quedarán solventadas muchas de la des-
gracias que en la actualidad les afectan» 523

El plan de estudios propuesto comprende tres campos de actua-
ción: las facultades tradicionales de Teología y Derecho, los estudios
de Medicina y las enseñanzas experimentales.

Respecto a las primeras, el Informe se limita a señalar cuáles
deben ser lo estudios auxiliares y comunes de ambas facultades524.
Más interesante es lo planteado para la enseñanza de la Medicina,
intentando ubicar sus Facultades anejas a los grandes hospitales que
le sirvan «de campo de ejercicio y de trato». Se pretende con ello
poner fin al carácter teórico y poco práctico con que eran valorados
estos estudios525. En cuanto a las enseñanzas experimentales se
recoge la herencia depositada por Jovellanos en el Instituto Real de
Gijón526. Surgirán, junto a las facultades tradicionales, los colegios
o escuelas superiores. Los habría de nueve tipos de enseñanza:
veterinaria, agricultura experimental, nobles artes, música, comer-
cio, construcción de canales, puertos y caminos, astronomía y na-
vegación, depósito geográfico y otro hidrográfico527. Para algunas de

523 Manuel de Quintana: op. cit. Pág. 185.
524 «En las facultades de Teología y Derecho deberán existir estudios auxiliares y estudios

comunes a una y otra. Damos el nombre de auxiliares a los conocimientos que proporcionan
las lenguas, la historia y las antigüedades, y sirven tanto para la instrucción sólida de las
facultades; y el de comunes, al estudio del derecho público eclesiástico, de las instituciones
económicas y de la historia de la Iglesia, que, atendiendo a nuestro sistema político y religioso,
puede decirse son de igual necesidad para el teólogo que para el jurista». Manuel Quintana:
op. cit. Pág. 186.

525 Según Mariano y José Luis Peset, esta innovación es consecuencia de las
protestas habidas por los Catedrático de Cirugía y Medicina tras la Real Orden de
1799 por la que se establecía la llamada facultad reunida, controlada por los colegios
de cirugía y regentada por la Junta Suprema. Mariano y José Luis Peset: op. cit.
Pág. 212

526 Citamos éste por ser el ejemplo y precedente más característico. Véase una
exposición muy detallada en la obra de Sarrailh: op. cit. Págs. 221 y ss.

527 «En cuanto al número y localidad de estos institutos, hemos llevado por principio
conservar lo estableado (...) Se asignan cinco escuelas a las nobles artes, cinco a la enseñanza
de comercio, tres a la astronomía y navegación, dos a la agricultura experimental, dos a la
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estas enseñanzas había centros en activo con anterioridad a 1808,
pero eran pocos y en muchos casos respondían a ideas, dirección y
entornos particulares. Con su inclusión en la tercera enseñanza
adquirían rango universitario, tantos los centros, como las enseñan-
zas que en ellos se impartían, significando el reconocimiento oficial
de la necesidad de desarrollar nuevas carreras y doctrinas en Espa-
ña, hasta entonces olvidadas, menospreciadas, y a falta de estímulos
adecuados. Era abrir el camino de las ciencias experimentales y
técnicas con el doble fin, de que en su día, fueran auténticas facul-
tades universitarias y, de que dichas ciencias, se desarrollaran en
nuestro país hasta ponerse al nivel que iban teniendo en Europa.
Claro que al hablar de estos colegios hay que tener presente en la
memoria nombres como los de Macaraz, Campomanes, Floridablan-
ca, Olavide, Jovellanos y otros, porque ellos habían preparado el
camino y dado ejemplo para ese estado positivo de cosas durante
casi cincuenta años antes. Iba a ser el Informe Quintana, el que
cristalizara las ideas y creaciones aisladas.

Otra gran herencia ilustrada que encontramos en el Informe
Quintana es el intento de controlar el acceso a los estudios univer-
sitarios528. Se establece la necesidad de haber cursado los estudios
de secundaria para entrar en la universidad:

«Los alumnos que accedan a los estudios universitarios han de
tener adquiridos y superados los conocimientos de ciencias exactas,
ciencias morales y políticas y de arte y literatura que se imparten
en las escuelas de Latinidad y Humanidades» 529.

En este intento de control están presentes tanto la revaloriza-
ción dada a los estudios de secundaria, como las pretensiones de
poner fin a la crisis universitaria a través del establecimiento de
unas exigencias en el acceso.

Dentro del campo de las novedades, una de las principales apor-
taciones del Informe Quintana es la petición de erigir una Universi-
dad central concebida como el primer centro cultural y científico de
la nación 530. Se fundirían en esta Universidad los estudios de Teolo-

geografía práctica, una a la música, otra a la veterinaria, otra al depósito geográfico y otra a
la hidrología». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 213.

528 Como se recordará, ya en la primera disposición legal del S. XVIII referente a
los estudios de secundaria (Real Decreto de 21 de junio de 1749) se establecía la
obligatoriedad de cursar este nivel de enseñanza para acceder a los estudios supe-
riores.

529 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 186.
530 Cfr. Manuel Quintana: op. cit. Pág. 187.
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gía y Jurisprudencia de la Universidad de Toledo, las enseñanzas del
Colegio Imperial y las que abarcaban el Museo de Ciencias Natura-
les. La planta de sus estudios sería igual al del resto de universidades,
aunque se ampliarían sus cátedras con la creación de: una de Cálculo
Diferencial e Integral, dos de Astronomía, dos de Zoología, una de
Anatomía Comparada, una de Fisiología Comparada, dos de Botáni-
ca, una de Agricultura experimental, dos de Mineralogía en sus dos
ramos, dos de Química, una de Ideología, una de Gramática General,
una de Literatura española, una de Historia General de España, una
de Derecho político y público de Europa, una de Estudios Apologéti-
cos de la Religión, una de Disciplina Eclesiástica general y de España,
y una de Historia del Derecho español. Al frente de esta Universidad
debía situarse un rector, que sería, provisionalmente, el catedrático
más antiguo; el que le siguiera en antigüedad tendría el cargo de
Vicerrector. Todos los catedráticos, tanto los propietarios como los
sustitutos, formarían una Junta General, que debería reunirse una
vez al mes y tratar todo lo relativo a la enseñanza. Como local se
fijaba el de los Estudios de San Isidro de Madrid.

Ante tan ambicioso proyecto cabe preguntarse qué objetivos y
fines son los que se atribuyen. Éstos pueden reducirse a uno: el de
que sirviera de escuela normal para las demás universidades, así
como para las que se pretendían fundar bajo la denominación de
universidades provinciales. Así nos lo recoge el citado Informe:

«No cabe duda que con la formación de esta denominada
Universidad Central contaremos con un centro de luces y de modelo
de enseñanza para la instrucción pública de toda la Monar-
quía»531.

La creación de una Universidad Central, cuyos orígenes se en-
cuentran en este Informe, va a ser un gran caballo de batalla de los
gobiernos liberales. Buena prueba de ello es que, tanto el Proyecto
de Decreto de 1814, como el Reglamento General de junio de 1821,
recogen lo ya propuesto por parte de Quintana en su Informe.

Un último punto de interés en materia universitaria, también
dentro del campo de las novedades, es el respeto que se mantiene
a la tradicional autonomía universitaria:

«Corresponderá a las universidades y su claustro, determinar
el modo de organizar sus cuerpos, el arreglo y distribución de la

531 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 187.

394



MANUEL HERRERA GÓMEZ

enseñanza, las tasas, los cursos, los exámenes, la forma en fin, y
solemnidades de las diferentes calificaciones de los estudiantes o
llámense grados mayores y menores» 532.

Para nada se hace referencia en el Informe a la figura del Censor
Regio o del Director de universidades, cargos creados por la política
educativa ilustrada para establecer un control ideológico y guberna-
tivo sobre la institución universitaria. Contrasta esta actitud con la
mantenida por los ilustrados en el siglo XVIII y recuperada por
Fernando VII a la vuelta del exilio francés con la implantación del
Plan Caballero, donde censores regios y directores de universidad
aumentan sus atribuciones de control ideológico y gubernativo
desde posiciones ultramontanas. Según Puelles Benítez, el respeto
que encontramos por parte del Informe Quintana a la tradicional
autonomía universitaria, en materia ideológica y de gobierno, res-
ponde, en última instancia, al propio concepto de educación defen-
dido por los diputados gaditanos, esto es, de instrumento para el
progreso e instrumento para la igualdad y la libertad5".

D. La Educación de la mujer

Si algún calificativo podemos aplicar al tratamiento que hace el
Informe Quintana de la educación de la mujer, éste es el de pobre.
Sorprende este hecho si tenemos en cuenta la profundidad y ampli-
tud con que habían sido tratados otros aspectos tales como la uni-
formidad de la enseñanza, la necesidad de un único plan de estu-
dios, la universalidad de la educación o la preocupación por las
enseñanzas profesionales, aspectos en los que el Informe Quintana
recoge la herencia ilustrada y el legado liberal gaditano.

Se limita el citado Informe a señalar como campos propios de la
instrucción femenina «todos aquellos que tengan que ver con sus
funciones de mujer y madre de familia» rechazando todo conoci-
miento referente a la escritura, lectura o aritmética534. Por otra parte,
aplica los calificativos de privada y doméstica a esta educación,
calificativos con los que intenta diferenciarlos de la educación mas-

532 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 187.
533 Manuel de Puelles Benítez: op. cit. Pág. 68.
534 «Son la escritura, la lectura o la aritmética conocimientos vanos para el bello sexo que

posee como única fundón y trono su hogar, sus hijos y su marido». Manuel Quintana:
op. cit. Pág. 191.
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culina que debe ser pública. No se la considera en consecuencia
como un servicio que el Estado debe prestar «sino como algo propio
del ámbito familiar que es quién debe impartirla» 535. Es por ello que
el Estado no dedicará ningún fondo a este ramo de la educación.

En función de lo expuesto, el Informe Quintana supone un
retroceso con respecto a lo planteado por parte de proyectos y le-
gislación ilustrada que daban una cabida secundaria a materias tales
como el escribir, la lectura o la aritmética, a la par que establecían
una intervención estatal en este ramo educativo, bien mediante la
erección de centros, bien mediante un control de magisterio.

4.1.3. La Administración educativa

Conviene, aunque sea brevemente, recoger aquí el tratamiento
que hace el Informe Quintana de lo que podríamos denominar, en
un sentido muy amplio, la Administración educativa.

Los Informes de la Consulta al País, las Bases de Jovellanos y
alguna que otra intervención parlamentaria536, ya habían planteado
la necesidad de crear un organismo a nivel Nacional que dirigiera
e inspeccionara la enseñanza. Son en este «sentido los precedentes
más inmediatos; en materia educativa, de una Constitución que
establece el embrión de lo que, un siglo más tarde, será el Minis-
terio de Instrucción Pública»537. Como ya hemos visto, la Constitu-
ción señala como competencia de las Cortes la potestad reguladora
en esta materia, pero encomienda la ejecución de la gestión al que
podríamos denominar Ministerio de la Gobernación, de quien de-
pende la Dirección General de Estudios 538.

Detrás, tanto de propuestas, proyectos e intervenciones como
del texto constitucional, al plantear la creación de este organismo,
se esconde un nuevo concepto de la educación. No es ésta un acto
de beneficencia social, concepción que había traído consigo un

535 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 191.
536 En páginas anteriores ya hicimos referencia a las propuestas hechas por el

Ayuntamiento de Córdoba (A. C. leg. 5; núm. 50), el Ayuntamiento de Granada
(A. C. leg. 6; núm. 1), la Junta de Mallorca (A. C. leg. 5; núm. 47), Jovellanos en
sus Bases: op. cit. Pág. 369 y la propuesta de la Comisión encargada del arreglo de
las Comisiones. Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 849-850.

537 Manuel de Puelles Benítez: op. cit. Pág. 89.
538 Véase el art. 222 de la Constitución que crea la Secretaría de Despacho de

Gobernación, el art. 369 que crea la Dirección General de Estudios y el art. 370 que
establece la competencia legislativa de las Cortes sobre educación.
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monopolio de la instrucción por parte de la Iglesia o de instituciones
amparadas por ella, sino un derecho de los ciudadanos y, en con-
secuencia, una obligación de la sociedad civil, que deberá encargar-
se de planificar la enseñanza, de modo que todo español pueda
recibirla. El Estado, pues, como presidente de esa sociedad, procu-
rará los medios económicos, proveerá la manera de que exista el
profesorado que se requiere, inspeccionará los centros educativos y
los métodos de enseñanza practicados y formará planes y reglamen-
tos de organización. Con ello, a la par que se da realidad a un
derecho de los ciudadanos, contribuye en verdad a la prosperidad
individual y colectiva de la propia nación. Nos encontramos, por
consiguiente, ante un concepto de la educación como servicio pú-
blico que el Estado tiene la obligación de prestar y sus ciudadanos
el derecho de recibir.

La Dirección General de Estudios aparece en el Informe Quin-
tana como un órgano que debe tener gran independencia respecto
al poder ejecutivo, a fin de evitar el monopolio ideológico del Es-
tado y garantizar la libertad de enseñanza"9. Obviamente, no se
trataba de un órgano análogo a lo que hoy conocemos como Direc-
ción General, sino de un organismo colegiado, independiente respe-
to a la Administración del Estado aunque inserto en ella, cuya fi-
nalidad fundamental estribaba en impedir que la educación quedara
en manos de la ideología gubernamental que en cada momento
dirigiera el Estado. Era, pues, en la concepción de Quintana, un
órgano supremo de carácter ejecutivo y consultivo, especialmente
encargado de velar por la realización de la uniformidad y de la
igualdad de la enseñanza. Así nos lo recoge el citado Informe:

«Quizá nada ha contribuido más al atraso de la enseñanza que
el estar cada establecimiento sujeto a un juez o autoridad diferente,
y depender todos de la arbitrariedad de los ministros (...) Para des-
terrar en lo sucesivo tamaños males, estableció la Constitución en su
artículo 369 que haya una Dirección General de Estudios (...) Así
este ramo tiene un cuerpo destinado a protegerlo, el cual, aunque
bajo la autoridad del ejecutivo para que haya la necesaria unidad
y subordinación entre todas las partes del Estado, tiene la competen-

539 «La Junta insiste mucho en esta independencia que la Dirección General debe disfrutar
en el ejercicio de sus atribuciones (...) Independencia que debe ser casi absoluta de la potestad
ejecutiva. Esta independencia de todo poder extraño en que hemos colocado la enseñanza
pública no puede asustar a nadie, puesto que el abuso será corregido por el poder legislativo,
cuya autoridad se ejerce inmediatamente sobre todo el sistema de instrucción». Manuel Quin-
tana: op. cit. Pág. 190.
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te independencia, asegurada en el modo de nombrar sus individuos,
en la incompatibilidad de su destino con otras ocupaciones y en la
cualidad de no poder ser removido sin justa causa» 540.

Se compondría la Dirección General de Estudios de cinco indi-
viduos «absolutamente exentos de cualquier otra ocupación y de
cualquier cuidado», asignándosele atribuciones en materia econó-
mica541, académico-gubernativa542 y de inspección543. De cada una
de ellas darían anualmente cuentas a las Cortes, que entenderán,
según el artículo 370 de la Constitución «de todo cuanto pertenezca
al importante objeto de la Instrucción Pública».

4.1.4. Los Medios Económicos

El último apartado del Informe Quintana está dedicado al estu-
dio de los medios económicos necesarios para la puesta en marcha
de este plan. Su presencia pone de manifiesto una voluntad de
realismo que podríamos calificar de inusual, máxime si tomamos
como punto de referencia los planes de reforma elaborados en
materia sanitaria o benéfica, donde no existe alusión alguna al tema
de los medios económicos para su realización. En cierta medida, ello
constituye un signo de modernidad. El Informe los evalúa en trein-
ta millones de reales, cifra, en opinión de Canga Argüelles, muy
pobre «máxime si en esta cifra se incluye la creación de una Uni-

540 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 190.
541 «Corresponderá a la Dirección General de Estudios atender a la buena distribución y

versación de los arbitrios destinados a la instrucción-». Manuel Quintana: op. cit. Pág. 190.
Ello supondrá, aunque no se dice en el texto, que este organismo controlara las
inversiones de Ayuntamientos y Diputaciones, que por mandato constitucional (ar-
tículos 331.6 y 335.5 respectivamente) son los encargados del sostenimiento econó-
mico de los centros educativos.

542 «También le competen a esta institución intervenir en las oposiciones de cátedras, mejora
de los planes y reglamentos de organización, cuidar de la mejora de los métodos y de la redac-
ción de las buenas obras elementales, atender al buen uso, distribución y aumento de las
bibliotecas públicas del reino». Op. cit. Pág. 190. En el desempeño de estas atribuciones
académico-gubernativas contará con el auxilio de la Academia Nacional, establecida
en la capital del reino para «asesorar en los planes y reglamentos de enseñanzas y velar por
la promoción y nombramiento de profesores que cumplan los requisitos establecidos». Manuel
Quintana: op. cit. Pág. 190.

543 «Visitará e inspeccionará todos los establecimientos de enseñanzas para dictaminar las
correspondientes mejoras en dotación, magisterio y método». Manuel Quintana: op. cit.
Pág. 190.
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versidad Central que sirva como luz y guía al resto de universidades
provinciales»544. No se incluyen en este presunto presupuesto los
gastos de enseñanza primaria, gastos que correrán a cargo de Ayun-
tamientos y Diputaciones.

Sobre los fondos que se destinen a instrucción pública se reco-
gen tres posibilidades de administración. La primera, que sea la
Dirección General de Estudios «el organismo que los administre y
distribuya según las exigencias de los establecimientos». La segun-
da, que dicho encargo recaiga sobre las Diputaciones provinciales.
Por último, una solución intermedia: que sea la Dirección General
la que establezca los presupuestos y las Diputaciones provinciales,
los organismos encargados de la distribución por centros y niveles
educativos545. No se opta por ninguna en particular, dejando esto a
elección del Congreso Nacional.

Un aspecto de especial interés es la procedencia de los fondos
que se destinen a Instrucción Pública. El Informe Quintana recoge
las propuestas de muchos diputados gaditanos que planteaban la
posibilidad de dedicar a la Instrucción Pública los bienes proceden-
tes del extinguido Tribunal de la Inquisición546. Así nos lo recoge el
citado Informe:

«Qué mejor forma que poner en práctica este proyecto educa-
tivo que destinando para su realización los fondos procedentes del
Tribunal de la Inquisición, que tanto freno puso a la difusión de
las luces. Sería ahogar el mal en abundancia de bien» 547.

Culmina este apartado dedicado a los recursos económicos y con
él, el Informe Quintana, con la visión utópica de la educación que
caracteriza a todo proyecto educativo del primer tercio del siglo XIX:

544 Canga Argüelles: Diccionario de Hacienda. Segunda edición. Madrid 1834. Con-
sidera insuficiente esta cifra en función de la amplias pretensiones, tanto académicas
como docentes, que recoge el Informe.

545 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 191.
546 Sirvan como ejemplo la proposición del Sr. Moraguer, referente a los bienes

de la Inquisición en Mallorca cuyo destino debe ser la instrucción pública. Diario de
Sesiones. Vol. VII. Pág. 4991; la propuesta de la Villa de Arroyo Frío, para que se
destinen a la educación los bienes del extinguido Tribunal, Diario de Sesiones.
Vol. VII. Pág. 5713; la proposición del Sr. Morejón sobre los Bienes de la Inquisición
en Méjico y su destino a la erección de centros educativos. Vol. VII. Pág. 4907; el
informe remitido por el Obispo de Canarias, donde se pretende destinar las fincas,
casas y demás propiedades del Santo Oficio al sostenimiento de la Universidad y las
escuelas de Gramática y Latinidad. Vol. VIII. Pág. 5112.

547 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 192.
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«El arreglo de la enseñanza pública, la suerte de las futuras
ciencias, de las letras y de las artes, no debe ser abandonada. Con
estas bases y fundamentos, España volverá a recobrar su gloria
pasada. Aún más, un mayor esplendor fruto de la buena y amplia
educación de sus ciudadanos, pilar del orden social y de la prospe-
ridad de los hombres. Cádiz 9 de septiembre de 1813.—Martín
González de Navas.—José Vargas y Ponce.—Eugenio Tapia.—
Diego Clemencin.—Ramón de la Cuadra.—Manuel José Quinta-

4.2. Un buen epílogo a un largo camino recorrido:
El Dictamen y Proyecto de Decreto de 1814

¿Cómo entendió la Comisión de Instrucción Pública —creada
para elaborar, de acuerdo con los principios constitucionales, el plan
que debían seguir todos los centros educativos de la nación549— el
«arreglo de la Instrucción Pública del reino»?. En el Dictamen y el
Proyecto de Decreto emanados de esta Comisión confluyen, como
iremos viendo, cada uno de los precedentes que hemos estudiado a
lo largo de estas páginas dedicadas a la educación: la fe en el poder
de la educación de los proyectos de reforma ilustrados, la uniformi-
dad, universalidad e intervención estatal presentes en la legislación
ilustrada, amparadas en un concepto de educación como servicio
público que el Estado tiene obligación prestar, las propuestas de los
Informes de la Consulta al País y de nuestros diputados constituyen-
tes, que tienen como colofón el tan renombrado Informe Quintana.

Aunque el Dictamen de la Comisión está fuertemente influido
por el citado Informe, y aunque el proyecto de 1814 se limita a dar
forma articulada a éste 550, resulta sumamente ilustrativo contemplar:

1. La justificación que nuestros diputados dieron a los grandes
principios del nuevo sistema educativo.

2. La concepción que se tiene sobre la primera, segunda y
tercera enseñanzas, así como de la educación femenina.

3. La Administración educativa.
4. La Organización y distribución de los fondos destinados a la

instrucción pública.

548 Manuel Quintana: op. cit. Pág. 192
549 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 849-850.
550 Cfr. Manuel Puelles Benítez: op. cit. Pág. 63.
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Detrás de cada uno de estos elementos se esconde un proceso
puesto en marcha en la centuria anterior y que tiene como resul-
tado este Dictamen y Proyecto de Decreto551, base de la posterior
legislación educativa liberal de todo el siglo XIX. Nos encontramos,
por consiguiente, ante la ratificación legal de un camino iniciado
por la Ilustración, por sus proyectos y sus leyes, y culminado por las
Cortes Gaditanas, que recogen la herencia del siglo XVIII español y
el legado doctrinal de la gran revolución 1789.

4.2.1. Principios del nuevo sistema educativo

En primer lugar, se ratifica en el Dictamen la fe en la educación,
una fe, que según los términos en que se expone, tiene sus orígenes
en el plan ilustrado de reforma:

«Sin educación, es en vano esperar la mejora de las costum-
bres; y sin éstas son inútiles las mejores leyes (...) Con justicia,
pues, nuestra constitución política, obra acabada de la sabiduría,
miro la enseñanza de la juventud como sostén y apoyo de nuestra
instituciones (...) A ellas (a las Cortes) está reservado el apetecido
arreglo de la enseñanza, por lo cual clama la nación entera, y en
el que están fundadas la felicidad de los presentes y las esperanzas
de los venideros. Sin él carecen de fundamento las nuevas institu-
ciones; la ilustración, de su segura guía, la moral pública y domés-
tica, de escudo y defensa; y si la divina providencia concedió a las
Cortes extraordinarias la inestimable gloria de dar a la nación la
justa libertad, fundada en una sabia Constitución política, tam-
bién concede a las actuales Cortes el eternizar la observancia de ese
precioso código, cimentando la libertad de los españoles sobre la
base firmísima e indestructible cual es una recta educación nacio-
nal» 552.

En esta fe en la educación encontramos aunados los grandes
principios de la tradición ilustrada y de las posturas liberales: la

551 Véase texto íntegro del Dictamen y Proyecto de Decreto en la obra de Julio
Ruiz Berrio: Política escolar de España en el S. XIX (1808-1833). Madrid 1970. Págs. 363-
379.

552 Como puede apreciarse en estas breves palabras, está concebida la educación
no sólo como instrumento de reforma social o de prosperidad de la nación, sino
también como elemento esencial de lo que hemos denominado una pedagogía de la
democracia.
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educación como instrumento de la prosperidad individual y colec-
tiva y la educación como base de la libertad, en cuanto que prepara
para la igualdad.

En segundo lugar, el Dictamen justifica la uniformidad de la
enseñanza, «principio luminoso y fecundo»:

«Quizá entre las causas que se han opuesto hasta ahora a su
reforma y mejoramiento, no ha habido otra más dañosa que la
falta de uniformidad de la enseñanza. Diferente era el método,
diferentes los libros, opuestos muchas veces los principios que se
enseñaban, y diversos siempre: de manera que inviniendo el Esta-
do inmensas sumas en la educación de sus súbditos la abandonaba
a la arbitrariedad de cuerpos e individuos, pagaba aquí que se
enseñasen verdades útiles, allí para perpetuar errores, allá, en fin,
para sostener caprichos y antojos de escuelas particulares; resultan-
do de esta falta de uniformidad tal desconcierto, tal contradicción,
que nada más frecuente que ver en la nación establecimientos tan
adelantados como los mejores de Europa, y otros tan apegados aún
a los absurdos de la Edad Media; nada más lejos y triste que ver
a la nación pagar la enseñanza de principios contradictorios a sus
propios derechos; nada en fin más doloroso que notar la absoluta
falta de una educación verdaderamente nacional» 553

Se recoge con este principio de uniformidad uno de los ejes
centrales de la política educativa ilustrada de la segunda mitad del
siglo XVIII: la homogeneización y planificación de la enseñanza,
puesta de manifiesto con ese continuo suceder de disposiciones le-
gales encaminadas a dotar de cuerpo uniforme, tanto en contenidos
como en metodologías, a los niveles de enseñanza primaria, secun-
daria y universitaria. Una uniformidad que se plantea tanto para
poner fin a la anarquía reinante como para modernizar los conte-
nido y métodos docentes. Tras ella se esconde una nueva concep-
ción de la educación, considerada como un servicio público, no
como un acto de beneficencia social, un servicio que el Estado debe
de prestar en las mejores condiciones en cuanto que redunda en
beneficio de la nación, tanto individual como colectivamente.

En tercer lugar, la instrucción ha de ser gratuita «para que todos
puedan libremente instruirse y participar de la enseñanza que la
Nación paga para todos sus hijos». Unida a la gratuidad, será tam-
bién la instrucción pública, para que «todos puedan acercarse a

553 Julio Ruiz Berrio. op. cit. Págs. 364-365.
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recibirla». El carácter público y gratuito de la instrucción no sólo
revelan, una vez más, la concepción de la enseñanza como un ser-
vicio público de obligada asistencia estatal, también intentan dar
realidad a uno de los preceptos fundamentales del texto constitucio-
nal gaditano: la necesidad de saber leer y escribir para ejercer los
derechos de ciudadano. Se aspira, no sin cierto carácter ingenuo, a
desterrar el analfabetismo en el territorio nacional554.

Junto a los principios de uniformidad, gratuidad y carácter pú-
blico, conviene ahora detenernos en otro de los grandes pilares que
formulan el Dictamen y Proyecto de Decreto de 1814 para el siste-
ma educativo; nos referimos a la libertad de enseñanza:

«Estos son los principios en que debe estribar la enseñanza
costeada por el Estado, pero al mismo tiempo es necesario dejar en
libertad a los que quieran enseñar o aprender en escuelas particu-
lares. Nada más contrario a los principios y derechos más preciosos
del hombre, y al mismo tiempo al adelanto de las ciencias, que ese
empeño de entrometerse el gobierno en señalar el camino que han
de seguir los que quieran dedicarse a enseñar por su cuenta, y los
que anhelen instruirse con maestros que ellos mismos costeen. Esa
manía reglamentaria de que adolecen tanto los gobiernos, quita
concurrencia, y ahorra el talento, lo mismo con respecto a las cien-
cias que a las letras; y si éstas han logrado la justa libertad que
necesitan no se debe privar de ella a la enseñanza particular» 555.

Este principio del Dictamen se incorporará después al Proyecto
de Decreto para el arreglo general de la enseñanza pública de 7 de
marzo de 1814, cuyo artículo sexto señala indubitablemente lo si-
guiente:

«Los anteriores artículos no se entenderán en manera alguna
con la enseñanza privada, la cual quedará absolutamente libre,
sin ejercer sobre ella el gobierno otra autoridad que la necesaria

554 Cfr. Mariano F. Enguita: «Sociedad y educación en el legado de la Ilustración:
crédito y débito», en VV.AA.: Educación e ilustración. Dos siglos de Reformas en la Ense-
ñanza. Madrid 1988. Págs. 140-142.

555 En opinión de Luis Diez del Corral, será el tema de la libertad de enseñanza
un apartado que cambiarán Jas Cortes de 1820, y con ellas todo el liberalismo espa-
ñol del S. XIX. En adelante, ya no habrá unanimidad sobre este asunto: el tema de
la libertad de enseñanza se convertirá en uno de los más polémicos del Constitucio-
nalismo español de los siglos XIX y XX. Cfr. Luis Diez del Corral: El liberalismo
doctrinario. Madrid 1956. Pág. 425.
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para hacer observar las reglas de la buena policía, establecida en
otras profesiones igualmente libres, y para impedir que se enseñen
máximas o doctrinas contrarias a la Religión divina que profesa la
nación, y a los principios de la Constitución política de la Monar-
quía» 556.

Aunque la educación nos aparece en el Dictamen y Proyecto de
Decreto como un servicio público que el Estado tiene la obligación
de prestar, no asistimos a un monopolio estatal, tal y como lo in-
tentara la Universidad Imperial Napoleónica. Se tratan de conciliar
los aspectos público y privado, es decir, que contrariamente a lo que
la influencia francesa demandara, los hombres de Cádiz afirmaron
la libertad de enseñanza557.

La declaración de la libertad de enseñanza por el Cádiz de 1812,
que no se agota en la libertad de creación de centros sino que se
afirma al mismo tiempo como libertad de expresión docente, hay
que entenderla como una decisión política conscientemente asumi-
da. Nos referimos a la voluntad de hacer convivir un sistema públi-
co con otro privado. A nuestro modo de ver, no se trata de una
estrategia más, o de una situación de recursos escasos, o de aunar
voluntades ante la desastrosa situación económica que la guerra de
la Independencia lleva consigo, que algo de todo ello hay, sino de
un fenómeno complejo de carácter más general. Los diputados
encerrados en Cádiz responden a la invasión con un rearme ideo-
lógico, que en este punto concreto de la libertad de enseñanza sólo
bebe en parte de las mismas fuentes que el invasor y que es tam-
bién fruto de una situación de guerra que no permite una división
interna. Hay, sí, una voluntad de romper el monopolio eclesiástico
creando una red pública de educación, voluntad que se hereda de
los proyectos y legislación ilustrada, pero también la hay de respetar
al mismo tiempo la red privada cuyo titular casi uno es la Iglesia,
en un intento decidido de evitar un enfrentamiento, no deseado
posiblemente por la mayoría de los diputados gaditanos. Todo ello

556 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 379.
557 Recuérdese a este respecto las dificultades que tanto la libertad de cátedra

como la creación de centros docentes tuvo, entre los revolucionarios franceses; difi-
cultades que se agudizaron más tarde con la creación de la Universidad Imperial.
Recuérdese también el pensamiento napoleónico y el de la burguesía que le apoyaba:
«Enseñar es una función del Estado porque es necesidad de la nación. En consecuencia las
escuelas han de ser establecimientos estatales y no establecimientos en el Estado». Cfr. Manuel
de Puelles Benítez: La Reforma educativa del liberalismo español en la Enseñanza. Madrid
1988. Págs. 412-413.
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con independencia de la viabilidad de un camino como este de tan
difícil andadura, en el que a la larga la libertad de enseñanza será
sometida a un reduccionismo ideológico —sólo creación de cen-
tros— en detrimento de su otra vertiente —libertad de cátedra—558.

4.2.2. Estructura de la Instrucción Pública

Analizados los principios del nuevo sistema educativo, veamos
ahora la concepción que recoge el Dictamen y Proyecto de Decreto
de 1814 sobre la primera, segunda y tercera enseñanza así como de
la educación femenina.

Esto opinaba la Comisión de Instrucción Pública de la Primera
enseñanza:

«En cuanto a la primera, sería inútil tratar de persuadir al
Congreso de su extremada importancia. En la edad tierna se fijan
en el alma muchas impresiones que no se borran en el resto de la
vida, a pesar de que apenas dejan un lejano recuerdo de sus orí-
genes; en esa edad es en la que se deben grabar en el corazón de
los niños los principales dogmas de nuestra divina religión, las
máximas más sencillas de moral y buena crianza, y una idea
acomodada a su alcance de los principales deberes y derechos del
ciudadano (...) Sin que sea universal esta primera enseñanza, es
imposible que haya en una nación aquella cultura general, aquel
discernimiento en todos sus individuos que suaviza las costumbres,
y contribuye al bienestar de los particulares y a su adelantamiento
en cualquiera profesión u oficio, al mismo tiempo que proporciona
la felicidad de la nación, poniéndola en estado de hacer recto y
comedido uso de la libertad» 559.

A parte del gran valor que se le atribuye como seguro medio
para construir un régimen constitucional, valor que reside en el
ilimitado poder que se le reconoce, puede observarse aquí cómo la
religión y la libertad no están divorciadas en los diputados gadita-
nos. A diferencia de la cruenta revolución vecina, la española es
una revolución pacífica, en su nacimiento, promovida por ilustrados
y liberales que son en su mayoría católicos sinceros. Sobre este

558 Cfr. Antonio Moreno González: «Sobre la Secularización de la Instrucción
Pública», en VV.AA.: op. cit. Pág. 248.

559 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 365-366.
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aspecto Luis Sánchez Agesta señala que sólo la hostil cerrazón de los
partidarios del trono y el altar, con todo lo que ello supone, hará
nacer en el seno del liberalismo español el anticlericalismo de nues-
tro siglo XIX560.

El título III del Proyecto de Decreto ratifica esta concepción de
la primera enseñanza. En primer término le atribuye ese carácter
universal que intenta hacer realidad mediante el establecimiento de
escuelas de primeras letras por todo el territorio nacional561. En
segundo lugar encarga a Ayuntamientos y Diputaciones provincia-
les la responsabilidad del funcionamiento de estos centros educati-
vos562.

Siguiendo la tradición iniciada por los proyectos y leyes del
periodo ilustrado, tradición que es continuada por los Informes de
la Consulta al País y los debates parlamentarios, el Proyecto de
Decreto muestra una especial preocupación por el profesorado de
primaria. Se fijarán exámenes provinciales donde mostrarán sus
conocimientos, se tendrá en cuenta en la elección del profesorado
su conducta individual y colectiva, y, por último, se intentará reva-
lorizar su condición social y profesional mediante el establecimiento
de unas rentas anuales adecuadas563.

Universalidad, municipalización y atención al profesorado son
los ejes centrales que fija por tanto este Proyecto de Decreto para la
enseñanza primaria.

No menos significativo es el entendimiento de la segunda ense-
ñanza, tal y como aparece reflejada en el dictamen:

560 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Pág. 114-115.
561 Título III. art. 8: «La primera enseñanza es la general e indispensable que debe darse

a toda la infancia (...)» y art. 12: «Para facilitar ¡a más cumplida observancia del artículo
366 de la Constitución: 1º en cada pueblo que llegue a cien vecinos no podrá dejar de haber
una escuela de primeras letras; 2o con respecto a las poblaciones de menos vecindario, donde
no la haya las Diputaciones provinciales propondrán el modo de que no carezcan de esta
primera enseñanza; .3° en los pueblos de gran vecindario se establecerá una escuela por cada
quinientos vecinos». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 380.

562 Título III. art. 13: «Los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales de toda la Monar-
quía cuidarán de establecer desde luego, bajo su estrecha responsabilidad, estas escuelas, dando
cuenta al gobierno de haberlo verificado». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 3181.

563 Título III. art. 13: «Los maestros de estas escuelas públicas deberán necesariamente ser
examinados: por ahora se verificarán estos exámenes en la capital de la respectiva provincia
(...)», Art. 15: «Con la elección de maestros se cuidará y vigilará su conducta individual y para
la comunidad (...)» y art. 16: «Ayuntamientos y Diputaciones provinciales fijarán la renta
anual que deban gozar los maestros de la escuelas públicas que será decorosa y holgada de
acuerdo con el cargo, posición y profesión que ocupan». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 380-
381.
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«Si esta primera educación debe ser universal, como es absolu-
tamente indispensable, también debe ser bastante general y fácil de
adquirir la segunda enseñanza, que aunque no necesaria en tanto
grado como la primera, lo es, sin embargo, mucho más de lo que
comúnmente se imagina, puesto que abraza todos aquellos conoci-
mientos que preparan a los adultos para emprender con provecho
estudios más profundos, al mismo tiempo que se promueve la civi-
lización general del Estado. Sin esta segunda enseñanza, tan favo-
rable a la cultura de una nación, no puede ninguno prometerse
grandes adelantos en las artes y demás ramas de la riqueza públi-
ca, ni aquella instrucción general a todas las clases que mejora la
moral de un Estado y evita sus delitos (...) la falta de esta segunda
enseñanza es, en sentir de la comisión, la principal causa del es-
tado en que se hallan la educación en nuestra monarquía; porque
en esta nación, tan favorecida de la naturaleza y tan distinguida
por el ingenio de sus habitantes, así se carecía absolutamente de
una segunda educación, intermedia entre la niñez y lo que servía
para una profesión literaria» 564.

La extraordinaria importancia concedida a la segunda enseñan-
za, valorada como paso intermedio para acceder a los estudios su-
periores, no abandonará ya los proyectos educativos liberales, que
hacen de ella una bandera irrenunciable a lo largo del siglo. En
opinión de Cacho Viu, esta concepción de la enseñanza intermedia
sólo será superada por los Krausistas que, a través de la Institución
Libre de Enseñanza, fundirán las enseñanzas primera y segunda en
lo que hoy denominamos «ciclo único» 565.

Entendida, pues, la segunda enseñanza como «todos aquellos
conocimientos, que al mismo tiempo que sirven de preparación
para dedicarse después a otros estudios más profundos, constituyen
la civilización general de una nación», el Proyecto de Decreto esta-
blece las enseñanzas que comprenden, los centros donde se impar-
tirán y el arreglo económico y gubernativo de tales centros.

En cuanto a la enseñanza que comprende este segundo nivel de
instrucción, la división que establece el Proyecto de Decreto no
presenta grandes diferencias con lo planteado por el Informe Quin-
tana:

564 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 366-69
565 Cfr. Vicente Cacho Viu: La Institución Libre de Enseñanza. Madrid 1962.

Págs. 19-22.
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«La segunda enseñanza comprende la enseñanza de las cien-
cias físicas y matemáticas; de literatura y artes, y de ciencias mo-
rales y políticas» 566.

La enseñanza de las ciencias físicas y matemáticas se reúne en
dos cursos de Matemáticas Puras, un curso de Física general, un
curso de Mecánica elemental, un curso de Historia Natural, un curso
de Botánica y, por último, un curso de Química y Mineralogía. Los
estudios de literatura y artes comprenden un curso de Gramática
española, un curso de Geografía y Cronología, dos cursos de Lengua
latina, un curso de Lógica, dos cursos de Literatura e Historia, y dos
cursos de Dibujo natural y Geometría Descriptiva. Por último, la
enseñanza de las ciencias morales y políticas abarca un curso de
Moral y Derecho Natural, uno de Derecho Político y Constitución y
un curso de Economía política y Estadística567.

La segunda enseñanza se impartirá en centros ubicados en las
capitales de provincia y que recibirán el nombre de Universidades
Provinciales568. Se pone así fin a la problemática de la planificación
de este nivel educativo, una problemática que había tenido sus
orígenes en el reinado de Felipe IV569 y que culminó con las pro-
puestas de los Informes de la Consulta al País, las Bases de 1809 y
el Informe Quintana570. Recogiendo las aportaciones innovadoras,
en el campo docente-metodológico, del Informe Quintana en cada
Universidad Provincial habrá:

«Una biblioteca pública; un gabinete de historia natural,
igualmente público; otro de instrumentos de física y modelos de

566 Título IV. Art. 23. Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 381.
567 Véanse los artículos 24, 25 y 26 del Título IV, dedicado a la segunda enseñanza

del Proyecto de Decreto de 1814. Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 381-182.
568 Título IV art. 21: «La segunda enseñanza se proporcionará en establecimientos a los

que se dará el nombre de Universidades Provinciales» y art. 22: «En la Península e Islas
adyacentes habrá una de estas universidades en cada provincia (...)». Julio Ruiz Berrio:
op. cit. Pág. 381.

569 Ya al principio de este Capítulo hicimos mención a la Real Pragmática de 10
de febrero de 1623: primer intento de planificación estatal de este nivel educativo
que suponía limitar el n° de centros de secundaria a aquellas villas donde hubiera
corregidor o aquellos colegios cuya renta fuera superior a 300 ducados. Cfr. Novísima
Recopilación. Título II. Lib. VII

570 Recordemos que, tanto algunos Informes de la Consulta al País, como las Bases
de 1809 y el Informe Quintana, recogen las propuestas de establecer en las capitales
de provincia centros, llamados Universidades Provinciales, encargados de impartir la
enseñanza secundaria.

408



MANUEL HERRERA GÓMEZ

máquinas; salas dispuestas para el dibujo, y un jardín para la
botánica y agricultura» 571.

El arreglo económico y gubernativo de los centros de secundaria
dependerá directamente de la Dirección General de Estudios, la cual,
teniendo en cuenta las particularidades de cada centro, establecerá
reglamentos particulares que comprenderán: la duración de cada
curso, el orden sucesivo que hayan de llevar los estudios, el seña-
lamiento de horas, de ejercicios públicos y vacaciones y la dotación
docente572. De ser la enseñanza secundaria un nivel educativo aban-
donado y carente de cuerpo, ha pasado a ser un grado de la instruc-
ción, concebido como antecedente de los estudios superiores, de-
pendiente directamente de la Dirección General de Estudios,
organismo encargado de la planificación nacional de la enseñanza.

En el Dictamen y Proyecto de Decreto redactado por la Comi-
sión de Instrucción Pública también se regulaba todo lo referente a
los estudios universitarios bajo el epígrafe de tercera enseñanza.
Esto pensaba la Comisión sobre tales estudios:

«Concluido cuanto creyó la Comisión como fundamental para
el arreglo de la segunda enseñanza, pasó a sentar las bases para
la tercera, comprendiendo bajo este nombre aquellos estudios que
se llaman de carrera o facultad, y que sólo son necesarios para
algunas profesiones de la vida civil. Esto basta para demostrar que
dicha enseñanza no deberá ser universal como la primera, ni tan
general como la segunda, sino particular y reducida a varios esta-
blecimientos que la proporcionen con comodidad a los que quieran
dedicarse a ella» 573

Entendida, pues, la tercera enseñanza como aquellos estudios
necesarios para algunas profesiones de la vida civil, ésta se propor-
cionará en Universidades mayores y en Colegios o escuelas particu-
lares. Tanto el Dictamen como el proyecto de Decreto recogen lo
establecido por parte del Informe Quintana: habrá nueve universi-
dades en la península, una en Canarias y catorce en Ultramar574. En

571 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 382.
572 Véanse los artículos 33 y 34 del Título TV. Julio Ruiz Berrio: op. cit. 382-383.
573 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 370-371.
574 Título V. Art. 38: «Las universidades mayores serán nueve en ¡a Península y una en

Canaria» y art. 39: «Las de la Península se establecerán en Salamanca, Santiago, Burgos,
Zaragoza, Barcelona, Valencia, Granada, Sevilla y Madrid: y las Universidades Mayores de
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ellas se impartirán las enseñanzas de teología575, jurisprudencia ci-
vil 576 y derecho canónico577. Cada una de estas enseñanza irá acom-
pañada de los adecuados estudios auxiliares578.

Junto a estas Universidades mayores, el Dictamen y Proyecto de
Decreto contiene también, ratificando lo planteado por el Informe
Quintana, las enseñanzas experimentales y técnicas que se impar-
tirán en colegios o escuelas particulares. Las habrá de nueve tipos:
medicina y cirugía reunidas, veterinaria, agricultura experimental,
nobles artes, música, comercio, construcción de canales, puentes y
caminos, astronomía y navegación, depósito geográfico y otro hi-
drográfico 579. Como ya dijimos al comentar el Informe Quintana,

Ultramar, en Méjico, S. Luis de Potosí, Guadalajara, Mérida de Yucatán, Saltillo, Chihuahua,
Guatemala, Manila, Habana, Lima, Charcas, Caracas, Santiago y Santa Fe». Julio Ruiz
Berrio: op. cit. Pág. 383.

575 Título V. Art. 42: «La enseñanza de la teología se distribuirá en la forma siguiente:
un curso de Fundamentos de la religión, historia de la teología y lugares teológicos, tres curso
de Instituciones dogmáticas y morales, un curso de Sagrada Escritura, dos cursos de liturgia,
práctica pastoral y ejercicios de predicación». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 383.

576 Título V. Art. 43: «La enseñanza de la jurisprudencia se distribuirá en la forma
siguiente: un curso de principios de la legislación universal e historia del derecho civil, un curso
de elementos de derecho civil romano, dos cursos de Instituciones del derecho español, un curso
de fórmulas y práctica forense». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 384.

577 Título V. Art. 45: «La enseñanza del derecho canónico se distribuirá en la forma
siguiente: un curso de Historia y elementos de derecho público eclesiástico, un curso de Institu-
ciones canónicas y un curso de Historia de la Iglesia y suma de Concilios». Julio Ruiz Berrio:
op. cit. Pág. 384.

578 Título V. Art. 41: «Los estudios auxiliares de las enseñanzas de teología, jurispruden-
cia civil y derecho canónico serán: un curso de lengua hebrea, un curso de lengua griega, un
curso de Historia literaria y bibliografía, un curso de Numismática y antigüedades». Julio
Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 383.

579 «Además de los estudios establecidos en ¡as Universidades del Reino, hay otros necesarios
para varias profesiones de la vida civil, y que por lo tanto deberán enseñarse en escuelas
particulares. Tal es el caso de la medicina y cirugía reunidas, las cuales se enseñarán en los
colegios ya existentes de Madrid, Cádiz. Barcelona, Burgos, Santiago, Lima, México y Guate-
mala. (...). La de veterinaria se dará en el estudio establecido en Madrid, y en dos semejantes
que deberán situarse en México y Lima. La de agricultura experimental en dos grandes escuelas
establecidas en Sanlúcar de Barrameda y Valladolid, cuyos dos puntos son los más a propósito
de la Península, por estar uno en el Norte y otro en el Mediodía (...). Para ¡as Provincias de
Ultramar se establecerán las escuelas de agricultura en Tarnes en el Perú, Aguascalientes en
Nueva España, y Guatemala. El estudio de las bellas artes se proporcionará en lo tocante a la
Península en cinco academias, como son las ya existentes en Madrid, Valencia, Zaragoza, y
Valladolid, aumentándose una que deberá situarse en Sevilla (...) Se situarán las correspon-
dientes en Ultramar, en México, Guatemala, Guadalajara y Lima. La música, como arte lujo,
se enseñará en ¡a Corte, pudiéndose formar dos semejantes en Méjico y Lima. Por lo respectivo
a las escue¡as de comercio, se situará una en Madrid y otra en Cádiz, Barcelona, la Coruña,
Bilbao, Málaga. Lima, Guayaquil, Valparaíso, Montevideo, Caracas, Veracruz, Habana y
Manila (...) La construcción de canales, puentes y caminos se enseñará en tres escuelas situadas
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con su inclusión en la tercera enseñanza y, por tanto, la adquisición
de rango universitario, tanto de los centros como de las materias
que en ellos se imparten, nos encontramos ante el reconocimiento
oficial y estatal de desarrollar nuevas carreras y doctrinas en Espa-
ña, hasta entonces olvidadas, menospreciadas y a falta de estímulos
adecuados.

Para el acceso a las Facultades mayores como a los estudios
experimentales impartidos en las escuelas particulares, será necesa-
rio haber cursado los estudios de secundaria580. Con esta medida, a
la par que se nos ratifica el carácter de la enseñanza secundaria
como grado intermedio preparatorio para los estudios universitarios
españoles se acentúa el carácter particular que se atribuye a este
nivel educativo.

Coronando el edificio de la enseñanza universitaria, el Dictamen
y el Proyecto de Decreto plantean la erección de una Universidad
Central «donde además de los estudios designados para la segunda
y tercera enseñanza, se amplíen éstos hasta proporcionar un com-
pleto conocimiento de las ciencias». Al igual que el Informe Quin-
tana concibe este centro como modelo y guía del resto de estable-
cimientos educativos existentes en el Reino:

«(...) él es el que reúne las luces de la nación entera y de los
sabios más distinguidos; él sirve de modelo para plantear o perfec-
cionar los demás establecimientos de enseñanza; a él acuden los
discípulos más aventajados; en él se forman maestros hábiles, y se
aviva la emulación de todos los profesores del reino: la formación
de obras elementales, el descubrimiento de métodos más fáciles y
sencillos, la uniformidad de enseñanza en toda la Monarquía, y la
ilustración que ha de derramar en toda ella este copioso depósito
de la instrucción»581.

Los motivos que se argumentan para que esta Universidad Cen-
tral se ubique en Madrid son tanto académicos como geográficos: la

en Madrid. Lima y Méjico; estableciéndose en la Corte un depósito geográfico y otro hidrográ-
fico. La astronomía y la navegación se enseñarán en Cartagena, Cádiz, El Ferrol, Lima, Ha-
bana, y Manila». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 373-374.

580 Título V. Art. 49: «Para ser matriculados en cualquiera de las facultades mayores o
escuelas particulares pertenecientes a la tercera enseñanza, se necesita presentar certificación
que acredite haber ganado los siguientes: Un curso de Matemáticas, un curso de Física general,
un curso de Gramática castellana, un curso de Geografía y cronología, dos cursos de Lengua
latina, un curso de Lógica, un curso de Literatura e Historia, un curso de Moral y Derecho
Natural, un curso de Derecho Político y Constitución». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 389.

581 Julio Ruiz Bercio: op. cit. Pág. 373.
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posición céntrica de la capital de España, la concurrencia en esta
ciudad de talentos sobresalientes españoles y extranjeros y la exis-
tencia en Madrid de un buen número de academias y bibliotecas,
instrumentos necesarios tanto para la formación de profesores como
de alumnado.

Para terminar lo referente a la tercera enseñanza, cabe señalar
que el Dictamen y Proyecto de Decreto mantiene, igual que el In-
forme Quintana, una actitud de respeto hacía la tradicional autono-
mía universitaria. En este sentido, todos los aspectos referentes al
arreglo académico, económico y gubernativo de cada centro de ter-
cera enseñanza serán objeto de reglamentos particulares, reglamen-
tos que estarán elaborados por los propios órganos de gobierno de
cada universidad582.

No nos aparece la intromisión y control de que eran objeto las
instituciones universitarias durante el siglo XVIII a través de los
directores de universidad y los censores regios, figuras cuya última
ratificación legal la habíamos encontrado en le Plan Caballero de
1807.

En cuanto a la educación femenina, el Proyecto de Decreto,
presentado a las Cortes por la Comisión de Instrucción Pública,
dedica su título XII que comprende dos artículos. En el primero se
establecen escuelas públicas, que enseñen a las niñas «a leer y
escribir y a las adultas las labores y habilidades propias de su sexo»,
y en el segundo se encarga a las Diputaciones que propongan el
número de estas escuelas y donde deben establecerse583. Lo explí-
cito del mandato a favor de la alfabetización de las mujeres, se
contrarresta, sin embargo, con la diferente instrucción que se pro-
pugna y con el hecho de que la declaración de principios, que va
en el título III y que establece la primera enseñanza como general
e indispensable, se aplique sólo a los niños. Habrá que esperar al
Proyecto de Reglamento general de la primera enseñanza que se ha
de observar en todas las escuelas de primeras letras de la Monarquía
española (1822) que en su artículo 78 del capítulo VII establece
que:

582 Título V. Art. 33: «La Educación de cada curso, la época del año en que deba
empezarse y concluirse, el orden sucesivo que hayan de llevar los estudios, la combinación de
los que puedan cultivarse al mismo tiempo, el señalamiento de horas, de ejercicios públicos y
vacaciones, y cuanto pueda pertenecer al arreglo literario, será objeto de reglamentaciones
particulares» y art. 34: «Igualmente lo será la organización de estas universidades como
cuerpos, y su arreglo económico y gubernativo, reglamentos que tienen que hacer las propias
universidades». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Págs. 382-383.

583 Cfr. Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 391.
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«En las escuelas de niñas se seguirán en un todo los mismos
planes, sistemas y órdenes que en las de niños» 584.

En opinión de María Victoria López Cordón, tanto el Proyecto de
Decreto de 1814 como el Reglamento de 1822, en materia de educa-
ción femenina, son simples declaraciones de intenciones que las cir-
cunstancias dejarán sin efecto, pero que sin embargo, constituyen las
bases de las reformas de los años treinta585. Aunque no aporta nada
nuevo con respecto a la educación femenina, brevemente, en los dos
artículos citados se recogen las aportaciones del siglo XVIII ilustrado.
A la mujer se le seguirá atribuyendo el trono del hogar.

4.23. La Dirección General de Estudios

En cuanto a la administración educativa, el Dictamen y Proyecto
de Decreto de 1814 se limita a ratificar lo planteado por el Informe
Quintana:

«Se establecerá con arreglo al art. 369 de la Constitución una
Dirección General de Estudios, a cuyo cargo este, bajo la autoridad
del Gobierno, la inspección y arreglo de toda la enseñanza públi-

Se compondrá este organismo de cinco miembros vitalicios nom-
brados por el Gobierno que no podrán hacer este cargo compatible
con ningún otro .

En la facultades que le atribuye el Proyecto de Decreto encon-
tramos una recopilación de lo que habían sido las medidas proyec-
tadas para educación desde la época ilustrada:

584 Cfr. Luis Luzoriaga: Documentos para la historia escolar de España, Madrid 1926.
Vol. 2. Pág. 215.

585 Cfr. María Victoria López-Cordón Cortezo: op. cit. Pág. 98.
586 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 389.
587 Buena muestra del alto rango administrativo con que se concibe esta institu-

ción es la equiparación de los miembros de la Dirección General de Estudios, en
sueldos, honores y prerrogativas, con la que los componentes del Tribunal Supremo
de Justicia. Título X, art. 94: «Los Directores nombrados disfrutarán de los mismo sueldos,
honores y prerrogativas que los individuos del Tribunal Supremo de Justician. No sólo esto,
en la suspensión de sus funciones deberán concurrir las mismas causas que en el caso
de los Magistrados. Título X, art. 96: «Los Directores, de la misma manera que los Magis-
trados, no podrán se depuestos, sino por causa legalmente probada y sentenciada: ni suspen-
didos, sino por acusación legalmente intentada». Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 389.
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1. Velar sobre toda la enseñanza pública y privada, cuidar de
que se observen los reglamentos establecidos.

2. Recibir, estudiar y analizar, las solicitudes, propuestas y re-
clamaciones de todos los cuerpos literarios y escuelas de la
Monarquía.

3. Cuidar de la formación de los diferentes planes y reglamen-
tos necesarios para el arreglo de la instrucción pública y
privada.

4. Promover la mejora de los métodos de enseñanza y la for-
mación y publicación de tratados elementales para las
materias impartidas.

5. Presentar las alteraciones que crean convenientes en la
parte científica de los estudios.

6. Cuidar de la conservación y aumento de las bibliotecas
públicas del reino.

7. Visitar, por medio de alguno de sus individuos o comisio-
nados de su confianza, los establecimientos de instrucción
pública y privada, de modo que cada tres años se verifique
haberse inspeccionado todos.

8. Dar cuenta anualmente a las Cortes, por medio del gobier-
no, del estado de la enseñanza pública y privada en una
memoria que deberá imprimirse y hacerla circular588.

Nace así, de forma legal y en cumplimiento del artículo 369 de
la Constitución, un organismo nacional, esbozo de los actuales
Ministerios de Educación, a cuyo cargo y bajo la autoridad del
gobierno se confía todo lo referente a la enseñanza primaria, media
y superior, así como cualquier otro problema educativo.

No deja de ser interesante la creación de este organismo que
revela, una vez más, uno de los puntos puestos de manifiesto a lo
largo de estas páginas dedicadas a la educación: es ésta una cuestión
de Estado, no un acto de beneficencia social, en cuanto que reper-
cute al bienestar y prosperidad de los individuos y del conjunto
nacional; es la educación un derecho de los individuos, en conse-
cuencia, el Estado debe proporcionar todos los medios necesarios
para su instrucción, la cual debe ser de calidad.

Cfr. Título X, art. 97. Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 389.
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4.2.4. La Administración Económica: organización de los fondos
destinados a la Instrucción Pública

Antes de pasar a analizar la organización establecida por la
Comisión de Instrucción Pública en torno a los fondos destinados a
educación, conviene dar unas breves pinceladas sobre la situación
de la Hacienda española y sus repercusiones en la economía escolar.
Ello en gran medida nos mostrará hasta que punto, teniendo en
cuenta las posibilidades económicas, podemos considerar como utó-
pica la estructura educativa emanada del proceso constituyente
gaditano.

La economía general de la nación no fue positiva en los años
que nos ocupan. Es cierto que la guerra contra los franceses y los
numerosos cambios políticos que hubo minaron bastante nuestras
arcas. Pero no lo es menos, en opinión de Miguel Artola, que du-
rante el reinado de Carlos IV se había iniciado un déficit nacional
muy considerable que al final del año 1814 se vio aumentado589. De
la farragosa e ineficaz burocracia dirigente se quejaron en aquellos
mismos años muchas personas y varios prohombres, los cuales en
diversas ocasiones solicitaron del Monarca, y en su momento a las
Cortes, que planificara una organización mucho más ágil, así como
que siguiera una política interior y exterior que favoreciese más el
deseado saneamiento de la Hacienda española590.

589 Así se expresa sobre este punto el citado autor: «El sistema hacendístico espa-
ñol de fines del XVllI y comienzos del XIX tiene ¡a característica de complicación y desequi-
librio (...) Asistimos a una desproporción entre las rentas reales y las obligaciones de la
monarquía, desproporción iniciada en el reinado de Carlos TV y prolongada en el proceso
constituyente gaditano que lleva al país al borde de la bancarrota». Miguel Artola: op. cit.
Pág. 591.

590 El archediano conquense Rodriguálvarez defendería la universalidad territorial
y social de las contribuciones, la proporcionalidad entre éstas y la riqueza, el carácter
directo y la racionalización del procedimiento exactivo: «Todos indistintamente están
obligados a contribuir a proporción de su caudal. De donde dimanan dos verdades que son los
principios en que se funda la justa economía de las contribuciones. Han de ser conformes a las
necesidades del Estado. Se han de imponer a todos según su haber (...). De lo dicho se infiere
que es injusto todo privilegio en materia de contribuciones. (...). Por lo que es, ha sido y será
inicuo todo impuesto sobre víveres de primera necesidad, homicida juez de ¡as clases más pobres.
También es injusta toda tasa sobre los mismos géneros y todo cuanto desahoga y embaraza su
libre disposición y comercio», Juan Antonio Rodriguálvarez: Elementos para gobierno de un
diputado en Cortes. Madrid 1813. Pág. 87. El Patriota en las Cortes, en su número de
31 de enero de 1811 defenderá las contribuciones directas como mas justas y la
reducción de las tradicionales si no en la unidad, al menos de menor número: «El
sistema de Hacienda más sencillo y que más se aproxima a la equidad a la de la única
contribución de un tanto por ciento a todo propietario de la Tierra y casa y a todo comerciante.
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Esta es la causa de que la economía escolar se viera debilitada
grandemente, poniéndose de manifiesto con frecuencia la falta de
entregas de las asignaciones que para los distintos centros estaban
fijadas con anterioridad o se habían señalado por entonces. Al co-
mienzo de los cambios políticos que hubo es cuando se revela con
más claridad el atraso muy considerable en que se hallaban los
sueldos de profesores o las dotaciones generales de las instituciones
docentes. Varias veces tuvieron que recordar este lamentable estado
económico en el sostenimiento de la enseñanza, organismos oficia-
les y hasta la misma Dirección General de Estudios391.

No deja de ser interesante el conocer las posibilidades de la
Hacienda española en aquellos momentos. Ya sabemos que estas
posibilidades fluctuaron bastante a través de estos años y, es más,
se podría afirmar que con el tiempo fueron disminuyendo592, pero
alguna cifra hay que dar para hacernos una idea cuando menos de
la capacidad económica del gobierno. Por eso transcribimos a con-
tinuación las rentas que tenía España en 1812, justamente en el
inicio del proceso constituyente. Resumiendo algunos conceptos en
otros más generales, tenemos que en ese año de dispusieron de las
siguientes rentas:

además de la importación y de la exportación de géneros.... Los gastos de los ciudadanos por
lo común están en razón directa de sus facultades, de donde se sigue que el repartimiento de
contribución queda indicado en el más equitativo posible». Cádiz 31 de enero de 1811.
Núm. 25. Instituto de Estudios Políticos. E. 35. 1. 1424. Con mayor claridad expresa
Martínez de Montáner la tesis de la injusticia de los impuestos indirectos: «La regla
general, aunque por desgracia imaginaria, es y debe ser que cada uno contribuya al erario en
razón de sus facultades o haberes y el que pague por el consumo no pague según sus haberes,
sino según su consumo». Antonio Martínez de Montáner: Principios y sistema de economía
política en alusión a la situación de España. Madrid 1813. Pág. 96-97. La lista de citas
sobre las reformas de la Hacienda española es interminable, nos hemos limitado a
recoger estas tres para evidenciar la necesidad de reforma.

591 El Ayuntamiento de Madrid, por ejemplo, con motivo de hacer una pequeña
donación al colegio de Niños Desamparados en 1812 se justifica de !a pequeñez de
la misma alegando que «en las calamitosas circunstancias en que se hallan los caudales
públicos, cualquier esfuerzo aumentaría más el mal». Archivo Histórico Nacional, Sec.
Consejo, leg. 371, núm. 57. La Dirección General de Estudios, cuando encarga, en
uno de sus pocos actos de gobierno, a los Regulares que pongan el mayor celo en
la apertura de escuelas y otros centros de enseñanza que procuren a los ciudadano
poseer los medios para escapar de la ociosidad, la miseria y el vicio, dice textualmen-
te que «las actuales y apuradas circunstancias del Erario no permiten que se destinen para
la dotación de estas escuelas tantas cantidades cuantas para tan interesante objeto sería nece-
sidad (...)». Archivo Histórico Nacional: Consejos Suprimidos. Sala de Gobierno. Le-
gajo 3.269-63.

592 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Vol. I. Pág. 586.
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Renta del tabaco
Provinciales
Salinas
Generales y azogue
Lanas
Plomo y naipes
Casa aposento
Papel sellado
Fábricas de paños
Arbitrio de tabernas
Aguardiente de Madrid y sitios
Rentas arrendadas
Propios y arbitrios
Media anata
Lanzas
Efectos de la cámara
Penas de cámara
Maestrazgos
Fiades de escribanos
Cruzada
Cruzada
Subsidio, excusado
Pensiones eclesiásticas
Excusado en arriendo
Lotería
Donativos
Depósitos
Efectos extraordinarios
Prestamos y creaciones de vales
Caudales venidos de Indias
Rentas de Cataluña
De Aragón
De Valencia
De Mallorca
Suma total

Rs. mrs.

64.335.031
129.399.388
55.742.414
59.233.298
20.288.055

2.503.550
929.725

14.117.575
8.920.860

213.038
2.094.038
2.094.918

12.723.807
1.209.885
1.927.436

670.877
200.175

1.483.429
297.794

22.983.500
22.983.500

6.393.367
9.226.791
2.724.393

13.376.260
296.043

673.569.861
90.861.134
15.895.524
7.969.448
9.310.548

786.049
1.227.939.138

Vn.

16
10

6
18
33

6
91
24
11
4

21

17
27
25
21

2
4

11
4

33
25

19
28

26
32

8
3
2

17
17

Fuente. Miguel Artola: op. cit. Vol. I. Pág. 34.
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Con cargo a estas rentas se señalaron casi todas las dotaciones
de los centros de enseñanza. Las que no se cargaban contra estos
fondos eran las que proporcionaban las entidades particulares. Con-
viene advertir ante las cifras anteriores que ellas debían sufragar
unos gastos que excedían su suma total, y que simplemente para la
recaudación de las mismas se invertía una buena parte de ellas, toda
vez que se empleaba para tal función un devaridísimo número de
personas, como es el caso de la renta del tabaco, para cobrar la cual
intervenían diecisiete mil seiscientos noventa y cuatro agentes593.

Ante este panorama el Dictamen y Proyecto de Decreto de 1814
diseñan dos líneas de actuación en torno a los fondos destinados a
la instrucción pública: una plan de inspección y evaluación y un
plan de dotaciones. En ambos, los Ayuntamientos y Diputaciones
jugarán un papel de especial importancia, similar al desarrollado en
otras materias tales como beneficencia y sanidad.

Por lo que hace referencia al primero, el Gobierno encargará a
Ayuntamientos y Diputaciones que averigüen en cada pueblo y
provincia a cuánto ascienden los fondos destinados a enseñanza
pública. Una vez evaluados éstos, se remitirán al Gobierno los co-
rrespondientes informes, especificando el déficit que se plantea entre
los fondos invertidos y la puesta en marcha de las nuevas estructu-
ras educativas 594 No se especifica ni en el Dictamen, ni en el Pro-
yecto de Decreto la forma de cubrir este déficit, será el Gobierno
quien elaborará los correspondientes medios que pasarán a delibe-
rarse en las Cortes, órgano de máxima competencia, en función del
artículo 370 de la Constitución, en materia de Instrucción Pública.

Consciente la Comisión de Instrucción Pública de la mala y
pésima administración que tradicionalmente se ha hecho de los
fondos destinados a educación595, pretende la independencia y con-
trol de los mismos. Se evitará de esta forma la malversación de
fondos y la desviación de éstos a otros ramos de la administración
pública. Así lo ratifica el art. 121 del Título XIV del Proyecto de
Decreto:

593 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Vol. I. Pág. 34.
594 Cfr. Título XIV, artículos 119 y 120 del Decreto de Instrucción Pública de 1814.

Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 392.
595 «Pero no puede la Comisión omitir, que no ha consistido el abandono de los cuerpos

literarios y el atraso de la educación en que el Estado no haya destinado inmensos fondos a este
objeto, sino en su mala aplicación, en su administración viciosa, en el desperdicio de muchas
sumas invertidas sin ningún provecho; para decirlo de una vez, en aquella falta de unidad y
sistema que ha arruinado así éste como ¡os demás ramos de la administración pública». Julio
Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 378.
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«Igualmente propondrá el Gobierno a las Cortes el método que
juzgue más oportuno para que los fondos destinados a la enseñan-
za pública sean administrados con economía y con la posible inde-
pendencia de los demás del Estado, a fin de que no sean distraídos
a otros objetos, tomando siempre por base cuanto prescribe la
Constitución acerca de la administración de los fondos públicos» 596.

En cuanto a la distribución de las dotaciones que se asignen a
cada centro educativo, bien ya establecido, bien de nueva planta,
será ésta una competencia de Ayuntamientos y Diputaciones pro-
vinciales. Ambos organismos destinarán los fondos que se les otor-
guen a: la remodelación y adaptación de los centros educativos ya
existentes, la creación, donde se necesite, de nuevos centros que se
adapten a la estructura educativa fijada y la dotación de maes-
tros597. De la distribución y aplicación de los fondos se enviará
anualmente, tanto por Ayuntamientos como por Diputaciones, un
informe a la Dirección General de Estudios.

Presentada la educación como un derecho del ciudadano y una
obligación que el Estado debe prestar, el establecimiento de una ins-
pección y evaluación de las cantidades invertidas así como una me-
jora en la distribución de los fondos asignados, son los dos pilares que
en el orden económico se fijan para intentar hacer realidad este nue-
vo sistema educativo en el que la educación aparece como un servi-
cio público. Ayuntamientos y Diputaciones provinciales son, una vez
más, las organismos más inmediatos para ponerlo en práctica.

EPÍLOGO

En la búsqueda de nuestro propio pasado hemos recorrido fu-
gazmente las páginas de una historia que cubre más de cien años de
preocupaciones educativas. Hemos presenciado como sintieron y
vivieron nuestros ilustrados los problemas de la educación, cuales
fueron las medidas adoptadas en esta materia por parte de la Mo-
narquía borbónica dieciochesca para solventarlos, con que mentali-

596 Julio Ruiz Berrio: op. cit. Pág. 392.
597 Título XIV. art. 123: «£7 Gobierno encargará a las Diputaciones provinciales y a los

Ayuntamientos distribuir las dotaciones económicas destinadas a fijar el número de escuelas
que deban establecerse, dotar a los maestros y adaptar las ya existentes, observando cuanto
queda establecido sobre estos puntos en los correspondientes artículos de este plan». Julio Ruiz
Berrio: op. cit. Pág. 392.
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dad se enfrentaron a ellos nuestros liberales gaditanos y como res-
pondieron legalmente al reto de la educación.

Hasta el siglo XVIII, la educación se configura con un contenido
predominantemente privado; era algo que preocupaba a la persona
y que era atendida, fundamentalmente, por instituciones privadas,
normalmente de naturaleza confesional. A partir de esta centuria
surge la convicción de que la educación tiene en sí un interés pú-
blico que el Estado no puede desatender; es ahora cuando se critica
que la educación esté fundamentalmente en manos de instituciones
confesionales que —se dirá— no preparan a los alumnos para los
asuntos habituales de la vida que han de asumir como ciudadanos.
Se pide, pues, el establecimiento de un sistema nacional de educa-
ción, inexistente hasta el momento.

Detrás de esta convicción, esta crítica y esta petición se esconde
la concepción de educación que poseen los ilustrados españoles, que
en este sentido coinciden con los europeos. Para los hombres
del XVIII la educación aparece como un instrumento de reforma
social y como un elemento insustituible para la prosperidad nacio-
nal; de ahí que todos los esfuerzos para abordar la reforma econó-
mica y acabar con nuestra decadencia converjan en la educación.
Hay, así, en nuestros ilustrados una concepción dinámica de la
educación, una fe asombrosa en que sólo ésta ha de producir la
transformación económica de la nación. Dicho brevemente, la edu-
cación aparece como una institución fundamental que debe ser
instrumento de progreso y de transformación.

La Monarquía española del XVIII participa y comulga con estos
planteamientos, a los que hay que añadir la tendencia innata del
poder absoluto del Despotismo Ilustrado por intervenir, dirigir, con-
trolar y vigilar todas las actividades del hombre. Si se pretendía
someter al otro poder, a la Iglesia, ¿cómo no había de hacerlo con
la educación, transmisora de los valores sociopolíticos que aseguran
o socaban el orden estalecido? Según esto, no reparan en medios
para tener en sus manos todas las piezas del sistema, sobre todo la
Universidad y su complemento los Colegios mayores que, a decir
verdad, por el lamentable estado de una y otros, ofrecían un blanco
atrayente y fácil.

El caótico y anarquizante panorama del mundo educativo fue
objeto de atención por parte de los poderes públicos. Durante el
siglo XVIII asistimos a un continuo suceder de disposiciones legales
que intentan poner orden y reformar cada uno de los niveles edu-
cativos de acuerdo con los principios antes enunciados. En ningún
momento nos encontramos con un auténtico plan nacional de edu-
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cación. Igual que ocurre en otras materias, tales que beneficencia o
salud pública, se trata simplemente de medidas puntuales —recogi-
das en Cédulas, Reales órdenes, Provisiones, Autos Acordados,
Decretos— que hacen referencia a un nivel educativo concreto o a
algún elemento docente en particular. Sin embargo, se están sen-
tando las bases de lo que posteriormente será el Dictamen y Proyec-
to de Decreto sobre la Instrucción Pública de 1814, primer plan
nacional de la historia de la educación española, emanado del pro-
ceso constituyente gaditano.

Si las principales lacras del panorama educativo, lacras que
pueden considerarse comunes a todos los niveles, son: la no exis-
tencia de un plan homogéneo de enseñanza; la presencia de mate-
rias, saberes y métodos anquilosados y ultramontanos, no acordes
con el ritmo que los tiempos exigen; y unos docentes que aúnan
pésima preparación pedagógica, escasa retribución económica e in-
fravaloración social, las medidas adoptadas, que se sucederán a lo
largo de la centuria, hecho que muestra el no cumplimiento de
buena parte de ellas, irán encaminadas a:

1. Homogeneizar y planificar la enseñanza, dotando a cada
nivel educativo de un plan común para todo el territorio
nacional.

2. Incorporar nuevas materias y métodos, hecho este que se
manifiesta tanto en la enseñanza primaria, secundaria como
universitaria.

3. Ordenación y mejora del magisterio, utilizando como ins-
trumento el establecimiento de una serie de pruebas de
aptitud que evalúen la capacidad para el ejercicio de la
docencia.

Cada una de las medidas adoptadas en cualquiera de las direc-
ciones señaladas revela lo dicho al comienzo de este epílogo: la
educación tiene en sí un interés público que el Estado no puede
desatender.

Al lado de estas reformas, dos grandes novedades encontramos
en el pensamiento y en la legislación ilustrada: de una parte, la
importancia atribuida a las llamadas enseñanzas «útiles», de otra, el
descubrimiento de la mujer como sujeto de atención pedagógica.

Respecto a la primera señalar que la preocupación por la ense-
ñanza personal o práctica está en gran medida motivada por la
impronta de lo económico. Frente al sentimiento de decadencia,
extendido por la sociedad española desde las fases pre-ilustradas.
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tanto los hombres de la Ilustración como el reflejo legislativo de su
pensamiento, van a formular un programa de fomento que afectará
a todos los ámbitos de la realidad socio-económica y cultural. Ubi-
cados en este contexto, cobrarán especialmente importancia los
proyectos referentes a la reforma y establecimiento de las institucio-
nes pedagógicas para la educación profesional y popular. Además,
este programa encaja perfectamente en el criterio de una sociedad
ordenada, criterio típicamente ilustrado, en la que cada individuo
debía permanecer en el escalón que le pertenecía, eso sí, lo más
perfectamente adecuado al mismo.

En cuanto a la segunda decir que, si la cultura caballeresca y
cortesana había reconocido una estimación lírica y galante de la
mujer, gracias a la cual la condición femenina ganó en ornato, el
pensamiento y la legislación ilustrada presentan como novedad la
educación con vistas al desarrollo, especialmente en aquellas tareas
que le son propias, perfeccionan y adornan su condición femenina.
Aun existiendo detrás de esta novedad factores explicativos tales
como la aceleración de la promoción social de la mujer y la reivin-
dicación de la condición femenina, no hemos de olvidar que, tanto
pensamiento como legislación, toman como punto de partida el
papel que se asigna a la mujer en la sociedad que se pensaba cons-
truir: mujeres responsables de sus tareas, buenas esposas y madres,
que supieran hacer las faenas propias del hogar y estuvieran inte-
resadas por su casa, dicho en términos actuales, que fueran buenas
profesionales del hogar.

El proceso constituyente gaditano recoge el testigo depositado
por la Ilustración española a lo largo del siglo XVIII, al propio tiem-
po que el legado doctrinal de la gran revolución de 1789. Como
sucesores de nuestros ilustrados comparten con ellos la fe en la
instrucción pública como instrumento principal de renovación y de
reforma; como hijos de los grandes principios revolucionarios creen
en la democracia y en la necesidad de una educación para la liber-
tad. Dicho de otro modo, como hombres modernos, es decir, como
hombres de su tiempo, los diputados gaditanos participan de esa fe
en el progreso que heredan como patrimonio del siglo XVIII. El
progreso de la humanidad aparece ligado al progreso de la instruc-
ción. La igualdad a la que se aspira es la igualdad ante las luces. La
desigualdad atenta contra la libertad, pues no es libre el que por
ignorancia coloca su destino en manos de otro. La libertad es hija
de la igualdad, y la igualdad solo es posible por la educación. Por
otra parte, sólo un ciudadano libre y responsable —instruido—
puede constituir el basamento de la naciente democracia. La ins-
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trucción es concebida, por tanto, no sólo como instrumento de
reforma social o de prosperidad de la nación, sino también como
elemento esencial de una pedagogía de la democracia.

Esta herencia ilustrada y esta filiación a los principios revolucio-
narios de 1789 en materia educativa aparecen enmarcadas dentro
de un contexto mucho más amplio. No hemos de olvidar en ningún
momento que ciertos principios básicos de la mítica Constitución de
Cádiz recuerdan las ideas del siglo XVIII español: la centralización;
el fomento de la agricultura, la industria y el comercio; la afirma-
ción de la propiedad libre e individual; la reorganización de la ad-
ministración local; en fin, el viejo sueño de un plan de instrucción
pública. Pero existen también otras que, tomadas del país vecino,
suponen un salto cualitativo: el dogma de la soberanía nacional; el
principio de división de poderes; la reorganización del ejército; la
pasión por la igualdad.

Como resultado de la convergencia de las herencias ilustradas,
por un lado, y el legado revolucionario francés, por otro, la educa-
ción para los hombres del 12 se configura imperativamente como:

1. Universal: para todos los hombres.
2. Uniforme: con contenidos similares de instrucción.
3. Pública: abierta, por tanto, a todos.
4. Gratuita: porque sólo la gratuidad de los establecimientos

públicos hará real el principio de igualdad, principio que
aquí, recordémoslo, supone no sólo la igualdad jurídica,
sino también la igualdad de todos ante las luces, ante la
educación.

La educación, en el proceso constituyente gaditano, tiene un
papel revolucionario. Ella ha de asegurar, ha de hacer posible la
incipiente democracia, porque los hombres del 12 saben ya que la
democracia no es algo a lo que se llega, sino algo de lo que se parte;
saben que la democracia exige la participación de hombres libres, y
sólo es libre el que está instruido en sus derechos y en sus obliga-
ciones; saben, en fin, que la democracia no puede arraigar por sí
sola en un pueblo de analfabetos e iletrados. Por eso quieren la
gratuidad de la educación en todos sus grados, por eso viven una
tensión permanente entre la realidad y la utopía.

Existen, es cierto, en esta concepción de los hombres de Cádiz,
elementos no sólo ideológicos, sino también utópicos. Sin embargo,
la utopía aquí no es sino un proyecto que transciende la realidad
social del presente y que demanda un orden nuevo. En cierto modo,
las utopías, como dijera Lamartine, sólo son verdades prematuras.
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Pero cuando estos proyectos arraigan en nuestras fuerzas históricas
que deciden acometer esa trasformación, las utopías se sitúan en el
camino de la realización. Lo cierto es que la mentalidad utópica
gaditana no dejó de percibir las dificultades que el ideal de la razón,
heredado del siglo de las luces, encontraría en su camino: de ahí
que aspirara a reconciliar el ideal de la razón con la realidad me-
diante la teoría del progreso que de modo clásico perfilara Condor-
cet: la realidad es dinámica y, en consecuencia, se encamina hacia
lo racional. La teoría del progreso suponía, pues, la renuncia a toda
transformación brusca que realizara de modo total la utopía liberal.
Sólo por medio de la evolución y del progreso se conseguirá acceder
al modelo liberal, y en ese camino la educación del pueblo se con-
vertía en una meta irrenunciable.

En todo caso, lo que caracteriza a los hombres de Cádiz, por lo
que a nosotros nos interesa, es esa fe en la educación para todos.
Esta concepción late en los debates parlamentarios, en el Informe
Quintana y en el Dictamen y Proyecto de Decreto para la Instruc-
ción Pública de 1814, inspirando gran parte del Reglamento de
1821 y reapareciendo en el sexenio revolucionario con los Decretos
de Ruíz Zorrilla.

De la importancia atribuida a la educación en el proceso cons-
tituyente gaditano es buena muestra la legislación resultante. Espa-
ña, a este respecto, aparece como uno de los primeros países en que
la materia educativa es objeto de regulación por la norma funda-
mental del ordenamiento jurídico que es la Constitución. Así, la
mítica Constitución de 1812 consagra un título específico, el título
IX, a la instrucción pública, título que con posterioridad será am-
pliado y desarrollado por el Informe Quintana y el Dictamen y
Proyecto de Instrucción Pública de 1814, este último una simple
configuración y estructuración en artículos del primero.

Tres elementos distintivos y definitorios presenta la legislación
gaditana en materia educativa:

1. La consagración de un conjunto de reformas que habían
tenido su origen en la etapa ilustrada.

2. La incorporación administrativa de nuevas instituciones de
gestión educativa.

3. La existencia de una serie de constantes que se prolongarán
a lo largo del siglo XIX y buena parte del XX.

Las reformas que consagran la legislación gaditana no son otras
que el establecimiento de un plan general de enseñanza, ordenado
en grados y con la coherencia interna propia de un sistema educa-
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tivo, y de una selección del personal docente, que deberá superar
las correspondientes pruebas de aptitud para el ejercicio del magis-
terio. Todo ello, a la larga, permitiría una mínima racionalidad del
caótico espectáculo que la educación presentaba en el Antiguo
Régimen.

Las nuevas instituciones de administración educativa que incor-
pora la legislación gaditana no son otras que: la Dirección General
de Estudios y los Ayuntamientos. Ocurre algo similar a lo acaecido
en otras materias tales que beneficencia o salud pública: a nivel
central se establece el embrión de lo que, un siglo más tarde, será
un Ministerio, y a nivel local, asumiendo las influencias del muni-
cipalismo revolucionario francés, se encarga a los ayuntamientos,
por considerar a la educación como algo privativo de sus competen-
cias, la financiación y mantenimiento de los centros educativos.

Tanto la consagración legal de las reformas anteriormente
enunciadas, como la incorporación de esas dos nuevas instituciones
de administración educativa, revelan un hecho sobre el cual hemos
venido insistiendo a lo largo de este capítulo: la educación tiene en
sí un interés público que el Estado no puede desatender.

No quisiéramos terminar estas páginas sin aludir a tres grandes
constantes de la historia de la educación española de los siglo XIX
y XX, constantes que están presentes en los debates parlamentarios
y en la legislación educativa emanada de ellos. Nos estamos refi-
riendo a:

1. El carácter polémico de la libertad de enseñanza.
2. Religión y educación, términos que guardan entre sí estre-

cha relación.
3. Enseñanza pública versus enseñanza privada.

Una de las grandes constantes de nuestra pequeña historia es el
carácter polémico de la libertad de enseñanza. Lo primero que hay
que afirmar es que, como tal, es un principio reconocido y consa-
grado por el liberalismo español. El primer antecedente nos aparece
en las Cortes de Cádiz donde la libertad de enseñanza es absoluta.
Es cierto que esta libertad absoluta se proclama en 1813, es decir,
en pleno auge liberal, cuando los diputados de Cádiz no sospecha-
ban todavía la llegada sangrienta del absolutismo. Por ello, es expli-
cable que, superada la primera reacción fernandina, la opinión libe-
ral se divida en este punto. El posterior reglamento de 1821, aun
manteniendo el principio de libertad de enseñanza, establece las
primeras restricciones o limitaciones a su ejercicio, especialmente
por lo que se refiere a la tercera enseñanza. La verdad es que tras
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estas limitaciones se esconde una prevención frente a la Iglesia que
ha tomado claro partido por el absolutismo fernandino. A partir de
ahora, la posición de la Iglesia en los temas educativos será la an-
títesis del liberalismo y una de las causas del anticlericalismo cre-
ciente de los liberales.

Religión y educación son también, en nuestra historia, términos
que guardan estrecha relación. Al principio, en la exaltación senti-
mental e ideológica del Cádiz de 1812, la religión es elevada a rango
constitucional, respetando así una vieja tradición aunque ello supu-
siera una contradicción con uno de los principios clásicos del libe-
ralismo democrático: la libertad religiosa y su concrección en la
libertad de cultos. Pronto, sin embargo, comienza el camino diver-
gente. La reacción femandina unirá la ortodoxia religiosa con la
ortodoxia política del absolutismo. La Iglesia, nostálgica de los tiem-
pos del trono y del altar, aclamará y apoyará al absolutismo político
primero, sentirá debilidad por el carlismo después y, desde luego,
será antiliberal casi hasta nuestros días.

Enseñanza pública versus enseñanza privada, he aquí otro as-
pecto de la historia de la educación en la España contemporánea.
En íntima conexión con el tema de la libertad de enseñanza, las
Cortes gaditanas confirman la existencia de una dualidad de escue-
las, hecho este que se debe fundamentalmente a la precariedad de
recursos económicos para que el incipiente Estado liberal acometa
debidamente la tarea de la instrucción pública. Como está suficien-
temente demostrado, la enseñanza privada se identifica en nuestra
historia con la enseñanza católica o confesional, aunque no dejen
de existir islotes de carácter estrictamente laico como la Institución
Libre de Enseñanza o las escuelas anarquistas. La enseñanza pública
se va a caracterizar, en general, por su menesterosidad y por la
insuficiencia de medios, mientras que la enseñanza privada va a ser
la enseñanza de calidad a la que aspiran no sólo las élites dominan-
tes, sino también amplias capas de población. Obviamente, aquella
es prácticamente gratuita y popular, mientras que esta es onerosa y
selectiva.
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PARTE PRIMERA: ILUSTRACIÓN Y SANIDAD

Luis Sánchez Agesta, al definir los ejes centrales sobre los que se
asienta el pensamiento y la época ilustrada, coloca como postulado
básico el ansia de felicidad; una felicidad que nada tiene que ver
con la de los místicos, que tendían nada menos que a fundirse con
Dios, con la de los justos que aceptaban la obediencia y la ley y
esperaban la recompensa que ya no acabaría, con la de los simples
abismados en su oración. Se trata de una felicidad terrena, concre-
tada en el bienestar material, en la salud del cuerpo, en la posesión
de la cultura, lejos de la ignorancia1. Hombres de gobierno, pensa-
dores, economistas, filósofos... manifiestan con sus palabras y sus
obras esta raíz del pensamiento ilustrado2.

En el reverso de esta felicidad aparece la pobreza, la ignorancia
y, como no, la enfermedad. Esta última es valorada como el origen
de toda miseria individual y colectiva, germen de trastornos que
afectan a la propia vivencia personal como a la grandeza de los
Estados. Recordemos en este sentido las palabras que Jovellanos
tuvo para la enfermedad en sus «Diarios»:

1 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Pág. 33.
2 Así había definido Campomanes la felicidad: «Hubo tiempos en los que se pensó en

que la felicidad estaba en retirarse del mundo y dejar que éste corriera su curso, hoy eso forma
parte del pasado (...) Ja felicidad está en el saber, en el dominio de la cultura y de la natu-
raleza, en la fortaleza de los cuerpos, en la producción de las tierras e industrias (...) Todo ello
produce la grandeza del individuo y la gloria de los Estados», Pedro Rodríguez de Campo-
manes: Discurso sobre el fomento de la industria popular. Madrid 1774. Pág. 12. Veinte
años antes José Campillo se había manifestado en términos parecidos: «SÍ queremos
la felicidad de nuestros subditos démosles cultura, salud, trabajo y seguridad. La felicidad está
en esta tierra que el Creador ha puesto en nuestras manos», J. Campillo: Lo que hay de más
y de menos en España, para que sea lo que debe ser y no lo que es. Madrid 1741. Pág. 22.
En la misma línea que los anteriores encontramos en la última década de la centuria
a Francisco Javier Peñaranda: «Con Instrucción, salud y riqueza se consigue la felicidad de
todo Reino (...) la ignorancia, la enfermedad y ¡a pobreza sólo conducen a la tristeza y la
desesperación», Francisco Javier Peñaranda: Resolución Universal sobre el sistema económi-
co y político más conveniente a España. Madrid 1789. Págs. 26-27.
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«Cuando las fiebres, calenturas y epidemias entran en una
casa allí deja de reinar la paz; el hambre y la miseria se hacen
dueñas de lo que antes era luminosidad y alegría (...) Igual ocurre
en un Reino, la enfermedad trastoca todo, desde la prosperidad y
la economía hasta la cultura y el orden» 3.

Esta valoración de la enfermedad, reverso de la felicidad ilustra-
da, unido a una concepción paternalista del Estado, concepción
puesta de manifiesto en la necesaria y decidida intervención de éste
en todas las facetas de la vida social, política y económica, y la idea,
también típica ilustrada, de que un Estado rico es aquel que tiene
una abundante población, útil y laboriosa, hicieron cobrar a la
Sanidad un papel crucial en el pensamiento y en la labor de gobier-
no de los hombres del XVIII. Como bien señala Luis Sánchez Gran-
jel, detrás de cada uno de los proyectos y de las medidas higiénicas
que aparecen durante el siglo XVIII español, se esconde una nueva
visión de la enfermedad, enfermedad que es presentada como un
atentado a la felicidad y al bienestar individual y colectivo, y, en
consecuencia, una parcela en la que el Estado debe intervenir4.

¿Qué lacras encuentran los hombres de la Ilustración en la Sa-
nidad de la España del XVIII? Aunque estas serán tratadas con
mayor profundidad más adelante, nuestros ilustrados hacen especial
hincapié en la nula formación del personal sanitario, el descuido
con que los poderes públicos han tratado a esta parcela y la no
existencia de unos mecanismos y una organización apropiada para
hacer frente a la enfermedad5.

En un período, como señala Maravall, en el que la educación
aparece como la pócima mágica para salvar todo tipo de problemas
y en el que la intervención del Estado se presenta como el instru-

3 Melchor Gaspar de Jovellanos: Diarios. Vol. II. Madrid 1956. Pág. 132.
4 Cfr. Luis Sánchez Granjel: La Medicina Española del S. XVIII. Salamanca 1979.

Págs. 14-15.
5 Una buena síntesis de los principales problemas que presenta la sanidad en

España a comienzos del XVIII nos la recoge el Padre Feijoó: «Médicos expertos en
filosofía y Teología, pero sin conocimientos de física, química, botánica o anatomía (...) Descuido
de hospitales, atención de enfermos, falta de higiene y salud en ciudades, pueblos y villas,
hechos estos que pasan desapercibidos a justicias, alcaldes y corregidores (...) No hay medios
para atajar cuando aparece un brote de epidemia, así esta se expande como marido por su casa
(...) Así está la sanidad en España, que más que reino de la salud y la felicidad es reino de
enfermedad y miseria». Fray Benito de Feijoó: «Discurso del autor sobre un escrito que
se le consultó con la idea de un proyecto para aumentar la población en España, que
se considera muy disminuida en estos tiempos» en Cartas Eruditas y Curiosas. Vol. FU.
Madrid 1742-1760. Págs. 114-118.
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mentó apropiado de soluciones, no debe de extrañar que las mejo-
ras planteadas en materia sanitaria estén encaminadas a reformar
los estudios sanitarios y a una centralización y unificación de la
administración sanitaria6. En efecto, dos de los campos abordados,
tanto por proyectistas como por hombres de gobierno, serán el de
los estudios de medicina y cirugía, a los que se intenta dar una
nueva orientación apoyada en los avances científicos habidos du-
rante la centuria, y el de la administración sanitaria, donde se pro-
yecta y legisla a favor de un decidido control estatal.

Una actitud novedosa que aparece en los hombres de la Ilustra-
ción en materia sanitaria es su posición preventiva ante la enferme-
dad. Al lado de las mejoras que se intentan introducir en la forma-
ción del personal sanitario y en la organización de la administración,
nos encontramos con el desarrollo de un conjunto de medidas,
higiénicas fundamentalmente, que intentan afrontar la enfermedad
con un carácter preventivo. No se trata ya de enfrentarse a la en-
fermedad una vez que ésta se ha desarrollado, sino de prevenirla
para que no aparezca. Para Calleja Folguera, la presentación de la
enfermedad como un mal que repercute en los propios intereses
particulares y colectivos, trae consigo el desarrollo de toda una
política higiénica de prevención que afectará a entornos urbanos,
fábricas, hospitales, alimentación; el desarrollo de este tipo de po-
lítica revela, una vez más, la preocupación de proyectistas y gobier-
no por la materia sanitaria7.

Para la puesta en práctica de todas estas reformas que se plan-
tean, proyectan y legislan, los hombres de la Ilustración española
encontrarán varios obstáculos:

1. En la reforma de los estudios médicos, la anquilosada es-
tructura de la Universidad española, opuesta a todo tipo de
aperturismo. Ello, en gran medida, propiciará el nacimiento
de nuevas instituciones —por ejemplo, los Colegios de Ci-
rugía— al margen del control universitario.

2. Las medidas tendentes a la unificación y centralización de
la Administración Sanitaria tendrán que luchar contra los
privilegios y particularismos defendidos bien por los distin-
tos reinos que componen el mosaico peninsular, bien por

6 Cfr. J. Antonio Maravall: La teoría española del Estado en el siglo XVIII. Madrid
1975. Págs. 198-199.

7 Mana del Carmen Calleja Folguera: La reforma sanitaria en la España Ilustrada.
Madrid 1989. Pág. 287.
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organizaciones gremiales, Colegios de Médicos y otras ins-
tituciones.

3. Para la puesta en práctica de todas las medidas higiénicas y
preventivas hacían falta unos recursos económicos y de ad-
ministración que el Estado no poseía.

Una vez más, mucho de lo proyectado o legislado es eso, pro-
yectos y leyes de difícil aplicación real. No obstante, a pesar de ello,
se estaban sentando las bases para el establecimiento de un código
sanitario que abarcará cada uno de estos aspectos, y que sería pro-
fundo tema de debate en el proceso constituyente gaditano.

1. PANORAMA DE LA SALUD PÚBLICA EN LA ESPAÑA
DEL XVIII

1.1. El sistema de atención sanitaria

El estudio de sistema de atención sanitaria en la España del si-
glo XVIII se ha dividido en tres partes, un análisis sobre las carac-
terísticas de los profesionales sanitarios, un apartado dedicado a los
hospitales y la beneficencia y una última sección que aborda la
actividad de las Hermandades y Cofradías, las cuales proporciona-
ban atención sanitaria y prestaciones sociales a sectores importantes
de las capas populares.

1.1.1. El personal sanitario

Una de las características fundamentales del sistema de atención
sanitaria del período ilustrado es la escasez de médicos. Domínguez
Ortiz8 ha estimado que en el siglo XVIII, su número aproximado,
era de unos 4.000, mientras que el de cirujanos era el doble, 9.000,
aunque en esta última cifra se incluyen sangradores y barberos9.

8 Cfr. Antonio Domínguez Ortiz: La sociedad española del S. XVIII. Madrid 1975.
Pág. 168.

9 Siguiendo el Catastro de Ensenada, Luis Sánchez Granjel nos ofrece las siguien-
tes cifras sobre el personal sanitario existente en algunas ciudades españolas:

• Oviedo: Dos médicos (uno al servicio exclusivo del Cabildo), cinco cirujanos y
once sangradores.

• Lugo: Un médico y tres cirujanos.
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La mayor parte de estos profesionales estaban al servicio de la
Corte, grandes señores, cabildos y ayuntamientos o concejos de las
ciudades, siendo mayor el déficit en el medio rural. Gran parte de
la población rural carecía de asistencia médica, y aunque el Proto-
medicato luchaba contra el intrusismo y los charlatanes, abundan
los médicos incompetentes. Las ciudades y villas podían contratar
médicos y cirujanos asalariados por los ayuntamientos como titula-
res de los mismos para el ejercicio de sus oficios. Existían normas
regulando las fechas de contratación, renovación o rescisión de la
misma, que debía ejecutarse entre el 21 y el 27 de junio de cada
año. El municipio debía avisar al médico titular o cirujano en las
fechas anteriormente indicadas, con un día de antelación en caso de
no querer seguir manteniendo la relación con el profesional sanita-
rio. Si transcurría el plazo sin indicación en contrario, se renovaba
automáticamente por un período igual al que señalara la primera
escritura o contrato l0.

La terapéutica más popular consistía en las sangrías y los pur-
gantes. Tanto de unas como de otros se abusaba, hasta llevar a la
muerte a los pacientes. Como caso anecdótico y relacionado con la
ausencia de formación en el personal sanitario, se puede citar el de
una matrona que castraba sistemáticamente a todos los recién na-
cidos varones que ayudaba a nacer11. No menos interesante es la
descripción que Martín Martínez realiza en su obra «La Medicina y
su práctica en los Reinos de España»: «La philosophia y la medicina
que en las Escuelas de los reinos de España se dan es muy impertinente para
el arte del curar (...). Acostumbrados a resolver questiones teológicas de
phísica premonición y otras cosas ajenas a la medicina, con una experiencia
casera, suele espantarles una vieja (...). Raro es el pueblo, ciudad o villa en

• Coruña: Tres médicos y nueve cirujanos.
• Orense: Dos médicos, tres cirujanos y cinco sangradores.
• San Sebastián: Cuatro médicos y diez cirujanos.
• Salamanca: Diez médicos (ocho vinculados a la Universida y dos con la cate-

goría de médico de partido) y quince cirujanos.
• Badajoz: Nueve médicos y ocho cirujanos.
• Jaén: Siete médicos y ocho cirujanos.
• Cádiz: Treinta y cinco médicos, siete cirujanos latinos y once cirujanos roma-

nistas.
• Sevilla: Cincuenta y seis médicos y doscientos barberos-cirujanos.
• Madrid: Cien médicos y doscientos cirujanos y sangradores.
Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 79-80.
10 Cfr. Antonio Muñoz Garrido: Ejercicio legal de la medicina en España (siglos XV al

XVIII). Salamanca 1968. Págs. 132-134.
11 Cfr. M. E. Bucke: El Colegio Real de San Carlos. Madrid 1982. Pág. 35.
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donde el médico no confunde un catarro con un sarampión, una tos con un
dolor de estómago (...). Y no digamos ya los remedios, que por el dolor que
producen al ser equívocos, hacen que uno intente abrazar la muerte dejando
a un lado esta vida (...). No hace mucho vi en Santiago un médico que para
curar una calentura aplicaba tales ungüentos, que la calentura en vez de
desaparecer agravó el estado del paciente. Y lo peor es que todo esto es común
a nuestras tierras» 12. Además de los médicos y cirujanos existían
otros profesionales de menor rango que atendían a las clases popu-
lares; los sangradores, así como curanderos, hechiceros, ensalmado-
res y saludadores13, que ofrecían sus servicios a las clases populares.
Estos saludadores ejercían con permiso de las administraciones lo-
cales, paliando las deficiencias de la estructura benéfico-sanitaria
que impedía el acceso de las clases populares a una atención más
cualificada 14.

Las funciones de los profesionales estaban delimitadas, de tal
forma que los médicos trataban enfermedades internas como las
fiebres, los cirujanos se ocupaban de problemas externos como las
fracturas, heridas o enfermedades de la piel y enfermedades vené-
reas, y los barberos, podían hacer sangrías, extraer dientes y realizar
escarificaciones. Había penas para aquellos que se salieran de sus
funciones. Sin embargo la existencia de pacientes con muchos sín-
tomas (afectos mixtos) daría lugar a litigios.

1.1.2. Hospitales

La organización hospitalaria, tradicional forma de ayuda social,
comunitaria, al enfermo, se mantiene en el siglo XVIII dentro de las
normas heredadas, pero sobre ella incide la realidad económica, que
dificulta la labor de los viejos hospitales fundacionales, atenidos a
rentas en constante regresión; contribuye también en el cambio,
cambio que acabará imponiéndose, el juicio crítico y negativo que
se formula de las instituciones hospitalarias, haciendo en ellas de-
nuncia de sus deficiencias y postulando tanto reformas médicas
como de organización15.

12 A. Martín Martínez: La medicina y su práctica en los Reinos de España. Madrid,
1722. Págs. 89-92.

13 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 120-121.
14 Cfr. F. Guillen Grima: Aproximación a la Historia de la Salud Pública en la España

Ilustrada. Murcia 1983. Págs. 85-86.
15 Sirvan como ejemplo las obras de Nicolás José de Herrera: De la necesidad físico-

política y moral de unir en uno general todos los hospitales donde quiera que los haya.
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El número de Hospitales era muy elevado: 2.166, con un total
de 19.413 camas y 6.136 personas a su servicio. De la abundancia
de hospitales dan testimonio los estudios hechos sobre Navarra16,
Toledol7 y Sevilla18. En buen número, estos hospitales cumplen el
doble cometido de enfermerías y asilo, y muchos limitan su activi-
dad asistencial a los enfermos de la localidad en que se asientan; así,
para citar unos ejemplos, los de Esquivias (Toledo), Lagunilla (Sa-
lamanca), Cantabrana (Burgos), Muel (Zaragoza), Rute (Córdoba) e
Illescas (Toledo)19. Para su sostenimiento continúan viejos arbitrios
como el «privilegio de comedias» concedido por Felipe II al Hospital
de Sta. Cruz y de San Pablo de Barcelona, que fue confirmado por
Carlos III en 177120; al Hospital general de Madrid hizo Fernando
VI donación de la plaza de toros para beneficiarse con su arriendo21;
otros hospitales van a recibir la ayuda de organizaciones gremiales
que les otorgan legados para asegurarse con ellos la utilización de
sus servicios; también hubo fundaciones privadas como la realizada
por Don Lucas Díaz en 1714 dotando dos camas en beneficio de las
viudas e hijos de los plateros de Madrid22. Ninguno de estos auxi-
lios, de los que se han puesto ejemplos concretos, conseguirá vencer
la crisis económica que reduce la actividad de muchos hospitales y
concluye provocando su desaparición al tener que fusionarse para
dar vida a nuevas instituciones asistenciales; esta concentración de
hospitales es posiblemente el suceso más característico del siglo XVIII
en el terreno de política asistencial, y a ella, a la reducción en su
número acompaña casi siempre la actualización de sus ordenanzas
y reglamentos23.

Madrid, 1741; la de Torres Villaroel: El Hospital de Antón Martín. Madrid, 1759; y la
de Pedro Joaquín de Murcia: Discurso político sobre la importancia y necesidad de los
hospicios, casas de expósitos y hospitales. Madrid, 1798.

16 Cfr. J. L. Goti Iturriaga: Historia de los Hospitales vascos. Vol. I. Navarra. Salaman-
ca 1981. Págs. 210-314.

17 Cfr. Sancho San Román: Hospitales Toledanos en el S. XVIII. Madrid 1973.
18 Cfr. J. I. Carmona Garría: El sistema de la hospitalidad pública en la Sevilla del

Antiguo Régimen. Sevilla 1979.
19 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 125.
20 Cfr. Antonio Domínguez Ortiz: Esplendor y decadencia. De Felipe III a Carlos II.

Madrid 1981. Págs. 84-85.
21 Cfr. J. Soubeyroux: «El encuentro del pobre y la sociedad. Asistencia y repre-

sión en el Madrid del S. XVIII» en Estudios de Historia Social, num. 20-21. Madrid
1982. Pág. 102.

22 Cfr. J. Soubeyroux: op. cit. Pág. 114.
23 Como testimonios probatorios puede citarse la creación en 1750 de un Hospicio

en Badajoz al que se le agregan las rentas de los antiguos hospitales de la ciudad, el
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Algunos hospitales consiguen sortear con buena fortuna las difi-
cultades económicas e incluso ampliar y mejorar sus servicios, como
hizo el Hospital Real y el General de Nuestra Señora de Gracia de
Zaragoza24; ejemplo aún más demostrativo lo ofrece el Hospital ge-
neral de Madrid al que Fernando VI dispensa protección económica
ordenando la constitución de una Junta a la que encomienda la cons-
trucción de un nuevo edificio, adecuado en sus instalaciones a los
preceptos higiénicos vigentes en la época25. Un testimonio de la di-
versificación de actividades que en el siglo se imponen a algunos
hospitales, lo encontramos en el Hospital de los Reyes de Granada, al
que se incorpora en 1754 un Real Hospicio que engloba antiguas
instituciones de ayuda y beneficencia existentes en la ciudad26.

1.1.3. Sociedades de Asistencia

En el siglo XVIII las clases populares urbanas para luchar contra
la enfermedad y el infortunio organizaron Hermandades y Cofradías
de socorro, la mayor parte de las cuales estaban vinculadas a gre-
mios profesionales. Los miembros de las Cofradías pagaban una
inscripción y cuotas obligatorias, cuya periodicidad variaba según la
Cofradía (semanal, mensual, anual)27. Las prestaciones de las Her-
mandades variaban desde la ayuda continuada en caso de enferme-
dad, incluyendo hospitalización, hasta la entrega de una cantidad
única, previa certificación de la enfermedad —la Cofradía podía
enviar un médico para verificar el diagnóstico antes de otorgar el
subsidio—; era muy frecuente el abono diario de una ayuda econó-
mica, en algunos casos los subsidios eran de turno único, es decir
se limitaban a cubrir unos cuarenta días, y en otros se utilizaba el
sistema de turno múltiple en el que se intercalaban períodos de

establecimiento en Granada de una Junta de reunión de hospitales en 1753, la
reunión de los hospitales de Avila encomendada en 1792 a Meléndez Valdés y la
medida similar que poco más tarde se llevó a cabo en Salamanca para crear el
Hospital General. Cfr. Manuel Selles, José Luis Peset y Antonio Lafuente: Carlos III
y la ciencia de la Ilustración. Madrid 1988. Págs. 49-50.

24 Cfr. Bermejo Tudela: Historia de ¡a Antigua Facultad de Medicina de la Universidad
de Zaragoza. Zaragoza 1973. Págs. 115-116.

25 Cfr. G. Anes: El Antiguo Régimen. Los Borbones. Madrid 1982. Págs. 87-89.
26 Cfr. C. Fernández Araujo: «Noticias del origen, fundación y desarrollo del

Hospital de los Reyes de Granada» en Actas del IV Congreso Español de Historia de la
Medicina. Vol. VIII. Madrid 1973. Págs. 75-82.

27 Cfr. Antonio Rumeu de Armas: Historia de la Previsión Social en España. Cofradías.
Gremios. Hermandades. Montepíos. Madrid 1981. Págs. 446-458.
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subsidio con períodos, de igual duración en los que no recibían
ayuda.

La cuantía de la ayuda variaba según la enfermedad requiriese
la asistencia del médico o cirujano. Las enfermedades consideradas
como crónicas o incurables daban lugar a una única prestación, sin
embargo en muchas Cofradías no se prestaba ayuda en caso de
enfermedades venéreas y con determinadas enfermedades incura-
bles (tisis, lepra, gota, etc .) . Los intentos de contratar médicos que
trabajasen para las Cofradías fracasaron ante la fuerte oposición de
los médicos temerosos de perder sus privilegios, sin embargo si que
se les permitía contratar cirujanos28. En 1684, una Cofradía «abier-
ta» de Valencia, la Congregación del Buen Pastor29, pretendió con-
tratar un médico, fijándole un salario, para que asistiera a todos sus
componentes. Este intento chocó con la oposición del Claustro de
la Facultad de Medicina de Valencia, que prohibió a sus graduados
formalizar tal tipo de contratos y emprendió un pleito con la Cofra-
día, logrando que el Virrey fallase a su favor. Las razones aducidas
por el Virrey para la prohibición de la contratación de un médico,
estribaban en el peligro de la extensión del sistema a todas las
Hermandades, la defensa del ejercicio libre de la profesión, y, ade-
más, que los pobres podían acudir a las parroquias de la ciudad que
contaban con un médico fijo.

En el siglo XVIII, las Cofradías crecieron en número, en volu-
men de recursos y en personas cubiertas. El número de Cofradías,
Hermandades, etc.. superaba las 25.00030, con un presupuesto de
gastos cercano a los 12 millones de reales, lo que equivalía a la
mitad del presupuesto de la Marina en 1788 (26.29 millones) o el
presupuesto de la Casa Real (12.54 millones) o el del Ministerio de
Hacienda (16.04)31. Muchas de estas Cofradías se hicieron «abier-
tas», es decir, aceptaban socios que no eran miembros de la profe-
sión de sus fundadores, con lo que aumentó su número, extendien-
do su área de influencia al medio rural.

El volumen económico de recursos gestionado por estas Cofra-
días, la población cubierta por las mismas, y su relación con los
gremios y resto de Cofradías, hicieron que fuesen atacadas por los

28 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 106.
29 Cfr. S. Garda Martínez: «Un intento de seguro médico en Valencia» en Actas

del III Congreso Español de Historia de la Mediana. Vol. II. Madrid 1969. Págs. 187-192.
30 Cfr. Antonio Rumeu de Armas: op. cit. Págs. 465-466.
31 Cfr. E. Fernández de Pinedo: Centralismo, Ilustración y agonía del Antiguo Régimen.

Barcelona 1980. Págs. 96-97.
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políticos ilustrados. No hay tampoco que olvidar que son institucio-
nes que fueron creadas vinculadas a la Iglesia, la cual era la que
aprobaba sus estatutos. Se busca su reconversión, en una primera
fase; en Hermandades de Socorro y, posteriormente, en Montepíos,
sociedades de ayuda mutua laica, propugnadas por Campomanes, a
la sazón Fiscal del Consejo de Castilla, que tenían como principal
objetivo cubrir la invalidez y la vejez, en lugar de la enfermedad32.

1.2. Las Instituciones

Para conocer el desarrollo institucional de la Salud Pública en
España durante el siglo XVIII, es necesario analizar las dos princi-
pales instituciones que se ocuparon de ella en esta época: el Proto-
medicato, institución creada por los Reyes Católicos y que tradicio-
nalmente velaba por la Salud Pública, y la Junta de Sanidad, creada
por los Borbones con motivo de la Peste de Marsella de 1720. Tam-
bién se analizarán los precedentes de los futuros inspectores de
epidemias y los ayuntamientos, que emprendieron actuaciones sa-
nitarias locales.

1.2.1. El Protomedicato

El Protomedicato era una institución con más de doscientos años
de antigüedad, relativamente independiente del poder real, y con
cierto grado de autofinanciación proveniente de las tasas a pagar
por el futuro personal sanitario que deseaba examinarse para el
ejercicio de sus funciones. Se encontraba formada por médicos y
tenía como misión controlar la sanidad, desde la formación de los
profesionales sanitarios (médicos, cirujanos, boticarios) hasta el ejer-
cicio de estas profesiones.

A lo largo del siglo XVIII, el Tribunal del Protomedicato estuvo
en el punto de mira de los gobiernos ilustrados. No hemos de olvi-
dar que, con los Borbones, se inicia una política centralista que
tendrá como objetivos aumentar el poder real a expensas de las
instituciones tradicionales y autónomas, así como apoyar las refor-

32 Por una Real Orden de 27 de julio de 1767 se suprimieron todas las Cofradías
y Hermandades gremiales que paulatinamente fueron sustituidas por los Montepíos,
que, por su funcionamiento, son una prolongación de las Hermandades de socorro
y Cofradías existentes. Cfr. Pedro Trinidad Fernández: op. cit. Pág. 109.
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mas en nuestro país, siempre y cuando no amenazasen las prerro-
gativas reales33.

Fue fundado en el siglo XV, recogiendo tradiciones medievales,
mediante una serie de disposiciones emitidas entre 1477 y 1498 34

Aragón, Navarra, Cataluña y Valencia tenían Protomedicato propio.
Tras la Guerra de Sucesión, los Decretos de Nueva Planta extende-
rán a Cataluña la autoridad del Protomedicato de Castilla. Sus fun-
ciones eran: otorgar la licencia a los médicos, arbitrar en sus dispu-
tas y castigar la negligencia profesional y el charlatanismo. Su
objetivo, garantizar una elevada calidad en la práctica médica, pro-
teger a la población de los incompetentes y conservar los privilegios
de los médicos. Las malas comunicaciones y el hecho de que en la
periferia del país, en su lucha contra el intrusismo, tuviera que
actuar indirectamente a través de los Capitanes Generales —vía
Consejo de Castilla—, justicias y ayuntamientos, provocó que en
1741 un Real Decreto autorizase al Protomedicato de Castilla a
establecer delegaciones en distintas ciudades españolas, naciendo
subdelegaciones en Valencia, Sevilla, Cádiz y La Coruña35.

Todos los miembros del Protomedicato, y de sus delegaciones
locales eran médicos por la Corona. En España, la concesión de la
licencia para ejercer estaba separada de la institución que formaba
a los estudiantes. Además ningún docente podía examinar a un
antiguo alumno para dar licencia36. En cambio en América, no
existía esta separación, siendo tradicional que el profesor más anti-
guo fuese el primer protomédico37.

33 Cfr. G. Anes: op. cit. Págs. 14-15.
34 Sobre el Real Tribunal del Protomedicato es imprescindible la consulta de:
• Novísima Recopilación de las Leyes de España. 1804. Libro VIII. Títulos X, XI,

XII, XIII.
• Pascual Iborra: «Memoria sobre la Institución del Real Protomedicato» en Anales

de la Real Academia de Medicina. Tomo VI. Madrid 1885.
• Miguel Eugenio Muñoz: Recopilación de las Leyes, Pragmáticas reales y Acuerdos del

Real Protomedicato. Valencia 1751.
• Miguel Parrilla Hermida: «Apuntes históricos sobre el Protomedicato. Antece-

dentes y organismos herederos» en Anales de la Real Academia de Medicina. Tomo
XCIV. Madrid 1977. Págs. 475-515.

• Guadalupe Albí Romero: «El Protomedicato en la España Ilustrada» en Catálogo
de documentos del Archivo General de Simancas. Valladolid 1988.

• J.T. Lanning: The Royal Protomedicato, the regulation of the medical proffession in the
Spanish Empire. Duke Univ. Press, 1985.

35 Cfr. Miguel Parrilla Hermida: op. cit. Pág. 483.
36 Cfr. J. L. Valverde, L. Sánchez y F. Vinuesa: «Controversias jurisdiccionales del

Protomedicato castellano» en Asclepio. Vol. XXX-XXXI; años 1978-79. Págs. 403-423.
37 Cfr. Antonio Domínguez Ortiz: op. cit. Pág. 168.
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La actividad principal del Protomedicato era otorgar licencias a
todos los médicos, cirujanos, barberos y boticarios, y fijar los requi-
sitos y privilegios de cada uno de ellos. El Protomedicato controlaba
a las distintas categorías de profesionales sanitarios y velaba para
impedir que algún sanitario realizase funciones a las que no estaba
autorizado. El Protobarberato, que era el tribunal dedicado a con-
trolar a los barberos, dependía del Protomedicato.

Para poder solicitar la licencia del Protomedicato era necesario
probar mediante un certificado la limpieza de sangre, demostrando
que no se era descendiente de judíos o moros o de procesados por
la Inquisición.

Para poder trabajar como médico se necesitaba ser bachiller,
estudiar cuatro cursos de Medicina en una universidad y trabajar
dos años con un médico que tuviera licencia, (durante ese tiempo
el médico no podría ejercer autónomamente). El Protomedicato, al
incluir como requisito para la concesión de la licencia los dos años
de práctica con un médico, reconocía implícitamente la insuficiencia
de la enseñanza teórica justificada por el título académico38.

La prueba constaba de dos fases, un examen oral en el que se
hadan preguntas sobre Hipócrates, Galeno y Avicena, y una parte
práctica en un Hospital, en donde tenía que atenderse a varios
pacientes. Este sistema, que teóricamente sólo permitía que ejercie-
sen los médicos mejor preparados y más competentes, fallaba en la
práctica porque los tribunales del Protomedicato a menudo no exi-
gían al candidato los dos años de práctica.

Sin embargo, al Protomedicato le interesaba más la defensa de
los intereses corporativos de los médicos —ya que todos los Proto-
médicos eran médicos, manteniendo en una posición secundaria a
los cirujanos y boticarios— que el velar por la calidad de la asisten-
cia médica. En 1754, el Protomedicato prohibió a todos los ciruja-
nos, incluso los cirujanos latinos, realizar sangrías y administrar
purgaciones, los dos tratamientos más frecuentes, excepto en pre-
sencia de un médico. El motivo que se alegaba era la protección de
la Salud Pública. Los únicos que podían recetar eran los médicos
que sabían latín, y cuyo conocimiento de la filosofía les permitía
una comprensión de las leyes de la naturaleza, que regían las en-
fermedades. Lo único que haría el cirujano era poner las manos, por
eso, cuando en 1768 se consultó al Protomedicato sobre la necesi-
dad de enseñar anatomía a los cirujanos, éste rechazó la propuesta,

38 Cfr. Novísima Recopilación. Lib. VIII. Título X. Ley IV.
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aduciendo que éstos no necesitaban tanta teoría para hacer su tra-
bajo, y además, probablemente, no iban a poder comprenderla39.

Para ser cirujano el único requisito eran cuatro años de práctica
con un cirujano con licencia, también se debían tener algunos ele-
mentales conocimientos teóricos (Hipócrates, Galeno y Guy de
Chauliac)40. Cuando se establecieron cátedras de Cirugía en las
universidades, se permitió que dos años de estudios se convalidasen
por dos años de práctica. En 1603, el período de formación de los
cirujanos se elevó a cinco años.

Aunque deficiente, la formación de médicos y cirujanos era
universitaria y, por tanto, sujeta a una normas generales de apren-
dizaje. Boticarios, barberos y matronas carecían de esa formación
sistemática. Los primeros, por ley, podían acceder al título, previo
examen ante el Protomedicato, siempre que conocieran latín y
demostraran haber practicado cuatro años con un maestro aprobado
y con botica abierta41. Los barberos, únicamente tenían que aprobar
un examen y las matronas no se examinaron hasta 175042.

Se crearon nuevos títulos de sangrador, oculista y dentista, cada
uno de ellos tenía su propio examen y matrícula. El Protomedicato
prestó una mayor atención a la práctica, que a las universidades.

El Protomedicato ejercía una misión de vigilancia y control de los
medicamentos, luchando contra los curanderos y charlatanes, y pro-
tegiendo a la población de los medicamentos peligrosos e ineficaces.
El inventor de un nuevo medicamento debía obtener el permiso del
tribunal antes de anunciarlo; con la solicitud se debían presentar tes-
timonios de otros médicos que justificasen la efectividad del nuevo
remedio, teniendo obligación de manifestar su composición43.

En el campo de la medicina preventiva, también actuaba el
Protomedicato: recibía las declaraciones de enfermedades contagio-
sas, incluso a veces investigaba para confirmar diagnósticos, inter-
venía en la lucha contra las epidemias, presentando recomendacio-
nes a la Corona, asesorando a los médicos titulares, a los que se
enviaban folletos, etc.

39 Cfr. Pascual Iborra: op. cit. Pág. 305.
40 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título X. Ley VII.
41 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título X. Ley IV.
42 Las matronas o parteras, llamadas también comadres, además de asistir a los

partos, trataban algunas dolencias propias de la mujer y enfermedades infantiles.
Hasta 1750 esta profesión se ejercía con total libertad. Una disposición de ese mismo
año (13.X. 1750) estableció un examen por el Real Tribunal del Protomedicato. Cfr.
Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 64.

43 Cfr. Novísima Recopilación. Lib. VIII. Título X. Ley VI.
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La amplitud de competencias señalada no se correspondía con la
exigua plantilla que formaba el Tribunal, la cual, desde la Pragmá-
tica de 1593 estaba compuesta por tres protomédicos, tres examina-
dores, asesor, fiscal, escribano, secretario, alguacil y portero, nom-
brándose además, un examinador cirujano o boticario en caso de
que los aspirantes lo fueran a cirujanos o boticarios, pero éstos sólo
tendrían voto consultivo44.

La infraestructura del Real Tribunal sin embargo, no solamente
adolería de defecto en la desproporcionada relación existente entre
la amplitud de competencias y el escaso número de miembros que
lo componían, sino que, a nuestro juicio, el mayor defecto y del
que se derivaron notables perjuicios, estribó en que, si por un lado,
bajo la autoridad de esta institución se encontraba toda la antigua
corona de Castilla, a ella debían someterse lo mismo un sanitario
gallego que un toledano o gaditano; por otro lado, el Protomedicato
solamente tenía jurisdicción en la Corte y cinco leguas a su alre-
dedor45.

Esta situación, que hasta bien entrada la centuria no se reme-
diaría, fue el factor que más favoreció el alarmante grado de intru-
sismo alcanzado en los comienzos del siglo XVIII, con el consiguien-
te deterioro sanitario que tenía parejo. Arropados en esta
incoherencia legislativa y con la gran probabilidad de no ser alcan-
zados por la justicia, muchos fueron los que eludieron sistemática-
mente los requisitos que las leyes del Reino exigían para el ejercicio
profesional, obviando el trámite de obtener licencias del citado Tri-
bunal.

1.2.2. El nacimiento de la Junta Suprema de Sanidad

Una de las características fundamentales que presenta el pano-
rama de la Salud Pública en la España del siglo XVIII es la ausencia
de organismos centrales que pudieran controlar el peligro de los
brotes epidémicos tan frecuentes durante este período. Ello explica,
como señalan Antonio Lafuente y José Luis Peset, que las medidas
sanitarias se caracterizaran por ser inestables, empezando de nuevo
ante cada cometido —«cuando una enfermedad epidémica se presentaba,
las distintas instituciones rehacían la tela de araña de su evanesciente pro-

44 Cfr. Novísima Recopilación. Lib. VIII. Título X. Ley I.
45 Cfr. Novísima Recopilación. Lib. VIII. Título X. Ley EL
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tección»—, por depender de muy variadas autoridades, en especial
de la eclesiástica. Corona, Consejos, Protomedicatos, Ayuntamien-
tos... tomaban medidas en materia sanitaria, teniendo que contar de
forma evidente con la riqueza personal y organización eclesiales46.
Tales eran las características de la atención sanitaria del Antiguo
Régimen.

La epidemia de peste de Marsella de 1720, ofreció el pretexto
para la creación en España de un organismo oficial que impusiera
las medidas sanitarias oportunas en la lucha contra las pestilencias:
la Junta Suprema de Sanidad.

La Real Cédula de 8 de septiembre de 1721 nos da noticia de su
creación. Creemos interesante transcribirla aquí:

«Habiéndose infeccionado de mal contagioso de la peste la ciu-
dad de Marsella de Francia en el mes de julio de año próximo
pasado, desde los primeros días de agosto que tuvo noticia de esta
calamidad que padecía la Francia, a consulta del gobernador y de
los de mi Consejo, mandé expedir diferentes reales provisiones, y
después, por no ocupar todo el Consejo en estas providencias, fue
servido nombrar una Junta compuesta por dicho gobernador y
algunos miembros capacitados de mi noble Consejo (...) que enten-
dieran de todo lo perteneciente a la salud pública»47.

Refleja la disposición transcrita la falta de previsión con que se
atendían los problemas sanitarios en el país. La salud pública (tér-
mino que engloba todo lo perteneciente a la Sanidad Pública) es
atendida, preocupa cuando la amenaza de que se altere es inminen-
te; se organiza su defensa para el caso concreto y, pasado el peligro,
un sistema de previsión continua carece de sentido a los ojos de las
autoridades, por lo que o bien lo creado se suprime o es condenado
a una languidecida existencia vacía de contenido.

La fórmula que emplea la Real Cédula más arriba citada para
atribuir la competencia a la Junta no puede ser más general: se les
encomienda a sus miembros «que entendieran de todo lo pertene-
ciente a la salud pública». Sin embargo, este «todo» no será en la
práctica más que la lucha contra las epidemias.

En cuanto a la composición de la citada Junta se nos alude a
miembros del Consejo de Castilla. Este Consejo, que existía desde el
siglo XIV, fue transformado y perfeccionado por Felipe V, que le dio

46 Cfr. Antonio Lafuente y José Luis Peset: op. cit. Pág. 46.
47 Libro del Acuerdo, fol. 173.
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la autoridad última en los asuntos internos de España. Durante el
siglo XVIII, el Consejo de Castilla tenía 22 consejeros, la mayor
parte de los cuales desempeñaron simultáneamente otros altos car-
gos en la administración. El Presidente del Consejo de Castilla era
la persona que seguía al Rey en cuanto a protocolo48 y prestigio
social. Los dos fiscales del Consejo, que redactaban los informes,
reunían documentación e información y preparaban las reuniones
del Consejo, eran piezas claves del mismo. Toda la educación, inclu-
yendo las universidades y los colegios de religiosos, estaba bajo la
jurisdicción de esta institución.

Hechas estas consideraciones, se puede comprender que la Junta
Suprema de Sanidad, formada por políticos y altos funcionarios, en
cuya composición no había médicos (los cuales podían ser llamados
como asesores), que invadía las competencias sanitarias del Proto-
medicato, y que era un apéndice del aparato del Estado, se trans-
formase en el instrumento a partir del cual los Borbones impusieron
la política ilustrada de lucha contra la enfermedad mediante accio-
nes de policía sanitaria49.

1.2.3. Precedentes de los futuros inspectores de epidemias

Durante el siglo XVIII, ante cualquier brote epidémico, era co-
mún que las autoridades enviasen o comisionasen a algún médico
para estudiar la «enfermedad. Así se envió en 1720 a Fornes a
Marsella para estudiar la peste; la Junta Suprema de Sanidad envia-
ría en 1741 varios médicos (Roxano, Rubio, Vargas y Ureña) a
Málaga para estudiar una epidemia de vómito negro (fiebre amari-
lla); en 1743 Fernández de Castilla fue enviado a Ceuta; en 1750 la
Junta de Sanidad enviaría dos médicos, Diego Gavasica y Juan Isas-
mendi, a estudiar presuntos brotes epidémicos en el País Vasco; en
1750 Tomás Exarch sería comisionado por el Consejo de Castilla
para estudiar una epidemia en el Peñón de Gomera; en 1776 el
Protomedicato, con autorización de la Junta Suprema de Sanidad,
enviaría a Villaviciosa a Pérez de Escobar para que estudiase una

48 En las Memorias de Saint Simón (1981) se presenta con detalle el funciona-
miento de la Corte en los comienzos del reinado de Felipe V. Madrid 1981. Págs. 214-
218.

49 Para poder realizar sus funciones la Junta fue auxiliada por los Capitanes
Generales, que se transformaron en el brazo ejecutor de sus planes y creó las Juntas
Provinciales de Sanidad y las Juntas Locales de Sanidad, con las cuales pretendió
aplicar la política sanitaria de la Corona. Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Págs. 56-57.
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epidemia de calenturas; otros médicos que serían comisionados para
investigar epidemias serían Graset y Arejuela50.

En un principio, cada uno de estos comisionados tendría un
carácter esporádico, de tal forma que el ejercicio de sus actividades
estaría limitado por la duración del brote epidémico. Con posterio-
ridad veremos como esta figura adquiere plena consolidación dentro
del campo de las instituciones sanitarias creadas y reformadas por la
política borbónica.

Las funciones que en un primer momento tuvieron estos envia-
dos o comisionados eran «pasar a las ciudades o pueblos acometidos
por alguna especie de aquel azote (fiebres putridas malignas), esta-
blecer y poner en práctica con amplias facultades, los medios de
curación y precaución que estimen más eficaces a los Capitanes
Generales o Junta de Sanidad»51. Tenían plena autoridad sobre los
médicos del lugar al que eran enviados para ordenarles el estable-
cimiento de determinadas medidas preventivas y terapéuticas 52, ello
provocó a veces enfrentamientos con los médicos locales que se
negaban a aceptar su autoridad53. Patiño, ministro de Fernando VI,
pensaba que los comisionados de epidemias debían tener tres misio-
nes: luchar contra las enfermedades epidémicas, mejorar la asisten-
cia hospitalaria y controlar e inspeccionar las boticas54.

1.2.4. La Salud Pública y la administración
municipal

Los estudios realizados sobre la Salud Pública en las ciudades es-
pañolas del XVIII son escasos. Tan sólo se ha investigado con profun-
didad el caso de las grandes ciudades como Madrid y Barcelona. A
pesar de esta ausencia de estudios, resultan especialmente interesan-
tes las descripciones que presentan nuestros ilustrados sobre los nú-

50 Cfr. F. Chacón y R. Fresneda: «Factores de mortalidad en grupos sociales
marginales durante los siglos XVII y XVIII» en Actas del VIII Congreso Nacional de
Historia de la Medicina. Murcia 1986. Págs. 217-233. Se nos presenta aquí una amplia
relación de los comisionados nombrados para inspeccionar cualquier brote epidémico
a lo largo del S. XVIII.

51 Cfr. Juan Riera: Capítulo de la Medicina Española Ilustrada (Libros, cirujanos, epi-
demias y comercio de quina). Valladolid 1992. Pág. 44.

52 Cfr. M.ª del Carmen Calleja Folguera: op. cit. Pág. 25.
53 Cfr. A. Hermosilla Molina: «Desacuerdos de los médicos sevillanos con el ins-

pector de epidemias Ambrosio Ximénez Lorite» en Actas del TV Congreso Español de
Historia de la Medicina. Madrid, 1973. Págs. 293-297.

54 Cfr. Juan Riera: op. cit. Pág. 49.
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cieos urbanos del XVIII. Jovellanos repetirá monótonamente en sus
«Diarios» al describir las ciudades por donde pasa: «Sucias, despobla-
das, desoladas, focos de inmundicia y podredumbre» 55. Ignacio de
Asso presenta así a las localidades aragonesas: «(...) mala distribución
de las casas, edificios enfermizos, sin saneamiento, calles estrechas
donde se acumulan la miseria y el mal olor. No hay higiene, con
dificultad pueden ser el reino de la salud» 56. Antonio Pont dice de
Valladolid en 1783: «Da compasión verla reducida a menos de vein-
te mil, cuando otras circunstancias podrían hacer vivir en ella más
de cien mil. Pero que se puede esperar de una ciudad donde reinan
los malos olores, las basuras, los nidos de miseria y enfermedad» 57.

Centrándose en los casos de Madrid y Barcelona, con la llegada
de los Borbones se iniciaría un proceso de remodelación urbana y
construcción de nuevos edificios en el que estaría presente un con-
junto de normas de Salud Pública, extendidas con posterioridad al
conjunto peninsular.

Carlos III transformará Madrid, que entonces tendría unos
200.000 habitantes, en un ciudad moderna con amplias e ilumina-
das avenidas, magníficos edificios públicos y una red radial de ca-
minos que partían de la capital. Promulgará numerosos decretos
que intentarán mejorar las condiciones sanitarias y luchar contra la
mendicidad. Para ello ordenó que se hiciesen aceras en las calles y
pozos para las aguas sucias; que se alumbrase la ciudad por la no-
che; que se montase una policía y un orden urbano y, en suma, que
se organizase la vida madrileña según los patrones de limpieza de
una gran capital58.

En Barcelona ocurrió un proceso semejante. En 1717, el Capitán
General ordenó que se pidiese permiso para cualquier construcción
nueva e incluso para la modificación de las existentes. El crecimien-
to de la ciudad, provocó que el recinto interior a las murallas se
quedase pequeño a finales del siglo XVIII, existiendo escasez de
viviendas, por lo que comenzaron a construirse edificios con gran
número de plantas. También se empezó a considerar la posibilidad
de derribar las murallas59.

55 Cfr. M. G. de Jovellanos: Diarios, edición preparada por Julio Somoza. Vol. II.
Oviedo 1956. Págs. 112-113.

56 Cfr. Ignacio de Asso: op. cit. Pág. 86.
57 Cfr. Antonio Pont: Viajes de España. Madrid, 1789-1794. Pág. 92. (Usamos

Edición preparada por Carlos Seco Serrano. Madrid 1986).
58 Cfr. José Álvarez Sierra: Carlos III y la higiene pública. Madrid 1956. Pág. 34.
59 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 25-27.
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En el completo estudio de Guillén Grima60 sobre la Salud Públi-
ca en el municipio de Murcia en el siglo XVIII, se describe cómo
hasta 1720, las principales actividades sanitarias del municipio,
además de las meramente asistenciales, consistían en:

• El saneamiento del medio ambiente impidiendo que determi-
nados oficios se ejerciesen en algunos puntos de la ciudad.

. • El control de los alimentos mediante el reconocimiento del
ganado y la realización de inspecciones en panaderías y con-
fiterías.

• La limpieza pública de las calles, para lo que se ejercía una
vigilancia destinada a impedir que los vecinos arrojasen basu-
ras y que circulasen animales en libertad.

• La obligación por parte de los vecinos a realizar la limpieza de
sus calles, casas y fachadas.

A lo largo del siglo XVIII aumentarán las normas de saneamien-
to ambiental, intentando evitar la contaminación de las aguas del
río y las acequias, regulando el control e inspección de los alimen-
tos, inspeccionando aquellas actividades artesanales consideradas no-
civas para la salud pública, e incluso se intentará frenar el cultivo
de arroz61.

Un tema que preocupó, tanto a las autoridades centrales como
a las municipales, fue la existencia de cementerios en el interior de
las ciudades. En el siglo XVIII era una práctica muy común el se-
pultar en el interior de las iglesias o muy cerca del atrio. Los cadá-
veres de los fieles eran colocados así bajo la protección directa de
Dios, preservados de las visitas del demonio y siempre presentes en
el recuerdo de sus parientes62. Con posterioridad veremos como
una de las directrices del poder central, encomendada a los ayun-
tamientos, irá dirigida a romper esta tradición por afectar a la Salud
Pública.

60 Cfr. F. Guillen Grima: «La Salud Pública y la Administración municipal en la
Murcia del S. XVIII» en Actas de VIH Congreso Nacional de Historia de la Medicina. Murcia
1986. Págs. 188-214.

61 Probablemente para luchar contra el paludismo, al igual que ocurrió en Valen-
cia en el siglo XVII, en donde el ayuntamiento se oponía a los cultivos de arroz
cercanos a la ciudad. Cfr. Juan Riera: op. cit. Pág. 88.

62 Cfr. J. Sarrailh: op. cit. Pág. 153. Para comprender los condicionamientos an-
tropológicos relacionados con la costumbre de las inhumaciones en las Iglesias,
véase el capítulo «Place of Burial» en Ph. Aries: The hour of our death. Londres 1983.
Págs. 95-140.
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1.3. La Educación médica

Como ya pusimos de manifiesto en el capítulo dedicado a la
educación, la Universidad española, al comenzar el siglo XVIII, era
una universidad decadente, con un saber obsoleto y caduco, pre-
ocupada por el mantenimiento de sus privilegios. Los estudios más
prestigiosos y más solicitados eran los jurídicos y los teológicos, en
cuanto que garantizaban un puesto de trabajo, generalmente de
prestigio, en la aparatosa burocracia existente. El número de estu-
diantes de medicina era muy reducido en las grandes universidades:
1'2% (8 estudiantes) en Alcalá de Henares en 1773; 2 '1% (19 es-
tudiantes) en Salamanca en 1790; en una estadística universitaria,
sobre la población estudiantil, de 16 universidades en 1786, sobre
un total de 10.962 estudiantes, había 706 de medicina y cirugía, lo
que equivale a un 6'53%63

En este apartado estudiaremos el estado de la enseñanza de la
medicina y la enseñanza de la cirugía, lo cual nos ayudará a com-
prender las posteriores reformas acometidas en este terreno durante
el período ilustrado.

1.3.1. Enseñanza de la Medicina

La formación de los médicos en España durante el siglo XVIII se
realizaba en numerosos centros, con pocos estudiantes y mal dota-
dos. En los siglos XVII y XVIII existieron 36 Colegios-Facultades de
Medicina. A continuación incluimos lista de los centros:

Tabla 1

Relación de Colegios y Facultades de Medicina españolas
en los siglos XVII y XVIII

— Alcalá de Henares — Gandía
— Almagro — Gerona
— Avila — Granada
— Baeza — Huesca
— Barcelona — Irabic
— Burgo de Osuna — Lérida
— Cervera — Lucena
— Estella — Luchana

63 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 109.

448



MANUEL HERRERA GÓMEZ

— Mallorca — Sevilla
— Salamanca — Sigüenza
— Oñate — Solsona
— Orihuela — Tarragona
— Osuna — Toledo
— Oviedo — Tortosa
— Palencia — Valencia
— Pamplona — Valladolid
— Santiago — Vich
— Sehagún — Zaragoza

Fuente: Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 43.

En las grandes universidades, salvo Zaragoza y Valencia, el por-
centaje de estudiantes de medicina era muy bajo (Tabla 2), en cam-
bio en las universidades pequeñas el porcentaje era más elevado, así
en Osuna en 1776 había 42 estudiantes de Medicina (18'58%), casi
el mismo número que en Salamanca; en Orihuela en el período
1755-1761 de 508 alumnos matriculados en la universidad, 159
(31'29) estudiaban medicina64.

Tabla 2
Distribución de Universidades según población

de estudiantes de Medicina en 1786

Universidad

Zaragoza
Valencia
Sevilla
Cervera
Salamanca
Osuna
Alcalá
Valladolid
Toledo
Santiago

Nº de estudiantes
de medicina

230
209

62
50
43
42
25
20
15
10

%

19'64
17'80
11'97
5'61
2'32

18'58
5'56
1'54
3'60
l'03

Total
estudiantes

1171
1174

518
891

1851
226
450

1299
416

1036

Fuente: José Luis y Mariano Peset: op. cit. Pág. 108.

64 Cfr. Antonio Martínez Campillo-García: Los estudios de medicina en la España
Ilustrada. Tradición y reforma. Madrid 1985. Pág. 19.
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La enseñanza de la medicina estaba basada en los autores clási-
cos: Hipócrates, Galeno, Avicena, incluso se llegó al extremo de que
en 1625 la Universidad de Salamanca remplazase las enseñanzas de
Veralio por las de Galeno65. En la mayoría de las universidades
existían dos cátedras, denominadas según las horas canónicas Prima
(mañanas) y vísperas (tardes). Para poder estudiar medicina era
necesario ser bachiller en artes, es decir, una formación básica en
«letras», lo que implicaba amplios conocimientos de Aristóteles, Sto.
Tomás, humanidades, etc, sin embargo no poseían conocimientos
de ciencias naturales. No se hacían exámenes, bastaba con la asis-
tencia a clase para recibir la cédula que permitiera realizar el exa-
men de grado. En las clases el profesor solía leer un libro de texto;
muchos estudiantes acudían a academias particulares en donde otros
estudiantes les leían el libro de consulta usado. La enseñanza era
totalmente memorística y desconectada de la práctica, empleándose
el latín como lengua de estudio66.

Tabla 3
Distribución de Cátedras Médicas según el total

de cátedras universitarias en 1776

Universidades

Salamanca
Valladolid
Alcalá
Toledo
Santiago
Cervera
Valencia
Sevilla
Zaragoza
Osuna

Cátedras Médicas

8
6
5
3
5
6
8
4
6
4

Total de Cátedras

52
44
31
24
34
36
4 4
22
2 4
17

Fuente: Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 45-46.

65 Cfr. Pedro Laín Entralgo: Historia Universal de la Mediana. Ilustración y Romanti-
cismo. Tomo V. Madrid 1976. Págs. 75-78.

66 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 44.
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Las cátedras estaban muy mal pagadas y, por tanto, en las uni-
versidades, muchas estaban vacantes, tanto por falta de fondos para
dotarlas como por el bajo salario67.

1.3.2. La Enseñanza de la Cirugía

Siguiendo los certeros esquemas trazados por Luis Sánchez Gran-
jel y Juan Riera, cabe deslindar en dos mitades la enseñanza de la
Cirugía en la España de la Ilustración68; la creación del Colegio de
Cirugía de Cádiz (1748), primero de la serie al que seguirían el de
Barcelona (1760), Madrid (1778), Burgos (1785), y Santiago (1794),
señala el comienzo de un período de esplendor quirúrgico en Espa-
ña. Hasta ese momento, cuyo significado con posterioridad estudia-
remos, las organizaciones gremiales regularon en buena medida la
formación de los cirujanos. En cuanto al ejercicio de la profesión, la
cirugía estaba subordinada al Protomedicato, obteniéndose el título
después de cinco años de prácticas y tras haber superado el examen
ante el citado tribunal. Existían cátedras de Cirugía en algunas
universidades69, pero muchas veces estaban vacantes, o no se ma-
triculaban alumnos, ya que la Cirugía era considerada una profesión
inferior a la medicina.

Esta situación fue duramente criticada por algunos de nuestros
ilustrados. En concreto, Feijoó denunció en estos profesionales su
insuficiente preparación: «me duele, y me ha dolido siempre lo
poco que es estudiada esta arte (la Cirugía en España)» y advierte
que su crítica apunta a la insuficiencia de capacitación práctica del
cirujano, no a la posesión de conocimientos teóricos; añade: «yo
estoy tan lejos de apreciar la latinidad de un cirujano, que antes la
miro como circunstancia que justamente pueda inducir a descartar-
lo»70. Para los cirujanos pide Feijoó una preparación liberada del
escolasticismo universitario, preparación que con posterioridad pro-
porcionarían los Colegios de Cirugía.

67 Sirva como ejemplo el caso de Orihuela: de las siete cátedras previstas sólo se
dotarían tres, y en el siglo XVIII estarían vacantes durante cincuenta años, dándose a
encomienda; o el de Alcalá, donde la cátedra de Anatomía casi siempre estaba vacía.
Cfr. Juan Riera: Ciencia, Medicina y Sociedad en la España Ilustrada. Madrid 1990.
Págs. 110-111.

68 Cír. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 120 y Juan Riera: Los textos quirúrgicos
españoles de la segunda mitad del S. XVIII. Salamanca 1982. Pág. 35.

69 Por ejemplo en Cervera, Salamanca, Valencia y Santiago.
70 Benito Feijoó: Cartas Eruditas y Curiosas. Madrid, 1742-1760. Vol. IV. Pág. 253.
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A pesar de este panorama, durante la primera mitad de la cen-
turia, aparecen novedades que apuntan ya las vías por las cuales va
a operarse el nuevo giro de la Cirugía española:

1. En primer término nos encontramos con la presencia de la
Cirugía extranjera en España. De una parte los mejores
cirujanos que ejercen en España durante la primera mitad
del siglo XVIII son extranjeros —figuran entre otros Mr.
Abadie, Pedro M. Aubery, Jerónimo Simón de Cocur, Juan
Claudio Mestoud, nombres a los que debemos añadir los de
Rafael Ellerker, Carlos Nicolás Lenty, Juan Beluard, Loren-
zo Lamaire, Francisco Du-Roches—; así mismo, los mejores
textos corresponden a versiones realizadas en nuestro país
de obras también extranjeras, versiones que reflejan el
enorme desnivel frente a los textos españoles, la mayoría
de los cuales son de calidad bien pobre71.

2. En segundo lugar, el proceso de modernización de la Arma-
da y sus repercusiones dentro del campo de la Cirugía. Con
el nombramiento del milanés Patiño como Intendente Ge-
neral de Marina, se reorganiza la Marina de Guerra, dando
mayor racionalidad a este cuerpo en su funcionamiento. En
este intento de racionalidad —Ordenanzas de 16 de junio
de 171772— se es consciente de que la deficiente asistencia
quirúrgica es uno de los factores que más contribuían a
mermar la capacidad de nuestra maltrecha Marina de Gue-
rra, y por lo tanto, su mejora se contempló como impres-
cindible en el marco de renovación general de la Armada
por parte del Estado. Tomando como punto de partida estas
motivaciones, la Armada asumirá la preparación de los
futuros profesionales de la Cirugía, al propio tiempo que los
cirujanos adquieren capacidad legal de autogobierno que
les permitirá desembarazarse de cualquier vinculación o
subordinación a organismos o instituciones ajenas a su pro-
pio cuerpo. Nos encontramos ante el primer germen de los
futuros Reales Colegios de Cirugía73.

71 Cfr. Pedro Laín Entralgo: La cirugía española y su comunicación con Europa en la
primera mitad del S. XVIII. Madrid 1973. Págs. 47-48.

72 Cfr. Benito Martín Cabrera: «La Sanidad de nuestra Marina de Guerra desde
los tiempos remotos hasta fines del S. XVIII. D. Juan Lacomba, Don Pedro Virgili y
el Departamento Marítimo de Cádiz» en Medicina e Historia. LXX. Madrid 1970.
Págs. 212-213.

73 Cfr. María del Carmen Calleja Folguera: op. cit. Págs. 48-50.
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2. LOS ILUSTRADOS ANTE LA SANIDAD

Como hemos podido comprobar el panorama sanitario español
ofrecía a comienzos del siglo XVIII las siguientes características:

1. Escasez de médicos y personal sanitario, hecho este que va
unido a la pésima formación de los existentes y a la presen-
cia de un abundante intrusismo profesional.

2. Proliferación de instituciones hospitalarias, bien de patro-
nato real, eclesiástico o particular. Por lo general suelen ser
instalaciones pequeñas, mal dotadas y con pésimas condi-
ciones higiénicas.

3. En el orden institucional contamos con la sola presencia del
Real Tribunal del Protomedicato, una institución que difí-
cilmente podía garantizar la calidad en la práctica médica.

4. Presencia constante y frecuente de los brotes epidémicos,
brotes que merman la población y ante los cuales no exis-
ten los convenientes mecanismos de control y medidas de
higiene.

Nuestros ilustrados reaccionarán ante este panorama, y al igual
que lo habían hecho en otra serie de materias —citemos, por ejem-
plo, beneficencia y educación— elaboran una serie de proyectos
encaminados a poner fin a esta crítica y dura realidad.

En primer término cabe preguntarse por las motivaciones que
llevarán a los hombres del XVIII a abordar el tema sanitario. Una
perfecta y adecuada respuesta nos la ofrece Antonio Muñoz en su
«Discurso sobre economía política»:

«Cuando se dice que la riqueza del soberano consiste en el nú-
mero de sus vasallos, esto se debe entender de vasallos útiles, porque
un millón de enfermos, lejos de aprovechar sirven de una carga
pesada al Estado (...) Todos los individuos de una sociedad contraen
con ella un tácito empeño de contribuir a la felicidad general de que
participan; y por una razón recíproca, la sociedad, a través de sus
gobernantes, debe asistir a aquellos enfermos, a quienes su desgra-
cia ha imposibilitado trabajar para ganar el sustento»74.

La enfermedad es considerada un mal que atenta a la felicidad
particular y al bienestar del Estado. Si un Estado rico es aquel que
tiene una abundante población, útil y laboriosa, la enfermedad se

Antonio Muñoz: Discurso sobre economía política. Madrid 1769. Pág. 79.
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presenta como un obstáculo que hay que salvar. En consecuencia,
deben establecerse los mecanismos y medidas apropiadas para afron-
tarla. Nos encontramos por tanto, como primera motivación de
fondo, el valor atribuido por el pensamiento ilustrado a la propia
población.

En segundo lugar hay que hacer mención al papel que nuestros
ilustrados atribuyen al Estado. En opinión de Luis Sánchez Agesta,
la presencia en el pensamiento ilustrado español de una concepción
paternalista del Estado justifica toda intervención, no importando la
materia que fuese con tal de que redundara en gloria del Reino y
de sus subditos75. Según esto, la sanidad no podía escapar a la
intervención y reforma, igual que tampoco escaparon la beneficen-
cia o la educación76.

Nos encontramos así con dos importantes motivaciones de fon-
do: el valor que se atribuye a la población, un valor que equivale
a riqueza, y la justificada intervención del Estado en toda materia
que repercuta en el bienestar colectivo e individual del Reino. Ello
explica, como posteriormente veremos, que en todo proyecto de
reforma sanitaria esté presente una honda preocupación poblacio-
nal y justificada una decidida intervención estatal.

Sobre los temas que abordaron, las respuestas las encontraremos
en el propio panorama sanitario español. Cada una de sus deficien-
cias y taras fueron tratadas: formación de los profesionales sanita-
rios, problemática hospitalaria, medidas de higiene y prevención
ante los brotes epidémicos, administración sanitaria. En el trata-
miento de cada una de estas materias existe cierto tinte de utopía,
una utopía tan típicamente ilustrada que les lleva a pensar que con
la solución de cada uno de estos problemas la situación cambiará.
Como bien señala José Luis Abellán olvidan que para la puesta en
práctica de todas sus medidas y proyectos hacían falta unos recursos
humanos y económicos que el propio Estado Ilustrado no poseía77.

Un elemento que está presente en todos los proyectos ilustrados
es el temor a las epidemias y sus consecuencias. La novedad que
aportan estos hombres del XVIII es una actitud preventiva. No se

75 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Pág. 38.
76 Conviene recordar en este sentido las palabras vertidas por Campomanes en su

Discurso sobre el fomento de la industria popular: «A todo padre le corresponde como
misión velar por el trabajo, educación y salud de sus hijos. No menos es un Rey para con sus
súbditos que debe cuidar y mantener todo aquello que haga referencia a la gloria y bienestar
de sus súbditos, que al fin y al cabo son la gloria y el bienestar del Reino». Pedro Rodríguez
de Campomanes: op. cit. Pág. III.

77 Cfr. José Luis Abellán: op. cit. Pág. 68.
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trata de solucionar las repercusiones de la enfermedad una vez que
esta se ha desarrollado, sino de crear y establecer los mecanismos
suficientes para que esta no aparezca, o si aparece, pueda ser ata-
jada con rapidez y eficacia. Ello explica que en la mayor parte de
estos proyectos se preste especial atención a la higiene pública y sus
correspondientes medidas para mantenerla.

De las repercusiones de estos proyectos es buen testigo la legisla-
ción que encontramos en materia sanitaria a lo largo del XVIII. En
mayor o menor medida, desde el Estado, se asumen buena parte de
las ideas esbozadas por nuestros ilustrados como veremos.

Delimitando la materia sanitaria que trataron, hemos seleccio-
nado cuatro proyectos que en gran medida guardan un notable
parecido con la legislación sanitaria emitida en la etapa ilustrada y
el proceso Constituyente gaditano, y que en consecuencia reflejan
las soluciones que una sociedad ofrece en un momento concreto a
unos problemas concretos.

Conviene por último que señalemos lo que podríamos llamar
gran virtud de los proyectos ilustrados. Todos ellos están realizados a
partir de un contacto permanente con la realidad sanitaria de la Es-
paña del XVIII. Son el resultado del análisis directo de un panorama
tan necesitado de reforma y soluciones. Ello explica el carácter mi-
nucioso con que son estudiados cada uno de los problemas tratados
a la par que la eficacia de las soluciones planteadas, eficacia que re-
side más en la racionalidad y contenido formal que en la novedad.

2.1. José Suñol y el primer tratado español
de administración sanitaria

Fue el primer español que accedió a Presidencia del Protomedi-
cato en su etapa borbónica. Cursó estudios en la Universidad de Za-
ragoza, su ciudad natal, donde se graduó de Doctor de Medicina. En
1712 fue nombrado médico de Cámara, en 1731 tercer Protomédico
de Castilla y por Real Decreto de 11 de agosto de 1746, primer mé-
dico del Rey y Reina a la vez que Presidente del Real Tribunal, em-
pleo que ejerció hasta el 7 de enero de 1760. Otros cargos que tam-
bién se encuentran en su haber son los de Consejero de Castilla,
Presidente de la Real Academia de Medicina de Madrid, de la Real
Sociedad Médica de Sevilla, y primer Director del Real Jardín Botá-
nico Madrileño78.

78 Los datos sobre José Suñol los hemos obtenido de:
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A parte de estas funciones burocráticas por las que es verdade-
ramente conocido, Suñol pasa por ser el primer médico español
autor de un tratado de administración sanitaria cuyo título es: «La
medicina llave de oro de la salud pública», publicado en Madrid en
1751. En opinión de Juan Riera, fue el primero en explotar la
importancia de los factores sociales en la génesis de la enferme-
dad79. Los destinatarios de su obra fueron los monarcas absolutistas
borbónicos, ya que toda ella está impregnada del espíritu del des-
potismo ilustrado80.

El primero de los seis volúmenes aborda la política demográfica.
La introducción del problema es seguida por consideraciones sobre
la reproducción, los matrimonios y el embarazo. Según Suñol, el
deber de los funcionarios públicos es la promoción de la nupciali-
dad81. Como parte de este programa propuso un impuesto especial
para los solteros («Cupido debía ser alentado por la ley»). Prestó
una especial atención al embarazo y al puerperio. Entre otras me-
didas propuso la formación de personal entrenado, el avisar a las
comadronas y una legislación que permitiese un razonable período
de reposo en cama durante el puerperio, lo cual liberaría a la madre
de cualquier trabajo fuera de casa, permitiéndole dedicar más tiem-
po al niño. En los casos necesarios, debía ser el Estado quien man-
tuviera a la madre durante seis semanas después del parto82.

El segundo volumen es un tratado de salud infantil y escolar,
Suñol aborda los problemas de salud en el período prenatal e infan-

• A. G. P., Expediente personal de José Suñol. Ca 1019/18.
• A. Chinchilla: Anales históricos de la Medicina General y biográfico-bibliográfico de la

Medicina española en particular. Valencia 1845. Tomo III. Págs. 361-362.
• A. Chinchilla: Biblioteca antigua y nueva de escritores aragoneses de tatabra. Zara-

goza 1884. Tomo V. Pág. 77.
• Pascual Iborra: «Memoria sobre la Institución del Real Protomedicato», en

Anales de la Real Academia de Mediana. Tomo VI. Madrid 1885. Págs. 508-509.
79 Cfr. Juan Riera: op. cit. Págs. 17-18.
80 Buena prueba de ello es la importancia dada a lo largo de toda la obra a la

legislación como arma fundamental de la política de Salud Pública: «Legislando sobre
la salud y la enfermedad, dictaminando las medidas legales oportunas la Mornarquía, el
panorama sanitario se transformarán Cfr. José Suñol: La Medicina llave de la Salud Públi-
ca. Vol. I. Madrid 1751. Pág. 19.

81 «Con el aumento de los matrimonios, aumenta la población, riqueza de todo Estado (...)
Corregidores, alcaldes, gobernadores deben favorecer el aumento de las parejas que se casen
proporcionando trabajos y medios económicos que los hagan posibles» Cfr. José Suñol: op. cit.
Pág. 87.

82 «En cuanto que los recién nacidos son la futura gloria de todo Reino, que menos que
atender a sus madres, cuando estas lo necesiten, bien con medios médicos, bien con medios
económicos» Cfr. José Suñol: op. cit. Pág. 93.
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til. Dentro del programa de Salud escolar, incluye la atención mé-
dica a los escolares, la inspección de las instituciones educativas, la
prevención de los accidentes infantiles, la salud mental, la ilumina-
ción, la ventilación y la calefacción de las escuelas.

En el tercer volumen José Suñol estudia la Bromatología y la
Dietética, los vestidos, el ocio y la vivienda, así como los problemas
de saneamiento ambiental y urbanístico. Resalta ante todo la acti-
tud adoptada por parte de este ilustrado en torno a la solución de
estos problemas:

«Es un deber de los municipios el cuidar de los hospitales, los
problemas de basuras, aguas residuales, abastecimiento de aguas
(...) Del buen cuidado de estos aspectos depende la salud de la
comunidad» 83.

Los volúmenes IV, V y VI tratan de problemas diversos relacio-
nados con la salud laboral y la prevención de accidentes. Suñol
creía que muchos de ellos se podían prevenir, por tanto las autori-
dades sanitarias debían elaborar un programa de actuaciones pre,-
ventivas que incidiese sobre los factores responsables de la siniéstra-
bilidad laboral.

Los tres últimos volúmenes estudian aspectos de la sanidad
militar, enfermedades venéreas, enfermedades transmisibles y epi-
démicas, estadísticas sanitarias, gerencia hospitalaria, etc. Así mismo
se dan normas para la realización de topografías médicas. El cuidado
de cada uno de estos aspectos es un deber y una obligación por
parte de los poderes públicos que deben velar por la atención de sus
subditos que son su riqueza84.

Como podemos observar, la obra de Suñol, aparte de presentar
una interesante descripción de los principales problemas sanitarios,
defiende la necesaria intervención directa del Estado en cada una de
las parcelas que componen este terreno de la Salud Pública. La inter-
vención queda justificada en términos de efectividad y capacidad:

«La enfermedad merma nuestro Reino, lo ha mermado en
épocas pasadas y lo seguirá mermando hasta que gobierno y gober-
nantes se decidan a dar solución a esta crítica y dura situación (...)

83 Cfr. José Suñol: op. cit. Pág. 194.
84 Siendo como eran las epidemias el principal azote de la población, un azote que

se agudizaba por la no existencia de mecanismos apropiados para su control, Suñol
piensa que el Estado es el único, con medios y capacidad, para afrontar este conjunto
de problemas. Cfr. José Suñol: op. cit. Págs. 319-323.
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Desde la niñez hasta la madurez, el hombre está afectado y en
peligro por mil enfermedades, el Estado como buen padre tiene que
protegerlo ya que tiene los recursos para ello»85.

Detrás de esta intervención del Estado y la planificación de la
administración sanitaria se esconde lo que podríamos denominar
como la visión ilustrada sobre la enfermedad, que ya no es un
castigo divino por los pecados de los hombres, sino como expresa
Suñol al principio de su obra «un peligro que atenta a la riqueza,
bienestar y seguridad de todo Reino»86.

2.2. José Rodríguez. Críticas y reformas en la formación
del Médico

No estuvo ausente en el pensamiento ilustrado del siglo XVIII la
crítica a quienes ejercían cometidos curadores; se denuncia en los
médicos lo inadecuado de su preparación teórica y se difunden
públicamente los vicios y lacras descubiertos en el cumplimiento de
sus obligaciones profesionales87.

Una de las críticas más profundas y acertadas respecto a la for-
mación del personal sanitario vino de la mano del sacerdote-médico
José Rodríguez con su obra «Nuevo aspecto de theología médico
moral» (Madrid 1742). Sitúa este ilustrado el origen del problema
en los deficientes conocimientos, nulos en la mayor parte de las
ocasiones, impartidos por las universidades:

85 Cfr. José Suñol: op. cit. Pág. 417.
86 Cfr. José Suñol: op. cit. Pág. 10.
87 Buena muestra de ello es el argumento que dio a numerosas piezas teatrales

el modo de ejecutar el profesional su cometido curador; recordaremos, para atesti-
guarlo, la comedia de Antonio Zamora, El hechizado por fuerza, los entremeses El
enfermo y la junta de médicos, de Francisco de Castro, y Los médicos de la moda, de José
Juan López de Castro. En la comedia La Mojigata, de Moratín, se nos ofrece esta
escenificación de una consulta médica: «Juntáronse tres doctores/ de los de más reveren-
cias/ que tienen atarugadas/ de difuntos las Iglesias/... Comenzaron a tratar/ de la dignidad
excelsa/ del arte, su antigüedad/ sus notorias preminencias/ y blasones, despreciando/ bisturí,
vendaje y tienta/ todo se volvió alusiones/ bramidos y citas griegas/ pero cuando se acordaron/
del enfermo, allí fue ella/ allí fue sacar retazos/ vengan al caso o no vengan/ de Hipócrates al
divino/ Villacosta, Algini, Heredia/ Antonini, Celso, Hacteol y una infinita Catelbal de homi-
cidas, que trataran/ de cólicas verdinegras/ darlos con el merenturiol el píldoro, las vértebras/
el tejido celular/ y la hemorrodial interna/ (...) En fin, viendo que el paciente/ no mejora con
más/ le recetaron la unción/ que era para el alma muy buena». Leandro Fernández de
Moratín: La Mojigata. Madrid, 1982. Acto 2°, escena 12a.
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«A los futuros médicos se les enseña de todo, menos el conoci-
miento del cuerpo humano y su tratamiento (...) Nociones de filo-
sofía, teología y oratoria ocupan el plan de estudios de unos futuros
facultativos que más tendrían que saber de anatomía, dolencias,
epidemias y sus remedios»88.

El problema de las Facultades de Medicina era auténticamente
grave, ya que la corrupción había llegado a límites como el que cier-
tas universidades menores, donde prácticamente no se leía medici-
na, otorgaban el título sin más. La Facultad de Valencia ya denuncia
este hecho en 1721, y todavía el Colegio de Médicos de Zaragoza
acudió al Consejo de Castilla solicitando no fueran admitidos a exa-
men ante el Protomedicato los bachilleres de Irache, Sto. Tomás de
Avila y Osuna, por el problema anteriormente mencionado89.

Los mecanismos de solución planteados por José Rodríguez son
de dos tipos:

1. La reforma en los planes de estudios de los médicos.
2. El control en el ejercicio de la profesión sanitaria.

En cuanto al primero, aboga por la necesidad de incorporar
materias como la Física, la Química, la Anatomía y la Patología, que
«no serán impartidas sólo de forma teórica, irán acompañadas de las
correspondientes clases prácticas en las que la teoría se aplique a la
realidad» 90. El obstáculo que a la enseñanza de estos conocimientos
podía presentar la no existencia de manuales lo soluciona con «la
creación de un establecimiento dedicado a las traducciones en
Madrid, que estudie y difunda las principales obras extranjeras
habidas en estas materias»91. Completa su pretendida reforma de
los planes de estudios médicos, la incorporación de las prácticas en
hospital. Se iniciarán estas prácticas en el primer curso de carrera,
poniendo en contacto directo al estudiante con la enfermedad. La
distribución que establece es la siguiente:

l.cr Curso: Prácticas con enfermos de fiebres y calenturas.
2.° Curso: Prácticas con niños y mujeres embarazadas.

88 José Rodríguez: Nuevo aspecto de la theología médico moral. Madrid 1742. Pág. 46.
89 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 46.
90 Cfr. José Rodríguez: op. cit. Pág. 98.
91 No sólo se encargaría este centro de las obras de medicina, también «de todas

aquellas obras que sean de interés para el bienestar y progreso de la ciencia en todos sus
campos» Cfr. José Rodríguez: op. cit. Pág. 112.
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3.er Curso: Prácticas con convalecientes de enfermedades quirúr-
gicas.

4.° Curso: Prácticas con enfermos contagiosos por enfermedades
de la piel y venéreas.

5.° Curso: Los estudiantes de último curso dirigirán las prácticas
de cursos inferiores92.

Con esta reforma pretende borrar el dogmatismo y escolasticis-
mo dominantes en estos estudios, que apartan a la medicina de la
realidad y acercar el saber médico a la práctica cotidiana.

Respecto al control en el ejercicio de la profesión sanitaria, José
Rodríguez cree que debe estar avalado no sólo por los estudios
realizados, sino también por la autoridad competente, en este caso
el Real Tribunal del Protomedicato. Para ello, todo médico que desee
ejercer su profesión, deberá ser sometido a un examen «en el que
demuestre que es capaz de atender cualquier tipo de enfermedad» 93.
El examen a que serán sometidos los futuros facultativos constará
de tres partes:

1. Examen oral de los conocimientos adquiridos.
2. Examen práctico de algún caso concreto.
3. Estancia, una vez superadas ambas partes, de dos meses en

un hospital, demostrando la valía.

Al establecer este control en el ejercicio de la profesión están
presentes en la obra de Rodríguez varios de los problemas más
importantes del panorama sanitario español: el intrusismo existente
en la profesión médica y la anarquía reinante en las distintas partes
del Reino a la hora de ejercer la medicina.

2.3. Santiago Ruiz de Luzuriaga y los remedios contra
las epidemias

El azote de los brotes epidémicos a la sociedad española del si-
glo XVIII puede considerarse como una constante a lo largo de toda
la centuria. Los mecanismos de control y solución ofrecidos por

92 Cfr. José Rodríguez: op. cit. Págs. 128-142.
93 Cfr. José Rodríguez: op. cit. Pág. 198.
94 Un buen estudio de los remedios ofrecidos por los poderes público y religioso,

a comienzos del XVIII, ante el nacimiento de un azote epidémico, lo encontramos en
la obra de A. Carreras Panchón: La peste en España. Madrid 1986. Págs. 36-49.
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parte del Estado, en la mayor parte de las ocasiones a través de las
corporaciones locales, son mínimos: control de los accesos comer-
ciales, establecimiento de algunas prohibiciones con respecto a los
productos provenientes de las zonas afectadas, adopción de algunas
medidas higiénicas como el riego de las calles, traslado de esterco-
leros y basureros a lugares alejados de las ciudades y, como no, el
clásico remedio espiritual de misas, rogativas y procesiones94.

Santiago Ruiz de Luzuriaga, médico de la Sociedad de Amigos
del País Vascongado, ofrece en su obra «La lucha contra la enfer-
medad y la muerte», publicada en Bilbao en 1782, un extenso
programa sobre como atajar estos brotes.

La primera parte de la obra constituye una auténtica crítica a las
soluciones hasta ahora adoptadas, crítica por la pobreza de las mis-
mas y por el marcado tinte de superstición que las caracteriza:

«Con el establecimiento de embargos comerciales, cordones sa-
nitarios y piquetes en el tránsito de los productos, lo único que
estamos consiguiendo es la ruina de nuestra economía (...) Con
rogativas, plegarias y letanías se podrá salvar un alma pero no el
cuerpo (...) a la enfermedad hay que atacarla preveyéndola, con los
medios que ofrece la ciencia»95.

Como se pone de manifiesto al final de la cita, la crítica a los
medios tradicionales anti-epidémicos lleva aparejada una nueva
actitud ante la enfermedad. No se trata de enfrentarse a ella una vez
declarado el brote, hay que estar prevenido con las correspondien-
tes medidas y mecanismos para que la enfermedad no aparezca, y
si lo hace, que sea tratada con la suficiente rapidez para que no se
expanda. Así refleja esta nueva actitud preventiva que es la que
deben adoptar los poderes públicos:

«Ante la enfermedad. Reyes, gobernadores, corregidores y al-
caldes deben estar preparados, igual que lo están ante las posibles
guerras (...) ¿qué es al fin y al cabo la epidemia?, una guerra que
destruye personas, campos y casas (...) Si se quieren vencer todas
estas batallas habrá que crear los medios de defensa apropiados,
para que actúen y luchen cuando llegue su hora»96.

Antes de analizar los terrenos que deberán abordar las medidas
de carácter preventivo, terrenos que van desde la construcción de

95 Cfr. Santiago Ruiz de Luzuriaga: La lucha contra la enfermedad y la muerte. Bilbao,
1782. Pág. 28.

96 Santiago Ruiz de Luzuriaga: op. cit. Pág. 94.
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edificios a la atención de enfermos epidémicos, pasando por la ins-
pección y control de alimentos y el cuidado higiénico de las ciuda-
des, conviene detenerse en lo que constituye la gran aportación de
Luzuriaga. Nos estamos refiriendo a la atribución de todo lo referen-
te a la Salud Pública, como función administrativa, a los ayunta-
mientos, en cuanto que son los únicos, en función de su proximi-
dad al problema, capaces de organizar la lucha contra las sucesivas
epidemias:

«Los Ayuntamientos son los únicos capaces de cuidar la limpie-
za de las ciudades, velar por sus hospitales, inspeccionar la higiene
de los alimentos, dar curso a las aguas estancadas e insalubres (...)
al estar en contacto con la realidad diaria podrán dictar las me-
didas oportunas ante los posibles brotes de epidemias y su preven-
ción»97 .

Con ello, se sitúa Luzuriaga en un claro antecedente de lo plan-
teado en esta materia por parte de las Cortes gaditanas98.

Como decíamos con anterioridad, los mecanismos de control y
prevención diseñados por Luzuriaga abarcan varios campos: la edi-
ficación y construcción de edificios con repercusión en la Salud
Pública, las condiciones higiénicas de las ciudades, la inspección y
control de alimentos y la atención de enfermos epidémicos. Todas
ellas son materias que habían sido tratadas o, en un futuro no muy
lejano lo serán, por parte de la legislación sanitaria ilustrada.

En el campo de la edificación y construcción de edificios, propo-
ne que todos aquellos que puedan tener repercusiones en la Salud
Pública sean trasladados a las afueras de las ciudades, «de esta ma-
nera se evitará que sean focos de peligrosidad y mortandad». Al
mismo tiempo establece una amplia normativa respecto al cuidado

97 Santiago Ruiz de Luzuriaga: op. cit. Pág. 114.
98 El artículo 321 de la Constitución de 1812 en su párrafo primero encomienda

a los Ayuntamientos las funciones de policía de comodidad y salubridad. El conte-
nido de estas funciones quedan desarrolladas, fundamentalmente, en la Instrucción
para el gobierno económico-político de las Provincias de 13 de junio de 1813, cuyo
artículo primero guarda un notable parecido en lo planteado por Luzuriaga: «Estando
a cargo de los Ayuntamientos de ¡os pueblos la policía de salubridad y comodidad, deberán
cuidar de la limpieza de las calles, mercado y plazas públicas y la de los hospitales, cárceles y
casas de caridad y beneficencia; velar por el cuidado de los alimentos; cuidar de que en cada
pueblo haya un cementerio bien situado: cuidar de la desecación o bien dar curso a las aguas
estancadas o insalubres, y por último, remover todo lo que en el pueblo o en los términos
próximos pueda alterar la salud pública o la de los ganados». Diario de Sesiones. Vol. V1I1.
Pág. 5391.

462



MANUEL HERRERA GÓMEZ

de los mismos". En cuanto a las condiciones higiénicas de las ciu-
dades, plantea la creación de un «cuerpo local de limpieza» que
tenga como cometidos el riego de las calles, la recogida de basuras
y escombros y el perfecto estado de los estercoleros y basureros de
la localidad. Dicho cuerpo de limpieza actuaría diariamente «esta-
bleciendo sus dependencias en lugares próximos a los Ayuntamien-
tos» l00. Por lo que respecta a la inspección y control de alimentos,
Luzuriaga lo concreta estableciendo una visita diaria por parte del
médico de cada localidad a lonjas y mercados, retirándose de la
venta aquellos productos que no ofrezcan las condiciones higiénicas
y de calidad necesarias101. Por último, para los enfermos epidémicos
proyecta la creación de «centros de salud aislados» donde sólo ten-
gan cabida los que se encuentran contagiados por algún brote, «tan-
to para su mejor tratamiento como para evitar posibles contagios» I02.

En síntesis, Luzuriaga elabora un programa de prevención e
higiene, cuya responsabilidad y atención recae en las corporaciones
locales. Se trata en gran medida de un antecedente, no sólo ya de
las medidas adoptadas en la época ilustrada, sino también de lo
planteado y esbozado por las Cortes gaditanas. Detrás de toda la
obra se esconde el gran motor de la legislación sanitaria que encon-
tramos en el siglo XVIII y primer tercio del siglo XIX: el temor a los
brotes epidémicos.

2.4. Francisco Suárez de Rivera y la idea del Hospital
General

En función del panorama que ofrecían los hospitales españoles
del siglo XVIII y movidos por una actitud claramente poblacionista
en la que la enfermedad constituía un serio obstáculo al aumento
de la población, los ilustrados españoles también abordaron en sus
proyectos de reforma y cambio la problemática hospitalaria.

99 Por edificios que puedan atentar a la Salud Pública, Luzuriaga incluye teatros,
hospitales, hospicios, mataderos, algunas fábricas, depósitos de alimentos. Sin entrar
en la normativa específica de cada edificio, las características comunes que deberían
reunir son las siguientes: buena ventilación, proximidad de manantiales de agua,
limpieza diaria de sus dependencias y cercado de los territorios adyacentes para
evitar la entrada de intrusos. Cfr. Santiago Ruiz Luzuriaga: op. cit. Págs. 95-98.

100 «Este cuerpo de limpieza estará controlado por las autoridades locales que lo dotarán
de medios y equipamiento: carros, mulas, escobones y mangueras». Cfr. Santiago Ruiz de
Luzuriaga: op. cit. Pág. 112.

101 Cfr. Santiago Ruiz de Luzuriaga: op. cit. Págs. 122-123.
102 Cfr. Santiago Ruiz de Luzuriaga: op. cit. Pág. 136.
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De todos los proyectos presentados —más adelante haremos
mención a las reformas planteadas por Olavide, Masdevall y Campo-
manes— uno de los más significativos es el realizado por Francisco
Suárez de Rivera médico de Cámara de Fernando VI que en 1751
publicó su obra «Tratado y revisiones de los Hospitales españoles» l03.
Aparte del análisis profundo que se realiza sobre el panorama hospi-
talario español, destaca en esta obra, de mitad de la centuria, el es-
bozo de un conjunto de medidas que de forma sucesiva irán adop-
tando los poderes públicos en el tránsito del siglo XVIII al XIX:
planificación de una red de hospitales generales en las principales
localidades, desamortización de bienes pertenecientes a instituciones
hospitalarias eclesiásticas o privadas, buena dotación de medios hu-
manos y materiales a los distintos hospitales y establecimiento de una
normativa en torno al funcionamiento interno de estas instituciones.

Para comprender el proyecto hospitalario presentado por Suárez
de Rivera hay que tomar como punto de partida la idea que dicho
autor posee sobre lo que debe ser un hospital:

«El hospital tiene que ser la segunda casa para aquellos que
por problemas de salud atraviesan una enfermedad (...) El Rey,
padre de todos sus subditos, tiene que hacerse cargo de ellos, pues
son sus hijos más necesitados (...) Tiene que ser una casa grande,
de amplias dependencias, donde estén perfectamente distribuidos y
atendidos todos los que padecen algún mal, habrá por tanto salas
para tísicos, con calenturas, fiebres, roturas de huesos, problemas
de estómago (...) Para el mejor tratamiento de estos enfermos, la
casa deberá estar situada a las afueras de las localidades tanto por
espacio, higiene, como tranquilidad; al mismo tiempo habrá el
correspondiente personal facultativo que trate con profundidad
cada uno de estos males (...) Hay que poner fin a la dispersión de
casas y hospitales a que hoy asistimos, habiendo uno grande y bien
dotado en cada gran localidad se ofrece una mejor asistencia al
enfermo» 104.

Suárez de Rivera defiende la idea del gran hospital general,
regentado por los poderes públicos y ubicado en los principales
núcleos de población. Es en este sentido, totalmente contrario al

103 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 180, y Pascual Iborra: op. cit. Págs. 214-
215.

104 Francisco Suárez de Rivera: Tratado y Revisión de los hospitales españoles. Madrid
1751. Págs. 14-15.
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panorama hospitalario que presenta España: abundancia de centros
pequeños, mal dotados y de reducidas dimensiones, controlados y
dirigidos por eclesiásticos o privados. Ubicado en una postura «pa-
ternalista», típicamente ilustrada, que presenta a la enfermedad
como un mal que atenta a la riqueza del propio Estado, defiende el
control y gobierno de los poderes públicos sobre estas instituciones.

Para llevar a cabo su proyecto, esta idea de gran hospital gene-
ral, establece como necesarias las siguientes reformas:

1. Agrupamiento y concentración de los hospitales de reduci-
das dimensiones y escaso número de pacientes en un gran
hospital.

2. Sometimiento de todos los hospitales a control real, estable-
ciendo para ello como medida necesaria la desamortización
de bienes y patrimonios.

3. Publicación de una normativa general para todos los hospi-
tales, que trate aspectos tales como: la dotación de perso-
nal, la asistencia a enfermos y las medidas higiénicas nece-
sarias para el perfecto funcionamiento interno105.

El agrupamiento y concentración de hospitales, una medida que
se venía adoptando por parte de la Corona a lo largo de la Edad
Moderna como posteriormente veremos, es presentada por Suárez
de Rivera como la solución al caos hospitalario que reina en esos
momentos106. Aboga en este sentido por la integración de todos los
hospitales que están presentes en una localidad, hospitales en la
mayor parte de las ocasiones mal dotados y sin enfermos, en un
único hospital «que agrupe recursos y enfermos».

Para la viabilidad de esta medida, postula como solución la
desamortización de bienes pertenecientes a tales instituciones107.
Otras motivaciones, también típicas del pensamiento ilustrado, que

105 «Con la reunión de hospitales y casas de curar, siendo la Corona quien se encargue de
su gobierno y administración dotándolas de una buena higiene y el conveniente personal,
tendremos los hospitales convenientes para atender a nuestros enfermos y afrontar la enferme-
dad» Cfr. Francisco Suárez Rivera: op. cit. Págs. 38-39.

106 «Del agrupamiento de hospitales, de la reunión de tanto establecimiento sin gobierno,
higiene y dotación, dependen muchas cosas grandes (..) Entre ellas el poner fin al desorden y
anarquía con que tratamos a la enfermedad» Francisco Suárez de Rivera: op. cit. Pág. 88.

107 «Todo agrupamiento debe ir acompañado también del agrupamiento de bienes (...) Este
se hace más difícil cuando los hospitales son de la Iglesia o de algún noble; en beneficio del bien
común y del tratamiento de la enfermedad, véndase estos bienes y con su caudal se sostenga
nuestros hospitales (...) Asi conseguiremos agrupar en un sólo hospital todos los recursos que
estos necesitan». Francisco Suárez de Rivera: op. cit. Pág. 94.
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están presentes en la obra de Suárez de Rivera al plantear la des-
amortización son:

1. La idea de que la Sanidad y todo lo referente al tratamiento
de enfermos es una materia de competencia estatal, en
cuanto que repercute al propio bienestar y grandeza del
estado108.

2. Su propia idea del Estado, que tiene que intervenir y con-
trolar todo asunto referente a la vida social, política y eco-

Si con el agrupamiento y la desamortización están sentadas las
bases para la formación del gran hospital general, no escapa al
pensamiento de Suárez de Rivera la idea de que este gran hospital
«debe estar regentado por una legislación y normas que abarquen
médicos, tratamiento a enfermos y la higiene».

Sobre estos últimos aspectos, Suárez de Rivera piensa que desde
el poder central se tiene que elaborar una amplia normativa que se
aplique y adapte a cada institución. En el campo de la dotación
médica establece que por cada veinticinco enfermos tiene que haber
un médico por oposición que los visite diariamente «para diagnos-
ticar de acuerdo con la evolución de la enfermedad». Una de las
grandes preocupaciones que se esconde detrás de esta medida es la
desidia y dejadez con que son tratados muchos de los pacientes 110.
Sobre la asistencia a enfermos presta especial atención a la alimen-
tación, higiene de ropas y número de enfermos por habitación que
«para su buen tratamiento no debe superar los veinte»111. En cuan-

108 « Un hijo siempre es cuidado por sus padres, un enfermo debe ser cuidado por su Padre
el Rey. No quiero menospreciar el valor de la Iglesia y sus religiosos han hecho en el campo
de ¡a enfermedad, pero corresponde al Estado su tratamiento y la administración, gobierno y
posesión de los bienes para hacerlo. Estamos ante una materia, la enfermedad y su cuidado,
que deja sentir sus lacras en el vivir cotidiano de cada día. Es por ello que quien gobierna debe
regentarla». Francisco Suárez de Rivera: op. cit. Págs. 106-107.

109 «Toda paz, toda grandeza, toda gloria de un Reino depende del cuidado que su Rey y
sus ministros prestan a todos y cada uno de los campos que componen la vida del Reino y de
sus subditos-». Francisco Suárez de Rivera: op. cit. Págs. 326-327.

110 «Si nuestros enfermos se mueren es en muchas ocasiones por que no hay nadie que los
trate, cuide y cure (...) Faltan en cada hospital el número suficiente de médicos para poner fin
a tanta dejadez (...) Sería conveniente que no se abriera ningún hospital hasta que no hubiera
un médico por veinticinco pacientes». Francisco Suárez de Rivera: op. cit. Pág. 314.

111 «Bien alimentados en carne, pescado y frutas, bien lavadas ropas y blusas y no habien-
do en cada dependencia más de veinte enfermos se los podrá tratar como se debe». Francisco
Sánchez de Rivera: op. cit. Pág. 352.
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to a la higiene establece que en cada hospital se contemplen los
siguientes aspectos:

1. Localización: alejado de los núcleos de población.
2. Limpieza: que será a diario en cada dependencia.
3. Ventilación: estableciendo amplios ventanales y puertas.
4. Distribución interna: Separación adecuada de los enfermos

por edad y enfermedad.
5. Distribución material: cada enfermo tendrá su propia cama,

juego de sábanas y mantas, escudillas y camisón.

En síntesis, podemos decir que Suárez de Rivera soñaba con una
España poblada de amplios hospitales generales regentados por el
Estado y perfectamente dotados tanto en personal como en medidas
higiénicas. Como bien señala al principio de su obra: «Movido por
la gloria del Reino, gloria que descansa en la abundancia de su
población», pretendía dar un poco de orden al desordenado pano-
rama hospitalario español112.

3. EL ESTADO ILUSTRADO Y LA SANIDAD

Elementos tales como el desarrollo por parte de la dinastía Bor-
bónica de una nueva política centralista y unificadora, tendente a
desarrollarse e intervenir en todas las facetas de la vida social, po-
lítica y económica, y la presencia de la convicción poblacionista
ilustrada, que parte de considerar que un Estado próspero es aquel
que cuenta con abundante población, pero de personas útiles y
laboriosas, convirtieron a la Sanidad en uno de los objetivos al cual
le fueron aplicadas importantes reformas para su mejor funciona-
miento.

Efectivamente, el estado que presentaba la sanidad a comienzos
de la centuria era tan precario que constituía un terreno abonado
para las reformas borbónicas. La Medicina, aferrada a modelos
medievales perpetuados a través de las enseñanzas impartidas por
las decadentes universidades escolásticas, se mantenía totalmente
impermeable a cualquier aire renovador, su modernización era
imprescindible"3. El Real Tribunal del Protomedicato, institución
fundada en el siglo XV y que en principio debía controlar cualquier

112 Cfr. Francisco Suárez de Rivera: op. cit. Pág. 12.
113 Cfr. Pedro Laín Entralgo: op. cit. Págs. 35-50.
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tema de carácter médico o higiénico, difícilmente pudo llevar a la
práctica las misiones que le fueron encomendadas114. La presencia
constante de las enfermedades epidémicas obligó a la adopción de
medidas sanitarias, pero medidas que se caracterizaban por ser ines-
tables, empezando de nuevo ante cada cometida, al depender de
muy variadas autoridades, en especial de la eclesiástica. Corona,
Consejos, Protomedicato, Ayuntamientos... tomaron las correspon-
dientes diligencias en materia sanitaria, teniendo que contar de
forma evidente con la riqueza personal y organización eclesiales115:
Por último nos encontramos con un panorama hospitalario total-
mente aterrador: profusión de centros mal dotados, la mayor parte
bajo control eclesiástico y con escasas prerrogativas para los técni-
cos, que difícilmente pueden hacer frente y cubrir las necesidades
que la sociedad española presenta en esos momentos116.

Tales eran las características de la atención sanitaria a comienzos
del siglo XVIII. Los Borbones abrieron varias vías de mejora:

• La Reforma del Real Tribunal del Protomedicato, institución
a la que sería encomendada la restructuración y unificación
de la Sanidad. Fiel cumplidor de la voluntad real va a ir
proyectando su poder desde Castilla a lo largo de la geografía
española en detrimento de Gremios, Cofradías y Colegios
profesionales, bajo cuyas normas y con escaso o nulo control
estatal se había ejercido esta actividad. Esta pretendida res-
tructuración y unificación de la sanidad española hubo nece-
sariamente de pasar por la derogación de los distintos Fueros
a través de los cuales gran número de reinos y provincias se
regían y por la adopción de la legislación castellana para todo.

• La creación de organismos centrales, provinciales y locales
que pudieran controlar el peligro de la enfermedad y la pro-
mulgación de una legislación encaminada a la prevención
frente a los brotes epidémicos. Los organismos creados fueron
las Junta Suprema de Sanidad, sus delegadas provinciales y
locales y los llamados inspectores de epidemias. Se trata, en
principio, de instituciones que surgen como consecuencia de

114 Un buen recorrido por el Real Tribunal del Protomedicato a lo largo de la Edad
Moderna lo encontramos en la obra de Henry Kamen: Una sociedad conflictiva: España.
1469-1714. Madrid 1984. Págs. 96-98. Como principales obstáculos se señalan la
corrupción, la ausencia de auténticos mecanismos jurídicos y policiales y sus propias
dimensiones, muy reducidas, incluso en el marco de las instituciones estatales.

115 Cfr. Manuel Selles y José Luis Peset: op. cit. Pág. 47.
116 Cfr. María del Carmen Calleja Folguera: op. cit. Págs. 13-14.
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un brote epidémico, pero que a lo largo de toda la centuria
se van consolidando y adquiriendo un carácter estable. Junto
al nacimiento de estas instituciones nos aparece una abun-
dante legislación en materia de prevención sanitaria que abar-
ca los más diversos temas: el cuidado higiénico del entorno
urbano, el control de los establecimientos manufactureros e
industriales, la inspección de alimentos y una normativa en
la construcción de edificios públicos relacionados con la sa-
lud.

• La Modernización de la educación médica a través de la in-
corporación de nuevos saberes —Anatomía, Física, Química y
Patología, entre otros— y de la enseñanza clínica en la forma-
ción médica. La intervención estatal se desarrolló en tres
campos: las facultades de medicina, las clases en los hospitales
clínicos y los colegios de cirugía.

• Otro terreno interesante de la intervención estatal en materia
sanitaria está constituido por la planificación de nuevos hos-
pitales y la remodelación de los antiguos. Asistimos a una
reducción progresiva del número de centros hospitalarios y la
creación de nuevas instalaciones más amplias y mejor dota-
das. Este proceso viene acompañado de la disminución del
control de tipo eclesiástico y la mayor participación del Esta-
do en el gobierno de estas instituciones. Disminución y agru-
pamiento, control y racionalización serán los ejes de la polí-
tica hospitalaria ilustrada.

Como podemos ver, sustanciales cambios se pretendían realizar
para que la sanidad española pudiera tener capacidad para atender
la salud pública con eficacia. A pesar de ello, en ningún momento
existió un programa nacional de sanidad o código sanitario que
abarcase cada uno de estos temas. Su tratamiento por parte del
Estado ilustrado, se limitó, a la promulgación de sucesivos Decretos,
Cédulas, Provisiones y Ordenes, muchos de los cuales recogían lo
dado por lo anteriores. Si bien la abundante legislación es un sín-
toma de la preocupación estatal, también manifiesta la ineficacia y
no aplicación de muchas de las medidas legisladas. El gran obstáculo
a todas ellas, como señala Domínguez Ortiz, será la existencia de
una obsoleta e ineficaz estructura sanitaria aferrada a una tradición
y basada en privilegios y prerrogativas117.

117 Cfr. Domínguez Ortiz: op. cit. Pág. 186.
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3.1. Centralización y uniformidad en la formación
y en el ejercicio profesional sanitario: las reformas
del Real Tribunal del Protomedicato

El desarrollo del proyecto ilustrado de reforma sanitaria necesitó
de una previa centralización y uniformidad de la formación y del
ejercicio profesional sanitario, centralización y uniformidad que se
llevaron a cabo a través del Real Tribunal del Protomedicato. Este
proceso fue paralelo a la pérdida progresiva de privilegios y prerro-
gativas por parte de los Gremios y Colegios profesionales, dando
lugar a que el modelo gremial de administración sanitaria, vigente
cuando comienza el siglo XVIII, se trocará en un modelo centrali-
zado y uniforme.

El nuevo panorama de administración sanitaria quedaría confi-
gurado en la segunda mitad del siglo XVIII con el Real Tribunal del
Protomedicato de Castilla, el Trotomedicato de Navarra, indepen-
diente, los Protomedicatos de Aragón y Cataluña, integrados en el
de Castilla pero con fueros propios, las subdelegaciones valenciana
y gallega, con instrucciones propias de gobierno, y varias subdele-
gaciones repartidas por la geografía española, sin instrucciones pro-
pias de gobierno. Hasta llegar a este modelo centralizado y uniforme
en la formación y en el ejercicio profesional sanitario, podemos
distinguir tres etapas claramente diferenciadas en la intervención
estatal:

• 1.a Etapa (1701-1759). Correspondiente a los reinados de Fe-
lipe V y Fernando VI. Se sientan las bases para que el Real
Tribunal del Protomedicato sé convierta en un instrumento
de racionalización de la infraestructura sanitaria.

• 2.a Etapa (1759-1780). Asistimos a la culminación del modelo
centralizado de administración sanitaria con las reformas efec-
tuadas en el Tribunal por Carlos III.

• 3.a Etapa (1780-1800). Nueva planta para el Protomedicato:
la Real Cédula de 13 de abril de 1780.

3.1.1. Hacia la centralización como nueva forma
de administración sanitaria (1701-1759)

Mediante los Decretos de Nueva Planta, la dinastía borbónica
imponía la organización castellana en Valencia (1707), Aragón
(1711), Mallorca (1715) y Cataluña (1716), perdiendo las tres pri-
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meras su carácter de Reino y el último de Principado, derogándose
a la vez sus respectivos regímenes forales y, por lo tanto, sucum-
biendo el autogobierno. Ahora serían las Audiencias, al frente de las
cuales se encontraba un capitán general, las que ostentarían el
máximo poder gubernativo118.

En el campo restringido de la sanidad, fue el Real Tribunal del
Protomedicato el instrumento de racionalización de la infraestructu-
ra sanitaria, de tal manera que esta institución adquiriría durante el
siglo de la Ilustración su mayor protagonismo. De ella emanarían las
primeras disposiciones encaminadas al aumento del control estatal
sobre el ejercicio de la actividad sanitaria y al debilitamiento del
modelo gremial de organización hasta ahora vigente.

3.1.1.1. El Real Tribunal del Protomedicato: un instrumento
de racionalización de la infraestructura sanitaria

La elección del Protomedicato por los Borbones, no fue arbitra-
ria, sino que respondió a una estrategia bien definida. Felipe V
heredaba este Tribunal y con él, la amplia gama de competencias
que en el campo de la gestión sanitaria había logrado acumular
desde sus orígenes en el siglo XV. Esta circunstancia, unida a la
peculiar característica del Protomedicato (estricta jerarquización in-
terna, extenso campo de actuación y perfecta introducción en el
campo de la sanidad), facilitaban ampliamente la aplicación de la
política ilustrada sin proceder a cambios radicales.

En un principio había que hacer de esta institución un fiel alia-
do del reformismo borbónico, para lo cual Felipe V introdujo en ella
a sus más allegados seguidores, mudando de los cargos de la Presi-
dencia a los sanitarios españoles y sustituyéndolos por los extranje-
ros venidos a España para el servicio de los Borbones119.

118 Quedaron fuera de este sistema las tres provincias vascas, que conservaron
tanto sus organismos como sus leyes forales, y Navarra que permaneció bajo el rango
de Virreinato y en plenitud de sus fueros. Cfr. Antonio Domínguez Ortiz: Sociedad y
Estado en el S. XVIII español. Barcelona 1986. Págs. 35-50.

119 De tal manera que durante el reinado de Felipe V (1701-1746), todos los
presidentes, Honorato Michelet, Claudio Burlet, Juan Higgins y José Cerví, fueron de
origen francés, irlandés e italiano, mientras que con Fernando VI, el Presidente ya
fue español, José Suñol. Una breve, pero completa biografía de cada uno de ellos nos
aparece en la obra de Ma del Carmen Calleja Folguera: La reforma sanitaria de la
España Ilustrada. Madrid 1988. Págs. 25-29. Con anterioridad habían sido estudiados
estos personajes por Juan Riera en: «Médicos y Cirujanos extranjeros en la España
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Prueba indudable del protagonismo que paulatinamente adqui-
riría el Tribunal del Protomedicato en el campo de la gestión de la
actividad sanitaria, fue el elevado número de reformas internas que
sufriría esta institución, máxime si comparamos el período que nos
ocupa con la escasa movilidad que había tenido a lo largo de su
historia. Su plantilla, que desde la Pragmática de 1593120 había
permanecido inalterada, por la Real Cédula de 11 de septiembre de
1740, se aumentaba con la figura del Vicepresidente o Gobernador,
si bien este no se cubriría hasta 1746121.

El 9 de enero de 1749 y por Real Decreto, S. M. crea una nueva
figura, el Consultor o Celador, que aumentaría de nuevo la plantilla
del Tribunal:

«(...) Deseando que las Facultades concedidas por las leyes del
Reino al Tribunal del Protomedicato (...) he venido en declararme
como protector del referido Tribunal; y en consecuencia nombro al
Marqués de (...) Ministro de mi Consejo y Cámara para que cuide
y cele de que las enunciadas facultades, Leyes del Reino y decretos
tengan la debida observancia y mando que el asesor del Tribunal
confiera con las dependencias que ocurriesen» 122.

Por Real Cédula de 1752 123 la plantilla del Tribunal sufre un
nuevo incremento al crearse la figura de sustituto asesor (también
denominado promotor fiscal). A la vez se establece que habrían de
existir dos examinadores cirujanos y dos examinadores boticarios,
nombrados a propuesta del Tribunal de entre seis cirujanos de fa-
milia y seis maestros boticarios acreditados respectivamente.

Todas estas disposiciones, ponen de manifiesto el proceso de
restructuración interna sufrida por el Tribunal del Protomedicato,
restructuración encaminada a convertirlo en el instrumento apro-
piado para la racionalización de la infraestructura sanitaria.

del siglo XVIII» en Cuadernos de Historia de la Medicina española. Vol. XIV. Madrid 1975.
Págs. 87-104.

120 Cfr. Novísima Recopilación. Libro V11I. Título X. Ley VI.
121 Cfr. Minuta de los salarios de los Ministros del Tribunal del Real Protomedicato

con arreglo a la Real Cédula de S.M. de 11 de septiembre de 1740. A. G. P. Sec.
Carlos III. Leg. 3843.

122 Novísima Recopilación. Lib. VIII. Título X. Ley XI.
123 Cfr. Minuta de los... op. cit. A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.
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3.1.1.2. Aumento del control estatal sobre el ejercicio de la actividad
sanitaria. Primeras medidas adoptadas por el Tribunal

Uno de los problemas más acuciantes para la sociedad española,
heredado de la precedente centuria, fue el incontrolado ejercicio de
la actividad sanitaria. Constituye éste una consecuencia directa y un
fiel reflejo del grado de decadencia del arte de curar, cuyos niveles
llegaron a ser alarmantes pues, la ignorancia de la población espa-
ñola, dominada por las supersticiones y las tradiciones populares,
ofreció el mejor caldo de cultivo para la proliferación de charlatanes
y curanderos, que actuaron casi con absoluta impunidad, debido a
la ausencia de mecanismos aceptables de control124.

Por ello, no fue poca la atención dedicada a este asunto por
parte del Tribunal Castellano, cuya consigna de actuación sería la de
aumentar el control estatal sobre la administración sanitaria, consi-
guiendo a la vez el debilitamiento del modelo gremial.

En 1710 era dictada una interesante Instrucción especificativa de
las condiciones necesarias para la expedición de títulos125. Según ésta:

1. Los expedidos en nombre del Presidente del Protomedicato,
no solamente habrían de recoger los,datos personales del
pretendiente, sino también se detendrían en informar so-
meramente dé las características físicas más relevantes del
mismo (estatura, complexión, pelo, posibles cicatrices...).

2. La entrega del título, después de la superación del examen
teórico-práctíco ante el Tribunal, se realizaría previa pre-
sentación de la documentación que acredite haber finaliza-
do la práctica prescrita por las leyes (cinco años los ciruja-
nos, cuatro los boticarios y dos los médicos) y de la
certificación de ser cristiano viejo y la fe en el bautismo,
papeles todos ellos gestionados ante la justicia ordinaria y
comprobados ante escribano y notario.

3. Los derechos a pagar por la obtención del mismo al arca del
Protomedicato serían de 20 pesos y dos reales de plata los
médicos, 27 pesos y cuatro reales de plata los cirujanos y
diecinueve pesos y cuatro reales de plata los boticarios.

4. Para aquellos que ejercieran sin título, se establecerían
penas pecuniarias de 100 ducados de vellón a pagar al arca
del citado Tribunal.

124 Cfr. Manuel Sellés, José Luis Peset y Antonio Lafuente: op. cit. Págs. 46-47.
125 Cfr. Pascual Iborra: op. cit. Págs. 219-220.
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El 17 de junio de 1728 se dictaba una Real Provisión prohibien-
do el ejercicio de la Medicina a todo aquel que no tuviera licencia
del Protomedicato126, y en 1731 se daba una segunda Instrucción
que especificaba los papeles que tendrían que presentar los preten-
dientes a examen en el Real Tribunal, Instrucción mucho más
meticulosa que la anterior de 1710127.

El 2 de octubre de 1736 salía una nueva Real Provisión reitera-
tiva de la de junio de 1728128 y, por fin, en 1737, a través de la Real
Cédula fechada en Aranjuez a 16 de mayo129, se hizo un nuevo y
serio intento de cortar el intrusismo, dando mayores prerrogativas
al Tribunal, el cual sería contemplado como el único con jurisdic-
ción privativa en lo tocante a exámenes y aprobación de los requi-
sitos necesarios en médicos, cirujanos y boticarios, así como en los
delitos de aquellos que sin título se entrometieran en curar o rece-
tar, todo ello sin posibilidad de apelación ni recurso ante el Consejo
y solamente ante el propio Tribunal. Estas medidas serían comple-
tadas con las contenidas en la Real Cédula de 21 de noviembre de
1737130, que establecía penas pecuniarias y de presidio a los trans-
gresores de la ley, penas que, notablemente más severas que todas
las anteriores, se harían incluso extensivas a las justicias que admi-
tieran, en el territorio controlado bajo su jurisdicción, el ejercicio
incontrolado de la actividad sanitaria por parte de individuos caren-
tes de la pertinente licencia expedida por el Protomedicato.

Sin embargo, todas las iniciativas que acabamos de reseñar ca-
recieron de efectividad. El motivo no es otro que la situación, cier-
tamente paradójica, por la cual el Protomedicato, a pesar de tener
bajo su autoridad a los sanitarios de toda la antigua Corona de
Castilla, solamente podía ejercer su jurisdicción en la Corte y a
cinco leguas a su alrededor, fuera de este radio de acción, tenía que
solicitar permiso del Consejo y obtener del mismo las correspon-
dientes provisiones auxiliadoras. Ante estas circunstancias era cier-
tamente fácil eludir la acción controladora del Tribunal.

Se trató con poca fortuna de evitar una verdadera plaga como
era el intrusismo, sin plantear detenidamente las causas que lo
propiciaban y, por tanto, hasta bien entrado el siglo y por Real
Decreto de 1741, en que se modificó la situación del Tribunal, todas

126 A. H. N. Sec. Consejo. Leg. 1477, n° 171. Ha sido recopilado por N. Moreno
Garbayo: Colección de Reales Cédulas del Archivo Histórico Nacional. Catálogo. Madrid
1977.

127 Cfr. Pascual Iborra: op. cit. Págs. 219-220.
128 Ibidem.
129 Cfr. Novísima Recopilación. Lib. VIII. Título X. Ley IX.
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las medidas tomadas fueron absolutamente incapaces de subsanar el
problema.

Efectivamente, el Real Decreto de 19 de abril de 1741131, publi-
cado por el Consejo el 2 de mayo del mismo año, trataría de dar el
espaldarazo definitivo mediante:

1. La concesión de licencia al Tribunal del Protomedicato para
delegar su jurisdicción en los médicos que tuviera por más
dotados en las localidades que le pareciese conveniente, los
cuales tendrían las mismas atribuciones que el Tribunal
castellano en cuestión de exámenes, y podrían actuar las
causas ante escribano, hasta ponerlas en estado de senten-
cias y remitirlas al Protomedicato para su última determi-
nación.

2. La ampliación de su ámbito de jurisdicción por medio de
subdelegados. Estos puestos recayeron en los Oidores de las
respectivas Reales Audiencias, y como es de suponer, al no
ser médicos sino juristas, su misión no fue ni la examina-
toria ni la expedición de títulos, sino que simplemente ten-
drían que hacer cumplir la legislación del Protomedicato en
sus respectivas provincias, persiguiendo el intrusismo y
nombrando examinadores entre los médicos más acredita-
dos.

3.1.1.3. Debilitamiento del modelo gremial de organización sanitaria

Indudablemente, el conseguir un control estatal uniforme de la
administración sanitaria, presentaba una dificultad adicional en
aquellos Reinos y provincias que se habían gobernado tradicional-
mente bajo el régimen foral y en los que precisamente, el modelo
gremial de organización sanitaria estaba más fuertemente arraigado.
Las circunstancias sin embargo, no eran las mismas en Navarra que
en Aragón, Cataluña o Valencia132. Por lo tanto, en la estrategia
diseñada para conseguir, en principio, un debilitamiento del modelo

130 A. G. S. Sec. Gracia y Justicia. Leg. 991.
131 Cfr. Miguel Eugenio Muñoz: op. cit. Págs. 102-105.
132 La primera diferencia estribó en que si bien las tres primeras tenían Protome-

dicatos propios. Valencia por el contrario, no contó nunca con esta institución ni
tampoco estuvo sujeta a la autoridad del castellano. La segunda diferencia quedó
establecida al perdurar en Navarra su particular forma de organización administra-
tiva por habérsele permitido conservar sus fueros.
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gremial que hiciese factible acceder posteriormente a una organiza-
ción centralizada en la Corte, las medidas que se tomaron fueron
consecuentemente diferentes según cada circunstancia particular.

En el caso de Cataluña y aprovechando la coyuntura de la
muerte del Protomédico Francisco Sangera, ocurrida en 1717, Feli-
pe V eligió a Juan Higgins, su primer médico de Cámara y la vez
Presidente del Protomedicato, sucediéndole José Cerví, también
Presidente. Con Fernando VI, fue nombrado Miguel Borbón, en este
caso Vicepresidente, y todos ellos con la obligación de nombrar otro
médico en Cataluña a quien delegasen sus facultades y se diera el
nombre de Teniente133.

En Aragón sucedería lo mismo años más tarde, pues a la muerte
del Protomédico del Reino, Isidoro Salvador, ocurrida en 1734, le
sucedería José Suñol, a la sazón médico de Cámara y uno de los tres
protomédicos de Castilla, que sería, posteriormente, Presidente del
Tribunal134.

En Navarra se aplicaría esta misma medida pero mucho más tar-
día, pues hasta enero de 1757 no sería designado José Amar para
ocupar el puesto de Protomédico del Virreinato135. Consecuencia in-
mediata de esta decisión fue el Decreto fechado en 22 de mayo del
mismo año136, a través del cual se explicaba que el nombramiento
del Protomédico no perjudicaría los fueros y las leyes navarras.

En Valencia, sin embargo, la organización sanitaria corría ente-
ramente a cargo de los Colegios profesionales y al margen de cual-
quier otra intervención, por lo cual, toda medida centralizadora
tendría que pasar por la sujeción de los sanitarios valencianos a la
autoridad del Protomedicato. Así se hizo a través del Real Decreto
de 7 de noviembre de 1736, mediante el cual se ordenaba que tanto
los médicos como los cirujanos y boticarios de la ciudad y Reino de
Valencia, se gobernasen por las leyes de Castilla, sujetándose en
todo a la jurisdicción del Protomedicato en conformidad de la unión
que se había hecho de aquel Reino a la Corona de Castilla137. En

133 Los que obtuvieron este empleo fueron: Sebastián Creayh, Tomás Clarasso y
Antonio Pla. Cfr. Informe sobre el Estado anterior y actual de la Farmacia en Cata-
luña. Dado por Francisco Sala en Barcelona, 26 de septiembre de 1781. A. H. N. Sec.
Consejo. Leg. 22637.

134 Nombramiento de Suñol como Protomédico de Aragón a 2 de noviembre de
1734. A. G. S. Sec. Gracia y Justicia. Leg. 991.

135 Nombramiento de Amar como Protomédico de Navarra a 25 de enero de 1757.
A. G. S. Sec. Gracia y Justicia. Leg. 991.

136 A. G. S. Sec. Gracia y Justicia. Leg. 991.
137 Cfr. Miguel Eugenio Muñoz: op. cit. Págs. 387-388.
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1737 se estableció una subdelegación del Protomedicato en Valencia
pero sin facultad real, pues esta no la obtendría hasta 1741, en que
fue dictado el Real Decreto de 19 de marzo. Esta subdelegación
quedó bajo protección del Duque de Caylos, Comandante General
de aquel Reino y Presidente de su Audiencia. En su composición
estarían presentes los tres primeros médicos de la ciudad, un asesor
y un promotor fiscal letrado, observándose en ella lo mismo que en
el Tribunal del Protomedicato con respecto a sus prerrogativas138. La
subdelegación valenciana del Protomedicato quedó constituida como
auténtico Tribunal, a imagen del castellano, el 17 de noviembre de
1757, fecha en la que este formó una Instrucción para su gobierno
interno particular, rigiéndose por las leyes del Protomedicato y
compuesta por el oidor subdelegado, tres médicos, un promotor
fiscal y un escribano139.

3.1.2. Culminación del modelo centralizado de administración
sanitaria: las reformas del Tribunal del Protomedicato
y tas aportaciones de Pedro Rodríguez de Campomanes
(1759-1780)

La llegada al trono de Carlos III supondría el inicio de otra etapa
prolija en acontecimientos para la Sanidad española. El nuevo
monarca, al igual que sus inmediatos antecesores, aceptaría como
instrumento para el control de las profesiones sanitarias y para el
debilitamiento del modelo gremial de organización al Real Tribunal
del Protomedicato, pero procediendo previamente a su reorganiza-
ción de acuerdo con planteamientos más coherentes.

En tal reorganización se tuvo en cuenta que el Tribunal había
estado excesivamente mimado por sus anteriores protectores. Por
ello, Ricardo Wall, Secretario de Estado, ordenaba el 20 de junio de
1760 que se le informase sobre los fondos del Protomedicato, su
actual estado y fines en que se invertían, orden que fue trasladada
por el Duque de Losada al Tribunal140.

A resultas del informe del Tribunal, el Duque de Losada hizo
una representación al Rey el 20 de julio de 1760 en la que dejó
notar los excesivos sueldos que estaban asignados a algunos de los
empleados del Protomedicato. El Rey se conformaba con la pro-

138 Cfr. Pascual Iborra: op. cit. Pág. 392.
139 Ibidem. Pág. 392.
140 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843. n°12.
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puesta de Losada, decretando que después de los actuales emplea-
dos del Tribunal, se sirvieran esos empleos por comisión y además
se formase y pasase a sus manos una planta de los sueldos que se
podría señalar a los expresados empleos141. El 16 de octubre de
1760, para cumplir con lo decretado por el Rey, el Duque de Losada
ordenaba al Real Tribunal que diese puntual noticia de todos los
individuos que lo componían, los sueldos y demás goces que tenían
asignados anualmente142. El 1 de diciembre de 1760, Pedro Rodrí-
guez de Campomanes daba informe sobre el arreglo de sueldos y
plantilla del Protomedicato que el Duque de Losada le había solici-
tado, en el cual consideraba justo:

1. La supresión de los empleos de vicepresidente, celador y
sustituto fiscal.

2. El recorte de los sueldos de presidente, examinadores y
protomédicos.

En el mismo Informe proponía aumentar los fondos del arca:

1. Conservando en tres el número de examinadores, pero que
en vez de ser los tres médicos, sólo uno lo fuera, el otro
cirujano y el otro boticario y todos con nombramiento real.
Con esto se ahorraría el Protomedicato las propinas que
recibían los examinadores cirujanos y boticarios siempre
que acudían al examen de un aspirante a estas facultades.

2. Ingresando el producto del Protomedicato de Cataluña.

También consideraba Campomanes en su Informe:

1. Inútil la creación de un empleo de visitador propuesto por
el Protomedicato.

2. Necesario la formación de un plan para destinar todo el
sobrante a la enseñanza, erigiendo Cátedras y Escuelas
públicas de Botánica, Anatomía, Química y Cirugía en
Madridl43.

Subsiguiente al Informe de Campomanes fue el de Losada al
Rey, en el cual proponía exactamente todo lo sugerido por aquel,

141 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3871 y A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3842.
142 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3871 y A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843, n° 12.
143 El Informe de Campomanes del 1 de diciembre de 1760 y un resumen del

mismo de 2 de diciembre de 1760 en A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.
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pero con dos importantes omisiones, una era la sugerencia de que
los examinadores fueran representantes de cada Facultad y otra la
propuesta de formación de un plan de enseñanza al cual se desti-
naran los fondos sobrantes en las arcas144. El 7 de diciembre de
1760 y mediante Real Decreto se aprobaba la reforma de la plantilla
y salarios del Protomedicato propuesta por Losadal45. Este Real
Decreto, con el que se saldaba la reforma del Protomedicato, se
quedaba corto en cuanto a su carácter renovador.

Campomanes, en ese mismo año de 1760 y desde el Consejo de
Castilla, había realizado una serie de propuestas de carácter práctico
en las que aspiraba a una reforma mucho más amplia para el Tri-
bunal. Así pues, no dudo en señalar los defectos de esta institución,
defectos que habrían de subsanarse para que su acción fuera con-
secuente con el efecto perseguido y por lo tanto, más eficiente y
rigurosa y menos de puro trámite administrativo:

«(...) Y como en el modo del examen y materias que debe
comprender conviene que haya regla fija, sería muy del caso se
mandase al Protomedicato que informase cuantas horas dura cada
examen, y de que materias con distinción de profesión, pues ente-

. rado por un facultativo muy hábil que es D. Pedro Virgili, que en
una hora suelen examinarse muchos, siendo así que los exámenes
en otros Reinos se hacen en diferentes días, y sobre varias materias
que debe saber cada profesor, y en vista del modo actual tomando
noticias de lo que se hace en otras partes, se podría poner más rigor
en los exámenes, para que habiendo menos médicos y boticarios,
fuesen más hábiles y útiles al público (...)» 146.

Las apreciaciones de Campomanes, aunque ciertamente duras
para la credibilidad del Tribunal como institución capaz de renovar
la sanidad, no eran erróneas. Así por ejemplo, un memorial en
1766, que recoge los méritos que el Doctor Amar tiene adquiridos
en el Tribunal del Protomedicato, informa de lo siguiente:

«(...) Desde el año 1755 en que S. M. lo honró con la plaza de
Protomédico, se dedicó a observar las leyes particulares del manejo
de los Protomédicos, y observando que muchas estaban sin uso, se

144 El Informe de Losada en borrador y sin fecha en A. G. P. Sec. Carlos III.
Leg. 3871.

145 Real decreto de 7 de diciembre de 1760. En A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.
146 Informe que de Orden del Duque de Losada elaboró Campomanes a 27 de

agosto de 1760. A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3871.
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dedicó a hacerlas observar, (...), no había días flojos para las
audiencias, sino que en haber muchos examinandos, y en una o
dos mañanas los examinaban, se habían reducido, cuando entró
Piquer, las audiencias a los lunes y viernes, y en estos días se
despachaban también los pleitos, y cuantas dependencias ocurrían
(...), se admitían grados de todas las Universidades, aun de aque-
llas, que las leyes mandan que no se admitan (...), del mismo
modo se contravenía a la ley del Señor Felipe Tercero, admitiendo
a los médicos sin los dos años de práctica después del grado (...),
los exámenes eran tan breves, que en el tiempo de dos horas se
examinaban ocho o diez, y era raro un reprobado» 147.

Campomanes aprovechó todas las ocasiones que se le brindaron
para exponer sus criterios de mejora, siempre fundamentados en la
enseñanza. Consideró, acertadamente, que la obtención de un ade-
cuado nivel para la sanidad, no sólo se había de basar en la repre-
sión del intrusismo, sino que se debería comenzar por la base, con
la renovación de los métodos docentes148. Afirma además que los
profesores, en general, no son hábiles:

«(...) y el no serlo tiene dos causas: la una consiste en el mal
método de estudio y la otra en la informalidad de los exámenes que
se seguían, que no requerían unas reglas sólidas» l49.

Además, Campomanes fue uno de los primeros que abogó por
la separación progresiva de funciones de las tres facultades (Medi-
cina, Cirugía y Farmacia), separación en la cual encontraba el pro-
greso de la sanidad:

«(...) Considero este punto de examinadores de mucha impor-
tancia, y por digno de atención de S. E., pues de el depende que
sean buenos Médicos, Cirujanos y Boticarios los revalidados por el
Tribunal, y que cada una de estas tres Facultades tenga allí sujeto
instruido que hable en las materias de su clase, debiendo el Exa-

147 Méritos que el Doctor Amar tiene hechos en el Tribunal del Protomedicato.
Año 1766. A. G. P. Carlos III. Leg. 3843.

148 «(...) el medio de que haya buena regla es, que se estudien bien estas profesiones, que
la Anatomía, la Botánica, la Química sean comunes a médicos, cirujanos y boticarios, que los
exámenes sean rigurosos y en varios días, no tumultuarios de una vez, que apenas duran media
hora, que los años de estudio sean más y el método de estudio mejor. Estos son los medios que
destierran a los curanderos». Informe de Campomanes de orden del Duque de Losada
fechado a 1 de diciembre de 1760. A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.

149 Ibidem.
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minador Cirujano y Boticario tener voto con los Protomédicos en
las cosas de su Arte, o promiscuos para que de esa suerte vayan en
aumento las tres Facultades, como conviene a la Salud Pública» 150.

Todas estas circunstancias darían lugar a que en el Protomedi-
cato se desarrollaran dos procesos paralelos y paradójicamente con-
trarios. Por un lado experimenta su mayor expansión, mientras que
por otro comienza su declive, perdiendo el protagonismo que como
órgano gestor de la actividad sanitaria había tenido prácticamente
en exclusiva.

Efectivamente, la expansión del Tribunal del Protomedicato fue
un proceso en cascada, logrando esta institución implantar su juris-
dicción en toda España (exceptó Navarra), por medio de subdelega-
ciones: en 1757 se declaraban las primeras Instrucciones para Va-
lencia151, en 1766 para Cataluña152, en 1770 para Aragón153 y en
1773 para Galicia154. Con ellas conseguía el Tribunal desmoronar la
antigua infraestructura; los Gremios y los Colegios profesionales
perdían sus prerrogativas y, por tanto, el modelo medieval gremia-
lista de administración sanitaria se tornaba en un modelo centrali-
zado y adecuado al criterio uniformador borbónico, siendo de esta
manera alcanzado el principal objetivo encomendado al Protomedi-
cato.

Paralelamente a este proceso, surgían alternativas para la forma-
ción de los futuros profesionales sanitarios en Cirugía y Farmacia.
Las antiguas maestrías, a través de las cuales los aspirantes adqui-

150 Ibidem.
151 Con anterioridad hicimos mención a estas citadas Instrucciones dadas para

Valencia. En opinión de Calleja Folguera, constituyen el primer gran éxito en la
estrategia diseñada por los Borbones para debilitar el modelo gremial de organización
sanitaria predominante en aquellos lugares, que se habían gobernado tradicional-
mente bajo el régimen foral. Op. cit. Págs. 191-193.

152 El Real Decreto de 23 de agosto de 1766 comunicado al Consejo de la Cámara
estableció que el Protomedicato del Principado de Cataluña había de administrarse
por el Tribunal Central, según el método de Valencia y guardando a los naturales sus
constituciones y privilegios. A. G. S. Sec. Gracia y Justicia. Leg. 991.

153 El 12 de agosto de 1770 encontró aprobación real la consulta hecha por el
duque de Losada —18 Feb. de 1770— sobre el establecimiento de un Protomedicato
en Aragón, que se administrase por el de Castilla según el método del existente en
Cataluña. Cfr. A. H. N. Sec. Consejo. Leg. 22.637.

154 El 18 de marzo de 1773, el Duque de Losada presenta al Rey el proyecto que
el Tribunal del Protomedicato había redactado para el gobierno de la subdelegación
gallega. El proyecto del Protomedicato, en la Instrucción formada por 23 capítulos,
para el régimen y gobierno de la Subdelegación gallega, era aprobado el 31 de mayo
de 1773. A. G. S. Sec. Gracia y Justicia. Leg. 989.
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rían de forma individual y sin método ortodoxo la práctica necesa-
ria para la obtención de licencia, perdían paulatinamente su pre-
ponderancia en favor de instituciones de nuevo cuño, como los
Reales Colegios de Cirugía155 y el Real Jardín Botánico156. Mientras
en los primeros se concebía una nueva Cirugía basada en los cono-
cimientos científicos modernos, que desterraba la especulación como
método de investigación, el Jardín Botánico suponía el vehículo a
través del cual los boticarios podían tener acceso a una formación
sistemática de la que hasta entonces habían carecido.

3.1.3. La Real Cédula de 13 de abril de 1780: una nueva
planta para el Protomedicato (1780-1800)

Si en la anterior etapa habíamos asistido a un proceso de cen-
tralización en la administración sanitaria, la Real Cédula de 13 de
abril de 1780 supone la puesta en práctica de las pretensiones,
anteriormente analizadas, de Pedro Rodríguez de Campomanes,
pretensiones encaminadas a la progresiva separación de funciones
de las tres Facultades (Medicina, Cirugía y Farmacia). Con esta dis-
posición, el Protomedicato quedará dividido en tres Audiencias in-
dependientes entre sí, cada una con jurisdicción privativa sobre los
asuntos de su propia Facultad.

155 En opinión de Manuel Bustos, la creación de los Colegios de Cirugía de Cádiz
(1748) y Barcelona (1760), además de impulsar la renovación de las enseñanzas
quirúrgicas, abrió una grieta en el modelo centralista diseñado por el Protomedicato
para la administración sanitaria, al quedar relevados aquellos de la sumisión al Tribu-
nal castellano. Cfr. Manuel Bustos Rodríguez: Los cirujanos del Real Colegio de Cádiz en
la encrucijada de la Ilustración. Cádiz 1984. Pág. 210.

156 El nacimiento del Real Jardín Botánico en gran parte se debe a la iniciativa
de José Ortega. Este farmacéutico, adelantado de la cultura y de la ciencia durante
la primera mitad del S. XVIII, supo perfilar la idea de un centro bien dotado capaz
de impartir sus enseñanzas siguiendo un método científico, e integrándolas en el
contexto de la reforma sanitaria. Cfr. A. Lafuente Garda: «Botánica y Farmacia: un
problema de profesionalización en la España Ilustrada», comunicación presentada al
Congreso Internacional de Historia de la Farmacia. Granada 1985. Págs. 187-194.

Los hitos legislativos más significativos en la configuración del Jardín Botánico
como centro de enseñanza para los boticarios fueron el Real Decreto de 1762 y una
Real Cédula de 1780. Por la primera disposición se estableció la asistencia obligatoria
de los oficiales y mancebos a las clases impartidas por esta Institución. En virtud de
la segunda, el Jardín Botánico se estructuraría como el principal centro docente para
la Farmacia, a la vez que se establecía que uno de sus maestros debía ser Alcalde
Examinador de la Audiencia de Farmacia que se creaba. Cfr. Carmen Añon Feliu:
«Noticias sobre los Reales Jardines Botánicos Ilustrados», en Anales de Historia de la
Farmacia. Tomo XXI. Madrid 1984. Págs. 91-116.
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La dificultad que se planteaba entonces, era la adaptación de
este nuevo modelo diseñado para el Tribunal castellano en los Pro-
tomedicatos y subdelegaciones provinciales.

3.1.3.1. Repercusiones de la nueva planta del Tribunal
en las subdelegaciones del Protomedicato

Por lo que se refiere a las subdelegaciones gallega y valenciana,
no hubo el mayor problema, pues ambas eran subdelegaciones
auténticas, es decir, funcionaban con plena autonomía, bajo las
mismas leyes y con el mismo protocolo que el Tribunal castellano.
No había ninguna arista legal que impidiera la separación de Au-
diencias y por ello se pudo proceder con rapidez a la redacción de
unas nuevas Instrucciones para el régimen y gobierno de estos Tri-
bunales subdelegados, ceñidas, a la mencionada Real Cédula de 13
de abril de 1780l57.

Sin embargo y, como consecuencia del Real Decreto del 19 de
abril de 1741, por el cual se había dado facultad al Tribunal
del Protomedicato para delegar algunas funciones en quien consi-
derara más adecuado en las provincias y ciudades más distanciadas
de la Corte, no solamente habían nacido las subdelegaciones galle-
ga y valenciana, sino que repartidas por la geografía española
quedaron establecidas otras tantas, con la diferencia de que estas
últimas no llegaron a ser auténticas, es decir, funcionaban con total
dependencia del Tribunal castellano, sin Instrucciones propias de
gobierno y ostentado solamente parte de las funciones del Proto-
medicato.

Tenemos noticias de que Subdelegaciones de este tipo existieron
en Baleares158, Canarias159, Cádiz160 y suponemos que en otras zo-
nas españolas, aunque no tenemos constancia documental de ello;
sin embargo, la más representativa de todas fue la sevillana y en
ella, a partir de 1780, se van a ver reflejados los conflictos que entre
las tres Audiencias existían el Tribunal castellano.

157 En el caso de Valencia desconocemos la fecha exacta con que se puso en vigor
la nueva plata a través de las nuevas Instrucciones. Cfr. Pascual Iborra: op. cit.
Pág. 393. En Galicia fue en el año de 1784. Cfr. Miguel Parrilla Hermida: «La sub-
delegación del Real Protomedicato en Galicia y Asturias», en Actas del IV Congreso
Español de Historia de la Medicina. Vol. JE. Granada 1975. Págs. 251-252.

158 A. G. S. Sec. Secretaría y Superintendencia de Hacienda. Leg. 951.
159 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.
160 Cfr. Miguel Parrilla Hermida: op. cit. Pág. 488.
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La subdelegación sevillana nació en 1742, cuando Pedro Ramos,
Oidor de la Real Audiencia de Sevilla recibió su nombramiento
como Subdelegado del Protomedicato en aquella ciudad16'. El 19 de
febrero de 1781, por despacho del Tribunal en sus tres Audiencias,
fue nombrado Subdelegado D. Luis Nobela162. Con su fallecimiento
en 1787, la Subdelegación va a entrar en crisis, al repercutir en ella
los continuos conflictos de competencias que entre las tres Audien-
cias se daban en el Tribunal castellano. Así, poco después del nom-
bramiento de D. Joseph María Pérez Caballero como Subdelegado
en Sevilla163, el 7 de septiembre de 1787, las Audiencias de Cirugía
y Farmacia, entendiendo que la de Medicina había nombrado a un
Juez Subdelegado en la ciudad de Sevilla para el despacho de sus
asuntos, en contra de los acuerdos celebrados en el Tribunal pleno,
acordaron nombrar interinamente para el despacho de los negocios
de ambas Facultades en la ciudad de Sevilla a D. Joseph Olmedo
León164.

Como consecuencia de esta situación, el 21 de septiembre de
1787, Joseph Pérez Caballero se dirige al Tribunal del Protomedica-
to, exponiéndole la necesidad de fijar un método en el nombramien-
to del Subdelegado de Sevilla. Sugiere que el Asesor de la Subdele-
gación y Ministro Togado, quedase al frente como Subdelegado
General, quien podría entender, en nombre del Protomedicato, en
todas las causas y negocios de su jurisdicción que se le presentasen y
a su vez examinaría los papeles del examinador. Por otro lado, los
jueces examinadores harían por sí solos, como lo hacían, los exáme-
nes conociendo cada uno lo que es de su estudio e inteligencia165.
Definitivamente lo que proponía Pérez Caballero era similar a lo que
se practicaba en las Subdelegaciones valenciana y gallega.

3.1.3.2. Repercusiones de la nueva planta del Tribunal
en los Protomedicatos provinciales. Proyecto de unificación

La adaptación de los Protomedicatos provinciales a la nueva
planta que el Tribunal castellano había adquirido a través de la Real
Cédula del 13 de abril de 1780, fue un objeto al que se dedicaron

161 Cfr. Miguel Parrilla Hermida: op. cit. Pág. 489.
162 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843. nº 9
163 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843. n° 9.
164 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843. n° 9.
165 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843. n° 9.
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no pocas diligencias, pero que tropezaron todas con las caracterís-
ticas particulares de aquellos Tribunales.

El Protomedicato de Navarra permaneció absolutamente inde-
pendiente del de Castilla y con la plenitud de sus fueros y privile-
gios, por lo tanto la mencionada adaptación se convertía en un
objetivo prácticamente imposible de alcanzar.

En cuanto a los Protomedicatos de Aragón y Cataluña, aunque
quedaron integrados al castellano, tal integración se hizo por expre-
so deseo real, conservando a los naturales sus costumbres y privi-
legios, quienes les defendían a ultranza.

Se redactaron multitud de informes reconociendo la necesidad de
establecer Subdelegaciones del Protomedicato en la misma forma que
había quedado el central. Uno de estos informes fue evaluado por el
Tribunal en sus tres Audiencias a 22 de mayo de 1786, como conse-
cuencia de una representación que en 1785 el Protomedicato de
Aragón había hecho al Sumiller de Corps, Marqués de Valdorrama,
exponiéndole los abusos y excesos que se experimentaban en aquel
Reino en perjuicio de la Salud Pública. Manifestaba el Tribunal que:

«(...) no encontraba otro arbitrio para el remedio de tanto
daño, que el de que se estableciera en el propio Reino una Subde-
legarían como la que hay en Valencia, y que las visitas de boticas
se hicieran en los términos que tenía mandado el dignísimo padre
de V. M. se ejecutaran en el Principado de Cataluña, concluyendo
con que así en este como en aquel, consideraba preciso el Tribunal
el establecimiento de subdelegaciones» 166.

Quedó claro que en los Protomedicatos provinciales, el control
que se podía ejercer sobre la actividad sanitaria era mucho más
formal que real. En definitiva, los sanitarios tanto aragoneses como
catalanes, al habérseles concedido legalmente la permanencia de
usos y costumbres, pudieron conservar un alto grado de autogestión
administrativa, circunstancia que no ocurría en las subdelegaciones
auténticas, como eran las de Valencia y Galicia. Por tanto, el Tribu-
nal castellano trató de obtener esa parcela de control previa unifi-
cación de usos y costumbres en todo el Reino, tomando como ejem-
plo las subdelegaciones anteriormente mencionadas, las cuales ya
habían sido adaptadas a la nueva planta del Protomedicato con
separación de Audiencias.

166 Este Informe de 22 de mayo de 1786 se encuentra recogido en un Memorial
del Tribunal del Protomedicato a sus tres Audiencias, fechado en Madrid a 9 de mayo
de 1792. A. G. P. Sec. Carlos IV. Leg. 4649.
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Esta postura se mantuvo y defendió constantemente. En 1778
recibía el Tribunal otra representación, esta vez del Protomédico de
Cataluña, en la que se proponía como remedio para la situación del
Principado la formación de un Tribunal independiente, tanto de la
Real Audiencia como del Protomedicato castellano, pero que funcio-
nara de acuerdo con las leyes y formas que se observaran en el resto
de la península, con sus particulares Ministros y Asesores. El Proto-
medicato, consecuentemente, se mostró inflexible a este plan por
muy sensato que pareciera, pues su aprobación supondría dar total
independencia, quebrantándose el proyecto de unificación. Por lo
tanto, el 17 de Septiembre acordó que no cedería ninguna preten-
sión hasta que los Protomedicatos no se establecieran como el de
Valencia 167.

De nuevo en 1792, nos encontramos con un Memorial del Pro-
tomedicato dirigido al Rey el 9 de mayo168, en el cual exponía:

«(...) advierto con sumo dolor, que van cada vez en aumento
los perjuicios que experimenta la salud pública, ya por los recursos
que se introducen, ya también por las instancias que se han hecho
(...) para que se establezca el Protomedicato en sus tres Facultades,
sobre el mismo pie que están en el Principal del Reino; comprende
el Tribunal que no ejecutándose así en todos los dominios de V. M.,
uniformándose en ella los estudios, práctica, exámenes, visitas de
boticas y depósitos de pretendientes, no puede estar cuidada la
salud pública en que tanto interesa el Estado (...)».

Tras manifestar su apoyo a la unificación, hace una exposición
de las ventajas monetarias y sociales que se derivarían de la misma,
previa anotación de los fueros particulares:

«(...) El Tribunal prescinde de la utilidad que produciría al
Real Erario el establecimiento de dichas subdelegaciones en Ara-
gón y Cataluña, al modo que lo están en Valencia y el Reino de
Galicia (...) serían de mucha consideración y aplicables a fines
útilísimos a los mismos vasallos, y al real servicio de V. M., pero
no puede mirar con indiferencia de que a pretexto de los fueros a
que muchas veces se acogen, abolidos también en parte, haya de
preferirse la utilidad particular a la común y general de todo el
Reino».

167 Cfr. Pascual Iborra: op. cit. Pág. 389.
168 Memorial del Tribunal del Protomedicato en sus tres Audiencias dirigido al Rey

en 9 de mayo de 1792. A. G. P. Sec. Carlos IV. Leg. 4649.
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Continúa haciendo un repaso de las Leyes, Cédulas y Pragmá-
ticas que hacían legalmente posible el establecimiento de subdele-
gaciones en Aragón y Cataluña, concluyendo:

«En consideración pues a lo expuesto, comprenderá la alta
penetración de V. M. que la uniformidad en todo sus dominios que
propone y desea el Protomedicato para que los de Aragón y Cata-
luña se gobiernen por subdelegaciones, no sólo va conforme con las
leyes de su Instituto, Autoacordado y Reales Cédulas que se han
referido, sino que aunque no hubiera otra causa que la del bien
común de tanto fiel vasallo de V. M. deberían al parecer estable-
cerse aun sin contar con los intereses que por precisión han de
aumentarse al real erario (...)•».

En enero de 1793, el Sumiller de Corps se dirigía al Gobernador
del Consejo exponiéndole que no había recaído ninguna resolución
sobre el expediente anterior y que por tanto iban en aumento los
perjuicios que experimentaba la salud pública, sin embargo, a pesar
del requerimiento del Sumiller, la propuesta del Protomedicato no
fue resuelta169.

En definitiva, el panorama de la administración sanitaria a fina-
les del siglo XVIII quedó configurado por el Real Tribunal de Cas-
tilla, el Protomedicato de Navarra, independiente; los Protomedica-
tos de Aragón y Cataluña, integrados al de Castilla, pero con fueros
propios; las Subdelegaciones valenciana y gallega, con instrucciones
propias de gobierno, y varias subdelegaciones repartidas por la geo-
grafía española, sin instrucciones propias de gobierno: Sevilla, Cá-
diz, Canarias y Mallorca.

3.2. Medidas preventivas y de Higiene: instrumentos
ante la enfermedad

Junto al desarrollo de una administración sanitaria centralizada
y uniforme y una especial preocupación por la preparación profe-
sional del futuro personal sanitario, preocupación que se traduce en
una amplia reforma de los estudios médicos y quirúrgicos, otra gran
parcela de la intervención estatal, en materia sanitaria, va a estar
constituida por la puesta en vigor de un conjunto de medias enca-
minadas a atajar los brotes epidémicos así como a lograr su preven-

169 A. G. P. Sec. Carlos IV. Leg. 4649.
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ción. En opinión de Garría Luquero, este hecho nos revela, una vez
más, la preocupación por la población existente en los gobiernos
ilustrados, una preocupación que se apoya y sustenta en la idea, tan
ilustrada y tantas veces repetida a lo largo de esta investigación, de
que un Estado rico y floreciente es aquel que tiene una población
numerosa y laboriosa170.

En ningún momento podemos hablar de la existencia de un plan
nacional, perfectamente diseñado, de lucha contra los brotes epidé-
micos y su prevención, como tampoco habíamos encontrado un plan
de beneficencia o un plan de educación. Lo que caracteriza a este
conjunto de medidas, así como las instituciones que surgen es la tem-
poralidad. Como bien señala Muñoz Machado, tanto la legislación
desarrollada en la etapa ilustrada contra las epidemias y su preven-
ción, como los organismos e instituciones que se crean, están en fun-
ción de los brotes epidémicos171. Se legisla y se erigen instituciones
para que se disponga lo preciso en tiempos de epidemia y se organi-
za, de la mejor manera que convenga, la lucha contra la misma. Pero
cuando, poco a poco, va perdiendo violencia el contagio colectivo, la
actividad legislativa y la actividad de los organismos creados va remi-
tiendo, habiendo períodos en los cuales la legislación es mínima y la
actividad de los organismos erigidos se limita a la pura constancia
formal de su presencia, pero sin que cumplan efectivas funciones en
relación a la Salud Pública. Estos vaivenes, nos llevan a considerar a
las epidemias como la fuerza que daba impulso al desarrollo de una
legislación sanitaria y la creación de unos organismos especialmente
encargados de los asuntos sanitarios.

Este planteamiento de carácter general hay que matizarlo para
el reinado de Carlos III. Si bien siguen siendo los brotes epidémicos
el motor de la legislación y de la actuación de ciertos organismos
sanitarios, se va imponiendo la idea de tener unos mecanismos
higiénicos de control apropiados y permanentes, quizá por que es
preferible que estos estén desarrollados, con carácter preventivo, a
que empiecen su funcionamiento cuando ya el brote epidémico está
expandido172.

170 Cfr. G. García Luquero: «Organización sanitaria en España durante las Eda-
des Media y Moderna», en Revista de Sanidad e Higiene Pública. N° 7. Madrid 1968.
Págs. 66-67.

171 Cfr. M. Muñoz Machado: La Sanidad Pública en España. Evolución histórica y
situación actual. Madrid 1975. Pág. 79.

172 Así lo pone de manifiesto una Circular de 13 de agosto de 1786 con motivo
de la epidemia de tercianas que afecta a buena parte del territorio peninsular: «(...)
es preferible para el bien de mis reinos y sus habitantes que existan las diligencias necesarias
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Para analizar este campo de la intervención estatal en materia
sanitaria, campo que hemos titulado: medidas preventivas y de
higiene, estudiaremos en primer término dos instituciones, la Junta
Suprema de Sanidad y los Inspectores de epidemias, ambas surgidas
como consecuencia de los brotes epidémicos. En segundo termino,
y siempre teniendo como acicate la peligrosidad y prevención ante
las enfermedades, se estudiaran un conjunto de medidas higiénicas
dadas por el poder real para el cuidado de los núcleos de población,
medidas que para su puesta en práctica se contará con el auxilio de
los ayuntamientos.

3.2.1. La Junta Suprema de Sanidad

Como ya dijimos al describir el panorama sanitario de la Espa-
ña del XVIII, la Junta Suprema de Sanidad se creó como rama
especializada en el seno del Consejo de Castilla por una Real Cé-
dula de 18 de septiembre de 1720, dictada para ordenar la lucha
contra una epidemia de peste que había brotado en la vecina Mar-
sella.

Las medidas adoptadas ante la aparición del citado brote epidé-
mico, recogidas en la Real Provisión del 5 de Octubre y de 19 de
noviembre de 1720173 pueden ser clasificadas en:

1. Medidas de aislamiento y control.
2. Medidas de carácter higiénico.

En las primeras se encuentra el nombramiento de un médico
comisionado para estudiar la enfermedad, la visita y reconocimiento
de embarcaciones y cuarentena si procedían o habían hecho escala
en Marsella y prohibición de entrada en nuestro país de todos los
géneros y ropas que provenían de los puertos franceses del Medi-
terráneo. Estas medidas serían completadas con otra Real Provisión
de 25 de enero de 1721174 en virtud de la cual:

1. Se establecían cordones sanitarios que vigilaban las costas y
fronteras mediante puestos de guardia y patrullas de caba-
llería.

antes de que se expansionen las fiebres y calenturas, más vale prevenir el daño a que haya que
curarlo». Colección de Reales Cédulas, Pragmáticas... Vol. n. Pág. 573.

173 Libro del Acuerdo, fol. 174.
174 Libro del Acuerdo, fol. 174.
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2. Se habilitaban determinados puertos para el comercio inter-
nacional: Barcelona, Valencia, Cartagena y Cádiz.

3. Se dotarían fábulas y buques guardacostas, con el fin de
evitar desembarcos clandestinos.

4. Se castigaba con la pena de muerte y la confiscación de
bienes a cuantos circulasen géneros y ropas sin los requisi-
tos exigidos.

En cuanto a las medidas de higiene, no hay ninguna novedad
con respecto a las que tradirionalmente se habían adoptado: supre-
sión de estercoleros en las ciudades, limpieza y riego de las calles y
rogativas, plegarias y procesiones «para implorar el divino auxilio,
a fin de que se preserve esta Monarquía del contagio de la peste».

Pasado el peligro de la peste, la Junta languidece hasta ser su-
primida el 13 de agosto de 1742. El carácter y fines para los que
había nacido esta institución eran puramente transitorios, transito-
riedad que queda reflejada y puesta de manifiesto en las mismas
medidas adoptadas. No obstante, la supresión no dura demasiado
tiempo, quizá en consideración que mejor era tener el órgano cons-
tituido, aun cuando no tuviera misiones que cumplir, que esperarse
a convocarlo ante cada eventualidad, con el peligro de llegar tarde
a la resolución de los problemas. Vuelve a aparecer la Junta el 16
de julio de 1743 175; y desde entonces su presencia es continua, con
altibajos en su vitalidad.

La voz de alarma en torno a la aparición de nuevos brotes epi-
démicos en puertos mediterráneos con los que se mantenía comer-
cio •—concretamente Argel y Atenas— obligó al restablecimiento en
1745 de las medias adoptadas en 1720 con motivo de la peste de
Marsella. Una Real Provisión de 30 de junio nos las recoge176. No
presentan ninguna novedad con respecto a las tomadas veinticinco
años antes: medidas de aislamiento encaminadas al control de los
posibles cauces de penetración de la enfermedad y medidas higié-
nicas de prevención177.

175 Libro del Acuerdo, fol. 175.
176 Libro del Acuerdo, fol. 176.
177 «Ante la peligrosidad de que penetren en nuestra patria calenturas y fiebres desatadas

en algunos puertos mediterráneos, se ve conveniente establecer cordones sanitarios en todos los
puertos mediterráneos, revisar toda mercancía dudosa, castigar duramente a quien comercie y
porte ropas de las zonas afectadas (...) En pueblos y ciudades se atenderá al riego de sus calles,
recogida de sus basuras y estercoleros que serán remitidos a no menos de 3 leguas de la ciudad,
y al cura párroco de cada localidad se le encomendarán misas y plegarias». Cfr. Libro del
Acuerdo, fol. 176.
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A partir de 1752, y como consecuencia de una epidemia de
anginas malignas que afectó a toda Castilla hasta bien entrada la
década de lo sesenta, aparecen las Juntas provinciales y las Juntas
locales de Sanidad178. Integradas por las principales autoridades
políticas y sanitarias de cada zona179, sus cometidos serán poner en
práctica, tanto a nivel provincial como local, las medidas adoptadas
por la Junta Suprema de Sanidad. Eran, en consecuencia, órganos
subordinados a la Junta Suprema de Sanidad que, en opinión de
Muñoz Machado, surgen ante la tardanza en actuar, hecho que
obligará a que sea nivel local donde se resuelvan los problemas
sanitarios cualquiera que sea su gravedad180. De la actuación de
estas Juntas a lo largo del XVIII, los estudios aún son mínimos. Tan
solo cabe destacar la investigación realizada por José Miguel Sáez
Gómez en torno a la Junta de Sanidad de Murcia181.

Nuevos brotes epidémicos de viruela, sarampión y tercianas
aparecieron en 1760, 1771 y 1786 respectivamente. La actuación de
la Junta Suprema, en estos casos concretos, fue similar a la desarro-
llada con anterioridad182, esta vez auxiliada por las Juntas provin-
ciales y locales, si bien hay que poner de manifiesto el aumento de
medias preventivas tales que:

1. Obligatoriedad por parte de los médicos de hacer declaración
de los enfermos en quienes se diagnosticara la enfermedad.

178 «Para la puesta en vigor de cada una de estas medidas adoptadas ante la enfermedad
por parte de la Junta Suprema, en cada capital de provincia y en cada pueblo y villa se
establecerá una Junta Suprema de Sanidad (...) sus cometidos no serán otros que llevar a la
práctica cada una de las disposiciones y medidas que acuerde esta Real Junta (...) De esta forma
no habrá rincón de nuestro reino donde no se luche con celeridad y rigor ante cualquier
calentura, fiebre o mal que vengan. Cfr. Libro del Acuerdo, fol. 178.

179 «(...) Las Juntas Provinciales de Sanidad estarán formadas por el Regidor, el Sr. Obispo
y el alcalde, siendo estos auxiliados por tres médicos de reconocido prestigio y limpieza de
sangre, nombrados por estas autoridades y con cinco años de experiencia (...) En las Juntas
¡ocales estarán presentes el alcalde, el corregidor y el cura párroco, como auxilio tendrán la
ayuda y los conocimientos del médico del pueblo, si este no lo hubiera, remítase un certificado
a la Real Junta Suprema para poner los medios necesarios para su dotación». Libro del
Acuerdo, fol. 178.

180 Cfr. Manuel Muñoz Machado: op. cit. Pág. 81.
181 Creada en 1754 e integrada por varios regidores, el corregidor, tres médicos y

el obispo, sus cometidos se limitaron a poner en práctica lo dictado por parte de la
Junta Suprema de Sanidad. Cfr. José Miguel Sáez Gómez: Sociología de los profesionales
sanitarios murcianos del S. XVIII. Cartagena 1992. Págs. 28-36.

182 Sobre las medidas adoptadas cfr. Libros del Acuerdo, fol. 179, 180, 181. Para
mayor información sobre la expansión de estos brotes por el territorio peninsular
está la obra de Mariano y José Luis Peset: Muerte en España (política y sociedad entre la
peste y el cólera). Madrid 1980. Págs. 38-50.
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2. Establecimiento de la figura del «examinador» que debía
confirmar los diagnósticos formulados por los médicos, sien-
do obligación suya informar de los fallecidos por dolencias
epidémicas a través de las Juntas locales de Sanidad.

3. Elaboración de un reglamento en el que se recojan las re-
glas y precauciones para evitar el uso de ropas y efectos de
éticos, tísicos y otros enfermos contagiosos.

Para concluir lo referente a la labor de la Junta Suprema de
Sanidad, hay que reseñar que las funciones atribuidas para la actua-
ción ante cualquier brote epidémico se manipularon con frecuencia
para emplearlas en finalidades distintas de la lucha contra la en-
fermedad: con terminología de hoy, diríamos que la Junta obraba,
con frecuencia, con notoria desviación de poder, al emplear las
potestades que le estaban atribuidas en finalidades distintas de las
sanitarias.

Ante la presencia de una enfermedad contagiosa en un territorio
cercano al de nuestro país o con el que se mantuvieran relaciones
comerciales, la respuesta normal de la autoridad, como hemos visto
con anterioridad, era suspender el tráfico comercial, para evitar la
importación, junto a los géneros, de la enfermedad. Hasta aquí todo
normal. La extralimitación surgía en cuanto que las medidas no
tenían la duración que exigía la defensa sanitaria del país, sino la
que, en cada caso, conviniera al comercio nacional; ocurrió que
barcos lejanos de toda sospecha de infección se les retenía en cua-
rentena, destruían sus géneros etc., siempre en atención a los supre-
mos intereses de la salud, intereses falseados en más de una oca-
sión183.

Esta tergiversación de las competencias sanitarias evidencia que
la legislación sobre epidemias, que fue el gran grueso de la norma-
tiva sanitaria dieciochesca, se cumplía cuando interesaba y se des-
conocía cuando no convenía a intereses ajenos de la Salud Pública.

183 En el mismo sentido Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 37, quienes opinan
que esta rigurosidad podría muy bien ir encaminada a enjugar los intensos desequi-
librios en la balanza comercial o esconder algunos fracasos de la política comercial
de algunos gobiernos ilustrados. Sirva como ejemplo lo dicho en la Real Cédula de
13 de junio de 1723: «He resuelto abrir comercio con el Reino de Francia, a consulta de ¡a
Junta Suprema de Sanidad, en esta corte establecida, concediendo a los franceses de ¡a libertad
de comercio con la mayor extensión que se ha discurrido posible, precaviendo algún riesgo que
aún pueda tenerse, por lo que mira a las provincias que han sido heridas de esta plaga...».
Libro del Acuerdo, fol. 175. Hasta bien entrado el año siguiente no se romperá por
entero la comunicación entre España y el Mediterráneo francés.
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3.2.2. Los inspectores de epidemias

Al describir el panorama sanitario de la España del XVIII ya
hicimos mención a los llamados «enviados» o «comisionados» de
epidemias. Se trataba de un figura, con carácter temporal y esporá-
dico, nombrada por la Junta Suprema de Sanidad para estudiar los
brotes epidémicos. Desaparecida la enfermedad, dicho nombramien-
to dejaba de tener razón de ser. Por tanto, al igual que la Junta
Suprema de Sanidad, su actividad estaba en función del desarrollo
de la propia enfermedad.

La gran aportación de la política sanitaria borbónica en el úl-
timo tercio del siglo XVIII, aportación que revela, una vez más,
que el" motor de la legislación sanitaria fueron las epidemias, es la
consolidación definitiva de este enviado o comisionado con el
nombre de Inspector de Epidemias. Los motivos no son otros que
el intento de poner todos los medios para atajar cualquier posible
brote epidémico. Así nos lo refleja la Real Cédula de 13 de agosto
de 1783:

«Hasta ahora, siempre que brotaba alguna peste, fiebre o ca-
lentura, la Junta nombraba un médico —comisionado para inves-
tigar las causas y exponer los remedios de un brote de enferme-
dad—. Es mi parecer, siempre teniendo presente los males que
para mi Reino traen estas pestes y epidemias, que este cargo sea
permanente, integrado como miembro de pleno derecho en la Jun-
ta Suprema de Sanidad (...) Así estaremos mejor preparados ante
cualquier fiebre o enfermedad que nos ataque-» 184.

Pocos días más tarde era nombrado Joseph Masdevall Inspector
General de Epidemias185. Tendría como atribuciones:

1. Analizar las medidas de higiene tomadas ante el desarrollo
de un brote epidémico.

2. Revisar las medidas preventivas y terapéuticas adoptadas
por los médicos de cada localidad.

3. Marcar las directrices a seguir en la asistencia hospitalaria.
4. Dar cuenta, con un periodicidad de seis meses, a la Junta

Suprema de Sanidad del estado sanitario del Reino.

184 Colección de Reales Cédulas, Pragmáticas... dadas en los reinados de Carlos III
y Carlos IV. Vol. II. Pág. 195.

185 Real Orden de 20 de agosto de 1783. Colección Reales Cédulas... Vol. II.
Pág. 198.
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La imposibilidad de llevar a cabo cada uno de estos cometidos
por una sola persona, al propio tiempo que motivaciones de efica-
cia, obligaron al nombramiento de nuevos inspectores, cada uno
con los mismos cometidos, pero dentro de un espacio geográfico
concreto. Así en 1785, por Real Cédula de 22 de Septiembre186,
subordinados al Inspector General nacían:

1. El Inspector General de Cataluña.
2. El Inspector General de Aragón.
3. El Inspector General de Valencia.
4. El Inspector General de Murcia.
5. El Inspector General de Galicia.
6. El Inspector General de Andalucía.
7. El Inspector General de Navarra.

A pesar de este intento de prevenir los posibles brotes epidémi-
cos mediante el establecimiento de autoridades permanentes, la
actuación de éstas solo fue importante ante cualquier brote epidé-
mico. En opinión de Juan Riera, ante la prevención diaria de la
enfermedad contaron con la oposición de los Ayuntamientos y de
los propios médicos locales que se negaban a aceptar su autori-
dad187. Una vez más, el complejo sistema sanitario español, en el
que diversas instituciones se solapaban competencias, impidió el
ataque racional de los brotes epidémicos.

3.23. El Poder Real y la Higiene Pública

Teniendo siempre como acicate el temor a la aparición y desa-
rrollo de cualquier epidemia, a lo largo del XVIII, y emanadas direc-
tamente de la Corona, encontramos un conjunto de disposiciones
legales encaminadas a la prevención de las enfermedades. Dicha
prevención exigió el cuidado higiénico del entorno urbano, la per-
fecta ubicación de los lugares de enterramiento, el control en los
establecimientos industriales y manufactureros, la inspección de
alimentos y una normativa en la construcción de edificios públicos
relacionados con la salud o, que por sus características, podían ser
posibles focos de enfermedad —hospitales, hospicios, teatros, mata-
deros, almacenes de alimentos e iglesias—.

186 Colección de Reales Cédulas... Vol. II. Pág. 214.
187 Cfr. Juan Riera: op. cit. Págs. 37-38.

494



MANUEL HERRERA GÓMEZ

Apoyándose en los Ayuntamientos y en las Juntas provinciales
y locales de Sanidad, la Corona puso en marcha un conjunto de
medidas legales que revelan la preocupación y la intervención del
Estado en materia de higiene. La mayor parte de ellas corresponden
al reinado de Carlos III, que usó como centro de experimentación
de las mismas a la Villa y Corte, haciéndolas posteriormente exten-
sibles al resto del Reino.

3.2.3.1. La Preocupación por el cuidado higiénico del entorno urbano

Los relatos de viajeros, así los escritos de Towsend y Peyron,
hacen referencia a la deficiente situación sanitaria de las ciudades
más populosas del reino, incluida la Villa de Madrid, sede de la
Corte. Peyron habla de aire infecto y malsano de Sevilla y de Cádiz
y de la fetidez que domina las calles de Madrid, provocada por la
putrefacción de las aguas residuales;. el marqués de Villa de San
Andrés, en una «Carta respondiendo a un amigo suyo sobre lo que
siente de la Corte de Madrid», redactada en 1745, describe la sucie-
dad de las calles madrileñas y la deficiente actuación de los llamados
«carros podridos» provocadores de la que se conocía como «marea
de Madrid» 188.

Tres problemas preocuparon a los gobiernos ilustrados en el
cuidado higiénico de los centros urbanos:

1. La suciedad y acumulación de basuras en las vías públicas.
2. La oscuridad nocturna.
3. La libertad de costumbres.

Contra el espectáculo de las basuras amontonadas en las calles,
con inmundicias, animales muertos y la pésima costumbre de arro-
jar por ventanas y balcones a la vía pública las aguas sucias, se
estableció por Real Orden de 31 de mayo de 1761189 la limpieza
obligatoria y el riego de calles y plazas. Si bien esta primera dispo-
sición era para Madrid, en 1765, se hacía extensiva a todas las
ciudades del Reino, ampliándose las medidas con el establecimiento
en todos los pueblos de una red de alcantarillado que desembocara
a las afueras de los núcleos urbanos. De su ejecución se encargarían
los ayuntamientos190.

188 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 119.
189 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. I. Págs. 87-88.
190 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. I. Págs. 127-130.
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La oscuridad nocturna, tan propicia para toda clase de desmanes
y accidentes, dio lugar a la Pragmática de 15 de mayo de 1765, por
la cual se obligaba en todas las ciudades de la Monarquía a que los
propietarios de los inmuebles colocaran farolillos en las fachadas y
en los rincones de los edificios191.

Contra la inmoralidad se esgrimió un Bando de 19 de enero de
1760, por el cual se castigaban las culpas deshonestas de la siguiente
forma: si los pecadores eran nobles, cuatro años de presidio y cien
ducados, si eran plebeyos, cien ducados y cuatros años en los arse-
nales 192. Una Real Cédula de 20 de septiembre de 1762 hacía exten-
sivo el Bando madrileño a todo el territorio peninsular193.

3.23.2. Los enterramientos y la higiene pública

Otro de los campos de actuación de la política de higiene ilus-
trada está constituido por las interesantes disposiciones sobre ce-
menterios y policía mortuoria. Al igual que el resto de legislación en
materia sanitaria, el motor que mueve al Estado a actuar en esta
parcela de la higiene pública es la prevención de cualquier brote
epidémico.

Tradicionalmente existía la costumbre de hacer las inhumacio-
nes de los cadáveres en el interior de las iglesias, y aun cuando el
Derecho canónico lo había censurado en diferentes ocasiones, y
algunos Pontífices aconsejaban que se construyesen camposantos, lo
cierto es que tales sugerencias y disposiciones eran inútiles194. Un
malentendido fervor religioso y sentimental mantenía la perniciosa
costumbre, no sólo en España, sino en toda Europa.

Carlos III se adelantó a casi todos los países en este orden legis-
lativo, pues cuando la Facultad de medicina parisiense, para satis-
facer el informe que pidió el Gran Maestre de Malta, por medio de
su embajador, sobre las sepulturas eclesiásticas, comisionó para su
decisión a los afamados doctores Poissonvie, Lorry, Lacques, De
Horne y Vic d'Aryr, los cuales probaron, con muchas experiencias
y razones que los vapores mefíticos que exhalaban las tumbas no
son simplemente perjudiciales, sino que pueden producir una peste,

191 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. I. Pág. 113.
192 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. I. Págs. 27-28.
193 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. I. Pág. 118.
194 Cfr. Jean Paul Sauvignac: Historia de la Iglesia II. La Iglesia en la Edad Moderna.

Madrid 1985. Págs. 196-197.
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era el año 1781 195, y nuestro Monarca, cuatro años antes, en 1777,
había sometido al Real Consejo de Castilla y a la Real Academia de
la Historia la censura de tres obras relativas a este asunto196, y al
Tribunal del Protomedicato, la conveniencia de legislar prohibiendo
enterramientos en los templos197.

Con estos antecedentes, y visto el parecer del Consejo de pro-
tomédicos y médicos de Cámaral98, Carlos III, aun teniendo que
hacer frente a los viejos prejuicios de la tradición y de los Obispos,
decidió llevar a cabo la transcendental reforma. El 9 de diciembre
de 1786, el Consejo de Castilla aprobó un Decreto, publicado el 3
de abril de 1787, estableciendo la disciplina de la Iglesia en cuanto
al emplazamiento y construcción de cementerios según el ritual
romano199.

El texto de esta disposición establece que sólo podrán enterrarse
en las iglesias personas de reconocida virtud, debiendo las autorida-
des eclesiásticas tramitar procesos de comprobación de virtudes y

195 Cfr. Arturo Castiglioni: Historia de la Medicina en la España del S. XVIII. Barce-
lona 1975. Pág. 631.

196 Las obras referidas, que se llevaron a Informe de las Academias, fueron las
siguientes: Disertación físico legal sobre los sitios y parajes que se deban destinar a las sepul-
turas, por Francisco Bruno Fernández, en la que intentan probar el perjudicial uso
de enterrarse los cadáveres dentro de los poblados, explicando el origen, etiología e
historia de las sepulturas, con alguna noticia de la disciplina que ha observado en
esta parte de la Iglesia desde sus principios, y propone los medios para evitar tales
perjuicios; Discurso físico en defensa de la costumbre de enterar los cuerpos dentro de los
pueblos, escrito por un médico anónimo de Madrid; por último. Juicio de ambas obras,
por otro cuerpo literario, al fin de que sobre todas ellas expusiera la Academia su
parecer. Encargose el trabajo de examen a D. José Guevara Vasconcelos y D. Casi-
miro Gómez de Ortega. Los resultados de su revisión fueron un dictamen analítico
de las tres obras y sirvió después como origen y primera piedra al expediente sobre
los sitios donde conviene hacer las sepulturas e instalar los cementerios. Cfr. Alonso
Álvarez Sierra: op. cit. Págs. 16-17.

197 En 1780, dos médicos españoles de gran prestigio, Don Mauricio Echandi,
protomédico del Ejército y después del Reino de Navarra, y D. Félix del Castillo,
catedrático de Retórica y miembro del Real Tribunal del Protomedicato de Castilla,
por encargo real, se ocuparon con gran extensión del problema de los enterramien-
tos. Cfr. Libro del Acuerdo, fol. 214.

198 Por Real Orden, con fecha 26 de marzo de 1781, el Rey encargaba al Consejo
que meditase sobre el asunto de los enterramientos públicos. Cfr. Colección de Rea-
les Cédulas... Vol. I. Pág. 197. El resultado fue un informe elaborado por el Consejo
el 20 de julio de 1783 en el que se aconsejaba: «(...) situar la ubicación de los cadáveres
fuera de las iglesias y Templos, así como de los núcleos de población por las consecuencias
funestas que para la higiene de la comunidad trae este consigo» Cit. Álvarez Sierra: op. cit.
Pág. 18.

199 Novísima Recopilación. Libro VII. Título XL. Ley V.
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milagros. También podrán sepultarse aquellas personas que hubie-
sen escogido sepultura y la tuviesen ya preparada al promulgarse
dicha Real Cédula.

Esta comprende dos partes. En la primera se dice que se empe-
zará la construcción de cementerios en aquellas ciudades y lugares
donde haya o hubiese habido epidemias, o estuviesen expuestos a
ellas; después en los lugares más populosos y en las parroquias de
más feligresía o sean más frecuentes los entierros. En la segunda
parte, establece que se construyan los cementerios fuera de las
poblaciones, siempre que no existan dificultades invencibles, en
sitios ventilados e inmediatos a la parroquia, pero distantes de las
casas de vecinos. Se aprovechará para capilla de los cementerios las
hermitas que existan fuera de las ciudades.

Con posterioridad, en mayo de 1787, se redactarán nuevas Ins-
trucciones respecto a la profundidad y amplitud de las sepulturas,
la época de las mondas «que se harán en horas, estaciones y esta-
do de la atmósfera menos expuesto a propagar las miasmas que
despiden los cadáveres y sus despojos», la no exposición de cadá-
veres en parajes y vías públicas y la necesidad de inhumar fuera de
las iglesias y atrios, en tanto no se construyesen los cementerios
locales200.

3.2.3.3. El Control en la ubicación de los establecimientos industriales
y manufactureros: una incipiente higiene industrial

Antes de la adopción por parte del Estado de alguna medida
encaminada a establecer una reglamentación en torno al estableci-
miento y ubicación de las casas de manufacturas e industria, encon-
tramos las aportaciones de algunos ilustrados que ponen de mani-
fiesto su preocupación por el problema.

Testimonio claro de una incipiente higiene industrial lo encon-
tramos en la obra de J. Masdevall, «Dictamen sobre las industrias y
manufacturas» (1785). Tras analizar la crítica situación de la indus-
tria española, valorada como poco competitiva y arcaica, el que
fuera Inspector General de Epidemias, aconseja, por su posible in-
salubridad, que las fábricas de algodón y lana no se sitúen en los
centros urbanos. También opina lo mismo de las industrias del metal
«cuyos residuos afectan a la atmósfera, transmitiendo posibles en-

200 Novísima Recopilación. Libro VII. Título XL. Ley V.
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fermedades». Deben en consecuencia establecerse en lugares abier-
tos, lejos de cualquier foco de población201.

En términos parecidos, aunque refiriéndose a las industrias del
carbón y a las fábricas de velas de sebo, encontramos la disertación
de Antonio María Ximénez de Lorite sobre «Los daños que pueden
ocasionar a la Salud Pública la tolerancia de algunas manufacturas
dentro de los pueblos». Proponía este autor que, en cada municipio
donde hubiera establecimientos de este tipo, un concejal del Ayun-
tamiento tuviera como encargo la inspección de las casas de manu-
facturas y demás establecimientos, debiendo elaborar periódicamen-
te un informe sobre la salubridad de los mismos202.

Especial preocupación por la ubicación de determinados esta-
blecimientos industriales y manufactureros encontramos en las
Sociedades Económicas de Amigos del País, destacando en este
campo la actividad desarrollada por la Sociedad Vascongada. El
estudio de las intoxicaciones por plomo y óxido, realizado por Ig-
nacio María de Luzuriaga, llevó a la citada Sociedad a emitir un
informe en el que se aconsejaba que «los establecimientos dedica-
dos al manejo de estos metales, por el peligro que contienen para
la higiene de la comunidad, se establezcan a dos leguas de cada
población»203.

La actuación del Estado en esta parcela de la higiene pública
llegaría con la Real Cédula de 15 de noviembre de 1796 en virtud
de la cual:

«En beneficio de la salud pública no se establecerán en el corto
recinto de las poblaciones fábricas ni manufacturas que alteren e
infeccionen considerablemente la atmósfera, como carbonerías, ti-
ñerías, fábricas de velas de sebo, manufacturas de cuerdas de vi-
huela, ni los obradores de artesanos que se ocupen en aligaciones
de metales y fusiles que infectan el aire, debiéndose permitir sola-
mente almacenes y depósitos de materias ya trabajadas» 204.

Para hacer efectiva esta disposición, se establece que en cada
municipio halla un encargado de inspeccionar cada local industrial.

201 Cfr. J. Masdevall: Dictamen sobre las industrias y manufacturas. Madrid 1785.
Págs. 89-93.

202 Cfr. Antonio María Ximénez Lorite: Los daños que pueden ocasionar a la Salud
Pública la tolerancia de algunas manufacturas dentro de los pueblos. Madrid 1790.
Págs. 114-118.

203 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 120.
204 Novísima Recopilación. Libro VII. Título XL. Ley V.
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Si quisiera establecerse uno nuevo, deberán sus promotores presen-
tar un informe en el que especifiquen sus características —materias
primas usadas, tipo de maquinaria utilizada y sistemas de higiene y
limpieza que se van a emplear— para que sea examinado y discu-
tido por el Ayuntamiento, el cual aprobará el citado proyecto con
la venia del médico de la zona.

3.2.3.4. La Inspección de Alimentos

El que la sociedad española del siglo XVIII fuese víctima, en
repetidas ocasiones, de epidemias de variada gravedad y difusión y
también distintas por su naturaleza, obligó a la Corona a dictar un
conjunto de normas legales referentes a la inspección y control de
los alimentos. Al igual que en otras parcelas de la política sanitaria
borbónica, en ningún momento podemos hablar de un plan nacio-
nal de inspección y control alimentario. En realidad nos encontra-
mos con unas normas legales, dictadas en épocas de brote epidémi-
co, el cual, una vez desaparecido, hace que dichas medidas dejen de
tener sentido. Buena prueba de ello es el carácter repetitivo de las
mismas, como posteriormente veremos, a lo largo del XVIII. Quizá
sea en época de Carlos III cuando dichas medidas adquieren una
mayor continuidad, hecho que en gran parte se debe a una nueva
actitud ante la enfermedad: es mejor estar preparados, con los
mecanismos de control e inspección dispuestos, a que éstos se desa-
rrollen una vez desatado el brote de la epidemia205.

Las primeras medidas estatales referentes al control de alimentos
tienen como origen la peste de Marsella de 1720. El desarrollo del
citado brote epidémico y su penetración en la península obligó a
Felipe V a promulgar la Real Cédula de 27 de marzo de 1721 en
virtud de la cual:

«Autorizo a mi Junta de Sanidad para que por sí, o el indi-
viduo que tuviere a bien nombrar, con el auxilio que en caso
necesario le darán los Magistrados de Policía, reconozcan y exami-
nen las carnicerías y mataderos, los graneros públicos, saladeros,

205 Así nos lo pone de manifiesto la Real Cédula de 20 de mayo de 1788: «Las
medidas que se adopten en torno a los alimentos y bebidas, en cuanto que el mal estado de las
mismas perjudica notablemente a la salud y a la vida de los hombres, tendrán un carácter
permanente y su no aplicación será duramente castigada, por haber atentado contra el bien-
estar de la comunidad». Novísima Recopilación. Libro VII. Título XL. Ley IV.

500



MANUEL HERRERA GÓMEZ

almacenes y puestos donde se venden pescados de las zonas afecta-

das por la enfermedad»206.

La epidemia de anginas malignas que afectó a Castilla desde
1750 hasta 1762, obligó de nuevo a la puesta en marcha de estos
mecanismos de control alimentario. Por Real Cédula de 30 de junio
de 1757, Fernando VI encomendaba a las Juntas provinciales y
locales de Sanidad el nombramiento de una persona, médico a ser
posible, para que inspeccionara y revisara «todos los puestos y casas
de alimentos, bebidas, dulces y confituras». Aquellos establecimien-
tos que presentasen alguna duda en cuanto a su higiene y estado
serían precintados. Por último, se obligaba a este personal comisio-
nado a que remitiera a la Junta Suprema de Sanidad un Informe
sobre la situación de los centros de alimentación de cada zona, «a
fin de que la Junta Suprema proponga los medios adecuados para
lograr el perfecto estado de mercados, botillerías, carnicerías, bolle-
rías y demás casas del nutrir»207.

Como podemos observar, la segunda disposición amplía y desa-
rrolla los mecanismos de control de la primera. De la simple ins-
pección en época de brote epidémico, pasamos a los primeros in-
tentos de control estatal de los establecimientos de alimentación
mediante el nombramiento de un personal encargado del asunto.
La Junta Suprema de Sanidad nunca elaboró una normativa para
el control de este tipo de centros208, pero no por ello dejan de ser
interesantes estas primicias de la intervención estatal en materia
alimentaria.

El brote epidémico de tercianas, iniciado en los llanos de Urgel
y en Lérida en 1783 y que prolongó sus efectos hasta 1791, exten-
diéndose a las zonas arroceras de Valencia, a los marjales de Murcia
y a la campiña andaluza, provocó una nueva intervención estatal
en el control de alimentos: la Real Cédula de 20 de abril de 1788209.

Las medidas adoptadas no presentan ninguna novedad con res-
pecto a las de 1757:

1. Será nombrada en cada ayuntamiento una persona, médico
a ser posible, para que inspeccione todos los establecimien-
tos de alimentación.

206 Novísima Recopilación. Libro VII Título XL. Ley II.
207 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VE. Título XL. Ley III.
208 Cfr. María del Carmen Calleja Folguera: op. cit. Pág. 105.
209 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIL Título XL. Ley IV.
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2. Aquellos establecimientos que no reúnan las condiciones
higiénicas apropiadas —ventilación, agua limpia y produc-
tos en perfecto estado— serán precintados.

3. A la Junta Suprema de Sanidad se remitirá un informe
sobre el estado de las carnicerías, pescaderías, panaderías,
botillerías y pastelerías de cada localidad.

4. Habrá penas de prisión —cinco años—, para aquellos que
no se acojan a estas reglas.

La única, y gran aportación, que presenta esta disposición es el
carácter permanente de cada una de las soluciones adoptadas. Si
con anterioridad nos encontrábamos con medidas de carácter tem-
poral, cuya duración y vigencia estaba en relación a la periodicidad
del brote epidémico, a partir de 1788 adquieren un carácter perma-
nente. En ello influyen de forma decisiva dos factores: en primer
término, y con un carácter lejano, el aumento y progresiva pene-
tración del poder del Estado en nuevas áreas de control y dominio
—similar a lo que estaba ocurriendo en beneficencia y educación—
, en segundo lugar, y con un carácter más próximo, la existencia
de una nueva actitud ante la enfermedad, más encaminada a la
prevención que al desarrollo de medidas legales cada vez que surge
un brote epidémico; así recoge ambos aspectos la citada disposición:

«Como es entendimiento del gobierno todo lo concerniente a el
bienestar de sus ciudadanos, no podía menos este que velar por la
recta y perfecta alimentación de sus moradores. Que la carne esté
en perfecto estado, que el pan y sus fermentos no sean podredum-
bre, que su pescado reciba la perfecta salazón, son materias que nos
conciernen. De su cuidado se derivará el nacimiento de hombres
robustos y el no surgimiento de enfermedades que merman la gran
riqueza del Estado: la población»210.

La preocupación por el control de los establecimientos de ali-
mentación y sus productos, como posteriormente veremos, será un
tema que estará presente en los debates parlamentarios.

3.2.3.5. La Higiene en la Construcción de Edificios Públicos

No hay nada que contribuya más al embellecimiento de las po-
blaciones como el ornato público: limpieza de sus calles, magnifi-

210 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título XL. Ley TV.
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cencía de sus edificios, buen gusto de sus monumentos, profusión
de paseos y jardines, dotándoles del suficiente arbolado y adorno
de flores. Pero aparte de estos detalles de elegancia y suntuosidad
urbana, el ornato público se traduce en higiene, salubridad y bien-
estar.

Nuestros ilustrados habían criticado duramente las característi-
cas higiénicas que presentaban algunos edificios vinculados, directa
o indirectamente, con la Salud Pública. La nula ventilación, la de-
ficiente ubicación urbana, la no existencia de agua tanto para la
limpieza como para la bebida, la pésima distribución interior con
arreglo a los cometidos que tenían que realizar, la suciedad y las
malos olores, origen de tantas enfermedades, habían hecho correr
ríos de tinta en la pluma de los hombres del XVIII. Así se manifes-
taba el médico valenciano Virrey y Mange sobre las condiciones de
higiene que tenían los hospitales españoles:

«.Mal ventilados, situados en pleno centro urbano, sin aguas
limpias para las necesidades de facultativos y enfermos (...) la
basura y las inmundicias se hacinan en los pasillos y habitaciones,
sin que halla personal que las limpie (...) Ahí no acaba lo peor,
las habitaciones son gigantescas, frías en invierno y calurosas en
verano, la enfermedad está en su sitio, bien alimentada para es-
parcirse»211.

No menos duras son las palabras que tiene Vicente Lardizabal
sobre los mataderos y almacenes de alimentos:

«Pequeños y sucios, caldo de cultivo de enfermedades son nues-
tros mataderos de reses y los lugares de salazón del pescado, así
como los demás dispensarios de alimentos (...) Sin ventilación al-
guna, el calor los corrompe en verano y el frío los seca en invierno
(...) No hay agua para lavar carnes, pescados y verduras, que se
ofrecen al consumidor tal y como vienen, con sangre, barro y su-
ciedad (...) Mosquitos, abejas y demás insectos devoran los codicia-
dos manjares, que en vez de servir para el provecho son origen de
enfermedades»212.

211 Cfr. Pascual Virrey y Mange: Prontuario aforístico. Madrid 1746. Pág. 18.
212 Cfr. V i c e n t e L a r d i z a b a l : Consideraciones político-médicas sobre la Salud Pública.

Madrid 1769. Pág. 86.
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En términos parecidos se expresa la crítica ilustrada sobre los
hospicios213, teatros214, e incluso iglesias213.

La primera manifestación legal de preocupación por parte del Es-
tado en torno a la higiene de determinados edificios públicos data de
1749. Fernando VI, en una Instrucción de Corregidores ordena que:

«Para cuidar el ornato de los pueblos, pero principalmente su
salud, inspecciónense todos los mataderos, iglesias, hospitales, hos-
picios, teatros y almacenes (...) Que cada uno de estos edificios
reúna las convenientes normas de ventilación, situación y limpieza.
(...) En caso de que no las reúnan ciérrese el establecimiento hasta
que se hallan efectuado las reformas necesarias» 216.

En época de Carlos III217, se mantiene vigente esta disposición
para los edificios de antigua construcción y se amplía y desarrolla la
normativa con respecto a las condiciones que deben reunir los edi-
ficios de nueva planta:

1. Todo edificio que tenga relación inmediata con la Salud
Pública como hospitales, hospicios, mataderos, almacenes,
teatros e Iglesias, no podrá ser construido sin previo exa-
men de la Junta de Sanidad local o Provincial, siendo ne-
cesaria la ratificación de la Junta Suprema de Sanidad.

2. Cada uno de estos edificios anteriormente mencionados
deberán edificarse «en situación ventajosa de terreno»:

213 Pedro José Rodríguez decía sobre los hospicios que «su construcción defectuosa,
su desigual distribución, su nula ventilación, su acumulación de excrementos, basuras y demás
aguas residuales, convierte a estos edificios en pabellones de muerte, más que en lugares de
caridad y beneficio». Cfr. Pedro José Rodríguez: Palestra Crítico-médica. Madrid 1748.
Pág. 214.

214 Los teatros, en cuanto lugares de aglomeración, también estuvieron presentes
en la crítica ilustrada a la hora de valorar sus condiciones higiénicas. El Padre Isla
llega a decir sobre ellos: «Más que lugares para el arte y el disfrute, donde se cultive el
espíritu, lo que allí reina es el mal olor que las velas de sebo producen, las basuras que dejan
los espectadores y el mal olor de ¡a gente que allí se reúne» Cfr. P. Isla: Cartas familiares.
Madrid 1736. Págs. 89-90.

215 Diego de Torres Villarroel, que cursó estudios médicos, si bien nunca ejerció
la profesión, valoró a algunas iglesias y lugares de culto «más que sitios donde salvar
almas, son sitios donde se pierde el cuerpo (...) Frío, nula ventilación, pestilencias de los ente-
rramientos, afluencia constante de enfermizos peregrinos convierten la Casa de Dios en casa y
reino de las enfermedades». Cfr. Diego de Torres Villarroel: Sueños Morales. Madrid 1736-
37. Págs. 182-183.

216 Cfr. Novísima Recopilación. Libro II. Título X. Ley II.
217 Instrucción de Corregidores, inserta en la Real Cédula de 15 de mayo de 1788,

cap. 31. Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título XL. Ley V.
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a) Hospitales, hospicios, mataderos y almacenes a las afue-
ra de la ciudad.

b) Iglesias y Teatros, en plazas abiertas, que permitan una
eficaz ventilación.

3. Existencia de amplios ventanales y techos altos, tanto por
higiene como por luminosidad.

4. Proximidad para cada uno de estos edificios de un pozo o
manantial de agua potable, que permita el aseo y limpieza
de personas e instalaciones.

Con ello se pretendía, igual que con otras disposiciones dadas en
materia de higiene y Salud Pública, evitar cualquier posible brote
epidémico, así como su expansión y desarrollo218.

Carlos IV aumentaría el control de la higiene en estos edificios
con el establecimiento de una inspección periódica —cada seis
meses— en que se revisase:

1. La limpieza interior del edificio, cuidando especialmente de
que exista un buen sistema de drenaje de aguas residuales.

2. El estado de puertas y ventanas, así como demás aberturas
de ventilación.

3. Dotación de agua potable, debiendo haber un pozo o aljibe
a no menos de 50 metros del edificio.

4. Estado de la construcción, planteando, si son necesarias, las
posibles reformas.

5. Ornato exterior del edificio.
6. Distribución de dependencias, velándose para que sean las

más ventiladas aquellas que se utilizan como depósitos de
alimentos o donde se tienda al agrupamiento de personas.

Esta inspección sería llevada a cabo por el médico de cada loca-
lidad, auxiliado por un miembro de la Junta local de Sanidad, que
remitiría el correspondiente parte a la Junta Suprema219.

3.3. La Política educativa médica del siglo XVIII

Las grandes líneas de la política educativa médica de la España
del siglo XVIII se caracterizan por: el intento de modernizar los

218 «De que en cada uno de estos edificios, recolectores de grandes masas de población, se
guarden estas reglas, dependerá la no expansión y brote de cualquier fiebre y calentura que con
anterioridad se difundían» Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIII. Título XL. Ley V.

219 Cfr. Real Cédula de 15 de noviembre de 1796, en Colección de Reales Cédu-
las... Vol. IV. Pág. 297.
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saberes y la incorporación de la enseñanza clínica en la formación
médica. Ambas características habían estado presentes en la mente
y la pluma de nuestros ilustrados, basta con recordar los casos de
Martín Martínez220, Feijoo221 y el Padre Antonio José Rodríguez222.

220 Martín Martínez, en su obra Médica Scéptica (1722), manifiesta su repulsa a la
anacrónica formación de los médicos: «La philosofía y medicina que en las escuelas se nos
enseña es tan impertinente para el arte de curar, que los médicos ya ancianos y prácticos, siendo
muy hábiles en las curaciones, a penas se acuerdan aún de los títulos de las questiones esco-
lásticas: y por otro lado conozco no pocos que sin haber ni aun saludado aulas, ni defendido
actos, con la empírica y un razonable juicio, logran hoy en Madrid falsos créditos y sucesos».
No se recata el doctor Martínez en estampar la opinión que aquel modo de enseñar
le merece, como lo atestigua esta alusión, no velada, a los centros universitarios:
«Aulas y colegios, donde con gritos, patadas y sudores, buscando la verdad, se suele hallar una
ronquera (...) Parécense los estudiantes médicos cuando salen de ¡as aulas, al ancho campo de
la naturaleza; en vez de aprender métodos, observar phenómenos y oír nuevas noticias se les
educa en una selva y después los llevan a una dilatadísima y hermosísima ciudad, donde todo
lo extrañan, admiran y aprovechan. Porque como vienen acostumbrados a sólo resolver ques-
tiones gramaticales de equipollencias, modales y suposiciones y questiones theológicas de phisica
penosísima y otras cosas ajenas a la medicina». Cfr. A. Martín Martínez: Médica Scéptica.
Madrid 1722. Págs. 38-40.

221 Particularmente explícita es !a requisitoria que de la formación universitaria de
los médicos formuló Feijoo en un escrito: «De lo que falta y sobra en la enseñanza de la
Medicina». Recusa Feijoo, en primer lugar, la preparación filosófica que se anteponía
a los estudios médicos: «no es solo la philosofía aristotélica la que consideramos inútil para
la medicina —opina Feijoo—. A todos los sistemas philosóficos extendemos la misma censura.
Tan fuera de propósito es para la curación médica la philosofía corpuscular como la peripa-
tética». En los estudios médicos denuncia Feijoo su carácter especulativo y teorizante;
dice de la Medicina: «en esta Facultad no es necesario desenredar sophismas, sino descubrir
verdades: examinar los pasos de la naturaleza en las enfermedades, la diferencia de ellas y de
sus síntomas y buscar remedios oportunos». Postula Feijoo una educación universitaria
del médico atenida a la situación real de los saberes médicos, preferentemente
empírica y en la que se conceda primacía a los estudios anatómicos, a la preparación
clínica y al dominio de los recursos terapéuticos. El flanco positivo de la crítica
feijoniana compone todo un acabado plan de educación médica: «El estudio de la
Medicina deberá empezar con una descripción particularizada, clara y sensible de todas las
partes, tanto sólidas, como líquidas de que se compone el cuerpo humano (...) A esto seguirá
la explicación de todos los desórdenes que pueden arribar, que es lo mismo que manifestar las
diferentes dolencias, proponiendo sus señales, sus pronósticos y remedios» Cfr. Luis Sánchez
Granjel: op. cit. Págs. 48-49.

222 Emparejada a la crítica de Feijoo y similar a ella, se nos ofrece la denuncia que
el Padre Antonio José Rodríguez formuló en su Nuevo aspecto de la theología médico
moral. La Universidad, opina el citado autor, no proporciona al médico la formación
científica y la capacitación adecuada para el ejercicio de la profesión; preciso es que
al escolar médico se le enseñe física, química, anatomía, patología; junto a los estu-
dios teóricos defiende la necesidad de la práctica médica: «a más de todo esto, pues con
todo aún no tenemos nada, debe constar sin engaño, ni interpretación, que ha practicado el
médico lo menos cuatro años enteros en Hospital General, como los de Madrid, Zaragoza,
Compostela, Sevilla». Cfr. Antonio José Rodríguez: Nuevo aspecto de la theología médico-
moral. Madrid 1742. Págs. 18-24 y 92-97.
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Los tres grandes frentes de innovación propiciados por la inter-
vención estatal serán las Facultades de medicina, las clases en los
hospitales clínicos y los Colegios de cirugía. No se elaboró en nin-
gún momento un plan global de reforma, habría que esperar al
elaborado por la Comisión de Instrucción Pública ya en el período
gaditano, pero se hicieron interesantes reformas locales que se si-
túan en un claro precedente del anterior.

3.3.1. Las reformas en los estudios médicos

Las primeras reformas de los estudios médicos surgieron con la
creación de la Universidad de Cervera. Tras la Guerra de Sucesión,
Felipe V castigó a Cataluña cerrando todas sus universidades. Sin
embargo, en 1717, creó una Universidad en Cervera que reunía las
rentas de todas las universidades existentes —Gerona, Lérida, Bar-
celona, Vich y Tarragona—, prohibiendo a los catalanes estudiar en
otras universidades:

«Por cuanto las turbaciones pasadas del Principado de Catalu-
ña obligaron a mandar se cerraran todas sus universidades (...)
reconociendo la obligación que Dios me ha puesto de atender el
bien de aquellos vasallos y no permitir que las torpes sobras de la
ignorancia obscurezcan el precioso lustre de las ciencias (...) tenien-
do muy presente mi gratitud, he debido al amor y constante lealtad
de la fidelísima ciudad de Cervera erigir una universidad» 223.

La creación de una nueva Universidad proporcionó la oportuni-
dad de modificar el curriculum de las enseñanzas médicas sin en-
frentarse a ninguna oposición: se estableció la obligación de realizar
dieciocho disecciones por año, seis para demostrar los principales
sistemas y doce para presentar órganos específicos; en 1749 se
amplió esta disposición, obligando a los estudiantes de medicina,
antes de licenciarse, a asistir a doce demostraciones anatómicas como
mínimo, a cinco disecciones sobre cadáveres y a una disección en
un animal, generalmente de un perro, para demostrar el funciona-
miento del corazón224. Estas modificaciones en el curriculum vinie-
ron acompañadas con la dotación de un número importante de

223 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Págs. 65-83.
224 Cfr. M. Rubio Borrás: «Historia de la Real y Pontificia Universidad de Cerve-

ra», en Anales de los cursos académicos 1914-1916. Barcelona 1917. Págs. 26-40.
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cátedras225 y el establecimiento como libro de texto empleado el
«Compendio anatómico-médico» de Heister.

La Universidad de Valencia, que había tenido la mejor Facultad
de Medicina de España en el siglo XVIII, fue clausurada entre 1713
y 1720. Durante el cierre se aprovechó para reflexionar sobre la
necesidad de modernizar el curriculum, lo que se logró añadiendo
nuevas materias a las existentes. En 1733 las constituciones de la
Universidad de Valencia confirman este eclecticismo en la enseñan-
za, incorporando los nuevos descubrimientos226. Asimismo, en el
curso de Anatomía se incluían veintiséis disecciones al año, se in-
corporaba el Boerharde como manual y comenzaba la elaboración
de las obras de Piquer orientadas a la enseñanza227.

Sobre esta tradición universitaria, propicia a la recepción de la
moderna enseñanza europea, se asienta la labor de Gregorio Ma-
yans, a quien se encomendó en 1767 la redacción de un plan de
estudios para la Universidad de Valencia. En lo que se refiere a la
formación de los médicos, Mayans propone la utilización de las
obras de Boerharde y Hoffman, de Haller y Guter, manteniendo la
lectura de los textos hipocráticos; propone asimismo intensificar la
enseñanza de la Anatomía y hacer efectiva la preparación profesio-
nal de los médicos imponiéndoles dos años de prácticas en un
hospital general228. El proyecto de Gregorio Mayans, que no llegó
a ponerse en ejecución, influiría decisivamente en el plan elaborado
por Olavide para la Universidad de Sevilla y, en concreto, para su
Facultad de Medicina. En Valencia, la reforma efectiva de los estu-

225 En concreto serían seis: Prima, Vísperas, Pronósticos, Métodos, Simples y por
último, una de Cirugía y Anatomía. Cfr. M. Rubio Borras: op. cit. Pág. 38.

226 «Ordenamos —se impone en esta regulación de estudios— que mientras no se
imprima de nuevo los libros por donde regularmente se estudia la Medicina, con la adicción de
las noticias que parecen necesarias u otras nuevas, en lo que se está tratando, debe cada
catedrático en su explicación y tratados, instruir a los estudiantes en la noticia de lo que
modernamente se ha descubierto en la Medicinan, Citado por M. Velasco Santos: Reseña
histórica de la Universidad de Valencia. Valencia 1968. Pág. 86.

227 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Págs. 260-270.
228 «Los que hubieren de graduarse de medicina, tomarán las prácticas dos años, asistiendo

a los médicos del Hospital General; y habiendo sido aprobados al fin de cada año por sus
catedráticos y con asistencia del Rector, y después por el médico o médicos del Hospital General,
se podrán graduar de Medicina, precediendo otro examen privado de los médicos de ¡a Univer-
sidad, y siendo aprobado de estos, tendrá sus conclusiones públicas y mereciendo por ellas ser
habilitados explicarán de repente el texto de Hipócrates que por suerte le cayere, picando una
sola vez, y cumpliendo con su obligación de manera que se vea que saben medicina, se les
conferirá el grado al día siguiente, a la hora que señale el Canciller (...) Los que hubieren de
ser cirujanos, después de los tres años de medicina, estudiarán en el quarto la Anatomía y en
el quinto la cirugía», citado por M. Velasco Santos: op. cit. Págs. 98-99.
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dios médicos se hace realidad en 1786 al ser sancionado por el
Consejo el plan que presentó el rector Blasco; con él se sustituyen
los textos clásicos por obras esencialmente redactadas para la docen-
cia, se intensifica la enseñanza de la Anatomía y se introduce el
estudio de la Medicina Práctica que cuenta con cátedras y servicios
en el Hospital general, adelantándose en varios años a la creación
de las cátedras de clínicas de Barcelona y de Madrid229.

En la Universidad de Sevilla la reforma de los estudios médicos
se insinúa en 1767, al solicitarse en Claustro la creación de cátedras
de Química y Botánica y la agregación de la enseñanza de la Ci-
rugía a la cátedra de Anatomía230. El mencionado plan Olavide,
aprobado en 1769, propone cambios sustanciales en la formación
del médico: el futuro profesional se puntualiza231. La Patología se
estudiará por las obras de Boerharde e Hipócrates, la Anatomía por
el texto de Heister y la Química y la Botánica «por medio de buenos
libros de lectura». El Plan Olavide suprime la enseñanza universi-
taria de la Cirugía232, dejándola reservada a los Reales Colegios de
Cirugía.

La intromisión efectiva, con propósitos de reforma, por parte del
Consejo de Castilla tuvo lugar a finales de la década de los 60.
Como ya se vio en el capítulo dedicado a la reforma de la Univer-
sidad, en 1769 se decretó que un miembro del Consejo de Castilla
fuera director de cada universidad española, su misión era informar
al Consejo de la situación académica y financiera de cada universi-
dad y estimular las reformas. En 1770 se ordenó a la universidades
españolas que redactasen borradores de nuevos planes de estudios.
Aquellas universidades que no hicieron propuestas se vieron obliga-
das a adoptar el curriculum de Salamanca.

La reforma de los estudios médicos en la Universidad de Salaman-
ca tiene precedentes que se remontan a 1766 cuando introduce en
su Facultad Médica la lectura de los libros de Boerharde con los co-
mentarios de Haller y van Swieten y para la enseñanza de la Anato-

229 Cfr. L. Esteban y Mateo: «El Rector Blasco y la Reforma universitaria de 1787
en Valencia», en Saitabi. XXIII. Valencia 1973. Págs. 58-72.

230 Cfr. F. Aguilar Piñal: «La Universidad de Sevilla en el S. XVIII» en Anales de
la Universidad Hispalense. Sevilla 1969. Pág. 87.

231 «(...) Debe saber anatomía, conocer ¡as enfermedades, el modo práctico de curarlas y los
remedios y cantidad de ellos que se ha de aplicar para conseguirlo». Citado por A. Álvarez
de Morales: op. cit. Pág. 115.

232 «(...) Este arte, se declara en su texto tan preciso y conveniente a la humanidad que sólo
puede enseñarse oportunamente en las casas y Hospitales destinados a su ejercicio, como son la
de Cádiz y Barcelona». Citado por F. Aguilar Piñal: op. cit. Pág. 92.
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mía las obras de Heister, Vegalio y Eustachio233. Una Real Provisión
de 1771234 aprueba el renovado plan de estudios; en el se independi-
zan la enseñanza médica y quirúrgica, lo que hará posible que con-
serve la autorización para la formación de cirujanos cuando se prive
de ella a las restantes Universidades en beneficio de los Colegios de
Cirugía. Salamanca intentó una nueva reforma en 1789235 que no fue
aprobada, si bien logró, con posterioridad, introducir modificaciones
en los textos a los que había de ajustarse la enseñanza.

En Alcalá de Henares la reforma de los estudios médicos llega en
1771 y se apoya en un dictamen elaborado por la propia Universi-
dad, dictamen en el que se reconoce la decadencia de su Facultad
médica. La reforma en Valladolid tiene asimismo fecha de 1771. En
Santiago el cambio se impuso en 1772, estableciéndose en tal año
la enseñanza de la cirugía latina. El proyecto de reforma de estudios
en la Universidad de Granada, aprobado en 1776, en lo tocante a
la formación de los médicos sólo alcanzó parcial ejecución236.

Ante las reformas que se estaban operando, hubo ataques de las
grandes universidades a las pequeñas, las cuales estaban peor dota-
das. Así, la Universidad de Cervera denunció a la de Gandía, Huesca
y Orihuela, por no cumplir los requisitos necesarios para expedir el
título de médico237; el Colegio de Médicos de Zaragoza solicitó al
Consejo de Castilla en 1751 que no se admitiesen en el examen del
Protomedicato a los graduados de Irache, Avila, Osuna y de aquellas
universidades en las que no hubiesen cátedras de Medicina238. Este
cúmulo de propuestas culminarían en 1794 con una Real Orden
que reducía a diez las Facultades de Medicina:

— Alcalá — Santiago
— Cervera — Sevilla
— Granada — Valladolid
— Huesca — Valencia
— Salamanca — Zaragoza

233 Cfr. Mariano y José Luis Peset: El reformismo de Carlos III y la Universidad de
Salamanca. Plan General de estudios dirigido a esta universidad por Real y Supremo Consejo
de Castilla en 1771. Salamanca 1969. Págs. 23-35.

234 Cfr. Novísima Recopilación. Libro VIH. Título II. Ley IV.
235 Cfr. L. Sa la B a l u s t : Visitas y reformas de la Universidad de Salamanca en el reinado

de Carlos III. Valladolid 1958. Págs. 216-218.
236 Para mayor información sobre las reformas de los estudios de medicina véase

Luis Sánchez Granjel: op. oí. Págs. 50-54.
237 Cfr. M. Rubio Borras: op. cit. Pág. 38
238 Cfr. J. Garda de Lasaosa: Planes de Reforma de Estudios de la Universidad de

Zaragoza en la segunda mitad del S. XVIII (1753-1808). Zaragoza 1978. Pág. 214.
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Al comenzar el siglo XIX la modernización de las Facultades de
Medicina es una realidad; se ha abandonado el galenismo y su
lugar lo ocupan los textos de Boerharde y sus comentadores y los
libros de Hipócrates; valga como ejemplo la respuesta dada en 1801
por la Universidad de Huesca a un requerimiento del Protomedi-
cato:

«Se ha retornado a la tradición hipocráúca, a la enseñanza de
una medicina fundada en la observación y experiencia (...) se acep-
ta la autoridad de Boerharde, cuyas instituciones médicas reúnen
lo más puro y selecto de los autores antiguos griegos y latinos, en
los descubrimientos y progresos modernos (...) y se atiende a la
formación práctica tras haberse incorporado el Hospital de la ciu-
dad a la enseñanza, suministrando este enfermos para el estudio
de la medicina práctica y cadáveres para las demostraciones ana-
tómicas' 239.

A continuación incluimos los diversos planes de estudio240:

239 Citado por F. Guillén Grima: op. cit. Págs. 155-156.
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En los planes anteriormente presentados cabe resaltar: la incor-
poración de la práctica de hospital y de las enseñanzas de Química,
Farmacia y Botánica en el plan de estudios de Sevilla en 1769; la
inclusión de la práctica médica en el plan de estudios de Salamanca
de 1771; el año de práctica médico-quirúrgica y los dos años de
práctica médica en el plan de estudios de Granada de 1777; en el
plan de estudios de Valencia de 1786, el estudio de la Botánica y la
Química en primero de Medicina, previo al estudio de la Anatomía,
que se estudiaría en el segundo curso. Con estos planes se cumplía
el requisito de dos años de prácticas, necesario para poder presen-
tarse ante el Protomedicato para obtener la licencia que permitiese
el ejercicio de la profesión médica. La inclusión de la Química y la
Botánica en los planes de estudio supone la incorporación al curri-
culum médico de ciencias básicas, que proporcionarían una visión
más integral y científica, tanto sobre el proceso de enfermos, como
sobre la terapéutica.

512



MANUEL HERRERA GÓMEZ

3.3.2. Los Colegios de Cirugía

Hasta la segunda mitad del siglo XVIII, la cirugía estuvo subor-
dinada al Protomedicato, obteniéndose el título después de 5 años
de prácticas y tras haber superado el examen ante el citado Tribu-
nal. Cuando Carlos III realizó las reformas del Ejército y la Marina,
con el objeto de tener unas Fuerzas Armadas modernas y efectivas,
similares a las de Federico II de Prusia, decidió proveerlas de ciru-
janos bien formados, con lo que se evitaba tener que contratar
extranjeros. Con arreglo a estas pretensiones se crearon los Reales
Colegios de Cirugía de Cádiz (1748) y Barcelona (1760) 241 Poste-
riormente serían erigidos el de San Carlos de Madrid (1778), Burgos
y Santiago (1799).

Sin el ánimo de ser grandilocuentes, los Reales Colegios de Ci-
rugía constituyeron la fundación docente más importante en la
España del XVIII. Construidos junto a los grandes hospitales, para
que los alumnos pudieran ver enfermos, su enseñanza tenía mucha
calidad. Los estudiantes tenían prácticas de Anatomía, operaciones,
Química, Botánica etc. En régimen de internado, las clases se daban
en castellano, siendo sometidos los alumnos a exámenes periódicos
muy duros. En el campo del profesorado, los Colegios estaban muy
bien dotados y sus cátedras mejor pagadas que las de la Universi-
dad, lo que atraía a buenos profesores242.

Al principio, los cirujanos salidos de los Reales Colegios de Ciru-
gía sólo trabajaron en el Ejército o en la Marina, el desarrollo de su
profesión en la sociedad civil ocasionó conflictos con el Protomedica-
to. Sin embargo, los Monarcas y el Consejo de Castilla apoyaron a
los Colegios, e incluso se dio el caso de que el Colegio de San Car-
los243 asumió funciones propias del Protomedicato tales como la cen-
sura de libros y el asesorar al gobierno en temas de Salud Pública. El
creciente prestigio de los Colegios de Cirugía, que unificaban la teo-

240 Mariano y José Luis Peset: op. cit. Págs. 266-267.
241 En los Estatutos y Ordenanzas generales de 1764, Carlos III recuerda la inten-

ción de su hermano Fernando VI al crear el Colegio de Cádiz: «(...) fundado con
el objeto de que la marina estuviese surtida de cirujanos hábiles». Cfr. Diego Ferrer: His-
toria del Real Colegio de Cirugía de Cádiz. Cádiz 1961. Pág. 15. Estas mismas intencio-
nes encontramos en la fundación del Colegio de Barcelona: «(...) Para que de este
modo se formasen al mismo tiempo cirujanos hábiles para la dotación de los Regimientos,
excusando traerlos de fuera del Reino, como hasta ahora se ha hecho». Cfr. Pascual Iborra:
op. cit. Pág. 275.

242 Cfr. Juan Riera: op. cit. Págs. 54-62.
243 Cfr. M. E. Burke: El Colegio Real de San Carlos. Madrid, 1982. Págs. 110-113.
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ría con la práctica, hizo que éstos, partidarios de la unión de la Me-
dicina y Cirugía, luchasen por arrebatar la enseñanza médica a las
facultades. Sus pretensiones fueron conseguidas en 1799, cuando el
ministro Urquijo unificó las enseñanzas de la Medicina y Cirugía en
los Reales Colegios de Medicina y Cirugía, suprimiéndose todas las
Facultades de Medicina, excepto la de Salamanca244. Sin embargo
esta reforma se revocaría un año más tarde.

3.3.2.1. El Colegio de Cádiz

El Colegio de Cádiz fue creado por Real Cédula de 11 de no-
viembre de 1748245. Pedro Virgili haría realidad el propósito de
mejorar la preparación profesional de los cirujanos al servicio de la
Armada, emprendido con anterioridad a tal fecha por Lacomba246.

El Colegio, desde su fundación, queda adscrito al Hospital de la
Marina de Cádiz, encomendándose las enseñanzas, bajo la dirección
de Virgili, su primer director, a cuatro maestros. Virgili redactó el
plan de estudios, a desarrollar en tres años y que comprendía la
enseñanza de la Anatomía, la Cirugía general y saberes clínicos
especializados, entre estos últimos la Obstetricia247.

En 1757 se autorizó al Colegio a conceder títulos de bachiller en
Filosofía, «del mismo modo que lo practicaban las Universidades»248,
lo que trajo consigo la elevación del rango académico de la institu-
ción. Las Ordenanzas de 1791 completarían estas prerrogativas, sien-
do equiparado el Colegio a las Facultades de Medicina al serle per-
mitido otorgar títulos de bachiller en Medicina249. A partir de estos
momentos el período de estudios se amplía a cinco años y se inclu-
ye en él la enseñanza de disciplinas básicas: Física experimental,
Química, Botánica, Fisiología e Higiene; entre las disciplinas propia-

244 Cfr. Reales Ordenanzas expedidas en el año 1799 por la primera Secretaría de
Estado para la reunión del estudio y ejercicio de la Medicina y Cirugía, y erección
de la Junta General de Gobierno de esta Facultad Reunida. Madrid en la Imprenta
Real. Año 1799.

245 A. G. S. Sec. Secretaría de Marina. Leg. 226.
246 El binomio Patiño-Lacomba, responsable de la creación del Cuerpo de Ciruja-

nos de la Armada había sentado las bases para la formación del Colegio de Cirugía
de Cádiz con las Ordenanzas de 1728. Cfr. Diego Ferrer: op. cit. Pág. 10.

247 Cfr. Antonio Orozco Acuaviva: «Pedro Virgili y el Colegio de Cirugía de Cádiz,
en Revista de Historia de la Medicina. N° 63. Barcelona 1976. Págs. 44-52.

248 Cfr. Diego Ferrer: op. cit. Pág. 190.
249 Cfr. Diego Ferrer: op. cit. Pág. 198.
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mente médicas figuran el estudio de la Medicina Clínica y la Mate-
ria Médica, la Cirugía y las Técnicas Quirúrgicas, la Obstetricia, la
Pediatría y la Venerología.

33.2.2. El Real Colegio de Cirugía de Barcelona

La fundación del Real Colegio de Cirugía de Barcelona, obra
también de Pedro Virgili, se dispuso por Real Orden de 19 de sep-
tiembre de 1760250 y se pretendía con su constitución, queda anti-
cipado, proporcionar a los cirujanos del Ejército una preparación
similar a la que venían obteniendo en el Colegio de Cádiz los ciru-
janos de la Armada.

La actividad del Colegio de Barcelona se inicia en 1762, presi-
diendo Virgili un cuerpo de profesores procedentes del Colegio de
Cádiz y entre los que figura Antonio Gimbernat. Las enseñanzas
que se dispensan son similares a las que impartían el Colegio de
Cádiz, e incluyen la Anatomía y la Fisiología, la Patología Quirúr-
gica y el estudio de las enfermedades quirúrgicas; en la enseñanza
de la Terapéutica se engloba «el tratado de la sangría, de la aplica-
ción de cataplasmas y ventosas, sanguijuelas, vegigatorios y ligadu-
ras y los medicamentos usuales, simples y compuestos». La forma-
ción práctica de los alumnos se realiza en el Hospital General, donde
los profesores del Colegio tienen asignado cometido asistencial251.

Las Ordenanzas de 1795252 actualizaron el plan de estudios del
Colegio de Barcelona, incorporando a él nuevas enseñanzas: Física
experimental. Botánica, Higiene, Patología y su Terapéutica, los
saberes quirúrgicos especializados y Cátedras de partos, que incluía
las enfermedades de mujeres y niños, Venereología y Medicina teó-
rico-práctica. Las Ordenanzas que cito, autorizaron al Colegio a
otorgar títulos de bachiller y licenciado equivalentes a los que con-
ferían las Universidades. Los textos utilizados para la enseñanza
serían los de Boerharde, Haller, Guter, Le Dran, Bell, Petit, Astruc
y Underwood; para uso de sus alumnos, los maestros del Colegio
redactaron obras de intención docente, contándose entre ellas las

250 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.
251 Cfr. Estatutos y Ordenanzas generales que S. M. mandó observar a los Cole-

gios, Comunidades de Cirujanos establecidos en Barcelona, Cádiz y en todo el Prin-
cipado de Cataluña, para la enseñanza de la Cirugía. 60. PG. fol. Recogido por
Moreno Garbayo: Colección de Reales Cédulas del Archivo Histórico Nacional. Catálogo.
Madrid 1977.

252 A. G. S. Sec. Guerra Moderna. Leg. 1543.
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que escribieron Diego Velasco, Francisco Villaverde, Domingo Vidal
y Francisco Puig253.

El Colegio de Cirugía de Barcelona desarrolló una actividad cien-
tífica de la que dan testimonio las «Juntas literarias», cuya organi-
zación establecen los Estatutos de 1764 y que regulan, con mayor
pormenor, las disposiciones incorporadas a los Estatutos en 1795.
En las «Juntas» se daba lectura a disertaciones que recogían la
experiencia profesional de los miembros del Colegio y se elaboraban
dictámenes y «censuras»; el catálogo de las «Juntas literarias»,
publicado por Usandizaga atestigua el efectivo valor de la labor que
en ellas se desarrolló254.

3.3.2.3. El Real Colegio de Cirugía de San Carlos de Madrid

La fundación del Real Colegio de Cirugía de San Carlos de
Madrid fue encomendada por Carlos III a Gimbernat y Mariano
Ribas. Una Real Cédula de 13 de abril de 1780, ratificada por Real
Resolución el 29 de julio de 1783 dispone:

«(...) se establezca en Madrid un Colegio y Escuela de Cirugía,
conforme en todo al que hay establecido en Barcelona en quanto
a maestros, estudios, gobierno, interior, honores y exenciones de sus
colegiales (...) En dicho Colegio se han de admitir para su enseñan-
za indistintamente a quantos quieran venir a aprender esta facul-
tad, ya sean naturales de Madrid o de cualquier otra parte de
España» 255.

La creación del Colegio de Cirugía de Madrid busca proporcionar
a la sociedad civil profesionales con preparación similar a la que ya
poseían los cirujanos con ejercicio en la Armada y el Ejército. La
Cédula de 1787, que encabeza las Ordenanzas del Colegio, tras
recordar que el fundado en Cádiz suministra cirujanos hábiles para

253 Cfr. Juan Manuel Jiménez Muñoz: «El Colegio de Cirugía de Barcelona a
finales del S. XV11I», en Boletín de la Sociedad Española de Historia de la Farmacia.
N° 100. Madrid 1974. Págs. 174-184.

254 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 70-71.
255 Real Cédula de S. M. y Señores del Consejo de Castilla por la cual se mandó

establecer en Madrid, un Colegio, y Escuela de Cirugía, situándose en la Fábrica del
Hospital General, y formar las respectivas Ordenanzas; y que se dirijan y gobiernen
por sí mismas en el Protomedicato las Facultades de Medicina, Cirugía y Farmacia,
con lo demás que en ella se previene. Madrid 1780. Imprenta de Pedro Marín.
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la Marina y el de Barcelona «logra que sus pueblos (Cataluña) y mi
Ejército tenga buenos cirujanos latinos», señala:

«Quedan aún casi todos los pueblos del resto de mis dominios
sin este saludable socorro, particularmente aquellos que están fue-
ra de las provincias que se hayan situadas las referidas ciudades
de Cádiz y Barcelona, haciéndose más visible este defecto en las del
centro de España» 256.

Para completar la labor que cumplen los Colegios de Barcelona
y Cádiz y ante la realidad puesta de manifiesto en la Real Cédula
que se cita, se funda el Real Colegio de San Carlos con el cometido
de formar cirujanos civiles, profesionales a los que se pretende
equiparar a los médicos. Se dispone que los alumnos del Colegio
que se establece en la Corte, al concluir sus estudios, se titulen y
revaliden de cirujanos latinos y gocen de los mismos privilegios y
exenciones concedidas por las leyes del Reino a los graduados en
Facultades mayores.

El Colegio de San Carlos no consiguió disponer de edificio pro-
pio como prometía la Ordenanza fundacional, quedando incorpora-
do al Hospital General. El plan de estudios incluía las enseñanzas
de: Física Experimental, Anatomía, Fisiología e Higiene, Afectos
Quirúrgicos, Operaciones y Algebra quirúrgica, Afectos Mixtos y
Lecciones Clínicas, Materia Médica, Partos y Enfermedades Vené-
reas, distribuyéndose su docencia en cinco años257.

El número de verdaderos colegiales fue en San Carlos, a diferen-
cia de lo que sucedía en Cádiz y Barcelona, muy reducido, compen-
sándose esta limitada matrícula con un alto número de asistentes a
las clases, pues a ellas acudían médicos y cirujanos con ejercicio y
practicantes del Hospital General258.

3.4. Política Hospitalaria

Otra parcela de la importante intervención estatal en materia
sanitaria está constituida por las distintas disposiciones dadas por los
gobiernos ilustrados a lo largo del siglo XVIII en torno a la mejora

256 A. G. P. Sec. Carlos III. Leg. 3843.
257 Cfr. Enrique Salgado Ginestal: Obras de D. Antonio de Gimbernat. Vol. I. Biblio-

teca clásica de la Medicina Española. Tomo VI. Madrid 1926. Págs. 174-175.
258 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 72.
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y reforma de los centros hospitalarios. Al igual que en otros campos
donde el Estado se decide a intervenir, no podemos hablar de un
plan perfectamente diseñado con alcance y carácter nacional. Lo
que en realidad nos presenta el Estado ilustrado son un conjunto de
disposiciones, distribuidas a lo largo de la centuria, que intentan
poner fin a la problemática que reina en dichas instituciones.

Nada mejor, para el enmarque y comprensión de estas disposi-
ciones legales que presentar, brevemente, la visión que poseen
nuestros ilustrados de los centros hospitalarios y las convenientes
reformas que proponen.

Para Olavide, el hospital, que en teoría debería ser «una casa
para devolver la salud a quienes padecen alguna enfermedad»,
aparece como un foco de miseria, anarquía y podredumbre. Las
causas de esta situación para el que fuera gran reformador de la
Universidad de Sevilla se encuentran en el olvido con que el Estado
a tratado a estas instituciones y en el dilapidamiento que tradicio-
nalmente se ha venido haciendo de sus recursos259. Ante este pano-
rama, aboga por una decidida intervención estatal que tenga como
cometidos: la formación de hospitales generales controlados por el
Estado a través del Consejo de Castilla y la reforma de su funcio-
namiento interno, de tal manera que se encuentren bien dotados
tanto en personal como en instalaciones:

«En mi recorrido por estos territorios de Aragón, Castilla y
Andalucía he visto multitud de hospitales, unos fundados por
ayuntamientos, otros por órdenes religiosas, también hay algún
particular, que movido por su caridad ha erigido una casa donde
curar enfermos (...) Pequeños, mal dotados, descuidados, sin un
reglamento que regule sus rentas, la atención a sus enfermos y el
personal que allí trabaja (...) Es hora de que V. M. vele, de forma
decidida por la salud de sus súbditos, y que mejor manera de
hacerlo que hacerse cargo de estas casas, ampliarlas y ordenarlas

259 «Nuestras casas de salud, que tendrían que ser la gloria de todo el reino y el enorgu-
llecimiento de cualquier gobierno son nuestra vergüenza. Sucias, mal olientes, dejadas de la
mano y protección de quien gobierna, allí nuestros enfermos van a morir (...) Y no es por la
falta de medios todo ello, que siempre han estado bien dotadas de rentas y patrimonios. Al no
haber quien las controle, al no existir reglamentos que organicen sus recursos, su inversión y
su distribución, en todo se ha empleado sus bienes menos en arreglar sus deficientes instalacio-
nes, dotar de buenos facultativos, cirujanos y boticarios y atender a quienes son presa del
dolor». Citado por Marcelino Menéndez Pelayo: Historia de los heterodoxos españoles.
Tomo V. Madrid 1965. Pág. 173.
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para que se cure en ellas toda enfermedad, darles médicos, ciruja-
nos y boticarios que velen por la salud de una población que es
vuestra riqueza y gozo» 260.

No muy diferente es la opinión de Joseph Masdevall, futuro
Inspector de epidemias, al referirse al Hospital de Nuestra Señora de
Gracia de Zaragoza, una opinión que hace extensible al resto de
instituciones hospitalarias del conjunto peninsular261. Sus propues-
tas de solución se centran fundamentalmente en:

1. Establecimiento de un único hospital, que agrupe todos los
existentes, en aquellas ciudades mayores de 10.000 habi-
tantes. Su control y gobierno estará en manos de la admi-
nistración local —el Ayuntamiento— que a su vez deberá
rendir cuenta al Consejo de Castilla a través de la Junta
Suprema de Hospitales.

2. Distribución racional del espacio y de los enfermos, tenien-
do siempre presente unas normas de higiene y salubridad262.

3. Dotación necesaria del conveniente personal médico y fa-
cultativo, de tal manera que puedan ser atendidas las ne-
cesidades de los enfermos internados263.

Campomanes, férreo defensor de la intervención estatal en edu-
cación, beneficencia y población, intervención que se justifica en el

260 Cit. por Marcelino Menéndez Pelayo: op. cit. Pág. 176.
261 «Entremezclados viejos, tísicos, niños, locos y mujeres, la muerte es la reina de la casa

(...) En una misma dependencia moran ciento cincuenta personas mal vestidas, hambrientas
y desamparadas, con muy poca ventilación, pasando frío en invierno y calor en verano (...)
Igual que este Hospital de Zaragoza están los de Madrid, Sevilla, Murcia, Santiago». Joseph
Masdevall: De ¡a ciudad de Zaragoza, su vida y costumbres. Zaragoza 1776. Págs. 117-118.

262 Al apostar Masdevall por los hospitales de grandes dimensiones proyecto la
siguiente distribución del espacio: «En cada hospital las enfermedades y su tratamiento
deberán estar divididas (...) Habrá un ala para las epidemias, fiebres y calenturas, otra para
los afectados por algún mal de huesos, rotura o heridas a carne descubierta, otra para los
enfermos de la cabeza que requieren un trato especial». A esta distribución, que intenta
poner fin al caos reinante, añade las siguientes normas de higiene: «Deberán cambiar-
se semanalmente ropas y mudas de cama, cada día se fregarán suelos y ventanas (...) No es
posible todo ello si en ¡as cercanías del hospital no se establece o hay ya hecho un pozo de aguas
limpias y de beber (...) Cada dependencia estará lo suficientemente ventilada para evitar olores
y contagios», J. Masdevall: op. cit. Págs. 123-125.

263 «Por cada 50 enfermos deberá haber dos médicos, un cirujano y un boticario (...)
Entrarán todos por oposición y previa demostración de sus conocimientos y vida social recta (...)
Debe cortarse de una vez la triste realidad de que nuestros enfermos mueren por que no hay
personas que los atienda o bien quienes los atienden no tienen conocimientos apropiados para
poner fin a la enfermedad que los azota». J. Masdevall: op. cit. Págs. 127-129.
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hecho de que todas ellas son materias que repercuten en el bien-
estar colectivo e individual264, defiende, teniendo en cuenta el pa-
norama hospitalario que ofrece la realidad española del siglo XVIII,
una intervención del Estado en este terreno en términos similares
a la planteada por los anteriores:

«Dando tierra a los campesinos creamos las medidas apropia-
das para que la población crezca (...). Creando escuelas nuestros
ciudadanos serán útiles y laboriosos (...). Recogiendo a pobres,
mendigos y vagos, y enseñándoles un oficio desaparece el peligro
que crean y trabajarán para el bien común (...). Todo ello redunda
en beneficio y prosperidad del reino y sus subditos (...). No podía
ser menos en el campo de la enfermedad, donde la conveniente
reforma y amparo del Estado, recuperará para su gloria y bienes-
tar los brazos y cuerpos que hoy son enfermos265.

Esta intervención se concreta en el control estatal de todos los
centros hospitalarios, tanto los de Patronato Real como los de fun-
dación privada266 y el establecimiento de una normativa higiénico-
sanitaria que abarque los siguientes campos: la limpieza, el adecua-
do tratamiento médico y la conveniente separación de enfermos267.

Como hemos podido observar, en boca de nuestros ilustrados, el
panorama de la red hospitalaria existente en la España del XVIII es
francamente crítico: anarquía de centros mal dotados, no existencia
de unas mínimas normas higiénico-sanitarias, pésima distribución
de espacios y enfermos. Todos ellos coinciden, salvando algunos
particularismos, en una decidida intervención del Estado, interven-
ción que debe ir encaminada a la disminución y agrupamiento de
hospitales y al control y racionalización de su funcionamiento268.

El conjunto de disposiciones referentes a Hospitales que encon-
tramos en el siglo XVIII español van a seguir estos cauces diseñados
por nuestros ilustrados: mejora de la asistencia, reunificación de al-
gunos centros e intentos de control. Antes de pasar a su análisis, cabe
preguntarse por las motivaciones que le llevan a la intervención.

264 Cfr. R. Herr: op. cit. Pág. 29.
265 Pedro Rodríguez de Campomanes: Tratado de la regalía de la amortización. Ma-

drid 1765. Págs. 88-89.
266 «Si alguna es la causa de la anarquía que reina en nuestros hospitales es su distinto

gobierno, administración y régimen (...) La única solución a ellos es el control directo y efectivo
del gobierno, en los de patronato real mediante la vigilancía y gobierno directo del Ayunta-
miento, en los de fundación privada a través de una inspección regular y continua, aunque
mantengan sus reglamentos propios. Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Pág. 92.
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Pedro Trinidad sitúa esta intervención estatal en materia hospi-
talaria dentro de un contexto más amplio: la reordenación que sufre
el gobierno interior a lo largo del XVIII, reordenación que va diri-
gida a intervenir más intensa y minuciosamente en todas las facetas
de la vida social. No es extraño en consecuencia, opina Trinidad
Fernández, que el Estado intente controlar unas instituciones que
tradicionalmente habían escapado a su gobierno y que tanta impor-
tancia juegan en la estructura social y económica de la nación269.
Sánchez Granjel por su parte, sitúa como motor de la intervención
del Estado la actitud ilustrada ante los brotes epidémicos, actitud
que le lleva a crear y mantener los correspondientes mecanismos de
control para atajar los brotes de enfermedad. Los Hospitales, según
Sánchez Granjel, son instituciones, igual que la Junta Suprema de
Sanidad o los Inspectores de epidemias, que permiten afrontar la
enfermedad y desarrollar su prevención270.

Ambos planteamientos, correctos pero parciales, olvidan uno de
los ejes centrales, con anterioridad analizado, del pensamiento y de
los gobiernos ilustrados: el valor atribuido a la población como ri-
queza de un Estado. Como ya vimos, la importancia dada a la
población, una población que sea abundante, útil y laboriosa, había
llevado a nuestros proyectistas, junto a otros motivos, a una deci-
dida intervención en el campo de la beneficencia y de la educación,
a la par que desarrollaban una serie de medidas poblacionales. No
podía ser menos por tanto, teniendo en cuenta el panorama hospi-
talario, sangría de muchas vidas humanas, que el Estado se decidie-
se a intervenir en función del valor atribuido a la población.

Conjugando estos tres elementos: intervención intensa del Esta-
do en todas las facetas de la vida social, intervención ligada a la
reordenación del gobierno interior, actitud ilustrada ante los brotes
epidémicos y valor atribuido a la población, una población que sea

267 «A nivel general de todo el reino y con aplicación particular en cada hospital debe haber
un reglamento que contemple: la higiene, limpieza de enfermos e instalaciones, la existencia de
personas lo suficientemente dotadas para atajar la enfermedad y la perfecta distribución y
división de enfermos y gentes allí internadas». Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit.
Pág. 98.

268 Sobre este particular, Domínguez Ortiz señala que no es extraño que la pro-
posiciones de solución de nuestros ilustrados en el terreno hospitalario sean la idea
del hospital general y el establecimiento de una normativa higiénica y de funciona-
miento, teniendo en cuenta que el panorama español venía caracterizado por la
anarquía, la falta de dotación e higiene y el escaso control estatal. Cfr. Antonio
Domínguez Ortiz: op. cit. Pág. 226.

269 Cfr. Pedro Trinidad Fernández: op. cit. Pág. 89.
270 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 124-125.
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útil y laboriosa, nos encontramos con las motivaciones de fondo
que justifican la decidida intervención del Estado en materia hospi-
talaria, intervención encaminada a la mejora de la asistencia, la
reunificación de algunos centros y el intento de control271.

3.4.1. Reducción y concentración hospitalaria

Uno de los objetivos perseguidos por los gobiernos ilustrados a
lo largo de toda la centuria en materia hospitalaria va a ser la
reducción y concentración de estas instituciones. No se trata de un
objetivo nuevo, la primera disposición real encaminada a la reduc-
ción y concentración de hospitales data de 1512. Se cumplió en
Valencia, refundiendo en el recién creado Hospital General de Ino-
centes y Desamparados, el de enfermos de toda dolencia y la Casa
de Expósitos272. En 1540, Carlos I volvía a insistir sobre la reduc-
ción de Hospitales, y las Cortes de Valladolid pidieron que se cum-
pliera en todo el territorio castellano la orden de 1512273. Con
carácter local, Felipe II en 1587 dio una nueva orden a la que se
debe la creación del Hospital General de Madrid, inaugurado en
1603, en el que se refundían cuatro de los existentes en la Villa y
Corte274.

Durante el siglo XVII nos encontramos con nuevas reducciones
y concentraciones: en 1615 se funda el Hospital General de Nuestra

271 Así se manifestaba sobre esta particular Fernando VI en el preámbulo del Real
Decreto de 15 de febrero de 1754: «De la reforma de los hospitales se desprenden muchos
beneficios para el reino (...). Entre ellos hay que señalar nuestra defensa ante la enfermedad,
que tantos males nos ha causado (...). Por otro la ayuda a una población enferma que tanto
puede ayudar al reino (...) Igual que un padre no puede descuidar sus hijos, así tampoco
nosotros a nuestros enfermos». Colección de Decretos dados en el Reinado de Fernan-
do VI. Madrid 1742. Págs. 117-118.

272 Real Cédula de 12 de mayo de 1512, inserta en la Novísima Recopilación.
Libro n. Título XXXVIII. Ley I. Sobre el resultado de esta Real Cédula en Valencia
existe un amplio estudio de M. Jiménez Salas en su obra Historia de ¡a Asistencia Social
en España. Madrid 1969. Págs. 158-159.

273 Real Cédula de 27 de junio de 1540. Novísima Recopilación. Libro II. Títu-
lo XXXVIII. Ley II.

274 De los hospitales de Madrid han escrito, con sólida, documentación, entre
otros: Félix García Caballero: Recuerdos históricos de la corporación facultativa de ¡os hos-
pitales generales de Madrid, Madrid 1865; J. Alvarez Sierra: Los Hospitales de Madrid.
Madrid 1953; Miguel Herrero Garría, en su magistral monografía La Semana Santa en
el Madrid del S. XVII. Madrid 1935, ofrece muchos datos de gran interés sobre esta
materia.
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Señora de las Angustias de Toro, fruto de la unión de los doce
hospitales existentes en la localidad; en 1635, se funda el Hospital
de San Pedro en Carmona, reuniéndose en él diez hospitales275.

Aunque existen algunas disposiciones reales que recomiendan y
aconsejan la reducción y concentración —hemos citado los ejem-
plos de Carlos I y Felipe II—, la mayor parte de refundiciones que
encontramos a lo largo de la Edad Moderna responden a circuns-
tancias particulares, propias de cada Institución. En opinión de
Hernández Iglesias, durante los siglos XVI y XVII no existe una
política real hospitalaria como tal, y las transformaciones que sufren
estas tradicionales instituciones asistenciales, transformaciones que
en la mayor parte de las ocasiones suelen reducirse a la supresión
de pequeños hospitales y la formación de otros con mayores posi-
bilidades, responden a las dificultades económicas y de asistencia
que sufren estas instituciones276.

Durante el siglo XVIII continúa vigente esta tendencia a la re-
ducción y a la concentración, tendencia que contará con el beneplá-
cito, apoyo y control del Estado. Tres son las disposiciones que se
dan durante este periodo:

1. Real Provisión de 15 de febrero de 1739.
2. Real Decreto de 17 de agosto de 1754.
3. Real Orden de 18 de febrero de 1798.

Antes de pasar al análisis del contenido de estas tres disposicio-
nes, conviene dejar bien claro cuales son los motivos que llevan al
poder real a desarrollar una política hospitalaria tendente a la re-
ducción y concentración hospitalaria.

En primer término hay que tener en cuenta el empeño decidido
de la Monarquía por intervenir en todas las facetas de la vida social.
El panorama hospitalario español, caracterizado por la abundancia
de centros hospitalarios regentados por órdenes religiosas, particu-
lares o ayuntamientos impedía, de hecho, una intervención decisiva
del Estado. Con la reducción y concentración se pretende, en pri-
mer término, crear las condiciones apropiadas para que el Estado

275 A los de Toro y Carmona había que añadir la refundición y fundación de
Hospitales Generales en Zamora {1638) y Écija (1640). Cfr. M. Jiménez Salas: op. cit.
Eágs. 160-162.

276 Cfr. F. Hernández Iglesias: La Beneficencia en España. Tomo I. Madrid 1879.
Págs. 187-188. Se citan como ejemplos de refundición como consecuencia de la nula
asistencia y de las dificultades económicas el de San Antón de Madrid y el de Nuestra
Sra. de Gracia de Zaragoza.
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pueda intervenir en una parcela que tanto influye en el bienestar
individual y colectivo y que hasta ahora se tenía olvidada277.

No menos importante que el decidido empeño del Estado de
intervenir en todos los ámbitos de la vida social —y uno de ellos
está constituido por los hospitales y la atención a los enfermos—: es
la idea de hospital que reina dentro del pensamiento ilustrado.
Como bien señalan Antonio Lafuente y José Luis Peset, los ilustra-
dos tienen en mente la idea del hospital general donde hacinar,
para su más correcta atención, enfermos de muy variada condición
y dolencia. Se piensa que cubriendo el territorio nacional con este
tipo de centros, de amplias dimensiones y dotación, se podrá dar
una mayor y mejor asistencia médica y se estará en condiciones de
prevenir la enfermedad278. Esta idea de Hospital General, como
medida de solución a los problemas asistenciales, aparece en Cam-
pomanes, Arriquibar y Argenti y Leys279.

Por último, detrás de las pretensiones de reducción y concentra-
ción hospitalaria, está presente el objetivo de poner fin a la ruinosa

277 Así lo pone de manifiesto el Real Decreto de 17 de agosto de 1754: «La
abundancia de hospitales y demás casas de curar de enfermos, muchas de ellas sin medios y
sin pacientes impide que se pueda atender la enfermedad con el decoro que se merece (...) Si
todas ellas se juntaran y según las posibilidades de cada comarca se estableciera un Hospital
general que los reuniera, mucho mejor podríamos atajar la enfermedad y de mejor manera
atenderíamos al bien de nuestros subditos». Novísima Recopilación. Libro II. Título XXX-
VIII. Ley VII.

278 Cfr. Antonio Lafuente y José Luis Peset: op. cit. Págs. 50-51.
279 Campomanes, en el Tratado de la regalía de la amortización, al analizar la situa-

ción económica y financiera de las instituciones hospitalarias, critica duramente a los
hospitales de reducidas dimensiones y de escasas rentas y aboga como solución del
problema hospitalario: «(...) la fundación de grandes hospitales, con suficientes recursos y
personal, que atiendan debidamente las necesidades de los enfermos. El terror con que nos
azota la enfermedad hace necesario que existan grandes instalaciones con que afrontarla».
Pedro Rodríguez de Campomanes: op. cit. Págs. 89-90.

Arriquibar también critica a los hospitales pequeños «que por su dotación y medios
no pueden afrontar las necesidades que nuestros enfermos poseen (...). Hacen falta grandes
hospitales que con más y nuevos medios adopten una aptitud y defensa del enfermo». Nicolás
de Arriquibar: Recreación Política. Reflexiones sobre el Amigo de los hombres en su tratado
de población considerado con respecto a nuestros intereses. Vitoria 1779. Págs. 217-220.

Argenti y Leys, como consecuencia de los distintos brotes epidémicos que al final
de la centuria azotaron a España y mermaron su población, ve en los grandes hos-
pitales una medida de solución a las epidemias: «.(...) si en vez de pequeños hospitales,
sucios y sin medios, en Castilla hubiesen establecido Hospitales generales como los que hay en
Francia, la enfermedad no nos hubiese afectado tanto (...). Dotándolos de personal y rentas y
distribuyendo ordenadamente sus espacios la enfermedad no hubiese hecho estragos (...). En
cambio con pequeños hospitales no estamos en condiciones de afrontar la enfermedad».
F. Argenti y Leys: Discursos político y económicos sobre el estado actual de España. Madrid
1776. Págs. 86-94.
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situación económica que les afectaba. Para Sánchez Granjel, los hos-
pitales españoles del siglo XVIII sufren una constante regresión en sus
rentas, la única fórmula para frenar este proceso que encuentran los
gobiernos ilustrados es la instauración de una política que esté enca-
minada a la concentración de recursos en una única fundación que
aglutine las rentas de instituciones menores en crisis280.

Ampliación de la intervención del Estado en todos los ámbitos
de la vida social, el hospital general como utopía de solución a la
asistencia y dificultades económicas y financieras, son, por tanto, las
motivaciones que llevan a los gobiernos ilustrados a desarrollar una
política de reducción y concentración hospitalaria, política que en
gran medida será continuada por el proceso constituyente gaditano.

La inauguración de la política de concentración hospitalaria ilus-
trada se sitúa en 1739 con la Real Provisión dada el 15 de febrero
por Felipe V281. En virtud de tal disposición, se crea una comisión
especial dentro del Consejo de Castilla —integrada por el Presidente
del Consejo y tres consejeros— a la que se encarga, a parte de otros
objetivos encaminados al control de las instituciones hospitalarias,
el establecimiento «de una normativa» para que en cada localidad,
mayor de 5.000 habitantes halla un gran hospital. La respuesta de
la Comisión llegaría en 1740:

«Siendo muchos los hospitales que pueblan el Reino, pero esca-
samente dotados y con rentas muy pobres, sería conveniente para el
Reino y sus necesidades de salud que en aquellos pueblos donde hay
más de un hospital, se concentren rentas, enfermos e inmuebles en
un solo edificio. De la venta de los patrimonios de aquellos que no
se utilicen como sede se obtendrían grandes cantidades que podrían
emplearse en la ampliación y reforma del hospital escogido como
general de la comarca (...) Serán los Ayuntamientos, ayudados por
sus corregidores, los que pondrán en práctica esta medida»282.

Como otras muchas medidas ilustradas, el tinte que la caracte-
riza es la utopía. Difícilmente se podía lleva a la práctica esta dis-

280 «En algunas casas concretas, para su sostenimiento, continúan vigentes viejos arbitrios,
se les hacen nuevas donaciones o reciben la ayuda de organizaciones gremiales que les otorgan
legados para asegurarse con ello la utilización de sus servicios (...) Ninguno de estos auxilios
conseguirán vencer la crisis económica que afecta a las instituciones hospitalarias y que obliga
a la concentración como única vía de solución». Luis Sánchez Granjel: op. cit. Págs. 125-
126.

281 Cfr. Novísima Recopilación. Libro II. Título XXXVIII. Ley 9.
282 A. G. P. Sec. Consejos. Leg. 3212.
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posición teniendo en cuenta la multitud de intereses que confluían
en las citadas instituciones hospitalarias, regentadas por las más
diversas autoridades —eclesiásticas, privadas y locales—283 Buena
prueba del carácter utópico de esta primera medida es que sólo se
aplicó en algunos hospitales de Patronato Real284.

El fracaso de estos primeros intentos de concentración hospita-
laria no significaron el fin de estas pretensiones. Fernando VI recu-
pera el intento de reducción y concentración hospitalaria en 1754.
El Real Decreto de 17 de Agosto obligaba a todos aquellos hospitales
de Patronato Real, cuyo número de enfermos fuera inferior a quin-
ce y sus rentas menores a 100 ducados, a que se unieran en un
único hospital general285. El hecho de que la citada disposición se
redujera solamente a las instituciones hospitalarias de patronato
real, visto el fracaso que había tenido la anterior disposición de
1739, permitió la erección de algunos hospitales generales, tales
como el de Granada (1754), Ávila (1766) y Salamanca (1769).

El gran aldabonazo para la concentración hospitalaria llegaría
con la Real Orden de Carlos IV de 18 de febrero de 1798286. A parte
de otras consecuencias, el fin de la independencia económica de las
instituciones hospitalarias, al disponer dicha orden «la venta de
todos los bienes raíces pertenecientes a hospitales (...) y el importe
de la misma sería ingresado en la Real Caja de amortización» obligó,
a la mayor parte de los hospitales españoles a sortear sus dificulta-
des económicas mediante la unión con los establecimientos más
próximos. Como consecuencia de esta disposición el número de
hospitales por el territorio peninsular, que según el censo de 1787
era de 2166, se redujo en 1800 a 773287.

283 Sobre este particular, Domínguez Ortiz apunta que la reducción y concentra-
ción significaba poner fin a una multitud de intereses particulares, difícilmente de
salvar con esta medida. La reunificación debería haber ido acompañada bien de una
indemnización a los que regentaban estas instituciones o una desamortización de sus
bienes. Ambas medidas no se pusieron aún en práctica. Cfr. Domínguez Ortiz: op. cit.
Págs. 217-218.

284 En concreto fruto de esta medida, sólo está constatada la fundación del Hos-
pital General de la Concepción de Burgos, resultado de la reunión de 14 hospitales
y hospicios del patronato real existentes en esta localidad. Cfr. M. Jiménez Salas:
op. cit. Pág. 128.

285 Novísima Recopilación. Libro II. Título XXXVIII. Ley X.
286 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. IV. Pág. 217.
287 Cfr. Manuel Jiménez Salas: op. cit. Pág. 166.

526



MANUEL HERRERA GÓMEZ

3.4.2. Mejoras en la asistencia a enfermos

El valor atribuido a la población por parte de pensamiento ilus-
trado, un valor que equivale a la riqueza, había sido uno de los
motores que habían llevado al Estado a la intervención en un con-
junto de materias hasta ahora olvidadas: desarrollo de políticas
poblacionales, preocupación por la pobreza y por el pobre, con vis-
tas a la inserción laboral y social de elementos marginales, atención
a la educación en cuanto que representa un útil instrumento para
convertir la población en útil y laboriosa y, como no, establecimien-
to de un conjunto de medidas encaminadas a la reforma del pano-
rama sanitario.

Nuestros ilustrados, como vimos con anterioridad, al enjuiciar
las instituciones hospitalarias no ahorran críticas a la hora de valo-
rar aspectos como la higiene, la limpieza o el tratamiento de los
enfermos. Son unánimes cuando presentan estos establecimientos
más como «casas de muerte» que como centros para devolver la
salud al personal allí internado. En opinión de Calleja Folguera, el
descuido, la falta de higiene y la desidia con que eran tratados los
pacientes, traía consigo una importante sangría de población; este
panorama obligó a nuestros ilustrados a esbozar distintos proyectos
y medidas con que resolver la situación reinante288.

Los gobiernos ilustrados del XVIII recogen el fermento deposita-
do por figuras como Olavide, Masdevall o Campomanes, y a lo largo
de la centuria, al mismo tiempo que pretenden la reducción y con-
centración hospitalaria, incluyen un conjunto de medidas referentes
a la asistencia a enfermos. Como bien señalan Mariano y José Luis
Peset, con ellas se pretende hacer del hospital el instrumento apro-
piado con que enfrentarse a la enfermedad, paliar los brotes epidé-
micos y recuperar para el Estado una buena masa de población289.

La Real Provisión de 15 de febrero de 1739, origen de la con-
centración hospitalaria ilustrada, encargaba a la recién creada Comi-
sión de Hospitales la elaboración de «un reglamento en el que se
contemplen las normas médicas e higiénicas con que tratar a los
enfermos»290. La respuesta dada por la Comisión en 1740 contem-
pla aspectos tales como la limpieza de las habitaciones, la mejora en
la distribución de los enfermos teniendo en cuenta la edad y la
enfermedad, el establecimiento de las oportunas dietas alimentarias

288 Cfr. María del Carmen Calleja Folguera: op. cit. Pág. 33.
289 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 84.
290 Cfr. Novísima Recopilación. Libro n. Título XXXVIII.
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y la visita diaria del médico291. Buenas intenciones no le faltan a
esta disposición, pero se olvida de un apartado de especial impor-
tancia: establecer las correspondientes normas sobre la dotación del
personal que pudiera hacer efectiva toda esta serie de cuidados. No
hemos de olvidar, que uno de los grandes defectos de que adolecían
las instituciones hospitalarias era la existencia de un personal escaso
y mal cualificado292.

El intento de concentración hospitalaria de Fernando VI en 1754
(Real Decreto de 17 de Agosto), por el cual obligará a la reunión de
todos aquellos hospitales de Patronato Real, va acompañado de un
conjunto de medidas referentes a la asistencia al enfermo. Pueden
éstas clasificarse en higiénico-sanitarias y de dotación de personal 293

En cuanto a las primeras, pocas son las alteraciones que encon-
tramos con respecto a las dictaminadas por la Comisión en 1740:
limpieza de habitaciones, distribución racional de enfermos, mejoras
en la alimentación, visitas diarias del médico294. Más novedosas son
las referentes a la dotación de personal:

«Deberá haber por cada veinticinco enfermos un médico y un
cirujano(...) Ambos facultativos serán por oposición ante el Real
Tribunal del Protomedicato que evaluará sus méritos y disposicio-
nes para ejercer el oficio (...) En la cocina, cuando el hospital sea
superior a 100 pacientes deberá haber tres cocineros (...) Para la
limpieza de ropas, habitaciones y demás salas en estos hospitales de
más de cien pacientes habrá 8 doncellas que diariamente cumpli-
rán sus cometidos»295.

291 «Diariamente se ventilarán las estancias, fregándose sus suelos y ventanas; semanal-
mente se cambiarán las mudas de cama y camisones de los enfermos (...) Según sea ¡a enfer-
medad, fiebre, calentura, rotura de huesos, vejez y teniendo en cuenta la edad de los pacientes
se distribuirían los enfermos (...) Los productos con que se alimentará a los enfermos serán de
primera calidad, siendo abundante la carne, el pescado y las verduras, por ser viandas que
refortalecen los cuerpos (...) El médico hará una visita diaria, registrando en un cuaderno
común la evolución del enfermo». A. G. P. Sec. Consejos. Leg. 3212.

292 Sírvanos de ejemplo los datos que nos ofrece Alvarez Sierra para el Hospital
de Antón Martín en 1744: 202 parientes (173 hombres y 28 mujeres) que son
atendidos por dos médicos y un cirujano. El personal sanitario se completa con un
cocinero, tres doncellas y un vigilante. Cfr. Alvarez Sierra: op. cit. Pág. 87.

293 Novísima Recopilación. Libro II. Título XXXVIII. Ley X.
294 Se hace especial hincapié en la limpieza de las ropas usadas por los enfermos:

«Se les dará semanalmente un camisón, zapatillas de cuero y mudas de interior y cama (...)
el cuidado de éstos impedirá la propagación de enfermedades». Ello en gran medida se
encuentra motivado por la proximidad temporal del brote epidémico en 1752. Luis
Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 182.

295 Novísima Recopilación. Libro n. Título XXXVIII. Ley X.
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El hecho de que este conjunto de medidas, encaminadas a la
mejora de asistencia al enfermo, aparezcan junto a los propósitos de
concentración hospitalaria nos muestran:

1. El decidido empeño de la Monarquía por mejorar las con-
diciones sanitarias de los centros hospitalarios.

2. De forma secundaria, la escasa dotación de la mayor parte
de los hospitales. Concentración y mejora de la asistencia
confluyen para plantear una reforma que se presenta como
necesaria.

En 1777 se vuelve a la carga en la insistencia sobre estos aspec-
tos asistenciales. Carlos III por Real Cédula de 7 de abril296 recupera
lo planteado en 1754. La única variante que presenta esta disposi-
ción es la «necesidad de que en cada hospital halla un boticario que
prepare pócimas, ungüentos y demás remedios para los enfermos»,
el resto es similar, tanto en lo referente a las medidas higiénico
sanitarias como las referentes a la dotación de personal. Esta insis-
tencia y repetición nos muestra el incumplimiento de anteriores
disposiciones, incumplimiento en gran medida ligado a la falta de
medios económicos para hacer realidad tales disposiciones297.

Esta actitud por parte del Estado, dirigida a mejorar las condicio-
nes asistenciales de los enfermos, bien mediante medidas higiénico-
sanitarias, bien mediante una dotación de personal suficiente, estará
presente en los debates parlamentarios cuando se afronte la proble-
mática de los Hospitales españoles y las condiciones para hacer via-
ble su asistencia.

3.4.3. El control estatal de los Hospitales

Junto a las disposiciones legales anteriormente estudiadas y
encaminadas a la concentración hospitalaria y a la mejora de la
asistencia higiénico-sanitaria por parte de los hospitales, el Estado
ilustrado, a lo largo de la centuria, introdujo un conjunto de meca-
nismos institucionales dirigidos al control y gobierno de los estable-

296 Cfr. Colección de Reales Cédulas... Vol. I. Pág. 135.
297 En opinión de Domínguez Ortiz las reformas hospitalarias planteadas por los

gobiernos ilustrados hubiesen necesitado de un fuerte apoyo estatal. No eran sufi-
cientes las rentas y patrimonios que cada centro tenía atribuidos, máxime si tenemos
en cuenta que en el período que estamos analizando se encuentran en franca regre-
sión. Cfr. Domínguez Ortiz: op. cit. Págs. 214-217.
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cimientos hospitalarios. Para Muñoz Machado, era lógico que en un
panorama en el que participaban eclesiásticos, corporaciones locales
y ayuntamientos298, un Estado como el ilustrado, decidido a inter-
venir en todas las facetas de la vida social, económica y política,
intentará controlar unas instituciones de vital importancia para el
bienestar colectivo e individual del Reino299.

Los intentos de control por parte del Estado se inician, igual que
la concentración hospitalaria y las mejoras asistenciales, con la Real
Provisión de 15 de febrero de 1739 300. Junto a los intentos de crea-
ción de un censo de hospitales «en el que estén presentes todos los
existentes en la Monarquía», se crea la Comisión especial de Hos-
pitales, órgano inserto dentro del Consejo de Castilla, al que tendrá
que presentarse, con carácter anual, un informe del estado, bienes,
dotación y enfermos de cada hospital.

El siguiente paso en los intentos de control por parte del Estado
de los hospitales llegaba con una Real Cédula de 26 de abril de
1753301. Para hacer efectiva la disposición de 1739, se encarga a los
corregidores, con el auxilio de los médicos de cada comarca, que
inspeccionen los hospitales y envíen a la citada Comisión un infor-
me detallado.

Poco tiempo estuvo en vigor la anterior disposición, pues con el
Real Decreto de 17 de agosto de 1754 se creaba la Junta Suprema
de Hospitales, órgano independiente del Consejo de Castilla, al cual
se atribuía las siguientes funciones y cometidos:

«Viendo el estado de los hospitales de todo el Reino, nada me
produce más dolor y tristeza, ver morir a tantos buenos súbditos
me apena tanto por su bien como por el bien de la Monarquía (...)
Es de mi parecer que se erija una Real Junta Suprema de Hospi-

298 Siguiendo a Jiménez Salas, el gobierno y control de los centros hospitalarios
en la España del S. XVIII presenta el siguiente panorama: 30% gobernado por Her-
mandades Hospitalarias (Hermanos de San Juan de Dios, Hospitalarios de San Hipó-
lito, Betlemitas, Obregones, Hospitalarios de Jesús Nazareno, Hermanos del Espíritu
Santo, Hermanas de la Caridad); 25% regentados por Cofradías Hospitalarias (se
encuentran estos especialmente ubicados en ciudades de fuerte tradición artesanal y
manufactureras como Valencia, Toledo, Valladolid, Pamplona, Zaragoza o Barcelo-
na); 15% controlado por las corporaciones municipales; 20% de fundación y patro-
nato real, en consecuencia, controlados de forma indirecta por la Corona y 10%
fundados y regentados por particulares en los que se incluyen obispos y nobles
fundamentalmente. Cfr. M. Jiménez Salas: op. cit. Págs. 176-180.

299 Cfr. Manuel Muñoz Machado: op. cit. Pág. 77.
300 Cfr. Novísima Recopilación. Libro II. Título XXXVIII. Ley 9.
301 Cfr. A. G. P. Sec. Consejos. Leg. 3205.
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tales que inspeccione, controle y dictamine en todas estas casas,
tanto de fundación eclesiástica, particulares, como real»302.

Con la creación de la Real Junta Suprema de Hospitales, en el
ánimo de la Monarquía está el poner fin al caos reinante y someter
a su dominio y control estas instituciones:

«En los hospitales de Patronato Real, la Real Junta Suprema
nombrará al director del Hospital, que anualmente elaborará un
informe de las convenientes reformas a emprender (...) En los de
patronato particular o eclesiástico se efectuará un sistema de visitas
periódicas con el fin de conocer a la perfección el estado de sus
hospitales» 303.

Como podemos observar, los intentos de control son similares a
los que se estaban realizando en materia educativa: en aquellas
instituciones que dependen directamente de la Corona, el Rey, a
través de la Junta Suprema de Hospitales nombra los directores de
centros, en el caso de instituciones de fundación eclesiástica o par-
ticular, se inicia el cerco del Estado, comisionando la Real Junta
Suprema de Hospitales un inspector que supervise e inspeccione el
estado y actuación del Hospital.

Estos intentos de control estatal son los que ponen de manifies-
to, según Juan Riera, no sólo el interés del Estado por estas insti-
tuciones, al mismo tiempo revelan el cambio de visión existente en
torno a la enfermedad. Su asistencia no es una cuestión de carácter
caritativo, sino un problema público, de obligada intervención esta-
tal, en cuanto que repercute en el bienestar de la colectividad y de
sus individuos304. Así lo recoge el preámbulo del citado Decreto:

«El que nuestros hospitales den una buena atención redunda
en beneficio de todos, de los enfermos y de la comunidad. De los
enfermos porque sanarán, de todos porque habrá más brazos útiles
con que trabajar y engrandecer la Monarquía (...) Es por tanto de
mi interés estar al tanto de estas casas de salud cuyo descuido
afecta negativamente al bien del Reino» 305.

Si las anteriores disposiciones habían ido dirigidas al control de
los centros hospitalarios mediante el establecimiento de una amplia

302 Novísima Recopilación. Libro n. Título XXXVIII. Ley X.
303 Novísima Recopilación. Libro II. Título XXXVIII. Ley X.
304 Cfr. Juan Riera: op. cit. Págs. 95-96.
305 Cfr. Novísima Recopilación. Libro II. Título XXXVIII. Ley X.
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red de personal, directamente vinculado con la Corona, que gober-
nara e inspeccionara estas instituciones, el gran paso en el control
de hospitales viene dado con la Real Orden de 18 de febrero de
1798306. La desamortización de los bienes pertenecientes a hospita-
les de fundación privada y eclesiástica no sólo favorece el proceso
de concentración hospitalaria dirigido por el Estado, también, según
señala Garrido Falla, sentó las bases para el decidido control. La
pérdida de su independencia económica vendría acompañada de la
pérdida de la independencia de gestión que, aunque supervisados
por el Estado, habían mantenido a lo largo del XVIII307.

306 Colección de Reales Cédulas... Vol. IV. Pág. 217.
307 Cfr. Manuel Garrido Falla: «La beneficencia general y la particular. Situación

y Perspectivas», en VV.AA.: Problemas fundamentales de beneficencia y asistencia social.
Madrid 1967. Págs. 30-31.
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PARTE SEGUNDA: LAS CORTES DE CÁDIZ
ANTE LA SANIDAD Y SU ASISTENCIA:

LA HERENCIA DE UNA PREOCUPACIÓN
ILUSTRADA

El peligro constante y colectivo de los brotes epidémicos, unido
a una reorganización el gobierno interior encaminada a la interven-
ción más intensa y minuciosa del Estado en todas las facetas de la
vida social, política y económica, habían animado al desarrollo, tanto
por proyectos como por leyes, de una política de reformas sanitarias
a lo largo de todo el siglo XVIII. De ser una parcela totalmente
olvidada por los poderes públicos, hemos asistido a: una reordena-
ción y centralización de la administración sanitaria, a una reforma
de los estudios médicos, al desarrollo de una política de concentra-
ción y control hospitalaria y a la puesta en práctica de un conjunto
de medidas higiénico-preventivas.

Las Cortes de Cádiz heredan la preocupación ilustrada por la
Sanidad Pública, un preocupación que tiene como raíces el propio
concepto que se posee sobre la enfermedad, presentada como un
peligro que atenta contra la felicidad y el bienestar colectivo308, y la
idea de que un Estado rico es aquel que posee una abundante
población útil y laboriosa309.

308 Referimos, por ejemplo, como ilustres muestras, las intervenciones del Sr.
Antillon y el Sr. Arguelles en la Cámara. Expresa el Sr. Antillon: «Las fiebres, calen-
turas y demás epidemias que nos ha azotado y que nos siguen azotando transforman la paz
y el orden de todo Reino (...) Las epidemias son sinónimo de muerte, pobreza, desorden y
anarquía de toda familia, de toda villa, de todo Reino». Diario de Sesiones. Vol. IV.
Pág. 3120. Por su parte, Argüelles dice que «la presencia constante de epidemias obliga
a los aquí reunidos, preocupados por la felicidad y bienestar del Reino y sus ciudadanos, a
plantear las medidas que sean necesarias para que estos azotes no aparezcan, azotes que
perturban la paz y el bien común de las poblaciones» Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 47.

309 Una clara muestra de esta idea y su vinculación con el dominio de los brotes
epidémicos nos aparece en la intervención del Sr. Dou: «Todo valor y riqueza de un
Reino se mide por su población (...) Que ésta se encuentre sana, sin enfermedades que la alteren
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Esta herencia ilustrada viene acompañada del legado doctrinal
de la gran Revolución de 1789. Si de nuestros ilustrados toman la
preocupación por la Sanidad Pública como parcela necesaria de
reformas, como hijos de los grandes principios revolucionarios adop-
tan la peculiar manera de concebir las relaciones entre el Estado y
el ciudadano que impera en aquella época, hecho este que tendrá
notables repercusiones en el campo de la Sanidad.

La fórmula de la separación de poderes310, triunfante tras la
Revolución francesa y presente en el texto constitucional gaditano,
estaba ordenada fundamentalmente a la protección de las libertades
ciudadanas y de la autónoma acción del individuo311. Se atribuye al
Estado el aparato de poder indispensable para facilitar la vida en
sociedad, eliminando las posibles causas entorpecedoras de la libre
acción individual; como bien señala Miguel Artola, se piensa que la
interacción de las diferentes fuerzas sociales produce un equilibrio
suficiente y basta para la cobertura de las diferentes necesidades que
se planteen al ciudadano312. En consecuencia, el papel del Estado
queda limitado a la atención de aquellos escasos problemas que
escapan a la capacidad de resolución del individuo, a la protección
del conjunto de la sociedad frente aquellas perturbaciones cuyo
carácter supraindividual reclaman una respuesta del poder organi-
zado, que es el único centro de decisiones con medios bastantes
como para hacerlo de una manera acorde con la magnitud de este
tipo de problemas. No se planteará mucho más en la acción del
Estado que la simple vigilancia policial para evitar y reprimir las
perturbaciones del orden estricto que requiere la convivencia. A
este Estado gendarme sólo se le permite, en puridad, suplir al indivi-
duo cuando las fuerzas de este no bastan para atender sus necesi-
dades, siempre que estas sean colectivamente sentidas y requieran
una respuesta perentoria.

De la traducción de tales principios al campo de la Sanidad
resulta lo siguiente: en cuanto que el hombre es libre y es autosu-
ficiente, sólo a él le incumbe cuidar de su propia salud, buscando los
medios para reponerla cuando sufra cualquier tipo de quiebra o
previniendo las posibles alteraciones de la misma. Sólo cuando el

y disminuya, es un cometido que debemos afrontar, adoptando las medidas que se consideren
oportunas» Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 803.

310 La expresión es de L. Althusser: Montesquieu. La política y la historia. Madrid
1974. Pág. 117.

311 Cfr. Jordi Solé Tura y Elíseo Aja: Constituciones y períodos constituyentes en España
(1808-1936). Barcelona 1978. Pág. 17.

312 Cfr. Miguel Artola: op. cit. Págs. 262-263.
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carácter de la enfermedad que amenaza al individuo la hace irresis-
tible para este y se convierte en un problema que puede afectar a
un grupo más o menos extenso de población, puede y debe produ-
cirse la acción estatal. El Estado se sitúa, pues, frente a la enferme-
dad en una segunda línea defensiva cuya acción y actuación está
condicionada a que las fuerzas del individuo hayan quedado reba-
sadas.

Son aspectos supraindividuales de la salud313 los que ha de aten-
der la Administración, la cual no debe preocuparse por los quebran-
tos que la enfermedad produzca en cada una de las individualidades
que integran el conjunto social: se piensa que la supervivencia es
algo que solo interesa en principio a cada hombre concreto, que es
de la inalienable competencia de cada uno cuidar de su propia vida.
Sólo si la enfermedad padecida por un individuo importa al conjun-
to de la colectividad, el Estado debe intervenir.

Estas líneas fundamentales del pensamiento gaditano sobre el
carácter y contenido de la acción sanitaria se repiten con frecuencia
en las intervenciones parlamentarias. Sírvannos, como ejemplo, las
ideas expuestas por Borrull y Toreno sobre el tema314.

Expresa Borrull que «sin duda, la acción inmediata del cuidado de la
salud es una función individual privativísima, pero esto no obsta para que
en atención: Primero, carácter colectivo de los males que perturban aquellos,
segundo, la índole expansiva de dichos males, tercero, la necesidad de una
atención colectiva común para poder obrar con eficacia en el ejercicio de la
función sanitaria, esta se constituye poco a poco, como fuerza que no se
encierra en círculo social alguno, pues va tomando alcance universal, huma-

313 En este sentido, L. Morrell Ocaña: «Evolución y configuración actual de la
actividad administrativa sanitaria», en Revista de la Administración Pública, n° 63.
Madrid, 1972. Pág. 141.

314 Pueden verse también en Luis Esteban: «La atención de la Salud es algo que
compete al ciudadano, señor de su cuerpo y de su alma, pero cuando los males que le afectan
pueden repercutir en la paz y felicidad de la colectividad, los gobiernos han de actuar con los
medios que consideren oportunos». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 901. En la misma
línea se sitúa la intervención del Sr. Villanueva: «Cada cual ha de procurar la salud para
su cuerpo, ahora bien cuando la enfermedad hace presas y esta se expande, el Estado, protector
y guardián de la paz, la felicidad y bienestar del Reino debe reglamentar las medidas necesa-
rias en materia sanitaria». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 938. El Sr. Obregón, en sus
proposiciones referentes a los remedios para arreglar la Salud Pública del reino, se
expresa en similares términos: «En el día a día, todo ciudadano debe cuidar del buen
estado de su cuerpo, igual que debe cuidar de su hogar y su propiedad (...) Cuando el cuerpo
se ve afectado por epidemias y enfermedades a las que no puede hacer frente y estas pueden
afectar al resto de la colectividad, el Estado debe intervenir dictando las leyes que sean opor-
tunas para evitar un peligro que repercute y afecta al orden y bienestar de la colectividad».
Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 986-987.
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no, y además se presenta excitando la intervención de los gobiernos, hasta
dar vida a un servicio de atención sanitaria» 315.

Por su parte, Toreno dice que «mientras bastan los esfuerzos indi-
viduales para neutralizar las causas perturbadoras de nuestro organismo, el
Estado abandona el cuidado de la salubridad al interés particular y la
higiene es privada; más cuando los principios de destrucción resisten a la
eficacia de estos medios ordinarios de combatirlas, entonces interviene la
autoridad para proteger la salud de los administrados y la higiene es públi-
ca»; y añade que «la higiene pública no es sino la misma higiene indi-
vidual, y sólo se diferencia de la privada en la escala de sus aplicaciones: la
una habla al hombre, la otra se dirige a la sociedad» 316.

Estas son las ideas que fundamentarán la configuración de la
Sanidad Pública elaborada por los constituyentes gaditanos. Como
consecuencia, la acción del Estado se concentrará, en esencia, sobre
el problema sanitario de mayor importancia y de carácter más irre-
sistible para el individuo: la enfermedades transmisibles. Esta grave
amenaza a la salud colectiva obligará a los hombres de Cádiz a la
reorganización de la administración sanitaria, a la preocupación por
los profesionales médicos, a la reforma de las instalaciones hospita-
larias y a la elaboración de un conjunto de disposiciones higiénicas
para prevenirles de los males de las epidemias. Todos ellos son
campos a los cuales la Ilustración había dedicado una especial aten-
ción. Como bien señala Muñoz Machado, las Cortes de Cádiz no
elaboran una legislación dedicada a la Salud Pública, se limitan a
recoger lo elaborado en la etapa ilustrada, si bien, como posterior-
mente veremos, acentuando el sentido centralizador de su organi-
zación317.

La consecuencia de este planteamiento es que, como habremos
de ver más adelante, la Sanidad se conecta íntimamente a medias
de tipo higiénico y al concepto de orden público. Asistimos a unos
intentos de mejora general de la higiene de los ciudadanos y a la
adopción de medidas policiales, fundamentalmente ordenadas a
restringir la libertad de movimientos de las personas que habitan en
núcleos de población infectada. Las autoridades competentes para
adoptar tales medidas, tanto higiénicas como policiales, serán las
gubernativas, asesoradas, cuando mucho, por los más ponderados

315 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1121.
316 Diario de Sesiones. Vol. II. Págs. 1172-1173.
317 Cfr. Santiago Muñoz Machado: La Sanidad Pública en España. Evolución histórica

y situación actual. Madrid 1974. Pág. 72.

536



MANUEL HERRERA GÓMEZ

representantes del lugar, cuya influencia en las decisiones finales
sera mínima .

En conclusión, teniendo en cuenta los principios ilustrados y
liberales que inspiran a nuestros diputados gaditanos, no cabe otro
sistema de Sanidad Pública que no sea le preventivo. El Estado no
se encarga en ningún caso de procurar la asistencia sanitaria a todos
los ciudadanos, pues la salud individual es algo que concierne sólo
a cada particular y que con sus propias fuerzas puede tutelar sufi-
cientemente. La Sanidad Pública se limitará a procurar evitar las
causas que alteran la salud de la colectividad.

1. LA SANIDAD PÚBLICA EN EL DIARIO DE SESIONES

Puesto que sería insuficiente estudiar los acontecimientos histó-
rico-legislativos separadamente del contexto sociológico y político
en el que se producen, conozcamos, antes de examinar el trata-
miento que dieron nuestros diputados gaditanos a una serie de
temas referentes a la Salud Pública, el ambiente en el que éstos
fueron abordados.

Durante los primeros años del siglo XIX, el Cádiz que más tarde
sería el último bastión de la España invadida por las tropas napo-
leónicas, era una ciudad gravemente afectada por la presencia de
sucesivas epidemias de fiebre amarilla que venían causando estragos
en la población319. Los barcos procedentes de América trajeron entre
su cargamento el llamado vómito negro, fiebre amarilla o peste
americana, que a través de Cádiz sería ya huésped asiduo de una
España cargada de problemas.

318 Para José Antonio Santamaría Pastor, el origen y la evolución de la estructura
sanitaria moderna tiene como punto de arranque las enfermedades transmisibles y
entre ellas, las de carácter epidémico como problema de higiene y orden público. Cfr.
J. A. Santamaría Pastor: Sobre la génesis del Derecho Administrativo español en el S. XIX.
Sevilla 1973. Págs. 135-138.

319 Sobre las epidemias de Cádiz en los primeros años del S. XIX, puede verse la
obra de Pedro Romero Solis: La población española en los siglos XVIII y XIX. Madrid
1973. Págs. 189 y ss.; Ramón Solis: El Cádiz de las Cortes. Madrid 1987. Págs. 349 y
ss.; Mariano y José Luis Peset: Muerte en España. Política y Sociedad entre la peste y la
cólera. Madrid 1982; son también de interés las obras de algunos cronistas como la
de Bartolomé Mellado: Historia de la epidemia padecida en Cádiz el año 1810 y providen-
cias tomadas para su extinción por las Juntas de Sanidad Suprema del Reino y Superior de
esta ciudad. Cádiz 1811; o la del doctor gaditano Juan Manuel Arejula: Breve descrip-
ción de la fiebre amarilla padecida en Cádiz y pueblos de la comarca en 1800 a 1810. Madrid
1813.
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Buena parte de la labor de las Cortes de Cádiz se desarrolla en
un clima de tensión; cercados los diputados por la enfermedad y sin
posibilidades de salir de la ciudad donde las defunciones aumenta-
ban por días, mientras que por las autoridades se trataba de ocultar,
en lo posible, la situación real de la plaza. El que las autoridades
sanitarias velasen celosamente por ocultar el mal, al que no dieron
publicidad hasta el momento en que era absolutamente imposible
mantenerlo en secreto, y el que, una vez divulgado, se hiciese todo
lo posible por quitar importancia a la cosa y distraer al público con
otros temas, ha hecho pensar a muchos historiadores que las
epidemias no tuvieron en Cádiz la gravedad que en realidad alcan-
zaron320.

La misión de las Cortes quedaba no poco dificultada por la in-
cómoda presencia de la enfermedad; en sus debates los diputados
propondrían con frecuencia la adopción de las medidas que estima-
ban más adecuadas para atajar el mal. Morirán algunos de ellos, por
otros se solicitarán informes a las autoridades sanitarias para que se
pronuncien sobre la oportunidad y conveniencia de que las Cortes
abandonen Cádiz; se les contestará que es preciso un período previo
de cuarentena y que no había lazaretos «espaciosos de confianza
para que realicen esta cuarentena los miembros del gobierno y las
Cortes»321.

La epidemia se desarrolla, con intermitencias, durante todo el
período de 1810 a 1813, al final de este último año, las Cortes
abandonan Cádiz y reanudan luego las sesiones en Madrid322.

320 Cfr. Ramón Solís: op. cit. Pág. 350.
321 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 129.
322 Resulta interesante recoger, por su expresividad, la descripción que hace

Ramón Solis de la inquietud que padecían los diputados por causa de las epidemias:
«En el verano de 1811 se comienza a hablar de nuevo de peligro de las epidemias: las auto-
ridades sanitarias recomiendan que se sigan llevando a rajatabla las precauciones tomadas en
el otoño anterior. Las Cortes se ocupan del posible rebrote del mal y en la sesión secreta de 20
de Junio, el diputado señor Vera, propone que el Congreso vuelva a la Isla de León. El temor
de alguno de los diputados y padres de la patria aumenta cuando cae enfermo el teniente
general José Ramón de Castro, el cual, según se dijo, padecía fiebre amarilla. La Regencia, para
tranquilizar al Congreso, le envió, poco después un informe médico en el que se aseguraba que
el teniente general padecía «una calentura putrida». A pesar de esta falsa alarma, el señor
Vera exige que se pida un informe a la Comisión de Salud Pública sobre la posibilidad
de que en Cádiz vuelve a retoñar la epidemia. La Comisión leyó su informe a las
Cortes el día 4 de Julio, y en él se decía «que no puede asegurar que no retoñe la epidemia
desde agosto en adelante, que en el día no la hay, que convendría aligerar de gente este pueblo
para que fuese menor el riesgo de contagio y que las Cortes decidieran si este cuerpo debía ser
uno de los más convenientes en traladar a la Isla». Ante este informe tan poco optimista.
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En este ambiente discutían las Cortes el futuro político y social
del país; acosadas por la enfermedad dictaron los textos que fueron
la base de nuestra organización política y social durante todo el si-
glo XIX; ante tal situación puede parecer perfectamente lógico que
elaboraran meticulosamente disposiciones reguladoras de una ma-
teria, la sanitaria, que apenas si había merecido atención hasta
entonces. Sin embargo, no ocurrió así.

Los problemas sanitarios se habían venido solucionando sin una
mínima visión de conjunto, adoptando las medidas concretas que la
ciencia postulaba como válidas para cada situación, normalmente
consistentes en drásticas limitaciones policiales a la libertad de los
ciudadanos y en la adopción de mecanismos higiénicos con carácter
preventivo 323

Tan solo existía una balbuciente organización administrativa apo-
yada en órganos colegiales especializados, que tenían que reunirse
cada vez que las circunstancias lo demandaban, dependiendo en
mucho su permanencia en la vida administrativa española de la pre-
sencia real de las enfermedades epidémicas. Su carácter colegial y el
parco desarrollo de los conocimientos médicos de la época forzaban
una indecisión crónica ante los problemas presentes, que incluso
remitían en importancia antes de que se hubiera llegado a un dicta-
men mayoritario; la enfermedad no esperaba324. Junto a esta organi-
zación administrativa se encontraban los esfuerzos, heredados de la
Ilustración, por reformar los estudios sanitarios, haciéndolos más
acordes a la problemática que se enfrentaban, y los intentos de racio-
nalizar y centrar el panorama hospitalario.

Esta es la sombría realidad que conocen los diputados: ausencia
de una organización eficaz y de una legislación adecuada, naciente
reforma de los estudios sanitarios y necesidad de continuar la labor

los diputados Aner y Polo apoyan la propuesta de traslado del Sr. Vera. Capmany,
se opone y termina por convencer a todos de que son mayores los peligros que corría
la Asamblea en la Isla y más en un momento en que la tropa es escasa.

«La ciudad está en estos meses de verano prácticamente en vilo. Espera que en cualquier
momento salte el contagio. Los periódicos, con muy buen acuerdo, comienzan a publicar el
número de fallecidos durante cada mes, para que viendo las cifras no sufran sensibles alter-
nativas y el público se tranquilizase...» Ramón Solis: op. cit. Págs. 368 y ss.

323 Cfr. Luis Sánchez-Granjel: Legislación sanitaria española en el S. XIX. Salamanca
1979. Págs. 256-257.

324 La tardanza en la adopción de una decisión ha sido tradicionalmente uno de
los factores más regresivos que han afectado a los órganos colegiados. Sobre esta
problemática ver E. García de Enterría: «Estructura orgánica y Administración con-
sultiva», en su libro La Administración española. Madrid 1964. Págs. 54 y ss.
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iniciada por los ilustrados en materia hospitalaria. Sobre estos pun-
tos se centrará el debate parlamentario. Pese a todo, la Sanidad
Pública no recibe nuevo impulso en los primeros años del
constitucionalismo:

1. Las Cortes no elaboraron en ningún caso una legislación
dedicada específicamente al tema, se limitarán a recoger en
disposiciones generales, fundamentalmente las referentes al
régimen local, el mismo sistema ordenado ya por la legis-
lación del Antiguo Régimen, si bien, como hemos de ver,
acentuando el sentido centralizado de su organización.

2. Las reformas emprendidas en los estudios médicos y quirúr-
gicos son simplemente la continuación de lo esbozado en el
último tercio del siglo XVIII.

3. Por lo que respecta al tema hospitalario, sigue estando pre-
sente la idea de gran hospital y la necesidad de centralizar
y concentrar la amplia gama de instituciones existentes. En
ningún momento llega a plantearse una asistencia domici-
liar, algo totalmente opuesto a la concepción sanitaria ga-
ditana.

1.1. La presencia de un incipiente municipalismo

Más adelante tendremos ocasión de hacer una referencia más
detallada a la administración sanitaria configurada en el proceso
constituyente gaditano, apoyada en la presencia de órganos admi-
nistrativos centrales generales y en la delegación de competencias
en las corporaciones locales. Sin embargo, tomando como punto de
referencia las distintas intervenciones parlamentarias que hacen
alusión al tema en cuestión, nos parece conveniente analizar las
ideas que sustentan el esqueleto del modelo de administración sa-
nitaria diseñado.

Durante todo el siglo XVIII, la peligrosidad de los brotes epidé-
micos, la defensa de políticas poblacionales y la reorganización in-
terior y ampliación por parte del Estado de sus ámbitos de actuación
y control han tenido como consecuencia una especial preocupación
de los poderes públicos por la Sanidad. Esta preocupación se ha
traducido en:

1. La reorganización del Real Tribunal del Protomedicato con-
vertido en un tribunal nacional que regula y controla el
acceso al ejercicio de las profesiones sanitarias.
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2. La aparición de organismos —Junta Suprema de Sanidad
con sus correspondientes delegaciones e inspectores de
epidemias— encargados del control de la Salud Pública en
las distintas partes de la Monarquía.

3. El establecimiento de un conjunto de disposiciones higiéni-
cas dictadas por el poder real y mandadas a ejecutar por
parte de las autoridades locales.

Las características fundamentales de esta organización sanitaria
pueden resumirse así: amplitud teórica de las funciones que están
encomendadas a los distintos organismos y carácter temporal de los
mismos, esto es, se crean para que dispongan lo preciso en tiempo
de epidemia y organicen la forma que mejor convenga la lucha
contra la misma, pero cuando ésta va perdiendo virulencia la acti-
vidad de los órganos va remitiendo, suprimiéndose o manteniendo
una existencia puramente formal. A estas dos características hay
que unir el carácter colegial de los organismos erigidos o remode-
lados, carácter colegial que, sin embargo, no los sitúa en una con-
ducta de mero asesoramiento, sino que tienen encomendada la
gestión directa sobre los asuntos propios de su función325.

Las Cortes de Cádiz heredan esta organización. Por lo que res-
pecta a los organismos centrales —Real Protomedicato y Junta
Suprema de Sanidad— asistimos a una continuidad de concepción,
organización y competencias con respecto a lo establecido en el
siglo XVIII326. Al Real Tribunal del Protomedicato se le presenta
como la institución compuesta por profesionales sanitarios encarga-
da de: examinar a los que aspiraban a practicar la medicina, habi-
litar con tal fin a los interesados y ejercer funciones jurisdiccionales
sobre asuntos relativos al ejercicio de las profesiones sanitarias"7.

325 Cfr. Santiago Muñoz Machado: op. cit. Págs. 78-79.
326 Así se pone de manifiesto en dos documentos que con posterioridad serán

analizados: el Informe de la Comisión de Salud Pública referente a las atribuciones
y funciones del Real Tribunal del Protomedicato. Diario de Sesiones. Vol. II.
Págs. 1467-1468; y el Informe y Proyecto de Decreto presentado por la Comisión de
Salud Pública respecto a la organización de la Junta Suprema de Sanidad. Diario de
Sesiones. Vol. VIII. Págs. 6134-6137.

327 Buena muestra es la proposición presentada por el Sr. Zorraguin el 19 de julio
de 1811, proposición que sería recogida íntegramente por el Informe de la Comisión
de Salud Pública referente a la ordenación del Real Tribunal del Protomedicato: «La
única solución para arreglar el importante negocio de la Salud Pública, asi en la enseñanza
como en el ejercicio del curar es el mantenimiento del Tribunal del Protomedicato, con las
mismas facultades y obligaciones que estableció la Real Cédula de 1780». Diario de Sesiones.
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Mientras que a la Junta Suprema de Sanidad se la concibe, igual
que había ocurrido en el siglo XVIII, como el organismo que tiene
encomendado el establecimiento de las distintas medidas encamina-
das al mantenimiento de la Salud Pública en las diversas partes de
la Monarquía328. Las razones de esta continuidad, según Sánchez-
Granjel, se encuentran en la escasa importancia que hasta esos
momentos han tenido las diferentes profesiones sanitarias que sir-
ven a la Administración y la nula complejidad que posee el ejercicio
de la función de tutelar la Salud Pública, limitada a la peligrosidad
de los brotes epidémicos. La progresiva importancia que van co-
brando las profesiones sanitarias, unido a la mayor complejidad de
la tutela de la Salud Pública, implicará una profunda reforma de la
Sanidad en sus órganos centrales. Sin prescindir de estos dos órga-
nos colegiados, cuyas funciones serán estrictamente consultivas, se
encargará la gestión directa de la Sanidad a entes mucho más tec-
nificados329.

Sin embargo, a pesar de esta continuidad en el modelo de ad-
ministración sanitaria ilustrado, por lo menos en lo que hace refe-
rencia a sus órganos centrales, los diputados gaditanos ofrecen in-
teresantes aportaciones respecto al papel atribuido a las
corporaciones locales en la tutela de la Salud Pública. Para la mejor
comprensión y análisis de estas aportaciones conviene considerar

Vol. II. Pág. 1425. Tal y como se recoge en el Diario de Sesiones, toda la Cámara
manifestó su apoyo a la citada proposición.

328 Hay dos intervenciones clave que nos muestran, con anterioridad al Informe
y Proyecto de Decreto presentado por la Comisión de Salud Pública respecto a la
organización de la Junta Suprema de Sanidad, el paralelismo existente entre la Junta
de Sanidad creada en el S. XVIII y la que defienden nuestros diputados gaditanos.
Una de ellas es la del Sr. Antillon: «La Junta Suprema de Sanidad tiene su origen en la
necesidad de dictar normas y medidas que remedien los peligros de las epidemias (...) Hoy la
situación es similar a la de hace cincuenta años, se necesita de una Junta central, apoyada por
auxiliares locales y provinciales, que organice todo lo referente a las precauciones y medidas a
adoptar en materia de Salud Pública». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5809. Muy
parecida es la intervención del Sr. Aner: «Si el Real Tribunal del Protomedicato tiene como
función dar la licencia al médico para que este ejerza su oficio, y con ello evita el intrusismo,
la que había sido Junta Suprema de Sanidad debe continuar en su misión de establecer las
reglas que crea convenientes para evitar el ataque de las enfermedades, y para tal encargo
contará con el amparo de los que habían sido sus apoyos locales». Diario de Sesiones. Vol.
VIII. Pág. 5854.

329 Aparece así la Dirección General de Sanidad, el Consejo de Sanidad del Reino
y los subdelegados de Sanidad, órganos compuestos, no por una legión de funciona-
rios ad hoc, sino por facultativos que presencian el daño, miden sus estragos y
conocen los medios con que atajar el mal. Pero esto sería ya en 1822. Cfr. Luis
Sánchez-Granjel: op. cit. Págs. 117-118.
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los fundamentos del municipalismo moderno, cuyas bases queda-
rían sentadas desde los mismos inicios de la Revolución francesa.

Como es sabido la plasmación de la ideología fisiocrática330 y
revolucionaria, en lo que respecta al régimen local, tuvo su formula-
ción legal en el famoso Decreto de la Asamblea Constituyente de 14
de diciembre de 1789, en el cual quedarían esbozadas las ideas bási-
cas del pensamiento municipalista. En el artículo 49 de dicho Decre-
to —«las corporaciones municipales tendrán dos funciones a cumplir,
unas propias del poder municipal y otras propias de la Administra-
ción general del Estado, las cuales serán delgadas en los munici-
pios»— queda formulada la idea del «pouvoir municipal», el dogma
central en el municipalismo contemporáneo, según se ha dicho con
toda exactitud331. Significa este principio el reconocimiento a los
municipios de un poder distinto del que corresponde al Estado; po-
der cuyo contenido es muy limitado, dirigido a la gestión de una serie
de asuntos que afectan particularmente al municipio, «funciones
simples (...) que no estarán por encima de la capacidad de nadie en
lugar que habita» diría Turgot en su célebre Memoria332, cuestiones
que no rebasan la índole de lo puramente doméstico, asuntos de
interés exclusivo para los habitantes del municipio, «cuestiones pri-
vadas, domésticas y casi familiares», las llamará el ministro, «con la
intención de subrayar que no se trata propiamente de cuestiones
políticas, de una sustracción de auténticas competencias del Estado,
que aparte de sustantividad propia requieren para su gestión un arte
complejo y sutil y una técnica paralela» 333

Frente a estas competencias se articulan otras que los entes loca-
les ejercen por delegación de la autoridad central (con lo cual se vie-
ne a permitir que el Estado desarrolle sus funciones a través de los
centros locales), ejercicio delegado que, más adelante, con las refor-
mas napoleónicas, vendría a transmutarse en una ejecución directa
cumplida por el alcalde como agente jerárquicamente dependiente de
la organización del Estado, lo cual dejaría definitivamente reducidas
las funciones municipales al estricto reducto del «pouvoir municipal».

Junto a este principio básico se configuran algunos otros que
habían de tener larga vida en la organización del régimen local en

330 Cfr. E. Garría Enterría: «Turgot y los orígenes del municipalismo moderno»,
en Revista de Administración Pública, n" 33. Madrid, 1979.

331 Cfr. E. Garría Enterría: «La configuración del régimen municipal francés de la
Revolución a la Restauración», en Estudios Jordana III, Madrid 1962. Pág. 24.

332 Cfr. L. Turgot: Memoria sobre los municipios. Madrid 1977. Pág. 572.
333 Cfr. E. Garría de Enterría: op. cit. Pág. 30.
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la Europa que recibió el influjo de la Revolución francesa y, por
supuesto, en nuestro país: frente al particularismo del Antiguo
Régimen, se propone la generalización con criterios uniformes de la
nueva fórmula que se establece, basada en un igualitarismo defen-
dido a ultranza en cuanto a los derechos, y una participación y
constitución por los propios ciudadanos, de los órganos de gestión
de las corporaciones locales"4.

A estos principios, y como marco donde ha de desarrollarse el
sistema, hay que sumar otro que va a caracterizar toda la Adminis-
tración contemporánea: la centralización. Principio quizá absoluta-
mente necesario en su momento para que pudieran sedimentarse
las conquistas revolucionarias335 y también extremadamente conse-
cuente con sus propios postulados336, pero que ha venido a mante-
nerse vigente en una extensa etapa histórica, cuando las bases so-
ciales, jurídicas y políticas sobre las que apareció se han disuelto.

De lo reseñado interesa para nuestros fines sólo el concepto de
«pouvoir municipal», para determinar si lo tocante a la Salud Pública
queda o no encuadrado en el mismo. Según ha demostrado García
de Enterría en sus trabajos sobre el tema, los principales teorizado-
res del principio que nos ocupa, han descrito su contenido de la
siguiente manera: para Roger Corlard queda englobado dentro de
las competencias del municipio todo aquello que repercute de for-
ma inmediata en la seguridad, comodidad y salubridad de la comu-
nidad. Más esquemáticamente, Henrión de Pansey señala que di-
chas competencias se refieren a las actividades conducentes a hacer

334 Cfr. S. Martín Retortillo: «Presupuestos políticos del régimen local», en Revista
de Administración Pública, n. 43, y del mismo autor y E. Argullol: Descentralización
administrativa y organización política. Aproximación histórica (1812-1931). Madrid 1973.
Págs. 19 y ss.

335 Cfr. S. Martín Retortillo y S. Argullol: op. cit. Pág. 28.
336 A este respecto E. García de Enterría ha señalado («La revolución francesa y

la emergencia de la Administración contemporánea» en Estudios Pérez Serrano. Ma-
drid 1959. Págs. 253 y ss., publicado también por Taurus en 1972 con el título
Revolución francesa y Administración contemporánea) que la «sustitución de la estructura de
los poderes secundarios por la Administración centralizada, venía impuesta precisamente así
por la propia dialéctica de la idea de la igualdad social, que fue la que vino a imponer la
Revolución; la igualdad, en efecto, hace imposible los poderes secundarios, tanto porque niega
la posibilidad de privilegios de clase o personales, como porque, aun cuando tales poderes se
situaran en corporaciones impersonales, se derivaría una discriminación desigual entre los
miembros y los no miembros de esas corporaciones, o entre los que son de una y los que son
de otra; el privilegio de igualdad como constitutivo social implica rigurosamente una concen-
tración de poder, una centralización de todas las desigualdades en la instancia superior del
Estado».
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posible la vida en común en un determinado núcleo de pobla-
ción"7.

Como puede observarse, la Salud Pública o la lucha contra las
causas que puedan perturbar el estado sanitario del municipio, se
señala, en todo caso como propio de las competencias de las auto-
ridades locales.

La fórmula no puede ser en este punto más consecuente con la
idea de reducir el campo del «pouvoir municipal» a lo más inmediato
y familiar, a la administración de lo más típicamente doméstico.
¿Hay algo que cumpla mejor tal requisito que la salud del vecinda-
rio? Por demás, su inclusión responde a razones sumamente plau-
sibles: nada necesita una actuación más rápida y radical que la
lucha contra la enfermedad que ataca al grupo; nada como la Sa-
nidad precisa de atención inmediata, de la resolución de los proble-
mas en el propio terreno donde suscitan338.

Se expresa en el concepto la idea de que la actuación de las
autoridades locales ha de ir encaminada a evitar que la salud colec-
tiva se altere, no se habla por supuesto, como corresponde al estado
de las ideologías, de atención particular a cada individuo en caso de
enfermedad, cosa que sólo habría de hacerse cuando la enfermedad
de éste, por su índole, pudiera generalizarse y afectar a la propia
comunidad.

Como puede verse, esta construcción enlaza directamente con lo
dicho en páginas anteriores sobre la limitación de la actuación
pública en los asuntos sanitarios, limitada a lo meramente preven-
tivo, es decir, a preservar y reponer el estado de salud de la comu-
nidad en su conjunto, evitando las causas que pudieran perturbarla.

Las ideas básicas aportadas por los revolucionarios de 1789, que
han quedado hasta aquí sumariamente expuestas, serían trasladadas
a nuestro país con exquisita fidelidad, como es conocido, gracias a
la labor de las Cortes de Cádiz. Aun cuando los propios diputados
mantienen reiteradamente que el nuevo sistema supone una vuelta
a nuestras más puras tradiciones, los textos que elaboran tienen un
parentesco muy próximo con las ideas francesas, o, en todo caso,

337 Cfr. las referencias en E. Garría de Enterría: Los fundamentos ideológicos del
régimen municipal francés. Madrid 1979. Pág. 329.

338 A. Posada afirma al respecto que, aun cuando en épocas históricas pasadas
existían servicios destinados a la protección de la salud de los miembros de la socie-
dad, realmente la formación de los servicios sanitarios «como exigencia de orden social
y político, han sido obra de la civilización moderna, habiendo empezado por ser una función
local». Cfr. A. Posada: Derecho Administrativo español. Madrid 1865. Pág. 278.
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nuestros antiguos fueros y costumbres, a los que remite el preám-
bulo de la Constitución de Cádiz para remarcar la continuidad,
fueron pasados por la criba ideológica de la Revolución francesa y
adaptados a las nuevas necesidades de la sociedad moderna"9.
Pueden aducirse multitud de razones para afirmar una cierta con-
tinuidad con el Antiguo Régimen, pero lo que de un examen de los
textos elaborados por los diputados de Cádiz se puede derivar, sin
que quepa la menor duda, es la presencia de los nuevos principios
implantados en Francia340, que quedarán finalmente recogidos: igua-
litarismo, uniformismo, participación ciudadana, y centralización a
través de la técnica de atribuir las competencias a agentes jerárqui-
camente dependientes del centro.

Junto a ellos, encontramos el señalamiento de una serie de
competencias que corresponden privativamente a los ayuntamien-
tos, lo cual supone que queda recogido, también en España, el
principio del «pouvoir municipal»341. Entre estas competencias nues-

339 Cfr. K. Marx: La Revolución en España. Madrid 1976. Págs. 173 y ss.; también
Luis Sánchez Agesta: Historia del costitudonalismo Español. Madrid 1955. Págs. 45 y ss.

340 Cfr. sobre este punto Martin Retortillo y Argullol: op. cit. Págs. 47 y ss. En
definitiva, según expresa Posada, las notas que en lo sucesivo van a distinguir a
nuestro régimen local son las siguientes: 1o El reconocimiento como un hecho de la
existencia de núcleos locales a los que se da una expresión legal y ordenación uni-
forme. 2o La formación de la provincia como una circunscripción dependiente del
Estado. 3o El establecimiento de una base electiva más o menos atenuada para la
constitución de las corporaciones locales al aparecer los ayuntamientos como una
restauración democrática del sentir de los Antiguos Consejos, pero también como
expresión del espíritu de la época tan dominada por los principios de la Revolución.
4o Organización del instrumento de gobierno, mediante el engranaje, nada disimu-
lado, de todas las instituciones locales, en una jerarquía mecánica, según un sistema
de subordinación, que contiene el germen de la futura estructura administrativa
centralizada, uniforme y simétrica, y en condiciones para el desarrollo de un espíritu
burocrático. Cfr. A.Posada: Evolución legislativa del régimen local en España. Madrid
1960. Págs. 70-71.

341 Art. 321: Estará a cargo de los ayuntamientos: primero: la policía de la salu-
bridad y comodidad. Segundo: Auxiliar al alcalde en todo lo que pertenezca a la
seguridad de la personas y bienes de los vecinos, y a la conservación del orden
público. Tercero: La administración e inversión de los caudales de propios y arbitrios
conforme a las leyes y reglamentos, con el cargo de nombrar depositario bajo respon-
sabilidad de los que nombran. Cuarto: Hacer repartimiento y recaudación de las
contribuciones, y remitirlas a la Tesorería respectiva. Quinto: cuidar de todas las
escuelas de primeras letras y demás establecimientos de educación que se paguen
con fondos del común. Sexto: Cuidar de los hospitales, hospicios y casas de miseri-
cordia. Séptimo: Cuidar de la construcción y reparación de los caminos, calzadas,
puentes y cárceles, de los montes y plantíos del común, y de todas las obras públicas
de necesidad, utilidad y ornato. Octavo: Formar Ordenanzas municipales y presen-
tarlas a Cortes. Noveno: Promover la agricultura, industria y comercio.
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tros diputados colocan los asuntos referentes a la Sanidad, usando
los mismos argumentos que los utilizados por la legislación revolu-
cionaria francesa: los ayuntamientos son las autoridades más capa-
citadas, por su proximidad y conocimiento, para tratar todo lo re-
ferente a la Salud Pública y su mantenimiento. Así lo señala el
Sr. Ger en su intervención, enmarcada en el debate sobre el Proyec-
to de Instrucción para el gobierno económico-político de las pro-
vincias:

«A todo Ayuntamiento debe corresponder el mantenimiento de
la convivencia común de sus vecinos (...) No hay nada que altere
más esta convivencia, paz y tranquilidad que todo aquello que
perjudique a la salud colectiva de los mismos. Debe estar en con-
secuencia a su cargo todo lo concerniente a la salubridad y como-
didad, incluyendo aquí la limpieza, inspección y gobierno de calles,
plazas, mercados, curso de aguas y ganados»342.

En términos muy parecidos se manifiesta el Sr. Antillon en el
mismo debate:

«Todo municipio debe actuar como una familia, cuidando de
la comodidad y salud de la misma (...). Sus funciones deben por
tanto ir orientadas a la preservación de todo aquello que pueda
atentar a la salud y comodidad de los habitantes, cuidando de que
nada lo altere» 343

Afirmaciones de este tipo, unido al propio contenido del art. 321
del texto constitucional reflejan la idea de un incipiente municipa-
lismo en el tratamiento de la Salud Pública. Sin embargo, se-
ría comprometido afirmar rotundamente que nuestros diputados
gaditanos y el propio texto constitucional defienden una descentra-
lización sanitaria. Máxime si se tiene en cuenta que no todas las
competencias en materia sanitaria quedarán atribuidas a los ayun-
tamientos. Entre ellas, escapaban aquellas que con mayor intensi-
dad requerían la atención de las autoridades en cuanto hacen rela-
ción a la Sanidad: las medidas a tomar en caso de epidemias344. Con
esta grave limitación, las competencias de los municipios quedaban
disminuidas en una aspecto tan trascendental que, como hemos

342 Diario de Sesiones. Vol. VI. Pág. 5800.
343 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5809.
344 Eran estas atribuciones de los jefes políticos según se establece en el art. 22

del Proyecto e Instrucción para el gobierno económico de las provincias.
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repetido en varias ocasiones, constituía el objetivo fundamental al
que debía tender la acción administrativa345.

1.2. Carácter de las Medidas propuestas
para la conservación de la Salud Pública

La Salud Pública para los hombres del 12 es algo privativo del
propio individuo. En cuanto que el hombre es libre y autosuficien-
te, a él, y solo a él, le incumbe buscar los medios para poseerla,
mantenerla, y en caso de que la pierda, reponerla. Ahora bien,
cuando el carácter de la enfermedad y la extensión de la misma
perturban la salud y el orden de un grupo más o menos extenso de
población, el fenómeno se convierte en un cometido de los poderes
públicos. Como bien señalan Mariano y José Luis Peset, estos plan-
teamientos nos revelan hasta que punto las enfermedades epidémi-
cas, las preocupaciones poblacionales y la vinculación de la enfer-
medad con el orden público, constituyen el auténtico motor de todo
el sistema sanitario elaborado346.

De acuerdo con estos planteamientos, las medidas higiénicas
propuestas por los diputados gaditanos en materia sanitaria van a
tener como objetivo prevenir y afrontar toda enfermedad transmi-
sible que altere la salud colectiva. Teniendo en cuenta su carácter
y contenido estas medidas pueden clasificarse en:

1. Medidas restrictivas de las libertades individuales.
2. Medidas de carácter preventivo.

En las primeras englobamos toda propuesta, sanitaria o no, que
en la defensa de la salud colectiva supone un recorte de las liber-
tades individuales. En cuanto que el objetivo de nuestros diputados
gaditanos, al afrontar el tema de la Sanidad Pública, es la conserva-
ción de la salud y la convivencia, no será obstáculo para ellos el
plantear un conjunto de propuestas que restrinjan unas libertades
individuales ratificadas por el propio texto constitucional. Se inclu-

345 Según Muñoz Machado, si se tiene en cuenta la frecuente aparición de este
tipo de enfermedades en la España del XVIII y del XIX, se deducirá que el privar a
los ayuntamientos de este tipo de competencias, era tanto como dejarlos al margen
en los momentos sanitariamente mas trascendentes. Cfr. S. Muñoz Machado: op. cit.
Pág. 74.

346 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Págs. 19 y ss.
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yen por tanto aquí, bien medidas higiénicas propiamente dichas,
bien medidas que sin ser higiénicas en todo el sentido de la palabra,
persiguen estos objetivos.

Las segundas suponen una continuidad de la postura planteada
durante la etapa ilustrada ante los brotes epidémicos. Los diputados
gaditanos recogen la herencia de los hombres del XVIII al señalar
que ante las epidemias «más vale estar prevenidos que afrontarlas
una vez extendidas» 347. Ello traerá como consecuencia la elabora-
ción, en los mismos términos que se habían planteado durante el
siglo XVIII, de un conjunto de medidas higiénico-preventivas enca-
minadas a la conservación de la Salud Pública y el alejamiento de
toda posibilidad de brote epidémico.

1.2.1. La defensa de técnicas sanitarias restrictivas
de las libertades individuales

No deja de ser paradójico que la libertad, limite a la expansión
de la intervención del Estado, sea, por otra parte, el bien más fre-
cuentemente sacrificado en beneficio de la Salud Pública. Efectiva-
mente, muchas de las técnicas defendidas por los diputados gadita-
nos, para alcanzar el objetivo que se habían fijado (tutela de la
salud colectiva), serán, por lo común, fuertemente restrictivas de las
libertades individuales consagradas en la letra del primer texto
constitucional348.

Ha quedado dicho que, a lo largo del siglo XVIII y comienzos del
XIX, entre todos los problemas sanitarios, uno destaca hasta hacer
girar en torno suyo todo el sistema establecido: las epidemias. Estas,
debido a la gran alteración de la convivencia que producían, reque-
rían la ordenación de medias policiales capaces de atajar sus efectos.
Tales medidas consistirán casi siempre en una intensa limitación de
los derechos individuales.

347 Intervención del Sr. Muñoz Toreno. Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 318.
348 La Constitución de Cádiz de 1812 supone el reconocimiento de unos derechos

individuales, típicamente liberales, que reciben una protección general en el artícu-
lo 4: «La nación está obligada a conservar y proteger por leyes sabias y justas la
libertad civil, la propiedad y los demás derechos legítimos de todos los individuos que
la componen». Otros derechos individuales están dispersos a lo largo del texto: igual-
dad jurídica (art. 248), inviolabilidad de domicilio (art. 306), libertad de imprenta
para libros no religiosos {art. 371), sufragio (art. 29), educación elemental (arts. 25/
6 y 366) y una serie de garantías penales y procesales (arts.302, 303, 304, 305, 306
y 307). Cfr. Jordi Sole Tura y Eliseo Aja: op. cit. Págs. 16-17.
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Si se tiene en cuenta que la labor desarrollada por las Cortes de
Cádiz está acompañada por la fiebre amarilla, y que el siglo XVIII
conoció los mortíferos efectos de otros males de similar naturale-
za 349, podrá concluirse con cuanta frecuencia habría de ser defendi-
do el sacrificio de las libertades individuales en busca de preservar
la salud de la comunidad. Las epidemias serían el principal centro
de preocupación de las intervenciones parlamentarias, hasta el pun-
to que puede afirmarse que ellas fueron el factor impulsor de las
reformas y de la evolución de nuestro sistema sanitario350.

Al Estado le incumbía hacer todo351 lo que estimara conveniente
para proteger la salud colectiva, y para ello nuestros diputados ga-
ditanos defienden una serie de proyectos que restringen o recortan
una serie de derechos individuales como la propiedad, la inviolabi-
lidad del domicilio, la libertad de movimientos, la libertad de im-
prenta o una serie de garantías penales y procesales. Puede, con
razón, pensarse que el sacrificio de las libertades ciudadanas estaba
más que justificado porque la presencia de una epidemia colocaba
al Estado ante una situación de necesidad frente al que por fuerza
había de ceder cualquier derecho. Era la misma excepcionalidad de
las circunstancias la que permitía y obligaba a la autoridad a adoptar
las medias que estimase oportunas, actuando incluso si el caso lo
hacía necesario, contra legem352.

A continuación hemos seleccionado un conjunto de proyectos y
medidas defendidas por los diputados gaditanos referentes al recorte
o restricción de las libertades individuales. Cada una de ellas se
enfrenta a un derecho individual recogido y ratificado por el texto

349 Sobre la incidencia y efectos de las epidemias en el S. XVIII y XIX, puede verse
la obra de J. Nadal: La población española. Barcelona 1988; P. Romero de Solís: La
población española en los siglos XVlll y XIX. Madrid 1973; Mariano y José Luis Peset:
Muerte en España (Política y Sociedad entre la peste y el cólera). Madrid 1980. Desde una
perspectiva más general, M. Bonet: Historia de las enfermedades infecciosas. Madrid
1967. Con un carácter más testimonial, la obra de P. Montlau: Elementos de higiene
pública o el arte de conservar la salud de los pueblos, aumentada con un compendio de la
legislación sanitaria de España. 3 vols. Madrid 1871.

350 Sin que por tal afirmación menospreciemos el importantísimo papel cumplido
en dicha evolución por la progresiva incrustación en la Administración sanitaria de
los diferentes estamentos profesionales competentes del ramo.

351 Esta expresión aparece ya en la Real Cédula de 8 de noviembre de 1721
dictada sobre la Junta Suprema de Sanidad. Cfr. Libro del Acuerdo, fol. 173.

352 Sobre las circunstancias excepcionales y sus consecuencias cara a la actuación
administrativa, J. Bielsa: El estado de necesidad, con particular referencia al Derecho Cons-
titucional y al Derecho administrativo. Madrid 1958; E. Garría de Enterría y T. R. Fer-
nández Rodríguez: Curso de Derecho administrativo. Tomo I. Madrid 1974. Pág. 605.
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constitucional. El argumento de defensa en todas ellas es el mismo:
hay ocasiones en que la salud y la convivencia colectiva se ven
afectadas por la peligrosidad de la enfermedad, en consecuencia
deben adoptarse todo tipo de medidas aunque sea a costa de la
limitación de los derechos individuales353.

Un ejemplo claro de medida que ataca de forma directa un
derecho individual como es la inviolabilidad del domicilio354 es la
planteada por el Sr. Argüelles el 5 de enero de 1811:

«En todas aquellas zonas que se desate un brote epidémico, las
autoridades locales deben tener potestad para inspeccionar los do-
micilios particulares, cerrando y quemando todas aquellas casas
que presenten alguna sospecha (...) Hay ocasiones en que para
preservar la salud del cuerpo, merece la pena y es necesario ampu-
tar alguno de sus miembros» 355.

En la misma línea, aunque esta vez recortando otro derecho
individual como es la libertad de movimientos356, se sitúa la pro-
puesta realizada por el Sr. Aner referente al establecimiento de
acordonamientos en aquellas zonas en que se encuentren enfermos
atacados por enfermedades transmisibles:

«Para evitar que las epidemias hagan presa a toda la Monar-
quía y sus habitantes, en aquellas zonas afectadas por el mal, en
un radio de diez leguas, deberá establecerse una línea de tropas o
cordón sanitario que impida que durante el período de un mes,
ningún morador comprendido en la zona sospechosa la traspase
sin causa urgentísima (...) cumplido el mes y asegurado el aisla-

353 Así nos lo refleja el Sr. Villanueva: «En la consecución del bien, la tranquilidad y
paz de las poblaciones, hay ocasiones en que se debe sacrificar todo lo que cada individuo posee
(...) Un caso concreto es cuando nos azotan las epidemias, los derechos de un ciudadano tienen
y deben sacrificarse en beneficio de la Comunidad». Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1869.
En términos similares se expresa el Sr. Zorraquín: «Cuando algún mal ataca a una
familia, todos se sacrifican para atajarlo (...) igual ocurre cuando ¡as guerras o las epidemias
atacan a una nación, deben de ponerse al servicio del Estado y de ¡a comunidad una serie de
derechos que en circunstancias normales se poseen». Diario de Sesiones. Vol. III. Págs.
1658-1659. No muy diferente es la argumentación dada por el Sr. Oliveros: «La salud
del Reino es algo que nos compromete a todos, aun a costa de sacrificar lo que poseemos (...)
Hay veces en que ésta es atacada. Epidemias y calenturas invaden lo que antes era paz y
sosiego. En ese momento, si es preciso, se debe de renunciar a lo que uno posee para salvar la
paz, tranquilidad y salud colectiva». Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 2024.

354 Así ratificaba el texto constitucional este derecho en su artículo 306: «No podrá
ser allanada la casa de ningún español».

355 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 303.
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miento de la enfermedad, se permitirá el libre tránsito a todas
aquellas personas que lleven parte de Sanidad» 357.

Al analizar el tema referente a la educación vimos la importan-
cia atribuida por nuestros diputados gaditanos a la libertad de ex-
presión 358. Aparecía emparejada a la instrucción pública, en cuanto
que la libertad de imprenta es un instrumento para propagar las
luces, difundir la verdad y triunfar sobre el error. Sin embargo, una
libertad de expresión mal empleada puede conducir a la conflictivi-
dad social y al alteramiento del orden y la tranquilidad colectiva.
Así lo entiende el Sr. González cuando en épocas de brotes epidé-
micos, la prensa escrita publica noticias sobre los mismos, noticias
que conducen a sembrar un clima de inestabilidad que suele desem-
bocar en situaciones de tensión y desorden, sin que aporten nada
al paliamiento de la enfermedad:

«En ningún momento pongo en duda cuanto bien se deriva de
la libre difusión de las ideas (...) Pero hay veces en que esto no es
así. Me estoy refiriendo a cuando una epidemia nos ataca. Los
periódicos difunden el acontecimiento, llenan sus páginas de esque-
las mortuorias y de las secuelas de la enfermedad. Con ello no
aportan nada a su tratamiento, más bien contribuyen a sembrar
la intranquilidad, la amargura, la desesperación y la tristeza en
aquellas zonas afectadas (...) En mi opinión sería conveniente el
establecimiento de una inspección por parte de las autoridades
locales sobre todos los periódicos que se publiquen en las zonas
afectadas, eliminando todo aquello que haga referencia a la enfer-

356 En el capítulo IV, art. 18, se haría la siguiente referencia a la libertad de
movimientos: «Son ciudadanos aquellos españoles que por ambas líneas traen su origen de
los dominios españoles de ambos hemisferios, y están avecindados en cualquier pueblo, que ellos
deseen a su libre elección, de ¡os mismos dominios».

357 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 337.
358 Art. 371: «Todos ¡os españoles tienen libertad de establecer, imprimir y publicar sus

ideas políticas, sin necesidad de licencia, revisión, o aprobación alguna anterior a la publica-
ción, bajo las restricciones y responsabilidad que establezcan las leyes». El proyecto de ins-
trucción pública gaditano no se reduce sólo a un plan de enseñanza mejor o peor
realizado, sino que comporta un entramado público donde nada que atañe a la
libertad le es ajeno. Así se señala, por otra parte, en el discurso preliminar de la
Constitución al referirse a este punto: «Como nada contribuye más directamente a la
ilustración y al adelantamiento general de las naciones y a la conservación de su independencia
que la libertad de publicar todas las ideas y pensamientos que puedan ser útiles y beneficiosos
a los subditos de un Estado, la libertad de imprenta, verdadero vehículo de las luces, debe
formar parte de la ley fundamental de la monarquía, si los españoles desean sinceramente ser
dichosos y libres».

552



MANUEL HERRERA GÓMEZ

medad. De esta forma conseguiremos enfrentarnos a ella sin el
obstáculo que supone una población asustada que marcha sin
rumbo y que crea problemas de orden y tratamiento» 359.

En términos similares, planteando una censura sobre la prensa
escrita, se manifiestan algunos diputados360. Para todos ellos es pre-
ferible el sacrificio de un derecho individual como es la libertad de
expresión en beneficio de la propia comunidad.

Una de las garantías penales recogida por el texto constitucional
gaditano es la referente a la confiscación de bienes361. Algunas pro-
puestas de los diputados gaditanos, relativas al cuidado y manteni-
miento de la Salud Pública, no dudan en recortar este derecho. Si
la actuación de un particular ha puesto en serio peligro el mante-
nimiento de la salud colectiva de una población, que menos que se
le prive de todos sus bienes para resarcir los daños causados a la
colectividad. En concreto, esta es la propuesta del Sr. Polo para
todos aquellos que dedicados a la actividades comerciales y mercan-
tiles, trafiquen con los núcleos de población afectada por algún
brote epidémico:

«Nuestra Constitución debe garantizar la propiedad individual
y privada, nadie es más dueño de su casa que su propio propietario
(...) Sin embargo cuando se pone en peligro el bienestar de una
comunidad, y esto sucede cuando se intercambian ropas, alimentos,
objetos y demás enseres procedentes de zonas a las que ataca algu-
na epidemia o calentura, el que haga este tipo de comercio deberá
responder con sus enseres y bienes por el mal causado, la comuni-
dad debe recibir una indemnización por el peligro a que se le ha
expuesto (...) Adoptando estas medidas evitaremos todo tipo de
comercio y contacto con zonas atacadas por enfermedades trans-

359 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 129.
360 Para el Sr. Morros «toda noticia que haga referencia y que aparezca en los periódicos

sobre un brote epidémico debe contar con la aprobación de la autoridad competente, a fin de
salvaguardar la paz y orden de la comunidad». Diario de Sesiones. Vol. n. Pág. 1554.
Apoyando esta propuesta el Sr. Villanueva se expresa en los siguientes términos: «De
la publicación de ideas y pensamientos con libertad depende mucho la gloria y felicidad del
Reino y sus ciudadanos (...) Pero no es menos cierto que en algunas ocasiones delicadas esta
libertad conduce al desorden, al caos y la intranquilidad. Esto sucede cuando al libre albedrío
se publican hechos referentes a enfermedades contagiosas. Es por ello que soy partidario de que
se inspeccione, y si es necesario se suprima, toda publicación que altere el orden de las pobla-
ciones y el tratamiento de la enfermedad». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1556-1557.

361 Así se recoge en el artículo 304: «Tampoco se impondrá la pena de confiscación de
bienes».
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misibles, contacto que en la mayor parte de las ocasiones es el
origen de la expansión de la enfermedad» 362.

Como hemos podido comprobar, a través de esta selección de
propuestas, no se duda, para proteger la salud colectiva, en recortar
los derechos individuales. Para Muñoz Machado este tipo de medi-
das esta íntimamente vinculado a la escasez de remedios técnica-
mente idóneos para dar respuesta a la frecuente presencia en el país
de enfermedades infecciosas363. Ello es cierto, pero ni aun cuando
la ciencia ofrezca nuevos remedios, desaparecerán este tipo de
medidas. Como bien señala Santamaría Pastor, ello llevaría, aún a
final del siglo, a la doctrina, a recordar que «la policía de sanidad,
como función del poder administrativo, no puede menos de tener
el carácter jurídico que corresponde a este, hallarse limitados por las
garantías que establezcan las leyes fundamentales a favor de los
derechos de la personalidad», requiriéndose la protección del indivi-
duo frente a las «arbitrariedades del Poder que tiendan a descono-
cer o alterar sus derechos con pretexto de la adopción de medidas
salvadoras»364.

1.2.2. Medidas higiénicas de carácter preventivo

Si en el anterior paquete de medias higiénico-sanitarias incluía-
mos aquellas que en la defensa de la Salud Pública suponían un
recorte de las libertades individuales, en este segundo bloque vamos
a recoger aquellas que ante la peligrosidad de los brotes epidémicos
plantean una postura de carácter preventivo. No es ésta una actitud
nueva, a lo largo del siglo XVIII, hemos podido comprobar como,
emanadas directamente de la Corona, encontramos un conjunto de
disposiciones encaminadas al cuidado higiénico del entorno urbano,
el control en los establecimientos industriales y manufactureros, la
inspección de alimentos o el establecimiento de una normativa en
la construcción de edificios públicos relacionados con la salud o que
por sus características podían ser posibles focos de enfermedad.
Todas ellas tenían como rasgo común el intento de prevenir y re-
mediar la aparición de cualquier brote epidémico. No es aventurado

362 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 129.
363 Cfr. Santiago Muñoz Machado: op. cit. Pág. 37.
364 Cfr. J. A. Santamaría Pastor: Sobre ¡a génesis del derecho administrativo español en

el siglo XIX. Sevilla 1973. Pág. 135.
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por tanto afirmar que los diputados gaditanos son herederos, en
esta materia, de lo ya esbozado por el pensamiento y gobiernos
ilustrados: una actitud preventiva ante las epidemias365.

Ante esta actitud, cabe preguntarse por las motivaciones que la
sustentan y desarrollan. Tampoco estas son novedosas:

1. La consideración de que la riqueza de todo Reino reside en
la abundancia de población.

2. La valoración de las epidemias como un mal colectivo que
atenta contra salud y orden público366.

En cuanto a los terrenos que, por su repercusión en la Salud
Pública, merecen la puesta en práctica de un conjunto de medidas
higiénico-preventivas, los diputados gaditanos señalan los siguien-
tes:

«La limpieza de calles, mercados, plazas públicas, hospitales,
cárceles y casas de caridad y beneficencia, la calidad de los alimen-
tos de toda clase, la situación y acondicionamiento de los cemente-
rios, la desecación o dar buen curso a las aguas estancadas o in-
salubres, la colocación de todo establecimiento industrial o
manufacturero o de cualquier otro edificio que su uso repercuta en
la salud de la población» 367.

365 Sería interminable la enumeración de intervenciones parlamentarias que ante
la peligrosidad de las epidemias defienden como medidas de solución todo un con-
junto de proyectos en los que domina esta aptitud preventiva. Recogemos aquí dos
de las intervenciones más significativas que muestran esta posición. Así se expresa
el Sr. Dou ante la Cámara en 19 de agosto de 1811: «La peligrosidad de toda enfermedad
radica en la expansión de la misma (...) Por tanto toda medida que tenga como fin proteger
¡a salud pública ha de adoptarse antes de que la epidemia haga su aparición o que cuando
ésta halla aparecido sirva para cortarla de forma radical». Diario de Sesiones. Vol. TIL
Pág. 1653. En términos muy parecidos se sitúa la intervención del Sr. Zorraquín:
«Toda enfermedad puede atajarse si existen las convenientes medias en rigor, medidas que
prevean y dispongan lo necesario para que la enfermedad no tenga lugar». Diario de Sesio-
nes. Vol. III. Pág. 1714.

366 Así define las enfermedades epidémicas en su intervención respecto a la or-
ganización de la Junta Suprema de Sanidad el Sr. Ger: «Mal de todo reino, origen de
la anarquía y el desorden, germen de la destrucción de la riqueza de todo Estado, la pobla-
ción». Diario de Sesiones. Vol. VIH. Pág. 6213.

367 Así se recoge en la proposición presentada por el Sr. Antillón que tuvo como
resultado el nombramiento de una Comisión especial, compuesta por los Srs. Anti-
llón, Mejía, Montenegro, Castillo y Cayóla, encargada de la elaboración de un pro-
yecto «que tratase cada una de estas materias y estableciera las medidas correspondientes».
Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 6013-6014. El proyecto elaborado, es una simple
recopilación de las disposiciones dadas en cada una de estas materias a lo largo del
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Las novedades son mínimas si tenemos en cuenta los campos
afrontados por los proyectos y la legislación ilustrada. Ello nos re-
vela, una vez más, la ineficacia y la no puesta en vigor de muchas
de las medidas planteadas y elaboradas durante el siglo XVIII. Es en
este punto donde encontramos una nueva actitud por parte de los
diputados gaditanos: la necesidad de hacer realidad todo lo proyec-
tado y legislado. Buena muestra de esta actitud es la intervención
del Sr. Mejía:

«Medidas higiénicas que afronten la enfermedad no nos faltan
(...) Todos somos conscientes de cuanto se ha hablado y proyectado
sobre este tema desde los últimos cincuenta años. Pero la realidad
es la misma. No faltan medidas, el fallo está en como llevarlas
éstas a la práctica»368.

Si medidas y proyectos no faltan, y el fallo está en la ejecución
y puesta en vigor, cabe preguntarse ¿qué soluciones plantean los
hombres del 12? La respuesta es unánime: que sean ios ayunta-
mientos, auténticos conocedores de las necesidades y de las medidas
que se deben adoptar en cada ciudad o pueblo, los que den realidad
a todo lo proyectado y legislado sobre la prevención de posibles
brotes epidémicos369. Nos aparece así, como esbozábamos con ante-

siglo XVIII. Respecto a la limpieza de los núcleos urbanos se recoge lo establecido por
la Real Orden de 31 de mayo de 1761. Sobre enterramientos y cementerios, lo
dispuesto por el Decreto de 3 de abril de 1787. En cuanto a la ubicación de estable-
cimientos industriales lo regulado por la Real Cédula de 15 de noviembre de 1796.
La inspección de alimentos se regirá por lo establecido en la Real Cédula de 20 de
abril de 1788. Y, por último, la higiene en la construcción de edificios públicos, se
acomodaría a lo planteado por la Real Cédula de 15 de noviembre de 1796. Diario
de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 6145-6146.

368 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6025.
369 Cuando los diputados gaditanos plantean esta solución lo hacen en términos

de eficacia, hecho este al que se une la propia concepción sanitaria defendida: eli-
minar todo posible brote epidémico o enfermedad que perturbe la salud colectiva y
pública de un determinado grupo de población. Buena muestra de ello es la inter-
vención del Sr. Aner con motivo de los males padecidos por la ciudad de Cádiz a raíz
de los brotes epidémicos: «La solución de toda enfermedad que altera y desorganiza la
vivencia diaria de toda villa está en que sean los Ayuntamientos, auténticos responsables de la
convivencia común, los que organicen y pongan en práctica todas las medidas que deben de
adoptarse». Diario de Sesiones. Vol. n. Pág. 984. No muy alejada de estos plantea-
mientos es la postura del Sr. Muñoz Toreno: «Cuando ¡os poderes locales, auténticos
conocedores de sus necesidades y responsables de los mismos se hagan cargo de unas competen-
cias que por naturaleza les pertenecen, se pondrá fin a unos males epidémicos que tan nefastas
consecuencias han causado para nuestra población». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1150.
Eficacia y atención de la Sanidad por los poderes públicos, en caso de que esta se
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rioridad al plantear el modelo de administración sanitaria defendido
por los diputados gaditanos, la noción del «pouvoir municipal», esto
es, considerar como funciones propias, constitutivas y definitorias
de todo ayuntamiento, aquellas surgidas de las inmediatas relacio-
nes cotidianas, desvinculadas de trascendencia política. Entre estas
atribuciones o funciones, ocupan un lugar importante todas las
medidas higiénicas de carácter preventivo que, al fin y al cabo,
persiguen el mantenimiento de la convivencia y la salud colectiva.

La importancia de esta solución radica no sólo en ser una ma-
nifestación de la influencia de los preceptos revolucionarios france-
ses sobre régimen local, también se encuentra en la presencia cons-
tante de la misma en todas las Instruciones que sobre Sanidad nos
aparecen en el siglo XIX370

1.3. El médico. Un instrumento necesitado de formación
y control

Elementos tales como la deficiente formación de los profesiona-
les sanitarios, la necesidad de incorporar los nuevos avances de la
ciencia médica, el intento de frenar el intrusismo existente en el
ejercicio de la medicina y, como no, el telón de fondo de los brotes
epidémicos, habían traído consigo la preocupación y el desarrollo,
tanto por proyectistas como por gobernantes, de una política edu-
cativa médica encaminada a el intento de modernizar los saberes, a
la incorporación de la enseñanza clínica en la formación médica y,
al establecimiento de unos mecanismos de control en el ejercicio de
las profesiones sanitarias.

La labor emprendida por los hombres del XVIII no tuvo como
remate la elaboración de un plan general de reforma. Como vimos
al estudiar la política educativa médica del siglo XVIII los intentos
de mejorar la formación de los profesionales sanitarios se limitaron

encuentre afectada por enfermedades epidémicas y transmisibles, también aparecen
en la intervención del Obispo de Calahorra: «Aunque es función de los eclesiásticos cuidar
el alma de toda persona, el cuidado de su cuerpo cuando este se ve afectado por epidemias y
el establecimiento de medidas para que esto no se produzca, es competencia del Ayuntamiento
que debe encargarse de la paz y tranquilidad, de la convivencia en común de cada pueblo o
villa». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1458.

370 Así se recoge en la Instrucción para el gobierno económico y político de las
provincias de 3 de febrero de 1823, en el Decreto de 15 de octubre de 1836, en el
Real Decreto de 10 de agosto de 1854 y en la Instrucción de 16 de enero de 1856.
Cfr. Santiago Muñoz Machado: op. cit. Págs. 92-93.
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a: la reforma de los planes de estudios en las Facultades de Medi-
cina, la incorporación de las clases prácticas en los hospitales clíni-
cos, el surgimiento de los Colegios de Cirugía y el control, por parte
del Real Tribunal del Protomedicato, del ejercicio de la profesión
médica. Como bien señala García Ballester, en ningún momento la
Ilustración española concibió un plan nacional de reforma sobre la
formación y ejercicio de las profesiones sanitarias, su labor se limitó
a la puesta en práctica, a lo largo de la centuria, de un conjunto de
medidas que con posterioridad adquirirían un carácter unitario en
las Cortes de Cádiz371.

En efecto, de los hombres del 12 saldría un proyecto unitario de
reforma de los estudios y del ejercicio profesional sanitario372. Pero
antes de analizar dicho proyecto, que será estudiado cuando vea-
mos la legislación sanitaria gaditana, conviene resolver una serie de
interrogantes.

En primer término, cabe preguntarse cuál es el ideal de médico
que poseen nuestros diputados gaditanos. Haciendo una síntesis de
lo que aparece en las distintas intervenciones parlamentarias, el
médico es una persona que debe procurar con el ejercicio de su
ministerio la felicidad colectiva de la comunidad373. En consecuen-
cia, su labor ha de ir encaminada a prevenir, curar y atajar toda
enfermedad. Para que este ideal sea posible ha de tener un perfecto
conocimiento del cuerpo y la suficiente práctica para atender todo
tipo de enfermedades. Todo ello sólo se puede adquirir mediante la
conveniente formación teórico-práctica y la demostración pública
de los conocimientos374. Un buen ejemplo de lo que debe ser un

371 Cfr. Luis García Ballester: Mediana y Sociedad en la España del S. XIX. Madrid
1982. Págs. 52-55.

372 Todos los aspectos referentes a la reforma de los estudios, ejercicio de la
profesión y control por parte del Estado de la misma, se encuentran contenidos en
el Dictamen y proyecto de Decreto sobre el Arreglo General de la Enseñanza Pública,
aprobado el 7 de marzo de 1814.

373 El objetivo que colocan la mayor parte de las intervenciones en la labor que
deben desarrollar los profesionales de la medicina es la consecución de la felicidad.
Pero puntualicemos, una felicidad colectiva. Véanse como ejemplo las intervenciones
de Ramos de Arispé. Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2789; Valcarcel y Dato. Diario
de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2872. Esta insistencia en la felicidad colectiva, que se
plantea como la no existencia de obstáculos o elementos que perturben la paz y
orden de la comunidad, nos lleva a pensar que detrás de éste ideal de médico se
esconde, igual que en otras medidas sanitarias, un honda preocupación por las con-
secuencias derivadas de los brotes epidémicos.

374 Esta combinación de la conveniente formación teórico-práctica y la demostra-
ción pública de conocimientos nos aparece en varias Memorias presentadas a las
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médico nos aparece en la exposición del Sr. Borrull referente a la
necesidad de reformar los planes de estudio de las Facultades de
Medicina:

«Para procurar el bien y la felicidad de esta vasta Monarquía,
a parte de otras muchas cosas, se necesitan buenos profesionales de
la Medicina (...) Hombres, que lejos de sofismas y especulaciones
filosóficas, conozcan el cuerpo humano a la perfección, sus múscu-
los, sus vértebras, su sangre y sus huesos (...) Que sepan tratar
cada enfermedad, no basta con que detecten el mal, hay que saber
apaciguarlo y curarlo (...) Por ello, todo facultativo debe unir en
su persona la teoría y la práctica, saber el mal y saber trabajarlo
(...) Y todo ello ha demostrarlo ante quienes estén capacitados para
juzgar si se encuentra en condiciones de que pueda ejercer su pro-
fesión» 375.

Situando por tanto, como objetivo a conseguir, la felicidad co-
lectiva, nuestros diputados del 12 colocan la formación teórico-prác-
tica y la superación de los controles establecidos, como los pilares de
todo buen profesional sanitario. No es este un ideal nuevo. La crí-
tica del XVIII había atacado la formación escolástica y filosófica de
los médicos y los proyectistas y la legislación ilustrada habían abor-
dado temas como la enseñanza práctica y el control del ejercicio
profesional sanitario. Podemos, en consecuencia, afirmar que nues-
tros diputados de Cádiz heredan la idea de médico y los medios para
llevarla a la práctica, esbozados durante el siglo XVIII.

Por lo que respecta a la formación teórica, los diputados gadita-
nos insisten en tres aspectos:

Cortes. Las más significativas son las de D. Félix González, médico de cámara del
Rey que aparece con el título de: «Tratado sobre el buen médico y sus remedios».
Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 3184; la de José Lorenzo Pérez, catedrático de
Anatomía de la Universidad de Salamanca: «De los males sanitarios que afectan
a esta Monarquía». Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4072; y la de Juan Ruiz, miem-
bro del Real Tribunal del Protomedicato: «La educación de los médicos y sus proble-
mas». Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4280. Al combinar buena formación y demos-
tración pública, se pretende poner fin al que constituía uno de los grandes problemas
del ejercicio profesional sanitario: el intrusismo y ejercicio de la profesión médica
por personas sin conocimientos y preparación. Para José María López Piñero es este
un hecho que a la par revela la necesidad de control en una parcela que tanto
repercute en el bienestar de las poblaciones. Cfr. José María López Piñero: «La
comunicación con Europa en la medicina española del S. XIX», en Almena, II. Madrid
1963. Págs. 33-64.

375 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2789.
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1. La necesidad de establecer un plan de estudios común a
todas las Facultades de Medicina del Reino que contemple
las siguientes materias: Anatomía, Patología, Botánica, Físi-
ca Experimental, Química y Obstetricia"6.

2. La traducción de las principales obras médicas aparecidas
en Europa, obras que se incorporarán como manuales de
cabecera a las distintas facultades377.

3. La creación de un programa de becas para que aquellos
alumnos más aventajados de cada Facultad pudiesen com-
pletar su formación en las mejores universidades euro-
peas378.

Se pretende, como señala Flores Estrada que «no halla aspecto
del cuerpo humano, sea para su bien, sea para su mal, que esté
alejado del conocimiento de un futuro médico» 379. Culmina aquí
una crítica a la formación de los profesionales sanitarios que había
tenido su origen en el siglo XVIII, crítica que colocó como punto de
partida el rechazo de toda especulación filosófica y la necesidad del
conocimiento real y científico del cuerpo humano.

Junto a la formación teórica, la formación práctica. Sevilla, Sa-
lamanca, Granada y Valencia ya la habían incorporado a lo largo del
último tercio del siglo XVIII en sus respectivos planes de estudio.
Nuestros hombres de Cádiz pretenden hacerla extensiva todas las

376 Como vimos al estudiar la política educativa médica del S. XVIII, algunas
facultades habían incorporado a sus planes de estudio estas materias. Hombres como
Flores Estrada, Ramos de Arispe o Félix González abogan por un plan de estudios
nacional y común a todas las Facultades de Medicina que contemple estas materias.
Los motivos que se argumentan no son otros que la necesidad de conocer las posi-
bilidades del cuerpo humano ante el desarrollo de brotes epidémicos. Así lo recoge
Félix González: «El que se estudie ¡a Anatomía, la Botánica o la Física, no debe tener otro
fin que el gobierno de la naturaleza humana tan sometida a epidemias y enfermedades que
acaban con la salud del Reino». Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 3184.

377 En concreto las obras que se recomiendan son: La Anatomía General de Bichen,
las Experiencias acerca del Galvanismo de Humbolt y la Patología de Margendie. Cfr. Diario
de Sesiones. Vol. V. Pág. 4166.

378 La propuesta es de los diputados Llaneras y Zorraquín. Ambos diputados plan-
teaban que los tres mejores alumnos de cada Facultad de Medicina del Reino, una
vez culminada la licenciatura, marcharan, por un período de dos años a las Facul-
tades de Medicina de la Sorbona, Londres y Roma, a completar su formación. Ello
les permitiría estar en contacto directo con los principales avances médicos europeos.
Completada su estancia en el extranjero, impartirían cursos especializados que tuvie-
ran como fin divulgar los conocimientos adquiridos. Cfr. Diario de Sesiones. Vol. V.
Pág. 3601.

379 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 2887.
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Facultades de Medicina del Reino380. ¿En qué consiste esta forma-
ción práctica? Así nos la describe Félix González, médico de Cámara
del Rey:

«Junto al conocimiento y dominio del cuerpo humano, nues-
tros futuros facultativos deben tener un contacto directo con la
enfermedad y con los enfermos. ¿De qué sirve que sepan el nombre
de miles de huesos, vértebras, epidemias, si no saben tratar al que
padece alguna tara? Por ello, deberán trabajar en hospitales, vi-
sitando enfermos, inspeccionando, realizando diagnósticos y reco-
nocimientos (...). En el ejercicio de éstas, sus futuras misiones, con-
tarán con la ayuda y supervisión de sus profesores y personal del
hospital (...). Estas prácticas se centrarán en los campos de la
Anatomía, Patología y Epidemias, problemas hoy tan frecuentes en
los miles de enfermos» 381.

La preocupación por la formación teórico-práctica de los futuros
médicos viene acompañada del intento de establecer unos mecanis-
mos de control en el ejercicio de la profesión. ¿Por qué este control?
En la respuesta a este interrogante podemos dar varios motivos:

1. Evitar el intrusismo profesional tan frecuente en la pasada
centuria y al cual había intentado hacer frente el Real Tri-
bunal del Protomedicato382.

2. Elevar el nivel de formación del futuro personal sanitario,
que tendrá que demostrar la posesión de determinados co-
nocimientos para el ejercicio de la profesión383.

380 Sobre la formación práctica del personal médico existen dos proposiciones. En
primer término la del Sr. Capmany, que pretende que todos los alumnos de las
Facultades de Medicina del Reino, a la par que asisten a clases teóricas, desde el
primer año de sus estudios, deben compaginar dichas clases con las prácticas en
hospital, «así tendrán un contacto directo con la enfermedad que les ayudará a
tratarla mejor». Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 415. Por su parte, Alfonso de María,
en una Memoria presentada a la Cámara el 25 de febrero de 1811 titulada «Sobre
el conocimiento práctico de la enfermedad», aboga también por las prácticas hospi-
talarias, pero concretadas en los dos últimos cursos de carrera «cuando el alumno tiene
la suficiente base teórica para enfrentarse con la enfermedad». Diario de Sesiones. Vol. I.
Pág. 114.

381 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 3184.
382 Recordemos la Instrucción de 1710, La Real Provisión de 17 de junio de 1728

o la Real Cédula de 2 de octubre de 1736, por citar algunas.
383 Así lo expresa la Comisión de Salud Pública el 5 de Dic. de 1812 en un Informe

referente al estado sanitario del Reino: «No hay mejor manera para elevar la calidad de
nuestros médicos que establecer un examen donde muestren sus conocimientos. Junto al título
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3. En cuanto que la Sanidad Pública es algo que repercute en
el bienestar de la colectividad, que menos que los directa-
mente implicados en ella den cuenta de su preparación
para mantenerla y defenderla ante un Tribunal, que repre-
sente los intereses sanitarios del Reino y sus habitantes. El
médico es un profesional cuya actuación repercute pública-
mente, por tanto, los poderes públicos deben valorar y
calibrar sus disposiciones384.

Sobre los mecanismos de control a establecer encontramos dos
propuestas. Una es la presentada por el Sr. Gallego, que plantea el
establecimiento de un examen nacional compuesto por dos partes,
uno de carácter teórico —se examinará al pretendiente de Anato-
mía, Patología, Botánica y Física— y una práctica —consistente en
el reconocimiento de diez enfermos—; la superación de ambas par-
tes permitiría el ejercicio de la medicina en cualquier parte de la
Monarquía385 . Mucho más completa, meticulosa y con mayores
pretensiones es la realizada por el Sr. Oliveros:

1. Se establecerá un examen nacional, cuya elaboración corre-
rá a cargo del Real Tribunal del Protomedicato.

2. La realización de los ejercicios correrá a cargo de las Sub-
delegaciones Provinciales del Real Tribunal.

3. Los ejercicios constarán de cuatro partes:
a) Prueba escrita en que se examina al pretendiente de los

conocimientos adquiridos durante la carrera.
b) Prueba práctica, consistente en el reconocimiento y tra-

tamiento de enfermos. Se accederá a realizar esta se-
gunda prueba una vez superada la primera.

c) Elaboración de un proyecto sanitario que contemple
aquellas medidas a adoptar en caso de brote epidémico.

que los acredita como tales tiene que haber una demostración de su sabiduría (...) Con ello
impediremos que ejerciten esta profesión quienes no estén preparados y elevaremos el interés de
los que sienten amor por el arte de sanar». Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4074.

384 Es el carácter público de la profesión médica el que lleva a algunos diputados
a plantear la necesidad de superar unas pruebas que lo acrediten como tal. Un
ejemplo representativo nos lo muestra la intervención de D. Juan Antonio Capdevilla
en el contexto referente al establecimiento de un Colegio de Cirugía en Mallorca:
«La actuación de todo médico es algo público y colectivo, de él depende el estado de salud y su
tratamiento de una comunidad (...) Debe por tanto la comunidad, que sufre los beneficios o
perjuicios de su actuación, establecer la normativa correspondiente que acredite su preparación
(...) La mejor manera de hacer será la superación de unas pruebas que muestren sus conoci-
mientos y dominio en el arte de curar». Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 55.

385 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 373.
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d) Prueba sobre fármacos, en la que el pretendiente de-
mostrará el conocimiento de «medicinas, brebajes, un-
güentos y bálsamos».

4. Estas pruebas, van acompañadas del establecimiento de una
normativa en la que se encarga a los Ayuntamientos la
persecución de todo tipo de intrusismo en el campo de la
medicina.

Con ello se pretendía que el médico no sólo estuviera prepa-
rado, sino como señala Oliveros «diera cuenta de su preparación,
solucionando todos aquellos problemas que van a ser su pan de
cada día y que tanto repercuten en el bienestar de un pueblo y en
la gloria del Reino»386.

A tenor de todo lo expuesto, el médico aparece como un instru-
mento al servicio de la Sanidad de una colectividad, y por ello, ha
de estar preparado y demostrarlo. Cabe por último preguntarse por
las motivaciones de fondo que llevan a nuestros diputados gadita-
nos a plantearse esta honda preocupación por la formación y por el
ejercicio profesional sanitario. La respuesta no es otra que la dada
en otros temas referentes también a la Sanidad Pública: el tema de
los brotes epidémicos, la necesidad de prevenirlos o atajarlos por las
repercusiones que tienen en el bienestar de toda la colectividad y en
la propia riqueza del Reino. De la existencia de buenos profesiona-
les, perfectamente preparados, que sepan hacer frente a la enferme-
dad o prevenirla, depende la existencia de una abundante población
y un perfecto orden público. No se plantea en ningún momento
esta preocupación por los profesionales sanitarios en términos de
atención individual a los enfermos, sino, como refleja la propia
concepción sanitaria gaditana, en término de bienestar colectivo
que es alterado cuando la enfermedad adquiere grandes dimensio-
nes. Una buena manifestación de este planteamiento nos la ofrece
la siguiente exposición del Sr. Zorraquín:

«Con buenos médicos, abundantes por todo el Reino, recta-
mente formados en el arte de curar, todo tipo de enfermedad
será posible atajar (...). Si las epidemias han hecho tanta mella
en nuestras villas y ciudades, ha sido por falta de maestros en
el arte de curar, por la mala formación de estos. Los brotes epidé-
micos se repartían, contagiándose padre a hijo, hijo a hermano,
sin que nadie pusiera remedio (...) Habiendo hombres formados

386 Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 359.
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en el arte de curar, que sepan discernir estos males, todo el reino
y sus habitantes sabrán enfrentarse ante cualquier enemigo ma-
ligno» 387.

1.4. Una vieja aspiración ilustrada: la idea del Hospital
General

El modelo de hospital defendido por los diputados gaditanos y
las reformas que se plantean para su consecución, reformas que
abarcan aspectos referentes a la distribución de sus espacios, orga-
nización, dotación, ubicación y gobierno, no pueden entenderse sin
tener en cuenta las aportaciones realizadas en materia hospitalaria
por parte de los proyectos y los gobiernos ilustrados. Como vimos
al analizar y describir la política hospitalaria dieciochesca, todas las
propuestas y disposiciones legales dadas en la materia tienen como
planteamiento de fondo la defensa de la idea del gran Hospital
General. Ante un panorama como el hospitalario, que tiene como
notas dominantes la abundancia de centros ruinosos, mal dotados
económica y materialmente, y en un contexto que viene caracteri-
zado por la reordenación y ampliación de las facetas de actuación
estatales, la frecuencia constante de los brotes epidémicos y la con-
sideración de la población como una manifestación de riqueza y
esplendor, la solución que presentan nuestros ilustrados es el esta-
blecimiento de grandes hospitales, bien de nueva creación, bien
fruto de la reunificación de los existentes por toda la geografía
nacional. Se piensa que cubriendo el Reino con este tipo de centros,
controlados por los poderes públicos y donde se aglutinen todo tipo
de enfermedades y dolencias, se podrá dar una mejor y mayor
asistencia médica y se estará en condiciones de prevenir cualquier
tipo de enfermedad388.

Los hombres del 12 heredan esta idea. Buen ejemplo de ella la
encontramos en la exposición que hace el Conde de Sástago sobre
la situación del Hospital General de Zaragoza:

«La enfermedad sólo podrá tratarse con seriedad cuando por
toda la geografía del Reino halla grandes hospitales, dotados con
los suficientes recursos económicos, humanos y materiales con los
que hacer frente a toda enfermedad y dolencia (...) Hasta ahora

387 Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1734.
388 Cfr. Antonio Lafuente y José Luis Peset: op. cit. Págs. 50-51.

564



MANUEL HERRERA GÓMEZ

tan solo hemos tenido instituciones que difícilmente podían afron-
tar las necesidades que nuestro pueblo posee» 389.

¿Por qué esta continuidad del modelo ilustrado de gran Hospital
General? o mejor dicho ¿qué razones existen para que los diputados
gaditanos aboguen por el establecimiento de grandes hospitales por
toda la geografía nacional? La respuesta que podemos dar a estos
interrogantes según la información aportada por el Diario de Sesio-
nes, no es muy diferente de la que en su momento dimos al ana-
lizar la política hospitalaria ilustrada.

Un primer motivo que explica la continuidad del proyecto ilus-
trado de gran Hospital General es la precaria situación económica de
la mayor parte de las instituciones hospitalarias. Se encuentran
dotadas con bienes y rentas insuficientes para hacer frente a las
necesidades asistenciales y sanitarias que tienen que atender390. Ante

389 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6048. Esta misma idea nos aparece en la
intervención del Sr. Rus referente al Hospital de Valencia: «Sólo cuando todos los
hospitales pequeños y mal dotados que cubren nuestro amplio Reino, se reúnan en pocos,
amplios y generales se podrá tratar con seriedad toda dolencia o epidemia». Diario de Sesio-
nes. Vol. VIII. Pág. 5524. No menos significativa en la defensa del Hospital General
como modelo de solución a la problemática del panorama hospitalario, es la inter-
vención del Sr. López del Pan: «A la enfermedad se la debe atacar con medios oportunos,
y el más conveniente es un Hospital que reúna en su seno la amplitud, los medios y los recursos
necesarios (...) es por tanto mi parecer que en cada provincia, en cada núcleo abundante de
población exista un amplio, grande y general hospital que sepa cubrir los males que la enfer-
medad ocasionan. Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1017-1018. En términos parecidos
están las intervenciones del Sr. Pelegrín. Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1026;
Sr. Gallego. Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1217; Sr. Zorraquín. Diario de Sesiones.
Vol. III. Pág. 1725.

390 Buena muestra de la situación económica por la que atraviesan las institucio-
nes hospitalarias nos la muestran los expedientes remitidos por: el Hospital de Ca-
ridad de Málaga. Diario de Sesiones. Vol. V Pág. 4166; el Hospital de San José de la
Isla de León. Diario de Sesiones. Vol. n. Pág. 1085; el Hospital Civil y Militar de
Santiago. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5425; el Hospital de Valencia. Diario de
Sesiones. Vol. III. Pág. 2113; el Hospital de Zaragoza. Diario de Sesiones. Vol. VIH.
Pág. 6048; el Hospital de Sta. María de Maracaibo. Diario de Sesiones. Vol. VIII.
Pág. 5524; el Hospital y Casa de Mujeres de Gran Canaria. Vol. VII. Pág. 5361; el
Hospital General de Madrid. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 425; el Hospital de San
Carlos de Cádiz. Diario de Sesiones. Vol. I. Pág. 901. Todos ellos ponen de manifiesto
la precaria situación económica por la que atraviesan y la insuficiencia de recursos
para hacer frente a las necesidades que deben cubrir. Piden el establecimiento de
algunas soluciones que permitan su viabilidad. Sirva como ejemplo de esta situación
la descripción que no ofrece el expediente remitido por el Hospital de la Caridad de
Málaga: «No tenemos medios suficientes con que atender las necesidades que la enfermedad
exige para el sostenimiento de esta institución nacida de la caridad (...) A la enfermedad que
los dolientes padecen se añade el hambre, el frío, la falta de medicinas (...) Los escasos recursos
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este panorama, se piensa, igual que los ilustrados, que concentran-
do en una institución mayor los recursos procedentes de institucio-
nes menores se pondrá fin al ruinoso estado que las imposibilita en
el cumplimiento de sus funciones391. Podemos afirmar, por tanto,
que es la inviabilidad económica de una buena parte de las institu-
ciones hospitalarias una de las causas que explican la continuidad
el proyecto ilustrado de gran Hospital General.

No menos importante que el intento de poner soluciones a la
situación económica de las instituciones hospitalarias son los argu-
mentos en favor de una mayor eficacia sanitaria. Se piensa que, con
una multitud de centros pequeños y mal dotados, difícilmente se
pueden cubrir las necesidades asistenciales y sanitarias que presenta
la población, máxime si estas necesidades se encuentran agudizadas
por la presencia frecuente y constante de los brotes epidémicos. El
gran hospital aparece como el instrumento apropiado, al aglutinar
en su seno los suficientes recursos materiales y humanos para hacer
frente a una situación que viene caracterizada por su abandono392.

Pero la continuidad de la idea ilustrada del gran Hospital Gene-
ral no sólo se apoya en motivos de viabilidad económica de los
centros y en razones de eficacia sanitaria. Al defender los diputados

que producen las rentas de este hospital y los donativos de alguno que otro particular apenas
cubren las necesidades de diez enfermos, siendo un total de 180 los que habitan en esta casan.
Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4166.

391 Así lo pone de manifiesto el Sr. Obregón: «No faltan recursos para mantener los
hospitales, tan solo que estos se hallan muy repartidos y divididos (...) La solución a su ruinosa
economía vendría si en un solo hospital se concentrasen ¡os recursos de instituciones y hospitales
menores». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 901-902. De la misma opinión es el
Sr. Ostolaza: «Hago una proposición formal: que todos los bienes, rentas y patrimonios de
hospitales se reúnan en un hospital que este situado en aquellas ciudades mayores de 5.000
habitantes». Diario de Sesiones. Vol. n. Pág. 905. esta última propuesta fue aprobada
por la Cámara, estableciéndose que «en el futuro Reglamento de Hospitales se contemple
la necesidad de aunar bienes, rentas y patrimonios de hospitales diseminados por el Reino, en
un único hospital que los concentre dentro de cada comarca necesitada de esta institución».
Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 2115.

392 El 23 de abril de 1811 el Sr. Mejía presentó a la Cámara un Informe en el que
exponía la situación de los centros hospitalarios existentes en Andalucía. Como prin-
cipal defecto el citado informe colocaba «las reducidas dimensiones y la escasa dotación
que todos los hospitales poseen». Sin aventurarse lo más mínimo, hace extensible esta
situación a todos los hospitales del Reino. Como medida de solución, para hacer más
efectiva la atención sanitaria, abogaba «por la reconversión de todos estos hospitales, de tal
forma que reduciendo su número y aumentando su capacidad y dotación pueda atender cuan-
tas dolencias presente la población». La proposición fue aprobada y se estableció que «el
futuro Reglamento de hospitales, para una mayor y mejor atención sanitaria, establezca una
serie de bases referentes a la amplitud y dotación de cada hospital de tal forma que pueda
atender toda dolencia». Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 917-918.
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gaditanos el modelo de Hospital General están abogando por una
intervención de los poderes públicos en el gobierno y control de los
centros hospitalarios, control y gobierno que difícilmente se podía
ejercer si el panorama hospitalario venía caracterizado por una pro-
fesión anárquica de centros regentados por las más diversas autori-
dades. Con el establecimiento en cada núcleo de población impor-
tante de un único hospital, el Estado, a través de las corporaciones
locales, podrá ejercer la tutela y gobierno de una parcela que con-
sidera suya en cuanto que repercute en el bienestar de las poblacio-
nes. No hemos de olvidar, en este sentido, que la actividad hospi-
talaria está especialmente centrada en la atención de las
enfermedades epidémicas, núcleo en el cual, por sus repercusiones
en la salud y orden público colectivos, se ubica la actuación del
Estado. Un buen ejemplo de como al defender el modelo de Hos-
pital General se está planteando el control gubernativo de los cen-
tros hospitalarios nos lo ofrece el Informe presentado por la Comi-
sión de Salud Pública el 28 de abril de 1812, Informe que recibió
la aprobación mayoritaria de la Cámara:

«Ha llegado la hora en que los religiosos se ocupen de sus
ministerios espirituales y dejen al Estado, representante del poder
popular, el gobierno y tratamiento de asuntos que durante mucho
tiempo se han tenido olvidados (...) Uno de estos asuntos está cons-
tituido por la gestión y gobierno de Hospitales. Cada Orden mon-
taba su Hospital donde quería y como quería, sin tener en cuenta
si allí se necesitaba o si era posible su mantenimiento. Movidos
más por el celo de la caridad que por el perfecto tratamiento de la
enfermedad han poblado nuestro Reino de instituciones pequeñas,
mal dotadas y escasamente útiles. Ello ha provocado que en mu-
chas ocasiones no se esté en disposición de poder afrontar muchos
peligros que han surgido (...) A la enfermedad hay que tratarla
con medios y sabiduría, y no con caridad y buenas disposiciones.
Esto se logrará cuando todas estas instituciones, teniendo en cuenta
las necesidades de cada población, se agrupen en una sola y los
municipios, auténticos representantes del poder del Estado, se ha-
gan cargo de su gobierno y gestión. Mientras dure este caos de
instituciones mal dotadas y gobernadas poco se podrá hacer. Es por
ello nuestro parecer que el Reglamento de hospitales que se elabore
contemple el agrupamiento de todas estas casas de curar para que
así sea posible su mejor gobierno» 393.

393 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 3120.
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Como hemos podido comprobar, la defensa de la idea del gran
Hospital General tiene también como telón de fondo la necesaria
intervención del Estado en una parcela que debe estar bajo su con-
trol, control que será más fácil con la concentración hospitalaria y
que se justifica en términos de bienestar para la comunidad.

Vistos los motivos que justifican la continuidad y defensa del
modelo de Hospital General ilustrado por parte de los diputados
gaditanos, cabe un segundo interrogante ¿Qué características deben
reunir estos centros? Una muy buena respuesta nos la ofrece D.
Braulio López, diputado por Cádiz, en su intervención ante la Cá-
mara el 28 de abril de 1812:

«Todo hospital debe estar bien situado, esto es, que se instale
en un lugar desde el que pueda atender a las necesidades sanita-
rias de la población, pero sin poner e peligro la salud colectiva (...)
Debe tener buena construcción, con salas amplias, espaciosas y
bien ventiladas que permitan el descanso de los enfermos y el tra-
tamiento de las enfermedades (...) No menos importante para su
correcto funcionamiento y cumplimiento de su misión es la dota-
ción del personal sanitario correspondiente, siendo esto así debe
tener los suficientes médicos, cirujanos y personal sanitario que sus
necesidades precisen (...) Todo esto será posible en la medida en
que se pueda ejercer un control e inspección frecuente sobre estas
casas de curar» 394.

Si tenemos en cuenta que son las epidemias el mal que afecta
mayoritariamente a los enfermos internados en los hospitales, que
estas instituciones aparecen como uno de los instrumentos apropia-
dos y necesarios para el mantenimiento de la salud colectiva y, por
último, que entre los principales defectos que se detectan en toda
institución hospitalaria de comienzos del XIX destaca su pésima
dotación material y sanitaria, no debe extrañarnos que nuestros
diputados gaditanos, al señalar las condiciones que debe reunir todo
hospital, insistan en: el lugar de ubicación, la dotación material y de
personas, y el control e inspección estatal de dichos centros395.

394 Diario de Sesiones. Vol. IV. Pág. 3125.
395 Es interesante lo que sobre este particular afirma Pilar Faus Sevilla: «Toda

actuación sanitaria en el S. XIX viene condicionada por la enfermedad epidémica y los escasos
medios y avances sanitarios para afrontarla (...) En materia hospitalaria, esto se intenta paliar
mediante un conjunto de normas que, más que reflejar los avances médicos que son mínimos,
dan orden y racionalidad a un panorama caótico y anarquizante». Cfr. Pilar Faus Sevilla:
El Hospital del Antiguo Régimen. Sevilla 1981. Pág. 214.
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Al afrontar la ubicación de los centros hospitalarios y siempre
teniendo presente la peligrosidad de los brotes epidémicos, los dipu-
tados gaditanos intentan conjugar dos elementos: cubrir decente-
mente las necesidades sanitarias de toda villa o ciudad y evitar que
estos centros se conviertan en un peligro para el mantenimiento de
la salud pública396. Se pretede, por tanto, que todo hospital este
situado en un lugar que permita atender al mayor número de po-
blación posible, sin atentar, por las características de los enfermos
que pueblan estos centros, la salud colectiva de un determinado
núcleo de población.

El peligro de contagio y la necesidad de que existan unas míni-
mas condiciones sanitarias, también están presentes en las propues-
tas relativas a la construcción y remodelación de estos estableci-
mientos que presentan nuestros hombres del 12. Se insiste en que
sean habitaciones amplias, luminosas, ventiladas y perfectamente
distribuidas en atención al tipo de enfermedad397. Un buen ejemplo
de cual debe ser la normativa que rija y regule la construcción de
estos edificios nos la ofrece el proyecto que presentó a la Cámara
D. Juan José Cid el 30 de junio de 1811:

« Un hospital es una casa para curar, y no una casa para dar
más vida a la enfermedad. Una buena parte de la culpa en el mal
tratamiento que hasta ahora ha recibido la enfermedad se debe a
la pésima construcción y distribución que se hacía en estos edificios.
Nos encontrábamos con habitaciones mal ventiladas, olientes a
cadáver y podredumbre, donde se mezclaban todo tipo de males. Si

396 Estas son las bases que debe reunir todo hospital en su localización: «Ubicarse
en aquellas poblaciones mayores de 5000 habitantes, siempre a las afueras de las ciudades para
evitar posibles peligros de contagio (...) Aquellas ciudades menores de 5000 habitantes que estén
próximas entre sí, establecerán el hospital en un término medio, de tal forma que se puedan
cubrir las necesidades del mayor número de poblaciones posibles». Informe sobre el Estado
de los Hospitales del Reino elaborado por la Comisión de Salud Pública y aprobado
por la Cámara en Sesión de 28 de octubre de 1811. Diario de Sesiones. Vol. III.
Pág. 2103.

397 Cfr. Representación del Hospital de Gran Canaria exponiendo las normas de
remodelación del edificio. Diario de Sesiones. Vol. VIL Pág. 5361. Exposición presen-
tada por el Hospital de Ica de Perú sobre las condiciones que debe reunir su cons-
trucción. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 3653. Exposición del Hospital General de
Madrid sobre las condiciones de construcción e higiénicas que debe poseer todo
hospital. Diario de Sesiones. Vol. V. Pág. 4125. Dictamen y acuerdo acerca de una
representación relativa al estado en que se encuentra el Hospital de Málaga. Diario
de Sesiones. Vol. V. Pág. 4166. Representación del Ayuntamiento de Santiago acerca
del deplorable estado en que se encuentra el Hospital civil y militar de aquella
ciudad. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5425.
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un hospital quiere dar salud a quien lo habita deberá tener en
cuenta los siguientes aspectos:

1. Que sus salas sean amplias y ventiladas.
2. Que los enfermos estén bien distribuidos por enfer-

medad, de tal forma que los más contagiosos estén en los
pisos superiores donde es más difícil el acceso.

3. Que exista cerca de donde se construye el edificio un
manantial o pozo de agua potable que permita abastecer sus
necesidades.

4. Los pasillos serán anchos, con el fin de evitar atascos
en el traslado de enfermos.

5. La zona de cocinas y lavadero estará en la parte
inferior, ello permitirá evitar que muchos enfermos con epi-
demias tengan un contacto directo con los productos de ali-
mentación y limpieza»398.

Por lo que hace referencia a la dotación de personal sanitario,
los hombres de Cádiz abogan por una profesionalización399. Se pre-
tende que sean sanitarios de carrera, con las correspondientes licen-
cias del Real Tribunal del Protomedicato, los que se encarguen de
los enfermos allí internados. Estas pretensiones de profesionaliza-
ción, que reflejan la nueva visión existente en torno a la enferme-
dad como un mal que atenta contra la salud y la seguridad colec-
tiva, y, que se justifican en términos de eficacia, van acompañadas
del intento de reducir el personal eclesiástico que tradidonalmente
había desempeñado diversas funciones asistenciales en este tipo de
centros. Para los diputados gaditanos esta bien claro que los religio-

398 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5524.
399 Son abundantes las intervenciones que, al hacer referencia a la dotación de

personal con que deben contar los hospitales, insisten en que éste se componga de
facultativos de carrera. Un ejemplo muy significativo en este sentido lo constituye la
exposición hecha por el Sr. Antillón ante la Cámara el 7 de septiembre de 1813: «No
pongo en ningún momento en duda las buenas labores que curas, frailes y religiosos han
realizado durante mucho tiempo en hospitales y demás casas de curar. Día y noche han estado
a la cabecera de enfermos que luchaban contra la muerte. Pero por su preparación y vocación
les corresponde más curar y preparar el alma. Ha llegado el momento en que luchemos de
forma decidida y racional contra la enfermedad. Un buen remedio sería que el personal que
puebla hospitales y cumple funciones sanitarias sea facultativo de carrera. Se necesitan personas
preparadas y doctas en el arte de curar, que son los que saben los verdaderos remedios que
necesita el cuerpo malherido. Es de mi parecer, y la mayor parte de la Cámara está de acuerdo
conmigo, en que todo hospital esté dotado con el suficiente personal médico que necesita»».
Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6134.
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sos deben ocuparse de curar el alma, mientras que a los médicos y
cirujanos les incumbe lo relativo a la salud del cuerpo.

La profesionalización del personal sanitario lleva aparejada pro-
puestas en favor de la estatalización de la gestión y gobierno de los
centros hospitalarios. Si la eficacia y la nueva visión de la enferme-
dad han llevado a los diputados gaditanos a abogar por la presencia
abundante de personal facultativo en los hospitales, con el corres-
pondiente detrimento del personal religioso que tradicionalmente
los había poblado, eficacia y nueva visión de la enfermedad también
van a ser los elementos que justifiquen una decidida postura en
favor del control gubernativo de las instituciones hospitalarias. En
cuanto que el hospital es un instrumento de lucha contra la enfer-
medad y ésta, es valorada como un problema que repercute en el
bienestar de las poblaciones, le corresponde al Estado la gestión y
control de unos centros que atravesaban unas difíciles condiciones
económicas y que tradicionalmente han escapado a su control400.
Ante esta defensa de la estatalización de la gestión y gobierno de los
hospitales, cabe preguntarse ¿cómo hacerla real y efectiva? Si tene-
mos en cuenta que el hospital es concebido como un instrumento
para el mantenimiento del salud y la presencia de ésta es necesaria
para el perfecto desenvolvimiento de la convivencia colectiva, los
diputados gaditanos consideran a los ayuntamientos como las auto-
ridades más capacitadas, por su proximidad y conocimiento, para
hacerse cargo de la gestión y gobierno de los hospitales401. Así será

400 Muy significativas son las intervenciones del Sr. Ger y él Sr. Muñoz Toreno.
Para el Sr. Ger, «Todo hospital debe estar regentado por los poderes locales, que conocen las
necesidades de su población y pondrán los medios oportunos para que este se mantenga, cuide
y haga real la lucha contra la enfermedad (...) Del descuido del gobierno de estas casas,
sometidas durante mucho tiempo a la vigilancia de particulares, han surgido problemas que
han tenido como resultado una ineficaz lucha contra tantos males». Diario de Sesiones.
Vol. VIII. Pág. 6213. En términos muy parecidos se manifiesta el Sr. Muñoz Toreno:
«Desde el momento en que los hospitales estén controlados por los municipios muchos de los
problemas que hoy les afectan quedarán resueltos (...) Al conocer los Ayuntamientos el estado
de la población, los peligros de la enfermedad y la situación de los hospitales, podrán dictar las
convenientes reformas que sean necesarias para que se haga efectiva la defensa de la salud de
toda una ciudad». Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1939.

401 Especialmente interesante, para comprender en que términos se apoya y de-
fiende el que los municipios eran las instituciones encargadas de la gestión y control
de los hospitales, resulta la discusión que precede a la aprobación del párrafo VI del
art. 321 de la Constitución. Sr. Antillón: «Nadie mejor que los ayuntamientos, que conocen
todo problema presente en su comunidad, para controlar y gobernar unas instituciones que
están al servicio de la salud y convivencia pública». Sr. Argüelles: «Son los Ayuntamientos
los que mejor conocen qué remedios y defectos hay que tratar en unas casas que están a! servicio
de la comunidad'». Sr. Mejía: «Sería de ignorantes no darse cuenta que el cuidado de todo
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ratificado por el art. 321 de la Constitución en su párrafo VI: «Estará
a cargo de los Ayuntamientos el cuidado y control de los hospitales (..,)».

En síntesis, como hemos podido comprobar, en los hombres de
Cádiz sigue presente el proyecto del gran Hospital General que había
tenido sus orígenes en las propuestas y en la legislación hospitalaria
ilustrada. Con él, al igual que lo habían pretendido los representan-
tes de la Ilustración, se intenta poner orden al anárquico panorama
hospitalario, caracterizado por la proliferación caótica de centros
mal dotados, pésimos en su asistencia sanitaria y difícilmente via-
bles económicamente. Lo que podríamos denominar gran aporta-
ción de los hombres de Cádiz se sitúa en la línea de la gestión y
gobierno. Como bien señala Muñoz Machado, heredando de los
revolucionarios franceses unos planteamientos municipalistas, abo-
gan por un control y gobierno directo de estas instituciones a través
de los poderes locales, que por su proximidad y conocimiento,
pueden convertir a estas en un auténtico instrumento de lucha
contra la enfermedad402.

2. LA LEGISLACIÓN GADITANA SOBRE SANIDAD

Para el siglo XIX español, la mayor parte de los historiadores
suelen distinguir tres etapas en el proceso legislativo referente a la
Sanidad:

1. Hasta el trienio liberal (1820-1823). Se suele definir este
período como un momento de continuidad con respecto a
lo establecido en el siglo XVIII.

2. Desde el Trienio liberal hasta la Restauración. Van cobran-
do importancia las diferentes profesiones sanitarias que sir-
ven a la Administración, lo que, sumado a la mayor com-
plejidad que irá adquiriendo el ejercicio de la función tutelar

hospital debe estar a cargo de quien mejor, por conocimiento y proximidad, pueda atenderlo,
y este es el Ayuntamiento de cada localidad». Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 1939. Con
anterioridad a esta discusión se habían presentado una serie de informes relativos a
estado de los hospitales del Reino que abogaban por esta gestión municipal, gestión
que se justificaba en términos de proximidad y conocimiento: Informe del Sr. Rus
sobre el establecimiento de un Hospital en Sta. María de Maracaibo. Diario de Se-
siones. Vol. I. Pág. 475. Informe del Sr. López sobre el estado del Hospital de S. Juan
de Dios de Granada. Vol. II. Pág. 914. Proposiciones del Sr. Ostolaza sobre los reme-
dios a aplicar en el Hospital de San Carlos de Cádiz. Vol. 11. Pág. 902. Expediente
sobre el estado del Hospital General de Ciudad Real. Vol. n. Pág. 1413.

402 Cfr. Santiago Muñoz Machado: op. cit. Pág. 214.
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de la Salud Pública, motivará que se produzca una profun-
da reorganización sobre la sanidad. El cambio se detecta en
todos los niveles de la Administración. Se hace notar ya en
el nuevo sistema el influjo estamental de ordenarse el es-
calón periférico y local, fundamentalmente, sobre la base
de las tres profesiones sanitarias (médicos, farmacéuticos y
veterinarios).

3. Desde la Restauración hasta los primeros años del siglo XX.
Sólo se tratará de refortalecer aquella estructura especiali-
zada llevándola a sus últimas consecuencias tras las necesa-
rias reformas, en alguna de las cuales se llegará a resultados
absurdos por extremosos403. Se inicia así un período que
llega hasta la actualidad404.

Con esta división queda un poco oscurecida la labor desarrollada
por las Cortes de Cádiz en materia sanitaria, que si bien en muchos
de sus aspectos es una continuación de lo legislado en el período
ilustrado, en otros, se sitúa en la base de lo que acontecerá en el
Trienio Liberal405.

Al mismo tiempo que se debate la Constitución, los hombres
gaditanos legislan en materia sanitaria:

1. La reorganización y reforma de su administración. A nivel
central se seguirán manteniendo en principio los mismos
órganos colegiales, generales y temporales, pero al final del
proceso constituyente se detecta lo que será el embrión de
un futuro Ministerio de Sanidad: la Dirección General de
Sanidad, órgano especializado y permanente que será reto-
mado por el Proyecto de Código de 1822. A nivel local y
provincial asistimos al inicio de un municipalismo, siguien-

403 Los deseos de especialización conducirán incluso a separar las llamadas ramas
interior y exterior de la Sanidad, encargándose de cada una de ellas un órgano
técnico establecido con tal misión (Inspectores Generales de Sanidad Interior y de
Sanidad Exterior). Cfr. Antonio Muñoz Machado: op. cit. Págs. 130 y ss.

404 Cfr. Santiago Muñoz Machado: op. cit. Págs. 58-59. C. Rico-Avelló: Notas para
la Sanidad Española y su historia. Madrid 1967. Pág. 11. L. Morell Ocaña: «Evolución
y configuración actual de la actividad administrativa sanitaria», RAP, 63. Madrid,
1972. Pág. 134, por citar algunos.

405 Sirva como ejemplo la tecnificación en la administración sanitaria por la que
abogan las Bases de 1813, tecnificación que aparece en el proyecto de Código Sani-
tario de 1822 al erigir la Dirección General de estudios, órgano solamente integrado
por miembros de las profesiones sanitarias. Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII.
Pág. 6062 y Diario de Sesiones 1822-1823. Vol. I. Pág. 264.
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do lo establecido y planteado por los revolucionarios fran-
ceses.

2. La profesionalización del ejercicio de la medicina y demás
profesiones sanitarias, hecho este que esta acompañado de
una mayor participación de estas en el campo de la admi-
nistración.

3. El establecimiento de las bases de lo que será la asistencia
hospitalaria que encontraremos a lo largo del siglo XIX.

En función de estas orientaciones hemos clasificado lo que es la
legislación sanitaria gaditana. Un primer apartado dedicado al estu-
dio de las reformas comprendidas en el campo de la administración.
En un segundo lugar analizamos las innovaciones introducidas en
el campo de la profesión médica. Un tercer epígrafe a la legislación
gaditana en materia hospitalaria. Y, por último, de forma detallada
se estudian las Bases elaboradas por la Comisión de Salud Pública
para el establecimiento de un Código Sanitario.

Dos aspectos antes de entrar de lleno en el estudio de la legis-
lación sanitaria gaditana. Por un lado, recordar el gran motor de
toda esta legislación: el temor a la presencia frecuente y constante
de las epidemias. Por otro, señalar como detrás de toda esta legis-
lación sanitaria se esconde la visión existente en torno a la enfer-
medad: un mal que atenta contra la seguridad y bienestar colectivo,
y, en consecuencia, es un deber del Estado atajarla y prevenirla.

2.1. La Administración Sanitaria

Para los hombres de Cádiz, la Sanidad va a ser competencia,
fundamentalmente, de órganos administrativos generales, eventual-
mente apoyados por entes colegiales cuyos miembros serán repre-
sentantes de profesiones diversas (no necesariamente sanitarias) o
escogidos entre los políticos simplemente, en los que incluso se llega
a delegar la gestión directa de asuntos sanitarios de grave importan-
cia406. Nos encontramos en un tiempo de predominio de la direc-

406 Sirvan como ejemplo las atribuciones, analizadas más adelante con mayor
profundidad y desarrollo, encomendadas al Real Tribunal del Protomedicato y a la
Junta Suprema de Sanidad. Cfr. Informe de la Comisión Pública referente a las
atribuciones y funciones del Real Tribunal del Protomedicato. Diario de Sesiones.
Vol. n. Pág. 1647-1648; también Proyecto de Decreto para la organización de la
Junta Suprema de Sanidad sobre bases constitucionales. Diario de Sesiones. Vol. VIII.
Pág. 6134-6137.
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ción colegial de la Sanidad407. El fenómeno es detectable en todos
los niveles de la Administración. En la esfera central los asuntos
sanitarios serán objeto de la actuación no especializada de un Mi-
nisterio y una Junta será la encargada de hacer las propuestas de
actuación que más convengan en cada momento. En el escalón
provincial y municipal, las autoridades competentes en la materia
serán los jefes políticos y los alcaldes, apoyados igualmente por
sendas Juntas constituidas en cada lugar.

2.1.1. Órganos centrales: El Real Tribunal del Protomedicato
y la Junta Suprema de Sanidad

Al igual que ocurrió en materia educativa, la Constitución de
Cádiz estableció como competencia de las Cortes la potestad regu-
ladora de la Sanidad408, pero encomendó la ejecución de la gestión
a la Secretaría del Despacho de la Gobernación. En cuanto que la
Sanidad es concebida íntegramente como una materia que está vin-
culada al mantenimiento de las seguridad y paz colectiva, no debe
de extrañarnos que esta sea competencia de una Secretaría que
tiene como encargo todo lo referente al orden interior del Reino e
islas adyacentes409.

Dependientes de la Secretaría del Despacho de Gobernación
aparecen dos instituciones: el Real Tribunal del Protomedicato y la
Junta Suprema de Sanidad410. Ambas, como posteriormente vere-
mos, mantienen el esquema organizativo y las características que
habían tenido durante la etapa ilustrada:

407 Cfr. L. Morell Ocaña: «Observaciones sobre los principios de organización de
la Administración sanitaria del Estado» en Revista de Derecho Administrativo n° 1.

408 Capítulo VE: De las Facultades de las Cortes. Art. 321. Párrafo Vigésimo ter-
cero: «Corresponderá a las Cortes aprobar los reglamentos generales para la policía y la
Sanidad del Reino».

409 «Corresponderá a la Secretaría del Despacho de la Gobernación entender del orden
interior del Reino e islas adyacentes (...) Entre sus funciones estará el velar por el mantenimien-
to de la salud pública que tanto se ve afectada por epidemias y enfermedades que trastocan la
seguridad y bienestar de las poblaciones». Reglamento de la Secretaría del Despacho de
Gobernación. Diario de Sesiones. Vol. III. Pág. 2315.

410 Art. II del Informe de la Comisión de Salud Pública sobre el funcionamiento
y atribuciones del Real Tribunal del Protomedicato: «Fijado el Real Tribunal, sus rela-
ciones se dirigirán exclusivamente al gobierno por el Secretario de Gobernación» Diario de
Sesiones. Vol. II. Pág. 1467. Art. VI del Proyecto de Decreto para la organización de
la Junta Suprema de Sanidad: «Las Cortes no intervendrán en ninguna de ¡as operaciones
de la Junta Suprema de Sanidad cuyas relaciones con el gobierno estarán fijadas y asesoradas
a través del Secretario de Gobernación». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6136.
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1. Carácter colegial, que sin embargo no las sitúa en una
posición de mero asesoramiento, sino que tienen encomen-
dada la gestión directa sobre asuntos propios de su función
con independencia respecto del poder ejecutivo.

2. Amplitud teórica de las funciones que les estaban enco-
mendadas.

3. Temporalidad con que son concebidas, siendo las epidemias
y las enfermedades colectivas los elementos que determi-
nan su actividad.

Por lo que hace referencia al Real Tribunal del Protomedicato,
el Informe de la Comisión de Salud Pública referente a las atribu-
ciones y funciones del citado Tribunal nos lo presenta como un
órgano supremo ejecutivo y consultivo encargado de velar por la
práctica de la medicina. Se compondría de cinco facultativos —dos
médicos, dos cirujanos y un químico— nombrados por el Gobierno
mediante el sistema de coptación, los cuales recibirían la misma
dignidad y trato que los miembros del Tribunal Supremo de Justi-
cia, siendo el cargo vitalicio e incompatible con cualquier otro. Las
funciones que le estaban atribuidas con carácter nacional eran las
siguientes: examen de los que aspiraban a practicar la medicina y
habilitar con tal fin a los interesados, ejercer función jurisdiccional
sobre asuntos relativos al ejercicio de las profesiones sanitarias y
asesorar y proponer al gobierno todos los planes, reformas y mejo-
ras referentes a la enseñanza de la medicina y el establecimiento y
erección de hospitales411.

Cabe preguntarse por las razones que llevan a los hombres de
Cádiz a mantener este tribunal con sus correspondientes competen-
cias. Esta es la repuesta que nos ofrecen Mariano y José Luis Peset:
«Las razones de la reaparición de este viejo organismo son eviden-
tes: unos médicos adjuntos a la Comisión de Cortes consideran que
tan solo de un órgano facultativo especializado cabe esperar la or-
ganización sanitaria adecuada»412, es decir, se mantiene la opinión,
igual que en el siglo XVIII, de que no es posible separar los cono-
cimientos en medicina de la administración de la Sanidad Pública.

Junto al Real Tribunal del Protomedicato, que a partir de estos
momentos pasará a llamarse Consejo de Sanidad, los diputados

411 Cfr. Artículos III, V, VI y VII del Informe de la Comisión de Salud Pública sobre
el funcionamiento y atribuciones del Real Tribunal del Protomedicato. Diario de
Sesiones. Págs. 1467-1468.

412 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 179.
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gaditanos mantienen, a nivel central, otro organismo precedente del
siglo XVIII. Nos estamos refiriendo a la Junta Suprema de Sanidad
que, como vimos en páginas anteriores, tiene su origen en el brote
epidémico detectado en 1720. El 7 de septiembre de 1813 se pre-
sentaba un Proyecto de Decreto en donde aparecía como órgano
supremo para combatir epidemias y enfermedades contagiosas, for-
mado por autoridades políticas y también representantes del Prote-
medicato413. La principal misión que se le encomendaba era la re-
dacción de un Código de Sanidad:

«Art. 9: Sobre sus ordinarias atenciones deberá ocuparse inme-
diatamente la Junta Suprema en la formación de un reglamento
general o Código de Sanidad que organice el ramo de la Salud
Pública en todo el reino, tanto lo relativo a las autoridades que
deben intervenir en conservarla, como en lo perteneciente a precau-
ciones, espurgos y cuarentenas, en términos que evitándose cuanto
sea posible a la arbitrariedad de las juntas subalternas, queden
arregladas aquellas operaciones a las luces del siglo en materias de
física y al verdadero interés de los pueblos. Para ello tendrá en
cuenta las bases establecidas»414.

Como posteriormente veremos, al analizar las medidas higiénicas
resultantes del proceso constituyente gaditano, con la elaboración de
este Código sanitario se pretendía sistematizar y armonizar los pre-
ceptos anteriores, de diversa procedencia cronológica, a la par que
meditar las cuestiones, analizar y darles soluciones racionales415.

413 A r t . 1: «La Junta Suprema de Sanidad extenderá su dirección y providencias a todas
las Juntas superiores de provincia que existen en la Monarquía española, gobernándose inter-
namente por los reglamentos que hasta ahora existen, y por el mismo método y organización
interior que tiene actualidad, todo cuanto no esté derogado por la Constitución y leyes posterio-
res» y A r t . II: «Los individuos de esta Junta serán el jefe político de la provincia donde resida
el gobierno supremo; un diputado de Cortes comisionado a este efecto por el Presidente; un
intendente de ejército o de marina, nombrado por el Congreso nacional; el Rvdo. Arzobispo u
Obispo de la Capital; en ausencia de este su provisor o vicario general, y en ausencia de ambos
el párroco más antiguo del pueblo donde resida la Corte; el presidente del Tribunal Supremo
de Salud Pública; un individuo médico o cirujano-médico del mismo Tribunal elegido por las
Cortes, y dos vecinos de la capital que nombrará igualmente el Congreso, prefiriendo las per-
sonas que tengan conocimientos en las ciencias naturales y físicas». Diario de Sesiones.
Vol. VIII. Pág. 6135.

414 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6137.
415 Según Sánchez Agesta, el liberalismo, y por tanto los hombres del 12, no

consideran sus disposiciones producto de un lugar y tiempo, de una circunstancia,
pues —optimistas en su racionalismo— creen descubrir los principios intrínsecos y
eternamente válidos. Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 92-93.

577



LOS ORÍGENES DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS PROBLEMAS SOCIALES

Se mantienen, por tanto, en los niveles centrales, las mismas
instituciones, con similares atribuciones, que habían existido duran-
te el siglo XVIII. Para Muñoz Machado, asistimos a una permanen-
cia de la organización sanitaria del Antiguo Régimen que pasa la
criba del primer constitucionalismo416. Habría que esperar a 1822,
para que el Proyecto de Código sanitario elaborado por el Trienio
Liberal planteará en materia sanitaria lo que el Informe Quintana
esbozó en materia educativa: la creación de una Dirección General
de Sanidad como órgano cumbre de la organización administrativa
sanitaria, órgano mucho más tecnificado y encargado de la gestión
directa de la sanidad que supondría la reducción de los entes cole-
giados —Real Tribunal del Protomedicato y Junta Suprema de Sa-
nidad— a una función meramente consultiva.

2.1.2. Órganos provinciales y locales: Ayuntamientos, jefes
políticos y Juntas de Sanidad

La Sanidad Pública como función administrativa queda atribuida
en principio a los entes locales, que durante toda la época de la
invasión napoleónica habían sido los únicos capaces de organizar
efectivamente la lucha contra las sucesivas epidemias que venían
azotando el fragmentado país417. Tal atribución de competencia se
desprende de lo dispuesto en el art. 321 de la Constitución de 1812,
que entre las funciones de los Ayuntamientos señala en su párrafo
primero «la policía de comodidad y salubridad».

El contenido de estas funciones de policía de salubridad quedan
desarrolladas fundamentalmente en la Instrucción para el gobierno
económico-político de las Provincias de 13 de junio de 1813, cuyo
artículo primero decía lo siguiente:

«Estando a cargo de los Ayuntamientos de los pueblos la po-
licía de salubridad y comodidad, deberán cuidar de la limpieza de
las calles, mercados, plazas públicas y de los hospitales, cárceles y
casas de caridad, o de beneficencia; velar sobre la calidad de los
alimentos de toda clase; cuidar de que en cada pueblo haya cemen-
terio convenientemente situado; cuidar así mismo de la desecación
o bien de dar curso a las aguas estancadas o insalubres, y, por

416 Cfr. Santiago-Muñoz Machado: op. cit. Pág. 81.
417 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 179 y Miguel Artola: op. cit.

Págs. 13-14.
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último, de remover todo lo que en el pueblo o en los términos
pueda alterar la Salud Pública o la de los ganados»418.

En este artículo quedaba totalmente descrito el contenido posi-
ble de la actividad administrativa en materia de Sanidad en aquella
época, actividad que había sido objeto ya de diversas regulaciones
durante el siglo XVIII419 y que —además de las epidemias que re-
basan con mucho la importancia de todos los demás asuntos sani-
tarios— son las materias que constituyen la preocupación sanitaria
común de la pasada centuria; en resumen: higiene de la población,
saneamientos de focos de infección, policía sanitaria y mortuoria
como temas fundamentales, a los que vendría a sumarse la estadís-
tica sanitaria420, el control de medicamentos y, con extraordinaria
profusión de normas, la que más tarde sería llamada «sanidad ex-
terior» y que tenía por objeto exclusivo evitar la entrada de enfer-
medades epidémicas en nuestro país a través de las fronteras421.

El núcleo de competencia sanitaria de los Ayuntamientos era,
como se desprende del precepto transcrito, de un contenido lejano
a cualquier implicación política; constituían un conjunto de funcio-
nes cuyo efectivo ejercicio no importaba ni un ápice más allá del
entorno de cada pueblo, funciones, en fin, por naturaleza, propias
de los municipios y que dudosamente podían ser ejercidas con efi-
cacia desde otra esfera superior de la Administración.

En cuanto a la extensión de la acción sanitaria pública, se ob-
servará como pueden interpretarse en buena parte sinónimos los
términos Salud Pública y Sanidad Pública, es decir, que esta función
administrativa no tiene más contenido que las actividades precisas
para defender aquella. Por ello, su calificación es evidente: la Admi-
nistración se ocupa de la Sanidad preventiva, es decir, de adoptar

418 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5391.
419 Cfr. J. Álvarez Sierra: Carlos III y la Higiene pública. Madrid 1956; también

G. García Luquero: «Organización sanitaria en España durante las edades Media y
Moderna» en Revista de Sanidad e Higiene pública, núm. 7. Madrid, 1968. Castellet
Vallespí: Historia de la legislación sanitaria española. Barcelona 1897.

420 Decía el artículo 2° de la Instrucción de 1813, que comentamos, que: «los
ayuntamientos enviarán al jefe político de la provincia cada tres meses, una nota de los nacidos,
casados y muertos en el pueblo, extendida por el cura o curas párrocos, con especificación de
sexos y edades, de cuya nota conservará el ayuntamiento un registro y así mismo una noticia
de las clases de enfermedades de las que han fallecido, extendida por el facultativo o faculta-
tivos». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5391.

421 Sobre este punto Pastor Kranel: Sanidad de Puertos y fronteras. Madrid 1985;
Fuentes y Espuglas: Sanidad de costas y fronteras. Reglamento de Sanidad exterior. Madrid
1900.
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los cuidados precisos para que no se altere la salud de la colectivi-
dad. El artículo transcrito emplea casi idéntica expresión.

Sin embargo, no todas las competencias en la materia quedaban
atribuidas a los ayuntamientos, de entre aquellas escapaban las que
con mayor intensidad requerían la atención de las autoridades en
cuanto hace relación a la Sanidad: las medidas a tomar en caso de
epidemias. Como dijimos en anteriores páginas, si tenemos en cuen-
ta la frecuente aparición de este tipo de enfermedades en la España
decimonónica, se deducirá que, el privar a los ayuntamientos de
competencia para luchar contra la acometida de una epidemia, era
tanto como dejarlos al margen en los momentos sanitarios más
trascendentes.

Si se manifestaba en un pueblo «alguna enfermedad reinante o
epidémica», el ayuntamiento había de dar cuenta inmediatamente
al jefe político, para que este tomara las medidas oportunas para
atajar el mal y organizara el suministro de medicamentos y soco-
rros. A la misión del jefe político en estos supuestos se refiere el art.
22 de la Instrucción citada:

«Cuando ocurriere en alguna parte epidemia o enfermedades
contagiosas o endémicas, el jefe político tomará por sí, o de acuerdo
con la Junta de Sanidad, y aun de la diputación provincial, si se
hallara reunida, todas las medidas convenientes para atajar el
mal y para procurar los oportunos auxilios. Dará frecuentemente
aviso al Gobierno de lo que ocurra en este punto de las precaucio-
nes que se tomen y de socorros que se necesiten, y, así mismo, le
instruirá de lo que los facultativos de la Junta Provincial de Sa-
nidad opinasen sobre la naturaleza del mal y su método curativo,
de los efectos que se observen y de la mortandad diaria que se
note»422.

Con esta grave limitación, las competencias sanitarias de los
municipios quedaban disminuidas en un aspecto tan trascendental
entonces, como eran los cuidados acerca de las epidemias, que,
como hemos repetido ya tantas veces, constituían el objetivo fun-
damental al que debía tender la acción administrativa, y de cuya
importancia es un reflejo la abundantísima legislación dictada para
combatirla a lo largo de los siglos XVIII y XIX.

No obstante lo dicho, pensamos que no quedaría completa esta
visión de conjunto del campo de acción de los ayuntamientos en

422 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5494.
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materia sanitaria si no pusiéramos en relación el tenor literal de la
ley con la situación de hecho que el factor epidemia hacía nacer en
cada pueblo.

La desorganización que reinó durante toda la centuria en cuanto
a la gestión de los asuntos sanitarios, sumada al terror de las gentes
ante la presencia de las epidemias, provocaba una alteración de
gran envergadura en el orden público de las poblaciones que la
sufrían, de tal forma, que aun cuando en estos asuntos era el jefe
político el que tenía que disponer lo conveniente, la realidad es que,
en más de una ocasión, la letra de las disposiciones era desatendida
completamente, y cada pueblo se encerraba en sus propios muros,
y organizaba la lucha con una autonomía cantonal inexpugnable423.
Sin embargo, no cabe entender que sólo por este hecho la centra-
lización con que se ordenaba lo sanitario a nivel normativo perdía
toda su virtualidad por la descentralización impuesta por la emer-
gencia, pues era la misma alteración del orden público que resulta
de la epidemia la que motivaba la absorción de unas competencias,
en principio municipales, por la autoridad del jefe político, encarga-
do genuino del mantenimiento del orden.

Pese a la mayor intromisión de la Administración central a tra-
vés de los jefes políticos, en estos asuntos, fueron escasos los cam-
bios que las Cortes doceañistas introdujeron en la organización
administrativa de la Sanidad; por el contrario, utilizarán para es-
tructurar el sistema los mismos órganos, revestidos de análogas
competencias, que existían ya en los últimos años del siglo XVIII y
cuyo origen se remonta, a veces, a varios siglos atrás.

El único cambio constastable con respecto a la organización
anterior es la atribución rígida de las competencias sanitarias a la
línea de agentes jerárquicamente dependientes del centro de deci-
sión política, lo que contribuiría, en gran medida a desplazar hacía
su ámbito de gestión el cuidado de la Salud Pública, produciéndose
así la centralización de un sector que en un tiempo anterior había
correspondido, con relativa autonomía, a las Juntas de Sanidad.

Estas Juntas de Sanidad, obra administrativa del Antiguo Régi-
men, habían conocido aún mayor autonomía de gestión durante
todo el período de la guerra de la Independencia, en la cual, des-
amparadas de todo tipo de auxilio hubieron de organizar solas la

423 Califica de cantonal la libertad que se atribuían los Municipios para luchar, con
más desorden que eficacia, contra las epidemias en algunas ocasiones de emergencia,
Alcubilla en su Diccionario de Administración. 1898. Vol. X. Voz Sanidad.
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defensa contra las enfermedades que se abatieron sobre España en
aquellos primeros años del siglo424.

Al organizar el régimen local, las Cortes no se olvidan de este
precedente, que se había mostrado efectivo, y lo recogen y regulan
definitivamente en la Instrucción para el gobierno económico-polí-
tico de las provincias citadas.

Las Juntas existían tanto en el escalón municipal como en el
provincial.

A las Juntas Provinciales de Sanidad, que desempeñarían un
gran papel posteriormente, se refiere el artículo 11 de la Instrucción
citada:

«La Diputación Provincial auxiliará al jefe político cuando
ocurriera en algún pueblo de la provincia cualquier enfermedad
contagiosa o epidémica. En la capital de cada provincia habrá una
Junta de Sanidad, compuesta por el jefe político, el intendente, el
reverendo obispo o su vicario general, y, en ausencia de ambos, de
uno de los párrocos del pueblo, prefiriendo el más antiguo, de un
individuo de la diputación y del número de facultativos y vecinos
que esta estime conveniente» 425.

Se observa el carácter fundamentalmente asesor que recibe este
órgano provincial, asesoramiento que por otra parte habría de cum-
plir también la diputación, lo que en cierto modo duplica los órga-
nos encargados de similares cometidos funcionales, si bien los asun-
tos de que la Junta había de ocuparse eran estrictamente los
sanitarios, esto además de que tardaron años en consolidarse con
carácter permanente, y por entonces su constitución dependía de la
existencia de alteraciones infecciosas.

En cuanto a las Juntas municipales de Sanidad, sus funciones,
al igual que se desprende de la frase inicial del artículo transcrito
para las provinciales, están limitadas estrictamente a la actuación en
aquellos casos en que se manifestase en el pueblo alguna enferme-
dad epidémica. Esto quiere decir que ambas Juntas vienen a actuar
precisamente en aquellos casos en que la competencia estaba atri-
buida al jefe político, como dijimos atrás. En esta concurrencia no
cabe duda de que esta autoridad, al tener la específica declaración
de competencia a su favor426, era la que realmente actuaba, que-

424 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 181.
425 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 5393.
426 Cfr. J. Salas Hernández: «El tema de las competencias: Instrumentalización de

las relaciones entre el Estado y la Administración Local desde una perspectiva de la
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dando limitada la Junta a una función de asesoramiento para la que
podría, sin duda, ser de gran utilidad debido a su relación inmediata
con el problema.

A las Juntas municipales se refiere el artículo 4o de la Instruc-
ción:

«Para cuidar en cada pueblo de la Salud Pública en los casos
de que habla el artículo precedente, se formará cada año por el
ayuntamiento, donde el vecindario lo permita, una Junta de Sani-
dad, compuesta del alcalde primero o quien sus veces haga, del
cura párroco más antiguo, donde hubiera más de uno, de uno o
más regidores y de uno o más vecinos, según la extensión de la
población y de las ocupaciones que ocurran, pudiendo el ayunta-
miento volver a nombrar los miembros regidores y vecinos y au-
mentar el número en la Junta cuando el caso lo requiera»427.

Pero será esencialmente de los delegados del gobierno de la
provincia y del municipio de quienes dependerá desde entonces el
ejercicio de esta función pública que comenzaría a partir de ese
momento a ser progresivamente absorbida por la Administración
central, tendencia centralizadora que se aumentaría de más en más
con el transcurso de los años, hasta concluir con la privación a los
entes locales del ejercicio de unas competencias que primitivamente
les correspondían y que difícilmente pueden cumplirse adecuada-
mente desde una instancia distinta, alejada territorialmente del lu-
gar donde los problemas se plantean.

Junto a las autoridades gubernativas se sitúan, pues, como ha
quedado dicho, las Juntas municipales y provinciales de Sanidad. Se
constituye así un sistema peculiar de asistencia a las autoridades
delegadas de la Administración central en el ejercicio de sus funcio-
nes, que, en definitiva, será en el futuro sólo la justificación para
repercutir el costo de los servicios sanitarios en los entes locales,
quienes quedarán empeñados en el sostenimiento financiero de los

descentralización territorial», en la obra colectiva: Descentralización administrativa y
organización política. Madrid 1973. Págs. 303 y ss.

427 El artículo precedente (3o), a que remite el transcrito, decía: «Si se manifestara
en el pueblo alguna enfermedad reinante o epidémica, dará el ayuntamiento inmediatamente
cuenta al jefe político para que se tomen las correspondientes medidas, a fin de cortar los
progresos del mal y auxiliar al pueblo con los medicamentos y demás socorros que pueda
necesitar; avisándolo en el último caso semanalmente, o aún con mayor frecuencia si el jefe
político lo requiere, del estado de la salud pública y de la mortandad que se noten Diario de
Sesiones. Vol. VIH. Pág. 5392.
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mismos; de esta carga no se liberarán sino muchos años más tarde,
tras producirse el fortalecimiento de la rama periférica de la Admi-
nistración que llevaría a la desaparición de las Juntas y a la finan-
ciación de los servicios por el Estado428.

2.2. Los estudios de Medicina y Cirugía en el Dictamen
y Proyecto de Decreto sobre el arreglo General
de la Enseñanza Pública

Otra parcela de la Sanidad a la cual la legislación emanada del
proceso constituyente gaditano presta una especial atención esta
constituida por la formación y preparación del futuro personal sa-
nitario. De ella se ocupa la Comisión de Instrucción Pública cuando
elabora el Dictamen y Proyecto de Decreto sobre el arreglo general
de la Enseñanza Pública.

Antes de analizar la organización y contenido que el citado
Proyecto de Decreto establece en torno a los estudios de Medicina
y Cirugía, organización y contenidos que aunan las propuestas plan-
teadas por los proyectos y la legislación ilustrada, conviene mostrar
cuales son los objetivos que se pretenden conseguir. Así los recoge
el Dictamen de la Comisión:

«De las distintas ramas que componen la tercera enseñanza,
son los estudios de Medicina y Cirugía los que padecen más defectos
a pesar de las reformas emprendidas y planteadas (...). Hay muy
poca conexión entre lo que se estudia y lo que el médico debe
verdaderamente saber, le faltan lecciones prácticas que le posibili-
ten un trato directo con los que en el futuro serán sus pacientes y,
no son pocos los que ejercen la profesión sin la conveniente licencia
de aquellas autoridades que deben dar fe del cumplimiento de su
misión (...). En cuanto que el médico debe ser como un sacerdote
para el cuerpo, ya que del buen desempeño de sus labores se de-
rivan grandes bienes para la Monarquía y sus gentes al poner
freno a la enfermedad, debemos organizar su preparación de tal

428 Sobre las características y funciones desempeñadas por las Juntas durante la
pasada centuria véase L. Jordana de Pozas: «Ensayo sobre la Administración consul-
tiva de fomento en España» en sus Estudios de Administración local y general. Madrid
1961. Págs. 143 y ss. También García de Enterría: «Administración local y Adminis-
tración periférica del Estado: problemas de articulación», en su libro La Administración
Española. Madrid 1964. Págs. 126 y ss.
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forma que tenga un perfecto dominio del cuerpo humano y los
posibles males que le ataquen. Ello se conseguirá con unos cono-
cimientos adecuados tanto en la teoría como en la práctica y, por
su puesto, con un examen público de los mismos»429.

Como podemos observar, tanto los defectos que señalan a la
educación sanitaria —deficiente preparación teórica fruto de la in-
validez de muchos de los conocimientos adquiridos, ausencia de
clases prácticas e intrusismo profesional— como los remedios que se
intenta aplicar —modernización y adecuamiento de los conocimien-
tos teóricos, impartición de clases prácticas y control en el ejercicio
de la profesión sanitaria—, son los mismos que habíamos encontra-
do en el proyectismo ilustrado y en la legislación dieciochesca,
defectos y remedios de los cuales se había hecho eco el Diario de
Sesiones. Junto a ello, también es interesante señalar dos elemen-
tos, que no son nuevos y que se nos sitúan como telón de fondo.
En primer lugar, la presentación del médico como un individuo
encargado de lograr la felicidad colectiva de la comunidad y, en
segundo término, la peligrosidad con que es valorada la enferme-
dad, ante la cual el médico aparece como uno de los instrumentos
apropiados de lucha y solución. Una vez más, la consecución del
bienestar colectivo y la eliminación de cualquier elemento que
pueda alterarlo se nos sitúa en la base de toda intervención.

En síntesis, podemos afirmar que la única novedad que presenta
el Proyecto de Decreto sobre el arreglo general de la Enseñanza
pública es el reunir en un solo texto todo un conjunto de medidas
y soluciones que habían sido esbozadas desde la centuria anterior y
que difícilmente se habían podido llevar a la práctica. Buena mues-
tra de ello es esta reiteración de las mismas.

2.2.1. El remedio a la escasez e ineficacia de conocimientos:
un plan de estudios moderno y uniforme

En cuanto que uno de los defectos de que adolece la formación
sanitaria es la no conexión entre los conocimientos adquiridos y la
práctica médica diaria, el Proyecto de Decreto dedica uno de sus
apartados a la presentación de un plan de estudios «común para
todas las Facultades de Medicina del Reino y que contiene los prin-

429 Julio Ruiz Berrío: op. cit. Pág. 373.
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cipales saberes que debe dominar todo médico o facultativo»430.
Uniformidad e incorporación de nuevas materias son las notas do-
minantes a la par que los remedios a un problema que arranca de
muchos años atrás. Se recoge así un legado depositado por la Ilus-
tración en el que se atacaba la excesiva formación filosófica y teo-
lógica que nada tenía que ver con la práctica médica diaria.

Estas son las materias que compondrían los estudios de Medici-
na y Cirugía, los cuales, siguiendo lo establecido por la Real Cédula
de 20 de abril de 1799, aparecían unificados431:

Primer Año: Anatomía y Física experimental.
Segundo Año: Botánica y Química.
Tercer Año: Operaciones quirúrgicas y Obstetricia.
Cuarto Año: Aforismos y Pronósticos.
Quinto Año: Instituciones médicas I.
Sexto Año: Instituciones médicas II.
Se trata de un plan de estudios que aglutina en su seno las

aportaciones presentadas en el último tercio del siglo XVIII por los
planes de estudio elaborados por la Universidad de Sevilla (1769),
la Universidad de Salamanca (1771), la Universidad de Granada
(1776) y la Universidad de Valencia (1786). De ello es consciente la
Comisión de Instrucción Pública que con este plan pretende propor-
cionar al futuro personal sanitario una visión más integral y cien-
tífica, tanto sobre las enfermedades como sobre la terapia432.

430 Es interesante y significativo presentar los términos en que se expone la
necesidad de un moderno y único plan de estudios de Medicina y Cirugía: «Para que
todo médico o cirujano sepa lo que tiene que hacer y los remedios que tiene que aplicar es
necesario una serie de saberes médicos y avances que están lejos de toda Filosofía o Teología».
Julio Ruiz Berrío: op. cit. Pág. 386. Vuelve a aparecer la crítica a lo que había sido
la tradicional formación del personal sanitario y a la que la Ilustración española,
tanto en proyectos como en legislación, había duramente juzgado y valorado.

431 Posteriormente analizaremos la organización que se implanta en los estudios
de Medicina y Cirugía. Ahora tan solo conviene señalar que por motivos de eficacia
los estudios de Medicina y Cirugía se unen siguiendo los cauces establecidos por la
Real Cédula de 1799. Así lo recoge el Proyecto de Decreto: «Difícilmente se pudieron
poner en práctica las medidas que tan sabiamente se tomaron en 1799 al unir en llamada
Facultad Reunida los estudios de Medicina y Cirugía. La Guerra trajo consigo la ruptura de
la armonía nacional y con ello el freno de sabias medidas. Una de ellas era ésta que, en su
objetivo de proporcionar sabios y doctos facultativos, unificó estudios para una más correcta
preparación de los futuros médicos y cirujanos que tanto tienen en común». Julio Ruiz Berrío:
op. cit. Pág. 387.

432 «Muchas Universidades españolas fueron conscientes de la reforma que necesitaban los
estudios de Medicina y Cirugía. Por ello no dudaron en incorporar nuevos saberes que permi-
tirán un mayor y mejor conocimiento de la realidad. Nosotros, al elaborar este plan de estudios
lo hemos tenido en cuenta y hemos intentado sumar estas aportaciones y presentar un plan
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2.2.2. La solución al desconocimiento sobre la enfermedad:
las prácticas de hospital

Unido a la necesidad de una sólida y correcta preparación teó-
rica, el Proyecto de Decreto hace especial hincapié en la presencia,
dentro del curriculum del médico, «de lecciones prácticas que per-
mitan saber, detectar y tratar cualquier tipo de enfermedad». Se
intenta poner así solución al que había constituido uno de los gran-
des defectos en la formación del personal sanitario y que tan graves
consecuencias había tenido433.

El remedio que ofrece el Proyecto de Decreto no es nuevo,
durante los dos últimos cursos de carrera, a la par que se realizan
los estudios teóricos, todos los alumnos «recibirán lecciones prácti-
cas y trabajarán como facultativos en período de prueba en el hos-
pital que prescriba el Colegio donde realizan sus estudios». Es inte-
resante presentar la ordenación que se establece en torno la
desarrollo de las citadas clases prácticas, en gran medida nos revela
cuales son las enfermedades más frecuentes y más necesitadas de
tratamiento según la concepción sanitaria de la época:

«Durante el primer año tratarán partos, roturas de huesos,
enfermedades de niños, problemas de estómago y demás dolores
corporales. El segundo año estará dedicado al trato exclusivo de
epidemias: tercianas, calenturas, vómito negro, fiebre amarilla,
viruela, gripe y sarampión»434.

Sin ánimo de ser reiterativos, una vez más nos aparece la pre-
ocupación por las enfermedades epidémicas, auténtico motor del

igual para todo el Reino. Así se satisfacen muchas de las que en su tiempo fueron propuestas
y se da al futuro facultativo una correcta y completa preparación», Julio Ruiz Berrío: op. cit.
Pág. 375.

433 En esto términos se expresaba Feijoo sobre la no existencia de clases prácticas:
«El que el médico o cirujano, durante el período en que está en preparación, no tenga certeza
real de lo es una epidemia, una calentura, una rotura de huesos o una cangrena, le impide
que después la reconozca. Así ha pasado durante muchos años, y muchos son los que han
muerto porque no se le había sabido medicar». Cit. por Juan Vernet: Historia de la ciencia
española. Madrid 1975. Págs. 125-126. No muy diferente es la opinión de Juan For-
nés: « Una cosa es morir por no tratamiento de la enfermedad y otra ir con Dios por error con
la terapia aplicada. Esto último es lo sucedido con muchos enfermos, que mueren por que se
confunde lo que les ocurre (...) La raíz del problema está en aquellos médicos que se han
formado sin saber distinguir una enfermedad de otra. Estos son la mayoría a los cuales sólo
se les ha dado conocimientos de libros y no conocimientos de la vida». Cit. por Ernesto García
Camarero: La polémica de la ciencia española. Madrid, 1970. Págs. 214-215.

434 Julio Ruiz Berrío: op. cit. Pág. 376.
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sistema sanitario diseñado en los comienzos del siglo XIX, esta vez
en la formación de médicos y cirujanos.

2.23. El control en el ejercicio de la profesión sanitaria

Para los ilustrados y para los hombres de Cádiz, como dijimos
con anterioridad, el médico es un hombre público, igual que lo es
el maestro de primeras letras. Del actuar de ambos, cada uno dentro
de su materia, depende en gran medida la felicidad y seguridad
colectiva. Por ello, no es extraño que, a parte de hacer especial
hincapié en la formación teórica y práctica, el Proyecto de Decreto
recupere y adecué los mecanismos de control existentes para el
ejercicio de la profesión sanitaria.

Al plantear el Proyecto de Decreto el necesario control de las
profesiones sanitarias no sólo se ampara en el carácter público de
esta profesión, también tiene en cuenta la responsabilidad que el
Estado posee sobre una parcela necesitada de intervención y regu-
lación:

«Todo médico con sus funciones y misiones influye en la buena
marcha de una sociedad, o si éstas las hace mal en su decadencia.
El Estado, a quien le compete vigilar por este buen caminar, debe
dar fe por aquellos que ejercen esta profesión. No hay parcela de
la Salud Pública que escape al interés de quienes están obligados
a velar por la felicidad de todo Reino. Por ello, debe valorarse cual
es la preparación que poseen aquellos que la medicina desean
ejercer en beneficio de toda población o villa» 435.

El sistema de control que se establece es muy similar al existente
en el último tercio del siglo XVIII: el Real Tribunal del Protomedi-
cato a través de sus delegaciones provinciales examinará a todos
aquellos que deseen ejercer la profesión médica y acrediten haber
cursado y aprobado los correspondientes estudios de Medicina y
Cirugía436. Como bien señala Sánchez-Granjel, se daba realidad le-

435 Julio Ruiz Berrío: op. cit. Pág. 377.
436 En concreto, se adoptaba un sistema de tribunales y examenes muy parecido

al establecido por el Sr. Oliveros en su propuesta, anteriormente estudiada al analizar
la figura del médico en el Diario de Sesiones: se establecerá en un examen nacional
elaborado por el Real Tribunal del Protomedicato que constará de cuatro partes. Una
primera escrita, compuesta de preguntas relacionadas con los conocimientos teóricos
adquiridos durante la carrera. Una segunda prueba oral, que tendrá como contenido
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gal a la lucha contra el intrusismo profesional, a la elevación del
nivel de formación del personal sanitario y se consolidaba el carác-
ter público de los facultativos437.

2.2.4. Un nuevo tipo de centros: los Colegios de Medicina
y Cirugía

El prestigio adquirido por los Reales Colegios de Cirugía a lo
largo del siglo XVIII, el caos y anacronismo reinante en la mayor
parte de las Facultades de Medicina del Reino donde difícilmente
pudieron llevarse a la práctica las reformas pretendidas en los pla-
nes de estudio, la necesidad de incorporar las prácticas hospitalarias
a la formación del personal sanitario y las disputas por las interfe-
rencias de competencias entre médicos y cirujanos438, tuvieron como
resultado, en opinión de Calleja Folguera, la Real Orden de 12 de
marzo de 1799439. Con ella, quedaban suprimidas las Facultades de
Medicina de todo el Reino y los estudios de Medicina y Cirugía se
fusionaban, impartiéndose a partir de ahora en las llamadas Facul-
tades Reunidas, ubicadas en los anteriores Colegios de Cirugía de
Cádiz, Barcelona y Madrid, a los que se añadirían los de Burgos y
Santiago440.

Detrás de la fusión de los estudios de Medicina y Cirugía, el
cierre de las tradicionales facultades y la erección de la Facultades
Reunidas se encuentra la defensa de un nuevo tipo de centro aca-
démico:

el reconocimiento de varios enfermos. En tercer lugar, un caso práctico relativo a las
medidas a adoptar en caso de epidemia. Por último, una pequeña disertación sobre
fármacos, química y medicinas. El examen se efectuará a través de las distintas
delegaciones provinciales del Protomedicato. Cfr. Julio Ruiz Berrío: op. cit. Pág. 377.

437 Cfr. Luis Sánchez-Granjel: op. cit. Pág. 186.
438 Sirva como ejemplo la Real Orden de 3 de septiembre de 1797. En ella se

reiteraba que los médicos de ningún modo pudieran ejercer la Cirugía ni los ciruja-
nos la Medicina, salvo en los casos mixtos que les ocurriesen. Real Cédula de 3 de
septiembre de 1797: «Observancia de las leyes prohibitivas de que los médicos ejerciten la
Cirugía, y los Cirujanos la Medicina sino en casos mixtos». Novísima Recopilación. Libro
VIII. Título XII. Ley IV.

439 Cfr. María del Carmen Calleja Folguera: op. cit. Págs. 211-212.
440 «Artículos aprobados por S.M. en Real Orden de 12 de Marzo para la reunión de los

estudios de Medicina y Cirugía, y establecimiento de dos nuevos colegios de estas Facultades».
Se encuentran recogidos en las Reales Ordenes expedidas en el año 1799 por la
primera Secretaría de Estado para la reunión del estudio y ejercicio de la Medicina
y Cirugía, y creación de una Junta General de Gobierno de esta Facultad Reunida.
De orden superior. Madrid en la Imprenta Real. Año 1799.
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«Nada mejor para la correcta preparación de Médicos y Ciru-
janos que fusionar sus estudios, muy complementarios entre sí, y
que deberán ser impartidos por una única institución que este
adscrita a un hospital donde los alumnos puedan efectuar sus
convenientes prácticas hospitalarias (...). Surge así la Facultad
reunida concebida como un lugar donde médicos y cirujanos se
preparan en la teoría y en la práctica para atender enfermos, lejos
de los saberes anquilosados y teóricos de las anteriores faculta-
des»441.

En el Proyecto de Decreto de la Comisión de Instrucción Pública
retoma el ordenamiento proyectado, pero no llevado a la práctica,
establecido en 1799:

«Art. 64: Para la enseñanza de varios estudios que son nece-
sarios para algunas profesiones de la vida civil, como es el caso de
la Medicina y Cirugía, subsistirán las propuestas de 1799 de esta-
blecer las Facultades Reunidas de Madrid, Cádiz, Barcelona, Bur-
gos y Santiago. No hay otros motivos que la necesidad de unas
instituciones académicas que aúnen en su seno:

La impartición de los estudios de Medicina y Cirugía unidos.
La necesidad de impartir unas clases prácticas, que por sus

características sólo pueden impartir estas Facultades.
Nuevas asignaturas que para la práctica médica y quirúrgica

se necesitan » 442.

En cuanto que los defectos que se atribuyen a la formación del
futuro personal sanitario están constituidos por su deficiente forma-
ción teórica y su escasa formación práctica, no debe de extrañarnos
que una de las soluciones, surgida a finales del XVIII y retomada
por los diputados gaditanos, sea el establecimiento de un nuevo tipo
de instituciones que:

1. Puedan aplicar los nuevos planes de estudio, lejos de cual-
quier oposición interna amparada en posturas ultramonta-
nas.

2. Estén vinculadas de forma directa a la práctica hospitalaria
tan necesaria para el personal sanitario.

3. Aúnen en su seno los estudios de Medicina y Cirugía.

441 Ibidem.
442 Julio Ruiz Berrío: op. cit. Pág. 386.
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Aparecen pues, las pretendidas Facultades Reunidas, que poste-
riormente serán retomadas por el Reglamento de 1821 y el Plan
Carlomarde de 1824, como el colofón de las reformas emprendidas
en los estudios sanitarios443.

2.3. El Proyecto de Reglamento de Hospitales

Desde el inicio de los debates parlamentarios, los diputados ga-
ditanos habían puesto de manifiesto la necesidad de elaborar un
reglamento «uniforme y aplicable a todos los hospitales del Reino»
que recogiera las normas que debían regir en la construcción, ubi-
cación, dotación y funcionamiento de tales instituciones444. Cuando
se crea la Comisión de Salud Pública, aparte de otros cometidos,
una de las misiones que se le encomienda es la siguiente:

«(...) Corresponderá también a esta Comisión de Salud Pública
trazar un Reglamento General para todos los Hospitales del Reino.
De todos es conocido el estado y situación en que se encuentran
estas casas que tendrían que servir para protección y bienestar de
los ciudadanos y gloria del Reino (...) En dicho reglamento debe-
rán tener cabida cada una de las medidas que se estimen conve-
nientes para el buen funcionamiento de estas casas de curar. Por
ello se prestará especial atención a las reglas que gobiernen su
construcción y situación en caso de hospitales nuevos, o las que
establezcan los cauces para el agrupamiento de los ya existentes
(...) No menos importantes serán aquellas que hagan referencia a
los facultativos que debe haber, la atención que deben prestar y la

443 Así lo había hecho constar la Comisión de Instrucción Pública en el Dictamen:
«La llamada Facultad Reunida, al agrupar los estudios de Medicina y Cirugía y ofrecer posi-
bilidades de realizar prácticas de Hospital, constituye la mejor forma y manera que reforma
estos estudios que tanto bien hacen». J u l i o Ru iz Be r r í o : op. cit. P á g . 3 7 4 .

444 El Sr. Mejía, en su intervención ante la Cámara el 23 de abril de 1811, se
manifestaba en los siguientes términos: «Son muchas las cosas de las que adolecen nues-
tros hospitales, pero una de ellas es la ausencia de un reglamento que establezca unas pautas
comunes para el funcionamiento, organización e higiene que en ellos debe reinar (...) Hasta que
no se dicten las reglas que marquen y organicen la anarquía existente, nuestros hospitales
seguirán siendo lo que son: casas sucias, mal atendidas donde puebla toda fiebre y dolencia».
Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 917. La necesidad de un reglamento que frene la
anarquía reinante y regule el correcto funcionamiento de estas instituciones también
nos aparece en las intervenciones del Sr. Argüelles. Diario de Sesiones. Vol. II.
Pág. 919; del Sr. Dou: Diario de Sesiones. Vol. EL Pág. 922; del Sr. Alonso y López.
Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 1488; del Sr. Villanueva. Diario de Sesiones. Vol. II.
Pág. 1028; y del Sr. Antillón. Diario de Sesiones. Vol. EL Pág. 1314.
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higiene que debe existir (...) También deberá tenerse presente cual
debe ser el control y gobierno que los poderes locales deben ejercer
sobre los hospitales, teniendo en cuenta de que se trata de unas
casas cuyo buen orden y concierto repercute en beneficio de toda la
comunidad» 445.

El 25 de agosto de 1813, la Comisión de Salud Pública entregó
al Gobierno el Proyecto de Reglamento de Hospitales y en octubre
fue remitido a las Cortes para su discusión y debate. La prioridad de
otros temas, tales como la marcha de la guerra, la reforma del
gobierno interior o la situación hacendística, fueron dilatando lo
que podría haber sido la gran reforma hospitalaria gaditana446. La
vuelta de Fernando VII y con ella el Decreto de 4 de mayo de 1814,
supusieron la nulidad de la Constitución de Cádiz y cada uno de sus
actos, proyectos y decretos. Al igual que ocurriera en materia edu-
cativa, habría que esperar a las Cortes de 1820 para que estas com-
pletaran la labor iniciada por los diputados gaditanos.

A pesar, por tanto, de que el Proyecto de reglamento de Hospi-
tales no paso de ser eso, un mero proyecto que en ningún momento
tuvo realidad legal, conviene detenerse y analizarlo. Las razones no
son otras que su carácter y contenido, presentándose como una

445 La primera referencia que nos aparece en el Diario de Sesiones en torno a la
citada Comisión de Salud Pública la encontramos en el Proyecto presentado a la
Cámara por la Comisión encargada de formar un Plan para el arreglo de las Comi-
siones, el 9 de abril de 1811. En este mismo proyecto, como pusimos de manifiesto
en páginas anteriores, nos quedó configurada la Comisión de Instrucción Pública. La
composición y funcionamiento de la Comisión de Salud Pública será similar a la de
Instrucción: se compondrá de un presidente, cuatro miembros y un secretario, cele-
brará sus reuniones lunes, martes y jueves en casa del presidente y podrá contar para
el cumplimiento de sus cometidos con el auxilio de personas fuera del seno de las
Cortes. A parte de la elaboración de un reglamento general de hospitales, otras
misiones que se les encomendaron fueron la reorganización del Real Tribunal del
Protomedicato y de la Junta Suprema de Sanidad y la elaboración de unas bases para
el establecimiento de un Proyecto de Código Sanitario. Cfr. Diario de Sesiones.
Vol. II. Págs. 850-851. En la sesión del 22 de julio de 1811 se aprobó la siguiente
composición de la Comisión: Presidente, el Sr. Zorraquín, vocales, los Sres. Mejía,
Oliveros, Creus y Llaneras, secretario el Sr. Abelda. Cfr. Diario de Sesiones. Vol. II.
Pág. 1489.

446 El Proyecto fue presentado a la Cámara el 17 de octubre de 1813. Según
consta en el Diario de Sesiones, el debate se pospuso «al interesar en estos momentos,
para el bien de la Monarquía, otros temas de interés como el estado de nuestras tropas y su
situación, las deudas contraídas con motivo de la guerra y la difícil situación que atraviesan
cada uno de los pueblos del Reino para mantener la paz, el orden y la tranquilidad» Diario
de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6213.
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síntesis de todas las reformas y propuestas que en materia hospita-
laria nos habían aparecido desde el siglo XVIII, y que tendrán su
continuidad a lo largo del siglo XIX. El Proyecto de Reglamento de
Hospitales es una exposición de principios básicos. Se toma como
punto de partida el modelo de hospital a implantar, un hospital
general amplio y bien dotado donde tengan cabida todo tipo de
enfermedades y enfermos, y en función de ello se establecen las
convenientes reformas para su consecución, reformas que abordan
aspectos referentes a la construcción, dotación, funcionamiento y
gobierno.

2.3.1. El Gran Hospital General

Todo el Proyecto de Reglamento esta presidido por la idea de
gran hospital general, la cual es expuesta en los siguientes términos:

«El peligro constante y frecuente de la enfermedad sólo podrá
ser atajado cuando por todo el Reino halla hospitales de amplias
dimensiones y bien dotados que cubran las necesidades sanitarias
de los ciudadanos (...) Con hospitales de estas características podre-
mos enfrentarnos no sólo a la enfermedad y sus peligros, también
se solucionarán problemas de mantenimiento al ser mayores sus
recursos, bienes y rentas, se pondrá así fin a la ruina que reina en
estas casas (...) Por tanto, los hospitales, siempre que estén bien
dotados económica y materialmente, al mismo tiempo que cuenten
con unas dimensiones y personal apropiado, son y serán el instru-
mento apropiado y necesario para el mantenimiento de la Salud
Pública y la lucha contra la enfermedad. Con ellos, perfectamente
repartidos por el Reino, nuestros ciudadanos vivirán felices y segu-
ros, sin miedo a la enfermedad, la cual, si alguna vez llega, será
tratada siempre con éxito en estas instituciones»447.

Se mantiene, por tanto, el planteamiento hospitalario que ha-
bíamos encontrado en los proyectos y en la legislación dieciochesca
y que había tenido su continuación en los debates parlamentarios.
Elementos como la precaria situación económica de la mayor parte
de los hospitales, los deseos de ampliar y mejorar la asistencia sa-
nitaria ante el peligro constante de la enfermedad y el intento de
controlar por parte de los poderes públicos unas instituciones que

447 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6211.
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tanto influyen en el bienestar de la comunidad, justifican la defensa
de este modelo. Junto a razones de viabilidad económica, eficacia
sanitaria y control estatal, no menos importante, al defender el
proyecto de Hospital General, es una realidad del panorama sanita-
rio español: la escasez de personal suficiente como para poder efec-
tuar una asistencia domiciliaria. Sobre este particular, Sánchez Gran-
jel señala que, al lado de otras motivaciones, la defensa y
justificación que, durante la Ilustración y todo el siglo XIX, se hace
del gran Hospital General está sustentada en la no existencia de los
suficientes médicos y cirujanos que posibilitaran el desarrollo de
una asistencia individual y a domicilio. Por ello, cuando se defiende
y justifica el gran Hospital General, aunque no se manifieste, se
parte de la base de no poseer el suficiente personal facultativo,
apareciendo el Hospital General como una solución real, ya que
podría atender a un mayor número de enfermos al estar concentra-
dos448.

Pero, ante todo, el gran hospital está en conexión y subordinado
a la propia concepción sanitaria defendida por los diputados gadita-
nos. No olvidemos que, para los hombres de Cádiz, en cuanto que
el hombre es libre y autosuficiente sólo a él le incumbe cuidar de
su propia salud, sólo cuando el carácter de la enfermedad amenaza
a un grupo extenso de población queda justificada la acción estatal.
En este contexto, el Hospital General aparece como el instrumento
apropiado para hacer frente a los brotes epidémicos que atentan
contra la salud, el orden y el bienestar de la comunidad. Así se
recoge en el Preámbulo del Proyecto de Reglamento:

«Estos hospitales de amplias dimensiones y dotación están para
el servicio de la comunidad, para que las enfermedades que la
atentan sean atendidas con la prontitud y celeridad que exigen.
Allí se internarán todos aquellos enfermos que por sus dolencias
puedan causar un grave daño colectivo de difícil reparación. Con
aislamiento y tratamiento, la enfermedad dejará de ser un peligro
para la paz y el orden»449.

El Proyecto de Reglamento toma, en consecuencia, una idea que
había tenido sus orígenes en la Ilustración, idea que se justifica y
argumenta en la propia concepción sanitaria defendida y en la si-

448 Cfr. Luis Sánchez Granjel: La legislación sanitaria española del S. XIX. Salamanca,
1979. Págs. 257-258.

449 Diario de Sesiones. Vol. V11I. Pág. 6211.
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tuación que atraviesan estas instituciones. Todas las medidas y pos-
tulados que recoge el citado Proyecto están encaminadas a su pues-
ta en vigor. Como posteriormente veremos, cuando se afronta la
concentración, construcción, dotación, higiene y gobierno de estas
instituciones, la idea que las preside y dirige es el intento de hacer
realidad este modelo de Hospital General.

2.3.2. Características y condiciones de los Hospitales

El Proyecto del Reglamento de Hospitales presentado por la
Comisión de Salud Pública consta de ciento veinticinco artículos
divididos en cuatro capítulos. El primero de ellos está dedicado a las
condiciones materiales y arquitectónicas que deben reunir los in-
muebles. En los hospitales ya existentes, tras plantear la necesidad
de concentración450, se hace especial hincapié en que los edificios
posean pasillos amplios, habitaciones ventiladas y luminosas, no
más de tres plantas y que esté próximo un manantial de aguas451.
Especialmente interesantes son las condiciones que se establecen
para los hospitales de nueva planta:

«Art. 24: Todo hospital que en adelante se construya deberá:
Establecerse afuera de las ciudades, contando con buenas vías

de acceso.
Tener próximo un manantial de agua con el que atender las

necesidades de los enfermos y de higiene.
El edificio no tendrá más de tres plantas, la primera para

quirófanos, botica, almacén, cocinas y demás habitaciones de uso
común, la segunda para enfermos de dolencias no epidémicas y

450 La concentración hospitalaria, justificada en términos de eficacia, viabilidad
económica y mayores posibilidades de control por parte de los poderes públicos se
recoge en el art. 12: «Teniendo en cuenta las necesidades de cada ciudad o villa, los antiguos
hospitales se reunirán en uno solo, juntándose enfermos, médicos y rentas. Así lograremos
mejor tratamiento, casas de curar más rentables y con posibilidades de mantenimiento y
un control y gobierno mas directo por parte de los Ayuntamientos». Diario de Sesiones.
Vol. VIII. Pág. 6212.

451 Fijadas las motivaciones que hacen necesaria la concentración, por lo que hace
referencia al edificio que se escoja para reunir a los antiguos ya existentes, deberá éste
poseer las siguientes condiciones: «Art. 15: De entre todos los edificios que han funcionado
como hospitales, una vez que se produzca la unión, se escogerá aquel que por su situación y cons-
trucción permita un mejor tratamiento de la enfermedad. Por ello se escogerá el que tenga am-
plias habitaciones ventiladas, pasillos grandes, tres plantas a lo sumo y se encuentre situado fuera
de las concentraciones de gente». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6212.
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contagiosas y la tercera para enfermos afectados por fiebres y calen-
turas que puedan contagiarse.

Las habitaciones serán amplias, no menos de diez camas y los
pasillos que las unen también. Deberán tener amplia luz y abun-
dante ventilación.

Todo edificio estará cercado y rodeado por una zona de jardines
que sirva de descanso y paseo» 452.

Como podemos observar, en esta normativa referente a la cons-
trucción prima ante todo el establecimiento de unas condiciones hi-
giénicas favorables que impidan al hospital convertirse en un foco de
peligrosidad para la comunidad donde se instala, al mismo tiempo
que pueda darse un más correcto tratamiento a los enfermos. Por ello
se incide tanto en el lugar de ubicación como en las características
que deben poseer habitaciones, pasillos y distribución de plantas. Está
latente la peligrosidad de las enfermedades epidémicas para la comu-
nidad y la necesidad de una atención sanitaria más higiénica.

El segundo capítulo se centra en los aspectos referentes a la
dotación de facultativos de cada hospital. Dos pretensiones, ya pre-
sentes en los debates parlamentarios, son los ejes que articulan este
capítulo:

1. La profesionalización del personal sanitario que atiende es-
tos centros.

2. La existencia de un n° apropiado de facultativos que pueda
cubrir con eficacia las necesidades de los enfermos inter-
nados.

Por lo que hace referencia a la primera, se establece que todo
médico, cirujano o boticario que ejerza su actividad en el hospital
deberá haber superado los exámenes elaborados por el Real Tribu-
nal del Protomedicato453. Unido a ello, se regulan las actividades
que tradicionalmente habían desempeñado los religiosos, las cuales
quedarán reducidas a la atención espiritual y material, sin que
puedan ejercer ninguna función sanitaria454. Esta profesionalización

452 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6213.
453 «Art. 33: Todos los años el Real Tribunal del Protomedicato convocará en todas las

provincias del Reino exámenes para aquellos que poseyendo el título del médico, cirujano o
boticario deseen ejercer su profesión en los hospitales del Reino». Diario de Sesiones.
Vol. VIII. Pág. 6214.

454 «Art. 35: Los religiosos que, por vocación y Orden a la que pertenezcan, quieran y
deban tratar enfermos en hospitales, limitarán su obrar al cuidado espiritual y a las labores
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y limitación de las labores del personal religioso responde, en gran
medida, a la visión que se posee sobre la enfermedad, presentada
desde la Ilustración como un mal que atenta contra la felicidad
individual y la seguridad colectiva y que, en consecuencia, debe
atajarse con los medios convenientes.

En cuanto al n° de personal sanitario que debe haber en cada
hospital, el Proyecto de Reglamento establece la siguiente propor-
ción:

«Art. 45: En cada hospital, por cada 50 pacientes deberá haber
tres médicos, dos cirujanos y un boticario»455.

Se pretendía con ello dar una atención casi personalizada ante
la imposibilidad de poder ofrecer una asistencia domiciliaria. No
obstante, la anterior medida no deja de ser una utopía, máxime si
tenemos en cuenta que el número de médicos existentes en la
península a finales del XVIII y comienzos del XIX se cifraba en torno
a los 4000 aproximadamente456.

Junto a la dotación de personal, el segundo capítulo hace espe-
cial hincapié en la organización y funciones de los facultativos. A la
dejadez y desidia, que tradicionalmente habían caracterizado la aten-
ción sanitaria, se les intenta poner freno. Médicos y cirujanos esta-
rán obligados a realizar una visita diaria a sus pacientes, mientras
que los boticarios deberán presentar semanalmente una lista de los
fármacos elaborados y su correspondiente aplicación. El no cumpli-
miento de sus atribuciones estará penado pecuniariamente, en caso
de reincidencia se plantea la posibilidad de suspensión de empleo y
sueldo457.

de mantenimiento y limpieza. Nunca ejercerán funciones sanitarias por no estar preparados
para ello y sí para el trato de almas». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6214.

455 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6214.
456 Cfr. Antonio Domínguez Ortiz: op. cit. Pág. 168.
457 No hemos de olvidar que cuando se elabora este Proyecto de Reglamento está

muy presente el escándalo producido en el Hospital de San Carlos de la Isla de León.
Como bien refleja el Diario de Sesiones, en el citado Hospital la mayor parte de los
facultativos no cumplían con las atribuciones propias de su cargo. De ello se hace eco
la prensa, concretamente el diario local El Conciso, que publica una serie de artículos
en los que se pone de relieve la desidia y dejadez de los facultativos. Ante esta
situación, los diputados gaditanos están de acuerdo en aprobar una propuesta, que
deberá estar recogida en el posterior Reglamento de Hospitales que se elabore, refe-
rente al desempeño por parte de los facultativos de sus atribuciones. Cfr. Diario de
Sesiones. Vol. III. 2117-2118. El Proyecto de Reglamento la recogería y regularía en
los siguientes artículos: «Árt. 48: Los médicos y cirujanos de cada hospital visitarán de forma
obligatoria y diaria a cada uno de sus pacientes para ver la evolución de la enfermedad.
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El tercer capítulo del Proyecto de Reglamento está dedicado a las
condiciones higiénicas que deben existir en estos centros. Una vez
más nos aparece el temor ante el posible carácter contagioso de la
enfermedad, temor que en gran medida se sitúa en el origen de las
medidas que a continuación analizamos.

Los treinta artículos que contiene este capítulo hacen referencia
a dos temas:

1. Las condiciones higiénicas del propio edificio.
2. Las medidas higiénicas a adoptar en el tratamiento de en-

fermos.

Para la Comisión de Salud Pública en todo hospital deberá exis-
tir un grupo de personal dedicado a la limpieza del edificio que
según las zonas será diaria, semanal o mensual. Cada seis meses
habrá una inspección, efectuada por los miembros del Ayuntamien-
to, a partir de la cual se elaborará un informe, remitido a la Junta
Suprema de Hospitales, en el que consten las reformas que se deben
efectuar y las medidas higiénicas y de acondicionamiento que se
deben adoptar458.

En cuanto a las medidas higiénicas a adoptar en el tratamiento
de enfermos, no son muy diferentes de las que nos habían venido
apareciendo en los proyectos ilustrados, en la legislación diecioche-
sca y en los debates parlamentarios. Hacen referencia al lavado de
enfermos, cambio semanal de enseres de cama y pijamas, y distri-
bución de los enfermos por enfermedad y dolencia459.

Art. 49: El boticario de cada hospital está obligado a presentar semanalmente ante el Ayun-
tamiento una lista de los ungüentos, fármacos y pócimas que elabore. Art. 52: Cuando médicos,
boticarios o cirujanos no cumplan su función, se les embargará la mitad del sueldo de un mes,
si reincidieran en su actuación y los daños fueran graves se les expulsará de su trabajo,
constando en su expediente». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 6214-6215.

458 «Art. 60: Pagado con los fondos del hospital se establecerá en cada uno un mínimo de
cinco personas dedicadas a la limpieza del edificio. Habitaciones, quirófanos, comedor y pasillos
se limpiarán diariamente. Todas las semanas se barrerá y fregará cada una de las estancias
comunes. Una vez al mes se revisarán fachada, cristales y jardines» y «Art. 65: De la inspección
de estas labores se encargará una Comisión formada por miembros del Ayuntamiento que cada
seis meses remitirá un informe a la Junta Suprema de Hospitales, señalando las condiciones
en que se encuentran el hospital». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6215.

459 «Art . 78: Para que los enfermos estén libres de todo peligro de contagio deberá lavárseles
con regularidad, cambiarle semanalmente el pijama y ropa de cama, limpiar con frecuencia el
orinal y vaso de esputos» y «Art. 80: No menos de interés para la higiene de los enfermos es
que éstos, según su dolencia, enfermedad, fiebre, rotura de huesos o calentura, se distribuyan
por habitaciones y recintos, así se evitara los posibles peligros de contagio y habrá un mejor
tratamiento». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6215.
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Esta serie de medidas higiénicas, tanto las referentes a edificio
como las que hacen alusión al cuidado de enfermos, no son muy
diferentes de las que se venían aplicando desde el siglo XVIII460. Son
medidas, como decíamos al principio, que están en íntima conexión
con el temor y la frecuencia constante de las enfermedades epidémi-
cas. Se pretende así poner fin a una de las mayores deficiencias que
poseían los hospitales españoles. Pero, como bien señala Sánchez
Granjel, para su puesta en práctica se necesitaban una serie de recur-
sos económicos que ninguno de los hospitales españoles poseía461.

El último capítulo del Proyecto del Reglamento para Hospitales
está dedicado al gobierno y control de estas instituciones. Se nos va
a establecer una estructura de poder muy parecida a la existente en
el resto de la administración sanitaria:

1. A nivel local, los ayuntamientos serán los encargados del
mantenimiento, gobierno e inspección de los centros hos-
pitalarios462, ahora bien, en épocas de epidemias, será el
jefe político quien se encargue de forma directa de tales
instituciones463.

2. A nivel central se establecerá una Junta Suprema de Hos-
pitales cuyos cometidos serán el estudio de los informes
remitidos por los Ayuntamientos y el «establecimiento de
las líneas generales que debe regir el orden, mantenimiento
y dotación de los hospitales de la Monarquía»464.

Nos encontramos, por tanto, con una intervención directa de los
poderes públicos en una materia, la hospitalaria, que tanto repercute
en el bienestar y seguridad de la población. Detrás de esta interven-
ción se esconde, como ya pusimos de manifiesto durante el período

460 Cfr. José Alvarez Sierra: op. cit. Págs. 30-31.
461 Cfr. Luis Sánchez Granjel: op. cit. Pág. 126.
462 «Art. 92: Los Ayuntamientos tendrán como misión regentar los hospitales, nombrar un

director, que será de entre ¡os médicos que halla, mantenerlo con los fondos del común y vigilar
su funcionamiento con visitas periódicas». En el caso de aquellos hospitales que sigan estando
en poder de instituciones religiosas «los ayuntamientos se limitarán a funciones de inspección».
Diario de Sesiones. Vol. VIH. Pág. 6216. Como podemos observar, se mantiene una
aptitud similar a la encontrada en materia educativa.

463 «Art. 95: En épocas de epidemia, que es cuando nuestros hospitales están más llenos de
enfermos, el gobierno de estos corresponde al jefe político, encargado del mantenimiento de la
seguridad y orden de las provincias». D i a r i o d e S e s i o n e s . Vol . VIII. Pág . 6 2 1 6 .

464 No se trata de un organismo de nueva creación; presenta las mismas atribu-
ciones y competencias que el órgano creado por Real Decreto el 17 de agosto de
1754.
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ilustrado, la nueva visión existente en torno a la enfermedad, pre-
sentada como mal que atenta contra el propio bienestar colectivo. El
motivo de encomendar a los Ayuntamientos la gestión y gobierno de
estos centros responde a cuestiones de eficacia, ellos son los que co-
nocen con mayor profundidad y amplitud las propias necesidades de
la población. Pero no hemos de olvidar que la enfermedad, cuando
ésta tiene un carácter extendido y epidémico, es también peligro
contra el orden público. Por ello, siendo el hospital un importante
instrumento para el mantenimiento del mismo, en períodos de epi-
demia, cuando el orden y la seguridad de las poblaciones está espe-
cialmente alterado, su gestión y gobierno se encomienda a las auto-
ridades encargadas del mantenimiento del mismo: los jefes políticos.

2.3.3. Conclusiones

En síntesis, podemos decir que este Proyecto de Reglamento no
aporta nada nuevo. Todo lo que recoge ha ido apareciendo de for-
ma progresiva en la centuria anterior. A pesar de ello, constituye
una buena formulación del ideario liberal por lo que respecta a
materia hospitalaria, si bien no se puede menos que resaltar el
carácter utópico de este programa, elaborado en medio de una
guerra desvastadora y con una Hacienda al borde de la bancarrota.
Pero, por otra parte, debe hacerse en descargo del pensamiento
liberal dos consideraciones: una, que todo proyecto auténtico de
asistencia y sanidad lleva anejo un horizonte de utopía; otra, que
para hacer efectivos los principios de seguridad y orden, principios
irrenunciables del liberalismo, era necesaria la existencia de Hospi-
tales Generales, regentados por los poderes públicos y con una
correcta dotación, higiene y construcción. Lo cierto es que, al igual
que la revolución liberal solo se produjo muy lentamente, la no
implantación del programa hospitalario liberal es un ejemplo más
de lo que sucede cuando las ideología precede a la estructura social
y económica de un país.

2.4. La idea de un Código Sanitario:
Bases para el Proyecto de Reglamento General sobre
la Salud Pública

Los esfuerzos para una mejor sanidad fueron constantes en el
primer tercio del siglo XIX español. Tanto liberales como absolutis-

600



MANUEL HERRERA GÓMEZ

tas veían en el establecimiento de una rigurosa legislación, que
reuniera en un sólo cuerpo legal los conocimientos y técnicas hasta
entonces empleadas por la prevención y represión de la enferme-
dad, el remedio contra los brotes epidémicos465.

Este planteamiento está presente en los primeros años del reina-
do de Fernando VIL Con el objeto de reunir en un sólo texto legal
las técnicas hasta entonces aportadas por la ciencia para la lucha
contra la enfermedad, de regular los modos de acción ante el peligro
de epidemias, sentando una serie de principios generalizables (y no
de remozar jurídicamente el sector), el Rey Fernando encarga la
elaboración de un Reglamento General sobre Sanidad, en el que sus
colaboradores médicos trabajaron haciendo varios proyectos, y que
al final no consiguió la sanción real466.

También nos aparece en el Trienio Liberal (1820-1823). En el año
1820 se habían iniciado los trabajos para la redacción de un Código
sobre sanidad, consiguiéndose más tarde llegar a una redacción defi-
nitiva teniendo presente la mejor de la legislación extranjera467; a

465 Cfr. Santiago Muñoz Machado: op. cit. Pág. 85.
466 Mariano y José Luis Peset relatan así las vicisitudes por las que pasaron aque-

llos proyectos: «La Junta Suprema confecciona un proyecto que presenta en 7 de julio de
1814 al monarca. Se remite a Ignacio Jaúregui, médico real, quien, tras su examen por la
Junta de notabilidades médicas, expresa su parecer contrario. A su vez redacta otro reglamento
de Sanidad, terrestre y marítima, surgiendo de nuevo esa dualidad, tensa entre médicos y
burócratas del Consejo. El nuevo proyecto Jaúregui pasa a la Junta Suprema para ser infor-
mado y, naturalmente, su Dictamen de 22 de febrero de 1816 lo desaprueba, como antes
hicieran aquellos médicos con su informe. Jaúregui y sus colaboradores piden al Gobierno que
lo someta a facultativos, a personas competentes; no confían, sin duda, en los burócratas del
Consejo de Castilla. Y así quedan sin sanción real aquellos proyectos del Reglamento Sanitario
General». Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 182.

467 El 13 de abril de 1820 Fernando VII había encargado a una Junta que estruc-
turase y redactase un cuerpo jurídico sobre la sanidad del Reino. Posteriormente pasó
a Cortes, con cierta urgencia, pero no pudo discutirse hasta la legislatura de 1822.
El proyecto del Gobierno era muy extenso, mientras la Comisión de Cortes lo redujo
a la longitud más adecuada y retocó sus disposiciones. La Comisión —según ella
misma nos dice— había consultado la legislación vigente, española y de otros países
del mundo, leyes inglesas y de los Estados Unidos, de Dinamarca, etc. En especial la
más recientes, como el reglamento sanilario de Nápoles del año 1820 y el que se
estaba discutiendo en el Parlamento de París en aquellos momentos. Por dos veces
se lleva el proyecto al Congreso para su debate; en la primera es rechazado y devuel-
to a la Comisión para que se rehaga su contenido; en la segunda, los mismos
comisionados dictaminan sobre la conveniencia de pasar de nuevo la iniciativa al
gobierno para la presentación de nueva propuesta. Algunos diputados procuran
convencer a los miembros de la Comisión de Sanidad, pero es inútil (...) Las bases
sobre que se asentaba —contagio, la primera— han sido puestas en duda; no cabe,
pues, retoques. Cfr. Diario de Sesiones 1822-1823. Vol. I. Págs. 221-237 y 682-689.
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pesar de ello, las Cortes, al examinarlo en 1822, acabarían rechazán-
dolo468.

Sin embargo, las primeras manifestaciones, encaminadas a dictar
un Reglamento General sobre la Sanidad, estaban ya presentes en
las Cortes gaditanas. Buena prueba de ello la encontramos en el
Proyecto presentado a la Cámara por la Comisión encargada de
formar un Plan para el arreglo de las Comisiones el 9 de abril de
1811. Tras establecer en uno de sus apartados la composición y
funcionamiento de la Comisión de Salud Pública, le encomienda, a
parte de otras misiones, la elaboración de «las bases sobre las que
debe de asentarse un código sanitario que sea común para toda la
Monarquía»469. La citada Comisión cumplió su cometido470, y el 7
de septiembre de 1813, en el Proyecto de Decreto referente a la
organización de la Junta Suprema de Sanidad, se encargaba a este
organismo la elaboración de un Código de Sanidad471. La vuelta de
Fernando VII supuso la anulación de todos los proyectos y actos de
las Cortes gaditanas, también el encaminado a la elaboración de
Código sanitario de alcance nacional. Sin embargo, como anterior-
mente veíamos, la idea de dictar un reglamento general sobre Sa-
nidad, presente en las primeras Cortes gaditanas, no se pierde con
la vuelta al absolutismo y, posteriormente, en el Trienio Liberal.

Antes de pasar a analizar lo que constituye el primer embrión de
un futuro Código Sanitario, sus contenidos y sus objetivos, convie-
ne preguntarse ¿por qué un código sanitario?, o mejor dicho ¿por
qué los diputados gaditanos, en su intento de organizar la sanidad

468 En opinión de Rico Avelló, las causas por las que el Proyecto no fue aprobado
fueron de índole varia, si bien podrían reunirse en tres fundamentales. De ellas, una
era de carácter técnico-sanitario: la problemática de la existencia o no de contagio.
Las otras dos tenían su fundamento en consideraciones de carácter jurídico-político:
por una parte, las relaciones del poder público con el individuo; por otra, la polémica
sobre la organización política, que para los hombres de aquella época debía ordenar-
se hacia la descentralización, corrigiendo en este sentido la labor de las primeras
Cortes gaditanas. Cfr. C. Rico-Avelló: Notas para la historia de la sanidad española.
Madrid 1967. Págs. 12-16.

469 Diario de Sesiones. Vol. II. Pág. 850
470 El 5 de mayo de 1813 eran presentadas a la Cámara «las Bases dictadas para

la Comisión de Salud Pública para la elaboración de un Código de Sanidad». Cfr.
Diario de Sesiones. Vol. VIH. Págs. 6057-6062.

471 Ya dijimos, al analizar la organización administrativa sanitaria elaborada por
el proceso constituyente gaditano, que la principal misión encomendada a la Junta
Suprema de Sanidad era la elaboración de un Código Sanitario Nacional a partir de
las Bases dictadas por la Comisión de Salud Pública. Cfr. Proyecto de Decreto sobre
el arreglo de la Junta Suprema de Sanidad. Art. 9. Diario de Sesiones. Vol. VIII.
Pág. 6137.
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española, andaban tras de un reglamento u ordenanza general?
Para responder a este interrogante es preciso estudiar, brevemente,
el cambio originado en el ámbito jurídico español por el liberalismo,
cambio en gran medida ligado a sus ideas y realizaciones políticas.

2.4.1. Liberalismo y Codificación

Para Sánchez Agesta, el liberalismo gaditano, de indudables raí-
ces francesas, entronca directamente con las aspiraciones de los
hombres de la Ilustración española: coincide con su concepción de
las leyes y el derecho, pero situándolos en términos políticamente
nuevos, diferentes. Recreando una tradición con una nueva influen-
cia francesa472.

A lo largo de la Edad Moderna, el Derecho y las normas de
convivencia se nutren en el Derecho Romano y Canónico, directa-
mente o a través de las Leyes Patrias, inspiradas en estos ordena-
mientos. En las Universidades constituyen estas casi la única mate-
ria de los estudios en las Facultades de Leyes y Cánones. Con base
en Justiniano y en los cuerpos del Derecho Canónico, una doctrina
—común a toda Europa— resuelve los conflictos entre las personas.
El ordenamiento jurídico propio de España —de sus diferentes
territorios constituidos por leyes antiguas— sirve de complemen-
to secular para la vida jurídica del país473. Pues bien, durante el
siglo XVIII y comienzos del XIX, una nueva mentalidad se va infil-
trando en el anterior edificio. Un sentido de novedad y racionali-
dad, de actualización se expande por Europa a través del Derecho
Natural y de Gentes, que pretende clasificar y mejorar los conteni-
dos de las leyes. Procedente del siglo XVII se extiende y divulga en
la siguiente centuria474. Cadalso, en sus sátiras, aconseja a los eru-
ditos a la violeta para que puedan hablar y presumir en las tertulias,
les instruye sobre los nuevos tópicos:

472 Cfr. Luis Sánchez Agesta: op. cit. Págs. 71-72.
473 Cfr. Francisco Tomás y Valiente: Manual de Historia del Derecho Español. Madrid

1982. Págs. 210-235. Alfonso García Gallo: Curso de Historia del Derecho Español. Madrid
1946. Vol. n . Págs. 186-198. Juan Antonio Escudero: Curso de Historia del Derecho
Español (Fuentes e Instituciones político-administrativas). Madrid 1980. Págs. 90-114.

474 Así lo expone Paul Hazard: «El S. XVIII se puso manos a la obra para explotar las
conquistas de Grocio, de Pufendord, de Cumberland, de Leibniz, de Gravina; para que toda
Europa y toda la tierra comprendan al fin que no existe más que un solo derecho del que se
derivan todos los demás: el derecho natural y de gentes». Cfr. Paul Hazard: El pensamiento
europeo en el S. XVIII. Madrid 1991. Pág. 132.
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«(...) no hay cadete, estudiante de primer año, ni mancebo de
mercados que no hable de Menchaca, Ayala, Grocio, Wolfio, Pu-
fendorf, Vatel, Burlamachi, etc. Vosotros, viviendo yo no habéis de
ser menos, con que así, manos a la obra».

Especialmente les recomienda que hagan gala de sus conoci-
mientos de las cuestiones internacionales, tan de moda:

«Charlad sobre el saqueo o incendio de los lugares, inmunidad
de los templos y sus alhajas, pintando bien un asalto, como si os
hubierais hallado en mil. Hablad de la deserción de la tropa, su
castigo, enganche o premio. Hablad de los países rebeldes, guerras
civiles y otras frivolidades semejantes. Tened mucho cuidado en la
división de los estados en despótico, monárquico, aristocrático y los
demás. Concluid, después de explicar, como Dios os de a entender,
la natural constitución de cada uno, que el monárquico es mejor,
a menos que estéis en Venecia, porque allí esas comparaciones son
odiosas. Decid todo lo que han dicho otros, que es mucho, muy
bueno y muy malo, y si veis que el auditorio se duerme, echadle
otra rociada de los ya dichos y repetidos nombres alemanes, y
despertará el concurso más que de paso; y cuando crean que todos
vais a concluir, empezad de nuevo (...)»475.

En las Universidades comienzan a fundarse cátedras de esta
doctrina. Cátedras que serán suprimidas, cuando el temor ante los
excesos de la Revolución Francesa asusten a Carlos IV y a Florida-
blanca. También en ellas comienza a penetrar el Derecho español
con mayores amplitudes, iniciando su oposición al Romano476. Todo
el país hispano se enciende, desde los años de Carlos III, en un
sentido de innovación que varía instituciones y situaciones en la
España Ilustrada primero, y después en la liberal. Reformas hay
siempre en la historia, pero el énfasis en sus resultados, su frecuen-
cia y la esperanza que en ellas se pone, se acelera en el XVIII y se
hará más completa, valiente y decidida, impetuosa incluso, cuando
los liberales suban al poder.

475 Cit. por J. Vázquez: Los eruditos a la violeta o curso completo de todas las cien-
cias dividido en siete lecciones para los siete días de la semana. Barcelona 1782. Págs. 32
y 35.

476 Cfr. Mariano y José Luis Peset: Gregorio Mayans y la reforma universitaria. Va-
lencia 1985. Págs. 87-89. F. Wiecker: Historia del Derecho Privado de la Edad Moderna.
Madrid 1957, en especial, páginas 277-321. R. Heer: op. cit. Págs. 197-260.
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El pensamiento liberal gaditano —racionalista e igualador—
supera, con mucho, los cauces ilustrados. Surge en él la idea de una
esfera de los derechos de la persona, del hombre y del ciudadano,
que le depara amplias posibilidades dentro del derecho público, para
su participación en el poder.

Ideas de autonomía de la persona, de derechos de propiedad
amplios, sin más limitaciones que las impuestas por las leyes, de
libre contratación y, en suma, la libertad con sujeción al Estado. Las
visiones de Jean Jacques Rousseau, de su Contrato Social, se des-
pliegan dando paso a ilusiones de gobierno del pueblo por el pue-
blo, a través de asambleas y cámaras de representantes y diputados.
El pensador ginebrino no alcanzó a soñar tanto: «No siendo la ley
sino la declaración de la voluntad general, es claro que el pueblo no
puede ser representado en el poder legislativo; mas puede y debe
serlo en el ejecutivo, que es la fuerza aplicada a la ley»477. Rousseau
pensaba en pueblos reducidos, no imaginó la Asamblea Constitu-
yente o la Convención, ni las Cortes de Cádiz.

En el Estado liberal, la representación del pueblo confecciona
sus leyes; en ellas se respetan los derechos individuales, se equilibra
el poder en la división de sus tres ramas. Las constituciones
—hechas y votadas en Cortes— señalarían los derechos fundamen-
tales del ciudadano y los principios cardinales que han de orientar
las restantes normas, especificarían el sentido y funcionamiento de
los tres poderes: legislativo, ejecutivo y judicial. En la española de
1812 se describen los caminos para la representación popular —los
mecanismos de elección—, la estructura de poderes y algunos de los
derechos individuales. Junto a las constituciones, las leyes también
se aprueban en Cortes y, entre ellas, los códigos.

La elaboración de Códigos no es —desde luego— invención li-
beral, pero si una de sus más claras y hondas aspiraciones478. Pero
son los liberales quienes, a partir del Code des Français de 1804, los
redactan en toda Europa, condensando y simplificando leyes y pre-
ceptos en cuerpos de contenido reducido y sistemático. Los códigos
del liberalismo significan grave novedad. Son ordenaciones de nor-
mas sobre una materia, colocadas en las mallas de un articulado
coherente, enunciadas en formas simples, sencillas, directas. Son
redacciones de nueva planta que no se contentan con sistematizar
y armonizar preceptos anteriores, de diversa procedencia cronológi-

477 J. J. Rousseau: El Contrato Social. Madrid 1980. Pág. 228.
478 Los códigos ilustrados —en España no hubo sino intentos— se multiplicaron

en el S. XVIII. Cfr. F. Tomás y Valiente: op. cit. Págs. 275-285.
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ca, sino que meditan las cuestiones, analizan y dan soluciones ra-
cionales. No consideran sus disposiciones producto de un lugar y
tiempo, de una circunstancia, pues —optimistas en su racionalis-
mo— creen descubrir los principios jurídicos intrínsecos y eterna-
mente válidos. Por ello, a parte de los intereses de amplio cupo de
población que se elevan hasta el poder, es explicable la intensa
mutuación que introducen en las instituciones del Antiguo Régi-
men, de sus leyes y formas de vida colectivas. También hace posible
la influencia de las soluciones francesas —soluciones justas, perfec-
tas— en todos los códigos de la Europa liberal, porque lo particular
y propio había de ceder ante las ideas y preceptos universales.

Desde estas perspectivas, la codificación española se iniciaría en
las liberales Cortes de Cádiz. En el año 1805 se había logrado com-
pletar y publicar la Novísima Recopilación de las leyes de España,
que responde a criterios de poner al día y en orden las normas
tradicionales españolas, sin pretender conferirle la estructura unita-
ria de un código ilustrado tan siquiera. Las Cortes, reunidas en
1810, tienen por tarea fundamental dotar a España de una Consti-
tución y de unas leyes y códigos modernos479.

Pero estos últimos nunca llegaron a redactarse, los tiempos no les
fueron propicios. Las Cortes gaditanas entendieron que era tarea que
trascendía de sus propias fuerzas y se entretuvieron en exceso nom-
brando comisiones de personas ajenas a los diputados, para que pre-
pararan los trabajos, buscando una mayor profundidad y perfección
de los Códigos. Cádiz sólo expresó la tendencia hacía la codificación.

A pesar de que el proceso de codificación de Cádiz fuera eso,
una tendencia que vería sus frutos en décadas posteriores, la Sani-

479 Así lo ponía de manifiesto el diputado catalán Espiga y Gadea, en su propuesta
de 9 de diciembre de aquel año: «Habiendo sido convocadas las Cortes generales y extraor-
dinarias, no sólo para formar una Constitución, sino también para reformar nuestra legisla-
ción, y conteniendo esta diversas partes que exigen diferentes comisiones, pido que se nombre
una para reformar la legislación civil, otra para la criminal, otra para el sistema de Hacienda,
otra para el comercio y otra para un plan de educación e instrucción Pública». Diario de
Sesiones. Vol. I. Pág. 53. Esta propuesta sería posteriormente recogida en el Proyecto
presentado a la Cámara por la Comisión encargada de formar un plan para el arreglo
de las comisiones a las que añadiría como vimos la formación de una comisión de
salud pública encargada de la reforma de la legislación sanitaria. Cfr. Vol. II.
Págs. 850-851. La Constitución de 1812 reforzaría estos deseos de codificación al
establecer en su artículo 258, recogiendo textos franceses: «El Código civil y el criminal
y del comercio serán unos mismos para toda la Monarquía, sin perjuicio de las variaciones que
por particulares circunstancias podrán hacer las Cortes». Cfr. Mariano Peset: «La primera
codificación liberal (1808-1823)», en Revista crítica de Derecho inmobiliario, n° XLVIII.
Madrid 1972. Págs. 36-39.
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dad será una de las parcelas escogidas para el establecimiento de un
reglamento general. Los motivos no son otros que la peligrosidad y
frecuencia de los brotes epidémicos y la necesidad de aunar en un
sólo cuerpo legal los conocimientos y técnicas empleadas hasta
entonces para la prevención y represión de la enfermedad. Así lo
pone de manifiesto el Preámbulo de las Bases para el establecimien-
to de un Código sanitario por la Comisión de Salud Pública:

«La enfermedad asola con frecuencia cada una de las villas y
ciudades de esta Monarquía (...) Fiebres, epidemias y calenturas
han hecho estragos en la población y sus riquezas. Para evitarlo
siempre se han dictado las convenientes medidas, medidas que en
su ánimo llevaban implícito la lucha y atajo de la enfermedad (...)
Si de veras quiere lucharse contra la enfermedad y los peligros y
males que esta trae consigo nada sería mejor que establecer un
reglamento u ordenanza general que contenga en cada uno de sus
artículos las ideas médicas que se han ido produciendo y los pre-
ceptos sanitarios que en cada época de epidemia se han aplicado
(...) Con este código tendremos preparada y organizada el arma
apropiada contra la epidemia»480.

2A.2. Carácter y contenido de las Bases para el Proyecto
de Reglamento General sobre la Salud Pública

Las Bases elaboradas por la Comisión de Salud Pública son, en
materia sanitaria, lo que el Informe Quintana en materia educativa:
una exposición de principios básicos. Mariano y José Luis Peset nos
las definen como el resumen de un esfuerzo desesperado contra las
epidemias481. De su importancia y trascendencia es buena prueba el
Proyecto de Código sanitario de 30 de abril de 1822, una de las
grandes obras legislativas del Trienio Liberal. Aún cuando el citado
Proyecto no alcanzara su aprobación y en el se aunaran importantes
aportaciones extranjeras482, la influencia de las Bases de 1813 está

480 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6057.
481 Cfr. Mariano y José Luis Peset: op. cit. Pág. 198.
482 Ya dijimos con anterioridad que la Comisión encargada de la elaboración del

proyecto de Código sanitario consultó la legislación vigente en materia sanitaria en
Inglaterra, Estado Unidos, Dinamarca y, en especial, el reglamento sanitario napoli-
tano de 1820 y el que por esos momentos se estaba discutiendo en el Parlamento de
París. Cfr. Diario de Sesiones 1822-1823. Vol. I. Pág. 683.
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presente, limitándose el Proyecto de Código sanitario en muchas de
sus partes a dar forma articulada a aquellas.

Se parte, como era lógico, de la consideración de los brotes
epidémicos no sólo como un mal que atenta contra la felicidad y
seguridad colectiva, sino también como un peligro que pone en
entredicho el orden público de las poblaciones. Todas las Bases están,
pues, presididas por ese temor ante la presencia de las epidemias
que se expone en los siguientes términos:

« Un reino está tranquilo y es próspero en riquezas y población
mientras está presente la paz y la salud. La enfermedad lo destruye
todo; convierte la felicidad en tristeza y pobreza, la seguridad en
temor y miedo y la paz en tumultos que rompen el orden que debe
regir en todo Estado. Preveyéndoía y dotando los medios necesarios
para atajarla conseguiremos nuestros objetivos: vivir en paz, feli-
cidad y armonía»483.

Sus contenidos y prevenciones van a estar en función de este
temor, siguiendo las pautas tradicionales ensayadas en los siglos
precedentes. Todavía no se ha descubierto el camino certero para
erradicar las grandes plagas infecciosas. Ello explica la amplia dedi-
cación prestada por las Bases a:

1. El problema de la defensa contra la entrada en el país de
enfermedades provenientes de otros puntos infectados.

2. El desarrollo de técnicas contra los brotes de enfermedades
transmisibles en el interior del país.

3. La higiene pública como instrumento de prevención.

En general, la Comisión de Salud Pública pretendía hacer una
recopilación y regulación de la forma de aplicación de las técnicas
sanitarias al uso por aquellos años, dando por válido y sentado un
principio: la presencia frecuente y constante de los brotes epidémi-
cos.

Las Bases, igual que ocurrió en materia educativa, están fuerte-
mente influenciadas por los liberales franceses, en especial por el
Informe que Liancount presentó a la Convención en 1791. Un
examen comparativo entre ambos textos nos ofrece el desarrollo de
un mismo programa sanitario y la existencia de un mismo motor,
el temor a los brotes epidémicos:

483 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6057.
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1. Tanto las Bases como el Informe de Liancount consideran a
la enfermedad, cuando ésta por sus características puede
afectar a un grupo de población, como una materia que re-
quiere una especial intervención de los poderes públicos484.

2. En ambos Informes, las técnicas de defensa frente a los
brotes epidémicos, bien sean de origen exterior, bien sean
de origen interior se plantean en términos de inspección,
acordonamientos y aislamiento485.

3. En sendos casos encontramos gran dureza y rigor en las
medidas recogidas. A falta de medios directos, concretos y
de conocida eficacia más suaves, se plantean medidas
contundentes no solo para controlar la infección, sino para
evitar cualquier infracción de lo dispuesto por la autoridad
sanitaria486.

¿Qué razones explican la influencia del Informe Liancount sobre
las Bases elaboradas por la Comisión de Salud Pública gaditana? En
primer lugar el hecho de ser el Informe francés la obra más influ-
yente en materia sanitaria de todo el continente europeo487; en

484 Así se expresa Liancount sobre este punto: «Cuando la enfermedad pone en peligro
la paz, la felicidad y bienestar de la población por ser un germen que se reparte por sus habitan-
tes, el Estado debe hacerse cargo de la misma, en ello va su propia gloria y prosperidad» en
Informe de la Salud Pública, su tratamiento y Prevención. El documento completo se en-
cuentra recogido en la obra de F. Gillen Grima: La Revolución Francesa y la Salud Públi-
ca: el nacimiento del Sistema sanitario Moderno. Madrid 1984. Pág. 556. Similar plantea-
miento encontramos en las Bases: «Tanto por interés como por obligación, al Estado le
corresponde dotar los medios que considere necesarios para frenar el avance de las epidemias que
tantos males causan en la riqueza de ese Reino». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6057.

485 Para Liancount «no hay mejor forma de frenar la enfermedad que aislándola hasta
que esta desaparezca (...) En el momento en que se inspeccionen y vigilen todas las transacciones
e intercambios de productos y gentes y se acordonen las zonas que sufran el mal, sin que
ninguna persona o cosa pueda entrar en ellas, la enfermedad desaparecerá como todo día lleva
su noche». Op. cit. Pág. 557. Las Bases hacen una parecida defensa de estas técnicas:
«Cuando una enfermedad contagiosa hace presencia no quedan otros remedios que controlar
viajes de hombres y mercancías, rodear el territorio afectado e impedir que algo o alguien entre
o salga sin los convenientes permisos». D i a r i o d e S e s i o n e s . Vol . VIII. P á g . 6 0 5 7 .

486 Tanto el Informe Liancount como las Bases gaditanas, a parte de aplicar una
serie de medidas inmediatas para evitar la entrada y propagación de epidemias, sirva
de ejemplo la implantación de cordones sanitarios en las zonas infectadas, se preveía
la posibilidad de aplicar la pena de muerte para castigar la infracción de lo dispuesto
por la autoridad sanitaria. Cfr. Op. cit. Pág. 558 y Diario de Sesiones. Vol. VIII.
Págs. 6057-6058.

487 Sobre este particular, Guillen Grima compara e identifica la influencia que el
Informe Liancount posee en materia sanitaria con el significado del Rapport de
Condorcet en materia educativa. Cfr: op. cit. Págs. 386-387.
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segundo término hemos de apelar, una vez más al carácter de pro-
tagonista que tiene el pensamiento político francés en las transfor-
maciones que está sufriendo el naciente siglo XIX; por último, el
conocimiento que la citada Comisión poseía sobre esta obra488.

Teniendo en cuenta lo anteriormente dicho, pasamos al análisis
de las Bases. Siguiendo la estructura que presenta este documento,
hemos dedicado el primer apartado al estudio de la sanidad marina
donde «se recogen las prácticas antiguas empleadas contra la peste,
la fiebre amarilla, las calenturas, para evitar la invasión por vía
marítima y aislarla en sus primeros brotes». Un segundo apartado
que tiene por objeto «aquellas medidas de sanidad terrestres nece-
sarias para cercar y atajar las epidemias nacidas tierra adentro». En
tercer lugar, la higiene pública, tema al cual se había prestado es-
pecial atención durante la pasada centuria y en los debates gadita-
nos. En el apartado que aparece con el título «La Regulación de la
profesión médica», analizamos las medidas propuestas por la Comi-
sión para erradicar el intrusismo profesional. Por último, «tras plan-
tear los medios y los terrenos que son necesarios de regulación y
control» tratamos el germen de lo que pretendía ser una futura
Dirección General de Sanidad.

2.4.2.1. La sanidad marítima

Cuando en 1721 Felipe V organizaba la sanidad española, esta-
blecía con rigor y cautela un sistema de patentes para los buques,
siguiendo la práctica usual. El riesgo de la peste marsellesa le con-
minaba a asegurar el aislamiento y el control sanitario de los puer-
tos españoles. Una serie de disposiciones prohibía la venida de naves
desde los lugares donde la peste hacía sus presas. En conjunto,
paralizaba el comercio mediterráneo y gran parte del atlántico —
Portugal, Francia...489—. También en las Bases la prevención marí-
tima se confía a las patentes de navegación. Fría y racionalmente,

488 Así nos consta en el Preámbulo de las Bases: «Para ¡a elaboración de este docu-
mento hemos tenido en cuenta las medidas adoptadas a lo largo de la última centuria y, como
no, las principales aportaciones habidas en la materia en el extranjero (...) En concreto se ha
tenido en cuenta el Informe que Jean Liancount presentó a la Convención francesa en 1791.
Su rigor y ejemplaridad le convierten en modelo a seguir». Cfr. Diario de Sesiones.
Vol. VIII. Pág. 6057.

489 Real Cédula de 8 de noviembre de 1721, impresa, en Archivo del Reino de
Valencia, Libros del Acuerdo de la Real Audiencia, 1721. Págs. 173-182.
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aparecen clasificadas en las Bases las diversas clases de patentes en
limpias, tocadas, sospechadas y sucias, según la intensidad de su
relación con países o casos de fiebres exóticas490.

La frecuencia de las epidemias y su virulencia motiva que las
Bases consideren una serie de países como sospechosos en todo
caso. No como prohibiciones temporales de una concreta enferme-
dad infecciosa, sino determinaciones de zonas siempre peligrosas. Se
declaraba sospechosa toda África, occidental y norteña, hasta Ale-
jandría, todo el levante mediterráneo hasta Zara, en el Adriático; así
mismo, durante los meses de mayo a octubre, el golfo de México,
desde el Orinoco al río Sabina y todos los puertos de los Estados
Unidos y, finalmente, siempre Gibraltar491. El temor de unas con-
cretas enfermedades conduce a los redactores a un sistema que
dificultaría, sin duda, el comercio naviero español. Pero nada im-
porta con tal de detener la enfermedad. Las Bases, además, no se
contentan con tan extensas sospechas geográficas. Cualquier deta-
lle, cualquier incumplimiento de sus prescripciones transformaba en
sospechoso al buque, aún cuando su realidad y procedencia no
exigieran calificación492.

Por lo demás, las prescripciones sanitarias de las Bases —tan
minuciosas— parecían imposibles de cumplir. No siempre su incum-
plimiento determinaba la sospecha sobre la nave, a veces se casti-
gaba con penas, otras se proyecta instruir un curioso procedimiento:

490 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6057.
491 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6057.
492 Al ser descubierto un navio que se acerca a puerto —lleva su bandera que

indica la clase de su patente— las Bases establecen que se le acercara un buque de
sanidad y el capitán será interrogado sobre las diversas cuestiones e identidades. Se
revisará su patente, la lista de tripulantes y pasajeros, relación de carga, diario de
navegación y otros documentos que debe llevar. Se contarán las personas y visitarán
las cargas, formando el correspondiente expediente. Si no coincidiera su tripulación
o pasaje o faltara alguna documentación de los géneros, se considerará de inmediato
sospechosa a la nave, debiendo encaminarse al lazareto. Porque las patentes tocadas
pueden hacer cuarentena en fondeadero especial, pero si el buque «-fuere de patente
sospechosa o sucia, se ordenará al comandante se haga inmediatamente a la vela para el
lazareto que convenga, anotándolo en la patente». En Mahón o en otros que se construi-
rían en los puertos, dotados con barracas de ventilación permanente, hechas de
esparto, paja o madera, en donde deben permanecer las personas durante un tiempo
determinado. Lugares en donde se reúnen personas de diferentes procedencias, en
donde no sería difícil que brotase la enfermedad... pero la rigurosidad de las epide-
mias pasadas exige dureza, pues el instinto de defensa busca el aislamiento de Espa-
ña con el exterior. No se ahorran precauciones, como cuando en épocas antiguas se
condenaba a muerte cierta a poblaciones enteras, para evitar la extensión de las
potentes epidemias de peste. Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 6057-6058.
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la comisión sanitaria interrogará al capitán y otras personas: si co-
inciden en sus declaraciones sobre cualquier extremo controvertido,
podría salvarse como limpio el buque; en otro caso, se tendría por
sospechoso y navegaría hacia el lazareto493.

Todos los buques estarán sujetos a visitas y control, incluso con
mayor cuidado los de guerra. Si alguno hiciera presa, apresor y
apresado sufrirían todas las trabas y desvelos sanitarios. También se
vigila la navegación de cabotaje —muy peligrosa—, que podría
burlar fácilmente los controles sanitarios, descargando géneros o
transbordando personas en alta mar. La epidemia se intentaba co-
dificar. Sólo parecía posible —en el mejor de los casos— liberar a
España y abrigarla en sus reducidos espacios por una férrea sanidad.
La fiebre amarilla o la peste bubónica forman componente consti-
tutivo de la vida española. Y los que redactan las Bases piensan que
jamás abandonarán sus nubes espectrales el mundo europeo. De
otro modo, hubieran propuesto un sistema transitorio, no intenta-
rían encerrarla en la perpetuidad de lo que sería un futuro código.
En su preámbulo, las Bases resumían sus finalidades en la salud de
los españoles y la salubridad de España, evitando que nazca, se
introduzca o extienda ninguna enfermedad sospechosa de contagio,
infección o propagación:

«Se pondrá la mayor vigilancia —remachaba— en precaver y
cortar la aparición y propagación de los males, que entre los dichos
sean más agudos y mortíferos, como la peste levantina o bubónica
y la americana o fiebre amarilla»494.

Prosigamos nuestra descripción de la sanidad marítima, las Bases
nos suministran vivísimas escenas de la sanidad de la época. Sus
procedimientos y formas son las propias del siglo XVIII. Lazaretos,
cuarentenas, expurgos...

Todas las embarcaciones —salvo las limpias— deberán sufrir
cuarentena. Las tocadas durante diez días en dique especialmente
destinado para ello; debían ser desinfectadas o expurgadas en el
dique o pasaje de observación; las personas y mercancías pasarán en
embarcaciones menores a un lazareto especial de simple observa-
ción. La tripulación limpiará cuidadosamente el buque y las velas
serán sumergidas en el mar y secadas después. Las mercancías se
purificarán, a no ser que sean géneros no susceptibles de contagio.

493 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6058.
494 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6057.
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Creen los que elaboran las Bases que la enfermedad es transmisible
a través de ropas, tejidos, pieles, plumas, esponjas, animales vivos,
papel, cartas, cordajes, e tc . , mientras que los objetos más sólidos
no requieren aquellas precauciones, tal el oro, plata y los demás
metales, el carbón, las sales, tierras, las semillas, harinas, encurtidos,
vegetales, secos o en salmuera, frutas frescas, vinos y licores, loza,
vidrio, cristal, hierbas aromáticas...495

Las consecuencias aparejadas a las patentes de peor calidad son
mas graves. Cuarentenas de veinte días para las sospechosas, treinta
para las sucias y cuarenta o más para las naves que sean portadoras
de enfermos de carácter agudo y contagioso:

«Entonces, puesta la embarcación de patente sospechosa o sucia
en el fondeadero de incomunicación, se vigilará por guardias de
vista; y si fuera preciso, se pondrá a distancia proporcionada uno
o más barcos armados, para evitar toda especie de comunicación
exterior. Cuando el buque se considere infectado la junta litoral
dispondrá se coloque aislado y distante de los demás»496.

Los preceptos acerca de la incomunicación de pasajeros y mer-
cancías son minuciosísimos, detallados, farragosos. No quieren dejar
fisura alguna por donde pudiera penetrar el contagio, entrevesado
de muertos497.

Como hemos podido comprobar, en las Bases existe una amplia
dedicación al problema de la defensa contra la entrada en el país de
enfermedades provenientes de otras partes infectadas, no se ahorra
ningún tipo de medidas a adoptar ante la llegada de barcos infec-
tados o sospechosos de estarlo.

495 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6059.
496 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6059.
497 Primero se trasladan los enfermos al lazareto y, en lanchas distintas los restan-

tes pasajeros. Se fumiga el buque por tres veces. Si durante la cuarentena enferma
algún miembro de la tripulación, es conducido al lazareto, se repite el expurgo de la
nave con agua de cal, encendiendo fogatas para su pronto secado. Acabada la incomu-
nicación, se traslada el cargamento, los géneros no transmisores se colocan en un lu-
gar limpio y seco, los demás en los tinglados del lazareto para someterlos a doble ex-
purgo y a la ventilación; de nuevo un lavado del buque a fondo, durante cuatro días...
Los enfermos de mal contagioso son atendidos por el médico del buque —o, en su
defecto, otro del lugar—, quien comunica al del lazareto parte diario de su salud. Si
fallecen se verifica la autopsia, a presencia del médico y cirujano del lazareto, y si
estuvieran afectados se toman toda clase de precauciones. Pero incluso si sanasen se
destruyen sus pertenencias por el fuego; sus ropas, y ellos son lavados con agua, jabón
y vinagre, mudando de habitación. Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6059.
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2.4.2.2. La Sanidad terrestre

La vigilancia de puertos y costas significaba un muro de conten-
ción para toda penetración exterior. Las medidas de sanidad terres-
tre se encaminan a descubrir y yugular los brotes epidémicos una
vez nacidos, tierra adentro. En primer término, a descubrirla.

No podían tolerarse titubeos. La enfermedad, en opinión de la
Comisión de Salud Pública, debía ser conocida por las autoridades;
desde su principio, toda persona «debía denunciar a la Junta de
Sanidad o a cualquiera de sus individuos las enfermedades que
notasen, sospechosas de contagio agudo exótico»498.

Para su inmediato tratamiento, las Bases establecen las directri-
ces de un detallado mecanismo de control. La Junta sanitaria nom-
brará tres facultativos para que dictaminen acerca de la enfermedad;
si juzgan que es sospechosa, así se acuerda y se hace pública, en
otro caso, continuará asistiéndole —sin más— el médico de cabece-
ra; pero basta que uno de los médicos discrepe y se pronuncie por
el posible riesgo para que el de cabecera quede obligado a comuni-
car a la Junta parte diario del estado y curso de la dolencia499.

Declarada contagiosa la enfermedad, habrá esta de comunicarse
a la Junta Provincial que a su vez transmitirá a la Dirección Gene-
ral, no permitiéndose a ningún médico discutir, en público ni pri-
vado, su naturaleza, ni menos poner en duda los fundamentos de
la declaración. Si bien pueden hacerlo reservadamente a las auto-
ridades sanitarias, «con todas las razones que le parezcan poderosas
y prudentes para ilustrar y rectificar el juicio equivocado que en su
concepto se tuviere»500. La hora de las teorías ha cesado, comienza
la acción y ningún resquicio puede dejarse. La cura está juzgada.
Poco a poco se adoptarán las medidas oportunas, primero se decla-
rará el pueblo o ciudad como sospechoso o contagioso, más tarde —
si se agravara la situación— se considerará infectado. Se le aplicarán
mayores y más rígidas medidas, para evitar la propagación y extin-
guir las fiebres.

498 Todavía más estricta era la obligación de los médicos: «El mismo aviso estarán
obligados a dar los profesores de medicina y cirugía, siempre que murieran en alguna casa que
asistan, dos o más personas que en pocos días de una misma enfermedad aguda, sea esta la
que fuera; igualmente que los párrocos, los cuales no deben dar sepultura al cadáver de una
persona, en cuya casa hayan fallecido dos o más en el período de una semana (...)». Diario
de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6059.

499 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6059.
500 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6059.
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En caso de mera sospecha, las medidas son muy simples, pues
la desconfianza primera no autoriza a más. Los habitantes del pue-
blo podrán salir de la población con toda facilidad, aunque guardan-
do una cuarentena de catorce días en lazaretos de observación y
desinfectando sus ropas y efectos. La desperdigación —la huida—
era el medio más comprobado de salvar la vida, aún cuando au-
mentase los riesgos de propagarse la epidemia:

«En el intervalo que media entre la declaración de un pueblo
sospechoso y la de infectado parcial o totalmente, no sólo podrán
salirse de él las familias sanas que quieran, previa licencia de la
autoridad, sino que la Junta municipal de Sanidad aconseja la
emigración y la provincial la protegerá (...)» 501.

Se prohibía, desde luego, que abandonasen el foco sospechoso
los médicos, cirujanos, farmacéuticos y otros facultativos, muy ne-
cesarios para el caso. Se nombrarán celadores que por barrios no-
tificarán el estado de Salud a la expectante Junta de Sanidad. Tam-
bién —como en las pestes antiguas— se expulsarán a los mendigos
y vagos forasteros, mientras los propios eran recluidos en lugares
apropiados. Mero apresto de los primeros momentos y facilidad de
salida como vehículo para salvar personas, mejor que en la incomu-
nicación.

Salvo que el error de una falsa alarma no acallara el triste des-
tino de la población, se declaraba después el estado de contagio; las
precauciones y medidas se multiplican hacia el infinito. La Junta
municipal de Sanidad aumentará el número de sus componentes y,
de su seno, nombrará diputados para las parroquias o barrios, que
se encargarán de llevar listas de familias, de sus enfermedades,
muertos, ausencias, internamientos en lazaretos... Los médicos, por
su parte, comunicarán diariamente estadillos y, una vez a la sema-
na, las características e historias clínicas de los enfermos que van
asistiendo. Los vecinos organizarán un autocontrol de salidas y
entradas, mediante rondas que recorren círculos alrededor, resguar-
do de la sanidad, situados en las puertas, controlarán el tráfico de
personas y mercaderías... A su vez, las autoridades civiles y militares
bloquearán el pueblo mediante dos cordones sanitarios, formados
por tropas, milicias nacionales y voluntarios armados de las zonas
limítrofes. La enfermedad quedará así incomunicada. Los coman-
dantes de la tropa y los ayuntamientos lindantes organizarán y

501 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060.
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vigilarán los lugares de paso entre los cordones y el establecimiento
de lazaretos de observación para los transeúntes originarios de las
poblaciones infectadas... Dos círculos concéntricos rodean el foco de
contagio, y si la enfermedad brotara entre ambos —en la corona
circular— se retirarán y reconstruirán más alejados. Los acordona-
mientos no parecían demasiado eficaces, y sobre todo con el cólera
mostraron su impotencia502. A mediados de siglo un personaje,
Antonio Flores, entre bromas y veras, decía:

«—¿Habla S. E. de la fiebre amarilla? —dijo el peluquero,
tomando parte en la conversación.

—¿Has sabido tú algo? —le pregunta el covachuelo—.
—¿Qué si he sabido? ¡Y mucho!...¡Pues es mi plato favorito!
—¿La peste? —dice el covachuelo sonriendo.
—No, señor, el hablar de ellos; y si yo fuera ministro ya sabría

lo que había de hacer.
—¿Qué harías?
—Quitar los cordones sanitarios.
—¡Famosa idea! ¡Lástima que seas peluquero!
—¿Se burla V. E.? Pues sí, señor; lo haría porque no hay

mejor cordón que una medicina que yo sé.
—¿Y cuál es?
—Perdone V. E. que no se lo diga, porque es un secreto con el

que pienso hacerme rico si viene la peste a la Corte. Y el caso es que
ya ayer decían que había algunos atacados...

—¿Qué dices? —pregunta sobresaltado el covachuelo.
—No se asuste V. E. —dijo pajarito— Desgraciadamente no es

verdad.
—¿Desgraciadamente dices?
—Sí, señor; por que si viniera la peste, además de hacerme

poderoso y tirar la tenacilla y la bolsa de polvos, tendría el orgullo
de haber sido útil a mis conciudadanos» 503.

En momentos de ser declarado un pueblo como infectado, las
medidas crecerán y se ampliaran; todos los vecinos las habrán de
cumplir para extinguir la enfermedad. Las Bases las van enumeran-
do, sugiriendo muchas de las tradicionales frente a la peste en siglos

502 Todo el relato sobre las Bases, Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060. Com-
párese con T. Valeriola: Idea general de la policía o tratado de policía, 8 vols. Valencia
1798-1802. Vol. V. Págs. 154-201, al tratar de las pestes.

503 A. Flores: Ayer, hoy y mañana. 3 vols. Barcelona, 1892-93. Vol. 1. Pág. 290.
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anteriores. Se suspenderán las reuniones de todo tipo, teatros, fe-
rias, estudios y escuelas públicas, y, en general toda concurrencia
civil o eclesiástica; se pretende prohibir las visitas entre vecinos,
salvo necesidad, con distancia y evitando roces, contactos o comu-
nicaciones peligrosas; los perros y animales vagabundos no deberán
circular por las calles; se acaba con el comercio de ropas usadas y
muebles viejos... Especial atención se pone en que los alimentos
sean abundantes y sanos, celando las autoridades carnes y medici-
nas. Los pueblos cercados procurarán los suministros. No deberán
arrojarse basuras e inmundicias a las calles; se dará salida a las aguas
detenidas y encharcadas. Se habilitarán lugares a propósito para
cementerios, velando para que nadie sea enterrado en las iglesias.
Todas las precauciones relatadas —desde la huida de los primeros
momentos hasta la limpieza exigida— intentan alejar la enfermedad
de las personas, pero quienes la contraían y fallecían entre sus
brazos constituían el núcleo.más íntimo, el peligro más indudable.
Las Bases preceptuaban los más rigurosos cuidados respecto de ellos:

«Desde el momento en que se conozca y declare haber en el
pueblo un enfermo contagiado o sospechoso de contagio agudo
exótico —dicen— no se permitirá que permanezca en él, y sí será
trasladado al lazareto de curación, al de observación los sanos que
se hayan rozado con él y al expurgo las ropas de su uso, incomu-
nicando enseguida su casa, y sin perjuicio de que si algunos pa-
rientes y otras personas quieren encargarse de su asistencia y cui-
dado, lo verifiquen, pasando todos en este caso al lazareto de
curación» 504.

Terrible, drástico. Los mismos redactores de las Bases se sienten
forzados a dar razón del precepto en la rapidez con que se propagan
estas enfermedades en las poblaciones, «mientras se debilita y ex-
tingue en el campo y al aire libre» 505. Los lazaretos se plantea que
se establezcan a cierta distancia de los núcleos urbanos, en lugares
frescos y ventilados donde no haya árboles y matorrales que dificul-
ten la ágil circulación del viento y, si es posible, a sotavento de la
población, para que no la infeccionen. Los internados por orden de
la Junta, recibirán cuidados de manos de voluntarios, preferente-
mente personas que ya hubieran sanado aquella dolencia. En los

504 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060. Coincidencias con T. Valeriola: op. cit.
Págs. 165-177.

505 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060.
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más de los casos, todo el sistema de lazaretos y aislamiento no debía
resultar obstáculo para la fiebre amarilla, que los invadía con faci-
lidad y se propagaría invulnerable, a pesar de tantos sacrificios y
horrores.

Quien sanara podría restituirse a su domicilio o, si gustaba, dejar
transcurrir dos semanas en el lazareto del cordón, para salir del
círculo amarillo. Quienes mueran, serán enterrados en cementerios
especiales, cercanos al lazareto, en zanjas profundas, previamente
dispuestas, que se cubren con cal viva y tierra. Sus ropas, lecho y
efectos se quemarán, los de cierto valor se desinfectarán. Las casas
en que ocurrieran defunciones se fumigarán y baldearán con cal
viva, dejándolas secas y ventiladas, algún tiempo, limpias y despo-
jadas de cuantas inmundicias y sustancias corrompidas existiesen506.

Para la Comisión de Salud Pública, el final de la epidemia se
declaraba también solamente por la Junta de Sanidad. Cerciorada
de la salud de la población por las partes y por una visita general,
podría decretarla cuando todos los enfermos hayan curado o muer-
to por gracia de la epidemia. Todavía dejará transcurrir quince días
más; mientras vigila e indaga que no hay rebrote alguno. Luego —
las Bases son más exigentes— «se sujetará al pueblo a una incomu-
nicación de cuarenta días en la peste levantina y de treinta en la
fiebre amarilla» 507.

Durante estas fechas se procederá a una desinfección general de
todos los objetos del pueblo, para evitar nuevos estragos en el fu-
turo. Cuando la epidemia se declare es posible encerrar y sellar —
con intervención de la Junta— cuantas ropas, pinturas, libros,
muebles y enseres se guste, precisamente para liberarles de este
expurgo final de la postepidemia; incluso podrán trasladarse a con-
ventos, almacenes o edificios públicos designados por el Ayunta-
miento; hasta los montes de piedad deberán separar los recogidos
antes de las fiebres. Todos los demás serán conducidos a sitios apro-
piados al término de la epidemia para un concienzudo expurgo
mediante ventilación, combustión, fumigación por gases ácidos o
inmersión en aguas desinfectantes, según criterios de los médicos y
sus cualidades y diferente valor508.

Como hemos podido observar, las técnicas de defensa contra los
brotes epidémicos de enfermedades transmisibles en el interior del
país se resumían en los acordonamientos y el aislamiento de enfer-

506 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060.
507 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060.
508 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6060.
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mos, estableciéndose una comunicación rápida entre las Juntas
municipales y provinciales de sanidad entre sí, y de estas últimas
con el máximo organismo proyectado, como posteriormente vere-
mos: la Dirección General de Sanidad. Asistimos a una recopilación
y regulación de la forma de aplicación de las medidas sanitarias al
uso por aquellos años, dando por válido y sentado un principio: la
existencia del contagio. El contagio existía para los redactores de las
Bases y con el se contaba a la hora de plantear los medios de
defensa contra la enfermedad.

2.4.2.3. La Higiene Pública

A pesar de su preocupación fundamental por las epidemias —su
prevención y extinción—, las Bases atienden a las salubridad espa-
ñola en términos genéricos. Otras muchas medidas de higiene pú-
blica se encierran en ellas. No hemos de olvidar que la higiene
pública ha sido un tema constante del XVIII, tanto en proyectos
como en legislación. Las Bases, al plantear un conjunto de medidas
en esta materia, tienen el mismo punto de partida que habíamos
encontrado en los proyectos y en las disposiciones ilustradas:

«Nada hay mejor para que la enfermedad no aparezca y la
población, riqueza del Estado, crezca en paz y seguridad que esta-
blecer un conjunto de medidas sobre unas parcelas, que por sus
características, requieren un especial cuidado y atención (...) Del
que ellas estén reguladas por unos cauces oportunos se derivarán
notables beneficios para el bienestar de las poblaciones» 509.

Esta herencia ilustrada también se deja sentir en las parcelas
escogidas para el establecimiento de medidas de higiene pública:

1. Trazado urbano de las ciudades.
2. Ubicación de centros industriales, cementerios y hospitales.
3. Limpieza de los núcleos de población.
4. Comercialización de los productos alimenticios.

En cuanto al trazado urbano de las ciudades, las Bases insisten
en la construcción de calles amplias, ventiladas y empedradas, con
árboles y fuentes que debían regarse con frecuencia. Respecto a la
ubicación de determinados tipos de establecimientos, se recoge la

509 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Págs. 6060-6061.
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vieja aspiración ilustrada de situarlos fuera del núcleo de población
en función de la peligrosidad que entrañan. Propuesta similar apa-
rece en la limpieza de las ciudades, las basuras deberán depositarse
fuera de las poblaciones, en estercoleros adecuados, y en las ciuda-
des populosas debería abolirse la cría y mantenimiento de animales
de pezuña hendida, que exhalan hediondez, como los cerdos, vacas,
cabras y ovejas. Por último, la comercialización de los productos
alimenticios estará sometida a una inspección diaria efectuada por
la Junta municipal de Sanidad que visitará lonjas y mercados510.

También la policía de salud, en sus aspectos marítimos, posee
sus propias propuestas. Habían de cuidar los capitanes de que se
realizara con esmero la limpieza del buque antes de zarpar para
viajes largos, intercontinentales. Así mismo celarían el aseo y salud
de los marineros; el buen estado y conservación de alimentos y
medicinas; ordenarían hacer zafarrancho cada semana, con baldeos
reiterados y fogatas para secarlo... Procurarían que nadie pernoctase
fuera de la embarcación; que no anduviesen descalzos ni durmiesen
sobre la cubierta estando mojada, y menos después de fatigas y
sudores... También las Bases encomiendan evitar la entrada en el
buque de insectos o ratones511.

2.4.2.4. La regulación de la profesión médica

Valorado el médico como una persona cuyo actuar repercute en
el mantenimiento y conservación de la Salud Pública de las pobla-
ciones, no es extraño que la Comisión de Sanidad Publica, aunque
de forma breve, convierta en objeto de su atención la regulación de
la profesión médica512. Para el ejercicio de la medicina será necesa-
rio poseer el título acreditativo y haber superado los exámenes es-
tablecidos por la Dirección General de Sanidad. Se persigue el intru-
sismo, así como toda índole de curandismo o medicina popular en
figura de remedios secretos. Debían proliferar los que —como el
peluquero «Pajarito», descrito por Flores— buscaban hacerse ricos
sobre la ignorancia y la desesperación del pueblo513. Quien tuviese
la receta de un específico útil deberá comunicarla a la Dirección

510 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6061.
511 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6061.
512 «Un médico, si verdaderamente lo es, debe dar la salud a sus pacientes. Del que cumpla

adecuadamente su profesión se derivan grandes beneficios para la comunidad que atiende. Es
pues su oficio, un ejercicio de notables y beneficiosas causas públicas y como tal debe estar
sometido a control e inspección». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6061.
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General y ésta, una vez ensayada y comprobada, permitirá la venta,
guardando secreto de la fórmula e incluso pudiendo acordar recom-
pensa con el descubridor»514.

2.4.2.5. El embrión de una futura Dirección General de Sanidad

Las Bases presentadas por la Comisión de Salud Pública no sólo
prestan especial atención a las medidas higiénico-sanitarias a adop-
tar en caso de epidemias —como hemos podido comprobar en las
páginas anteriores, buena parte del documento es una simple reco-
pilación de las técnicas usadas en la centuria precedente—. También
van a esbozar importantes aportaciones en materia administrativa,
aportaciones que se concretan en la supresión de los tradicionales
órganos centrales, Real Tribunal del Protomedicato y Junta Supre-
ma de Sanidad, y en el establecimiento de un nuevo órgano que
aúne las competencias de los anteriores:

«Sería muy necesario y así lo ve esta Comisión que en la cum-
bre de la dirección y gobierno de la Salud Pública halla una única
institución llamada Dirección General de Sanidad. Ella sustituiría
y reorganizaría las funciones que desde siempre se han asignado al
Tribunal del Protomedicato y a la Junta Suprema de Sanidad,
encargándose en consecuencia de la inspección y arreglo de toda la
Salud Pública»515.

Este organismo se compondría de cinco miembros vitalicios
nombrados por el gobierno516 y entre sus funciones estarían:

1. Velar por el cumplimiento de todas las medidas sanitarias
dispuestas para impedir la aparición y expansión de las

513 Así lo ponen de manifiesto las Bases: «No faltan, y son muchos, quienes con
aparentes sabias palabras y pócimas que dicen ser mágicas, engañan a pobres infelices que se
agarran a un clavo ardiendo para lograr su curación (...) A ello hay que poner remedio, una
ciencia como la médica no puede convertirse en la mercancía de titiriteros, payasos y juglares».
Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6061.

514 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6062.
515 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6062.
516 Una buena muestra del alto rango administrativo con que se concibe esta

institución, igual que había ocurrido con los miembros de la Dirección General de
Estudios, es la equiparación de cada uno de ellos, en sueldos, honores y prerroga-
tivas, con los componentes del Tribunal Supremo de Justicia: «Los miembros de la
Dirección General de Sanidad tendrán las mismas prerrogativas, honores y sueldos que los
componentes del Tribunal Supremo de Justicia y no podrán ser depuestos ni suspendidos salvo
por causa legalmente probada y sentenciada». Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6062.
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epidemias. Ello en gran medida le llevaría a supervisar de
forma directa la labor realizada por las Juntas municipales
y provinciales de Sanidad, encargadas, a nivel local y pro-
vincial respectivamente, de atajar y prevenir cualquier bro-
te epidémico.

2. Cuidar de la higiene pública del Reino mediante la puesta
en vigor de todas las normas preventivas establecidas, he-
cho esté que le llevaría a estar vinculada con los ayunta-
mientos, responsables directos del cumplimiento de todas
las medidas higiénicas previstas.

3. Controlar el acceso a la profesión médica, evitando todo
tipo de intrusismo.

4. Promover diferentes planes y reglamentos necesarios para
el arreglo de la Salud Pública, presentando todas las altera-
ciones y modificaciones que se crean convenientes.

5. Visitar, por medio de alguno de sus individuos o comisio-
nados de su confianza, todos los hospitales del Reino, de tal
forma que cumplan cada uno de los requisitos higiénicos,
sanitarios y asistenciales establecidos o que se vayan a es-
tablecer.

6. Dar cuenta detallada de sus gestiones a las Cortes, por medio
del gobierno, elaborando anualmente una memoria que
refleje el estado de la Salud Pública y las medidas necesa-
rias a adoptar517.

Se plantea así, con un esquema organizativo muy parecido al
establecido en materia educativa con la creación de la Dirección
General de Instrucción Pública, un organismo nacional, esbozo de
los actuales Ministerios de Sanidad, a cuyo cargo, y bajo la autori-
dad del gobierno, se confía todo lo referente a la Salud Pública.
Detrás de este proyecto se esconde la visión que, desde la época
ilustrada, nos aparece en torno a la enfermedad. En cuanto que ésta
atenta al bienestar, seguridad y paz colectivas, el Estado tiene la
obligación de procurar los medios necesarios para su asistencia. La
Sanidad, su previsión y mantenimiento, es un servicio público que
corre a cargo del Estado.

Ante esta reforma en la cumbre de la administración sanitaria,
reforma que en apariencia se reduce a la reunificación en un sólo
organismo de las funciones y atribuciones que con anterioridad
estaban en manos de dos instituciones, cabe un interrogante: ¿Por

517 Cfr. Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6062.
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qué la Comisión de Salud Pública, que pocos meses antes había
presentado dos textos legales referentes a la organización del Real
Tribunal del Protomedicato y la Junta Suprema de Sanidad, se plan-
tea ahora la supresión de estos dos organismos y la creación de una
nueva institución unificadora? Esta es la respuesta que nos ofrecen
las propias Bases: >

«Aunque en principio, siguiendo lo encargado por la Comisión
para el arreglo de las Cortes, mantuvimos y reformamos el Real
Tribunal del Protomedicato y la Junta Suprema de Sanidad, hoy
creemos, por nuestra cuenta y riesgo, necesaria la unión de ambas
instituciones. Las razones no son otras que las disputas existentes
entre estos dos cuerpos a los cuales estaba encomendado velar por
la Salud Pública del Reino. Protomedicato y Junta rivalizaban en
materias y competencias que para su perfecto tratamiento reque-
rían una compenetración que sólo puede darla la unidad» 518.

Motivos de eficacia son los que llevan a la unificación. Sin
embargo detectamos dos cambios interesantes:

1. El intento de dar un carácter estable a la Dirección General
de Sanidad, estabilidad que en gran medida está ligada al
tema de las epidemias, frente a la temporalidad con que
eran concebidos Protomedicato y Junta, cuya actividad es-
taba en función de los brotes epidémicos.

2. La profesión de los componentes de la citada Dirección
General. Se exige que sean sanitarios de carrera (médicos,
cirujanos y boticarios).

En cuanto al primero de los puntos, las Bases manifiestan su
deseo de que este nuevo organismo tenga un funcionamiento cons-
tante:

«La nueva Dirección General deberá tener un funcionamiento
diario. Aunque sea en épocas de epidemias cuando mayor es su
actividad, no por ello, cuando no las halla debe dejar de trabajar
(...) Es en estos períodos de tranquilidad cuando mejor se regla-
menta la previsión y se disponen los medios necesarios para que la
salud reine en todas las poblaciones» 519.

Por lo que hace referencia al segundo de los cambios, hemos de
recordar que tanto el Protomedicato como la Junta poseían una com-

518 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6062.
519 Diario de Sesiones. Vol. VIII. Pág. 6062.
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posición mixta: facultativos y políticos. Para las Bases, la nueva ins-
titución deberá componerse de «facultativos que (...) presencien el
daño, midan sus estragos y además de conocer los medios acrediten
con innegable y silenciosa abnegación su celo profesional,, que los
inducirá a no desaprovechar los medios que ahora se ponen a su
alcance para prevenir, arrancar u extirpar aquellos grandísimos pas-
tos de enfermedades, pestilencias y contagios que dimanan de falta
de higiene o desarreglos sanitarios» 520. Asistimos al inicio de un ras-
go que caracterizará a la Administración sanitaria del siglo XIX y que
Muñoz Machado expone así:

«Durante el siglo XIX las profesiones sanitarias que sirven a la
Administración cobran importancia, se llega a prescindir de los
órganos colegiales, encargándose la gestión directa de la Sanidad a
entes más tecnificados. Los órganos investidos de competencias ge-
nerales empiezan a ser desplazados hasta el punto de hacerse cargo
de imprescindibles funciones burocráticas y generales administra-
tivas cuerpos especializados» 521.

A pesar de la mayor importancia que cobrarán la diferentes
profesiones sanitarias en el ejercicio de la función tutelar de la
Salud Pública, hay que aclarar que la conocida proximidad entre
Sanidad y el orden público evitará, a nivel local y provincial espe-
cialmente, que algunos órganos generales se vean desplazados522.

Todas estas aportaciones realizadas en materia administrativa
por las Bases verán su fruto dos décadas más tarde, cuando el Pro-
yecto de Código Sanitario de 1822 establezca legalmente un orga-
nismo a nivel nacional que sustituya a la Junta Suprema de Sanidad
y al Real Tribunal del Protomedicato, dirija e inspeccione ,1a Salud
Pública y esté compuesto íntegramente por facultativos.

520 En concreto, la Dirección General de Sanidad se compone de «cinco facultativos:
dos médicos, dos cirujanos y un farmacéutico que, bajo la autoridad del gobierno, inspecciona-
rán y reglamentarán todo lo concerniente a la Sanidad del Reino». Diario de Sesiones.
Vol. VIII. Pág. 6062.

521 Santiago Muñoz Machado: op. cit. Pág. 95 y ss.
522 No olvidemos que gobernadores y alcaldes, genuinos encargados del mante-

nimiento del orden público, no se verán desplazados. Sírvanos de ejemplo dos artí-
culos del Proyecto del Código Sanitario de 1822: «Artículo 263: Las disposiciones que
acuerden los ayuntamientos para atajar las epidemias se ejecutarán en los términos que pre-
vengan los ayuntamientos por cada uno de sus alcaldes» y «Art. 264: Cuando ocurriera en
alguna parte epidemia o enfermedad contagiosa, el jefe político tomará por sí, con la mayor
prontitud todas las medidas que crea convenientes para atajar el mal y su progreso y para
procurar los oportunos auxilios». Diario de Sesiones. 1822-1823. Vol. I. Pág. 264.
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EPÍLOGO

El tratamiento y la evolución que experimenta la Salud Pública
en España durante la centuria ilustrada y los primeros años del
constitucionalismo decimonónico, tratamiento y evolución que han
sido descritos en páginas anteriores, difícilmente pueden ser enten-
didos si no se tiene en cuenta un elemento que, a nuestro juicio,
es fundamental: la nueva visión que sobre la enfermedad presenta
la Ilustración.

El movimiento ilustrado, cuya acción y pensamiento empapa el
siglo XVIII europeo, trae consigo el ensalzamiento de la Razón, cuya
alta valoración expresa una nueva forma de concebir el ser humano
que se convierte en medida de todas las cosas y centro del universo
visible; aporta la firme confianza en poder emitir un juicio favorable
de las facultades del hombre en general y de su propio tiempo en
particular, creyendo estar en posesión de un amplio saber que le
descubre y comunica todas las verdades fundamentales; y, junto a
ello, plantea la relajación y debilitamiento de los vínculos del hom-
bre con el más allá, defendiéndose una felicidad terrena amparada
en el bienestar material, en la posesión de la cultura y en la salud
del cuerpo. La aplicación de estos principios al hecho de la enfer-
medad hacen presentar a ésta no como un castigo divino de origen
inexplicable, sino como un fenómeno observable que puede ser
erradicado gracias a la ciencia, en la que se confía de forma casi
absoluta, y que debe ser extirpado en cuanto que atenta contra la
felicidad del hombre, felicidad que se identifica, entre otras muchas
cosas, con la salud corporal.

La nueva visión que sobre la enfermedad presenta la Ilustración
viene acompañada por una nueva actitud por parte del Estado. Con
la instauración en España de la dinastía borbónica asistimos a una
reordenación del gobierno interior, reordenación que está encami-
nada a la intervención más intensa minuciosa del Estado en todas
las facetas de la vida social, política y económica. Funciones que
hasta el siglo XVIII eran marginales en los intereses del Estado se
transforman en cuestiones que atañen a las bases de su estructura.
La Salud Pública, que tradicionalmente había estado monopolizada
por la Iglesia o bien por instituciones que dependían de ella, a lo
largo del siglo XVIII, pasará a depender del Estado o de iniciativas
amparadas por los poderes públicos. Este viraje esta arropado por
esa nueva visión existente en torno a la enfermedad, al propio
tiempo que por la vinculación que se establece entre enfermedad y
orden público y el nuevo valor con el que es vista la población por
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parte de la economía. No hemos de olvidar, en este sentido, hechos
tales como la presencia constante y frecuente de enfermedades
epidémicas que son interpretadas como un atentado contra el orden
y la segundad de las poblaciones y la postura defendida por parte
de los economistas ilustrados, según la cual un Estado rico es aquel
que tiene una abundante población, pero que esté compuesto de
elementos útiles, laboriosos y sanos.

La enfermedad, un reverso de la felicidad terrena y material, la
enfermedad, un fenómeno de posible erradicación gracias a la fe en
la ciencia y sus progresos, la enfermedad, una cuestión de Estado en
cuanto que atenta, por un lado, al orden y seguridad de las pobla-
ciones y, por otro, a la propia población, base de la riqueza de la
nación, son los elementos que apuntalan todo un programa de
reformas puesto de manifiesto en el pensamiento y la legislación
ilustrada. En función de ellos, los frentes que se escogen son los
siguientes: el administrativo, el higiénico-preventivo y el educativo.

En el terreno administrativo, las reformas sanitarias poseen ras-
gos centralistas y unificadores. El Real Tribunal del Protomedicato
tuvo un papel relevante en este proceso, actuando unas veces como
moderador y otras como ejecutor directo de las reformas. Logró
expansionarse e implantar su jurisdicción prácticamente en toda
España por medio de subdelegaciones, consiguiendo de esta manera
desmantelar la antigua infraestructura sanitaria con la consiguiente
pérdida de prerrogativas por parte de los gremios y colegios profe-
sionales. Por ello, a través del Tribunal se pasaría de un modelo
medieval gremialista de administración sanitaria, a un modelo cen-
tralizado y adecuado al criterio absolutista borbónico. Consecuente-
mente, este cambió abría nuevas alternativas para la preparación de
los futuros profesionales de la sanidad. Las antiguas maestrías típi-
cas de una organización gremial, perdían preponderancia en favor
de instituciones de nuevo cuño como los Reales Colegios de Cirugía,
el Real Jardín Botánico y más tardíamente las Escuelas de Medicina
Práctica y los Colegios de Farmacia.

La presencia frecuente y constante de la epidemias, entendidas
como una cuestión de orden interior y como un atentado a la gran
riqueza que es la población, se sitúa en el origen de, por un lado,
instituciones gubernamentales de nuevo cuño encargadas de su tra-
tamiento y, por otro, de una amplia legislación higiénica que aborda
los más diversos terrenos: el entorno urbano de las ciudades, los
enterramientos, la ubicación de los centros industriales, la inspec-
ción de alimentos, la construcción de edificios públicos... Tanto
instituciones gubernamentales como legislación higiénica ponen de

626



MANUEL HERRERA GÓMEZ

manifiesto que en todo momento se admitió que el Estado está
obligado a intervenir en la regulación de la Salud Pública. La esta-
bilidad y permanencia adquirida por la Junta Suprema de Sanidad
y sus ramificaciones provinciales y locales, así como de los inspec-
tores de epidemias, unido al carácter preventivo de la mayor parte
de las medidas higiénicas adoptadas, fueron los dos elementos bá-
sicos de toda la legislación higiénico-preventiva, lo que venía a ser
una inteligente forma de conciliar el miedo que las enfermedades
epidémicas causaban con la impotencia y escasez de medios para
atajarlas.

Las reformas planteadas en tomo a los estudios y la formación
del futuro personal sanitario aparecen enmarcadas dentro del am-
plio contexto que preside las estrecha relación entre Ilustración y
medicina. No hemos de olvidar que la nueva valoración del hombre
condujo no sólo a una consideración especial de su ser espiritual,
sino también y en el mismo grado a una preocupación seria y de-
tenida por su cuerpo y todos los problemas en relación con él.
Interesaba, en primer lugar y sobre todo, robustecer la salud del
hombre y protegerlo de las enfermedades. Nuevas materias que
dejan a un lado teorías y especulaciones filosóficas de épocas pasa-
das y que atienden a los fenómenos observados, sentando las bases
de la medicina moderna amparada en la experiencia; clases prácti-
cas en hospitales clínicos de tal forma que se permita un contacto
directo entre el futuro profesional sanitario y la enfermedad; insti-
tuciones de nuevo cuño (los Colegios de Cirugía) desde los que se
pretende llevar a cabo la renovación de la medicina y la cirugía, son
los tres frentes fundamentales en torno a la que se mueve la política
educativo-sanitaria borbónica. ¿Por qué estos frentes y no otros?. La
respuesta es bien sencilla. El fortalecimiento de las ciencias natura-
les unido a la contemplación de la naturaleza y la amplia traducción
de obras extranjeras explican la aparición sucesiva de planes de
estudio en los que nuevas materias como la Anatomía, la Patología,
la Química, la Botánica, la Obstetricia y las prácticas hospitalarias
son los ejes centrales. Los obstáculos derivados del carácter obsoleto
y anquilosado de la Universidad española obligaron, desde el poder,
a la creación de nuevas instituciones donde formar al futuro perso-
nal sanitario.

La política hospitalaria ilustrada constituye un buen ejemplo de
aunamiento de los frentes administrativo, higiénico-preventivo y
educativo que plantea y desarrolla el proyecto de reforma sanitaria
borbónico. La concentración hospitalaria, teniendo como plantea-
miento de fondo la idea del gran hospital general, la introducción
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de un conjunto de mejoras higiénicas y sanitarias, encaminadas a
hacer del hospital un auténtico instrumento preservación de la sa-
lud pública y de lucha contra la enfermedad, la introducción de un
conjunto de mecanismos institucionales dirigidos al control y go-
bierno de los establecimientos hospitalarios, muestran los tintes
centralistas, unificadores, preventivos y cientificistas que caracteri-
zan las diversas medidas sanitarias elaboradas durante el siglo XVIII.

El gran número de disposiciones dictadas a lo largo de este perío-
do, y los múltiples intentos realizados en ellas para configurar una
administración centralizada y uniforme que anule privilegios y pre-
rrogativas por parte de gremios y colegios profesionales, para desa-
rrollar un sistema higiénico-preventivo que vele por el cuidado de la
Salud Pública y defienda ante el peligro constante de las epidemias,
para establecer una educación sanitaria acorde con los avances de la
ciencia y las necesidades de la época, para crear una red hospitalaria
estatal que sirviera para la salud pública y no para la caridad como
hasta ahora, demuestra claramente el fracaso de toda esta legislación.
También muestra su impotencia para lograr la desaparición de la
enfermedad con solo las fórmulas que se proponían, más atentas a
corregir efectos de ésta que a identificar sus verdaderas causas y a
proponer los remedios adecuados.

El fracaso de una buena parte de la legislación sanitaria ilustra-
da, una muestra más es que el proceso constituyente gaditana re-
toma y repite la gran mayoría de las disposiciones formuladas en el
siglo XVIII, debe atribuirse a factores de diversa índole. En el campo
administrativo hay que destacar la fuerte oposición realizada por los
gremios y colegios profesionales existentes en los distintos reinos
que configuran la Monarquía borbónica dieciochesca. En cuanto
que la centralización y unificación administrativa suponía la pérdida
paulatina de privilegios y prerrogativas, así como la anulación del
alto grado de autogestión que se había poseído, en algunas partes
de la Monarquía —Navarra y, en menor medida, Aragón y Catalu-
ña— fue imposible establecer el control directo y efectivo de la
institución encargada de llevar a cabo la centralización y unifica-
ción: El Real Tribunal del Protomedicato castellano.

Por lo que hace referencia al terreno higiénico preventivo, y
teniendo siempre presente que el gran motor de toda la legislación
que nos aparece en esta parcela de la sanidad son las epidemias, hay
que destacar que:

1. A pesar de los intentos por dar una estabilidad y continui-
dad a las instituciones erigidas —Juntas de Sanidad e ins-
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pectores de epidemias—, lo cierto es que su actuación que-
dó limitada a los períodos de brote epidémico, una vez
desaparecido éste, las citadas instituciones languidecían
hasta casi desaparecer.

2. La sucesión repetitiva de medidas higiénico-preventivas es
una muestra más de su fracaso e incumplimiento, medidas
que en más de una ocasión respondían a intereses políticos
y económicos, más que a motivaciones de índole sanitario.

Las reformas educativo-sanitarias se enfrentan a una oposición
de doble filo. Por un lado, el anquilosamiento y repulsa de una
buena parte del mundo universitario, anclado en planteamien-
tos ultramontanos, a las reformas metodológicas y docentes esbo-
zadas. Por otro, la tradicional autonomía universitaria, que ve en
los planes de estudio elaborados una forma de intromisión del poder
real. Ambos elementos explican, en buena medida, la sucesión de
planes de estudio que se efectúa en el último tercio de la centuria
y el surgimiento de instituciones docentes de nuevo cuño desde las
que se pretende efectuar la reforma y mejora de la enseñanza
sanitaria.

Por su parte, la política hospitalaria hubo de enfrentarse a dos
obstáculos que, por ahora, permanecen insalvables. En un primer
lugar la necesidad de unos abundantes recursos económicos para
hacer efectivas todas las medidas de concentración y mejoras higié-
nicas propuestas. En segundo lugar, la oposición de la Iglesia, mo-
nopolizadora casi absoluta de la gestión y gobierno de del panorama
hospitalario, a perder el control ejercido. Sobre este segundo ele-
mento, puntualizar que habrá que esperar hasta finales del primer
tercio del siglo XIX, cuando adquieren realidad legal y práctica las
medidas desamortizadoras planteadas por Mendizábal.

A pesar de los fracasos de la política sanitaria borbónica, fracasos
vinculados a los obstáculos antes señalados y, como no, al propio
carácter utópico de buena parte de la legislación, no podemos ter-
minar estas valoraciones sobre las reformas emprendidas en materia
sanitaria durante la centuria ilustrada sin añadir que son muy simi-
lares a las realizadas por algunos países del concierto europeo —
Inglaterra y Francia especialmente—. Los anhelos de centralización
administrativa, el desarrollo de un conjunto de medidas higiénico-
preventivas, la puesta en marcha de un ambicioso plan de estudios
sanitario conforme a las pautas marcadas por la ciencia y acorde con
las necesidades sanitarias existentes y la reforma del panorama
hospitalario, son los ejes que configuran y definen la política sani-
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taria de los gobiernos europeos representantes del Despotismo Ilus-
trado dieciochesco.

En el devenir histórico no se puede hablar de cortes radicales,
todo tiene su continuidad. Es por ello que el tratamiento, que recibe
la Salud Pública en los debates parlamentarios gaditanos y el orde-
namiento legal que resulta, constituye una etapa más del evolucio-
nar de la Sanidad Pública en España. Ahora bien, se trata de una
etapa que presenta los siguientes rasgos distintivos y definitorios:
auna en su seno buena parte de las aportaciones habidas en la
centuria ilustrada, incorpora las influencias extranjeras existente en
ese momento —especialmente las de origen francés— y se convierte
en el antecedente de las futuras reglamentaciones sanitarias habidas
en el siglo XIX español.

¿Qué heredan las Cortes de Cádiz del siglo XVIII en materia
sanitaria? Heredan la visión ilustrada de la enfermedad, presentada
como atentado al bienestar, seguridad y paz colectivas y, en conse-
cuencia el papel que debe jugar el Estado: la Sanidad, su previsión
y mantenimiento, es un servicio público que corre a cargo de éste.
Los campos de actuación no serán muy diferentes: necesidad de
llevar a cabo una centralización y unificación de la Administración
sanitaria, a cuyo fin se esboza lo que será la futura Dirección Ge-
neral de Sanidad; obligación de efectuar una reforma de los estudios
sanitarios en función de lo cual establecen las bases para la elabo-
ración de un plan de estudios moderno, uniforme y común al con-
junto de instituciones educativo-sanitarias de la nación; prioridad
por atajar y prevenir el nacimiento y expansión de cualquier brote
epidémico, hecho este que trae consigo la recopilación y ordena-
miento de las medidas higiénicas adoptadas en la centuria anterior;
y, como no, continuidad de los planteamientos hospitalarios tenien-
do como proyecto-guía la idea del gran hospital general ilustrado.

¿Qué influencias extranjeras incorporan? A lo largo de toda la
investigación hemos puesto de manifiesto que la herencia ilustrada
en materias como la beneficencia o la educación, viene acompañada
del legado doctrinal de la gran Revolución de 1789. Por lo que hace
referencia a la Salud Pública, del legado doctrinal francés nos inte-
resan tres elementos:

1. La peculiar manera de concebir las relaciones entre el Es-
tado y el ciudadano. Se atribuye al Estado el aparato de
poder indispensable para facilitar la vida en sociedad, elimi-
nando las posibles causas entorpecedoras de la libre acción
individual, dicho de otra manera, se piensa que la interac-
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ción de las diferentes fuerzas sociales produce un equilibrio
suficiente y basta para la cobertura de las diferentes nece-
sidades que se planteen al ciudadano.

2. El reconocimiento a las corporaciones locales de un poder
delegado del Estado.

3. La elaboración de Códigos, es decir, de ordenaciones de
normas sobre una materia, colocadas en las mallas de un
articulado coherente y enunciables en formas simples, sen-
cillas y directas. Se trata de redacciones de nueva planta
que no se contentan con sistematizar y armonizar preceptos
anteriores, si no que meditan las cuestiones, analizan y dan
soluciones racionales.

La correspondiente y respectiva aplicación a la Sanidad de estos
tres elementos tendrá las siguientes consecuencias:

1. En cuanto que el hombre es libre y es autosuficiente, sólo a
él le incumbe cuidar de su propia salud. Sólo cuando el ca-
rácter de la enfermedad que amenaza al individuo la hace
irresistible para éste y se convierte en un problema que pue-
de afectar a un grupo más o menos extenso de población,
puede y debe producirse la acción estatal. Son aspectos su-
praindividuales de la salud los que ha de atender la Admi-
nistración, la cual no debe preocuparse por los quebrantos
que la enfermedad produzca en cada una de las individuali-
dades que integran el conjunto social. Como consecuencia,
la acción del Estado se concentrará, en esencia, sobre el pro-
blema sanitario de mayor importancia y de carácter más irre-
sistible para el individuo: las enfermedades transmisibles.

2. La atribución a los entes locales de competencias en mate-
ria sanitaria en cuanto que, dentro de esa gestión directa de
asuntos que afectan particularmente al municipio, aparece
englobado todo aquello que repercute de forma inmediata
en la seguridad, comodidad y salubridad de la comunidad.

3. Establecimiento de los principios básicos, a los que no con-
sideran producto de un lugar y tiempo, de una circunstan-
cia, pues —optimistas en su racionalismo— creen descubrir
los fundamentos jurídicos intrínsecos y eternamente váli-
dos, de lo que será un futuro Código Sanitario.

Las herencias ilustradas y los legados doctrinales revoluciona-
rios, aunados por el proceso constituyente gaditano, configuran el
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sistema sanitario que se conforma en nuestro país a lo largo del
siglo XIX por posteriores reglamentaciones —el Proyecto de Código
sanitario de 1822, la Instrucción para el gobierno económico y
político de las provincias de 1823 y la ley de Sanidad de 28 de
noviembre de 1855—. Los rasgos distintivos de este sistema serán:

1. Limitación de la intervención administrativa a aquellos ca-
sos en los que la enfermedad padecida por el individuo
importa al conjunto de la comunidad.

2. Concreción de la acción administrativa al tratamiento y pre-
vención de enfermedades transmisibles, hecho este que
explica la abundancia de medidas higiénicas y policiales.

3. Carácter preventivo, es decir, estará destinado a la comuni-
dad y no a cada individuo, no habrá sitio para prestaciones
de carácter asistencial.
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REFLEXIONES FINALES

Una sociedad en un momento concreto es un conjunto complejo
en que cada elemento coopera, sin perder su propia realidad e
importancia. El estudioso elabora un esquema o forma que resulta
de miles eventos singulares y concretos, o, si se quiere y a la inver-
sa, una pluralidad de contingencias de la que se desprende una
misma ley de estructura. La forma, esquema o estructura, no es
estática, sino dinámica. Dinámica en dos sentidos. De un lado, que
resulta de muchas singularidades cambiantes; de otro, que el nivel
de formación va dotando de capacidad renovada de nuevas combi-
naciones. Así, en la forma conseguida van ínsitos nuevos modos de
vivir, en cierto modo fieles, en otro distintos, de los que le han
precedido. De aquí, la dificultad de toda exposición rigurosa. El
científico no puede abandonar el suelo de la realidad: su saber es
concreto, casi impresionista, atado al detalle y a la singularidad e
inserto en una concepción general. Pero, de un lado, persigue sor-
prender la forma plástica de un momento histórico de la sociedad.
De otro y siempre, ha de discernir en el mismo las inflexiones que
anuncian el futuro. La forma se sostiene en el acontecer, la modula
es modulada por él. El espectáculo nunca estará terminado ni com-
pleto, pero el fragmento que se obtenga, si es fiel, nos dará, vertido
en el lenguaje de los hechos, el sentido de una sociedad en una
época. Se trata, como diría Gómez Arboleya, de componer con frag-
mentos el bello torso de la vida.

En la búsqueda de los fundamentos de nuestro presente hemos
recorrido fugazmente las páginas de una historia que cubre más de
cien años, una historia que ha tenido como tema el abordaje por
parte del Estado de una serie de parcelas tales como la pobreza, la
enfermedad y la educación. Hemos contemplado como los hombres
del XVIII y sus herederos los diputados gaditanos sintieron, vivieron
y legislaron las situaciones de necesidad y enfermedad y los proble-
mas de la educación. De ser terrenos marginales en los intereses del
Estado, se ha podido comprobar como se transforman en cuestiones
que atañen a las bases de su estructura, hecho este que lleva parejo
el acrecentamiento progresivo del papel y de responsabilidad estatal
en cada una de ellas. Factores históricos, políticos, económicos,
religiosos, culturales, jurídicos —relacionados entre si— han condi-
cionado este llamado «abordaje»: la asunción por el Estado de pro-
blemas sociales.

La conceptualización y el tratamiento que, a lo largo de la his-
toria del occidente europeo, se ha dado a cada una de estas parcelas
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es el resultado de la confluencia de dos caudalosas corrientes teó-
rico-prácticas: la vieja tradición de la caridad, que esconde su oríge-
nes en la oscura noche de los tiempos, y el desarrollo progresivo de
la responsabilidad del Estado en determinados campos, hoy reputa-
dos, con toda razón, básicos y fundamentales.

De siempre los grupos sociales han aceptado obligaciones con-
suetudinarias que permitieran hacer frente a las necesidades de
aquellos de su miembros que, por enfermedad o mala fortuna, no
fueran capaces de satisfacerlas por si mismos. En toda la Cristian-
dad, la responsabilidad por el socorro de la indigencia, de la enfer-
medad, o por la atención de la educación fue, en la Edad Media,
asumida y aceptada, individual y colectivamente, por la Iglesia.
Detrás de esto se esconde el gradual predominio de la cultura cris-
tiana y la importancia, cada vez mayor, de la Iglesia como institu-
ción, que traerían consigo un énfasis creciente en la práctica de la
caridad y en la superioridad moral de esta sobre las demás virtudes.
Ahora bien, aunque la Iglesia predicaba la caridad y la limosna, el
Estado no adoptó la misma actitud. En efecto, la teoría negativa de
la responsabilidad del gobierno respecto del bienestar público, que
se desarrolló en la antigüedad clásica, persistió a través de la cris-
tiana Edad Media, en la que incluso las autoridades temporales que
aceptaron el deber de ayudar a sus subditos actuaron más como
agentes de la Iglesia que como poderes independientes. Esta situa-
ción persistió hasta el final de la Edad Media. Ello explica que la
educación, el cuidado de los enfermos y el alivio de la pobreza
fueran materias que, por lo general, no preocuparan a los poderes
temporales. Se convirtieron predominantemente en el objeto de
fundaciones caritativas erigidas por personas piadosas, o en el co-
metido de instituciones eclesiásticas, a las que quedaba directamen-
te atribuida su responsabilidad.

Suele hacerse mucho hincapié, a este respecto, en los cambios
de orientación producidos por el Renacimiento y la Reforma. Pero,
a nuestro entender, no fueron demasiado relevantes en el tema
que nos ocupa. Si bien es verdad que el predominio de la Iglesia
como institución declinó ostensiblemente en algunos países occi-
dentales, no es menos cierto que, por otro lado, se fomentó la
exaltación del individuo y las obras de beneficencia de la caridad
privada.

El cambio no operó, desde luego, en la dirección de incrementar
la responsabilidad pública, por más que algunos gobiernos del Re-
nacimiento, como, por ejemplo, el de Isabel I de Inglaterra, el de
Carlos V y Felipe II en España, o el de Francisco I en Francia,
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empezaron a legislar para sus pobres, y algunos monarcas fundaran
instituciones docentes y sanitarias. Pero, como contrapartida de la
menor intervención pública, se puso mayor énfasis tanto en las
buenas obras del individuo, como en la responsabilidad individual.
Es más, los grandes teóricos de estos primeros siglos de la Edad
Moderna, aun cuando su pensamiento se fundiera en moldes anti-
cristianos, como es el caso de Maquiavelo y Hobbes, continuaron,
no obstante, la tradición negadora de aquella obligación política.
Las autoridades temporales debían controlar los efectos del pecado
y del vicio, pero no era de su incumbencia introducir gradualmente
la virtud o cambiar las condiciones sociales. Los subditos tenían que
arreglárselas como pudieran y valerse por sus propios medios para
conseguir el goce terreno o alcanzar la gloria celestial.

La propia Reforma alentó este punto de vista, tanto en el aspec-
to religioso como en el político y, como lógica consecuencia, las
doctrinas" de la autoayuda individual y, posteriormente, la política
del «laissez-faire» florecieron en los nuevos estados nacionales.

A decir verdad, el poder centralizado del Estado Moderno, que
había sucedido a los reinos y principados medievales, no era preci-
samente sospechoso de aplicar las teorías de San Agustín, que ha-
bían condenado a todos los gobiernos no consagrados a la justicia
y a la defensa de la Iglesia.

Es esta postura, ubicados en el contexto europeo, y ahí se inclu-
ye España, la que ha sido invertida. Primero en la teoría, y de una
manera cada vez más progresiva en la práctica. Y esta reversión de
una tradición de gobierno tan antigua ha ido produciéndose de un
modo constante durante los últimos siglos, aunque sus efectos ha-
yan empezado a dejarse sentir sólo en nuestros días.

El proceso es, a primera vista, rectilíneo y bastante simple, si
bien basta una pequeña reflexión para percatarse de que los prin-
cipales factores responsables del cambio son complejos y están ín-
timamente relacionados entre sí. Se trata de una serie de elementos
intelectuales, económicos y políticos que se han influido recíproca-
mente, por lo que sería inútil intentar establecer algún orden de
prioridad.

Posiblemente el agente de cambio de mayor significación deba
ser descrito como una creciente secularización, en el sentido de que
los valores de este mundo y los fenómenos temporales han llegado
a merecer una mayor preocupación, a alcanzar una más alta estima
y a conseguir lo que podría llamarse un status propio o alcanzar una
autonomía propia frente a su anterior posición derivada o depen-
diente de metas definidas teológica o eclesiásticamente. Podría afir-
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marse, en suma, que la supervivencia en esta vida ha ido lentamen-
te prefiriéndose a la salvación en la otra, como criterio de lo que
merece ser hecho o evitado.

Se ha rechazado, así, claramente toda subordinación de lo tem-
poral a lo eterno, no sólo en la teoría, sino también y de un modo
creciente en la práctica. Consecuentemente, los gobiernos han in-
tentado despojarse de toda responsabilidad respecto de las Iglesias
que no sea la que juzgan que deben asumir respecto de todos los
demás grupos del país.

Es ocioso preguntarse si se debió a este proceso de secularización
o fue tan sólo concominante con él el hecho de que el pensamiento
filosófico occidental empezara criticando las tradicionales presuncio-
nes lógicas de la cultura clásica, y prosiguiera poniendo en cuestión
los artículos mismos de la fe cristiana.

Una cosa, sin embargo, está clara, y es que los siglos XVII y
XVIII presenciaron unos progresos sin precedentes en el conoci-
miento humano, sobre todo en las que después se llamarían cien-
cias de la naturaleza, progresos que ni remotamente habían tenido
rival desde los logros científicos de la antigua Grecia. Y esos avan-
ces no sólo alteraron la estructura de las matemáticas, la astrono-
mía y la misma filosofía, sino que, mediante el desarrollo de la
física y la química, provocaron el surgimiento de la medicina
moderna.

De un modo semejante los estudios sociales se beneficiaron de
las nuevas técnicas de pensamiento, y antes de que finalizara el
siglo XVIII habían nacido ya la moderna economía y la estadística
social. Análogos avances continuaron sucediéndose con rapidez en
el siglo siguiente, en el que la geología hizo por el tiempo lo que la
astronomía para el espacio, y en el que la ciencia del comporta-
miento humano fue sometida ya en el siglo XX por Freud a una
reconsideración tan profunda, como la economía y la política lo
habían sido en el siglo XIX por Marx.

Ahora bien, es posible que tan importantes progresos especula-
tivos nunca hubieran podido ir por si mismo más allá de aumentar
el abismo existente entre las élites educadas y el resto de la pobla-
ción, si no hubiera sido por el correspondiente desarrollo de las
nuevas técnicas fabriles, que ofrecieron imprevistos modos de hacer
fructificar los nuevos conocimientos.

Fue la aplicación de las nuevas ideas, particularmente en la
física y en la química, lo que hizo posible que la tecnología indus-
trial reemplazara a la tradicional manufactura de base doméstica,
propia de una comunidad agrícola tradicional.
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Semejantes cambios exigieron la implantación de nuevas espe-
cializaciones y la utilización de refinadas técnicas, para lo cual se
hizo necesaria una revolución en la educación.

Todo ello, unido a la creación de nueva riqueza y el empleo de
recursos en una escala nunca imaginada antes, hizo posible una
elevación generalizada del nivel de vida y, eventualmente, la trans-
formación de la estructura social.

Todos estos factores entrelazados, que han determinado conjun-
tamente la historia de los tres últimos siglos, se han influido mutua-
mente en los países avanzados, duplicando la población, doblando
la duración de vida y produciendo una distinta y complicada estruc-
tura social, el crecimiento de una población urbana e industrial y la
correspondiente multiplicación de los recursos, tanto públicos como
privados.

Es obviamente, sobre este telón de fondo sobre el que debe
ubicarse el cambio igualmente profundo que ha tenido lugar en las
teorías y en las prácticas de gobierno, y que ha llevado a los poderes
públicos a preocuparse crecientemente de la vida y del bienestar de
sus ciudadanos.

El breve slogan de la Revolución Francesa: «Libertad, Igualdad,
Fraternidad», expresa sucinta, pero elocuentemente, no sólo el ideal
de la liberación de los ciudadanos frente a la opresión del gobierno
arbitrario, sino también, y sobre todo, el de su liberación para la
consecución de comunes logros; logros que requerían, como condi-
ciones previas, además de la igualdad de oportunidades, de la igual-
dad de trato y de la igualdad ante la ley, la cooperación de todos los
ciudadanos, no sólo mediante la unión de sus individuales habilida-
des y su participación en las ventajas sociales, sino también con una
creciente puesta en común de sus recursos propios, para apuntalar
los fines sociales con medios económicos. Se llegaría a producir así,
en el siglo XX, la mayor transferencia de recursos de las manos
privadas al erario público, desde que la Iglesia fuera despojada de
sus tierras a lo largo de la Modernidad.

Esta reversión de la teoría tradicional cambió asimismo la direc-
ción del pensamiento político, orientándolo hacia lo que ahora lla-
mamos democracia moderna. He aquí un viejo término puesto de
nuevo en circulación, para expresar una idea esencialmente nueva
y una práctica nunca experimentada antes.

Se trata, como es sabido, de un concepto compuesto, en buena
medida idealista, que se nutre: en parte, de una nueva insistencia
en la realidad o, al menos, en la posibilidad de una voluntad gene-
ral o común, oculta, si no expresa, en cada ciudadano adulto, como
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sugiriera Rousseau; en parte también, de la resurrección de la idea
medieval de representación, que había caído en desuso durante los
siglos autocráticos; y, por último, de la creciente convicción de que
los gobiernos no podían permanecer neutrales en los asuntos eco-
nómicos, sino que tenían que estar dispuestos a intervenir resuel-
tamente en ellos con el ejercicio de un control público, para mitigar
los males individuales o sociales que de otro modo pudieran origi-
narse.

Curiosamente, esta interferencia del Estado pudo ser explicada
aún con base en las anteriores teorías individualistas, representadas,
a la sazón, principalmente por el utilitarismo, arguyéndose en su
favor que se trataba de una intervención del Estado en defensa de
la libertad, y que, por consiguiente, se podía permitir que los ciu-
dadanos, individualmente considerados, ejerciesen al máximo su
autonomía y libertad, y buscasen, a su modo, su propia felicidad.

No deja de ser significativo al respecto que la lenta sustitución
de la caridad pública por la beneficencia y ésta, a su vez, por la idea
de bienestar social, o, el reemplazamiento, por la enseñanza pública
y la sanidad pública de ninguna enseñanza y sanidad o de una
educación y sanidad privadas asequibles sólo a unos pocos, haya
tenido lugar precisamente frente a la persistente admisión de la
doctrina liberal individualista tradicional, como si nada hubiera
cambiado sino sólo la terminología.

Más aun las raíces profundas de la doctrina negadora de la in-
tervención del Estado continúan todavía hoy extendiéndose abier-
tamente en medio de la frondosa legislación del bienestar social. Y
así, los servicios sociales se ofrecen, pero no se imponen, excepto en
el campo de la sanidad, donde la prevención de mayores males o la
«cura cavendi mala futura» se ha considerado que justifica el abando-
no del «ius dispositium», en beneficio de la promulgación de deter-
minadas medidas legislativas de carácter imperativo o coactivo —
«ius cogens»—.

En el caso concreto de España, por cierto, muy similar al resto
europeo, los primeros esbozos de alguna intervención y responsabi-
lidad estatal ante situaciones de necesidad material y enfermedad,
o ante el amplio y complejo mundo de la educación, se producen
en torno al siglo XVI. Buena muestra de ello son las disposiciones
sobre pobres y vagos dadas en los reinados de Carlos V y Felipe II,
disposiciones en las que el mundo de la pobreza empieza a ser
contemplado como un foco de peligrosidad por alterar la «paz y
orden interior»; las medidas adoptadas en materia sanitaria, medi-
das que abarcan desde la planificación y reducción de algunos hos-
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pítales, hasta los instrumentos a desarrollar en caso de epidemias; y
los intentos de Felipe III por organizar el caótico panorama educa-
tivo. En todas ellas aparece de forma incipiente lo que muchos
escritores y teóricos llaman «necesaria participación del Estado».
Pero en esta época —y durante varios siglos todavía—, la respuesta
se realiza como atención al caso concreto y a la situación particular.
Hasta que hagan su aparición los primeros planes nacionales de
beneficencia, sanidad y educación, y, junto a ello, el establecimien-
to de los organismos administrativos apropiados para llevarlos a
cabo, queda un largo camino por recorrer. Era necesario que se
produjera un cambio de mentalidad en torno a cada una de estas
parcelas, al propio tiempo que también se hacía imprescindible un
proceso de racionalización y reorganización de la administración
tendente a centralizar la toma de decisiones y a ampliar el campo
de acción del Estado.

El siglo XVIII abre una etapa. Asistimos durante la centuria ilus-
trada a un acrecentamiento progresivo del papel y de la responsa-
bilidad estatal en cada una de las parcelas analizadas. No en vano,
la centuria ilustrada es un periodo de la historia europea de grandes
cambios que transforman la estructura política y económica del
Antiguo Régimen. En España se inició con una nueva dinastía,
después de la guerra de Sucesión, que coloca a un Borbón en la
cabeza del Estado. Con Felipe V comienza un proceso, continuado
por sus sucesores, de racionalización y reorganización de la admi-
nistración tendente a centralizar la toma de decisiones y a ampliar
el campo de acción del Estado: se reorganiza el espacio nacional con
nuevas divisiones provinciales, se reforma la administración local,
se reordena el ejército, se crea un red de vías radiales de comuni-
cación con su centro en Madrid y se centraliza la administración. El
Estado en su conjunto amplía su ámbito de actuación y de control
sobre la vida social, política y económica de la nación. La raíz de
este abordaje, que tendrá como consecuencia, en las parcelas de
nuestra investigación, la ruptura del monopolio mantenido por la
Iglesia o bien por instituciones que dependían de ella, está, a nues-
tro entender, en un núcleo común y central a toda la doctrina
social, política y económica de los ilustrados europeos: el tema de
la felicidad. De él se deriva una nueva visión de la pobreza, de la
enfermedad y de la educación, al propio tiempo que ejerce una gran
influencia en la concepción de los fines del Estado y en la práctica
administrativa del absolutismo ilustrado.

Presentada la felicidad no como un don, sino como una conquis-
ta en cuyos componentes no debía entrar ningún elemento trágico,
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e identificada con riqueza, sabiduría y salud, tanto porque propor-
cionan los medios de satisfacer las necesidades humanas, cuanto por
ser los únicos procedimientos que permiten la cuantificación de la
primera, los conceptos de pobreza, enfermedad y educación se tras-
tocan. La pobreza y la enfermedad no son ya males eternos inex-
tirpables, se transforman en cuestiones de policía, entendida, en la
acepción de la época, como un interés por el logro del bienestar
general y del aumento del poder de la nación. La educación aparece
como un instrumento de reforma social y como un elemento insus-
tituible para la prosperidad individual y colectiva.

No menos importante que la mutación de los conceptos es la
gran influencia que ejerce el tema de la felicidad, como decíamos
con anterioridad, en la concepción de los fines del Estado y en la
práctica del absolutismo ilustrado. Según la doctrina de los hombres
del XVIII español, que en ello coinciden con la cameralística alema-
na y la ilustración francesa, el cometido de la comunidad política y
la causa más profunda de la aspiración del Estado a tener poder y
riqueza era fomentar la felicidad individual y social. De esta manera
se fundamentaba la omnipotencia interventora de la autoridad y,
con la ampliación de las funciones del Estado, se justificaba también
la extensión de la burocracia estatal.

La nueva visión de cada una de las parcelas, que tienen en
común el ser concebidas como cuestiones que repercuten en la
prosperidad individual y colectiva, unido a los propios fines atribui-
dos al Estado, que no son otros que la consecución de esa doble,
pero intrínsecamente unida prosperidad, dieron la justificación a la
intervención y apropiación estatal de tareas ubicadas con anteriori-
dad al margen de sus intereses. No sería aventurado decir que la
actual identificación entre lo social, lo público y lo estatal encuentra
aquí sus orígenes. Cuando se habla de lo social y lo público se está
hablando, inconscientemente, de lo estatal. Lo que preside su fun-
ción no sería el beneficio —hecho, con frecuencia, lamentablemen-
te cierto— sino el servicio. Dicho de otra manera, asistimos a las
primeras manifestaciones de lo que serían los servicios públicos,
entendidos como actividades que deben ser controladas, supervisa-
das, enmarcadas normativamente, incentivadas y gestionadas direc-
tamente por el Estado. •

A pesar de lo anterior, que daría sus primeros frutos legales en
el proceso constituyente gaditano (Bases para el establecimiento de
una Ley General de Beneficencia, Bases para la elaboración de un
Código Sanitario, Ley General de Instrucción Pública), la respuesta
estatal, dada durante el siglo XVIII español, a la necesidad material
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y enfermedad, o a la intervención del Estado en la reforma del
panorama educativo, sigue realizándose como atención al caso con-
creto y a la situación particular. Obstáculos heredados de la estruc-
tura política, social y económica de los Austrias impidieron el desa-
rrollo de un programa que tenía como punto de partida, según la
nueva visión ilustrada, la consideración de cada una de esta parcelas
como de dominio y monopolio estatal, y que, de suyo, estaba abo-
cado al establecimiento de planes nacionales y uniformes. A lo largo
de la investigación hemos podido comprobar la resistencia que, al
abordaje del Estado borbónico dieciochesco, ofrecieron elementos
tales como la fuerte presencia histórica en la vida política y en la
sociedad española de la Iglesia, la escasez de recursos económicos,
los particularismos regionales y locales, y los tradicionales privile-
gios de ciertos organismos e instituciones (gremios, cofradías, her-
mandades, universidades...) por citar algunos. Así por ejemplo, en
materia sanitaria, el proyecto borbónico de centralización adminis-
trativa chocó con los privilegios y prerrogativas de gremios y cole-
gios profesionales. Los intentos de planificación educativa, depen-
diendo de cada nivel se vieron frenados por el tradicional monopolio
de las órdenes religiosas y los derechos de autonomía adquiridos por
las universidades a lo largo del tiempo. Asistencia y represión fue-
ron los instrumentos básicos de la legislación que abordó el mundo
de la pobreza, instrumentos que conciliaban el miedo que los men-
digos y vagabundos causaban a las clases privilegiadas, con la impo-
tencia de éstas para proporcionarles empleo.

Sin embargo, aunque la actuación estatal quedara limitada a dar
respuestas a casos concretos y situaciones particulares, el largo y
abundante suceder de disposiciones legales y de proyectos del que
es testigo el siglo XVIII español —proyectos y leyes que son una
muestra más del abismo existente entre la España legal y la España
real—, reviste un especial interés. Tras él se esconden, en estado de
gestación, algunos instrumentos que el Estado Social contemporá-
neo utilizará para monopolizar estas parcelas.

La apropiación progresiva que el Estado hace de la beneficencia,
la sanidad y la educación en el tránsito de la Edad Moderna a la
Contemporánea, está acompañada por el desarrollo y planificación
de los mecanismos oportunos para llevarla a cabo. Estos no son
otros que el establecimiento de planes nacionales y unitarios para
cada una de esta áreas, el desarrollo de una estructura administra-
tiva centralizada y uniforme de la que emanen las normas de fun-
cionamiento y gobierno, y el control del personal encargado de
atenderlas. Tanto en beneficencia, sanidad, como en educación,
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durante el siglo XVIII, asistimos al nacimiento de estos mecanismos
o «armas de asalto». En propiedad, no podemos hablar de planes
nacionales, administración centralizada y uniforme, y normas co-
munes referentes al control en el acceso y funcionamiento de un
futuro funcionariado. Pero empiezan a sentarse las bases que pos-
teriormente recibirán un impulso en el proceso constituyente gadi-
tano. Puede servirnos de ejemplo, extensible al resto del mundo
educativo y al resto de áreas analizadas, lo acontecido en el terreno
universitario. La tradicional autonomía de las Universidades espa-
ñolas, puesta de manifiesto en la variedad de materias impartidas,
en el personal docente que las atiende y en la estructura de gobier-
no que poseen, intentará ser sustituida por un plan homogéneo de
disciplinas, común a todas las Universidades, y por un control esta-
tal, a través de los Directores de Universidad y de los Censores
regios, en el acceso a la carrera docente y en el gobierno. Algo
parecido ocurre en la Sanidad. La mayor parte de las medidas ela-
boradas, por lo general en períodos de brote epidémico, van enca-
minadas al establecimiento de un plan higiénico-sanitario de carác-
ter preventivo y con alcance nacional, a la par que asistimos a una
centralización de la anterior administración sanitaria y a un control
estatal en el acceso y desempeño de las profesiones sanitarias.

Al final del siglo ilustrado, el papel y la responsabilidad del
Estado, así como sus mecanismos de intervención, antes expuestos,
van a recibir un nuevo impulso. El motor no es otro que las con-
secuencias derivadas de las medidas desamortizadoras adoptadas por
Carlos IV. A pesar de que pronto fue abandonado el primitivo in-
tento de reforma social de la desamortización por una finalidad
recaudatoria para la Hacienda, y que el volumen de lo vendido —
en su mayor parte propiedades raíces de fundaciones, obras pías,
casas de misericordia, hospitales, hospicios, universidades, herman-
dades, cofradías y municipios— no superó el 20%, las consecuen-
cias de este proceso han influenciado la historia política y social de
España desde el siglo XIX. De una parte, la quiebra económica de
la mayor parte de las iniciativas privadas, que habían sido y conti-
nuarán siendo uno de los principales obstáculos al desembarco es-
tatal en cada una de estas parcelas, permitió el acrecentamiento del
protagonismo del Estado, de suyo centralizado y uniforme. De otro,
el impuso ilustrado a la desamortización, ocasionará otro importan-
te efecto: la pérdida de influencia de la Iglesia en las materias ana-
lizadas. No es aventurado decir por tanto, que el giro hacia el cre-
ciente intervencionismo estatal no debe contemplarse, únicamente,
como resultado de influencias ideológicas o del laicismo o de la
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secularización. La desposesión de bienes eclesiásticos favoreció tam-
bién que la Iglesia perdiera peso en el ámbito y tratamiento de la
pobreza, la sanidad y la educación. Y esas dos dinámicas irán cre-
ciendo progresivamente a lo largo de los siglos XIX y XX.

Llegados a este punto, y a modo de síntesis, podemos pregun-
tarnos: ¿qué aporta el «Siglo crítico y Fenoménico», calificativos
usados por Feijoo para referirse al siglo XVIII español, a la parti-
cipación del Estado en el ámbito de la pobreza, la sanidad y la
educación ?. La respuesta, a nuestro entender, es breve, las bases
para su intervención y monopolio. De un lado, los fundamentos
teóricos: una nueva visión de la pobreza, la educación y la sanidad,
contempladas como cuestiones que repercuten en la prosperidad
individual y colectiva y que, en consecuencia, deben ser parcelas de
intervención estatal, entre cuyos fines está fomentar la felicidad
individual y social. Aquí está la justificación del discurso de crítica
y reforma que nuestros ilustrados realizan en trono al tradicional
tratamiento dado a cada una de estas materias. De otro, e íntima-
mente ligado a lo anterior, el germen de los mecanismos de gobier-
no y monopolio: planes nacionales y unitarios, centralización ad-
ministrativa y control en el acceso y en el ejercicio de funciones del
personal que atiende estos futuros «servicios públicos». A ello hay
que unir el hecho concreto de la desamortización, que crea las
circunstancias apropiadas para que cada una de estas parcelas se
convierta en una carga estatal. Así, por ejemplo, el mundo de la
pobreza deja de ser ese conjunto indiferenciado y homogéneo para
ser clasificado en virtud de un nuevo criterio que se reduce bási-
camente a la capacidad, o no, de poder trabajar, de este modo sólo
serán dignos de ayuda los que padecen alguna tara que les impide
ganarse el sustento, o bien, aquellos que, siendo personas honra-
das, han perdido su habitual modo de vida, como huérfanos o
jornaleros en paro. Para el resto, que englobaría el conjunto de la
población que vagabundea y simula dolencias, el Estado tomará
medidas legales encaminadas a reprimir la vagancia para apropiarse
de su fuerza de trabajo y destinarla allí donde más falta hace: el
ejército y las obras públicas. Al resto de los pobres que no simulan
ninguna astucia y son incapaces para el trabajo se les encierra en
establecimientos en los que se tratará de cambiar sus hábitos. La
educación ha sido objeto de varios intentos de homogenización y
planificación de cada nivel de enseñanza, incorporación de nuevas
materias y métodos, y control y mejora de sus profesionales. La
sanidad ha visto el esbozo de una administración centralizada y
uniforme, un sistema higiénico-preventivo que vele por el cuidado
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de la salud pública y defienda ante el peligro constante de las
epidemias, una estructura educativo-sanitaria acorde con los avan-
ces de las ciencias y de las necesidades de la época, y una red
hospitalaria racional y efectiva.

El año 1808 marca el comienzo de una nueva época en España,
una época que, de un lado hunde sus raíces en las reformas y
transformaciones operadas en el siglo ilustrado, y de otro, marca las
directrices básicas de lo que acontecerá durante todo el siglo XIX
y buena parte del XX. La historiografía actual ha puesto de relieve
el carácter revolucionario que impregna la insurrección popular. Es,
precisamente, este carácter revolucionario de nuestra guerra de la
Independencia el que marca la impronta política y social del siglo,
de tal modo que pronto sería patente que la vuelta al Antiguo
Régimen, como si nada hubiese ocurrido, no sería posible. No lo
sería porque de esta guerra surge el sentimiento nacional moder-
no y, en consecuencia, la quiebra absoluta de las antiguas institu-
ciones.

En nuestra guerra y, en su consecuencia más directa, esto es, el
proceso constituyente gaditano, confluyen tendencias políticas que
sólo momentáneamente podían coincidir. De un lado, los que com-
batían bajo las ideas de Dios, patria y rey como términos que se
identificaban mutuamente; de otro, los que alentaban una nueva
idea política, el principio de la soberanía nacional. Existe una ter-
cera tendencia, la de buena parte de los ilustrados españoles para
quienes la nueva dinastía napoleónica entraña la posibilidad de
continuar las reformas iniciadas en la centuria anterior. Son los
afrancesados. Colaboran, como sabemos con el invasor. Consecuen-
temente, serán desplazados por los liberales, aun cuando varios de
ellos intervengan posteriormente en la «década ominosa» como
profesionales de buen hacer; son, posiblemente, el primer modelo
histórico de «tecnócratas» que, si bien poseen la virtud de la efi-
ciencia administrativa, carecen de todo espíritu democrático.

¿Cuáles eran las nuevas ideas? A lo largo de la investigación se
ha dicho que nuestros hombres de Cádiz son los herederos de la
Ilustración. Ciertamente, varios de los principios básicos de la mítica
Constitución gaditana recuerdan las ideas del siglo XVIII español: la
centralización; el fomento de la agricultura, la industria y el comer-
cio; la reorganización de la administración; en fin, los viejos sueños
de la intervención estatal en materia educativa, sanitaria y benéfica.
Pero existen también otros principios que suponen un salto cuali-
tativo: el dogma de la soberanía nacional; el principio de la división
de poderes; la reorganización del ejército; la pasión por la igualdad.

644



MANUEL HERRERA GÓMEZ

Hay ciertas obsesiones que los liberales comparten con los ilus-
trados, tales como el tema de la decadencia. Pero se observan tam-
bién importantes diferencias en su tratamiento. Así, el liberalismo
español, preocupado de las causas de la decadencia, conecta con los
ilustrados en la necesidad de remover todos los obstáculos al libre
comercio, pero el origen de tales problemas no es ahora fundamen-
talmente económico, sino político. Desde luego ha sido el mal go-
bierno el culpable de tantos desaciertos, pero no tanto por la culpa
de los hombres como por el régimen en que estos gobernaban. La
decadencia tiene, pues, una causa política y, por ello, la forma de
superarla será necesariamente política.

De este modo, cuando en la progresista ciudad de Cádiz se re-
únan las Cortes, el predominio liberal asignará a la Constitución dos
objetivos fundamentales: la formación de un nuevo régimen políti-
co y la configuración de una nueva sociedad.

¿Cuál es ese nuevo régimen político que ahora se busca? El
régimen político protagonizado por el liberalismo supone el tránsito
de la condición de vasallos a la de ciudadanos. De los gobernados,
sujetos a una serie de derechos naturales, inestimables e imprescin-
dibles, anteriores al Estado y garantizados por éste, emanará la
voluntad general cuyo resultado es la ley. La ley se configura, pues,
como una norma racional, general, impersonal, fruto de la voluntad
de todos los ciudadanos. En este sentido, los liberales aparecen tam-
bién como herederos del racionalismo de la Ilustración. Finalmente,
supone la instauración del gobierno representativo, es decir, la
existencia de un asamblea elegida por los ciudadanos que no sólo
hace, las leyes, sino que también vota los impuestos y, en general,
se asocia a los actos de gobierno más importantes.

Al mismo tiempo que las Cortes constituyen un nuevo régimen
político, dan luz a una nueva sociedad basada en los principios de
libertad, igualdad y propiedad. La vieja sociedad estamental va a
ceder su lugar, no sin terribles luchas, a la nueva sociedad de clases.
Esta nueva sociedad asentará sus fundamentos en una idea madre
de la Ilustración. Nos referimos a aquella concepción antropológica
que sitúa a la felicidad como finalidad del hombre.

La palabra de felicidad es una palabra clave en el vocabulario de
los liberales, como lo había sido en el de los ilustrados. Los liberales,
igual que sus antecesores, creen que la felicidad, a la que tiende el
hombre necesariamente, es posible porque está inserta en el orden
de la naturaleza. La voz sigue cargada de un contenido material: fe-
licidad equivale a riqueza, a bienestar material. Lógicamente, la so-
ciedad debe permitir la felicidad de todos, el bienestar general. Para
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conseguirlo, todos los hombres aspirarán a la propiedad, aplicando
para ello su trabajo, su tiempo y su capacidad. Fin de la sociedad será
remover los obstáculos que lo impidan, dejando obrar libremente a
las reglas naturales el mercado. La libertad asegurará la capacidad de
los hombres para intercambiar sus bienes y la igualdad garantizará
que todos tengan las mismas posibilidades para incrementar su patri-
monio. La propiedad será, pues, libre —lejos de las trabas que impi-
den la transacción de los bines— e individual —ninguna persona
colectiva podrá justificar derecho alguno a poseer—.

Obviamente, la dinámica liberal determina una estratificación
en clases, definidas en función de la riqueza poseída. Mientras que
en la sociedad estamental la posición social es fija y adquirida, en
la sociedad de clases existirá una movilidad que hará subir o des-
cender a los individuos en función de su riqueza.

El colorario final, será, andando el tiempo, la «soberanía de la
riqueza», la identificación de los propietarios con los más capaces,
esto es, sufragio censatario. La verdad es que debajo de esta mag-
nífica construcción doctrinal del liberalismo político, subyace el
interés de una nueva clase, la burguesía, a quien beneficia de modo
directo, aunque no exclusivo, la nueva organización social.

En materias de pobreza, sanidad o educación, los hombres de
Cádiz hunden sus raíces en dos grandes fuentes: la herencia de la
Ilustración y el legado doctrinal de la gran revolución de 1789.
Como sucesores de nuestros ilustrados, comparten con ellos la vi-
sión de la pobreza y de la enfermedad, presentadas como obstáculos
al desarrollo económico y riesgos potenciales por posibles desórde-
nes sociales, la fe en la instrucción pública como instrumento prin-
cipal de renovación y reforma, la creencia en la necesidad de una
abundante población útil y laboriosa como manifestación de poder
y riqueza. Como hijos de los principios revolucionarios, reclaman
derechos legítimos inherentes a la condición de seres humanos tales
que derecho a la educación y derecho a la asistencia en caso de
necesidad material o enfermedad.

En cuanto que hombres modernos, es decir, hombres de su tiem-
po histórico, los liberales gaditanos participan de esa fe en el pro-
greso que heredaron como patrimonio del siglo XVIII. El progreso
de la humanidad aparece ahora ligado al progreso de la instrucción,
al desarrollo de unas medidas sanitarias de carácter preventivo, al
establecimiento de un sistema de asistencia que atienda las necesi-
dades materiales. La igualdad a la que se aspira hace incómoda a la
caridad por la dependencia que implica, es igualdad ante las luces,
es salud para poder trabajar y aplicar tiempo y capacidad para con-
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seguir el bienestar material. La desigualdad cultural, la pobreza o la
enfermedad atenían contra la libertad, pues no es libre el que por
ignorancia, enfermedad o pobreza coloca su destino en manos de
otro. La libertad es hija de la igualdad, y la igualdad sólo es posible
por la educación, la sanidad y la beneficencia. Por otra parte, sólo
un ciudadano libre, sin las ataduras de la incultura, la pobreza o la
enfermedad, puede constituir el basamento de la naciente democra-
cia. La instrucción, la sanidad y la beneficencia son concebidas, por
tanto, no sólo como instrumentos de reforma social o de prosperi-
dad de la nación, sino como piezas claves de la democracia.

Pero el giro hacia la beneficencia pública, la instrucción pública
y la sanidad pública, no sólo se debe a influjos doctrinales. La refor-
ma ilustrada, que había resquebrajado el sistema de atención parti-
cular de cada una de estas parcelas, y el nuevo impulso que supone
el proceso constituyente gaditano, se vieron favorecidos por la ge-
neralizada y profunda crisis, que estremeció todas las estructuras del
país entre 1750-1815 y que adoptó todas las posibles formas que en
un Régimen Antiguo podía tomar una crisis: comenzando por las
más superficiales de tipo climático, bélico, epidémico, siguiendo por
los niveles político y hacendístico, y acabando con la remoción de
las viejas estructuras sociales, religiosas y mentales que, al menos,
se tambalearon y perdieron la rutinaria incuestionabilidad. En este
zócalo resquebrajado no podía permanecer inerte la estructura asis-
tencial, sanitaria y educativa, por otra parte identificada y asimilada
con él.

Con la primera regulación constitucional van a quedar ya con-
figuradas la beneficencia pública, la instrucción pública y la sanidad
pública. Dicho de otro modo, el paso de la monarquía absoluta al
Estado liberal viene acompañado por la asunción por el Estado de
las actividades derivadas de cada una de estas materias. La tímida
identificación que habíamos encontrado entre lo público, lo social y
lo estatal, adquiere cuerpo de ley.

Junto a la asunción, el desarrollo de los mecanismos para llevarla
a cabo, mecanismos que no son otros que los detectados de forma
embrionaria en el siglo ilustrado: establecimiento de planes naciona-
les y uniformes, dirección centralizada de la gestión y gobierno a tra-
vés de lo que décadas posteriores serán futuros ministerios y control
estatal, en cuanto que atienden una parcela atribuida al Estado, del
personal que las administra. La plasmación legal de cada uno de es-
tos mecanismos es diversa según sea la parcela que se analiza. En el
campo de la pobreza quedan sentadas las directrices que guiarán la
futura Ley General de Benficencia de 1822: control estatal de las
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instituciones asistenciales, utilizando a los ayuntamientos y diputa-
ciones como instrumentos de gobierno, y racionalidad en la organi-
zación, funcionamiento y ubicación de los centros asistenciales. Los
mayores avances en el terreno legislativo se observan en materia
educativa. El Proyecto y Decreto sobre el Arreglo General de la
Enseñanza de 1813, regula tanto el establecimiento de un plan ge-
neral de enseñanza, ordenados en grados, como la selección del per-
sonal docente y las instituciones administrativas que se encargan del
gobierno de esta parcela. Por lo que hace referencia a la sanidad,
tanto el Proyecto de Reglamento de hospitales, como las Bases para
el Proyecto de Código Sanitario, contemplan la necesidad de un plan
sanitario uniforme, una dirección centralizada de la gestión y del
gobierno de la sanidad y un control del personal que detenta alguna
función en la salud pública, pilares de la ordenación samitaria ema-
nada del Trienio liberal. En la asunción y administración de cada una
de esta parcelas, según lo diseñado por el proceso constituyente ga-
ditano, jugarán un papel de especial interés los municipios y las di-
putaciones. Los entes locales y provinciales se convertirán en ejecu-
tores directos de lo emanado de los órganos centrales. Debemos
hablar, en consecuencia, de una administración periférica del Esta-
do, más que del ejercicio de una autonomía municipal o provincial.
Los ayuntamientos y diputaciones tendrán como competencias: fo-
mentar las actividades económicas que incentiven en crecimiento de
la población, supervisar, y en la mayor parte de las ocasiones mante-
ner, los centros benéficos educativos y sanitarios, inspeccionar al
personal que atiende las materias de sanidad, educación y benefirien-
cia, y poner en práctica todo lo que los órganos centrales —Junta de
Comercio y Moneda, Dirección General de Instrucción Pública, Di-
rección General de Sanidad— estimen conveniente.

De esta forma, y a través de un proceso que ha durado más
de cien años, proceso que tendrá su continuidad a lo largo de los
siglos XIX y XX, se cumplían las previsiones de los pensadores del
XVIII: «El desarrollo del Estado acelera los mecanismos de demanda
al Estado» había dicho el diplomático alemán Guillermo de Hum-
boldt. Y el político inglés Edmund Burke lo precisó más gráficamen-
te: «No es bueno que la gente se acostumbre a recibir pan de manos
del gobierno, porque a la menor escasez morderán la mano que los
ha alimentado». El Estado protector, que había encontrado las con-
diciones óptimas para transformarse en Estado-Providencia, susti-
tuía así a la Providencia religiosa y a la iniciativa privada. Un Estado
embarcado en una dinámica igualitaria que progresará mecánica-
mente a lo largo del XIX sin el control social.
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